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    Capítulo I


    Derecho Administrativo


    Actos dela Administración Pública


    Acto Administrativo


    Acción de lesividad iniciada porla AFIP(art. 17 ley 19.549). Pretensión de nulidad de acto administrativo que concede un beneficio fiscal y se encuentra en cumplimiento. Falta de acto que declare la lesividad y la postura definitiva dela Administración, emanada de órgano competente. Ausencia del presupuesto lógico de la demanda. Actuaciones administrativas que señalan distintos argumentos. Rechazo de la acción. Esencia del Poder Judicial federal: decidir colisiones efectivas de derechos


    La acción de lesividad, prevista en el art.17 infine de la ley de procedimientos administrativos -aplicable supletoriamente en la especie en virtud de lo normado por el art. 116 de la ley 11.683 (t.o. en 1998 y sus modificatorias)- tiene por objeto esencial el restablecimiento del imperio de la juridicidad vulnerada por un acto viciado de nulidad absoluta pero que, por haber generado prestaciones que están en vías de cumplimiento, su subsistencia y efectos sólo pueden enervarse mediante una declaración judicial en tal sentido. Tal como afirmó este Ministerio Público, en criterio que hizo suyo esa Corte se trata de "un principio de vital significancia, que tiene su base constitucional en la garantía de lapropiedad (arts. 14 y 17 dela Constitución Nacional) y a cuyo través se consolida uno de los pilares del ordenamiento jurídico, cual es el de la seguridad”. Es dable advertir que estamos frente a una actividad dela Administración, que implica un despliegue de facultades administrativas las que, como es regla, han de desarrollarse dentro del cauce de un procedimiento administrativo. Las facultades de que trata el art. 17 de la ley 19.549, sea que el acto irregular pueda ser revocado por razones de ilegitimidad en sede administrativa (primera parte) o bien que, por las mencionadas razones, su revocación deba instarse ante el Poder Judicial (segunda parte), han de desenvolverse en el marco de una interpretación armónica del articulado de la ley 19.549, dentro del preceptivo carril de un procedimiento administrativo, al cabo del cual se dicte el acto que, en el primer caso, revoque el anterior o bien, para el segundo, declare la lesividad del acto, eventualmente -en ejercicio de lo normado en el art. 12 de la misma ley- suspenda sus efectos, y finalmente dé la instrucción pertinente, por parte del órgano competente, para que se proceda al inicio de la acción judicial. Ello es también derivación necesaria e indubitable de lo establecido por la misma ley de procedimientos administrativos en sus arts. 1, 7 y cc., y que asimismo halla su fundamento en elementales razones que hacen al derecho de defensa del particular involucrado, quien ha de participar en dicho procedimiento a fin de poder ser oído y ofrecer las razones que hagan a su derecho (arg. art. 1, inc. f, de dicha ley). Sostener lo contrario importaría tanto como dejar librada la posibilidad de permitir a un abogado del Estado que, sin orden expresa, inicie por su solo ímpetu una pretensión de nulidad de un acto emanado de alguno de los órganos por él representados, lo que sin duda alguna resulta inadmisible, ycontrario a lo normado por los arts. 1 y cc. del decreto 411/80 y sus modificaciones. En efecto, si bienla AFIPes un ente autárquico que se desempeña en el ámbito del Ministerio de Economía y Finanzas (art. 1 del decreto 1156/96, y decreto 618/97), queda abarcado por lo normado en el art. 1 del citado decreto 411/80, sin que su representante haya acreditado en estas actuaciones la pertinente autorización del órgano superior que rige su actuación o bien del órgano en el cual eventualmente se haya delegado tal función. Ante la ausencia de un acto administrativo que declarase de manera expresa la lesividad del acto del 27 de julio de 2004, la demanda intentada no resulta proponible. La ausencia del acto señalado deja entrever que la actuación requerida aquí al Poder Judicial dela Naciónguarda inaceptable semejanza con una suerte de consulta para que, en definitiva, sea éste quien fije la postura quela Administracióndebió tomar respecto del pedido del particular sobre el beneficio fiscal aludido, tarea que es impropia de aquél


    AFIP - DGI s/ Solicita revocación de acto administrativo - Acción de lesividad cont. adm


    A.212, L.XLVII,11 de Octubre de 2011


    Ver dictamen


    Impugnación de declaraciones juradas del impuesto a las ganancias. Acto que pone fin a la vía recursiva respecto de una determinación de oficio: no es susceptible de ser impugnado mediante demanda contenciosa. Cuestionamiento judicial del impuesto: por medio de la acción de repetición (arts. 81 y cc. ley 11.683)


    La actora inició esta causa mediante una demanda contenciosa, deducida en los términos del art. 23 de la ley 19.549, tras el dictado de la resolución 136/05 (DV DOGR) que habíadeterminado de oficio los períodos2000 a2002 del impuesto en crisis, recurrida en los términos del art. 74 del decreto 1397/79, lo que dio lugar al dictado de la resolución 208/2006 (DE LGCN), agotándose así la vía administrativa. Al tratarse la citada resolución 136/05 (DV DOGR) de una determinación de oficio, su revisión debía instarse por alguna de las vías previstas por el art. 76 de la ley de rito fiscal, habiendo optado PDA por impugnar el acto por la vía administrativa -en vez de recurrir al Tribunal Fiscal dela Nación-. Asílas cosas, más allá de las consideraciones respecto de la vía recursiva formuladas por la actora en su recurso, y de las realizadas por el Fisco Nacional en su resolución 208/2006 (DE LGCN), la revisión transitó el mecanismo previsto en el inc. a) de dicho art. 76 de la ley 11.683. Así las cosas, y a la luz de la doctrina de V.E. sentada en la causa de Fallos: 333:161, el acto que pone fin a dicha vía recursiva respecto de una determinación de oficio no es susceptible de ser impugnado mediante demanda contenciosa, ya que la suerte del tributo en cuestión sólo puede ser cuestionada ante la justicia por medio de la acción de repetición de los arts. 81 y cc. de la citada ley de forma tributaria


    Pistrelli Diaz y Asociados c/ Estado Nacional - AFIP - Resolución 208/06 y otros s/ DGI


    P.40, L.XLVII,28 de diciembre de 2011


    Ver dictamen


    Contratos Administrativos


    Contratos en Particular. Empleo Público. Extinción


    Administración Pública (nacional o municipal): ausencia de calidad de empleadora según el Régimen de Contrato de Trabajo. Imposibilidad de ser alcanzada por una responsabilidadsolidaria que sólo es inherente a los empleadores. Actuación de los organismos administrativos: sistema normativo propio. Presunción de legitimidad de los actos administrativos: pugna con la presunción contenida en el art. 30 dela LCT. Interpretaciónde la ley. Art. 2° dela LCT


    La Administración Pública(nacional o municipal) no es empleadora según el Régimen de Contrato de Trabajo -salvo que por acto expreso se incluya a sus dependientes dentro de su ámbito-, por lo que mal puede ser alcanzada, entonces, por una responsabilidad solidaria que sólo es inherente a esta clase de sujetos del contrato de trabajo. Asimismo, la actuación de los organismos administrativos está regida por un sistema jurídico diferente que se sustenta en principios propios, no compatibles con los aplicables en materia de derecho común. De esta manera, la presunción de legitimidad de los actos administrativos aparece en pugna con la contenida en el art. 30 de la LCT, que presupone una actividad de fraude a la ley por parte de los empleadores. Cabe destacar que la postura mayoritaria de la decisión que ahora se cuestiona lejos de realizar una interpretación integradora del art. 30 con las demás disposiciones de la LCT, la aplica e interpreta en forma aislada y fuera del contexto normativo que regula la actividad del Estado demandado. Esto es así toda vez que no se tuvo en cuenta que el hospital es parte de una persona jurídica pública y que las disposiciones del ordenamiento laboral privado no le son aplicables, porque el art. 2° de la LCT excluye expresamente del ámbito de vigencia de la ley a las relaciones entre organismos públicos nacionales, provinciales y municipales y su personal. En tales condiciones, estos organismos no pueden ser, con la salvedad que la propia norma indica, empleadores en el sentido del derecho del trabajo y no pueden ser responsabilizados vicariamente por los créditos de trabajadoresajenos, que nunca hubieran podido serlo de ellos, circunstancia que constituye uno de los supuestos de aplicación del art. 30 de la LCT


    Gomez, Susana Gladys c/ Golden Chef S.A. y otros s/ Despido


    G.78, L.XLV,16 de febrero de 2011


    Ver dictamen


    Concesión de Servicio Público


    Servicio de transporte ferroviario de pasajeros. Modificaciones del contrato de concesión. Pretensión de inconstitucionalidad del decreto 104/91. Presunta lesión al principio de igualdad ante la ley y al de trato equitativo y digno de los usuarios de la línea Sarmiento. Cuestiones técnicas y económicas del servicio público no revisables en sede judicial. Recurso extraordinario inadmisible


    El recurso extraordinario es inadmisible y fue incorrectamente concedido por el a quo pues, si bien la apelante aduce que existe una cuestión federal en punto a la lesión al principio de igualdad ante la ley consagrado en el art. 16 de la Constitución Nacional y al de trato equitativo y digno del usuario previsto en su art. 42, tales preceptos carecen de vinculación directa con la materia del pleito. La solución del caso no dependía de la declaración de inconstitucionalidad de norma alguna sino de la apreciación de las pruebas y de los hechos de la causa. No se verifica discrepancia de las partes sobre la ponderación de lo que dispone el decreto 104/91 a la luz del principio de igualdad establecido en el art. 16 de la Constitución Nacional. Tampoco hay discordancia sobre la interpretación del art. 42 de la Constitución Nacional con relación a lo que debe entenderse por trato equitativo y digno sino que las discrepancias surgen sobre cuáles condiciones técnicas del servicio que resultan necesarias para alcanzar ese estándarestablecido en la Constitución. La recurrente en la expresión de agravios sub examine, omite desarrollar el contenido de las disposiciones o cláusulas que de manera concreta afectan sus derechos constitucionales, motivo por el cual cabe entender que el recurso en este aspecto carece de la debida fundamentación necesaria para demostrar tal afectación. Ello es así, pues una escueta y genérica impugnación no basta para que la Corte Suprema ejerza en el caso la atribución que reiteradamente ha calificado como la más delicada de las funciones que pueden encomendarse a un tribunal de justicia y que constituye un acto de suma gravedad que debe considerarse como ultima ratio del orden jurídico. El diseño del sistema de prestación del servicio elaborado por las autoridades competentes y las consecuencias directas que derivan de él responden a una valoración de carácter económico cuya apreciación y adopción corresponde a los otros poderes del Estado en virtud de sus altas facultades y constituyen enfoques de política técnica y económica cuya desventaja o acierto escapa a la consideración de los tribunales. Los poderes Legislativo y Ejecutivo son quienes tiene la atribución para sopesar la influencia de las concepciones referidas y las diferentes situaciones por las que atraviesa la sociedad y que se proyectan sobre la oportunidad, el mérito y la conveniencia para dotar con una determinada extensión y cualidad al sistema de servicios públicos, del que forma parte, también, el art. 42 de la Constitución Nacional. De admitirse por esta vía la revisión de la normativa como pretende el recurrente, se afectaría seriamente la política adoptada y los objetivos que tuvo en mira el Estado Nacional para concretar la privatización de este servicio público, al desarticular, sin fundamento válido, la ecuación económico-financiera del contrato de concesión. El principio de la presunciónde constitucionalidad de las normas supone, naturalmente, la de su razonabilidad, al menos cuando juegan elementos de hecho. En consecuencia, la simple discrepancia del recurrente con el método escogido por el decreto 104/91 no basta para sustentar su inconstitucionalidad


    Unión de Usuarios y Consumidores c/ Estado Nacional - Ministerio de V. e Inf. - Sec. Transporte - Dto. 104/01 y otros s/ Amparo - proceso sumarísimo (art. 321 inc. 2 CPCyC)


    U.29, L.XLVI,26 de septiembre de 2011


    Ver dictamen


    Contrato de Obra Pública


    Rescisión de contrato de obra pública por razones de emergencia: efectos del caso fortuito o fuerza mayor. Demanda contra el Estado Nacional por reconocimiento de gastos improductivos. Decreto 1105/89 (reglamentario de la ley 23.696): derecho del contratista de reclamar créditos originados con anterioridad a la rescisión. Interpretación de la ley: por su letra


    Por expresa disposición legal (art. 48 de la ley 23.696), los efectos de la rescisión de los contratos por razones de emergencia se asimilaron a los regulados por los arts. 54 de la ley l3.064 y 5° de la ley 12.910, es decir que la norma contempló la rescisión por razones de fuerza mayor con los efectos del precepto citado de la Ley de Obras Públicas que se refiere a la rescisión del contrato por parte del contratista. Cuando el contratista rescinde el contrato por alguno de los motivos que prevé el art. 53, tiene derecho al resarcimiento de los rubros que señala el art. 54 (ambos de la ley 13.064), entre los que encuentra el que corresponde a los gastos improductivos que probare haber tenido como consecuencia de la rescisión del contrato. Sin embargo, este último concepto no procederá si la rescisión fue por razones de caso fortuito o fuerzamayor, porque así lo establece el último párrafo del ya citado art. 54. Estas disposiciones son aplicables al sub lite en virtud de la remisión que efectúa el art. 48 de la ley 23.696, aunque también es pertinente aplicar la previsión del decreto reglamentario de este último precepto (decreto 1105/89), porque contribuye a la correcta solución al conflicto que se suscita en estos autos. El aludido decreto, en el ap. III del art. 48 de su anexo, excluye toda posibilidad de reclamo, por parte del contratista, referido al lucro cesante, beneficios o utilidades dejados de percibir, aunque le reconoce la liquidación y pago de los créditos anteriores a la rescisión del contrato, tales como facturas o certificados impagos, actualizaciones por mora o intereses impagos, siempre y cuando hayan sido acreditados fehacientemente y aquél presente un detalle pormenorizado de ellos, efectuando las liquidaciones del caso. Aplicando los principios de interpretación de la ley, entre ellos aquel que señala que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, a la que no se le debe dar un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, sino el que las concilie y conduzca a una integral armonización de sus preceptos, cuidando que la inteligencia que se les asigne no pueda llevar a la pérdida de un derecho, no se encuentra excluido del plexo normativo indicado la posibilidad de que se liquide a favor del contratista una indemnización del daño emergente que comprenda los gastos improductivos en los que hubiera incurrido antes de la rescisión contractual. La interpretación del último párrafo del art. 54 de la ley 13.064, que excluye la posibilidad de reclamo de los gastos improductivos que el contratista probare haber tenido como consecuencia de la rescisión del contrato, cuando ésta hubiera obedecido a razones de caso fortuito o fuerza mayor, no puede ser extendido a aquellos gastos improductivos experimentadoscon anterioridad. En lo que se refiere al caso fortuito o fuerza mayor, el art. 39 de la ley 13.064- que rige durante toda la relación contractual antes de su rescisión- pone a cargo de la Administración Pública, frente al acaecimiento de tales circunstancias excepcionales, los daños y perjuicios ocasionados al contratista


    Benito Roggio e Hijos S.A. y otro c/ Estado Nacional - Agua y Energía Eléctrica S.E. s/ Contrato de obra pública


    B.865, L.XLVI,30 de septiembre de 2011


    Ver dictamen


    Empleo Público


    Chofer y custodio de un magistrado. Personal de Prefectura Naval Argentina. Demanda por compensación prevista por el decreto 750/77. Supuesta violación al derecho de igual remuneración por igual tarea. Improcedencia del beneficio


    Al existir un sistema de compensaciones por el cual se rige directamente el personal de la Prefectura Naval, no corresponde acudir a un régimen que está dirigido a casos diversos del que involucra al recurrente, desde que se refiere al personal de la Policía Federal "y a otros agentes especializados" que estuviera afectado a funciones de custodia personal de las máximas autoridades de los distintos Ministerios y Secretarías de Estado, sin alcanzar a aquellos agentes de las fuerzas de seguridad a los que se hubiera asignado la tarea de custodiar a un juez. El alcance que el actor intenta otorgar a las disposiciones de los decretos 750/77 y 843/77 implica alterar sus términos, al pretender recibir un beneficio acordado para situaciones diversas de la planteada en el sub examine, sin que corresponda a los tribunales juzgar sobre el acierto o conveniencia de aquéllas. En cuanto a la alegada violación al derecho de igual remuneraciónpor igual tarea (art. 14 bis de la Constitución Nacional), que constituye una derivación de la garantía constitucional de igualdad (art. 16), el planteo debe desestimarse toda vez que, además de no constituir aquél un derecho absoluto sino que debe ejercerse de acuerdo a lo que establece su reglamentación, cabe también ponderar que para la existencia de lesión a la igualdad genéricamente considerada, el trato no igualitario debe emanar del texto mismo de la norma y no de la interpretación que pueda habérsele otorgado y la actora centra su planteo en señalar la diversa solución que reclamos análogos al sub lite recibieron en sede judicial, situación que no implica quebrantar aquella garantía


    Quinteros, Carlos Rubén c/ Estado Nacional - PNA - Resol. AU9 1R/01 s/ personal militar y civil de las FFAA y de SEG


    Q.1, L.XLVII,9 de noviembre de 2011


    Ver dictamen


    Demanda contra el INCAA. Indemnización por despido. Remisión Fallos: 333:311 (caso "Ramos") y C. 1733, L. XLII, "Cerigliano, Carlos Fabián”. Reconocimiento del derecho del actor a ser resarcido por la ruptura del contrato de trabajo por tiempo indeterminado. Inaplicabilidad Ley de Contrato de Trabajo. Ámbito del derecho público y administrativo


    Sin perjuicio de ello, mantengo el criterio contrario expresado en el dictamen del 13 de octubre de 2009 en la citada causa "Ramos"


    Cabeza, Edgardo Atilio c/ Instituto Nacional de Cine y Artes Audiovisuales s/ Despido


    C.279, L.XLVI,6 de julio de 2011


    Ver dictamen


    Demanda de personal en actividad del Servicio Penitenciario Federal. Compensación por inestabilidad de residencia: inclusiónde los adicionales decretos 2260/91, 2505/91 y 756/92 con carácter remunerativo. Carácter remunerativo de los suplementos particulares decreto 2807/93. Remisión a la causa "Oriolo, Jorge Humberto y otros" (Fallos: 333:1909). Precedentes "Machado" y "Klein de Groll"


    No corresponde admitir el carácter bonificable de la compensación por inestabilidad de residencia ni del adicional instituido por el art. 3° del decreto 756/92, pues el régimen legal aplicable al personal en actividad y a los retirados del Servicio Penitenciario Federal (leyes 13.018 y 20.416) tiene características propias distintas de las leyes que rigen al personal de las demás fuerzas de seguridad. Asimismo, ninguna norma de dicho régimen establece cuál de los conceptos que integran la retribución debe ser tenido en cuenta para conformar la base de cálculo de los suplementos y compensaciones y que, por lo tanto, esa base está compuesta por el rubro sueldo, diferenciado de los restantes ítems como bonificaciones, suplementos y compensaciones (art. 95 de la ley 20.416). Ninguna de las asignaciones en cuestión fueron creadas como bonificables, situación que no se modificó con el dictado del decreto 101/03, que los incorpora en el haber mensual a partir del 1° de enero de 2003. Por otro lado, de una razonable interpretación de las normas dictadas en materia de retribuciones del Servicio Penitenciario Federal, se desprende que los beneficios creados por el decreto 2807/93 -más allá del carácter de suplemento particular que éste les asigna- reúnen los requisitos exigidos para ser considerados remuneratorios. En efecto, su percepción generalizada por el personal de esa Fuerza ha sido reconocida por la Corte en los precedentes publicados en Fallos: 325:2171 ("Machado") y 328:4246 ("Klein de Groll") y esa "generalidad" de los beneficios "...le confiere una indudable y nítida condición remuneratoria o salarial, sin que sea óbice a ellosu calificación". Además, cabe recordar la doctrina del Tribunal según la cual, como enunciado general, sus decisiones deben atender a las circunstancias existentes al momento del fallo, aunque ellas sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si durante el transcurso del proceso se han dictado nuevas normas sobre la materia discutida, deben ser consideradas para su solución, pues las sentencias de la Corte, también, deben reparar en las modificaciones introducidas por esos preceptos, en tanto configuren circunstancias sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario de las cuales no sea posible prescindir. Debe tenerse en cuenta que mediante los decretos 1275/05, 1223/06, 872/07, 884/08 y 752/09, se realizaron aumentos generalizados de remuneraciones basándose en el mecanismo de actualizar los coeficientes creados por el decreto 2807/93, preservando las relaciones jerárquicas entre los distintos grados que componen la estructura escalafonaria de la Fuerza. Ello es así, pues dichas disposiciones incrementan sistemáticamente dos veces al año los coeficientes aludidos en porcentajes que van desde el 10% al 50%, circunstancia que importa agravar la manifiesta transformación de la remuneración principal en remuneración accesoria, ampliando el trastrocamiento ya existente


    Caro, Myriam Susana y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia y Derechos Humanos SPF s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


    C.1460, L.XLIV,7 de septiembre de 2011


    Ver dictamen


    Agentes en actividad de la Gendarmería Nacional. Reajuste de haberes. Incorporación al sueldo de los rubros creados por decreto 2769/93 y sus incrementos posteriores. Diferenciassalariales. Procedencia recurso extraordinario: mantenimiento de la cuestión federal


    El recurso extraordinario fue incorrectamente denegado, pues se advierte que en la demanda la actora sostuvo que el carácter particular asignado a los suplementos creados por el decreto 2769/93 y a sus incrementos posteriores incumplía las pautas de la ley 19.349 y su reglamentación, al tiempo que planteó la inconstitucionalidad del decreto 1095/06 en cuanto pretendía modificar la ley 19.101, cuestionamientos que mantuvo en sus presentaciones posteriores. El apelante cumplió el requisito de introducir oportunamente la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan examinarla y expedirse sobre el punto, planteo que, vale la pena recordarlo, no requiere de fórmulas sacramentales e incluso resulta indiferente cuando la sentencia trata una cuestión de aquella naturaleza. Las cuestiones debatidas en el sub lite son sustancialmente análogas a las examinadas por este Ministerio Público en el dictamen del 5 de mayo de 2010, in re B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio de Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg." (sin perjuicio de lo resuelto por V.E. en la misma causa (sentencia del 12 de julio del corriente año)


    Del Valle, Juan Carlos c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    D.203, L.XLVII,1 de diciembre de 2011


    Ver dictamen


    Limitaciones a la Propiedad Privada en Interés Público


    Restricciones Administrativas.Razonabilidad


    Ajuste por inflación en el impuesto a las ganancias: artículos 39 de la ley 24.073, 5° de la ley 25.561 y 5° del decreto 214/02.Efectos confiscatorios en el patrimonio o en la renta del contribuyente. Principio de razonabilidad


    Las normas impugnadas son, en principio, constitucionalmente admisibles salvo que, en la especie, se demuestre su repugnancia con la garantía de inviolabilidad de la propiedad, al producir efectos confiscatorios en el patrimonio o en la renta del contribuyente. La confiscatoriedad acaece frente a una absorción, por parte del Estado, de una porción sustancial de la renta o del capital. Ha dicho la Corte Suprema que “la presunta conformidad de las leyes nacionales o provinciales con las normas constitucionales, que es el principio cardinal de la división, limitación y coordinación de los poderes en nuestro régimen institucional, no debe ceder –por transgresión a ese principio y a esas normas- sino ante una prueba contraria tan clara y precisa como sea posible y particularmente cuando se trata de impuestos creados por el Poder Legislativo en virtud de facultades no discutidas, cabe tener presente que el exceso alegado como violación de la propiedad debe resultar no de una mera estimación personal, aunque ella emane de peritos ilustrados y rectos, ni de circunstancias puramente accidentales y eventuales, sino de una relación racional estimada entre el valor del bien gravado y el monto del gravamen, al margen de accidentes transitorios y circunstanciales sobre la producción y el aprovechamiento de aquél” Por ende, se debe requerir del actor una prueba concluyente a su cargo acerca de la evidencia de la confiscatoriedad alegada


    Duran, Juan Bautista c/ ENA - AFIP s/ Acción declarativa de certeza


    D.122, L.XLIV,28 de febrero de 2011


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa D.l22, L.XLIV, "Durán, Juan Bautista c/ ENA - AFIP - acción declarativa de certeza"


    Martin SH c/ AFIP s/ Acción meramente declarativa medida cautelar


    M.760, L.XLIV,28 de febrero de 2011


    Ver dictamen


    Organización Administrativa


    Descentralización. Institucional. Entidades Autárquicas


    Nulidad de resolución y del concurso docente convocado a fin de cubrir un cargo en una universidad nacional. Revisión de la actuación de la universidad. Postulante ausente en la clase de oposición. Pronunciamiento arbitrario: apartamiento de las constancias de la causa y de los argumentos invocados por las partes. Violación derecho de defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Nacional). Acto jurisdiccional inválido


    La Corte tiene establecido que la designación de profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente no admiten, en principio, revisión judicial, por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la universidad, salvo en aquellos casos en que los actos administrativos impugnados estén afectados por arbitrariedad manifiesta. Sobre la base de esta reiterada doctrina, la cámara examinó la actuación desarrollada por la universidad en el concurso convocado para cubrir un cargo de ayudante diplomado para la cátedra de Educación Física 1-Eje Básquetbol 1- del Profesorado Universitario en Educación Física y concluyó que corresponde anular la resolución dictada en el expediente nro.500-5934/06 del registro de la Facultad de Humanidades y Ciencias de la Educación, mediante la cual se rechazó el planteo del actor tendiente que se declarara la nulidad del concurso por haberse realizado la clase de oposición el 17 dejulio de 2007 sin su participación. La cámara omitió examinar argumentos conducentes para la correcta solución del litigio, lo que exigía considerar si la decisión de la universidad constituye un legítimo ejercicio de sus facultades discrecionales por encontrarse en juego el interés general de la comunidad universitaria y si se afectó el derecho de igualdad del postulante. El tribunal justificó su decisión en afirmaciones dogmáticas referidas a una cuestión formal a la cual las partes no otorgaron mayor trascendencia y soslayó el tratamiento de los fundados agravios planteados por la demandada en torno a que la postergación del concurso a pedido de un postulante habría afectado el interés general y el derecho de igualdad de los demás aspirantes, argumentos que fueron oportunamente propuestos por la universidad y que podrían haber variado la solución del caso


    Manazza, Carlos Alberto c/ Universidad Nacional de La Plata s/ Recurso administrativo directo


    M.913, L.XLV,24 de mayo de 2011


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Demanda contra universidad nacional. Recurso administrativo. Legitimidad de la decisión universitaria de no prorrogar la designación de un docente más allá de los sesenta y cinco años. Nulidad de actos administrativos. Entidades autárquicas


    Corresponde señalar que el art. 133 del Estatuto universitario -vigente al momento en que se produjeron los hechos que dan origen a la causa-, establece que: "El Consejo Académico o el Consejo Superior según se trate de Facultad o Dependencia, deberá ordenar el cese de todo docente, al 10 de abril siguiente a la fecha en que cumpliera 65 años de edad, o prorrogar el momento de dicho cese, por períodos de hasta dos (2) años"(actual art. 137 del Estatuto de 2008). Por otro lado, la ordenanza 174/86 de la Universidad Nacional de La Plata, reglamenta la situación de estos docentes y lo propio hace la resolución 21/04 del Consejo Académico de la Facultad de Ciencias Médicas en el ámbito de dicha unidad académica. Del mismo modo, es dable recordar que, en cuanto a la motivación del acto administrativo, la doctrina de la Corte indica que, en el ámbito de las facultades discrecionales de la Administración, es donde aquel requisito se hace más necesario y no existen formas rígidas para el cumplimiento de la exigencia de la motivación explícita del acto administrativo, la cual debe adecuarse, en cuanto a la modalidad de su configuración, a la índole particular de cada acto administrativo. En tal sentido, teniendo en cuenta que en el sub iudice la decisión la adoptó un órgano colegiado, resulta oportuno mencionar que la peculiar conformación de este tipo de órganos trae aparejada una especial forma de adoptar sus decisiones y, por lo tanto, una particular manera de fundarlas. Esta se lleva a cabo, al exterioriza su voluntad mediante decisiones adoptadas en un ámbito deliberativo y mediante votos individuales de sus miembros en el momento preciso de la deliberación. Con lo cual, los requisitos formales del procedimiento de elaboración de la voluntad de los órganos colegiados se encuentran cumplidos, la sesión fue convocada previamente, el orden del día se fijó y se reunió el quórum de asistencia y votación. Sobre la base de tales pautas, la actuación administrativa se ajusta a derecho y la sentencia de la cámara impugnada avanzó indebidamente sobre cuestiones que son de decisión de las autoridades universitarias. En efecto, la situación del actor fue previamente debatida y tratada por los distintos órganos universitarios, los que aconsejaron la decisión aquí cuestionada, la que estuvo motivadade acuerdo con las formas y características que tienen los órganos colegiados para fundar sus resoluciones. Todo ello conduce a sostener que, el pronunciamiento apelado no se ajusta a derecho en cuanto declaró la nulidad de los actos administrativos impugnados en esta causa


    Maldonado, Miguel Angel c/ U.N.L.P. Fac. Cs. Médicas s/ Recurso administrativo directo


    M.1067, L.XLVI,2 de agosto de 2011


    Ver dictamen


    Empresas del Estado


    Programa de Propiedad Participada de los ex empleados de YPF. Fórmula de cálculo para el pago de bonos. Ley 25.471. Remisión otros precedentes. Opción para el agente del procedimiento más conveniente


    En cuanto a la cuestión de fondo, esta Procuración dictaminó en los antecedentes de Fallos: 329:3564 ("Buteler Oliva"), 329:3568 ("Gerry"), 331:1846 ("Santillán") y B 1.666, L. XLI, "Bravo, Gregorio". Se deriva de allí que, a partir de lo resuelto en Fallos 324:3876 ("Antonucci"), las autoridades competentes establecieron una reparación tarifada con el fin de evitar que la prolongación de la significativa cantidad de procesos iniciados por ex-agentes de Y.P.F. S.E. suscitara mayores gravámenes al Estado Nacional. En ese contexto, los sujetos comprendidos en la preceptiva reseñada tienen la posibilidad de acceder al beneficio de la ley n° 25.471 mediante el procedimiento abreviado de la resolución MEP 462/2004, sin que el estado procesal de las eventuales actuaciones judiciales constituya un obstáculo para ello. De todos modos, al tener el citado régimen indemnizatorio carácter facultativo y no obligatorio, cada ex-agente puede optar por la alternativa que aprecie más conveniente; esto es, promovero continuar un pleito en sede judicial o acogerse al régimen administrativo, tarifado. En el supuesto de inclinarse por la última opción, ello implica el desistimiento y la renuncia a la acción y al derecho de cualquier actuación judicial o administrativa vinculada con el PPP de Y.P.F. S.A., así como también, la percepción del beneficio mediante bonos de consolidación de la deuda pública. Si bien la ley n° 25.471 estatuye de modo expreso un reconocimiento general de deuda, el decreto n° 1.077/93 no postula que su mecanismo de cálculo y pago se aplique imperativamente a los beneficiarios de la reparación; antes bien, pone en claro que el acogimiento es un privilegio de carácter potestativo de los interesados (dictamen Fallos: 329:3564). El peticionario tuvo siempre expedita la acción para requerir jurisdiccionalmente la reparación integral del perjuicio y no se encontraba compelido a iniciar la vía administrativa y someterse a su régimen, el que a la par de la tarifa y de la abreviación del trámite, incluye el desistimiento de todo reclamo relativo al PPP y el cobro del beneficio en bonos. Toda vez que, en el sublite, a diferencia del precedente "Santillán", el ex-agente expresó su voluntad de adherir al trámite abreviado, en los términos exigidos por la preceptiva aplicable, no procede que los jueces establezcan el resarcimiento adoptando los parámetros que consideren conducentes, motivo por el cual, en ese marco, no se advierte que la reglamentación que objeta el actor comprometa las garantías constitucionales que invoca (v. dictamen recaído en Fallos: 331:1846 y Fallos 331:2470). V.E. ha dicho que nadie puede ponerse en contradicción con su propio proceder ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior deliberada y jurídicamente relevante y es ineficaz la alegada violación de garantías constitucionales cuando el daño padecido deriva de lapropia conducta discrecional del recurrente. Se adiciona a ello que el régimen reglamentario de la ley n° 25.471 constituye una unidad que incluye en sus términos, entre otros puntos, la renuncia de todo reclamo relativo al PPP, por lo que no tolera cuestionamientos parciales o fraccionados como el intentado por el accionante, que pretende acogerse sólo en la parte beneficiosa a su imperio


    Soria, Gabriel Ernesto c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios públicos de la Nación s/ Part. Accionariado Obrero


    S.881, L.XLV,27 de abril de 2011


    Ver dictamen


    Poder de Policía


    Competencia del ENRE para dirimir conflictos y regular la prestación de la función técnica del transporte de energía eléctrica: remisión a lo resuelto en la causa E. 394, L. XLI, "Empresa Distribuidora de Energía Norte S.A.” y dictamen de la causa E. 429, L. XL, "Edesal S.A.”


    Empresa distribuidora San Luis S.A. (EDESAR) c/ ENRE Resol. 152/03, 41/04 expte. 13.192 y 13.193


    E.36, L.XLVII,14 de junio de 2011


    Ver dictamen


    Jurisdicción. Materia Impositiva


    Ley del impuesto a las ganancias. Salida de dinero carece de documentación: requisitos para la aplicación del art. 37. Debida identificación de los beneficiarios y demostración de la causa de la erogación. Deberes probatorios del contribuyente


    Una salida de dinero carece de documentación, a los fines de la aplicación del art. 37 de la ley del impuesto a las ganancias, tanto cuando no hay documento alguno referente a ella, como enel supuesto en que si bien lo hay, el instrumento carece de aptitud para demostrar la causa de la erogación e individualizar -al tratarse de actos carentes de sinceridad- a su verdadero beneficiario De lo expuesto se colige que ambos aspectos -la debida identificación de los beneficiarios y la demostración de la causa de la erogación- adquieren una importancia capital para dilucidar la aplicación del instituto. Por el contrario, se advierte que la cámara realizó un estudio parcial y sesgado de la cuestión en un doble aspecto. Por un lado, tuvo por individualizado al beneficiario de los pagos únicamente sobre la base del informe pericial contable producido en la causa, cuyo contenido resulta notoriamente insuficiente para tal fin. Por el otro, omitió todo análisis respecto de la causa de las erogaciones impugnadas. En efecto, como lo reconoce el propio pronunciamiento recurrido, el informe pericial se limitó a especificar que la actora llevaba sus libros en legal forma, que los pagos efectivamente se realizaron, que se emitieron los comprobantes y facturas respectivos, que ellos fueron debidamente registrados, que se practicaron las retenciones del impuesto a las ganancias por esos abonos y que ellas fueron ingresadas al Fisco. Con estas aseveraciones habrá quedado eventualmente acreditada la salida del dinero mas no, como era menester, la individualización de su receptor ni tampoco la real existencia y la materialidad de las operaciones que originaron ese movimiento de fondos. Ante la impugnación sustantiva del Fisco Nacional -quien imputa que las operaciones económicas y la documentación recibida por una sociedad anónima carecen de sinceridad el contribuyente debía probar por otros medios que tales erogaciones fueron realmente efectuadas para obtener, mantener y conservar ganancias gravadas, cargacon la que no cumplió, por lo que su suerte adversa en la controversia queda definitivamente sellada


    Interbaires SA (TF 15828-I) c/ DGI


    I.135, L.XLV,21 de febrero de 2011


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Tarifas cobradas por terminales portuarias convertidas a pesos. Ley de convertibilidad. Remisión al fallo "Mexicana de Aviación S.A. de C.V. c/ E.N. – Ministerio de Defensa - FAA Dto. 577/02 s/ amparo ley 16.986"


    Se trata aquí de los valores de las tarifas que la actora abona a las concesionarias de terminales portuarias por el uso de éstas y por los servicios complementarios a las operaciones de comercio exterior que las demandadas prestan a los usuarios de cada terminal. Esas tarifas son un precio regulado por el Estado Nacional y cobrado por las concesionarias, que abonan los responsables de los buques y de las cargas vinculadas a operaciones de comercio internacional que se realizan por el Puerto Nuevo de Buenos Aires, lo que permite descartar que el legislador hubiese pretendido incluirlas en las disposiciones del art. 8° de la ley 25.561. Como señaló el Tribunal en el recordado caso, al modificar la moneda en que se encontraban expresadas ciertas tarifas y precios de servicios públicos, el Congreso Nacional procuró velar por la continuidad, universalidad y accesibilidad de dichos servicios y evitar, de esa forma, una verdadera conmoción social ya que, en el contexto de una economía nacional "pesificada", mantener en dólares las tarifas hubiera causado la exclusión de los millones de usuarios de servicios públicos (particulares y comerciales) que habían visto disminuido el valor de sus ingresos producto de la devaluación de la moneda nacional. En cambio, las tarifas cobradas por las terminalesportuarias demandadas respecto de operaciones de comercio exterior se aplican a un sector de la economía que no se vio afectado por la grave crisis que determinó el dictado de la ley 25.561, o al menos no la sufrió con la misma intensidad con que la padecieron los usuarios de los servicios públicos mencionados en el párrafo anterior. Además, al igual que en el caso de las tarifas aeroportuarias, se realizó una distinción entre los servicios portuarios que se prestaran en operaciones de comercio exterior y las correspondientes a operaciones de cabotaje, manteniéndose con relación a estas últimas la paridad de un peso por cada dólar estadounidense. Ese tratamiento diferenciado queda justificado, en materia de tarifas portuarias, en el hecho de que los buques y las cargas pertenecientes al tráfico de cabotaje se vieron inmersas en la crisis nacional, mientras que las operaciones de comercio exterior obedecen a variables ajenas al mercado local. Por otra parte, de modo similar a lo señalado por la Corte Suprema en aquella oportunidad, la circunstancia de que se haya incluido a los contratos del sector de servicios portuarios en el proceso de renegociación al que se hace referencia en el art. 9° de la ley 25.561 no hace variar las conclusiones precedentes, pues por lo dicho anteriormente las tarifas fijadas por los concesionarias de las terminales portuarias demandadas no estaban incluidas en las previsiones del art. 8° de la referida ley


    Petrobras Energia S.A. c/ Terminales Río de La Plata S.A. y otro s/ Sumarísimo


    P.16, L.XLVI,6 de mayo de 2011


    Ver dictamen


    Acción declarativa de certeza. Procedencia de la acción: cumplimiento de requisitos establecidos por el art. 322 del CPCCN. Actividad ferroviaria. Contrato de concesión otorgadopor las autoridades nacionales. Improcedencia de la percepción del impuesto de sellos. Ley provincia Buenos Aires N° 11.490. Remisión a Fallos: 331:310, y dictamen en autos T. 97, L. XXXIX


    Debe desestimarse la pretensión fiscal puesto que si el legislador provincial tuvo la intención de comprender en la ley impositiva 11.490 –art. 15, ap. A)-, a las concesiones otorgadas por toda clase de autoridad administrativa, no se advierte el sentido de haber mencionado sólo y específicamente a la "...autoridad administrativa, provincial o municipal..." (inc. 3°), ni correspondería suponer que, como ya se sostuvo, ha quedado comprendido en la cláusula genérica del inc. 18 de la misma norma el supuesto de las concesiones otorgadas por la autoridad nacional. Tratándose en el caso de una concesión otorgada por la autoridad nacional -aspecto que por lo demás no se halla controvertido en el pleito-, aquélla resultaba excluida de la normativa provincial (ley 11.490)


    Monserrat, José Higinio c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad (impuesto de sellos)


    M.650, L.XLI,11 de Octubre de 2011


    Ver dictamen


    Acción declarativa. Supuesta inconstitucionalidad de normas que impiden aplicar el ajuste por inflación impositivo en el impuesto a las ganancias. Disminución de quebrantos. Arts. 39 de la ley 24.073, 7° y 10 de la ley 23.928, y decreto 214/02. Discrecionalidad del legislador en la materia. Inexistencia de afectación de principios constitucionales. Precedentes Fallos: 328:2567 y 332:1571


    La pretensión esgrimida por la actora involucra el estudio sobre la constitucionalidad de los arts. 39 de la ley 24.073, 4° de su similar 25.561 y 5° del decreto 214/02, como asimismo de toda otra norma, legal o reglamentaria, que impida aplicar en ladeclaración jurada del impuesto a las ganancias correspondiente al ejercicio fiscal del año 2002 el denominado "ajuste por inflación impositivo", previsto en el título VI de la ley 20.628. El cuestionamiento de la demandante al conjunto de normas enjuiciado en el sub lite, que no incorpora argumentos novedosos, no es atendible ni por alegarse un vicio de origen ni tampoco uno sobreviniente por el solo hecho del resurgimiento de la inflación. Por el contrario, aquél únicamente puede apoyarse en el apartamiento o violación de los principios garantizados por nuestra Constitución Nacional. Por otro lado, la actora también pretende sostener la inconstitucionalidad de las normas impugnadas en virtud de que su aplicación para el ejercicio fiscal del año 2002 le ocasiona una disminución en sus quebrantos. La regulación de los quebrantos, dentro del sistema fiscal en general, y del impuesto a las ganancias en particular, importa una decisión discrecional del legislador que, salvo agravio de orden constitucional, queda al margen de la competencia de los demás poderes del Estado. La Corte tiene dicho que no le compete a ella considerar la bondad de un sistema fiscal para buscar los tributos que necesita el erario público y decidir si uno es más conveniente que otro; sólo le corresponde declarar si repugna o no a los principios y garantías contenidos en la Constitución Nacional. No podría aquí argüirse un caso de afectación de derechos adquiridos, toda vez que el giro comercial y fiscal de la actora estuvo regido por las mismas normas que prohibían todo tipo de actualización o repotenciación de quebrantos desde la sanción de la mentada ley 24.073 hasta la fecha en que se originaron los declarados en el ejercicio 2002. La Corte admitió que un tributo válidamente dictado por el Poder legislativo podía, en algún caso concreto, absorber una porción sustancial del capital o de la rentaalcanzados y perder, en consecuencia –y en esa proporción- su validez constitucional. Es de toda evidencia que el caso de autos no puede ser encuadrado dentro de los lineamientos de esa doctrina, por la sencilla razón de que no hay tributo a pagar que pueda ser cotejado con el capital o la renta gravados para verificar si hay una absorción inadmisible de éstos. Por tal motivo, y al no haber esa parte alegado ni mucho menos demostrado qué otra eventual causa de agravio constitucional padece a causa de la suspensión del mecanismo de ajuste inflacionario en trato, corresponde desestimar su demanda


    Estancias Argentinas El Hornero S.A. c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva - Ley 24.073 s/ Acción declarativa


    E.204, L.XLV,11 de marzo de 2011


    Ver dictamen


    Amparo. Retención del impuesto al valor agregado a la comercialización de granos no destinados a la siembra. Mecanismo de certificación de operaciones (art. 33 Res. Gral. AFIP 1.394): servicio establecido con carácter general


    La resolución general (AFIP) 1.394 autoriza a utilizar el mecanismo de certificación ante las Bolsas de Cereales autorizadas por el Poder Ejecutivo, como alternativa tanto a los agentes de retención como a los sujetos pasibles de ella. De esta forma, se permite que los agentes de retención eviten desarrollar las tareas que les encomienda el art. 32 de la resolución general (AFIP) 1.394, entre ellas, verificar la identidad del operador, la documentación que así lo acredita, su falta de inclusión en las nóminas de bajas que publica la AFIP, etc. También evita a los sujetos pasibles de la retención el esfuerzo de acreditar, ante cada uno de los agentes de retención, su inclusión en el "Registro" ypresentar la documentación certificada por escribano público a la que hace referencia el art. 31 de la resolución general (AFIP) 1.394. Pero una vez que el agente de retención o el sujeto pasible de ella han optado por el mecanismo de la certificación en los términos que autoriza el art. 33 de la resolución general (AFIP) 1.394, no se le permite a las Bolsas de Cereales negarse, sobre la base de su sola voluntad, a prestar un servicio que ha sido establecido con carácter general por una norma cuya constitucionalidad no es motivo de debate. Lo dicho hasta aquí no afecta el deber en que se encuentran las Bolsas de Cereales de negar la expedición del certificado a los sujetos que no reúnan los requisitos objetivos para acceder a él, cuestión diferente de la debatida en esta causa, la que se limita sólo a la obligación de tramitar la solicitud del particular


    Biagio cereales S.A. s/ Bolsa de cereales B.A. y otro s/ Amparo ley 16.986


    B.67, L.XLIV,15 de febrero de 2011


    Ver dictamen


    Cuestión de competencia. Acción declarativa. Potestad de aplicar un impuesto provincial. Materia de derecho público provincial, inexistencia de carácter federal. Proceso ajeno a la competencia originaria


    Lo medular del planteamiento que se efectúa remite a examinar, además de la violación constitucional que invoca, la adecuación de la pretensión fiscal de la provincia a la ley 23.548 de coparticipación federal de impuestos y al convenio multilateral del 18 de agosto de 1977. Las leyes-convenio –entre las que cabe incluir el régimen de coparticipación federal y el convenio multilateral en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales- hacen parte, aunque con diversajerarquía, del derecho público provincial, lo cual quita el carácter exclusivamente federal a la materia del pleito, imprescindible para la tramitación de estas actuaciones en la instancia originaria del Tribunal. Ello es así, puesto que el sistema federal y las autonomías provinciales exigen que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de derecho público provincial, sin perjuicio de qué las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. La Corte tiene dicho que el cobro de un tributo no constituye una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto administrativo


    Aceitera Martínez S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A.911, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


    Ver dictamen


    Prestadores del servicio de transporte automotor de carga. Ley 23.966 del impuesto sobre los combustibles líquidos y el gas natural (IC). Pago a cuenta del IVA en las compras de gasoil. Saldo de libre disponibilidad en este tributo. Cesión a terceros responsables y su compensación en los términos de los arts. 28 y 29 de la ley 11.683 (t.o. en 1998): improcedencia. Traslado del remanente a períodos fiscales siguientes hasta su agotamiento. Interpretación de las leyes. Principio de reserva de ley en materia tributaria


    La primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. Además, por encima de lo que las leyes parecen decirliteralmente, es propio de la interpretación indagar lo que ellas dicen jurídicamente y en esa indagación no cabe prescindir de las palabras de la ley, pero tampoco atenerse rigurosamente a ellas, cuando la interpretación sistemática así lo requiere. La sentencia apelada, siguiendo la tesitura propuesta por las actoras, basa su conclusión en sostener que si el IC abonado por Dota S.A. es susceptible de ser tomado como "pago a cuenta" del IVA, entonces se trata de un "ingreso directo" que, como tal, puede ocasionar un "saldo de libre disponibilidad" en la mecánica de este último, motivo por el cual cabe que sea válidamente transferido a terceros. Tal razonamiento es incorrecto y no puede ser mantenido en esta instancia. Por una parte, la norma en estudio en momento alguno hace alusión a que la suma pagada en concepto de IC, contenida en las compras de gasoil, pueda ser tomada como "crédito fiscal" en el IVA y, mucho menos, que pueda dar origen a un "saldo de libre disponibilidad" en él. Antes bien, establece una suerte de beneficio fiscal, consistente -al igual que las otras alternativas previstas en el artículo anterior- en que si el contribuyente tiene un saldo a pagar en sus declaraciones de IVA del respectivo período fiscal -es decir en aquel en el que realizó las compras del combustible gravado- el monto del IC indicado puede emplearse para imputarlo a la cancelación de esa deuda. En caso contrario, si en el ejercicio de que se trata no tuviera ese saldo deudor a favor del Fisco en el IVA, obviamente no podría hacer uso de esta franquicia en ese período fiscal. La inteligencia propuesta se ve corroborada por lo establecido por el legislador al indicar que el remanente de dicho cómputo "podrá trasladarse a los períodos fiscales siguientes, hasta su agotamiento". En otras palabras, si realizado el pago del IVA del período de que se trate mediante ese mecanismo aún subsistierauna suma sobrante con origen en el pago del IC, ésta podrá emplearse para el mismo fin -esto es, la cancelación del saldo a pagar del IVA- en períodos sucesivos. De admitirse como válida la pretensión de las actoras, dicho párrafo de la norma estaría de más, puesto que no hubiera hecho falta que el legislador estableciese la posibilidad de emplear el remanente en períodos sucesivos pues ella vendría dada por su propia naturaleza, de conformidad con los arts. 24 y cc. de la ley del IVA. Cabe recordar aquí el claro principio hermenéutico que postula que no cabe presumir la inconsecuencia o falta de previsión del legislador. Aprecio una inadmisible afectación al principio de reserva de ley en materia tributaria, puesto que del mismo modo que éste impide que se exija un tributo en supuestos no contemplados por la ley, también veda la posibilidad de crear exenciones en situaciones que tienen cabida en ella con arreglo a los términos del respectivo precepto, máxime cuando, como ha dicho V.E., tales franquicias son uno de los elementos esenciales que componen el tributo


    Dota S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ DGI


    D.120, L.XLV,31 de mayo de 2011


    Ver dictamen


    Pretensión de inconstitucionalidad de los arts. 39 de la ley 24.073, 4 de la ley 25.561 y del decreto 214/02. Mecanismo de ajuste por inflación: art. 94 y ss. de la ley 20.628 y modificaciones. Impuesto a las ganancias. Principios de capacidad contributiva y de no confiscatoriedad. Falta de demostración de la confiscatoriedad


    Es inveterada jurisprudencia del Tribunal que la confiscatoriedad ocurre frente a una absorción, por parte delEstado, de una porción sustancial de la renta o del capital. Dentro de esta doctrina, adquiere particular relieve el aspecto probatorio, que no debe soslayar quien pretenda resultar exitoso al impugnar un tributo tildándolo de confiscatorio. En efecto, ha dicho la Corte que "la presunta conformidad de las leyes nacionales o provinciales con las normas constitucionales, que es el principio cardinal de la división, limitación y coordinación de los poderes en nuestro régimen institucional, no debe ceder –por transgresión a ese principio y a esas normas- sino ante una prueba contraria tan clara y precisa como sea posible y particularmente cuando se trata de impuestos creados por el Poder Legislativo en virtud de facultades no discutidas, cabe tener presente que el exceso alegado como violación de la propiedad debe resultar no de una mera estimación personal, aunque ella emane de peritos ilustrados y rectos, ni de circunstancias puramente accidentales y eventuales, sino de una relación racional estimada entre el valor del bien gravado y el monto del gravamen, al margen de accidentes transitorios y circunstanciales sobre la producción y el aprovechamiento de aquél". Es por ello que se requiere del contribuyente, en cada oportunidad, una prueba concluyente a su cargo acerca de la evidencia de la confiscatoriedad alegada. En estas condiciones, determinar si en este caso se torna confiscatorio el gravamen que debe pagar la actora por la aplicación de las normas que impugna, remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos, tema éste que debe circunscribirse a las cuestiones de índole federal antes analizadas


    Peretti, Daniel Hugo c/ ENA AFIP s/ Acción declarativa de certeza


    P.502, L.XLV,28 de febrero de 2011


    Ver dictamen


    Reorganización societaria: comunicación al ente recaudador. Extemporaneidad en la presentación de la información. Facultades del ente recaudador para fijar los plazos para la presentación


    El organismo recaudador se encuentra facultado para fijar el término dentro del cual la reorganización societaria debe ser comunicada, pues el art. 77 de la ley del impuesto a las ganancias (t.o. 1997) claramente determina que: "La reorganización deberá ser comunicada a la Dirección General Impositiva en los plazos y condiciones que la misma establezca", atribución que no es violatoria del principio de reserva de ley en materia tributaria consagrado en los arts. 4°, 17, 52 Y 75 de la Constitución Nacional pues éste abarca tanto a la creación de impuestos, tasas o contribuciones como a las modificaciones de los elementos esenciales que componen el tributo, es decir el hecho imponible, la alícuota, los sujetos alcanzados y las exenciones. Las expresiones "normas que rijan los gravámenes" y "disposición legal en contrario" empleadas por el art. 4, 2° párr. la ley 11.683 y art. 1, inc e), ap. 2) de la ley 19.549, respectivamente, no exigen una ley formal, es decir emanada del Congreso, para establecer términos en días corridos, sino que ambas indican que otras normas jurídicas generales de rango distinto pueden hacerlo, sin mengua de su eficacia o validez con sustento en su naturaleza de decreto reglamentario o resolución general. A la luz de la redacción empleada por la ley 11.683, no puede pasar inadvertido que los tributos no sólo están "regidos" por las leyes formales que los crean y fijan sus elementos esenciales, sino también por una pléyade de normas de rango infralegal que integran el conjunto de disposiciones imperativas que instituyen y regulan su funcionamiento y que poseen la misma eficacia que las primeras, en tanto respeten su espíritu. El organismo recaudador puedeválidamente fijar el plazo para la comunicación en días" corridos", en uso de las atribuciones conferidas por el art. 77 de la ley del impuesto a las ganancias. Con respeto a la "fecha de la reorganización", determinar el momento en el que la continuadora comenzó a desarrollar la actividad de la antecesora, en los términos del 105 del decreto reglamentario de la ley del tributo y, por ende, si se ha cumplido el plazo fijado en la resolución general (DGI) 2.245, remite al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos, tema que debe circunscribirse a las cuestiones de índole federal


    Guido C. Caratti e hijos S.R.L. c/ AFIP - DGI - Resol. 122/01 s/ Dirección General Impositiva


    G.112, L.XLVI,14 de febrero de 2011


    Ver dictamen


    Robo de mercadería en tránsito de importación. Régimen de destinación suspensiva de tránsito de importación: tributos y plazos. Presunción de importación para consumo personal


    Las circunstancias del sub lite pueden ser encuadradas en lo preceptuado por los arts. 308 y cc. del Cógido Aduanero, en cuanto se produjo un siniestro que implicó la pérdida irremediable de mercadería que se hallaba en tránsito de importación, para las personas interesadas, habiendo éstas dado aviso inmediato a la autoridad aduanera. Carece de lógica plantear la aplicabilidad de lo previsto en el art. 311 del citado cuerpo legal, que autoriza a presumir iuris et de jure la importación para consumo, puesto que no hacía falta dejar transcurrir el plazo allí estipulado para colegir que la mercadería, no podría arribar a destino debido al siniestro señalado. En efecto, ya desde el mismo día en que el hecho delictivo ocurrió podía preverse que ella no llegaría a la aduana de destino dentro delplazo otorgado, para ser allí nacionalizada, sino que, además, podía inferirse que ese arribo tampoco se llevaría a la práctica dentro del plazo de un mes otorgado por la ley aduanera, por permanecer la mercadería en poder de sus apropiadores, aun cuando las fuerzas de seguridad hubiesen podido atrapar los delincuentes e incautado el cargamento a poco de ocurrido el delito, seguramente éste habría quedado retenido durante un lapso prudencial a la orden de la autoridad judicial competente, a fin de producir sobre él todas las medidas probatorias requeridas por el ordenamiento para tal menester, tornando asimismo de imposible cumplimiento el arribo a la aduana de destino en el término previsto, circunstancia que igualmente obligaría a poner en práctica la responsabilidad para la actora, a pesar de saberse en todo momento que había una explicación plausible sobre lo acaecido y un claro por qué del retardo en la operatoria. Resulta también aplicable la dispensa prevista en la primera parte del art. 315 de la ley 22.415, sin que pueda ella verse desplazada por lo normado en su parte final, pues lo contrario llevaría a consecuencias inadmisibles, tales como concluir que la responsabilidad tributaria prevista en el art. 311 del Código Aduanero es de carácter estrictamente objetivo, desplazando toda posibilidad de disculpa fundada en razones subjetivas, así como también colisionaría con el art. 783 del mismo cuerpo legal, en cuanto arriman la responsabilidad tributaria hacia los apropiadores para el caso en que la mercadería fuera hallada en sus manos. Las leyes deben interpretarse siempre evitando otorgarles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el sentido que las concilie y deje a todas con valor y efecto. Los textos legales no deben ser considerados a los efectos deestablecer su alcance y sentido aisladamente, sino correlacionándolos con los que disciplinan la misma materia, como "un todo coherente y armónico, como partes de una estructura sistemática considerada en su conjunto y teniendo en cuenta la finalidad perseguida por aquéllos. En ese sentido, tal como lo ha sostenido la Corte Suprema, no debe prescindirse de las consecuencias que naturalmente derivan de un fallo, toda vez que constituyen uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la interpretación y su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma


    Tevelam SRL (TF 22427-A) c/ DGA


    T.317, L.XLVI,6 de mayo de 2011


    Ver dictamen


    Limitaciones. Principio de Razonabilidad


    Daños y perjuicios derivados de la falta de pago del premio correspondiente a un sorteo del juego de azar "Quini 6". Falta de envío del cupón que contenía los números que resultaron sorteados a la Caja de Asistencia Social, razón por la cual aquél no participó en el sorteo, no ingresó al sistema de cómputo ni tampoco fue debidamente remitido por el agenciero a la Caja. Ausencia de condena a las organizadoras del juego al pago del premio: apuesta que no puede tenerse como efectivamente jugada, de acuerdo con la reglamentación del juego. Razonabilidad de la reglamentación de los juegos de azar monopolizados por el Estado. Agravios insuficientes: falta de examen concreto. Mera discrepancia con las decisiones adoptadas en las sentencias anteriores


    Respecto de la aducida inconstitucionalidad de los arts. 1, 8 y 28 del reglamento del Quini 6, aprobado por resolución 11/94 del Presidente de la Caja de Asistencia Social y ratificado por decreto 3251/94, por ser contrarios a los arts. 1, 2 y 37 de la ley 24.240, laapelación federal es formalmente inadmisible, toda vez que se la ha planteado en forma genérica, sin crítica razonada y concreta en relación con las circunstancias del caso. Tal argumento -que se pretende constituir como base de la cuestión federal- carece del desarrollo y la solidez doblemente imprescindibles en un planteo de la naturaleza del que aquí se trata, pues, además de lo que V.E. tiene dicho en punto a la fundamentación autónoma que requiere el recurso extraordinario -en los términos del art. 15 de la ley 48-, las declaraciones que excluyen la validez de las normas en virtud de impugnaciones de inconstitucionalidad, constituyen la última ratio del orden jurídico, en la medida que se trata de un acto de suma gravedad institucional que exige un planteamiento serio y cuidadoso por parte de quien lo propone. Los argumentos desarrollados por los apelantes no son suficientes para refutar los fundamentos de hecho y de derecho dados para llegar a la decisión impugnada, máxime cuando evidencian la mera reedición de objeciones formuladas en instancias anteriores que han sido resueltas sin arbitrariedad. La Corte ha declarado -en una constante jurisprudencia, que no ha sido abandonada hasta el momento- que la reglamentación de los juegos de azar monopolizados por el Estado, impuesta por lo general mediante contratos de adhesión, no resulta, pese a su severidad, irrazonable o inicua, y encuentra fundamento en las peculiares condiciones de la actividad; como, asimismo, que en el marco del derecho administrativo en que se desenvuelve resultan admisibles cláusulas que exorbitan el ámbito del derecho privado. En ese entendimiento, el Tribunal en casos análogos al sub examine ha desestimado la responsabilidad del Estado por la falta de pago del premio con fundamento en que se trata de un contrato de apuesta (art. 2055 del Código Civil) sometido a regulaciones quedictan las autoridades administrativas (art. 2069 de ese Código), las que -de modo similar al sub lite- liberan a aquél de responsabilidad por los perjuicios que provoquen la no intervención de tarjetas impugnadas o no ingresadas. Los recurrentes no han rebatido adecuadamente las afirmaciones de los jueces de las instancias anteriores en el sentido de que la participación de los apostadores determinó la aceptación por su parte de todas las normas que reglamentan el juego de Quini 6, tanto en lo que se refiere a que quedarían excluidas aquellas apuestas que por cualquier circunstancia (vicio, defecto, o irregularidad) no hubieran ingresado en tiempo y forma al Centro de Cómputos (art. 8° del reglamento), como las que establecen que el resultado del juego es inapelable y que en el caso de cupones cada jugada es condicional hasta que la Caja verifique su participación en el concurso respectivo (art. 7 del reglamento citado), omisión decisiva en el caso si se tiene en cuenta, además, que el Tribunal ha sostenido, también ante similares circunstancias, que la participación en este tipo de concursos queda subordinada a la condición (art. 528 del Código Civil) de que en el proceso ulterior de registro y control y consiguiente computación las tarjetas no resulten como faltantes o impugnadas


    Galian, Ernesto Antonio y otros c/ Caja de Asistencia Social y/u otros s/ Daños y perjuicios


    G.890, L.XLV,27 de abril de 2011


    Ver dictamen


    Prestadores de servicios postales. Denegación del servicio de carta documento. Exigencia de requisitos para prestarlo. Nulidad de resoluciones de la CNC. Organismos reguladores: límites en sus funciones. CNC: poder de policía en materia postal ytelegráfica. Favorecer la competencia en el mercado y no limitarla irrazonablemente. Defensa de los derechos de los usuarios, art. 42 de la CN


    Los organismos reguladores (como la CNC) sólo pueden ejercer sus funciones dentro de los límites de las normas que les encomiendan sus facultades, pero no desvirtuar el sentido del régimen en este caso de correos, mediante el establecimiento de obligaciones no previstas en él. El sistema de prestadores de servicios postales en cuyo marco desarrolla su actividad la empresa actora se establece en el decreto 1187/93, que determina, como regla primaria, la supresión del monopolio postal, y que el mercado postal local e internacional será abierto y competitivo. Asimismo, obliga al organismo regulador a proteger los derechos del consumidor, la vigencia de una efectiva competencia y las normas de lealtad comercial. La CNC es el órgano de aplicación del decreto (arts. 1°, 10 y 17). Las normas de jerarquía superior a las de CNC que regulan la actividad postal no solo no establecen las limitaciones que determinó el organismo mediante la resolución 3252/04 sino que, por el contrario, obligan a abrir el mercado postal a la competencia y a promover la defensa de los derechos de los usuarios (garantizados también por una amplia competencia), lo que constituye también un deber general de las autoridades de acuerdo con lo dispuesto en el art. 42 de la Constitución Nacional. La exigencia de la resolución citada, en cuanto obliga a los prestadores del servicio de CD a hacerlo en todo el ámbito del país, contradice lo dispuesto en el decreto 1187/93 y extiende indebidamente la competencia de la CNC en cuanto ejerce el control de la correspondencia entre lo declarado por las empresas y las prestaciones que efectivamente ofrecen. A ello se agrega que, si el decreto citado habilita a aquéllas a fijar el ámbito geográfico en el que prestarán susservicios y al organismo a certificar esa circunstancia, ello implica que el servicio mencionado puede prestarse en áreas del país y no necesariamente en todo su territorio, sin que se advierta cómo se resiente la calidad o condiciones de seguridad en que debe ser llevado a cabo por el hecho de que se lo limite a una o varias provincias. También están afectadas de nulidad las resoluciones CNC 1424/05, dictada en aplicación de los criterios de la resolución CNC 3252/04, y que no halla, a diferencia de lo sostenido por la apelante, fundamento en el art. 17 del decreto 1187/93, sino que, antes bien, lo contradice, pues el organismo regulador debe favorecer la competencia en el mercado postal y no limitarla irrazonablemente con exigencias como la impuesta por la resolución 3252/04 citada; y 1201/05, por la que se rechazó el reclamo impropio interpuesto por la empresa contra este último acto


    Mail Express S.R.L. c/ Comisión Nacional de Comunicaciones s/ Cont.Adm. - Medida cautelar


    M.215, L.XLVII,23 de noviembre de 2011


    Ver dictamen


    Supuestos Particulares


    Pretensión de nulidad de resolución de la Comisión Nacional de Valores (CNV). Aplicación e interpretación de la ley 17.811: carácter de interés público y general. Competencia del Ministerio Público: obligación de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad. Facultades atribuidas por ley a la CNV: fiscalización permanente del funcionamiento y actividad de las sociedades sometidas a su control. Procedencia recurso extraordinario: gravedad institucional. Carácter federal de la normativa involucrada y decisión que desconoce las atribuciones legales y reglamentarias de la CNV. Órgano de control del mercado bursátil. Inexistencia afectación derecho de defensa. Actoadministrativo de prevención que no reviste carácter sancionatorio. Procedimientos en el ámbito de la CNV: regulación propia. Supletoriamente, ley 19.549 (LNPA), cuando no exista previsión en las normas específicas. Interpretación de las leyes: intención del legislador: por su letra


    Al encontrarse en tela de juicio la interpretación de preceptos federales -en especial, el art. 6° inc. h) de la ley 17.811- y actos de autoridad nacional dictados en su virtud -la resolución CNV 16.222- y ser la decisión contraria a las pretensiones del apelante, el recurso es formalmente admisible. Asimismo, al invocarse causales de arbitrariedad que se encuentran inescindiblemente vinculadas con los temas federales en discusión, corresponde que ellos sean examinados en forma conjunta. Sin perjuicio de lo antedicho, no resulta ocioso reproducir, en lo que aquí interesa, el dictamen de este Ministerio Público en la causa C. 4043, XXXVIII, "Comisión Nacional de Valores c/ Establecimiento Modelo Terrabusi S.A. s/ transferencia paquete accionario a Nabisco" -que fue compartido y hecho suyo por V. E. en fallo del 24 de abril de 2007 (Fallos: 330: 1 855)- . En la citada opinión, con el fin de resaltar el interés público que funda las atribuciones de la CNV, se recordó que la ley 17.811 asignó a ese organismo la función de ejercer el poder de policía sobre la oferta pública de valores negociables, como modo de resguardar los intereses de los inversores, mediante la protección de la transparencia de las operaciones, necesaria para mantener las condiciones de seguridad y confianza que impulsan la difusión de la propiedad de valores negociables. A dicho fin, el organismo de control dicta las normas a las cuales deben ajustarse las personas físicas y jurídicas que en cualquier carácter intervengan en la oferta pública de valores negociables, fiscaliza su cumplimiento (arts. 6 incs. d, f y h y 7 de la ley 17.811) y aplica sanciones previo sumario (arts. 10 y12 de la ley 17.811). Estas disposiciones fueron complementadas con la ley 23.697 que facultó -art. 41- al Poder Ejecutivo Nacional para dictar las normas necesarias para afianzar el funcionamiento del mercado de capitales, preservando los deberes y responsabilidades previstos en la ley 17.811, a fin de llevar transparencia e igualdad de oportunidad de inversión a todas las plazas del país. Por su parte, por el decreto 2284/91, ratificado por la ley 24.307, el PEN atribuyó competencia a la CNV para establecer requisitos de información a los que debían sujetarse las sociedades emisoras, administradores, gerentes y demás personas vinculadas a ellas, como así también las restricciones aplicables al uso de esa información en transacciones con títulos valores. También se mencionó que la Organización Internacional de Comisiones de Valores publicó en 1998 los "Objetivos y principios para la regulación de los mercados de valores", señalando como objetivos principales la protección de los inversores, garantizar que los mercados sean justos, eficientes y transparentes y la reducción de riesgo sistémico, objetivos estrechamente vinculados entre sí y que tienen fundamento esencialmente en la disponibilidad de la información relevante y suficiente en forma oportuna. V. E. afirmó que de los términos de la ley 17.811 se desprende que su propósito no es sólo regular ciertas relaciones entre particulares, sino que apunta a un objetivo eminentemente público, cual es crear las condiciones e instrumentos necesarios para asegurar una efectiva canalización del ahorro hacia fines productivos. En cuanto al fondo del asunto, más allá de reiterar que mantengo los términos de las presentaciones efectuadas por la Fiscal Federal, deben ser acogidos los agravios dirigidos a cuestionar los argumentos expuestos por el tribunal a quo en la sentencia recurrida. Enefecto, de la sola lectura de las normas en juego surge que el acto por el que la CNV efectúa la "declaración de irregulares e ineficaces a los efectos administrativos" no es un acto sancionatorio sino que, antes bien, es un acto administrativo de prevención por el cual ese organismo traduce el ejercicio de sus facultades de fiscalización e investigación, con apoyo en la ley 17.811, que regula sus funciones y competencias, como organismo de control de la actividad bursátil. De hecho, dicho acto declarativo no figura en la enumeración de "sanciones" del artículo 10 de la ley 17.811, circunstancia no menor reconocida por el tribunal del fallo, al afirmar que "... la atribución conferida en el art. 6 inc. h de la ley 17.811 ... no parece corresponder a una de las sanciones enumeradas en el art. 10 de la misma a ley...". Al descartarse que se trate de una sanción -a diferencia de lo que sostiene el tribunal- la declaración del art. 6° inc. h) no requiere sumario previo, máxime si se tiene en cuenta que el trámite sumarial se inicia sobre la base de las conclusiones de la investigación (art. 12, segundo párrafo, de la ley 17.811 -versión actualizada por el decreto 677/01-) y que puede la CNV suspender preventivamente cualquier acto sometido a su fiscalización (art. 13 de la misma norma). Tampoco considero vulnerado el derecho de defensa de la sociedad toda vez que -conforme a las normas no declaradas inconstitucionales por la cámara- y por no requerirse, en el caso, la tramitación de previo sumario, tanto los requerimientos de información cursados a la sociedad como la constancia de sucesivas inspecciones -ocasiones en las que la sociedad pudo contestar lo pertinente y aportar la documentación solicitada, más allá de la valoración que la CNV haya efectuado sobre lo aportado- resultan datos suficientes para concluir que la declaración no fue realizada sin conocimiento de la sociedadfiscalizada. De ello da cuenta el propio pronunciamiento de cámara. Ante la claridad de las disposiciones de la ley 17.811 -más aún, cuando no ha sido declarada su inconstitucionalidad- no cabe al juez interviniente apartarse de la solución impartida por la norma toda vez que, de así hacerlo, no sólo realiza una interpretación de una facultad privativa de un organismo como la CNV -que, en el caso, se traduce en un deber legal para el organismo de control, en tanto una conducta de un fiscalizado sea contraria a la ley, los reglamentos o estatutos- sino que media lo que el Tribunal ha dado en llamar "un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso". Lo dicho se extiende también respecto de la aplicación lisa y llana de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos, que realiza la alzada, a los procedimientos que se llevan a cabo en el ámbito de la CNV, desde que éstos tienen regulación propia (art. 12 de la ley 17.811 y Normas (N.T.2001) y sólo se debe acudir en forma supletoria a la ley 19.549 (ver. Art. 12 ley 17.811) cuando no exista previsión en las normas específicas que, para el caso, y como se ha visto, regulan detalladamente los procedimientos que lleva a cabo la CNV


    Comisión Nacional de Valores c/ Papel Prensa S.A. s/ Verificación


    C.1070, L.XLVI,18 de mayo de 2011


    Ver dictamen


    Régimen de la energía eléctrica. Cobro de multas. Improcedencia de la vía ejecutiva. Necesidad de título ejecutivo. Ley 24.065


    En planteo radica en determinar la procedencia del régimen de juicio ejecutivo previsto en los arts. 604, 605 y concordantes del C.P.C.C.N. para hacer efectiva una multa aplicada por el ENRE a un empresa prestadora de energía. Corresponde precisar,como oportunamente a señalado V.E. al decidir el recurso extraordinario, que es aplicable el principio con arreglo al cual las leyes procesales deben interpretarse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que las informan, en tanto con ello no se fuerce indebidamente la letra o el espíritu del precepto que rige el caso. En tal sentido, el art. 604 del C.P.C.C.N. autoriza "la ejecución fiscal cuando se persiga el cobro de... multas adeudadas a la administración pública... " y establece que " la forma del título y su fuerza ejecutiva serán las determinadas por la legislación fiscal", dicha norma se relaciona con las disposiciones sobre el procedimiento reglado en el art. 605 de ese cuerpo legal, según el cual "la ejecución fiscal tramitará conforme a las reglas que estableciere la ley que específicamente regula la materia impositiva u otro título al que también por la ley se haya atribuido fuerza ejecutiva". Así pues, para que resulte procedente este tipo de proceso es necesario que la ley en forma expresa haya otorgado al acto administrativo el atributo de ser "título ejecutivo". En tal sentido, es menester reparar que no surge de las disposiciones de la ley 24.065 que el ENRE esté habilitado para perseguir el cobro de la clase de multas como la que se reclama en el sub lite mediante la vía ejecutiva. Tampoco es posible fundar la procedencia de esa vía en las prescripciones del art. 604 del código de rito porque dicha norma supone la existencia del título ejecutivo exigido en los términos del art. 605. Por otro lado, se debe distinguir la ejecutoriedad de la ejecutividad del acto administrativo mediante el cual se aplica la multa. La primera se refiere a las facultades que la Administración Pública tiene para que tal acto sea cumplido sin intervención judicial pudiendo emplearse en forma excepcional la coacción, en tanto que la ejecutividad se relaciona con el título del acto en el procesojudicial, el cual sólo será ejecutivo en la medida en que la ley le otorgue naturaleza ejecutiva. No obsta a todo lo expuesto, la tesis amplia que formula la Corte, pues, la procedencia de la vía ejecutiva para el cobro de multas adeudadas a la Administración no es la regla jurídica general, sino la excepción, toda vez que debe hallarse fundada en norma legal. Porque a diferencia de lo que ocurre en el Derecho Privado, en el cual la creación del título ejecutivo proviene del deudor obligado, en el Derecho Administrativo es la Administración Pública -en su calidad de acreedora y cuando la ley la autoriza- quien crea unilateralmente el título ejecutivo, lo que constituye el rasgo distintivo entre uno y otro y en consecuencia, hace inaplicable a este último el régimen genérico previsto en el código de rito. Así tambien, cabe recordar que la condición de título ejecutivo sólo puede ser otorgada por ley formal, ello en la medida en que así lo establece el art. 523, inc. 7°) cuando dispone que "los títulos que traen aparejada ejecución son ... los demás títulos que tuvieren fuerza ejecutiva por ley y no estén sujetos a un procedimiento especial". En ese entendimiento, la ley 24.065 -que específicamente regula el régimen de energía eléctrica- ha previsto el procedimiento ejecutivo en los supuestos contemplados en los arts. 69 y 84. Por el primero de ellos, se estipuló que la mora por falta de pago de la tasa de fiscalización y control que deben abonar los productores, transportistas y distribuidores (art. 67) se producirá de pleno derecho y que el certificado de deuda por falta de pago de dicha tasa expedido por el ente "habilitará el procedimiento ejecutivo ante los tribunales federales en lo civil y comercial". Por el segundo artículo dado, se estableció que "para la percepción de los importes correspondientes a los precios de compraventa en bloque y/o de tarifas de suministros de usuarios finales, seaplicará el procedimiento ejecutivo, siendo título hábil la constancia de deuda que determine la reglamentación", la cual prescribe que ella será "la constancia de deuda que sea emitida por los Generadores, Transportistas y/o Distribuidores, que reúna los requisitos que a tales efectos determine la Secretaría de Energía Eléctrica" (Art. 84 del decreto reglamentario 1398/92). Resulta evidente que tales disposiciones legales sustentan un criterio definido sobre los casos taxativamente previstos en los cuales procede el procedimiento ejecutivo, entre los que no se halla, el del cobro de multas como la aplicada en el sub examine. Tampoco, el contrato de concesión celebrado entre la empresa demandada y el Estado Nacional no tiene el rango de ley que el ordenamiento antes citado exige para que resulte viable la ejecución de la multa por la vía indicada. En tales condiciones, es improcedente el reclamo de pago de tales deudas por este excepcional proceso en el cual se encuentra limitado el derecho de defensa del ejecutado. En conclusión, al no haber una ley que de modo preciso y concreto confiera fuerza ejecutiva al acto que se intenta ejecutar, no resultan aplicables las prescripciones sobre la materia contenidas en el C.P.C.C.N. Por lo que se revoca la sentencia apelada en cuanto fue materia de recurso extraordinario, a fin de que se dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo a lo expresado


    Ente Regulador de la Electricidad c/ Edenor S.A. s/ Proceso de ejecución


    E.37, L.XLVI,12 de julio de 2011


    Ver dictamen


    Policía Federal


    Incorporación en el haber mensual del suplemento establecido en el decreto 1322/06. Naturaleza remunerativa y bonificable


    En la causa G. 125, L. XLII, "González, Martín Nicolás c/ Polimat S.A. y otro", V.E. tuvo oportunidad de pronunciarse con relación a la "asignación mensual no remunerativa de carácter alimentario" establecida para los trabajadores del sector privado comprendidos en convenciones colectivas de trabajo por los decretos 1273/02, 2641/02 y 905/03. En dicho precedente declaró la inconstitucionalidad de las normas citadas en cuanto desconocen la naturaleza salarial de las prestaciones que establecen sobre la base de los fundamentos expuestos en el caso "Pérez c/ Disco S.A." Las consideraciones allí vertidas resultan aplicables al sub lite en cuanto declaran la naturaleza remunerativa y bonificable de las sumas asignadas. Ello es así, toda vez que en autos se cuestiona el modo en que se implementó una medida similar a la adoptada mediante los decretos 1273/02, 2641/02 y 905/03 ya mencionados. La analogía entre ambos regímenes no sólo fue invocada por el propio apelante, sino que también surge de los considerandos del decreto 682/04, donde se señala que las sumas otorgadas a los trabajadores del sector privado fueron un importante factor para la recuperación del poder adquisitivo de los salarios y el aumento en la producción y en el consumo sin conllevar una incidencia en el índice negativa en el índice de inflación, ni en la tasas de empleo. En virtud de ello, se consideró oportuno asignar una suma similar al personal de la Administración Pública y, en lo que aquí interesa, de la Policía Federal mediante el decreto 1322/06


    Guerra, José Antonio c/ Dto. 2744/93 y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


    G.238, L.XLVI,16 de febrero de 2011


    Ver dictamen


    Policial Federal: régimen de retiro obligatorio. Ley 21.965. Decreto 1.866/83. Apreciación de la Junta de Calificaciones respecto de la aptitud para ascender, conservar el grado o pasar a situación de retiro del personal policial. Decisiones atinentes a la política administrativa que constituyen materia justiciable. Irrazonabilidad del proceder administrativo


    El estado policial presupone el sometimiento a las normas de fondo y de forma que estructuran la institución policial, ubicándola en una situación especial dentro del esquema general de la administración pública, de la que difiere tanto por su composición como por las normas que la gobiernan, las que establecen las relaciones de su personal sobre la base de la subordinación jerárquica y la disciplina; y también que esa sujeción a la jurisdicción policial y disciplinaria se extiende al régimen de ascensos y retiros, por el cual se confiere a los órganos específicos la capacidad de apreciar en cada caso la concreta aptitud con suficiente autonomía funcional, derivada, en última instancia, del principio cardinal de división de los poderes. Además, el Tribunal ha señalado que la apreciación de la Junta de Calificaciones de la Policía Federal respecto de la aptitud para ascender, conservar el grado o pasar a situación de retiro del personal policial, comporta el ejercicio de una actividad discrecional que no es susceptible, en principio, de justificar el control judicial, salvo que se demuestre la irrazonabilidad del proceder administrativo. De acuerdo con el art. 48, inc. a), de la ley 21.965, el personal policial en actividad revistará en disponibilidad cuando se encuentre por un tiempo de hasta un año a la espera de asignación de destino, transcurrido el cual debe asignársele destino o ser sometido a junta de calificación. A su vez, el art. 92, inc. c), apartado 1°, de la ley 21.965 dispone que elpersonal policial pasará a situación de retiro obligatorio cuando merezca una calificación que, según la reglamentación, determine su no permanencia en actividad. Al determinar las funciones de las Juntas de Calificaciones, el decreto 1.866/83 -reglamentario de la ley 21.965- establece que el tratamiento del personal debe hacerse valorando las aptitudes morales, profesionales, físicas e intelectuales, conducta, concepto, participación en cursos regulares y especiales y todo otro antecedente que sirva para evaluar las condiciones generales del calificado (art. 316), y que en las planillas de calificaciones que confeccionen las Juntas deben dejar constancia del voto de cada uno de sus miembros, que deberán ser fundados cuando fueran desfavorables (art. 324, inc. e). Bajo este lineamiento, en el caso, la decisión de disponer el pase a disponibilidad del actor encontró justificación en la decisión del Poder Ejecutivo Nacional de desvincular del servicio efectivo a un grupo de funcionarios policiales. A su turno, el pase a situación de retiro obligatorio aparece fundado en la instrucción del Ministro del Interior de desvincular del servicio efectivo a los policías mencionados en la resolución del jefe de la fuerza. Se advierte, de esta manera, que en ningún momento existió una verdadera valoración, por parte de los órganos legalmente habilitados para hacerla, de las aptitudes morales, profesionales, físicas e intelectuales, conducta, concepto y todo otro antecedente del actor que sirviera para evaluar sus condiciones generales para permanecer o no en la fuerza policial. Simplemente, el jefe de la Policía Federal acusó recibo de la voluntad presidencial de desvincularlo del servicio efectivo, y puso en marcha el mecanismo formal de someterlo a la Junta de Calificaciones n° 1 para, posteriormente, aprobar el desempeño de dicho organismo asesor y permitir que se dispusiera el pase asituación de retiro obligatorio del demandante por parte del órgano competente, sin que la sustancia de lo actuado a lo largo de todo ese procedimiento brinde, elemento de juicio alguno que justifique la decisión de excluirlo del servicio efectivo. En particular, la actuación de la Junta de Calificaciones n° 1 no satisface, el deber de fundar la desfavorable valoración que recibió el actor (v. art. 324, inc. 'e', del decreto 1.866/83), pues no puede considerarse que la mera referencia a una instrucción ministerial -materializada por medio de la resolución 670/04- alcance para dar por cumplido el deber de brindar motivación adecuada a la calificación discernida, tal como exigen las normas de específica aplicación al caso. Por otra parte, es la Junta de Calificaciones la que debe valorar si la incidencia de sanciones disciplinarias influye sobre la idoneidad del policía para permanecer en la fuerza, resulta inadmisible pretender que sean los jueces quienes lo hagan, cuando su función se limita a controlar la legalidad del procedimiento cumplido y examinar la razonabilidad de la decisión administrativa, y nunca debe llegar a sustituir el criterio de los órganos legalmente facultados para discernir las aptitudes adecuadas para una determinada situación de revista dentro de los cuadros policiales, integrados por sus más altas jerarquías y establecidos con ese fin único y específico. En suma, la circunstancia de que la evaluación de la aptitud para ascender, conservar el grado o pasar a situación de retiro del personal policial constituya el ejercicio de una actividad discrecional de los órganos administrativos que intervienen en ese procedimiento, en manera alguna puede constituir un justificativo de su conducta arbitraria, como tampoco de la omisión de los recaudos que, para el caso, exigen la ley 21.965 y el decreto 1.866/83, ya que es precisamente la legitimidad -constituida porla legalidad y la razonabilidad- con que se ejercen tales facultades, el principio que otorga validez a los actos de los órganos del Estado y que permite a los jueces, ante planteos concretos de parte interesada, verificar el cumplimiento de dichas exigencias


    Rodríguez, Nelson Gustavo c/ EN - Ministerio del Interior - PFA - Dto. 2744/93 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


    R.562, L.XLVI,17 de agosto de 2011


    Ver dictamen


    Rechazo demanda de daños y perjuicios sufridos por agente policial, durante un enfrentamiento armado con delincuentes. Remisión causa L. 377, L. XLI, “Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional -Ministerio del Interior- Policía Federal Argentina si daños y perjuicios"


    Sin perjuicio de que la solución expuesta se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en el dictamen de la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional -Ministerio del Interior- Policía Federal s/ daños y perjuicios"


    Barroso, Mirta Isabel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del interior Policia Federal Argentina y otro s/ Daños y perjuicios


    B.14, L.XLVII,15 de junio de 2011


    Ver dictamen


    Reclamo interpuesto por un agente en actividad de la Policía Federal Argentina. Incorporación al haber mensual, con carácter remunerativo y bonificable, de los rubros "asignación mensual no remunerativa" e "inestabilidad de residencia" y del suplemento. Intereses. Remisión a lo resuelto en la causa "Oriolo” (Fallos: 333:1909). Corresponde aplicar la tasa pasiva promedio


    Lo atinente a la fijación de la tasa de interés que corresponde aplicar en los términos del art. 622 del Código Civil como consecuencia de la ley 23.928, la Corte Suprema ha dicho que queda ubicado en el espacio de la razonable discreción de los jueces de la causa y, por tanto, es materia ajena a la vía del art. 14 de la ley 48, aunque también el Tribunal ha hecho excepción a este principio cuando la decisión adoptada conduce a establecer diferencias que consagran una lesión a la garantía de igualdad. En efecto, en la sentencia publicada en Fallos: 329:6076, la Corte resolvió que sobre el crédito que resultaba de computar los adicionales creados por el decreto 2744/93 en el haber mensual del actor (personal retirado de la Policía Federal Argentina), debía calcularse un interés equivalente a la tasa pasiva promedio que elabora el Banco Central de la República Argentina pues así lo tenía decidido con referencia a reclamos previsionales fundados en el régimen general de jubilaciones y pensiones y no correspondía establecer, en este aspecto, una distinción cuantitativa a favor de un régimen especial de seguridad social. Al mismo tiempo, el Tribunal destacó que esa tasa pasiva es adecuadamente satisfactoria del menoscabo patrimonial sufrido por el demandante, teniendo en cuenta el carácter alimentario de las prestaciones adeudadas y el período de estabilidad de la moneda en el lapso que corresponde a la deuda reclamada. En el sub judice se trata de la inclusión de sumas, como remunerativas y bonificables, en el haber mensual de una persona que integra el personal en actividad de la Policía Federal Argentina, y en tales condiciones, no se justifica establecer distinciones en punto a la forma de calcular los intereses que devengue el crédito por capital derivado del reconocimiento de diferencias salariales, entre el personal en actividad y el retirado de la Policía Federal Argentina,cuyos haberes guardan una relación de proporcionalidad establecida por la ley de fondo, regla también aplicable en el ámbito de las Fuerzas Armadas que la Corte ha preservado en numerosas oportunidades, por lo que corresponde aplicar la tasa pasiva promedio que publica el Banco Central de la República Argentina, tanto a la parte del crédito alcanzada por la consolidación de deudas -hasta la fecha de corte pertinente como a la porción que no se encuentra consolidada


    Palmieri, Leonardo Fabio c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    P.41, L.XLVII,20 de mayo de 2011


    Ver dictamen


    Responsabilidad del Estado


    Responsabilidad del Estado. Responsabilidad del establecimiento educativo. Liceo militar. Convención sobre los Derechos del Niño. Sentencia arbitraria. Procedencia de la indemnización reclamada por suicidio del alumno


    La solución brindada por el a quo prescinde de considerar, a la luz de las circunstancias acreditadas en la causa, si hubo una falta de servicio que comprometiera la responsabilidad del Estado. Al respecto, la Corte, en reiteradas oportunidades, ha dicho que quien contrae la obligación de prestar un servicio -en el caso, la educación y guarda de menores- lo debe hacer en condiciones adecuadas para llenar el fin para el que ha sido establecido y es responsable de los perjuicios que cause su incumplimiento o ejecución irregular. Asimismo, el Tribunal ha señalado que la idea objetiva de la falta de servicio -por acción o por omisión- encuentra su fundamento en la aplicación del art. 1112 del Código Civil y traduce una responsabilidad extracontractual del Estado en el ámbito del derecho público que no requiere, como fundamentode derecho positivo, recurrir al art. 1113 del Código Civil -por no tratarse la comprometida de una responsabilidad indirecta- toda vez que la actividad de los órganos, funcionarios o agentes del Estado, realizada para el desenvolvimiento de los fines de la entidades de las que dependen, ha de ser considerada propia de éste, el que debe responder de modo principal y directo por las consecuencias dañosas. A la luz de tales principios, los reparos de los recurrentes tienen entidad bastante, en tanto sostienen que la sentencia apelada omitió examinar, en el marco normativo que regula la materia, argumentos conducentes como es el relativo al deber de seguridad y custodia del menor que pesaba sobre la demandada. En efecto, el tribunal sustentó la responsabilidad exclusiva por el daño en el actuar de la víctima, quien habría vencido la vigilancia y el cuidado del instituto aprovechando que estaba de guardia la noche del suceso, siendo éste imprevisible para las autoridades del liceo militar. Sin embargo, una conclusión en este sentido demuestra que se ha efectuado un examen parcial de las circunstancias acreditadas en la causa limitándose al momento en que se produjo sigilosamente la muerte y, de este modo, se omitió ponderar si la demandada tuvo a su alcance la posibilidad de evitar que el menor se suicidara y si adoptó las diligencias apropiadas dentro de su ámbito para resguardarlo, máxime cuando quedó en evidencia que los conflictos que mantenía con otros alumnos lo afectaban seriamente. En tal inteligencia, debe descalificarse la sentencia, apoyada sólo en presunciones del tribunal sobre la conducta del menor y de sus padres, sin valorar adecuadamente la que correspondía adoptar por la demandada. Ello es así, en particular si se tiene en cuenta que el Estado es el encargado de velar por el fiel cumplimiento de los derechos constitucionales que amparan la vida y la salud delos niños, en atención a la función rectora que le atribuye el ordenamiento jurídico vigente en ese campo. Al respecto, la Convención sobre los Derechos del Niño -aprobada por la ley 23.849- impone a los Estados partes asegurar que las instituciones, servicios y establecimientos encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como en relación con la existencia de una supervisión adecuada (art. 3.3) y garantizar, en la máxima medida posible, la supervivencia y el desarrollo del niño (art. 6.2)


    Nauruschat, Rosario Irene y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Daños y Perjuicios


    N.28, L.XLIV,10 de marzo de 2011


    Ver dictamen


    Improcedencia daños y perjuicios sufridos por agente policial retirado. Remisión L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios"


    Sin perjuicio de que la solución expuesta se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, mantengo mi opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ daños y perjuicios"


    Ríos, Luis Daniel c/ Policía Federal Argentina - Ministerio del Interior s/ Daños y perjuicios


    R.485, L.XLVII,14 de noviembre de 2011


    Ver dictamen


    Indemnización por daños y perjuicios derivados de lesiones sufridas durante un enfrentamiento armado en cumplimiento de función policial. Remisión L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios"


    Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, mantengo mi opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios"


    Marizza, Rubén Ricardo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Accidente en el ámbito militar y fuerzas de seguridad


    M.15, L.XLVII,4 de julio de 2011


    Ver dictamen


    Rechazo demanda de daños y perjuicios entablada por la viuda e hijas de agente policial, derivados de su fallecimiento


    Las cuestiones que se debaten en el sub lite son sustancialmente análogas a las resueltas por V.E. en la causa L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior- Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios", a cuyos fundamentos y conclusiones corresponde remitir por razones de brevedad. Sin perjuicio de que la solución expuesta se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, mantengo mi opinión vertida en el dictamen en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional -Ministerio del Interior- Policía Federal s/ daños y perjuicios"


    Lezcano de Torales, Susana Asunción c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Accidente en el ámbito militar y Fuerzas de Seg


    L.247, L.XL,23 de noviembre de 2011


    Ver dictamen


    Rechazo demanda interpuesta por suboficial mayor retirado de la Policía Federal Argentina. Indemnización por daños derivados en ocasiones de prestar servicios de custodia personal. Remisión causa L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos”


    Sin perjuicio de que la solución expuesta se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en el dictamen de la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional -Ministerio del Interior- Policía Federal si daños y perjuicios"


    Troccay, Miguel Angel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Sec. de Seg. Interior - PFA s/ Daños y perjuicios


    T.196, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


    Ver dictamen


    Principios Generales.Existencia de Perjuicio


    Responsabilidad extracontractual de municipio. Lesiones sufridas durante un espectáculo público, organizado por un tercero. Improcedencia falta de legitimación pasiva. Obligación primaria de brindar protección: perjuicios causados por su incumplimiento o ejecución irregular. Condiciones de prestación del servicio público. Poder de policía. Sentencia arbitraria: falta de consideración de argumentos conducentes para la solución de la causa. Afectación del derecho de defensa


    El municipio no podía ser desvinculado del proceso pues, más allá de que la organización del evento haya sido dada en concesión por aquél a una empresa privada mediante adjudicación directa, el control y seguimiento necesario de la actividad delegada y del servicio (en este caso del espectáculo) era responsabilidad de la municipalidad. Ello por cuanto, a diferencia de lo ocurre en otros supuestos como los indicados por el Superior Tribunal en su sentencia, en este caso el lugar dondese produjo el accidente estaba circunscripto a un espacio físico reducido y cercado, lo cual permitía y ameritaba el adecuado control de la municipalidad. En tales condiciones, los jueces intervinientes debieron ponderar, en orden a establecer la responsabilidad de la demandada, si ella satisfizo su obligación de aplicar la diligencia y la previsión adecuadas a las circunstancias de tiempo, modo y lugar, ya sea mediante la supervisión de la empresa organizadora o requiriendo el auxilio de la policía para el control de los concurrentes al espectáculo. Así pues, y tomando en cuenta que tal responsabilidad no es indirecta, dado que la actividad y la omisión de los órganos, funcionarios o agentes del Estado, realizada para el desenvolvimiento de los fines de las entidades de las que dependen, ha de ser considerada propia de éste, el que debe responder de modo principal y directo de sus consecuencias dañosas, correspondía tener por legitimada a la municipalidad y examinar si existió falta de servicio, entendida como la violación o anormalidad frente a las obligaciones del servicio regular, que entraña una apreciación en concreto de la naturaleza de la actividad, los medios de que dispone, el lazo que une a la víctima con el servicio y el grado de previsibilidad del daño


    C., Manuel Félix y N., Guillermina c/ Municipalidad de Palpalá s/ Daños y perjuicios


    C.1635, L.XLIV,9 de junio de 2011


    Ver dictamen


    Relación Directa e Inmediata entre el Daño y la Conducta Estatal


    Daños y perjuicios. Muerte por suicidio de una persona detenida en una unidad de policía provincial. Deber de garantizar la seguridad de los detenidos. Policía de seguridad: obligación de prestar servicio en condiciones adecuadas para cumplir el fin porel que se estableció. Responsabilidad por perjuicios en caso de incumplimiento o ejecución irregular. Procedencia recurso extraordinario. Sentencia arbitraria: pronunciamiento que no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso. Omisión de considerar si hubo falta de servicio que comprometa la responsabilidad de la provincia. Debido proceso y defensa en juicio


    El postulado que emana del art. 18 de la Constitución Nacional tiene un contenido operativo que impone al Estado, por intermedio -de sus fuerzas de seguridad, la obligación y responsabilidad de dar a quienes están cumpliendo una detención preventiva, la adecuada custodia, obligación que se cimenta en el respeto a su vida, salud e integridad física y moral. La seguridad como deber primario del Estado, no sólo importa resguardar los derechos de los ciudadanos frente a la delincuencia sino también, como se desprende del art. 18 antes citado, los propios de las personas detenidas. Ello, en la medida en que tal deber constitucional impone que las cárceles tengan como propósito fundamental la seguridad y no el castigo de los reos detenidos en ellas, proscribiendo toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquella exija (art. 18 de la Constitución Nacional). La Corte Interamericana de Derechos Humanos señaló que "quien sea detenido tiene derecho a vivir en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal y el Estado debe garantizarle el derecho a la vida y a la integridad personal" y que es el Estado quien se encuentra en una situación especial de garante de ellas, pues son las autoridades las que ejercen un fuerte control y dominio sobre las personas que están sujetas a su custodia. En particular, en cuanto al derecho a la integridad personal, ese tribunal declaró que él no sólo implica que el Estado debe respetarlo (obligación negativa), sino que, además, requiere que el Estado adopte todas las medidasapropiadas para garantizarlo (obligación positiva), en cumplimiento de su deber general establecido en el art. 1.1 de la Convención Americana. Resultaba menester que el a quo analizara si la Provincia había acreditado, a la luz de las normas locales que regulan la materia, que no había culpa de su parte o bien, si fue diligente en la custodia de la víctima. Ello implicaba, a la luz del deber de garantizar la seguridad de los detenidos, determinar si el hecho pudo ser evitado, mediante la correcta vigilancia de la víctima y que se hubieran dejado fuera de su alcance elementos de evidente peligrosidad que resultaran susceptibles de producir daños en la salud física de aquéllos y de terceros. La Corte ha expresado que si el Estado no puede garantizar la vida de los internos ni evitar las irregularidades que surgen de la causa de nada sirven las políticas preventivas del delito ni menos aún las que persiguen la reinserción social de los detenidos. Es más, indican una degradación funcional de las obligaciones primarias que se constituye en el camino más seguro para su desintegración y para la malversación de los valores institucionales que dan soporte a una sociedad justa. La decisión en recurso se sustenta en una causal de responsabilidad inadecuada. En este sentido, la ausencia de responsabilidad del Estado que los tribunales fundaron en el art. 1113 del Código Civil se revela contradictoria en tanto opera, dentro del esquema de la codificación que la contiene, en el plano de la responsabilidad indirecta y con culpa personal. Sin perjuicio de lo expuesto, lo cierto que reducir el examen de la procedencia de la acción a ese particular supuesto implicó soslayar que era necesario examinar la responsabilidad del Estado bajo la perspectiva que suscita un diverso factor de atribución y de imputabilidad (art. 1112 delCódigo Civil), entendimiento que reposa en principios generales, extensible al ámbito de las provincias


    P. de R., Gladys y otros c/ Provincia de Córdoba s/ Recurso de revisión


    P.1173, L.XLIII,18 de octubre de 2011


    Ver dictamen


    Responsabilidad del Estado por sus Actos Judiciales


    Indemnización por daño derivado de la privación de la libertad durante el proceso penal. Requisitos de procedencia. Inexistencia de error judicial. Auto de prisión preventiva fundado. Inexistencia de arbitrariedad


    Sólo podrá reconocerse la posibilidad de responsabilizar al Estado por la prolongación de las medidas de coacción personal si se acredita que los magistrados intervinientes en la causa penal no demostraron la necesidad imperiosa de su mantenimiento de conformidad con las normas aplicables al caso y que la mera revocación o anulación de resoluciones judiciales no otorga el derecho de solicitar indemnización pues, a dicho propósito, sólo cabe considerar como error judicial a aquel que ha sido provocado de modo irreparable por una decisión de los órganos de la administración de justicia, cuyas consecuencias perjudiciales no han logrado hacerse cesar por efecto de los medios procesales ordinariamente previstos, a ese fin, en el ordenamiento. La absolución posterior del procesado no convierte en ilegítima la prisión preventiva dispuesta en el curso de un proceso, pues sólo debe significarse como error judicial aquella sentencia que resulta contradictoria con los hechos probados en la causa y las disposiciones legales congruentes en el caso. Es pues, desde esta comprensión que la privación de la libertad durante el proceso no debe ser automáticamente reconocida a consecuencia de la absolución, sino cuando el auto de prisión preventiva seencuentre infundado o se revele irracional. Cabe recordar, por otra parte, la doctrina que desestima el reconocimiento de indemnización por daños si no surge de la sentencia penal definitiva la inocencia manifiesta del recurrente ni que los actos llevados a cabo por el juez penal sean manifiestamente irregulares


    Scaccia, Oscar Alberto c/ ENA s/ Ordinario


    S.23, L.XLV,9 de marzo de 2011


    Ver dictamen


    Responsabilidad del Estado por falta de servicio de un órgano judicial. Daños y perjuicios derivados de la sustracción de título ejecutivo y falsificación de documentos. Omisión del deber de custodia de la documentación reservada en la secretaría del juzgado del juicio. Incumplimiento de los deberes que surgen del reglamento para la justicia nacional. Rechazo recurso de queja: aspectos de hecho y prueba propios de los jueces de la causa. Improcedencia reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa. Aplicación en caso de defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como acto jurisdiccional válido


    Para resolver del modo que surge de la sentencia, el a quo evaluó los distintos elementos probatorios incorporados a la causa y sobre esa base entendió que se encontraban acreditados los hechos que los actores imputan al demandado, así como la responsabilidad de este último en punto a la falta de servicio que se atribuyó al funcionamiento del órgano judicial. La cámara tomó en cuenta las consideraciones efectuadas por el tribunal penal en la sentencia firme por la que se condenó a la autora de los ilícitos, incluso con transcripciones de aspectos que consideró relevantes para extraer de ahí las conclusiones en las que apoyósu pronunciamiento. Es precisamente a partir de la ponderación de esta prueba que aquélla hizo lugar a la demanda por la responsabilidad que le asignó a la irregular actuación del órgano judicial en el que tramitó el juicio ejecutivo en el que se produjeron los hechos delictivos. Y ciertamente se puede apreciar que surge de la sentencia dictada en sede penal la descripción del procedimiento utilizado por el juzgado comercial para custodiar los documentos reservados, del cual se destaca que "el expediente [se refiere al juicio ejecutivo] no tenía motivos para estar en letra. Si estuvo en letra fue por un error... ", según declaró la secretaria del juzgado comercial cuyo relato fue coincidente con el de otros testigos empleados del mismo juzgado. A partir de ello, es posible concluir, tal como lo hizo la cámara, que hubo falta de servicio en la actuación del juzgado comercial, por incumplir los deberes que surgen del reglamento para la justicia nacional, extremo que descarta que en autos se haya consagrado una responsabilidad de tipo objetiva. Desde esta perspectiva, los reproches contra la sentencia apelada no pueden ser atendidos, porque se trata de discrepancias con la evaluación de aspectos fácticos y de la prueba incorporada al proceso, sin que logren demostrar fallas en el razonamiento de la cámara de tal entidad que descalifiquen al pronunciamiento como acto judicial válido. Carecen de sentido las afirmaciones del recurrente de que el fallo apelado transformó al Estado en obligado al pago del crédito que los actores no pudieron cobrar de la deudora original o que hizo mutar un crédito incobrable por otro a cargo del Estado, porque, tal como se vio, aquél juzgó la conducta del órgano judicial y concluyó que fue deficiente y causa del daño ocasionado a los actores. La misma suerte deben correr las quejas contra la decisión en cuanto alegan que no están probadoslos daños o la relación de causalidad entre los hechos imputados y los perjuicios ocasionados, porque el apelante se limita a discrepar con la ponderación del asunto realizada por el a quo, pero sin poner de manifiesto -tal como es menester- deficiencias en el razonamiento o ausencia de razonabilidad en las conclusiones. La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación estrictamente excepcional y no puede requerirse por su intermedio el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues esa doctrina no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, toda vez que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como acto jurisdiccional válido, extremos que no se aprecian en el caso de autos ni el recurrente logra demostrar


    Kaerger, Arturo Otto y otra c/ Estado Nacional Argentino s/ Daños y perjuicios


    K.9, L.XLVI,17 de agosto de 2011


    Ver dictamen


    Servicios Públicos


    Servicio de agua y cloaca provincial. Tratamiento en el IVA de gravámenes locales cobrados a los usuarios. Inclusión en la base imponible. Sujeto pasivo de los tributos


    Está fuera de debate que los tres conceptos cuya inclusión en la base imponible del IVA se discute aquí corresponden a sendos tributos locales que, más allá de su naturaleza jurídica, deben ser solventados por la actora, en su carácter de sujeto pasivo de ellos.Los tres casos indicados dejan ver a las claras que la relación jurídico tributaria que importa la obligación de pago de cada uno de los gravámenes locales descritos se establece entre SAMSA, como contribuyente, y alguna entidad pública (sea el EPRAC, el IMAS o la municipalidad de Posadas, según se trate). Los usuarios de los servicios sanitarios brindados por SAMSA no son sujetos pasivos de estas tasas locales y que, por ende, permanecen al margen de tales relaciones jurídico-tributarias. En efecto, no hay vinculación alguna entre aquéllos y los entes estatales mencionados como sujetos activos de las respectivas obligaciones de pago. Los importes facturados por SAMSA no son "tributos" cuyos contribuyentes sean los usuarios, sino que son gravámenes de los cuales la propia SAMSA es contribuyente. Tales conceptos son un componente más de su estructura de costos, que deriva en la posterior conformación del precio que ha cobrar a sus clientes. No obsta a ello que, por imposición del estado provincial concedente -en uso de atribuciones tarifarias que no se discuten aquí- SAMSA deba discriminarlos en la factura, toda vez que lo mismo ocurre con otros conceptos tributarios cuyo pago ella ha de afrontar -v. gr. las contribuciones patronales para la seguridad social- que también influyen en sus costos, y que determinan el precio final a percibir aunque no haya obligación contractual alguna de expresarlos separadamente en la tarifa. Contrariamente a lo afirmado por la actora, no es ella un "agente de percepción" de esos gravámenes locales -bajo la errada idea de que sus sujetos pasivos serían los usuarios-, sino que es el auténtico contribuyente de jure de las gabelas, cuya traslación a través del precio de su servicio -como un costo más de los tantos que posee, tiene habilitada a través de las normas que rigen su concesión. Tampoco se verifica la necesaria coincidencia, exigidapor el citado art. 44 del reglamento, entre el hecho imponible de la operación gravada con IVA -prestación de servicios de agua y de desagües- y las hipótesis de incidencia de los tres tributos locales que, dos de los cuales solventan las tareas de fiscalización e inspección de las actividades de SAMSA por parte del EPRAC y del IMAS, y el restante retribuye la ocupación del espacio público


    Servicios de Aguas de Misiones S.A. c/ TF 19.309-I s/ DGI


    S.314, L.XLVI,15 de diciembre de 2011


    Ver dictamen


    
Capítulo II


    Derecho Aeronáutico


    Derecho Comercial


    Asistencia aeronáutica de una aeronave a otra para evitar un siniestro. Existencia del derecho del comandante asistente a cobrar remuneración. Criterios para establecer el monto correspondiente. Legislación aplicable


    Los jueces de la Alzada concluyeron que el servicio prestado por el actor, consentido por el comandante de la aeronave asistida, encuadra en la figura de la asistencia aeronáutica -reconocida por la demandada- porque, respondiendo a un pedido de auxilio, contribuyó de forma decisiva para sortear -con resultado plenamente satisfactorio- el peligro inminente de siniestro real y concreto que amenazaba a la aeronave de AVIANCA con 108 pasajeros y carga, lo cual importa salvar vidas humanas y preservar bienes valiosos. También, que por la asistencia brindada, el actor tiene derecho a percibir una parte del salario que le hubiera correspondido al explotador de la aeronave -cuyos recursos fueron empleados en el socorro- fijado prudencialmente (art. 165 del Código Procesal) conforme a las pautas del artículo 180 del Código y determinada en función de los esfuerzos realizados por cada uno según lo dispuesto por el artículo 380 de la Ley de Navegación. Mientras que la asistencia y salvamento de personas genera derecho al cobro de unaindemnización, la asistencia y salvamento de bienes confiere además derecho a una remuneración. En el supuesto de socorro a bienes y personas contemporáneamente, el salvador de las personas tiene derecho a una parte equitativa de la remuneración fijada por los bienes sin perjuicio de la indemnización. Cierto es que el Código no contiene normas expresas que reglamenten con precisión lo atinente a la compensación o retribución de los servicios prestados por la tripulación de la aeronave asistente. Mediante una hermenéutica sistemática y a la luz de los antecedentes que informan el Código Aeronáutico en materia de socorro, de los principios receptados en él y en la Convención de París de 1919, y de la finalidad que se persigue con la retribución de los servicios prestados en la contingencia, a tenor de lo prescripto en su artículo 2° puede sostenerse que, no obstante que el explotador de la aeronave asistente es el titular de la compensación pertinente (arts. 179, 180 y 181), también asiste al comandante que ha hecho una real contribución para que el socorro culmine con éxito el derecho a percibir una parte o porción de la remuneración calculada conforme al artículo 180, y cuya determinación debe realizarse de acuerdo con los esfuerzos efectivamente realizados (art. 380 de la Ley de Navegación). La exégesis que concuerda y torna operativos los principios y finalidad de la legislación en estudio, es la que permite que la remuneración sea compartida o distribuida entre el explotador y el comandante de la aeronave, quién por lo demás es el sujeto obligado a efectuar el socorro en determinadas condiciones so pena de incurrir en delito (art. 224) y eventual responsabilidad civil por los daños que deriven del incumplimiento de ese deber. La decisión de los jueces de la causa de otorgar el 70% del salario que hubiera correspondido al explotador (art. 180 del Código) alcomandante de la aeronave asistente -quien personalmente brindó asistencia intelectual a la explotada por AVIANCA- según los esfuerzos realizados por cada uno (art. 380 de la Ley de Navegación), constituye una interpretación razonable de la normativa federal cuyo artículo 2° establece la directiva de resolver las cuestiones no previstas en el Código mediante la aplicación de los principios del derecho aeronáutico y las leyes análogas. Los agravios vertidos por el actor con base en que no se le adjudica el total del salario por su intervención -afirma- exclusiva y a título personal en el socorro también deben desestimarse ya que la asistencia de una aeronave por el comandante de otra en vuelo presupone la participación conjunta con el explotador en la expedición, la cual - conforme señalan los jueces- en el sub-lite involucró no sólo la utilización de la aeronave sino también la de otros recursos de Southern Winds. Para establecer el monto del salario se examinaron los riesgos corridos por la aeronave asistente, los gastos y averías sufridos por la misma, las dificultades que tuvo la asistencia (carácter del servicio brindado, su duración, participación de los comandantes de las aeronaves asistente y asistida en la consecución del resultado, vale decir, preservar la aeronave de la pérdida o daño y el éxito obtenido), el peligro corrido por la aeronave socorrida (grado o gravedad del peligro, probabilidad de pérdida o daño a la misma o a las personas y eventual responsabilidad civil evitada en ausencia de la asistencia) y el valor de los bienes salvados (resultado útil). Para establecer el porcentaje de distribución ponderaron, además, la intervención del explotador en el socorro (utilización de sus recursos) y la que cupo al comandante (asistencia intelectual) con un criterio de equidad


    Porchetto, Marcelo Patricio c/ Aerovías Nacionales de Colombia SA y otros s/ Cobro de asistencia y salvamento


    P.588, L.XLV,25 de agosto de 2011


    Ver Dictámen


    
Capítulo III


    DerechoCivil


    Contratos


    Parte General. Revocación


    Resolución de un contrato de concesión. Plazo de preaviso razonable. Cuestiones de carácter fáctico y de derecho común: falta de arbitrariedad


    Más allá de lo opinable que pueda resultar la decisión adoptada por la alzada, sobre cuestiones de eminente carácter fáctico, y de derecho común, no se advierte la configuración de los supuestos señalados para calificar como arbitraria la sentencia. En efecto, si bien la Cámara descartó la existencia de la "justa causa" alegada por el concedente para resolver el contrato de concesión que los unía, entendió legítima la ruptura unilateral sin expresión de causa sobre la base de la consideración de aspectos que, surgen de las actuaciones y no fueron atacados puntualmente. El a quo, valoró que se trataba de un contrato de concesión por tiempo indeterminado, desde que si bien fue suscripto inicialmente por un período de cinco años, se extendió en los hechos por quince años, y, en ese contexto, donde el plazo –según el tribunal- permitió amortizar la inversión realizada por el concesionario, resultaba -a su juicio- legítima la ruptura unilateral sin causa, por cuanto nadie puede ser obligado a permanecer atado a una relación jurídica indefinidamente. Consideró, a su vez,que el plazo de seis meses de preaviso concedido por el fabricante fue razonable, teniendo en cuenta, especialmente, que era equivalente al requerido por la concesionaria para el caso de no renovación del contrato de concesión. En este sentido, según el razonamiento de la alzada, la relación jurídica se había tornado de tiempo indeterminado, y es ésta la condición que determinó, mediando un preaviso suficiente, que, en el caso, no discute la propia concesionaria, la procedencia de una ruptura unilateral. Todo ello, más allá de los argumentos de la recurrente vinculados con la falta de vigencia del contrato primigenio, que no logran desvirtuar las premisas expuestas de las que parte la alzada


    Ernesto P. Amendola S.A. c/ Peugeot Citroën Argentina S.A. s/ daños y perjuicios


    E.231, L.XLIV,9 de marzo de 2011


    Ver Dictamen


    Derechos Reales


    Dominio. Adquisición del Dominio. Prescripción Adquisitiva. Prescripción de Inmuebles


    Demanda de reivindicación. Rechazo de la usucapión. Beneficio del reivindicante por los títulos de sus antecesores. Rigurosa valoración de la prueba de la posesión veinteñal. Carácter excepcional de la adquisición de dominio por prescripción. Costas: principio objetivo de la derrota


    En cuanto a la procedencia formal del recurso extraordinario, en autos no concurre una cuestión federal, desde que el debate suscitado -que gira en torno al derecho a poseer- pone en juego normas de naturaleza eminentemente común (art. 15 de la ley n° 48). Entonces, el análisis debe efectuarse desde la perspectiva de la doctrina de la arbitrariedad. El apelante reclama la aplicacióndel arto 2789 del Código Civil, pero no se hace cargo de la correlación de esa cláusula con la directiva del art. 2790 (Fallos: 316:893, consid. 3°); ni de la conspicua doctrina que postula que el reivindicante no sólo se beneficia con los títulos de su causante inmediato, sino también con los de los demás antecesores, a quienes se presume propietarios y poseedores. La postura de los jueces -en tanto interpretaron los preceptos de los arts. 577, 2789, 2792, 3265 y 3270 del Código Civil en forma diversa a la que propicia el demandado-, no importa un abierto apartamiento de los parámetros legales aplicables. El demandado debió llevar a cabo una minuciosa justificación de sus impugnaciones en orden al criterio de esa Corte que impone valorar rigurosamente las circunstancias concretas que rodean a la prescripción adquisitiva, dado el carácter excepcional que reviste la adquisición del dominio por el medio previsto en el art. 2524, inc. 7. del Código Civil (art. 4015), de manera que la realización de los actos comprendidos en el art. 2353 y el constante ejercicio de esa posesión deben acreditarse de forma insospechable, clara y convincente, con una cabal comprobación de haber efectuado actos públicos idóneos de contradicción del derecho, en los términos del art. 2458 del Código Civil. Por otro lado, lo resuelto en autos sobre las costas tiene respaldo en el principio objetivo de la derrota, razón por la cual este aspecto del recurso también queda reducido al plano de una mera opinión divergente, pues no logra comprobar de manera inequívoca la existencia de circunstancias que puedan desautorizar el fallo, en los términos antedichos


    Centeno de Olivetti, Maria Cristina c/ Magua, Jorge Omar; Magua, Jorge Vicente; Marcelo R. Magua y/o quienes resulten poseedores s/ Sumario


    C.267, L.XLVI,7 de octubre de 2011


    Ver Dictamen


    Familia


    Juez competente para decidir la modificación de la tenencia de un menor. Lugar de residencia del menor. Eficacia de la actividad tutelar


    Los tribunales de la provincia de Buenos Aires previnieron en el conocimiento de la problemática familiar y en ese ámbito se celebró el acuerdo que el progenitor pretende dejar sin efecto mediante la acción promovida en autos. Por lo tanto, en atención al principio perpetuatio jurisdictionis, debería darse continuidad a la intervención del tribunal natural, que tiene asignada la función de solventar todas las vicisitudes que pudieren suscitarse en orden a la ejecución o alteración del régimen de guarda establecido en el expediente principal. Así corresponde, no obstante que el proceso de divorcio ha concluido y ninguna de las partes se domicilia en el foro bonaerense, pues es primordial el hecho de que el menor estaría residiendo junto a su abuelo paterno en la localidad de Jardín Lomas del Palomar, provincia de Buenos Aires, circunstancia que autoriza razonablemente a pensar que la distante localización de los tribunales mendocinos, ha de desnaturalizar la realización activa de los objetivos tutelares implícitos en estos autos, para cuyo cumplimiento la inmediación constituye un factor de innegable importancia


    P., A. E. c/ A., M. L. s/ incidente de modificación de tenencia de hijo


    COMP.441, L.XLVII,11 de julio de 2011


    Ver Dictamen


    Patria Potestad. Derechos y Deberes. Guarda


    Pedido de restitución de un menor activado por el padre desde España. Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores. Cuestión carente de actualidad. Progenitora que se avino a la devolución


    Ante la impugnación relativa al desconocimiento por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires de un elemento de juicio eventualmente conducente en orden a la calificación del traslado y, por ende, a la operatividad misma del Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores (CH 1980) en el caso, corresponde determinar que -más allá del rigor formal en el que ha incurrido el fallo al ignorar un documento conducente incorporado al expediente conexo, con la única motivación de no estar ofrecido en autos ni sustanciado- la cuestión carece de actualidad. En efecto, con posterioridad al dictado del fallo que se ataca y a la deducción del recurso extraordinario, la madre efectuó una presentación ante los jueces españoles, donde consintió las medidas provisionales dispuestas en ese foro. En lo que interesa aquí, se comprometió a trasladar temporariamente su residencia a Barcelona junto con el hijo menor, y solicitó un plazo de dos meses para implementar la mudanza, con miras a la preparación del viaje y a la adopción de recaudos organizativos que lo hicieran menos traumático, como ser la búsqueda de vivienda o trabajo. De esta manera, una manifestación de voluntad tal -aunque enmarcada en términos transitorios- resulta intrínsecamente contradictoria con el mantenimiento de la apelación federal, puesto que el mecanismo restitutorio del CH 1980 persigue, precisamente, el regreso al país en el que residía el niño previo al desplazamiento, donde serán juzgados los méritos de la custodia y se establecerán los lineamientos futuros. Por otro lado, el tribunal de Barcelona ha mantenido la guarda en cabeza de lamadre en tanto retorne a su territorio. En tales condiciones, en función de su trascendencia, corresponde hacer mérito de dicho antecedente, a pesar del momento en el que fue incorporado. Es que su contenido torna inoficiosa una decisión de esa Corte con relación al agravio sustentado pues, en definitiva, la progenitora se avino a la devolución


    C., L. C. c/ L., M. E. s/ exequatur


    C.44, L.XLVI,24 de mayo de 2011


    Ver Dictamen


    Representación. Representación Promiscua del Ministerio de Menores


    Falta de intervención del Ministerio Pupilar. Representación promiscua: artículo 59 del Código Civil. Resolución que compromete en forma directa los intereses de la menor. Menoscabo de la función institucional del Ministerio Pupilar. Nulidad del trámite


    Es descalificable la sentencia que omitió dar intervención al Ministerio Pupilar para que ejerciera la representación promiscua a pesar de que dicha resolución comprometía en forma directa los intereses de la menor, lo que importa desconocer el alto cometido que la ley ha asignado a dicho ministerio, y no sólo menoscaba su función institucional sino que acarrea la invalidez de los pronunciamientos dictados en esas condiciones. Toda vez que no hubo intervención del Ministerio Pupilar previa la adopción de decisiones posibles de causar un gravamen de insusceptible reparación ulterior a dicha representación promiscua, tales como la que dispuso declarar la cuestión de puro derecho y se pasó los autos a dictar sentencia sin notificar al Ministerio de Menores, corresponde declarar la nulidad del trámite cumplido con posterioridad a la mencionada actuación ydevolver los autos a la instancia correspondiente para la continuación del proceso


    V., M. A. c/ Prefectura Naval Argentina s/ sumarísimo


    V.54, L.XLV,10 de agosto de 2011


    Ver Dictamen


    Sujeto a Cargo. Desacuerdo entre los Padres


    Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores de 1980. Familia carece de conexiones con la República Argentina. Retención ilícita de hijos menores de edad por parte de uno de los progenitores en el país. Deber de reintegrar a los menores al lugar de su residencia habitual. Ley 26. 061


    La excepción plasmada en los arts. 2 inc. 2°, y 4 inc. 4° de la Convención sobre Cooperación Judicial con la República Francesa (aprobada por la ley 24. 107), no debe entenderse como una eliminación de las restricciones emanadas del Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores de 1980 (CH 1980), en los términos de su art. 36, puesto que aquellos preceptos se refieren única y específicamente a la modalidad de funcionamiento de dos extremos del reconocimiento de pronunciamientos extranjeros (cosa juzgada y fuerza ejecutoria), cuando las sentencias versen sobre alimentos, tenencia o derecho de visita. De acuerdo con los hechos que no vienen en discusión, la problemática que genera estas actuaciones toca a una familia extranjera, en la que el matrimonio se separó hace varios años. La autoridad parental conjunta se fijó por auto del juez del país de origen, donde además se atribuyó al progenitor la guarda de los tres hijos comunes, por motivos que no corresponde juzgar en la causa. Luego se confirió judicialmente la patria potestad al padre, con exclusividad y en forma provisoria, restaurándose latitularidad compartida ese mismo año, meses más tarde. Tanto en esa oportunidad como en otra posterior -esta vez, previa audiencia con los menores- se confirmó la estancia de estos últimos en la casa de su progenitor. Posteriormente, la madre se radicó en la República Argentina junto a su nueva pareja, permaneciendo en Francia el resto del grupo, incluida toda su prole. Más tarde, dos de los hijos -que nacieron y vivieron siempre en Francia y cuya guarda ejercía el padre por mandato judicial-, llegaron al país sólo para pasar unas cortas vacaciones junto a la madre, pero no volvieron al finalizar el plazo fijado. Por ende, la ilicitud de la retención en los términos del art. 30 resulta patente, hallazgo que torna inmediatamente operativo el mecanismo del CH 1980, para reintegrar a los menores al lugar de su residencia habitual, donde los jueces naturales han de dedicarse a la solución del conflicto pendiente (art. 12 primer párrafo). Es que, inversamente a lo que parece creer la madre, en la economía convencional dicha ilicitud es una calificación jurídica que deviene del contenido de la custodia atribuido por la ley del país de residencia habitual y nada tiene que ver con las salvedades previstas a la obligación de restituir, a cuyo estudio debe abocarse el Estado de refugio, una vez determinada -precisamente- aquella condición de aplicabilidad. En cuanto a los lineamientos de la ley 26. 061, cabe destacar un hecho crucial en el caso, cual es que esta familia carece de conexiones con la República Argentina, más allá de la que generó la madre al radicarse en la Argentina, siguiendo la iniciativa de su actual pareja. En efecto, el centro de vida de estas personas en plena formación está, evidentemente, en Francia, donde nacieron tanto ellos como sus parientes, donde hasta ahora habían transcurrido -en circunstancias legales- todas sus vivencias, y donde aún hoy permanece parte esencial de sumundo, incluidos los medio hermanos por vía materna y paterna y especialmente su hermano mayor, con quien siempre convivieron. Es que, dentro del régimen nacional de protección de la infancia, su interés se identifica con la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías reconocidos en dicha ley (v. su art. 3), privilegiándose -como inherentes a una identidad a resguardar- la nacionalidad, la lengua natal, la preservación de las relacionesfamiliares de conformidad con la ley y la cultura del lugar de origen (v. sus arts. 11 y 15). Asimismo, en sintonía con el CH 1980, la ley 26. 061 consagra como uno de sus ejes principales la idea de "centro de vida", de donde se manda atender al pleno desarrollo personal de los derechos del niño en su medio familiar, social y cultural y expresamente se alude al respeto por ese centro, teniéndose por tal al lugar donde "hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia. . . principio [que] rige en materia de patria potestad. . . [y al] que se ajustarán el ejercicio de la misma, filiación, restitución del niño, la niña o el adolescente, adopción, emancipación y toda circunstancia vinculada a las anteriores cualquiera sea el ámbito donde deba desempeñarse. . . " (v. su art. 3, inc. f). De tal suerte, la apelación no alcanza a dar cuenta de cómo el desarraigo que devino aleatoriamente de un viaje vacacional, podría ir en beneficio del mejor interés de los niños. Los Estados partes han adquirido el compromiso de combatir la sustracción de menores y, salvo circunstancias singulares no demostradas en el caso, no deberían abdicar de esa responsabilidad -contraída ante la comunidad mundial-, al abrigo de hechos consumados, generados irregularmente por uno de los progenitores, pues de lo contrario, el CH 1980 caería en letra muerta. Este criterio no significa, como reprochan los recurrentes,priorizar las obligaciones de la República por sobre los derechos de estos niños. Los Estados signatarios han calibrado la incidencia del mejor interés del niño en el ámbito específico del CH 1980, y se han decantado por el procedimiento de restitución como una herramienta del todo coherente con la defensa de ese interés, en la emergencia de una sustracción internacional. Es que el CH 1980 tiene como premisa que el bienestar del niño se alcanza volviendo al statu quo anterior al acto de traslado o de retención ilícitos, de manera que preserva el mejor interés de aquél -proclamado como prius jurídico por el art. 3. 1. de la Convención sobre los Derechos del Niño-, mediante el cese de la vía de hecho. La víctima de un fraude o de una violencia debe ser, entonces y ante todo, restablecida en su situación anterior, salvo las circunstancias eximentes reguladas en el texto convencional que en la especie no concurren


    V., D. L. (Nacionalidad Francesa) s/ Restitución de menores - Ejecución de sentencia extranjera


    V.24, L.XLVII,15 de junio de 2011


    Ver Dictamen


    Obligaciones


    Daño material y moral provocado en ocasión del trabajo. Cálculo del daño moral: criterio judicial


    El cálculo del daño moral en el presente caso se determinó sobre la base de un porcentaje del 20% del daño material sufrido por la actora, dicha proporción se hizo teniendo en cuenta las secuelas por disminución de la capacidad psicofísica sufridas por la trabajadora para el desempeño laboral, sin embargo el mayor dolor padecido por ella y que fue objeto de reclamo por daño moral, no fue tanto el daño material comprendido por la pérdidade su aptitud laborativa hacia el futuro que merece ser atendido tal como lo reseña el fallo, sino los padecimientos soportados como consecuencia de la pérdida de su hijo. En el presente caso no se explicita cuál habría sido el criterio judicial para llegar a mensurar el daño moral, pues éste se calculó solamente mediante un porcentaje del daño material, sin mayores pautas. Cabe advertir que esa base de cálculo, no solamente se la redujo al 50% sino que también su monto se calculó menguadamente, con lo cual la pauta elegida para la estimación del daño moral presagiaba un resultado reducido, pues la forma en que se determinó el daño material fue realizada mediante una fórmula matemática que la Corte, descalificó en su momento porque el método no satisfacía adecuadamente la finalidad resarcitoria. Así, el fallo impugnado exhibe defectos de fundamentación que lo descalifican como acto judicial válido y se da la relación directa e inmediata entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas


    Visone, Gloria Beatriz c/ Hospital Vicente López y Planes unidad Hospitalaria General Rodriguez s/ accidente de trabajo


    V.206, L.XLV, 19 de diciembre de 2011


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios derivados de la actuación como escribano público. Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires citado. Responsabilidad del Fondo Fiduciario de Garantía creado por art. 158 de la Ley 404. Función notarial: alcances. Intermediación financiera: incompatibilidad con la función notarial. Resolución que no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa


    La sentencia consagra el criterio según el cual la responsabilidad del fondo opera frente a las consecuencias dañosas producidas por tres tipos de actos: a) los realizados por los escribanos en ejercicio de sus funciones; b) los que sean de suaparente incumbencia profesional; y c) los que se encuentren directamente vinculados con la calidad de notario público. Esta formulación devela, una perspectiva hermenéutica arbitraria, desde que no da cuenta del texto legal, ni del marco en el que se inserta el instituto. El precepto específico no hace ninguna referencia a dos de los supuestos que los jueces dan por sentados como comprendidos en la estructura legal (apariencia y directa vinculación con la función notarial). Por el contrario, el art. 158 sólo alude a una obligación que nace -en lo que aquí interesa- a partir de los daños causados con motivo de actos realizados "en ejercicio de la función notarial" (inc. a). Esta última noción no fue estudiada con la profundidad del caso, a pesar de su notable presencia en la ley 404, que -precisamente- enuncia como su objeto específico la regulación de aquel ejercicio, y, adicionalmente, enumera en su art. 20 las funciones notariales, sin incluir a la intermediación financiera, proscripta expresamente del ámbito de ese ministerio por el art. 17, inc. e). A esta altura, se observa de inmediato cómo el fallo admite que este tipo de gestiones excede el marco de la actuación notarial, pero al propio tiempo afirma que las operaciones efectuadas no configuran "actos claramente ajenos" a ella. Los magistrados deben desentrañar la significación jurídica de las leyes, superando la rigidez de las pautas gramaticales, pero en su labor exegética están igualmente obligados a abstenerse de toda inteligencia que equivalga a prescindir del régimen aplicable. Aún cuando el discurso judicial no tiene que seguir necesariamente a las partes en sus invocaciones jurídicas, examinando todos y cada uno de los elementos argumentativos y probatorios traídos al expediente, en la especie ha quedado en claro que el tribunal atendió a unos puntos e ignoró -sin fundamentos plausibles- otros deimportancia, realizando una selección incongruente. Por todo ello, la resolución impugnada no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa, por lo que, al afectar las garantías constitucionales invocadas, debe hacerse lugar sin más al recurso interpuesto y descalificar el pronunciamiento en base a la doctrina de la arbitrariedad


    Siniscalchi, Jorge Armando c/ Balseiro de De Benedetti, Ana Maria y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    S.303, L.XLVI,30 de noviembre de 2011


    Ver Dictamen


    Clasificación. Clasificación por el Objeto. Naturaleza del Objeto. Obligaciones de Dar. Obligaciones de Dar Sumas de Dinero


    Obligaciones de dar sumas de dinero en moneda extranjera. Constitucionalidad, aplicación e interpretación del régimen de convertibilidad del austral y de la ley de emergencia pública y reforma del régimen cambiario. Precedentes: "Rinaldi", "Longobardi" y "Fecred". Arbitrariedad: supuesto pronunciamiento incongruente y exceso de jurisdicción


    La sentencia recurrida -en el marco estricto de los aspectos en estudio en el presente punto- halla adecuado sustento en las consideraciones de hecho y derecho común realizadas, así como en la valoración de la prueba acompañada, por lo que no resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. Los agravios de la sociedad recurrente solo traducen disconformidad con el criterio de selección y valoración de la prueba adoptados por el a quo, sin que ello tenga respaldo en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, pues los jueces no se encuentran obligados a tratar todos los argumentos desarrollados por las partes ni todas las pruebas producidas, sino los que estimen conducentes para fundar sus conclusiones. Lainvocada renuncia expresa e irrevocable a formular reclamos vinculados con el monto del precio de compra efectuada por las partes en el Acuerdo Modificatorio del 28 de diciembre de 1999, no logra conmover la solución adoptada por la alzada que se vincula estrictamente con la moneda de pago y no con la alteración del monto de la obligación. A su vez, las críticas de la demandada en orden a la falta de consideración de la conducta de los actores, su profesionalidad y asistencia letrada para celebrar el Acuerdo Modificatorio que, en su cláusula 2 se refiere a "$", tampoco pueden ser acogidas favorablemente desde que, tal como fue indicado en las decisiones apeladas, en aquel momento se encontraba vigente el régimen de convertibilidad de la Ley N° 23. 928, y en dicho instrumento se dejaba a salvo la fuerza obligatoria de todas las cláusulas no modificadas por él. Aspectos, éstos últimos, que no fueron debidamente controvertidos por la demandada. La arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", con directa lesión a la garantía del debido proceso. Considerando que las cuotas en cuestión fueron pactadas originariamente en dólares estadounidenses, los recursos interpuestos, en cuanto se refieren a la constitucionalidad, interpretación y aplicabilidad de la Ley N° 25. 561 -y normas concordantes-, son formalmente admisibles pues se encuentra en tela de juicio la inteligencia de preceptos federales, y la decisión ha sido contraria a las pretensiones de los apelantes El Decreto N° 410/02 (B. O. 8/03/02), en su artículo 1°,estableció excepciones a la conversión a pesos dispuesta por la Ley N° 25. 561 y Decreto N° 214/02, incluyendo, en cuanto aquí interesa, a las obligaciones de dar sumas de dinero en moneda extranjera, contraídas por personas físicas o jurídicas residentes o radicadas en el extranjero, pagaderas con fondos provenientes del exterior, a favor de personas físicas o jurídicas residentes o radicadas en el país, aun cuando fuera aplicable la ley argentina (inc. g), incorporado por Dec. N° 704/02, B. O. 02/05/02). En consecuencia, no concurren en el caso los presupuestos establecidos legalmente para que opere la excepción, en tanto la demandada es una sociedad argentina con sede social en el país. La excepción incorporada como inciso h), del artículo 1°, del Decreto N° 410/02, por el Decreto N° 53/03 (B. O. 10/01/03), que se refería a la situación de las sociedades deudoras controladas por personas radicadas en el extranjero, no tuvo vigencia, ya que esta última norma en su artículo 2 establecía que comenzaría a regir a partir de su publicación en el Boletín Oficial, es decir el 10 de enero de 2003, y, ese mismo día, entró en vigor el Decreto N° 70/03 (v. artículo 2°, B. O. 14/01/03), que derogó, entre otros, ese inciso h). Los supuestos enumerados en el artículo 1° del Decreto N° 410/02, por sus características particulares, merecieron, por parte del legislador, un tratamiento diferenciado en torno al régimen que el Decreto N° 214/02 -y concs. - estableció para el resto de las obligaciones expresadas en moneda extranjera, sin que logren alterar dicha conclusión, los fundamentos de los accionantes tendientes a incorporar excepciones no legisladas, alegando una supuesta falta de afectación de la crisis en el patrimonio de la sociedad demandada. Máxime cuando dicha circunstancia no puede ser acreditada sólo con la existencia de divisas en el extranjero, desvinculada de su actividad comercial enconjunto. Es más, si la sociedad controlante es extranjera, que en principio constituiría una persona jurídica distinta de su controlada, ello no resulta suficiente, sin mediar una decisión legislativa al respecto, a tener por configurada una excepción al régimen general legalmente establecido. Al respecto, la Corte ha dicho que las excepciones de leyes generales, obra exclusiva del legislador, no pueden crearse por inducciones o extenderse por interpretación a casos no expresados en la disposición excepcional. El estudio de los aspectos que se vinculan con la constitucionalidad, aplicación e interpretación de la legislación de emergencia (Ley N° 25. 561, Dec. N° 214/02 y normas dictadas en su consecuencia), guardan sustancial analogía con los examinados en el precedente publicado en Fallos 330:855 ("Rinaldi"), a cuyos términos y consideraciones cabe remitir, no obstante las particularidades del sub lite, donde las obligaciones pactadas en moneda extranjera tienen su origen en un contrato de compraventa de acciones en donde la Corte se ha pronunciado sobre dichas cuestiones al dictar sentencia en las causas "Rinaldi", ya citada, y "Longobardi" y "Fecred". Sobre el cuestionado alcance que los jueces de la causa otorgaron al denominado reajuste equitativo en el marco de lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 11, de la Ley N° 25. 561, cuya aplicación resulta ser de orden público -conf. Art. 19, de ese cuerpo legal-, no puede concluirse que el tribunal actuó en exceso de jurisdicción, pues la Corte Suprema ha dicho que cuando el artículo 277 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone que la alzada no podrá fallar sobre capítulos no propuestos a la decisión del juez de primera instancia, tal limitación sólo veda la introducción de pretensiones o defensas ajenas a las que fueron objeto de debate original, más ello noobsta a la calificación que les correspondiere por ley, desde que el juzgador tiene la facultad y el deber de discurrir los conflictos litigiosos y dirimirlos según el derecho vigente, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas que la rigen, con prescindencia de los fundamentos jurídicos que enuncien las partes. Es ajeno a la instancia extraordinaria de la Corte, aquellos agravios vinculados a las omisiones en que podría incurrir el aquo respecto de los beneficios económicos de la demandada, como aquellos agravios vinculados a la imposición de accesorios y costas, y los referidos al rechazo de los rubros indemnizatorios pretendidos por los actores, por lo cual estos se reducen a meras discrepancias con la interpretación de normas procesales, de derecho común y valoración de las circunstancias de hecho, practicadas por los jueces de la causa, ajenas, como regla y por su naturaleza a la instancia extraordinaria. En el marco de las facultades morigeratorias otorgadas por los artículos 656, 953 Y 1071 del Código Civil, de la tasa de interés convenida por las partes, lo resuelto por el tribunal en orden a la mora del deudor, lejos de resultar arbitrario, se aprecia como razonable, teniendo en cuenta que fue pactada la mora automática y que la sociedad litigante abonó a los actores, al vencimiento de las cuotas pactadas en dólares estadounidenses, el importe en pesos a su valor nominal, sin adicionarle coeficiente alguno, cuando ya se encontraba en vigencia la Ley N° 25. 561 -y concs. -. Ello sin que el precedente del Máximo Tribunal en autos S. C. M. 1191; L XLIV ("Morales, Mirta del Carmen y otro cl Radivoj, Teresa del Carmen y otra"), sea aplicable al caso en estudio, en tanto se vincula con el Sistema de Refinanciación Hipotecaria regulado por las Leyes N° 25. 798 Y 26. 167 -y concs. -. Sin perjuicio de ello, asiste razón a ambaspartes en cuanto tachan de arbitraria la sentencia en orden a la imposición de los intereses punitorios. El tribunal dispuso el cálculo de esos intereses, sin atender los planteos de las partes presentados en oportunidad de apelar el laudo arbitral. Cabe agregar que, habiendo sido desestimados los recursos de aclaratoria tampoco surge fundamentación alguna que justifique la pauta de cálculo desde que las obligaciones en cuestión vencieron el 10 de septiembre de 2002, 1° de septiembre de 2003 y 10 de septiembre de 2004, como así tampoco el cambio en la tasa de interés aplicable para el período posterior a la sentencia. Estos aspectos adquieren relevancia, teniendo en cuenta la diferencia sustancial entre el 7% anual no capitalizable y la tasa activa que cobra el Banco de la Nación Argentina para sus operaciones de descuento en pesos a 30 días, sin capitalizar, y la magnitud del importe de la condena. Los agravios de los actores en relación con el rechazo de los rubros indemnizatorios, constituyen reiteraciones de argumentos presentados en las instancias anteriores y que han obtenido suficiente respuesta. En efecto, el tribunal arbitral en el laudo confirmado resaltó la suficiencia de los intereses impuestos para compensar el daño alegado y la Cámara, en el pronunciamiento recurrido, desestimó el daño moral invocado, para lo cual descartó que, en el marco de un contrato de compraventa de acciones, su incumplimiento pueda ser causa de lesión a los sentimientos personales o a la tranquilidad anímica de los accionantes. En ese contexto, los actores no rebatieron como era menester los fundamentos -no federales- del tribunal para rechazar la procedencia de los rubros indemnizatorios pretendidos, como así tampoco aquellos vinculados con la inexistencia de dolo en el incumplimiento de las obligaciones de la demandada. Por otra parte, en relación con losagravios relativos a la imposición de costas, cabe recordar que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 68 del código de rito, el juez podrá eximir total o parcialmente de esta responsabilidad al litigante vencido, siempre que encontrare mérito para ello, expresándolo en su pronunciamiento, bajo pena de nulidad, y en virtud de tal manda, el tribunal impuso las costas por su orden, atendiendo "las dudas interpretativas que ofrece la particular situación jurisprudencial planteada en el litigio"


    Lozano, Roque Juan y otra c/ Supermercados Norte S.A. s/ Arbitraje


    L.94, L.XLV,18 de marzo de 2011


    Ver Dictamen


    Tasa de intereses aplicable a los plazos fijos en dólares estadounidenses. Inexistencia de tasa convencional: aplicación subsidiaria del 7% anual. Publicación de las tasas en el sitio web del BCRA


    La referencia a la publicación de las tasas convencionales que el tribunal efectuó en la sentencia, que se encuentra firme, fue realizada en el marco de una argumentación tendiente a justificar la inaplicabilidad de la tasa del 7% anual ante la existencia de una tasa convencional, y, de tal forma, no es razonable desvincularla del contexto jurídico y real. En este sentido, la alzada sin especificar qué tipo de publicación habría sido solicitada en la sentencia, consideró insuficientes las resoluciones del Directorio de la entidad financiera que convalidaban las tasas de interés para los depósitos a plazo durante el período en cuestión, cuya validez no fue atacada. Por ello, habida cuenta que la información relativa a las tasas, según manifestó el banco depositario, surgía del sitio web del B. C. R. A. -de acceso público-, la aplicación del 7% anual impuesto supletoriamente por el tribunal ante lainexistencia de tasas convencionales, con sustento en la falta de acreditación de dichos índices, deviene injustificado


    Eurobra S.A. s/ Quiebra


    E.249, L.XLVI,23 de marzo de 2011


    Ver Dictamen


    Tasa de intereses aplicable a los plazos fijos en dólares estadounidenses. Inexistencia de tasa convencional: aplicación subsidiaria del 7% anual. Publicación de las tasas en el sitio web del BCRA. Remisión a autos S. C. A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol SA s/ Quiebra"


    La referencia a la publicación de las tasas convencionales que el tribunal efectuó en la sentencia que se encuentra firme, fue realizada en el marco de una argumentación tendiente a justificar la inaplicabilidad de la tasa del 7% anual ante la existencia de una tasa convencional, y, de tal forma, no es razonable desvincularla del contexto jurídico y real. En este sentido, el tribunal sin especificar qué tipo de publicación habría sido solicitada en la sentencia firme antes mencionada -lo cual, cabe mencionar, no consta en la parte resolutiva de aquella-, consideró insuficientes las resoluciones del Directorio de la entidad financiera, que convalidaban las tasas de interés para los depósitos a plazo durante el período en cuestión, cuya validez no fue atacada. Así, habida cuenta que la información relativa a las tasas, según manifestó el banco depositario, surgía del sitio web del B. C. R. A. -de acceso público-, la aplicación del 7% anual impuesto supletoriamente por el tribunal ante la inexistencia de tasas convencionales, con sustento en la falta de acreditación de dichos índices, deviene injustificado


    Koner S.A. s/ Quiebra - Incidente de distribución parcial de fondos


    K.52, L.XLVI,23 de marzo de 2011


    Ver Dictamen


    Responsabilidad Civil


    Acción de daños por mala praxis contra el médico y el instituto médico. Historia clínica aportada que no pertenecía a la actora. Responsabilidad de aportar registros médicos fidedignos. Sobreseimiento del médico. Excesivo rigor formal


    Los jueces terminaron avalando la decisión de un tribunal que no ordenó medidas idóneas tendientes a esclarecer la situación planteada en torno a un elemento central - la historia clínica-, y, en su caso, a incorporar a la causa los archivos médicos correctos. En directa vinculación con esa sesgada perspectiva, la Corte local tampoco dio respuesta a otras alegaciones conducentes, en cuanto a la arbitrariedad en que habrían incurrido los jueces de segunda instancia. Además, la Cámara hizo mérito del sobreseimiento del médico, sin justificar por qué lo allí resuelto debería alcanzar al derecho esgrimido en autos, en los perentorios términos del art. 1103 del Código Civil, a pesar de haberse sustanciado la denuncia por lesiones en función de una historia clínica labrada, aparentemente, respecto de una tercera persona. La Cámara optó dogmáticamente por atribuir consecuencias jurídicas a un hecho irregular, en favor del único sujeto procesal que tenía la responsabilidad de aportar registros médicos fidedignos, por ser su autor y custodio. También asiste razón a la actora cuando alega que la falta de control oftalmológico como concausa del daño, no fue siquiera considerada por el tribunal. La selección fragmentaria efectuada por la Corte local, se torna así en arbitraria y habilita por ende, la apertura del remedio federal. El fallo apelado incurrió en un excesivo rigor formal y se apartó sin explicación alguna de ladirectiva de la Corte en el sentido de que las circunstancias relevantes sean tenidas en cuenta, y se adopten las previsiones que permitan evaluar integralmente aquellos aspectos conducentes y no meras apariencias


    D., C. c/ Instituto Médico de Diagnóstico y Tratamiento S.A. y otro s/ Indemnización daños y perjuicios s/ recurso de inconst


    D.581, L.XLV,8 de abril de 2011


    Ver Dictamen


    Competencia para resolver un reclamo por mala praxis en el marco de un accidente ocurrido en ocasión del trabajo


    Compete a la justicia nacional en lo civil y no a los jueces del trabajo conocer en este caso en que se debate, centralmente si hubo o no mala praxis por parte de los profesionales de la salud que examinaron al demandante, aun cuando el actor también haya deducido su pretensión contra su empleador y su aseguradora de riesgo del trabajo por el accidente acaecido en ocasión del trabajo. No posee influencia decisiva para la solución del caso la determinación de cuestiones vinculadas directamente con aspectos del derecho laboral -v. arts. 20 y 21 de la L. O. - puesto que el actor reclama rubros y montos indemnizatorios que exceden dicho marco, máxime cuando el trabajador peticionó en autos que se declare la inconstitucionalidad del art. 39, inciso 10 de la ley 24. 557


    Reynoso, Miguel Angel s/ Administración General de Puertos SE y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP.365, L.XLVII,18 de octubre de 2011


    Ver Dictamen


    Tasa de interés aplicable al monto de condena por los daños y perjuicios derivados de un accidente. Tasa consentida por laactora. Pronunciamiento aplicando una tasa diferente que causa gravamen al apelante: reformatio in peius


    La decisión del juez de mérito estableciendo que los intereses se calculen de acuerdo con la tasa pasiva del Banco Central por el periodo comprendido entre el momento del hecho dañoso y su efectivo pago fue consentida por la actora y la Defensoría de Menores y apelada solamente por la demandada con fundamento en que correspondía aplicar una tasa del 6% hasta la fecha de la sentencia de primera instancia y recién desde entonces la tasa pasiva mencionada. En consecuencia, excediendo la capacidad de revisión atribuida en el recurso interpuesto para decidir únicamente sobre la procedencia o no de la tasa pura del 6% a una parte del periodo considerado y sin expresar fundamento alguno en tal sentido, el a quo dictó un pronunciamiento aplicando una tasa diferente que la incrementa y que causa gravamen al apelante, no obstante tratarse de un aspecto resignado por la actora en razón de no haberlo planteado al apelar. De tal modo la sentencia que resuelve la aplicación de la tasa activa aludida sin que dicha pretensión fuera articulada mediante el recurso pertinente vulnera el principio de congruencia que se sustenta en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Así la decisión de la alzada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, lo cual torna descalificable lo resuelto con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias


    Cammera de Cabañez, Eva Virginia c/ Multicanal y otros s/ Daños y perjuicios


    C.477, L.XLVI,21 de noviembre de 2011


    Ver Dictamen


    Transporte en ferrocarril: lesiones de un viajero. Eventual responsabilidad de la empresa transportadora. Posibilidad de evitar el hecho dañoso: artículo 11 de la ley N° 2873. Responsabilidad del Estado Nacional y de la Comisión Nacional de Regulación del Transporte: tratamiento prematuro


    Asiste razón al recurrente, toda vez que la alzada concluyó que el accidente se produjo por culpa exclusiva de la víctima, y en ese contexto, eximió de responsabilidad a la demandada, invocando el artículo 184 del Código de Comercio, sin ponderar si Transportes Metropolitanos General San Martín SA tuvo a su alcance la posibilidad de evitar el hecho dañoso, en el marco de lo dispuesto por el artículo 11 de la ley N° 2873 que impone la obligación de proveer a sus empleados de las instrucciones y medios necesarios a fin de que el servicio se haga con regularidad, sin tropiezos, ni peligro de accidentes. Ello no impide aceptar que la víctima haya podido ser también imprudente al ubicarse cerca de la puerta de acceso. Empero, es menester precisar en qué medida las circunstancias que determinaron el accidente pudieron ser evitadas si se hubiese observado la conducta apropiada, pues la responsabilidad sólo puede surgir de la adecuada valoración del reproche de las conductas en orden a la previsibilidad de sus consecuencias (arts. 512 y 902, Código Civil). Estos aspectos debieron ser estudiados en profundidad por el tribunal. Desde esta perspectiva, no parece razonable liberar totalmente de responsabilidad a la empresa transportista por los daños causados; ello sin perjuicio de la eventual graduación de la responsabilidad que pudiere corresponder en función de la concurrencia de culpas, de encontrarse ésta efectivamente probada. En tales condiciones, deviene prematuro en esta instancia el tratamiento de los agravios del actor relativos al alcance de la responsabilidad del Estado Nacional por tener a sucargo el contralor de la prestación del servicio público y en este contexto, su legitimidad pasiva. Estas cuestiones, junto con la obligación -o no- de la Comisión Nacional de Regulación del Transporte de controlar la vigencia del seguro de responsabilidad civil, deberán ser objeto de tratamiento oportuno, de acuerdo a la decisión que finalmente se adopte


    Montoya, Mauricio Javier c/ Transportes Metropolitanos General San Martín S.A. y otros s/ daños y perjuicios


    M.598, L.XLVI,29 de abril de 2011


    Ver Dictamen


    Transporte en ferrocarril: lesiones de un viajero. Responsabilidad civil de la empresa transportista. Acreditación de la culpa de un tercero por el que no es civilmente responsable. Ley N° 2873


    Cabe destacar que la causa penal por lesiones fue archivada, con sustento en la falta de individualización del autor del hecho ilícito y que del testimonio referido por el tribunal sólo surge una descripción de la vestimenta de la persona y la manifestación de que "parecía ser policía”. Estos aspectos, debieron ser estudiados en profundidad y con más precisión por el tribunal. No resulta así suficiente la sola afirmación efectuada por los jueces en orden a que no era dable exigirle "al personal empleado por la transportista para resguardar la seguridad" prohibir o restringir la circulación o impedir la portación de armas al victimario, teniendo en cuenta que, más allá de lo expuesto en cuanto a la falta de prueba concluyente para la identificación del autor del ilícito, no consta acreditado por Transportes Metropolitanos General San Martín S. A. su imposibilidad de evitar el hecho dañoso, en el marco de lo dispuesto por los artículos 11 y 35 de la ley N° 2873 que imponen la obligación de proveer a sus empleados de lasinstrucciones y medios necesarios a fin de que el servicio se haga con regularidad, sin tropiezos, ni peligro de accidentes. Estas cuestiones de relevancia y conducentes para la solución del caso, debieron obtener adecuado tratamiento en el pronunciamiento del tribunal


    Montaña, Jorge Luis c/ Transportes Metropolitanos General San Martín s/ Daños y perjuicios


    M.328, L.XLVI,5 de septiembre de 2011


    Ver Dictamen


    Parte General


    Interpretación de la Ley


    Demanda por subsidio extraordinario previsto por ley 16. 973. Fallecimiento de agente en cumplimiento de los deberes esenciales del policía. Interpretación de la ley. Procedencia del beneficio


    A los efectos de otorgar el subsidio previsto por el art. 1° de la ley 16. 973 -según el texto vigente al momento en que ocurrieron los hechos-, resulta suficiente que el fallecimiento del personal policial sea consecuencia de una conducta que revele el cumplimiento de sus deberes esenciales, sin que sea necesario que guarde una relación de causalidad con un acto de arrojo. Ello es así, pues el precepto citado no requiere en forma expresa la configuración de un "acto heroico" como pretende el apelante, cuya postura soslaya que el empleo de la conjunción disyuntiva "o" importa que la indemnización especial procede en cualquiera de las dos situaciones, es decir cuando el fallecimiento del agente policial se produzca como consecuencia del cumplimiento de sus deberes esenciales o, en acto de arrojo y, en el sub lite, el causante falleció al arriesgar su vida en defensa de las personas yde preservar la seguridad pública. Esta exégesis de la norma se compadece con los propósitos que dieron origen al dictado del decreto 1441/04, de cuyos considerandos surge que, advirtiendo la interpretación restrictiva de la norma, ha suprimido del texto del art. 1° de la ley 16. 973 la expresión "o en actos de arrojo", por entender que dicha exigencia para la obtención del subsidio especial resulta desproporcionado en los tiempos actuales


    Leguizamón, Heriberta c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior Resol 970/07 PFA Dto 1441/04 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg


    L.62, L.XLVII,15 de septiembre de 2011


    Ver Dictamen


    


    
Capítulo IV


    Derecho Comercial


    Contratos Comerciales


    Contratos Bancarios


    Anatocismo. Capitalización de intereses sobre saldo deudor de cuenta corriente bancaria. Aplicación al período posterior al cierre de la cuenta. Artículo 795 del Código de Comercio. La moral y las buenas costumbres como límite


    La suma a la que arriba la liquidación en cuestión, aproximadamente $1. 154. 000 -sólo en cuanto se refiere al saldo deudor de cuenta corriente bancaria-, por aplicación del mecanismo de cálculo de los intereses resuelto, que importa la aplicación de la tasa activa que cobra el Banco de la Nación Argentina para sus operaciones de descuento -parámetro no controvertido por el demandado- y su capitalización mensual, por su exorbitancia, traduce un resultado irrazonable, valorando que en autos, se reclama un saldo de $53. 571,01. Al respecto, si bien la alzada sostuvo que el anatocismo tiene sustento legal en el artículo 795 del Código de Comercio que dispone que en la cuenta corriente bancaria los intereses, salvo estipulación expresa en contrario, se capitalizan "por trimestre", tampoco ponderó debidamente el distinto alcance que en el caso tuvo la decisión, que determinó la capitalización "mensual", como así tampoco que, por las circunstancias particulares del sub lite, donde lacuenta fue cerrada en agosto de 1994, la suma resultante de la aplicación del sistema de capitalización mensual de réditos ($1. 150. 000) no se condice con el monto originalmente reclamado por el saldo de la cuenta que era de $ 53. 571,01. A su vez, para así decidir, correspondía que los jueces realizaran un estudio pormenorizado sobre el alcance objetivo del artículo 795 del Código de Comercio y su puntual aplicabilidad al saldo emergente luego del cierre de la cuenta corriente bancaria respectiva, considerando que los réditos en cuestión tienen su causa en la mora del deudor de acuerdo a la pretensión del actor en el escrito de inicio. No es ocioso recordar que V. E. ha dicho que la capitalización de los intereses no puede ser admitida cuando su aplicación -máxime cuando se efectúa en forma permanente por lapsos breves- lleva a una consecuencia patrimonial que equivale a un despojo del deudor, acrecentando su obligación hasta un límite que excede los límites de la moral y las buenas costumbres -arts. 953 y 1071, C. C. -


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Cohen, Rafael y otro s/ Ejecutivo


    B.75, L.XLVI,24 de noviembre de 2011


    Ver Dictamen


    Lealtad Comercial


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley de lealtad comercial 22. 802. Apelación por multa decidida por Dirección de Comercio Interior de la provincia de Misiones. Ley provincial 4526 Rama III - N° 6 Digesto Jurídico: exceso en las facultades legislativas. Corresponde a la competencia justicia de la provincia de Misiones. Remisión a Fallos: 324:4349


    La ley de lealtad comercial prevé que la Secretaría de Comercio o el organismo que en lo sucesivo pudiera reemplazarlaen materia de Comercio Interior será la autoridad nacional de aplicación (art. 11 y 12), pero también tienen ese carácter los gobiernos provinciales (art. 13) los que ejercerán el control y vigilancia sobre el cumplimiento de aquella ley y sus normas reglamentarias con respecto a los hechos contenidos en su jurisdicción y que afecten exclusivamente al comercio local (art. citado en último término). Las sanciones administrativas impuestas por la autoridad nacional de aplicación serán apelables ante la Cámara Nacional de Apelaciones en Contencioso Administrativo Federal de la Capital o ante las Cámaras Federales de apelaciones con asiento en las provincias, según corresponda de acuerdo al lugar de comisión del hecho (conf. art. 22 de la ley 22. 802, texto sustituido por el art. 35 de la ley 26. 361), mientras las sanciones administrativas que emanen de las autoridades provinciales deberán ser recurridas ante la justicia provincial. La Provincia de Misiones se excedió en sus facultades cuando dispuso, en el art. 7° de la ley III 6, que las sanciones administrativas definitivas impuestas por la autoridad local serán apelables ante la Cámara Federal de Apelaciones en razón del lugar de asiento de la autoridad que dictó la condena, puesto que una ley provincial no puede ampliar ni restringir la competencia del fuero federal sin violar lo dispuesto por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional


    DCI c/ Libertad S.A. s/ Presunta infracción a la Ley 24.240 de Defensa del consumidor


    COMP.592, L.XLVII,6 de septiembre de 2011


    Ver Dictamen


    Propiedad Industrial


    Marcas


    Denegación de registro de marca. Criterios. Controversia sobre aspectos fácticos y procesales. Denominación necesaria y habitual de los servicios. Uso corriente de la denominación. Ley de Marcas y Designaciones N° 22. 362. Convenio de Paris para la Protección de la Propiedad Industrial


    La actora promovió reclamo contra el Instituto Nacional de la Propiedad Industrial a fin de que revoque la disposición colectiva, por la que denegó el registro de las marcas "COBRO FÁCIL" para distinguir los servicios de las clases 36 y 42 del nomenclador respectivo. La Cámara confirmó la sentencia de grado que revocó la disposición. Contra la decisión, el Instituto Nacional de la Propiedad Industrial dedujo recurso extraordinario. No se advierte patentizado en el sublite el compromiso -directo e inmediato- de materia federal estricta, desde que no se controvierte la inteligencia de las disposiciones sino, principalmente, aspectos fácticos y procesales relativos a la capacidad distintiva del registro solicitado. Repárese, incluso, en que la misma Sala precisó que "el punto neurálgico del entuerto" consiste en esclarecer si la marca solicitada, en las clases 36 y 42, constituye una denominación necesaria y habitual de los servicios y si ha ingresado en el uso corriente de la sociedad, al tiempo que acudió a la caracterización de “…caer en uso común. . . " provista por la propia accionada. En ese marco, los aspectos debatidos por el lNPI a lo largo del proceso remiten centralmente a la defensa del modo en que se instrumentó la disposición impugnada y sus efectos, a la carga probatoria, a la distintividad de las solicitudes en estudio -en sí y en orden a sus antecedentes-, etc. , extremos que, allende la opinión que merezcan en punto a la razonabilidad con que han sido resueltos, devinieron irrevisables en la instancia en virtud de su tenor no federal y a la luz de los alcances del auto de concesión del recurso extraordinario. Tampoco se advierte enla sentencia el desconocimiento o el menoscabo de las prerrogativas federales invocadas por la recurrente (arts. 92 y 95 de la ley N° 24. 481), toda vez que la Sala no se opone a que el lNPI modifique criterios precedentes fundado en el "pormenorizado análisis de la normativa en vigor y de los antecedentes que se vislumbran en la realidad misma" sino que le requiere una adecuada fundamentación de la nueva pauta. El artículo 21 de la ley n° 22. 362, por su parte, dispone expresamente que la resolución denegatoria del registro puede ser impugnada ante la Justicia Federal en lo Civil y Comercial, a la que asimismo se refieren los artículos 17, 33 y concordantes de la Ley citada. Lo expresado desacredita, asimismo, la alegación relativa a la existencia de gravedad institucional, cuya evidencia atañe a la impugnante, al tiempo que tampoco se patentiza la desnaturalización de jurisprudencia sobre la materia de la Corte


    Socma Americana S.A. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegación de registro


    S.550, L.XLV,7 de octubre de 2011


    Ver Dictamen


    Seguros


    Seguro de Transporte


    Mercadería perdida en un envío aéreo. Límite a la responsabilidad del transportista. Convenio de Varsovia de 1929. Protocolo N° IV de Montreal del año 1975


    Asiste razón a la apelante toda vez que el a quo resolvió condenar a las transportistas en forma solidaria a abonar la suma solicitada por la compañía aseguradora en subrogación de la sociedad consignataria de la mercadería faltante, más intereses, sin estudiar la procedencia -o no- de la aplicación del Protocolo N°IV de Montreal de 1975 sobre Transporte Aéreo Internacional, que modificó el artículo 22 inciso 2 b), del Convenio de Varsovia de 1929, estableciendo como límite de la responsabilidad del transportista de mercaderías la suma de 17 derechos especiales de giro por kilogramo. Estos aspectos deberán ser evaluados por el tribunal, teniendo especialmente en cuenta que en la carta de porte aéreo que vinculó a la consignataria y a Danzas Air, se pactó la aplicación del Convenio para la Unificación de ciertas reglas relativas al transporte aéreo internacional, suscripto en Varsovia el 12 de Octubre de 1929 y el Protocolo de La Haya, del 28 de septiembre de 1955 (aprobados por la Rep. Argentina por Leyes N° 14. 111, B. O. 29/10/51 Y 17. 386, B. O. 16/8/67), dejando expresa constancia en ese acuerdo privado del límite de responsabilidad de 250 francos por kilogramo en caso de pérdida


    Ace Seguros S.A. c/Air France y otro s/Faltante y/o Avería de carga transporte aéreo


    A.1084, L.XLVI,19 de agosto de 2011


    Ver Dictamen


    


    
CapítuloV


    Derecho Constitucional


    Constitución


    Estructura Jerárquica de las Normas. Supremacía de la Constitución. Tratados


    Exención impositiva. Franquicia establecida en el art. VI, sección 9, del Convenio aprobado por ley 14. 842. Promoción del desarrollo económico mediante el estímulo de empresas privadas productivas en los países miembros. Préstamo de fomento otorgado por entidad financiera del exterior (CFI). Pago del IVA por intereses. Improcedencia. Operación exenta de toda clase de impuestos. Interpretación de la ley: intención del legislador


    V. E. ha tenido oportunidad de estudiar el referido Convenio en las sentencias de Fallos: 330:2892, in re "Corporación Financiera Internacional v. Luis Alberto Facundo Aragón", del 3 de julio de 2007, y de la causa C. 3170, L. XLII "Corporación Interamericana de Inversiones c/ Sagemuller S. A. y otro", del 26 de agosto de 2008, en las que se pronunció sobre la personalidad jurídica de la CFI así como sobre el reconocimiento por parte de los gobiernos que celebraron el acuerdo de inmunidades y privilegios en su favor con el objeto de promover el desarrollo económico mediante el estímulo de empresas privadas productivas en los países miembros (cfr. art. 1 del Convenio). A lo allí dicho, corresponde añadir que la dispensa consagrada en elart. VI, de la sección 9 del Convenio establece: "Exenciones de Impuestos: (a) La Corporación, sus activos, sus bienes, sus ingresos, y sus operaciones y transacciones que este convenio autoriza, estarán exentos de toda clase de impuestos y derechos de aduana. La Corporación estará también exenta de toda responsabilidad respecto a la recaudación o pago de cualquier impuesto o derecho", y que, según surge de su art. III, entre las operaciones que se encuentra habilitada a realizar la entidad está comprendida la aquí controvertida, en cuanto consistió en un préstamo de fomento. La primera fuente de interpretación de la ley es su letra, pero, por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, corresponde indagar lo que dicen jurídicamente, y si bien no cabe prescindir de las palabras, tampoco resulta adecuado ceñirse rigurosamente a ellas cuando así lo requiera la interpretación razonable y sistemática. Ello es así máxime cuando, en materia de exenciones tributarias, es constante el criterio conforme al cual deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan y su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, ya que la primera regla es dar pleno efecto ala intención del legislador.Con la certera guía de las pautas hermenéuticas señaladas, de la lectura de ambos preceptos colijo que la exención de que se trata ha sido otorgada no sólo por el carácter del sujeto que otorga el préstamo -CFI- sino también por la finalidad última de la prestación sobre la que recae: facilitar el crédito internacional y particularmente los destinados al desarrollo de la industria y producción local, objeto para el cual fue constituido el citado organismo internacional. La expresión "operaciones y transacciones que este convenioautoriza" es amplia y genérica y abarca no sólo a la CFI sino también a las operaciones que ella efectúa. De otro modo, si la dispensa sólo fuera aplicable a la entidad internacional, no resultaría claro cuál sería el beneficio o en qué se vería favorecido el sector o actividad cuyo fomento se persigue al tomar el crédito de este organismo internacional y no de otras entidades financieras -cualquiera fuere su naturaleza- que también otorguen préstamos con fines semejantes


    Maltería Pampa S.A. (TF 22821-I) c/ D.G.I


    M.651, L.XLVI, 10 de junio de 2011


    Ver Dictamen


    Declaraciones, Derechos y Garantías


    Derecho a la libre expresión: limitaciones. Ilícitos civiles en perjuicio de la honra y la reputación de terceros. Uso de las doctrinas "Campillay" y de la "real malicia". Manifestaciones hechas por un medio periodístico que afirman la existencia de alguna circunstancia fáctica imputable a un tercero


    El derecho a la libre expresión no es absoluto y, bajo ciertas circunstancias, no ampara a quienes cometen ilícitos civiles en perjuicio de la honra y la reputación de terceros. En el marco del debate sobre temas de interés público, cuando el afectado por un juicio de valor es un funcionario o una personalidad pública, toda expresión que admita ser clasificada como una opinión, por sí sola, no da lugar a responsabilidad civil o penal a favor de las personas que ocupan cargos en el Estado; no se daña la reputación de éstas mediante opiniones o evaluaciones, sino exclusivamente a través de la difusión maliciosa de información falsa. En consecuencia, sólo cuando se trata de la afirmación de "hechos" se utilizarán las doctrinas "Campillay" (Fallos: 308:789) yde la "real malicia" (Fallos: 331: 1530, causa "Patitó"), no así, en el caso de las opiniones críticas, en tanto no es posible predicar de ellas verdad o falsedad. La crítica, la discusión de ideas, en tanto no implique la atribución de hechos a otra persona, no puede tener límites, ya que ello impediría la existencia de un proceso de discusión indispensable para el mejoramiento del manejo de las cuestiones públicas". Diferente es, en cambio, cuando las manifestaciones hechas por el medio periodístico afirman la existencia de alguna circunstancia fáctica imputable a un tercero, como ocurre en el caso, cuando el demandado sostiene que demandante "pertenecía a la extrema derecha", que "es sabido que era un nazi con foso y conocido", que "tiene antecedentes nazis", que "tenía mucha fama de nazi" y al concluir que con el transcurso del tiempo "no cambió", en cuanto configuran verdaderas "imputaciones de hechos" de carácter asertivo, relativas a que el actor, tanto en un tiempo pretérito como en el momento de efectuarse las manifestaciones, había adoptado conductas que podrían ser calificadas de discriminatorias en relación con personas que profesan una determinada religión. En efecto, las conclusiones del demandado, en el marco del mencionado programa de radio, obedecieron a su propia interpretación de los hechos relativos a que el actor no había estado dispuesto a interponer una acción de amparo a favor de una persona que aparentemente profesaba el culto católico (o en todo caso, que no profesaba la religión judía) para que no fuera atendida en el Hospital Israelita, entre otros comentarios. Dicha acusación resulta, además, falsa, en tanto que no se advierte una vinculación directa con el contenido de la conversación telefónica privada del actor o con las conductas de este último circunstanciadas en un determinado tiempo y lugar, por lo que nose corresponde con la realidad de los hechos, pues tal como lo afirman el Juez de Primera Instancia y la Cámara, existían pruebas aportadas por el actor que demostraban lo contrario


    Quantín, Norberto Julio c/ Benedetti, Jorge Enrique y otros s/ derechos personalisimos acc. relacionadas


    Q.18, L.XLIV,14 de junio de 2011


    Ver Dictamen


    Exceso del límite legítimo y regular del derecho a la libertad de expresión. Doctrinas "Campillay" y "Real Malicia". Aseveraciones del diario prematuras y subjetivas. Crónica que no cumple el recaudo de ser un discurso conjetural. Negligencia en la difusión de las noticias. Falta de cuidado mínimo por parte del medio periodístico en el manejo de la información. Protección del interés del niño


    En esta causa no se han satisfecho las pautas de la doctrina "Campillay". En efecto, aún cuando el apelante sostiene que en las noticias publicadas se individualizó la fuente, respecto de la nota del 9 de noviembre de 1997, en la que se afirmó que el delito de abuso sexual de la menor por parte de su padre había quedado ''prácticamente probado" se aludió a una resolución del Juzgado de Menores que había otorgado la guarda de aquélla, dándose a entender que de ese interlocutorio podría surgir la semiplena prueba de la existencia del hecho. Esta confusión, no pudo ser superada por la circunstancia de que se expresara en la misma nota que "ahora habrá que esperar la resolución que adopte el juez en lo Criminal y Correccional donde se tramita la causa en la que se denunció la presunta comisión del delito", pues tal acotación no resultó suficiente para desvirtuar la aseveración hecha al inicio del artículo respecto de que ya había quedado prácticamente acreditada la existencia del delito y su autor. Con respecto a la utilización del modo potencial, cabe señalar que la verdadera finalidad de esa regla jurisprudencial estriba en otorgar la protección a quien se ha referido sólo a lo que puede ser (o no), descartando toda aseveración, o sea la acción de afirmar y dar por cierta alguna cosa. La pauta aludida no consiste solamente en la utilización de un determinado modo verbal -el potencial- sino en el examen del sentido completo del discurso, que debe ser conjetural y no asertivo porque si así no fuera bastaría con el mecánico empleo del casi mágico "sería. . . " para poder atribuir a alguien cualquier cosa, aún la peor, sin tener que responder por ello. En atención a las dificultades que tienen los medios que cubren la crónica diaria para verificar la exactitud de las noticias vinculadas con hechos delictivos de indudable repercusión pública, y frente a la necesidad de preservar la integridad moral y el honor de la personas, en tanto cuentan con protección constitucional, el Tribunal ha exigido a los órganos de prensa que obren con cautela evitando el modo asertivo cuando no han podido corroborarla debidamente; y ha señalado también que cuando se trata de una serie de artículos sucesivos -como acontece en este caso- debe apreciarse la conducta de aquéllos con una visión que no se desentienda del conjunto de las complejas circunstancias en el que surgen, ni de la continuidad en que se enmarcan las informaciones día tras día, sin que proceda tomar únicamente elementos aislados para atribuir responsabilidades. En el caso existen circunstancias fácticas relevantes que evidencian el incumplimiento de cuidados elementales por parte del diario, pues a la omisión en la exigencia de adecuar primeramente, la información a los datos suministrados por la propia realidad –máxime aún cuando se trataba de una noticia con evidente potencialidad calumniosa o difamatoria- se suma el hecho de que en ella se encontraba involucrada una menor. Debe advertirse la especial protección a los derechos de la infancia prevista tanto en la Convención Americana (arts. 13. 4, 19 y 27) y en la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, así como la atención primordial al interés superior del niño dispuesta en el art. 3° de esta última, que proporcionan un parámetro objetivo para resolver los conflictos en los que están involucrados menores, debiendo tenerse en consideración aquella solución que les resulte de mayor beneficio. Ello indica que existe una adecuada presunción a favor del niño, que por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal (conf. preámbulo de la Convención de los Derechos del Niño), lo cual requiere de la adopción de medidas tuitivas que garanticen esa finalidad por parte de la familia, de la sociedad y del Estado (conf. art. 19 de la Convención Americana). Con respecto al agravio del demandado referido a que la controversia debió ser examinada a la luz del estándar de la "real malicia", cabe señalar que ello no es aceptable porque el factor de atribución que exige dicha doctrina (dolo o negligencia casi dolosa), no juega cuando, como en el caso, se trata del reclamo de un ciudadano común que no es funcionario público ni figura pública y tampoco se hallan implicados asuntos de interés público, motivo por el cual se deben aplicar las reglas común de la responsabilidad civil, según las cuales basta la simple culpa del agente para comprometer la responsabilidad del órgano de prensa


    
      	      E., R. G. c/ Editorial La Capital S.A. s/ Daños y perjuicios


      E.109, L.XLV,5 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Fuentes de Información


      Colisión de los derechos al honor y a la reputación, con los derechos a la libertad de expresión, información y prensa. Doctrina "Campillay" y de la “real malicia”. Se exime de responsabilidad a los medios de comunicación con la cita de la fuente. Favorecimiento al debate en el sistema democrático. Procedencia del recurso


      Se encuentran en conflicto en el caso, por un lado, el derecho a la libertad de expresión, información y prensa, en que fundaron los demandados su posición, y por el otro, el derecho al honor y a la reputación que invocó el actor. La Corte tiene dicho que para eximir de responsabilidad al informador, éste debe atribuir directamente la noticia una fuente identificable y que, al precisar aquélla, deja en claro el origen de las noticias y permite a los lectores no atribuirlas al medio del cual la han recibido sino a la específica causa que las hubiera generado. En tal sentido, los propios aludidos por la información resultan beneficiados con este proceder, en la medida en que sus eventuales reclamos -si se creyeran con derecho- podrán ser dirigidos contra aquellos de quienes las noticias realmente emanaron y no contra los que sólo fueron sus canales de difusión. Del mismo modo, V. E. ha resaltado el carácter fuertemente tutelar de esta doctrina en la medida en que se permite al que suministra una información desinteresarse de la verdad o falsedad de ella y eximirse de responsabilidad con la sola cita de la fuente. El fundamento principal radica en que en temas de relevancia pública parece prioritario que todas las voces sean escuchadas, para que se acreciente y robustezca el debate propio de un sistema democrático. Si el informador pudiera ser responsabilizado por el mero hecho de la reproducción del decir ajeno - supuestamente lesivo de terceros- es claro que se convertiría en un temerosofiltrador y sopesador de la información, más que su canal desinhibido. Ello restringiría la información recibida por la gente y, al mismo tiempo, emplazaría al que informaen un impropio papel de censor.Por tal motivo, no puede condenarse a un medio de prensa por la falsedad o inexactitud de la información suministrada por la fuente cuando ella es fielmente citada en la información, ya que en tal supuesto la falsedad o inexactitud de la noticia proviene de la fuente y no del medio. Asimismo, es dable advertir que la doctrina de la "real malicia" encuentra su fundamento en que las personalidades públicas tienen un mayor acceso a los medios periodísticos para replicar las falsas imputaciones. Como así también, atiende de manera prioritaria al valor constitucional de resguardar el más amplio debate respecto de las cuestiones que involucran a personalidades públicas o materias de interés público, como garantía esencial del sistema republicano. La doctrina de la real malicia, a diferencia del test de la veracidad, no opera en función de la verdad o falsedad objetiva de las expresiones, pues entra en acción cuando ya está aceptado que se trata de manifestaciones cuya verdad no ha podido ser acreditada, son erróneas e incluso falsas. Lo que es materia de discusión y prueba, si de real malicia se trata, es el conocimiento que el periodista o medio periodístico tuvo o debió tener de esa falsedad o posible falsedad. Por otro lado, el específico contenido del factor subjetivo al que alude el concepto de real malicia -conocimiento de la falsedad o indiferencia negligente sobre la posible falsedad- no cabe darlo por cierto mediante una presunción, sino que debe ser materia de prueba por parte de quien entable la demanda contra el periodista o medio periodístico.Bajo esta línea de fundamentos, con respecto a la aplicación de la doctrina al caso concreto, el actor no aportóelementos que permitan concluir que el diario conocía la invocada falsedad de los hechos afirmados en la noticia publicada o que obró con notoria despreocupación acerca de su verdad o falsedad, sino que por el contrario, los hechos reproducidos por los demandados se basaron en indicios razonables existentes al momento de su redacción. En base a lo expuesto, se declaró admisible la queja y el recurso extraordinario y, se confirmó la sentencia apelada


      Romano Duaffao, Gustavo Cesar c/ Diarios y Noticias S.A. y otros s/ Daños y Perjuicios


      R.292, L.XLIV, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Informaciones


      Derecho a la libertad de prensa y al honor. Distinción entre información inexacta y falsa. Requisitos caso "Campillay". Falta de responsabilidad civil derivada de una publicación. Atribución de la noticia a una fuente identificable. Diligencia del medio periodístico a los fines de averiguar la exactitud de la información: actuación de buena fe


      Con relación al derecho a la libertad de expresión -que el apelante sostiene que fue desconocido en el sub lite- V. E. ha declarado en forma reiterada el lugar eminente que tiene en un régimen republicano. En este sentido ha dicho desde antiguo que ". . . entre las libertades que la Constitución Nacional consagra, la de prensa es una de las que posee mayor entidad, al extremo de que sin su debido resguardo existiría tan solo una democracia desmedrada o puramente nominal. . . ". La libertad constitucional de prensa tiene sentido más amplio que la mera exclusión de la censura previa y, por tanto, la protección constitucional debe imponer un manejo especialmente cuidadoso de las normas ycircunstancias relevantes para impedir la obstrucción o entorpecimiento de la prensa libre y sus funciones esenciales. Debe distinguirse dentro del ámbito de la información inexacta a la que debe calificarse como falsa de la que pueda considerarse errónea. La información falsa genera, en principio, responsabilidad civil y penal, según el bien jurídico afectado. La información errónea, en cambio, no origina responsabilidad civil por los perjuicios causados si el medio periodístico ha utilizado todos los cuidados, atención y diligencia para evitarlos. En el referido precedente, la Corte sostuvo que un enfoque adecuado a la seriedad que debe privar en la misión de difundir noticias que puedan rozar la reputación de las personas -aun admitida la imposibilidad práctica de verificar su exactitud- imponía propalar la información ya sea atribuyendo directamente su contenido a la fuente pertinente, utilizando un verbo potencial o bien dejando en reserva la identidad de los implicados en el hecho. Con relación al primer recaudo, la Corte ha expresado que el medio periodístico se exime de responsabilidad cuando atribuye sinceramente la noticia a una fuente, dado que aquélla dejaría de serle propia, pues cuando se adopta esta modalidad se transparenta el origen de las informaciones y se permite a los lectores relacionarlas no con el medio por el cual las han recibido, sino con la específica causa que las ha generado. Los afectados por la información resultan beneficiados, de este modo, en la medida en que sus eventuales reclamos -si ellos se creyeran con derecho- podrán ser dirigidos contra aquellos de quienes las noticias realmente emanaron y no contra los que sólo fueron sus canales de difusión. En orden al cumplimiento de esta pauta, y con arreglo a la finalidad señalada, se ha destacado que la información debe atribuirse a una fuente identificable. Cuando secita la fuente, quien difunde la noticia no se hace cargo de su veracidad, no la hace propia, ni le agrega fuerza de convicción. De otro modo, se vería seriamente afectado el ejercicio del derecho garantizado por los arts. 14 y 32 de la Constitución Nacional. En atención a ello, el artículo reprochado en el sub lite, no aparece como la difusión de una noticia originada en el medio demandado sino en el cable de la agencia TELAM y, particularmente, en el organismo a cuyo cargo se encontraba la investigación y los diversos procedimientos llevados a cabo en su consecuencia, de los que dan cuenta las notas publicadas el 7 y el 8 de julio de 2004. Al atribuir a la demandada un comportamiento culpable el fallo de la cámara desatendió la consideración de hechos de los que resultaban indicios serios en sustento de la conclusión contraria. Ello es así, toda vez que en autos era relevante ponderar la diligencia que guió la conducta del autor de la nota, quien -tal como surge de las declaraciones testimoniales- al recibir la información provista por TELAM no se limitó a reproducirla sino, antes bien, acudió a la referida dirección policial con el objeto de corroborar su veracidad y profundizarla. Verificada la información, citó la fuente originaria; luego, la omisión de alusión expresa al cable de la citada agencia habría respondido a reglas de estilo propias del ámbito del periodismo gráfico, por las que suele evitarse ese tipo de referencias. Tanto la entidad de la fuente de origen como la de la agencia TELAM encargada de reproducir la noticia, fueron aptas para justificar la creencia del demandado acerca de la veracidad de la información. La atribución sincera y de buena fe de la noticia a una fuente, unida a la posterior rectificación en la que se expresa que el hermano del actor era la persona involucrada en la causa, constituyen circunstanciassuficientes para eximir de responsabilidad al demandado, a la luz de la citada doctrina del Tribunal


      Alsogaray, Álvaro Adolfo c/ Editorial La Página S.A. s/ daños y perjuicios


      A.711, L.XLV, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Peticionar


      Acción de amparo contra el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (INSSJP). Acceso a la información pública. Inaplicabilidad del decreto 1. 172/03: entidad de derecho público no estatal


      El art. 1 de la ley de creación del Instituto N° 19. 032, modificada por su similar N° 19. 465, establece que éste "funcionará como una persona de derecho público no estatal, con individualidad financiera y administrativa, de acuerdo con las normas de la presente ley". De acuerdo a lo prescripto por este artículo el INSJJP es un ente público no estatal, es decir, no integra la estructura del Estado y no pertenece a la Administración Pública. Si bien el cumplimiento de un servicio público, cual es la realización de ciertas prestaciones de la seguridad social, ha orientado la creación del Instituto, resulta claro que el legislador ha separado nítidamente su personalidad jurídica de la del Estado -que no ha provisto su patrimonio- otorgándole el carácter de mero fiscalizador de recursos que provienen del sector privado yson destinados al mismo sector.El INSSJP se encuentra excluido del decreto 1. 172/03 atento a su ajenidad respecto de la administración pública estatal, y a su individualidad financiera y administrativa conforme a lo que resulta del art. 1 de la ley 19. 032, texto según el art. 1 de la ley 19. 465.No obsta a tal conclusión la circunstancia de que el Instituto demandado seencuentre intervenido por el Poder Ejecutivo Nacional, pues ello no altera su naturaleza jurídica. No hay ninguna norma en nuestro ordenamiento jurídico por la cual el INSSJP resulte obligado a brindar la información solicitada por la Asociación por los Derechos Civiles, por lo que no es posible concluir que el Instituto demandado haya actuado con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta


      Asociación Derechos Civiles c/ Estado Nacional - P.A.M.I. Dto. 1172/03 s/ Amparo ley 16.986


      A.917, L.XLVI, 6 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Propiedad. Limitaciones. En Interés Público. Expropiación


      Expropiación irregular de un inmueble afectado por la construcción de una ruta nacional. Aplicación de intereses desde el inicio de la acción y hasta su efectivo pago y no desde la desposesión. Improcedencia consideración para el otorgamiento de la indemnización expropiatoria, de la pérdida del valor remanente de la propiedad. Justa indemnización art. 17 de la Constitución Nacional: resarcimiento de todo lo necesario para que el patrimonio del expropiado quede en la situación que tenía antes de la expropiación


      En cuanto al valor otorgado, el art. 10 de la ley nacional de expropiaciones determina que la indemnización sólo comprenderá el valor objetivo del bien y los daños que sean una consecuencia directa e inmediata de la expropiación. Pues bien, aún cuando V. E. ha señalado, en algunos precedentes, que los tribunales no pueden apartarse, en principio, de la valuación realizada por el TTN y que su dictamen reviste singular importancia, también ha admitido que, en tanto no aparezcan como irrazonables o carentes de fundamentación las pautas establecidas por la cámara en lo que se refiere al monto de laindemnización, corresponde confirmar la sentencia que encontró motivos suficientes para prescindir del dictamen del organismo tasador oficial y consideró acertado el criterio de valoración expuesto por el experto designado de oficio, con la corrección que efectuó en su pronunciamiento y que fundó suficientemente, condiciones que se cumplen en el caso. En lo que hace a la aplicación del art. 20 de la ley 21. 499, que determina que los intereses se liquidarán desde el momento de la desposesión hasta el del pago, parece acertada, en atención a las circunstancias del sub examine, la decisión del tribunal apelado en cuanto a que corresponde realizar una interpretación integradora y armónica de esa disposición junto con la del art. 56 de la misma norma. En efecto, aun cuando V. E. ha declarado inconstitucional este último, ello ha sido a los fines de que no se tenga en cuenta el plazo de prescripción para el inicio de la acción de expropiación irregular. En consecuencia, el poder interponerse la demanda sine die, no puede conducir a la irrazonable conclusión de que corresponda computar intereses desde el momento de la desposesión (o acto estatal con efectos análogos), pues de ese modo podría producirse un enriquecimiento indebido a favor de quien solicita el pago de la indemnización. Es que para dejar indemne al expropiado, la suma de dinero que recibe debe cubrir el costo de reproducción o de reposición, de ese modo la indemnización resulta justa y no se constituye en motivo u ocasión de lucro para alguna de las partes (art. 17 de la Constitución Nacional y 2511 del Código Civil). Debe recordarse que la indemnización en materia expropiatoria debe entenderse como el resarcimiento de todo lo necesario (y nada más que lo necesario) para que el patrimonio del expropiado quede en la situación que tenía antes de la expropiación, lo que ha sidorespetado por la decisión de la cámara, a lo que se suma que la recurrente no acreditó que la suma por la que se condenó a la demandada no constituya, en atención a las singulares circunstancias de la causa, la justa indemnización exigida por el art. 17 de la Constitución Nacional


      Schoo Devoto de Marino, Susana Enriqueta Elena c/ D.N.V. s/ Expropiación


      S.113, L.XLVII,16 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Trabajar


      Empleado municipal con contratos temporarios. Cese de la relación laboral. Pago de indemnización. Remisión Fallos: 333:311 ("Ramos") y C. 1733, L. XLII, "Cerigliano, Carlos Fabián"


      Ello sin perjuicio de mantener el criterio contrario, expresado en el dictamen de la citada causa "Ramos"


      González Tamargo, Osvaldo Esteban c/ Municipalidad de Mendoza s/ A.PA


      G.812, L.XLVI,2 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Derechos. Enumerados. Sociales y Económicos. Consumidores y Usuarios


      Acción de clase: requisitos formales para su admisión. Causa "Halabi" (Fallos: 332:111). Imposibilidad de determinar la homogeneidad fáctica y normativa que lleva a considerar razonable la realización de un solo juicio con efectos expansivos de la cosa juzgada que en él se dicte


      La Corte entiende que la admisión formal de toda acción colectiva requiere la verificación de ciertos recaudos elementales que hacen a su viabilidad tales como la precisa identificación del grupo o colectivo de afectado, la idoneidad de quien pretendaasumir su representación y la existencia de un planteo que involucre, por sobre los aspectos individuales, cuestiones de hecho y de derecho que sean comunes y homogéneas a todo el colectivo. En la causa, la Asociación Protección de Consumidores del Mercado Común del Sur (PROCONSUMER) pretende que se condene a Swiss Medical Group a proveer de equipos de ventilación mecánica y accesorios para el tratamiento del "síndrome de apnea obstructiva severa" a todos los afiliados de la demandada que padezcan esa enfermedad y requieran tratamiento. En ese sentido, se exige que la sentencia que se dicte -en el supuesto de ser favorable al coactor- sea extendida a todos los consumidores que se encuentren en idéntica situaciones y padezcan la misma enfermedad que aquél y que sean o hayan sido atendidos como asociados o pertenecientes a los servicios médicos y entidades de medicina prepaga autorizadas para operar en esa empresa. Sin embargo, en esta causa no es posible identificar los elementos homogéneos que tiene la pluralidad de sujetos que la asociación intenta representar, toda vez que se han omitido identificar concretamente las razones de derecho y de hecho comunes a todos los individuos afiliados a la empresa de medicina prepaga que supuestamente padecen tal enfermedad, además de no precisar las disposiciones legales o contractuales que obligan concretamente a la demandada a proveer a todos sus afiliados de los equipos que en esta demanda reclama. Tampoco acredita la asociación, más allá de sus dichos, que sus asociados sean afiliados a Swiss Medical, que padezcan la enfermedad invocada y si les fue prescripta la provisión del mismo equipo que al coactor. En tales condiciones, no resulta posible determinar la homogeneidad fáctica y normativa que lleva a considerarrazonable la realización de un solo juicio con efectos expansivos de la cosa juzgada que en él se dicte


      Cavalieri, Jorge y otro c/ Swiss Medical S.A. s/ Amparo


      C.36, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Acción de amparo. Cargo adicional en factura de gas natural destinado a la capitalización del fondo fiduciario. Planteo de inconstitucionalidad del decreto 2067/08, de las resoluciones MPFIPyS 1451/08 y 1493/08 y ENARGAS 563/08 y 615/09. Falta de legitimación procesal de las autoridades de un municipio para representar a usuarios y consumidores. Precedente de Fallos: 325:2143


      Los invocados intereses de los habitantes del municipio que dice defender -al plantear la inconstitucionalidad del decreto 2067/08, de las resoluciones MPFIPyS 1451/08 y 1493/08 y ENARGAS 563/08 y 615/09- no autorizan la intervención de las autoridades municipales en los términos del segundo párrafo del art. 43 de la Constitución Nacional, pues ellas no resultan legitimadas activas de acuerdo al texto constitucional que sólo menciona al afectado, al Defensor del Pueblo, y a las asociaciones que propenden a los fines indicados por la norma, sin que pueda considerarse que las provincias o los municipios o sus respectivos gobiernos constituyan una organización no gubernamental o una asociación intermedia de esa naturaleza. La Corte señaló la necesidad de que, como principio, la parte litigue en defensa de un interés propio y directo, el que no aparece cuando la intervención de la provincia (en este caso, la Municipalidad) no tiende al resguardo de sus intereses sino al de terceros. Por ello, el intendente del municipio no es parte legitimada para solicitar que se declare la inconstitucionalidad del decreto 2067/08dictado por el Poder Ejecutivo Nacional y de sus disposiciones complementarias emitidas por autoridades nacionales y obtener un pronunciamiento sobre la validez o no de tales normas


      Municipalidad de Ayacucho c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


      M.294, L.XLVII, 21 de octubre 2011


      


      Ver Dictamen


      Acción de amparo. Planteo de inconstitucionalidad del decreto 2067/08. Cargo adicional en factura de gas natural destinado a la capitalización del fondo fiduciario. Falta de legitimación procesal de la Oficina Municipal de Información al Consumidor un municipio para representar a usuarios y consumidores. Desestimación de la acción


      La OMIC carece de legitimación para impugnar judicialmente el decreto 2067/08 y sus normas complementarias, toda vez que más allá de que su competencia se encuentra limitada a la asistencia técnica y jurídica, consulta, consejo y asesoramiento y control de los derechos que le asisten a los usuarios y consumidores del Partido de General Juan Madariaga (conf. arts. 26 y 34 de la ley local 13. 133), los invocados intereses colectivos que dice defender no la autorizan a intervenir en los términos del segundo párrafo del art. 43 de la Constitución Nacional. En efecto, las autoridades municipales no resultan legitimadas activas de acuerdo al texto constitucional que sólo menciona al afectado, al Defensor del Pueblo, y a las asociaciones que propenden a los fines indicados por la norma, sin que pueda considerarse que las provincias o los municipios o sus respectivos órganos constituyan una organización no gubernamental o una asociación intermedia de esa naturaleza


      Oficina Defensa Consumidor - Gral. Madariaga c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


      O.75, L.XLVII, 7 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Acción de amparo. Planteo de inconstitucionalidad del decreto 2067/08. Cargo adicional en factura de gas natural destinado a la capitalización del fondo fiduciario. Falta de legitimación procesal del Defensor del Pueblo de un municipio para representar a usuarios y consumidores. Improcedencia de entablar el amparo a título personal. Desestimación in limine


      Los actos del gobierno nacional y de sus órganos son cuestionables ante los tribunales de ese mismo carácter, de conformidad con las reglas que al respecto dicte el Congreso de la Nación, que rigen lo atinente a los procedimientos, a la capacidad de estar en juicio como parte, y el modo de configurarse las controversias para ser susceptibles de resolución judicial. Por lo tanto, un órgano de control de una ciudad -cuyas atribuciones derivan de su Carta Orgánica y del órgano deliberativo local- que no constituye el representante de aquélla, ni tiene la personería legal de los particulares afectados, ni es persona de existencia visible ni ideal, carece de competencia constitucional para objetar los actos de autoridades nacionales y, eventualmente, obtener su anulación. El Defensor del pueblo local no es parte legitimada para solicitar que se declare la inconstitucionalidad del decreto 2067/08 dictado por el Poder Ejecutivo Nacional y de sus disposiciones complementarias emitidas por autoridades nacionales y obtener un pronunciamiento sobre la validez o no de tales normas. Tampoco la pretensión del actor de entablar el amparo a título personal puede correr mejor suerte, toda vez que la "parte" debe demostrar la existencia de un "interés especial" en el proceso o que los agravios alegados la afecten de forma"suficientemente directa" o "substancial", esto es, que posean "concreción e inmediatez" bastante para poder procurar dicho proceso. Sin embargo, en el sub lite no se observa que se haya acreditado cabal e indubitablemente daño alguno a los intereses del actor, toda vez que en momento alguno éste alega y menos aun demuestra que se encuentre dentro de alguno de los segmentos de usuarios alcanzados por las normas que impugna


      Mugnaini Fiad, Eduardo Julio por derecho propio y en su carácter de Defensor del Pueblo de la Ciudad de Rio Cuarto c/ E.N.A. - ENARGAS y otro s/ Amparo Ley 16.986


      M.128, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Derechos de usuarios y consumidores. Concentración económica en el mercado de las telecomunicaciones. Ley de defensa de la competencia: justicia nacional en lo contencioso administrativo federal. Atribución excepcional de la Corte para declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda


      Si bien este Ministerio Público Fiscal tiene dicho que el órgano judicial competente en esta Capital para conocer en los casos vinculados con la aplicación del régimen legal de defensa de la competencia (ley 25. 156) es la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico (v. dictámenes en los casos de Fallos: 323:2577, 333:385 y -más recientemente- en la Comp. 23, L. XLVII, "Boldt SA s/ medida cautelar"), ese criterio no resulta de aplicación al sub lite, ya que, de acuerdo con la exposición de los hechos realizada en la demanda, y dentro del limitado marco cognoscitivo del conflicto de competencia que llega a mi conocimiento, la cuestión litigiosa importa determinar si la operación de concentración económica que se cuestiona se efectuó en violación al régimen jurídico de protección de losderechos del consumidor (art. 42 de la Constitución Nacional y ley 24. 240), que también se integra con las disposiciones de la ley de defensa de la competencia (ley 25. 156), según establece el art. 3° de la ley de defensa del consumidor. Toda vez que la actividad jurisdiccional que se pretende se encuentra vinculada con actos dictados por un órgano estatal en ejercicio de la función administrativa, y está en juego la responsabilidad extracontractual del Estado, la causa es de la competencia de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal


      Unión de Consumidores de Argentina c/ Telefónica de Argentina S.A. y otros s/ Sumarísimo


      COMP.917, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Ley N° 24. 240. Legitimación de las asociaciones de consumidores. Remisión a Fallos 332:111 "Halabi"


      Consumidores Financieros asociación civil para su defensa c/ Banco de La Pampa sociedad de economía mixta s/ Ordinario


      C.752, L.XLVI, 13 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. P. N° 361, L. XLIII, "PADEC c/ Swiss Medical SA s/nulidad de cláusulas contractuales"; y S. C. P. N° 192, L. XLIII, "Proconsumer c/ Banco de la Ciudad de Buenos Aires s/sumarísimo"


      Damnificados Financieros Asocieción Civil para su Defensa y otro c/ Citibank N.A. s/ ordinario


      D.332, L.XLVI, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Revisión de multa por aplicación de la ley de defensa del consumidor. Prórroga de competencia a favor de la justiciaprovincial. Remisión dictamen de la causa Comp. 673, L. XLII, "Dirección de Comercio Interior s/ Elevación Expte 1526/01 Trachuk Julio César c/ Auto Vitacar S. A. s/ presunta infracción a la ley 24. 240 de Defensa del Consumidor", compartido por V. E. en su sentencia. Trámite ante la justicia provincial


      Dirección de Comercio Interior s/ Eleva actuaciones en Expte. 1338/08 "DCI c/ Banco de la Nación Argentina s/ Pta. infracción a la ley 24.240 de Defensa del Consumidor"


      COMP.790, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamenf


      Medio Ambiente


      Daño ambiental. Demanda iniciada por pescadores artesanales del Estuario de Bahía Blanca. Intervención de terceros: improcedencia de ampliar la demanda contra otras provincias y organismos provinciales y nacionales. Competencia de la justicia provincial. Inexistencia de daño a recurso natural interjurisdiccional. Art. 7 de la ley 25. 675. Proceso ajeno a la competencia de la Corte Suprema. Precedentes “Mendoza” y “Sojo”


      El hecho de que la demandante sostenga que la causa concierne a normas de naturaleza federal -leyes nacionales y tratados internacionales que cita en su escrito de inicio- o invoque la responsabilidad del Estado Nacional o de la Prefectura Naval Argentina en la tutela y cumplimiento de la ley 25. 675, no funda per se la competencia originaria de la Corte en razón de la materia, pues esta jurisdicción procede tan sólo cuando la acción entablada se basa "directa y exclusivamente" en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del congreso o tratados, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa pero no cuando se incluyen también temas de índole local y de competencia de los poderes locales como son los atinentes a la protección ambiental en la Provinciade Buenos Aires En el caso no se encuentra acreditado -con el grado de verosimilitud suficiente que tal denuncia importa y exige para su escrutinio- que "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales" (art. 7° de la ley 25. 675), de modo de surtir la competencia federal perseguida. Tampoco procede la competencia originaria de este la Corte ratione personae, pues la acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra la Provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional y la Prefectura Naval Argentina, a luz de las razones expuestas en la causa "Mendoza", toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen razones suficientes para decidir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario en los términos del arto 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Los reclamos de los demandantes deberán ser formulados ante los tribunales que resulten competentes, cuya determinación surgirá según que se demande a la Provincia de Buenos Aires, que en esta materia -que versa sobre aspectos del derecho público provincial- sólo puede ser demandada, con arreglo a lo dispuesto en los arts. 121, 122 y 124 de la Constitución Nacional, ante sus propios tribunales locales, o al Estado Nacional o a la Prefectura Naval Argentina, a quienes únicamente corresponde litigar ante la jurisdicción federal (art. 116 de la Constitución Nacional, ley 48, arts. 2°, inc. 61 y 12; ley 1893, arto 111, inc. 5°)


      Schröder, Juan y otros c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daño ambiental


      S.759, L.XLVII,22 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda contra una provincia. Pretensión de inconstitucionalidad de nomas provinciales: áreas naturales protegidas, de utilidad pública y sujetas a expropiación. Facultades de la provincia para criterios de protección ambiental. Rechazo de la demanda


      Las provincias poseen facultades constitucionales para la declaración de áreas naturales protegidas, desde el momento en que son dueñas originaria de sus recursos naturales y por lo tanto les corresponde la jurisdicción sobre ellos (art. 124 C. N. ) y sólo se delegó a la Nación (al Congreso) la fijación de los presupuestos mínimos de la protección ambiental (art. 41 y 121 C. N. ). La ley Nacional del Ambiente 25. 675, es un piso normativo que debe pretender establecer nada más que un mínimo de tutela uniforme de protección ambiental a nivel nacional, el que debe ser complementado y, en su caso, de considerarlo la provincia necesario, aumentado -nunca menguado- a través de la legislación local, toda vez que cuenta con atribuciones específicas propias dadas por el dominio originario de lo que se busca proteger con fundamento en la Constitución Nacional. Como tiene dicho la Corte en A. 2117, L. XLII "Altube”, corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. El ambiente es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no es otro que quien ejerce la autoridad en el entorno natural y en la acción de las personas que inciden en ese medio. El hecho de que entre los límites del predio declarado área natural protegida se encuentre uno cuya titularidad de dominio pertenezca al Ejército Argentino -Estado Nacional-, ennada afecta la facultad de la provincia en su declaración protectora, en tanto no menoscaba el dominio del predio ni prohíbe, en principio, su uso como hasta ahora. No surge de las leyes locales la existencia de una violación o incompatibilidad alguna que permita su declaración de inconstitucionalidad como pretende la actora ni tampoco resulta de autos la manifiesta afectación o la interferencia concreta en el cumplimiento de los fines de utilidad pública que la aplicación de las normas provinciales haya producido, al menos con el grado de concreción suficiente como para fundar una lesión constitucional como la pretendida


      Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) c/ Mendoza, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad


      E.85, L.XLVII, 6 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Transformadores de tensión eléctrica. Régimen de una provincia atinente al uso de los bifenilos policlorados (PCBs) en su territorio. Rechazo de inconstitucionalidad. Art. 41 de la Constitución Nacional y ley 25. 670: presupuestos mínimos de protección ambiental para la gestión y eliminación de los PCBs. Normas complementarias. Poder de policía ambiental, de seguridad y salubridad: facultad concurrente nación y provincia. Jurisdicciones compartidas. Criterio nacional e internacional. Ausencia de interferencia de la potestad exclusiva de la Nación de regular las cuestiones técnicas atinentes al servicio público de distribución de electricidad


      Las provincias conservan todo el poder no delegado por ellas al momento de constituirse la Nación, y como lo tiene dicho la Corte desde sus orígenes mismos y de modo reiterado, los actos dictados por las autoridades locales no pueden ser invalidados sino en aquellos supuestos en que la Constitución concede alCongreso Nacional en términos expresos un exclusivo poder, o en los que el ejercicio de idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias, o cuando hay una directa y absoluta incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas. Surge con meridiana claridad del precedente de V. E. en la causa “Litsa” (Fallos: 322:2862) que aun cuando el ejercicio del poder de policía para la protección del ambiente, en el caso de la transmisión y distribución de energía eléctrica —de jurisdicción federal— debe estar regido por el Estado Nacional, constituye una “facultad concurrente” con la de las provincias en virtud de lo dispuesto en el art. 41 de la Ley Suprema. En el sub lite, por tratarse de un conflicto derivado del ejercicio del poder de policía ambiental, de seguridad y salubridad, aparecen en conflicto atribuciones del gobierno nacional y de las autoridades provinciales en el marco de las que se denominan facultades concurrentes, las cuales se evidencian cuando esas potestades pueden ejercerse conjunta y simultáneamente sobre un mismo objeto o una misma materia, sin que tal circunstancia derive violación de principios o precepto jurídico alguno. No cabe, pues, desconocer las facultades que en el derecho ambiental compete a cada uno de los estados. Corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección que consideren conducentes en pro del bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión es la que debe extraerse de la propia Constitución Nacional, la que, si bien establece que le cabe a la Nación "dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección", reconoce expresamente las jurisdicciones locales en tal materia, las que no pueden seralteradas (art. 41, tercer párrafo de la Constitución Nacional y Fallos: 318:992; 329: 2212 y 330:549). Del cotejo de las normas provinciales y nacionales invocadas no se advierte de qué modo y en qué medida las primeras vendrían a contradecir las disposiciones de la ley nacional 25. 670, sancionada esta última -cabe recordar- con arreglo al art. 41 de la Constitución Nacional, según el cual corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección y a las provincias, las normas necesarias para complementarlas, en cuyo caso, podría decirse que “complementar supone agregar alguna exigencia o requisito no contenido en la legislación complementada” (conf. Fallos: 330:1791, “Villivar”, voto de los doctores Lorenzetti, Fayt y Petracchi, considerando 7°). Las provincias pueden complementar, aun siendo más rigurosas o aumentando, las condiciones o requisitos impuestos por la Nación, aunque -vale aclarar- no podrían establecer menores exigencias ni oponerse a ellas, puesto que la norma nacional constituye un piso inderogable sobre el que las provincias tienen la posibilidad de imponer mayores condiciones maximizando los estándares de conservación del medio ambiente. En caso contrario, estaríamos en presencia de una competencia provincial supletoria y no complementaria, sin que éste haya sido el espíritu de la norma ni el fin querido por el constituyente. Respecto de facultades concurrentes, es la regla y no la excepción la existencia de jurisdicciones compartidas entre la Nación y las provincias, por lo que las normas constitucionales que rigen el caso deben ser interpretadas de modo tal que se desenvuelvan armoniosamente evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa, pero sin perder de vista que lasprovincias, dada la posición que ocupan dentro del régimen constitucional, deben observar una conducta que no interfiera ni directa ni indirectamente con la satisfacción de servicios de interés público nacional. Para considerar inconciliables los poderes de policía concurrentes debe mediar una repugnancia efectiva entre una y otra facultad, la nacional y la provincial, en cuyo caso y siempre que la atribución se haya ejercido por la autoridad nacional dentro de la Constitución, prevalecerá el precepto federal, por su carácter de ley suprema. Las disposiciones locales cuestionadas fueron dictadas por la Provincia en ejercicio del poder de policía ambiental, sin que ello constituya un avance sobre las facultades delegadas a la Nación, toda vez que no se contraponen con las normas que regulan los aspectos técnicos, de funcionamiento y organización del servicio público de distribución de energía eléctrica de competencia exclusiva del Gobierno Federal. La solución que se propicia no altera la existencia de las necesarias atribuciones nacionales para la reglamentación de los servicios de distribución de carácter federal, incluso de aquellos aspectos técnicos de las actividades interiores de las provincias susceptibles de menoscabar u obstruir el servicio en estudio, atribuciones que han sido reconocidas por el marco regulatorio de la energía eléctrica (leyes 15. 336 y 24. 065 y sus normas reglamentarias, complementarias y concordantes), antes bien, en el caso queda claro que han sido las actoras quienes no han alegado ni demostrado una absoluta y directa incompatibilidad entre el servicio público de carácter federal que ellas prestan y el ejercicio por parte de la Provincia de Buenos Aires del poder de policía ambiental que haga notoria una interferencia real, por parte de las autoridades locales, en la jurisdicción federal ejercida por la Nación


      Edenor S.A. y otro c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionaIidad


      E.380, L.XXXIX, 2 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Amparo


      Derecho Ambiental. Procedencia de la competencia originaria de la Corte. Recurso natural de carácter interjurisdiccional. Citación obligada de terceros


      En los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7º, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25. 675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". Para determinar la procedencia de la competencia federal en razón de la materia ambiental, en primer término hay que delimitar el ámbito territorial afectado, pues, como lo ha previsto el legislador nacional, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que tiene que tratarse de un asunto que incluya problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires o internacional Se cumplen dichos recaudos cuando el actor pretende tutelar mediante esta una de amparo por derecho propio y en representación de todos los habitantes de la Provincia de La Pampa su derecho al agua respecto de un recurso ambiental interjurisdiccional e indivisible como lo es el Río Atuel Inferior,que atraviesa la Provincia de Mendoza y la Provincia de La Pampa. Puede afirmarse que la controversia es común, en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial, a la Provincia de La Pampa, toda vez que es cotitular de dominio del recurso ambiental que se pretende tutelar y respecto del cual ejerce la jurisdicción por su condición de estado ribereño, y también lo es al Estado Nacional, en virtud de la naturaleza federal de dicho recurso natural, esto es, para que, en su caso, ambos deban recomponer (art. 31 de la LGA), máxime cuando existieron, entre la Provincia de Mendoza, la Provincia de La Pampa y el Estado Nacional, varios convenios para solucionar la cuestión ambiental debatida. En tales condiciones, dado el manifiesto carácter federal de tal materia, en tanto se encuentra en juego la protección y preservación de un recurso natural de carácter interjurisdiccional y al ser demandada la Provincia de Mendoza y citados como terceros la Provincia de La Pampa, junto con el Estado Nacional, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en análisis -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de los actores-, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte


      Palazzani, Miguel Angel c/ Mendoza, Provincia de y otro s/ Amparo ambiental


      P.732, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Trabajo. Condiciones de Trabajo. Empleo Público


      Empleo público. Cancelación de designación como delegado de la Procuración del Tesoro de la Nación. Nulidad de actos administrativos. Reparación por daño moral: cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias del tribunal de la causa y ajenas como regla y por su naturaleza al recursoextraordinario. Falta de demostración de arbitrariedad. Restitución en el empleo: posibilidad de adquirir la estabilidad protegida por el art. 14 bis de la Constitución Nacional. Remisión Fallos: 331:735 y 332:2741 (causas "Schnaiderman" y "Miceli")


      En dichos precedentes el Tribunal sostuvo que la cancelación de una designación en planta permanente dentro del período de prueba constituye una facultad discrecional, mas ello no exime a la Administración de respetar los recaudos que el decreto-ley 19. 549/72 exige para la validez de los actos administrativos, ni tampoco puede justificar una decisión arbitraria, irrazonable o discriminatoria. La cámara -por mayoría- rechazó la restitución en el cargo con fundamento en que los Servicios jurídicos de los respectivos ministerios han reasumido la representación del Estado Nacional en los expedientes que eran llevados por la Delegación del Cuerpo de Abogados de la Procuración del Tesoro, según lo dispuesto por el art. 14, anexo III, del decreto reglamentario 1116/00. Concluyó que, teniendo en cuenta el modo en que el actor circunscribió su petición, la restitución solicitada es material y jurídicamente imposible sin que se incurra en exceso de jurisdicción. Las circunstancias a las que alude el tribunal no constituyen fundamento válido a los efectos de denegar lo peticionado, pues la modificación dispuesta por el art. 14 antes citado con respecto a la representación del Estado Nacional en las causas judiciales a cargo del Cuerpo de Abogados de la Procuración del Tesoro de la Nación no puede razonablemente impedir que se produzcan los efectos propios de la declaración de nulidad de los actos impugnados por ilegitimidad, máxime cuando el actor solicitó expresamente desde el escrito de inicio su reincorporación al cargo y porque es ésta la única forma de respetar su derecho a, eventualmente, adquirir la estabilidad en el empleo. Sin embargo, corresponde tener encuenta que el actor, al momento en que se dictó la resolución 748/00 que canceló su designación, aún no había adquirido estabilidad por no cumplir la prestación efectiva de servicios durante el período de doce meses de prueba, tal como requiere el art. 24, inc. a), del anexo I, del decreto 66/99, homologatorio del Convenio Colectivo de Trabajo para la Administración Pública Nacional. En virtud de ello, el restablecimiento del derecho del reclamante sólo puede producirse mediante su reintegro al empleo con la habilitación de la vacante pertinente en las mismas condiciones que ostentaba al dictarse la resolución 748/00, lo que permitirá a la Administración adoptar las medidas necesarias para que, en caso de corresponder, el actor adquiera la estabilidad protegida por el art. 14 bis de la Constitución Nacional


      Granillo Femández, Alejandro José c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - PEN s/ Restitución al cargo y daño moral


      G.923, L.XLVI,9 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Derechos. No Enumerados. Catálogo. Salud


      Negación por parte de una Obra Social a reafiliar a una persona por portar una patología preexistente. Derecho a la preservación de la salud: responsabilidad de autoridades públicas, jurisdicciones locales, obras sociales y entes de medicina prepaga. Inadmisibilidad del desentendimiento de la continuidad del tratamiento de la dolencia


      El Instituto de Obra Social de la Provincia de Entre Ríos (IOSPER) -persona jurídica autárquica enmarcada en el Ministerio de Bienestar Social de la Provincia de Entre Ríos, a través de su Secretaría ce Salud Pública, cuyo titular, presupuesto, normativa, control, etc. , determina el Ejecutivo y cuyas operaciones garantiza el Estado local (v. arts. 1, 7, 9 inc. e, 11 inc. g, 12 incs. a,b, k y r in fine, 14, 20, 27, 30 y 32, ley local n° 5326)- se limitó a argüir condicionamientos presupuestarios y potestades privativas para justificar la no reafiliación de la accionante (que formó parte de la obra social como "afiliado hijo menor de edad" y, luego, como "afiliado estudiante" hasta cumplir los veinticinco años, y que cuando pidió su inclusión voluntaria fue rechazada por portar una patología preexistente -hidrocefalia-) y a enfatizar la responsabilidad del Estado Provincial en estos casos a través de su red de hospitales públicos y de los restantes servicios de salud. A la par de que con arreglo a la normativa reseñada resulta cuanto menos discutible la nítida ajenidad del IOSPER respecto del Estado local, ha reiterado la CSJN que el derecho a la preservación de la salud -comprendido dentro del derecho a la vida y reafirmado en los tratados internacionales (v. art. 75. incs. 22 y 23, CN)- involucra no sólo a las autoridades públicas sino, también, en la medida de sus obligaciones, a las jurisdicciones locales, obras sociales y entes de medicina prepaga. En el supuesto, al cesar en la prestación de los beneficios de que disfrutaba la actora y llegarse a restablecerlos por la vía de incorporarla como adherente voluntaria -hijo mayor de edad del titular obligatorio u otra categoría análoga- el Instituto faltó al compromiso que, como ente de la seguridad social, contrajo con su afiliada, al punto tal de comprometer sus derechos constitucionales. Cabe tener presente, por de pronto, que la actora formó parte del IOSPER durante veinte años, periodo en el que fue asistida reiteradamente por la grave dolencia que la incapacita. En ese plano, la negativa del Instituto a su reafiliación onerosa so pretexto de la patología preexistente, además de preterir las dificultades de la reclamante de acceder en el futuro a una entidad similar dada su condición sanitaria, aparece presidida porel fin inadmisible de desentenderse de la continuidad del tratamiento de la dolencia. A lo dicho se añade que resulta aparente el argumento esgrimido por la demandada en punto a que la negativa a la reafiliación encuentra justificativo en un supuesto equilibrio económico-financiero de la entidad, toda vez que no se acreditó que la atención de los eventuales gastos de la actora pudiera traducirse en un gravamen patrimonial irreparable, máxime cuando ella pasaría a tributar en condición autónoma, como afiliada voluntaria de la Obra Social


      Quinteros, Virginia s/ su presentación


      Q.43, L.XLV, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Cobertura del tratamiento de fertilización asistida por parte de la empresa de medicina prepaga. PMO. Ley 14. 208 de la Provincia de Buenos Aires


      Recientemente se ha sancionado la ley 14. 208 de la Provincia de Buenos Aires que regula la cobertura médico asistencial de las técnicas de fertilización homóloga reconocidas por la OMS (art. 1 ). El régimen contempla la situación de quienes habitan en aquel territorio, e incorpora dichas prácticas dentro de las prestaciones de las obras sociales y de medicina prepaga con actuación en ese mismo ámbito. En tales condiciones, la citada ley resulta aplicable a la situación planteada en autos, puesto que los actores viven en jurisdicción de aquella provincia (Bahia Blanca), y la actividad de la demandada también se desarrolla en esa circunscripción, donde -incluso- posee domicilio (arts. 4° y 6°)


      C., M. G. y otro c/ Organizacion de Servicios Directos Empr. OSDE s/ sumarísimo - art. 321, inc. 2, CPCCN


      C.612, L.XLVI,11 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Derecho a la salud. Régimen federal de salud. Insano titular de una pensión no contributiva por invalidez


      El tribunal superior de la causa se rehusó, por un lado, a ingresar siquiera en la materia federal ínsita en el conflicto. Y, por otro, se negó a abordar las implicancias en el caso de normas locales específicas, como son el art. 48 de la Constitución de Jujuy y el denominado Régimen Jurídico Básico y de Integración Social para las Personas Discapacitadas (ley 4398), pues no analizó las proyecciones de sus arts. 6 y 15 en el marco del espíritu y finalidades propias de la materia. Si bien los tribunales no están obligados a seguir a las partes en todas sus alegaciones, es su deber pronunciarse sobre los puntos propuestos por ellas en tanto sean pertinentes a una adecuada dilucidación del juicio. La omisión de tratamiento de tales aspectos afecta la garantía del debido proceso consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional; arts. 8. 1. y 25 del Pacto de San José de Costa Rica y 14. 1 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, por lo que el decisorio merece descalificarse y devolverse el expediente para que se estudien las cuestiones omitidas


      P. de C., M. c/ Instituto de Seguros de Jujuy y Estado Provincial s/ Queja


      P.35, L.XLIV,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Persona con HIV que exige a una empresa de medicina prepaga hacerse cargo del tratamiento de fertilización in vitro. Obligaciones de las entidades vinculadas al sistema de salud. Práctica no contemplada en el PMO. Prevención del SIDA: hermenéutica extensiva. Leyes 23. 798, 24. 455 y 24. 754. Derecho a la salud


      El sistema legislativo vigente resguarda no sólo la cura de la enfermedad del actor -HIV- (como parecen sostener los jueces de la causa cuando dicen "la prestación solicitada no está destinada al tratamiento de la enfermedad del actor . . . sino a sortear el impedimento . .. para la procreación sin riesgo de contagio") sino que impone a las entidades vinculadas al sistema de salud hacerse cargo de las prestaciones necesarias para evitar su transmisión entre las que se encuentra el procedimiento médico solicitado. En efecto de la prueba pericial médica emanada del Cuerpo Médico Forense surge que es menester la realización la fertilización in vitro para obtener semen con carga viral negativa. Es decir que esa es la vía adecuada para reducir el riesgo de traslado del virus de HIV o su posible contagio en el objetivo propuesto: el embarazo de la actora. La circunstancia que la práctica que se solicita no se encuentre aún contemplada en el PMO -programa mínimo referencial-, no resulta entender razón suficiente para rechazar el reclamo, dada la hermenéutica extensiva y no restrictiva que en materia de prevención del SIDA emana de las leyes 23. 798, 24. 455, 24. 754. Y es que en todo caso aquel programa resulta complementario y subsidiario de las leyes en cuestión y debe interpretarse en razonable armonía con los principios generales que ellas imponen. La Resolución 625/1997 (Anexo II) del Ministerio de Salud que aprueba el Programa de Cobertura HIV/SIDA incorpora al programa de prevención de la enfermedad, como prestaciones obligatorias del seguro de salud. Allí se describe que la prevención del HIV/SIDA se inscribe en un contexto integral, cuyo norte -entre otros- es reducir los riesgos de contaminación del virus por vía sexual, y la transmisión madre-hijo. Por otra parte, en dicho contexto de prevención, pretender equiparar la situación puntual de los actores con la de las parejasque sufren de infertilidad resulta un argumento aparente que, de un lado, soslaya la aplicación de las referidas leyes de orden público que imponen a las obras sociales y entidades de medicina prepaga hacerse cargo de las prestaciones necesarias para evitar el contagio de dicho mal . Y, de otro, importa un apartamiento del problema litigioso. Si bien, en principio, la actividad que asumen las entidades de medicina prepaga presenta rasgos mercantiles -arts. 7 y 8, inc. 5, del Código de Comercio-, tampoco cabe desatender casos puntuales como el presente en el que su actividad tiende a proteger las garantías a la vida, salud, seguridad e integridad de las personas, por lo que adquieren un cúmulo de compromisos que exceden o trascienden el mero plano negocial. Por tal motivo, la demandada, dado las particulares circunstancias del caso no debió negar una cobertura adecuada del tratamiento solicitado, toda vez que no se puede perder de vista que se encuentran en riesgo la salud y -eventualmente- la vida de las partes y del feto. Y toda vez que surge de la opinión del Cuerpo Médico Forense que no existe una estadística que determine el número de tratamientos de FIV a realizar a una pareja con inseminación homóloga para considerar al método fracasado, se considera pertinente que dadas las especialísimas circunstancias del caso corresponderá a los jueces de la causa determinar paulatinamente, sobre la base de los informes médicos pertinentes y de acuerdo al estado de salud de los interesados, el número de prácticas a realizar


      C., L. M. y otro c/ OSDE s/ Amparo


      C.505, L.XLVI, 14 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Personas con discapacidad. Ley 24. 901: cobertura de prestaciones médicas y sociales por parte de las entidades de medicina prepaga


      Al incluir la cobertura de acompañamiento terapéutico dentro de los efectos del citado decisorio, la Sala no ha incurrido en una abierta incongruencia que deba corregirse en esta instancia de excepción, a la luz de la doctrina de la arbitrariedad. No parece razonable colocar a la persona discapacitada en la necesidad de transitar por todas las etapas de un nuevo proceso, para obtener el reconocimiento de un derecho que ya ha sido consagrado, sobre todo cuando ese derecho refiere a un campo tan delicado como es el de su calidad de vida. La atención integral impuesta en autos ha venido a merecer consagración en la reciente ley n° 26. 682 que, al fijar el marco regulatorio para la denominada medicina prepaga, establece que dicho sector ". . . debe cubrir, como mínimo en sus planes de cobertura médica asistencial, el Programa Médico Obligatorio vigente según Resolución del Ministerio de Salud de la Nación y el Sistema de Prestaciones Básicas para Personas con Discapacidad prevista en la ley 24. 901 y sus modificatorias" (art. 7°). El régimen citado es aplicable a la situación planteada en esta causa, puesto que la actora se encuentra alcanzada por las disposiciones de la ley 24. 901 y la demandada se ubica dentro de las llamadas entidades de medicina prepaga


      F., S. E. c/ Centro de Educación Médica e Investigaciones Clínicas Norberto Quirno s/ Amparo


      F.110, L.XLVI,26 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Protección de persona menor de edad. Negativa de los padres a administrar Plan de Vacunación Oficial. Elección personal de unmodo de vida. Política sanitaria. Responsabilidad de los padres. Inoculación compulsiva. Interés social. Falta de planteo de inconstitucionalidad. Ley 22. 909. Convención sobre los Derechos del Niño


      Contra el fallo mayoritario de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, que dispuso intimar a los presuntos padres de un menor -bajo apercibimiento de ejecución compulsiva- para que administren al niño el Plan de Vacunación Oficial, según corresponda a su edad y estado, aquellos interpusieron el recurso extraordinario federal. Por un lado, la apelación olvida que han llegado firmes a esta instancia diversos criterios sentados en las resoluciones dictadas a lo largo del trámite en los siguientes aspectos: (i) que el Estado argentino ha optado por establecer -entre otros posibles- un estatuto de tutela y bienestar de rigurosa fisonomía preventiva, que delimita un eminente interés de protección obligatorio en materia de primera infancia, incluyendo la inoculación compulsiva. (ii) que el Poder Judicial no puede sustituirse a los otros Poderes del Estado en las funciones que le son propias, de manera que la predicha decisión de salud pública y las razones de política sanitaria implicadas, no son justiciables. (jii) que en la consagración de los derechos del niño subyace un interés social y que el asunto del cuidado inmunológico del menor refiere también a la comunidad -conformada por otros niños-, a cuyo favor se inclina la respuesta en caso de duda. (iv) que debe implementarse la vacunación del niño y no un plan inmunitario alternativo, temperamento este último que fue revocado por la Corte local, sin que se haya expuesto agravio alguno al respecto. (v) que la autoridad parental debe ejercerse para la protección y en interés del hijo. (vi) que -aun cuando no haya riesgo de vida- el mejor interés de este niño, se satisface con el cumplimiento del programa de vacunación obligatorio, conforme a su edad y estadode salud. (vii) que dicha acción garantiza su derecho a la salud en los términos del art. 24 CDN. (viii) que -a la inversa- la no aplicación de las vacunas va en desmedro del derecho a la salud e integridad del niño. Por otra parte, la sentencia impugnada hizo mérito principalmente de la ley 22. 909, que regula especialmente el supuesto de autos y que -como se verá- no fue atacada por inconstitucional. En ese orden, el fallo subrayó que dicha norma instaura un sistema general de vacunación contra las enfermedades prevenibles por este medio y establece que los padres son responsables de la observancia del esquema de inmunización, bajo apercibimiento -en lo que nos interesa- de ejecución compulsiva (v. esp. arts. 11 y 18). En definitiva -habiendo despejado previamente el carácter firme del mandato dirigido a los progenitores para que suministren al niño las vacunas y/o la medicación de conformidad con el plan oficial-, el tribunal intimó a los ahora recurrentes para que acreditasen el cumplimiento de dicho plan, según corresponda a la edad y estado del menor, y -en punto a un eventual incumplimiento- se atuvo a la consecuencia jurídica prevista expresamente en aquel estatuto, organizando recaudos adicionales para el cuidado del infante (v. gr. , la asistencia del equipo técnico pertinente). Por de pronto -aun dejando de lado lo atinente a que la política sanitaria no podría ser objeto de juzgamiento, o a la extemporaneidad del cuestionamiento de la norma aplicable al caso-, el discurso de los recurrentes -centrado en la elección personal de un modo de vida- no da cuenta de conceptos -también firmes- que podrían desplazar la invocada injerencia arbitraria en la vida privada, como son la existencia de un interés estatal cualificado, la adecuación del mecanismo de vacunación obligatoria a los parámetros de los arts. 3 y 24 CDN y la sumisión que del ejercicioparental debe hacerse a los principios allí contenidos. En definitiva, los presuntos progenitores no han satisfecho el recaudo básico de fundamentación suficiente. Valga recordar que ni la mera invocación de agravios constitucionales, ni la expresión de una respuesta jurídica distinta a la que aportó el pronunciamiento, alcanzan para descalificar lo decidido por el tribunal de la causa, cuando no se atienden o no se controvierten argumentos centrales que van en sustento del fallo


      N.N. o U., V. s/ Protección y guarda de personas


      N.157, L.XLVI,24 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Rechazo de afiliación por parte de una obra social a una persona con enfermedad crónica. Afiliado forzoso. Vulneración del derecho a la salud. Resolución secundaria que contradice preceptos que emanan de la ley local principal y de otra resolución dictada con anterioridad. Función social y asistencial que compete a las obras sociales


      Rechazar la solicitud de incorporación del cónyuge de una afiliada de carácter forzoso del instituto, con fundamento en una resolución secundaria que contradice preceptos que emanan de la ley local principal y de otra resolución dictada con anterioridad, valorando que según consta en la declaración jurada -no desconocido por la demandada- aquél no posee otra obra social, y que pertenece al grupo familiar primario al que hace referencia no sólo el artículo 2° de la ley local de creación del IOSPER sino, la Ley Nacional N° 23. 660, importa, estrictamente, un desmedro de los principios generales que involucran el derecho a la salud y negar al peticionante el acceso a una cobertura básica que compete a la obra social prestar y que constituye el objeto de su creación. La función social y asistencial que compete a las obrassociales, a la que han contribuido empleador y afiliado forzoso, es un antecedente que torna irrazonable la pretensión de restringir el servicio de salud con sustento, precisamente, en un problema a ella vinculado (enfermedad crónica), catalogado como "enfermedad preexistente", siendo que el cónyuge quedaría sin cobertura


      Gerard, María Raquel y otro c/ IOSPER s/ acción de amparo


      G.783, L.XLVI, 21 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Intimación al pago de la tasa de justicia. Interpretación código tributario local. Responsabilidad de los abogados de las partes por su pago. Inconstitucionalidad de la norma: afectación derecho de propiedad y garantía de razonabilidad. Disposiciones establecidas por el Estado: válidas en la medida en que resulten razonables y mantengan adecuada proporción entre la necesidad de custodiar el interés público comprometido y que eviten una desnaturalización de los derechos constitucionales comprometidos. Existencia de efectivo gravamen: recaudo jurisdiccional que corresponde verificar aún de oficio


      El Superior Tribunal local hizo aplicación de lo normado por el art. 283, primer párrafo, del código tributario, en cuanto dispone que son contribuyentes de las tasas los usuarios del servicio que se retribuye y "responsables quienes realicen las actuaciones gravadas", a fin de intimar también a los letrados de la actora por considerar que revestían dicho papel. Esa Corte Suprema no está autorizada para modificar la inteligencia de las normas locales llevada a cabo por los jueces provinciales, sino sólo para revisar la compatibilidad de las normas así interpretadas con la Constitución Nacional. Por ello, ha de examinarse ese precepto, tal como lo interpretó el a quo, a fin de verificar su adecuación con las normas pertinentes de la Carta Magna. La figura del responsabletributario ha sido concebida a fin de asegurar o adelantar la recaudación de los tributos. Para ello, el legislador puede recurrir a determinadas personas que están relacionadas con el contribuyente -sujeto pasivo deudor- y que, sobre todo, tienen estrecha vinculación con la manifestación de riqueza gravada, sobre la cual pueden ejercer un determinado control a fin de detraer de ella la suma pertinente -sea porque estén en condiciones de percibir, de retener, o de asegurarse el cobro de ella- con el objeto de ingresarla en las arcas públicas de modo oportuno. Es por tal cúmulo de razones que el legislador, siempre respetando el principio de razonabilidad, está constitucionalmente habilitado para establecer como carga pública en cabeza de determinadas personas el deber de actuar como responsables del pago del gravamen de que se trate, mediante la articulación técnica de un presupuesto de hecho especial que, verificado en la realidad, coloca al sujeto responsable ante la obligación de actuar como tal. El caso aquí en crisis no exhibe una vinculación suficientemente razonable entre el contribuyente de la gabela y su abogado -sea apoderado o patrocinante-, ni entre éste y la manifestación de riqueza gravada, que permita considerar que el referido párrafo primero del art. 283 del código tributario de San Luis sea compatible con la garantía de razonabilidad (art. 28 de la Constitución Nacional). La actuación forense del abogado no guarda relación razonable con la exteriorización de riqueza que se grava, ni ese profesional está ante la posibilidad de disponer efectivamente de suma alguna de su representado o patrocinado que le posibilite actuar, merced a retenciones o percepciones, o a una adecuada administración, para asegurarle al Fisco el cobro tempestivo de la gabela mediante el cumplimiento de su deber


      Lujan Williams Automotores S.A. Conc.Prev. c/ Volkswagen Argentina S.A. y Volkswagen S.A. de Ahorro para fines determ. y Volkswagen Cia Financiera S.A. s/ Medida autosatisfactiva avocamiento directo inc. de cobro de tasas judiciales


      L.278, L.XLVI, 27 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Crímenes de lesa humanidad. Imprescriptibilidad. Ne bis in ídem: criterios especiales de interpretación en este tipo de delitos. Recurso extraordinario federal. Fundamentación


      La Convención de Imprescriptibilidad de Crímenes de Guerra y Lesa Humanidad, ha representado únicamente la cristalización de principios ya vigentes para nuestro Estado Nacional como parte de la Comunidad Internacional. La imprescriptibilidad de esa clase de crímenes era la regla por costumbre internacional vigente desde la década del '60, a la cual adhería el Estado argentino. Por otra parte, el principio ne bis in ídem, aún cuando es un derecho humano reconocido en el artículo 8. 4 de la Convención Americana, no es un derecho absoluto, y determinó especiales pautas de interpretación en casos de violaciones a los derechos humanos y de crímenes de lesa humanidad. Corresponde declarar inadmisible el recurso extraordinario, frente a los fundamentos del fallo impugnado, si en el escrito de la apelación extraordinaria sólo se expresa, mediante una mera afirmación dogmática, que la defensa de los derechos humanos no debería ser conseguida con el sacrificio de otros derechos, sin referencia a las particulares circunstancias del caso en relación con los criterios expuestos por el a quo


      P. B., Jorge Walter s/ Recurso de casación


      P.303, L.XLVI,16 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Denegación del beneficio previsto por la ley 24. 043. Exilio. Circunstancias equiparables. Lesiones gravísimas sufridas durante la detención


      Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte in re P. 413, L. XLIII "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Art. 3 Ley 24. 043 - Resol. 1198/06 – ex 446. 755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24. 043 - Resol. 1155/06 - ex 141. 610/04”


      Gómez, Rubén Cleber c/ Ministerio de Justicia y Derechos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1580/09 - Ex. 331471/92


      G.652, L.XLVI,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Amparo


      Acción de amparo para obtener la declaración de inconstitucionalidad de los artículos 2° y 3° del Decreto 1451/06 y los artículos 4°, 5° y 7° de la Resolución ANSES 884/06. Conflicto de competencia. Extemporaneidad de la declaración de incompetencia


      En el marco de una interpretación armónica de las pautas previstas por los artículos 40, 10 y 352 del CPCCN, devino extemporánea la declaración de incompetencia efectuada por la Cámara Federal del interior, desde que se desprende de las constancias de autos, que la oportunidad de los magistrados para declarar su incompetencia había fenecido, por cuanto, al tratarse de jueces de segunda instancia, sólo podían hacerlo al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes, y no luego de haber recaído la sentencia sobre el fondo del asunto


      Mamone, Rosa Francisca c/ ANSES y otro s/ Amparo


      COMP.337, L.XLVII,25 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Acción de amparo: reclamo por diferencia entre el haber percibido y el mínimo vigente para los beneficios jubilatorios. Debate y prueba en el proceso de amparo. Derechos de carácter alimenticio


      La Sala I de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social, confirmó la sentencia de la anterior instancia y rechazó la acción de amparo intentada. Para así decidir consideró, que el tema planteado requería de una mayor amplitud de debate y prueba que la que se podía dar en la excepcional vía procesal elegida por el accionante. También, puso de resalto que el amparo no era factible si no se alegaba y fundaba, un daño concreto. Se aprecia con claridad que el tribunal no ponderó, con el rigor que es menester, los planteos llevados por el actor para su consideración dado que, desde que se interpuso la demanda siempre hizo saber que el planteo de inconstitucionalidad llevado adelante tiene estrecha conexión con sus posibilidades de subsistencia, sin que obste a ello, el poco prolijo discurso sobre las normas atacadas realizado en el escrito de demanda, pues ello configura un defecto que era pasible de ser subsanado rápida y efectivamente con una mínima acción de los tribunales intervinientes, que se imponía además, en pos de un buen servicio de justicia y el resguardo de los derechos del reclamante de naturaleza netamente alimentaria. El a-qua tampoco especificó qué prueba no producida hubiese sido indispensable para la correcta solución del proceso, máxime cuando la cuestión a decidir aparece, en principio, como de puro derecho. Amén de ello, en virtud de la materia de que se trata y las condiciones del amparista, era factible y justificada una medida previa por partede los tribunales que, llegado el caso, supliera el eventual déficit probatorio, sobre el que no se abundó


      Toloza, Raúl Omar c/ Anses s/ Amparos y sumarísimos


      T.57, L.XLVI, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Acción de amparo: solicitud de cobertura integral de un auxiliar domiciliario para una persona con discapacidad mental y motriz. Leyes 24. 431, 24. 901 y 26. 378. Obligación alimentaria de los parientes


      Ante la claridad del plexo normativo conformado por las Leyes 24. 431, 24. 901 y 26. 378, y atento, además, a la jerarquía de los intereses en juego y la gravedad de la situación, considerando no solo la discapacidad de la actora sino su avanzada edad -92 años-, no resulta razonable ni justificada, -a partir de los elementos de juicio existentes en autos-, la decisión de la Cámara de revocar el beneficio otorgado al discapacitado por el Juez de Primera Instancia. Lo decidido compromete el interés superior de una persona con discapacidad, cuya necesidad de atención y asistencia integral se ha explicitado en las leyes antes referidas y en reiterada jurisprudencia del Tribunal en esta materia


      G., M. E. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Amparo


      G.588, L.XLVI, 15 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Derechos sobre tierras ocupadas por comunidad indígena. Rechazo acción de amparo colectivo. Legitimación. Comunidad que no se encuentra inscripta en el Registro Nacional de Comunidades Indígenas (RE. NA. C. I. ). Necesidad de cumplir dicho requisito


      De conformidad con lo dispuesto por el art. 75, inc. 17, de la Constitución Nacional y la ley nacional 23. 302 sobre Asuntos Indígenas, en principio, no resulta legitimada para promover esta acción de amparo. No obstante, V. E. podría requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que el INAI informe cuál es la situación de la Comunidad Indígena Toba La Primavera - Navogoh - actualmente


      Comunidad Indígena Toba La Primavera - Navogoh c/ Formosa, provincia de y otros s/ Incidente de medida cautelar


      C.528, L.XLVII, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Planteo de inconstitucionalidad y nulidad de la Resolución General N° 1648, AFIP. Procedencia del amparo. Insuficiente demostración del perjuicio


      Las impugnantes realizan formulaciones genéricas sin precisar cuál sería el daño que provocaría la resolución impugnada. Sostienen que las acciones declarativas u ordinarias de inconstitucionalidad y nulidad no son más útiles o más eficaces para conjurar y prevenir el daño inminente que genera la Res. N° 1648/04 a sus intereses pero no demuestran con números concretos cuál sería ese daño. Las recurrentes, con el objeto de cuestionar la exigencia del a qua de mayor debate y prueba, afirman que la acción de amparo deducida es de puro derecho y que ni la actora ni la AFIP han ofrecido pruebas fácticas en términos tales que ambas partes han consentido que el trámite concluya de esa manera. Dicha afirmación pone de manifiesto que no se ha demostrado en el trámite el daño concreto y grave señalado en el pronunciamiento de la Cámara razón que mantiene incólume la decisión


      Obra Social Docentes Particulares y otros c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ amparos y sumarios


      O.227, L.XLII, 13 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Solicitud de modificación, rectificación y/o cambio de datos registrales de partida de nacimiento. Acción de amparo contra el Registro de las Personas. Conflicto negativo de competencia


      En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia (art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), el actor inició acción de amparo contra el Registro de las Personas, Delegación Bahía Blanca, Sección Primera -Provincia de Buenos Aires-, a fin de que se revoque judicialmente la declaración de incompetencia, decretada por el referido órgano provincial. La ley 14. 078 destaca entre otros aspectos, que el Registro de las Personas de la Provincia de Buenos Aires, es un ente que depende de la Subsecretaria de Gabinete, del Ministerio de Jefatura de Gabinete de Ministros (ver art. 2), y atribuye a la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo en turno del Departamento Judicial que corresponda al domicilio del peticionario, el conocimiento de los recursos de "toda resolución que dicte el Responsable del Registro" ya sea "denegatoria de inscripción de nombre. . . pedido de revocatoria . . de corrección de errores u omisiones materiales en las actas o inscripciones . . . . . "(art. 129 y 130). Desde la perspectiva de las referidas disposiciones legales y de su especialización por razón de la materia contencioso administrativa, resulta, adecuado considerar que, sumada la naturaleza local de la entidad demandada, siga entendiendo en la causa la Justicia Ordinaria Local


      Martínez, José Daniel c/ Gobierno de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


      COMP.344, L.XLVII,26 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Previo a dictaminar se requiere con carácter de muy urgente información a ANSES y PAMI


      G., M. E. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ amparo


      G.588, L.XLVI, 27 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Requisitos. Inexistencia de otras Vías Idóneas


      Amparo contra el Estado Nacional y ENARGAS. Pretensión de inconstitucionalidad decreto 2067/08, res. 1451/08 y 1493/08 del Min. de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y 563/08 del ENARGAS. Servicio público de gas natural. Cuestionamiento de la creación de un fondo fiduciario a fin de satisfacer las necesidades de la demanda. Inadmisibilidad de la vía elegida para discutir la validez de las normas impugnadas. Facultad del Poder Ejecutivo para fijar la política nacional sobre las actividades relativas a los hidrocarburos y prestación de servicio público de gas. Acción de amparo: descartada para cuestiones complejas y que exijan un aporte mayor de elementos de juicio que no pueden producirse en el breve trámite previsto en su reglamentación legal. Declaración de inconstitucionalidad: acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico


      La motivación del decreto da cuenta de que las medidas de emergencia adoptadas hasta la fecha de su dictado incidieron en los servicios públicos vinculados al abastecimiento de gas natural y que atento al período de tiempo que requiere la decisión y ejecución de las inversiones en el sector, resultaba necesario adoptar decisiones que aseguraran el abastecimiento de gas ypaliaran la posible insuficiencia de tal elemento por la falta de inversión en el sector de la producción. La vía elegida por el actor aparece prima facie como formalmente inadmisible para obtener el fin perseguido. Ello en la medida en que el pronunciamiento sobre la constitucionalidad del decreto 2067/08 involucra el examen de cuestiones relativas a un servicio público de evidente complejidad técnica y jurídica. Dicha circunstancia demuestra que adoptar una decisión en esta causa exige -por de pronto- una mayor amplitud de debate y prueba, óbice insalvable para la procedencia del acción sumarísima elegida por el actor y que en el caso la intervención judicial compromete "directa o indirectamente la regularidad, continuidad y eficacia de la prestación de un servicio público, o el desenvolvimiento de actividades esenciales del Estado", causal que excluye la excepcional vía del amparo (v. arts. 1 y 2 incs. d y c, de la ley 16. 986). La doctrina sobre el alcance y el carácter de esta vía excepcional no ha sido alterada por la reforma constitucional de 1994, al incluirla en el art. 43, pues cuando éste dispone que "toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro remedio judicial más idóneo"; mantiene el criterio de excluir dicha vía en los casos que por sus circunstancias requieran mayor debate y prueba y, por lo tanto, sin que se configure la arbitrariedad o ilegalidad manifiesta en la afectación de los derechos y garantías constitucionales, requisitos cuya demostración es imprescindible para la procedencia de la acción. Los jueces deben extremar la prudencia para no resolver materias fáctica y técnicamente complicadas por la vía expedita del amparo a fin de no privar a los justiciables del debido proceso mediante un pronunciamiento dogmático. Si el proceso de amparo no es excluyente de cuestiones que necesitandemostración, sí descarta aquellas cuya complejidad o difícil comprobación requiere de un aporte mayor de elementos de juicio de los que pueden producirse en el procedimiento previsto por el art. 43 de la Constitución Nacional. La declaración de inconstitucionalidad constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico; por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados, principio que debe aplicarse con criterio estricto cuando la inconstitucionalidad se plantea por la vía excepcional de la acción de amparo y la arbitrariedad e ilegalidad invocada requiere de actividad probatoria significativa por no darse con total evidencia


      Godoy de Heinrich, Ana María c/ Estado Nacional - ENARGAS s/ Amparo


      G.799, L.XLVI,12 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Debido Proceso


      Recurso extraordinario. Mercadería importada temporalmente. Pago de tributos. Régimen de importación temporal. Intervención del Tribunal Fiscal de la Nación. Art. 1. 180 del Código Aduanero. Recurso de apelación contra las sentencias del Tribunal Fiscal. Sometimiento voluntario a un determinado régimen jurídico. Derecho de defensa en juicio. Validez constitucional de las funciones jurisdiccionales otorgadas a organismos que no estén insertos en la órbita del Poder Judicial: sujeta a posterior control judicial


      Corresponde aquí advertir que la actuación del a quo se dio en el marco del recurso de apelación del art 1. 171 Código Aduanero,debido a que, en su oportunidad, la actora hizo uso de la opción que le brinda el art. 1. 132 de dicho cuerpo legal, escogiendo la vía de su inc. a), y provocando, así, la intervención del Tribunal Fiscal de la Nación. Es en ese contexto es que debe apreciarse la aplicación realizada por la Cámara de la norma del art. 1. 180 del código de la materia, más si se toma como norte la doctrina de V. E. que señala que el voluntario sometimiento a un determinado régimen jurídico implica la renuncia de cuestionarlo con posterioridad. En tal sentido, cabe señalar que ello es acorde a la regla sentada por ese Tribunal por la que la validez constitucional de las funciones jurisdiccionales otorgadas a organismos que no estén insertos en la órbita del Poder Judicial se halla sujeta a la existencia de un control judicial suficiente posterior. En dicho marco, el art. 1. 180 del Código Aduanero, al prever que los pronunciamientos del Tribunal Fiscal de la Nación están sujetos a recurso de revisión y apelación limitada ante la Cámara, da satisfacción a dicha exigencia al garantizar la intervención de una instancia judicial independiente, imparcial, amplia y suficiente. Bajo este precepto, la intervención del Tribunal Fiscal de la Nación importa la de un organismo especializado que, si bien está inserto en la órbita funcional del Poder Ejecutivo Nacional, cuenta con independencia de la Administración activa del Estado, sin sujeción jerárquica alguna (arts. 129 a 139 de la ley 11. 683). Estamos, entonces, en presencia, de la actuación de una instancia jurisdiccional independiente que, aunque no se ubica dentro del Poder Judicial; en su seno da amplia cabida al derecho de defensa en juicio de manera imparcial. Asimismo, el art. 1. 180, ap. b), del Código Aduanero prevé que la Cámara revisará en forma plena los fundamentos de derecho de la sentencia del Tribunal Fiscal de la Nación y que sólo frente a la estimación de que en ella existieraun error sustancial en la valoración crítica de los hechos y de las pruebas, podrá, con carácter excepcional, introducirse en su consideración, supuesto que el a quo no estimó configurado en este caso. Resulta, entonces, que la aplicación del art. 1. 180 del código de la materia no fue efectuada por la cámara de manera mecánica o arbitraria, toda vez que se fundó en valoraciones realizadas por la instancia anterior, las que, además, resultan coincidentes con las manifestaciones expresamente efectuadas por la recurrente


      Tarcol S.A. (TF 24501-A) c/ DGA


      T.75, L.XLVII,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Hábeas Corpus


      Hábeas corpus. Averiguación sumaria indispensable para su resolución: competencia del juez del lugar donde se estuviera ejecutando el acto por el cual se reclama


      Las características propias de la naturaleza del hábeas corpus exigen que la averiguación sumaria indispensable para su resolución sea practicada por el magistrado con competencia en el lugar en el cual se estuviera ejecutando el acto por el cual se reclama, a fin de garantizar, con su inmediatez, la adecuada apreciación de los hechos y la celeridad en el dictado y en el cumplimiento de la sentencia


      Ramos Bacovich, Sebastián s/ Hábeas corpus


      COMP.645, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Denegación del beneficio previsto en la ley 24. 043. Precedentes: “Portugheis” y “Cagni”


      Al pronunciarse el tribunal, siguió las pautas sentadas por la Corte Suprema in re P. 413, L. XLIII "Portugheis, Elsa Rosa c/ M° J Y DDHH - Art. 3 Ley 24. 043 - Resol. 1198/06 – ex 446. 755/98" y C. 1044, L. XLIII "Cagni, Carlos Alberto c/ M° J y DDHH - Art. 3 ley 24. 943 - Resol. 1155/06 - ex 141. 610/04" y, por ende, la sentencia apelada debería ser confirmada


      Yurich, Jorge c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 970/08 (Ex 343634/92)


      Y.51, L.XLVI,24 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Estado de Sitio


      Exilio del país durante la última dictadura militar. Denegación del beneficio previsto en el art. 3° de la ley 24. 043. Calidad de auto exilio voluntario


      Ante el reclamo de la actora debido a que la Cámara desconoció las disposiciones de la Convención Interamericana de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados y diversos precedentes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en relación con la denegación por parte del Ministro de Justicia y Derechos Humanos del beneficio previsto en el art. 3° de la ley 24. 043, por el período comprendido entre el 14 de diciembre de 1976 y el 10 de diciembre de 1983, durante el cual se exilió del país, y toda vez que se halla en tela de juicio la interpretación de la ley 24. 043 -sus normas reglamentarias y la ley modificatoria 24. 906- y que la decisión definitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho que en ella funda la apelante (art. 14, inc. 3° de la ley 48), corresponde determinar que el recurso es formalmente admisible. Sobre la base de lo anterior, el thema decidendi consiste, pues, en determinar si lascircunstancias que rodearon el exilio del demandante -más allá del período por el cual ya le fue concedido el beneficio al apelante- son equiparables a aquellas que prevé como indemnizables la ley 24. 043. En ese sentido el tribunal apelado realizó un sucinto análisis de las probanzas obrantes en autos, cotejó si aquéllas eran semejantes a las excepcionalísimas circunstancias que tuvo en consideración la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso "Yofre de Vaca Narvaja" (Fallos: 327:4241) y concluyó que no alcanzaban para probar la persecución política y personal sostenida por la actora, por lo que su partida del país debía interpretarse como un auto exilio voluntario


      Obligado, Jorge Alfredo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Resol.687/09 s/ Art. 3 ley 24.043


      O.57, L.XLVI, 24de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24. 043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145. 687/04)"


      Villarreal, María Ines c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 755/08 (Ex. 149.623/05)


      V.11, L.XLVII, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Beneficio previsto en la ley 24. 043. Exilio voluntario. Circunstancias equiparables


      Esta Procuración General sostuvo que correspondía computar, a efectos de otorgar la compensación, el período en que las personas tuvieron que permanecer fuera del país como consecuencia de su detención ilegítima, por considerar que setrataba de una prolongación del estado de restricción de la libertad. Si bien la detención ilegítima y efectiva del actor (por la cual ya fue indemnizado) se produjo con posterioridad a su salida del país, existe concomitancia entre la fecha en que salió del país (1/8/77) y aquella en la que fue "deportado" a la Argentina (4/11/80) y luego arrestado. Además, se encuentra acreditada la persecución política que sufrieron el actor y su mujer y sus antecedentes subversivos en la Argentina en el marco de una investigación realizada en el Paraguay


      Tinant, Juan Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 987/08 (Ex. 330.588/92)


      T.144, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Beneficio previsto por la ley 24. 043. Denegación. Exilio voluntario. Prueba insuficiente: condición de refugiado no alcanza para constatar las circunstancias que rodearon la salida del país y el lapso de permanencia en el extranjero


      El tribunal en su pronunciamiento siguió las pautas sentadas por V. E. in re P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24. 043 - Resol. 1198/06 - ex. 446. 755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 ley 24. 043 - Resol. 1155/06 - ex. 141. 610/04" (sentencias del 30 de septiembre y del 16 de diciembre de 2008, respectivamente) y, por ende, que ésta debería ser confirmada


      Molina, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 828/09 (Ex. 157682/06)


      M.293, L.XLVII, 7 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Concesión del beneficio previsto por la ley 24. 043. Circunstancias equiparables. Exilio puro. Pautas sentadas en los precedentes "Portugheis" y "Cagni"


      El tribunal apelado -en su pronunciamiento de fs. 103/104 en el que revocó lo decidido por la autoridad de aplicación- analizó -si bien de manera sucinta- las circunstancias en las que la actora debió abandonar el país. La Cámara siguió las pautas sentadas, por V. E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24. 043 - Resol. 1198/06 - ex. 446. 755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24. 043 - Resol. 1155/06 - ex. 141. 610/04)"


      Bucciarelli, Silvia Beatriz c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Articulo 3 de la Ley 24.043


      B.963, L.XLVI, 3 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Indemnización prevista por la ley 24. 043 Casos denominados de "exilio puro". Precedente "Yofre de Vaca Narvaja". Pautas sentadas en los precedentes "Portugheis" y "Cagni"


      El tribunal en su pronunciamiento -si bien de manera sucinta- analizó las circunstancias en las que la actora debió abandonar el país, examinó si ellas habían sido corroboradas en autos y concluyó que, como se verificaba en el caso un supuesto análogo al que fue ponderado por la Corte Suprema in re "Yofre de Vaca Narvaja'", debía conceder el beneficio solicitado hasta el 28 de octubre de 1983, fecha en la cual cesó el arresto de su ex marido. La Cámara siguió las pautas sentadas por V. E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII "Portugheis, Elsa Rosa c/ M° J y DDHH -Art. 3 Ley24. 043- Resol. 1198/06 - ex 446. 755/98" y C. 1044, L. XLIII "Cagni, Carlos Alberto c/ Mº J y DDHH - Art. 3 ley 24. 043 - Resol. 1155/06 - ex 141. 610/04")


      García, Silvia Ester c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 828/09 (Ex. 144419/04)


      G.901, L.XLVI, 14 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Debido Proceso


      Garantía del debido proceso legal. Doctrina de la arbitrariedad de sentencias. Vicio de auto contradicción. Exámen fragmentario de las pruebas incorporadas al proceso. Alcance del principio in dubio pro reo


      Todo aquél a quien la ley reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos, está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandado o demandante; ya que en todo caso media interés institucional en reparar el agravio si éste existe y tiene ese fundamento, puesto que se garantiza a todos los litigantes por igual el derecho a obtener una sentencia fundada previo juicio llevado en legal forma, cualquiera sea la naturaleza del procedimiento -civil o criminal- de que se trate. En principio, la doctrina de la arbitrariedad de sentencias no cubre discrepancias en lo relativo a la apreciación de la prueba y los hechos, ni a la interpretación del derecho común, que resultan extraños a la vía contemplada en el artículo 14 de la ley 48, pero es posible hacer excepción a esa regla respecto de aquellas decisiones que contienen un examen fragmentarío y parcializado de las pruebas que prescinde de una visión conjunta y de la necesaria correlación entre si, y de ellas con otros elementos indiciarios, pues se exigeque los fallos sean fundados y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. El vicio de auto contradicción es entendido como una deficiencia lógiea del razonamiento que causa arbitrariedad en el fallo, por la inconciliable oposición dc sus propios términos, que niegan y afirman al mismo tiempo la existencia de los elementos de juicio que se estiman necesarios para la solución del caso, es decir, la simultánea afirmación y negación de una cuestión relevante para la decisión. El principio in dubio pro reo, ínsito en el artículo 18 de la Constitución Nacional corno derivado del de inocencia) impone que, en el proceso penal, debido a la importancia de los intereses individuales involucrados, la sentencia de condena sólo pueda ser el resultado de un juicio de certeza sobre la responsabilidad del imputado, de modo tal que los demás grados de conocimiento que reposan en la duda (entre ellos, las hipótesis de probabilidad o verosimilitud) no logran destruír aquel estado. Sin embargo, no cabe extraer de ello que la mera invocación de cualquier incertidumbre acerca de los hechos impida, per se, obtener el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena. Por el contrario, se ha establecido que el estado de duda no puede reposar en una pura subjetividad, sino que debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva evaluación de todos los elementos de prueba en conjunto. Pese al carácter restrictivo de la tacha de arbitrariedad, el dejar firme una resolución que impidió el descubrimiento de la verdad jurídica objetiva sobre la base de fórmulas genéricas y abstractas, importa una flagrante violación a las reglas del debido proceso contenidas en el artículo 18 de la Constitución Nacional, puesto que los jueces no pueden sustraerse a lo que es propio de suministerio sin menoscabo evidente de la mencionada garantía constitucional


      G., Walter Daniel; Jatum, José Alejandro s/ Causa n° 9602


      G.735, L.XLVI,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Comunicación al Detenido de los Cargos en su Contra


      Cambio en la calificación legal. Imputado condenado por robo ante el Tribunal Oral. Entendimiento de la Cámara de Casación como encubrimiento. Conducta típica de encubrimiento enunciada en la indagatoria. Principio de congruencia. Identidad en la plataforma fáctica. Inexistencia de desbaratamiento en la estrategia defensiva


      Cualquiera sea la calificación jurídica que en definitiva adopten los jueces, el hecho que se juzga debe ser exactamente el mismo que fue objeto de imputación y debate durante el proceso, es decir, aquel sustrato fáctico sobre el cual los actores procesales desplegaron su necesaria actividad acusatoria o defensiva. El cambio de calificación por el tribunal en tales supuestos será conforme al artículo 18 de la Constitución Nacional, a condición de que dicho cambio no haya desbaratado la estrategia defensiva del acusado, impidiéndole formular sus descargos


      L., Javier Alejandro s/ Causa N° 11.919


      L.332, L.XLVI, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Derecho de Defensa. Principio de Congruencia


      Recurso extraordinario federal. Caso en que los jueces condenan bajo una calificación legal distinta de la solicitada fiscal en su alegato. Posible afectación al principio de congruencia


      Cualquiera sea la calificación jurídica que en definitiva adopten los jueces, el hecho que se juzga debe ser exactamente el mismo que fue objeto de imputación y debate durante el proceso, es decir, aquel sustrato fáctico sobre el cual los actores procesales desplegaron su necesaria actividad acusatoria o defensiva. El cambio de calificación por el tribunal en tales supuestos será conforme al artículo 18 de la Constitución Nacional, a condición de que dicha modificación no haya desbaratado la estrategia defensiva del acusado, impidiéndole formular sus descargos. Si los imputados fueron oportunamente intimados en forma clara, precisa y circunstanciada de un hecho concreto, que se mantuvo incólume a lo largo del proceso, las garantías del debido proceso y defensa en juicio no resultan vulneradas por la circunstancia de que el tribunal haya modificado la calificación jurídica que le asignó el fiscal en su alegato, optando por la aplicación de una pena más severa. Máxime si el encuadre legal del hecho por el que en definitiva se condenó a los encausados, es coincidente con el determinado por el fiscal al requerir la elevación de la causa a juicio, por lo que tanto éstos como su defensa tuvieron la posibilidad de prever y discutir esa cuestión, incluso, durante el desarrollo del contradictorio. No existe violación al principio de congruencia en tanto que los imputados y su asistencia técnica tengan amplias oportunidades de ser oídos, alegar y probar sobre cada punto que conforma el hecho motivo de condena


      S. C., Américo y otros s/ Causa n° 9.518


      S.548, L.XLVII, 3 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Derecho a Ser Juzgado en un Plazo Razonable


      Condena a reclusión perpetua. Concurrencia de varios hechos delictivos. Prescripción de la acción penal. Aplicación de la ley vigente al momento de los producirse los actos considerados "secuela de juicio". Garantía de ser juzgado en un plazo razonable


      Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia de la ley 48 y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. La ley que debe regir para la consideración de las causales de interrupción de la prescripción es la vigente al momento de producirse los respectivos actos constitutivos de "secuela de juicio", sin que resulte por ello afectada la garantía que asegura el imperio de la ley penal más benigna, pues no concurren las razones que justifican ese excepcional instituto. La invocación de la garantía a un juicio rápido se vería resguardada con la declaración de prescripción de la acción, pero limitada, por supuesto, a la demostración por parte del apelante de lo irrazonable de esa prolongación. La propia naturaleza de la garantía a ser juzgado en un plazo razonable impide determinar con precisión a partir de qué momento o bajo qué circunstancias comenzaría a lesionarse, pues la duración razonable de un proceso depende en gran medida de diversas particularidades propias de cada caso, por lo que el derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas no puede traducirse en un número de días, meses o años


      S. J., Carlos Patricio s/ Causa N° 4646


      S.572, L.XLV, 17 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Juez Imparcial


      Régimen de nombramiento y remoción de funcionarios públicos: competencia privativa y excluyente de la autoridad provincial. Revisión de las decisiones adoptadas por los órganos de juzgamiento de magistrados y funcionarios establecidos en las constituciones provinciales. Precedente "Graffigna" (Fallos: 308:961). Intervención de la Corte Suprema de Justicia de la Nación: carácter excepcional. Incumplimiento de la garantía de juez imparcial


      La competencia privativa y excluyente de la autoridad provincial para establecer el régimen de nombramiento y remoción de sus funcionarios deriva fundamentalmente de lo dispuesto por el artículo 122 de la Constitución Nacional, norma que excluye categóricamente la intervención del Gobierno Federal en la integración de los poderes locales. Por lo tanto, la revisión de las decisiones adoptadas por los órganos de juzgamiento de magistrados y funcionarios establecidos en las constituciones provinciales fenece dentro del ámbito local de acuerdo con las normas que se hayan dictado al efecto. Así lo ha entendido la Corte a partir del precedente "Graffigna" (Fallos: 308:961), en materia de juicios políticos de magistrados dentro de la esfera provincial, cuyo trámite se efectuó ante órganos ajenos a los poderes judiciales locales, en los cuales, con carácter excepcional, puede admitirse la intervención de la Corte Suprema de Justicia de la Nación cuando los planteos efectuados en el recurso extraordinario revelen en forma nítida, inequívoca y concluyente un grave menoscabo a las garantías de debido proceso y de defensa en juicio (arts. 18 de la Constitución Nacional, 8° y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos) que, asimismo, exhiba relevancia bastante para variar la suerte de la Causa. Por aplicación de tal doctrina, en el caso concreto, se configura una cuestión de naturaleza federal que correspondeatender por la vía establecida en el art. 14 de la ley 48, puesto que se halla cuestionado el alcance de una garantía del derecho internacional, la garantía de la imparcialidad, que puede comprometer la responsabilidad del Estado argentino frente al orden jurídico supranacional. En efecto, en el sub lite, la actora sostuvo desde la primera oportunidad en que tomó intervención en el enjuiciamiento, y, luego, en la demanda contenciosa administrativa que interpuso ante la instancia originaria del Superior Tribunal de Justicia local, que se estaban violando sus derechos y garantías protegidos por el art. 18 de la Ley Fundamental, pues el órgano con competencia legal que llevó a cabo esta función, a su entender, no satisfacía el recaudo esencial de imparcialidad que debe llenar todo tribunal. Esta cuestión que fue advertida por el a quo, al pronunciarse sobre la concesión del recurso extraordinario, cuando consideró que existía cuestión constitucional suficiente que merecía la admisión del remedio federal, en tanto un nuevo análisis de las circunstancias fácticas de la causa lo llevaban a concluir que efectivamente los concejales que integraron el órgano de juzgamiento, a su vez fueron quienes suscribieron la solicitud de juicio político de la magistrada. Al respecto, cabe señalar que la garantía de juez imparcial ha sido reconocida como derecho implícito del art. 33 de la Constitución Nacional y deriva estrictamente de las garantías de debido proceso y de la defensa en juicio establecidas en el artículo 18 de la Ley Fundamental, la cual ha sido consagrada expresamente en los artículos: 26 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 14. 1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 8. 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos (que forman parte del bloque de constitucionalidadfederal en virtud de la incorporación expresa que efectúa el art. 75, inciso 22 de la Constitución Nacional). Asimismo, corresponde indicar que su concepto y contenido han sido delineados en la causa "Llerena" para aquellos procesos penales en que en la integración del tribunal de juicio participe quien haya intervenido anteriormente, de cualquier modo, en otra instancia del mismo proceso


      Radrizani, Myriam c/ H.C.D. de la Ciudad de Formosa s/ Contencioso administrativo daños y perjuicios


      R.39, L.XLVI,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Imparcialidad del juzgador. Intervención de los jueces en la etapa anterior al juicio. Resoluciones que no analizan el fondo del asunto. Incorporación de elementos de prueba obtenidos ilegítimamente. Falta de valoración de esos elementos en la sentencia: inexistencia de agravio


      No cualquier actuación del juez en la etapa anterior al juicio da lugar a la sospecha de parcialidad que admita su apartamiento, sino sólo cuando exhibió signos objetivos y contundentes de formación de juicio sobre la hipótesis fáctica, la participación del imputado en el mismo, y una presunción de culpabilidad, aunque sea en mínimo grado. Ante la invocación de temor de parcialidad por una intervención del juez anterior al juicio, cobra especial interés para decidir la calidad de la resolución o interlocutorio de que se trate, pues no reúnen la exigencia de imparcialidad los magistrados que ya habían analizado parte del fondo del asunto y no sólo la forma. Si en el caso, lejos de pronunciarse sobre el mérito de la prueba y la probable responsabilidad de los imputados (el "fondo" del asunto), los jueces evaluaron los requisitos formales de validez de ciertosactos de la instrucción, esa intervención no puede provocar el temor objetivo de parcialidad, máxime si la misma favoreció a los imputados. La objeción relativa la supuesta incorporación de prueba ilegítima, no constituye agravio, si el acta cuestionada no tuvo incidencia en el razonamiento que da sustento a la condena. Puede descartarse la proyección de la eventual ilegitimidad de las diligencias cuestionadas sobre la instrucción, si se tiene en cuenta que se reconoce como excepción a ese principio la posibilidad de adquisición de las evidencias por otras fuentes independientes


      D. l. C., Dionisio Ángel y Britez, Samuel s/ homicidio agravado -causa n° 100-


      D.238, L.XLVI, 26 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Juez Natural. Juez Imparcial


      Garantía de la imparcialidad. Juicio oral efectuado por el juez que intervino en la instrucción de la causa. Recurso resuelto por la cámara de apelaciones que confirmó los procesamientos. Doctrina de los precedentes "Llerena" y "Dieser". Necesidad de precisar el alcance de dichos pronunciamientos por parte de la Corte Suprema


      El estado actual de la jurisprudencia de V. E. iniciada en los precedentes de los casos "Llerena" y "Dieser" no permite dar una respuesta a la cuestión de la extensión de los efectos de una posible aceptación de la impugnación planteada por uno de los recurrentes. Por ello, V. E. es quien se halla en mejores condiciones de precisar el alcance de la doctrina que se desprende de esos fallos y resolver sobre su eventual aplicabilidad al caso


      Guerrieri, Pascual Oscar y otros s/ privación ilegal de la libertad


      G.1072, L.XLIV,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Ne Bis In Idem


      Destitución de magistrado provincial. Alegada violación al principio del ne bis in idem. Sometimiento a proceso de destitución. Fines distintos al juicio criminal. Ausencia de efectos sobre el proceso penal


      El procedimiento de enjuiciamiento de magistrados es de la clase de procedimientos que las constituciones locales establecen -en línea con el establecido con igual fin en la Constitución nacional para los magistrados nacionales- para ventilar en ellos la pretensión de separar a un magistrado de su cargo. En tal sentido, no debe confundirse una condición necesaria para la condena penal (la remoción del cargo de juez) con una de sus consecuencias posibles (la condena penal). Hay una relación entre los dos actos jurídicos -uno es condición necesaria del otro-, pero esa relación no es de identidad. El procedimiento cuyo fin o causa petendi es la remoción del juez de su cargo persigue un acto jurídico distinto de la condena penal. Naturalmente, si ese procedimiento prospera por los hechos imputados y termina en la destitución que el denunciante pretende, queda de ese modo abierta la posibilidad de una persecución penal a través de un proceso distinto dirigido a la obtención de un nuevo acto jurídico: la condena penal y la correspondiente imposición de una pena. Pero el hecho de que la persecución penal sea así una consecuencia eventual, o incluso deseada de la remoción, no le atribuye al procedimiento dirigido a lograrla el carácter de persecución penal en el sentido relevante para el principio ne bis in idem. Una conclusión opuesta llevaría al absurdo de prohibir todo proceso penal por los hechos por los que se removió a un funcionario de su cargo


      Hooft, Pedro Cornelio Federico s/ Recurso de casación


      H.46, L.XLVI,30 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Poderes Constituidos


      Defensor del Pueblo. Legitimación


      Medida cautelar. Falta de legitimación del Defensor del Pueblo provincial: inicio de procedimientos ante los Tribunales de la Nación. Fallos: 326:663 y 329:4542


      Los defensores del pueblo provinciales carecen de legitimación para entablar la demanda, porque tanto las constituciones provinciales como las leyes del mismo carácter que regulan su actuación local circunscriben su accionar a la protección de derechos individuales y de la comunidad frente a hechos, actos u omisiones de la administración pública provincial, circunstancia que consideró relevante para determinar que la promoción de las acciones judiciales contra otra provincia o el Estado Nacional excedía su ámbito de actuación. Las referidas atribuciones de la Defensoría del Pueblo surgen de la legislatura local, que carece de facultades para reglar lo atinente a los procedimientos seguidos en los juicios tramitados ante los Tribunales de la Nación. Conviene recordar, al respecto, que en las condiciones que expresan los arts. 1 y 123 de la Constitución Nacional, el Estado federal garantiza a las provincias el pleno goce y ejercicio de sus instituciones. Pero "ello debe entenderse dentro del orden provincial respectivo y sin extender el imperio de las instituciones de una al territorio de la otra, porque entonces ésta vendría a quedar regida, no por sus propias instituciones,…sino por las extrañas". Un órgano de control de provincial, cuyas atribuciones derivan de la legislatura local y que, por los criteriosesgrimidos por la Corte, no constituye el representante de aquélla, carece de competencia constitucional para objetar los actos de autoridades nacionales y, eventualmente, obtener su anulación


      Defensor del Pueblo de la Provincia de Chubut c/ Estado Nacional y otro s/ Medida cautelar


      D.498, L.XLVI, 2 de septiembre de 2011


      Ver Dictamenf


      Recurso de queja por denegación del recurso extraordinario. Falta de legitimación del Defensor del Pueblo de una provincia para cuestionar normas de carácter nacional. Ausencia de perjuicio concreto para sostener la legitimación a los fines de impugnar la constitucionalidad de una norma


      La Corte ha resulto en reiteradas oportunidades, que los defensores del pueblo provinciales, carecen de legitimación para entablar demandas, porque tanto las constituciones provinciales como las leyes del mismo carácter que regulan su actuación local circunscriben su accionar a la protección de derechos individuales y de la comunidad frente a hechos, actos u omisiones de la administración pública provincial y de los municipios de esa provincia, circunstancia que consideró relevante para determinar que la promoción de las acciones judiciales contra otra provincia o el Estado Nacional, excede su ámbito de actuación. Por otro lado, el Maximo Tribunal ha sotenido que los actos del gobierno nacional y de sus órganos son cuestionables ante los tribunales de ese mismo carácter, de conformidad con las reglas que al respecto dicte el Congreso de la Nación, que rigen lo atinente a los procedimientos, a la capacidad de estar en juicio como parte, y el modo de configurarse las controversias para ser susceptibles de resolución judicial. Por lo tanto, un órgano de control de unaprovincia, cuyas atribuciones derivan de su Constitución y legislatura local y que, por los criterios esgrimidos anteriormente, no constituye el representante de aquélla, carece de competencia constitucional para objetar los actos de autoridades nacionales y, eventualmente, obtener su anulación y, menos aún, obtener un pronunciamiento sobre la validez o nulidad de una normal nacional


      Defensor del Pueblo de la Provincia de Tucumán c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


      D.302, L.XLVI,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Ministerio Público. MPF


      Interpretación del alcance de las facultades de la FIA en los sumarios instruidos en la Administración: amplias facultades investigativas aún en los casos de sumarios no originados en su sede. Ejercicio dentro del ámbito de la Policía Federal: institución integrante de la Administración Pública Nacional


      El reglamento interno de la FIA -en lo que aquí interesa, es decir el ejercicio de la competencia investigativa como parte acusadora o coadyuvante de la FIA dentro del ámbito de la Policía Federal- no limita la competencia de la FIA a los sumarios iniciados a raíz de una investigación propia o a aquéllos comunicados en virtud de lo previsto en el decreto 467/99 sino que abarca también a aquéllos de los que "tome conocimiento por cualquier otro medio", siempre, desde ya, que se refieran a un sumario de personal de organismos estatales. En el sub lite, la Policía Federal -que inició el sumario disciplinario a sus dependientes- más allá de que tiene un régimen disciplinario específico -la ley 21. 965 "Ley para el personal de la Policía Federal Argentina" y el decreto 1866/83 que aprueba la reglamentaciónde dicha ley- no podría impedir a la FIA su intervención como parte acusadora o coadyuvante en el sumario administrativo disciplinario desplegado en tanto esta institución es integrante de la Administración Pública Nacional. Esto último deriva de las facultades y competencias que le otorga la ley de Ministerio Público (art. 45 inc. a y b) y la reglamentación interna de la FIA aprobada por resolución PGN 18/05


      Fiscalía de Investigaciones Administrativas (Ex. 21637/457) c/ EN - Ministerio del Interior - PFA - Nota 176/07 - Sumario 226/05 s/ Proceso de conocimiento


      F.215, L.XLVI, 18 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Nulidad de las resoluciones CNV 16. 222 y 16. 726. Sentencia arbitraria. Vicio que afecta su validez: Falta de intervención del Ministerio Público Fiscal. Ejercicio del deber de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad (arts. 120 de la Constitución Nacional y 1 de la ley 24. 946). Planteo de inconstitucionalidad de la ley 17. 811. Interpretación que cabía asignarle a dicha ley. Estado procesal de los autos principales: innecesario considerar el recurso. Principio de trascendencia. Pronunciamiento abstracto


      A la fecha, por el estado procesal de la causa "Comisión Nacional de Valores c/ Papel Prensa S. A. s/ Verificación", Expte. 75. 479, queja deducida por la Fiscal General aquí recurrente, que tengo a la vista (causa C. 1070, L. XLVI), cualquier pronunciamiento de V. E. en el presente trámite resultaría inoficioso. Comparto los términos de la apelación fiscal en punto, especialmente, a la omisión de vista a este Ministerio Público Fiscal, resulta inoficioso que V. E. se pronuncie en esta causa


      Estado Nacional c/ Papel Prensa S.A. s/ Ordinario


      E.276, L.XLVI,12:00:00 AM


      Ver Dictamen


      Inexistencia de cuestión federal sobre la que el Ministerio Público se encuentre habilitado para expedirse


      Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico S.A. (CAMMESA) c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa


      C.349, L.XLIV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intervención del MPF (art. 120 CN, ley 24. 946 y normas cc). Mantenimiento de los recursos interpuestos por la Fiscal General de la Cám. Nac. Apel. Com. Situación de gravedad institucional


      Comparto la posición de la Fiscal General que actúa ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial en cuanto reclama que se le dé intervención en este proceso para ejercer las funciones que el art. 120 de la Constitución Nacional, la ley 24. 946 y las demás disposiciones del ordenamiento jurídico ponen en cabeza del Ministerio Público Fiscal. Desde esta perspectiva, mantengo en todos sus términos el recurso extraordinario y la queja que planteó aquella magistrada, a efectos que el Tribunal pueda expedirse sobre los importantes asuntos que se traen a su conocimiento. Es cierto que el primero de aquellos recursos se dedujo contra un pronunciamiento que resolvió una medida cautelar y que es sabido que las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten el carácter de sentencias definitivas en los términos que exige la ley 48 en su art. 14 para la procedencia del recurso extraordinario. Sin embargo, también cabe recordar que ese principio no es absoluto y que cede cuando, como ocurre en el sub lite, se configura una situación de gravedad institucional


      Administración Nacional de la Seguridad Social c/ Transportadora de Gas del Norte S.A. s/ Medidas cautelares


      A.740, L.XLVI,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Supuesta donación de terrenos al Estado Nacional. Ausencia de cuestiones federales en la causa que conciernan al Ministerio Público Fiscal: eximición de dictaminar


      La solución de la controversia exige determinar previamente si la donación base de la acción se ha perfeccionado y, en caso afirmativo, si se han cumplido o no los extremos atinentes a la validez de la revocación (naturaleza y/o ejecución del cargo impuesto, legitimidad de la decisión unilateral, etc. ), análisis que remite al examen de materias gobernadas por el derecho común, al tiempo que involucra puntos de hecho y prueba propios de los jueces de la causa. Así, el debate suscitado en autos no atañe a cuestiones federales, acerca de las que está llamada a dar opinión la Procuración General


      Ejército Argentino c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      E.43, L.XLIII,30 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Trámite de selección para proveer un cargo de profesor en una universidad nacional. Nulidad de actuaciones. Garantía constitucional de defensa en juicio. Falta de integración de la litis. Función del Ministerio Público: velar por el efectivo cumplimiento del debido proceso legal (art. 25, inc. h, de la ley 24. 946)


      Entre las funciones de este Ministerio Público se encuentra la de velar por el efectivo cumplimiento del debido proceso legal (art. 25, inc. h, de la ley 24. 946) y en ejercicio de ese deber-atribución, un atento examen de las actuaciones pone al descubierto el modo formalmente erróneo e inadecuado en que se condujo el proceso, defecto de tal entidad que afecta la validez misma del pronunciamiento que V. E. habrá de dictar, circunstancia que debe ser atendida y declarada con antelación al tratamiento de las cuestiones planteadas por la recurrente. Si bien es doctrina del Alto Tribunal que sus sentencias deben limitarse a lo peticionado por las partes en el recurso extraordinario, constituye un requisito previo emanado de su función jurisdiccional el control, aún de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantía constitucional, no podría ser confirmada por las sentencias ulteriores. El proceso tramitó sin la participación de la persona designada para ocupar el cargo docente por los actos administrativos cuya nulidad se solicitó en la causa, petición a la que accedió el tribunal en la sentencia ahora apelada y que pierde toda utilidad al no poder ser aplicada a quien no fue parte ni tuvo la posibilidad de ejercer su derecho defensa en juicio. La solución que se propicia no desatiende aquel principio que indica que la intervención de terceros en un proceso debe ser admitida con carácter restrictivo, ya que siempre importa una alteración de la normalidad del juicio y que, por ello, está sujeta a que se dé una relación jurídica sustancial que vincule de manera actual o posible al citado, con alguna o ambas partes de la causa con relación a las pretensiones invocadas, o cuando el convocado sea integrante subjetivo y legitimado activa o pasivamente de la relación jurídica que se debate en el pleito, pues precisamente en autos y por loque llevo dicho, aquella intervención era imprescindible para el correcto trámite de la causa


      Ruarte Bazan, Roque Carlos c/ Universidad Nacional de Córdoba s/ Recurso judicial Art. 32 Ley 24.521


      R.724, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Poder Ejecutivo. Sistemas de Organización. Presidencialismo. Atribuciones. Reglamentarias


      Acción declarativa contra una provincia. Pretensión de inconstitucionalidad del impuesto sobre los ingresos brutos. Actividad de transporte interjurisdiccional. Tarifa fijada por la autoridad nacional. Contribuyente del impuesto a las ganancias. Impuesto provincial sobre los ingresos brutos que no es trasladable. Régimen tarifario para cada una de las categorías de servicios: servicio público, tráfico libre y ejecutivo. Valoración de pruebas de autos para decidir


      V. E. invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestadores de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos supuestos en que se acreditó que las tarifas pertinentes habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto a los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias (Fallos: 321 :2501 y E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S. A. ", entre otros). Para decidir de esta forma, sostuvo que cuando el impuesto provincial sobre los ingresos brutos no es trasladable -por no estar contemplada su incidencia en el precio fijado mediante tarifa oficial- su determinación conduce a que sea inexorablemente soportado por el contribuyente, hipótesis en la cual el gravamen queda excluido de la previsión del art. 9°, inc. b, párrafo cuarto, de la ley 20. 221(texto según ley 22. 006; actualmente, art. 9°, inc. b, de la ley 23. 548) y encuadrado en el párrafo segundo del mismo artículo, en cuyo texto se plasmó el principio básico que privilegió el legislador, consistente en la prohibición de mantener o establecer impuestos locales sobre la materia imponible sujeta a imposición nacional coparticipable. De ahí que, encontrándose las rentas de las demandantes sujetas al impuesto a las ganancias (ley 20. 628 y modificatorias), la aplicación del tributo local importaba la configuración de la hipótesis de doble imposición contraria a las reglas señalada precedentemente. En el precedente de Fallos: 327:5147, in re "Vía Bariloche S. R. L. ", esa Corte diferenció, dentro del ámbito de aplicabilidad del decreto 958/92, los supuestos en que se trataba de transporte interjurisdiccional de pasajeros organizado como "servicio público", de los demás supuestos ("tráfico libre" y "ejecutivo") para los cuales, a diferencia de aquél, no existía restricción alguna para los particulares prestadores al momento de fijar las tarifas, ya que bastaba la mera comunicación a la autoridad de aplicación en un plazo no menor a los treinta días corridos antes de la iniciación de un nuevo servicio (arg. arts. 14 y cc. de ese reglamento). Por tal motivo, al no haber impedimento legal alguno para la traslación de la carga tributaria local al precio de los pasajes, y al no haberse alegado ni demostrado que el pago del impuesto exigido afectase de tal modo el servicio que lo impidiera o restringiera en medida irrazonable o determinase -incluso- la eventual exclusión de la empresa del mercado de transporte, desestimó la tacha de inconstitucionatidad argüida sobre la gabela provincial, y rechazó la demanda.Tal como se advirtió en el dictamen de la causa T. 535, L. XLIII, "Transporte Automotor La Estrella S. A. ”, con el dictado del decreto 2. 407/02 el diseño de la tarifa de los serviciosde tráfico libre y ejecutivos fue equiparada a la de los servicios públicos, sin que se contemplara en su elaboración la incidencia del tributo discutido.En el segundo anexo del decreto, en su art. 7°, se estableció que el régimen tarifario para cada una de las categorías de servicios definidas en su art. 1 (comprensivas de los tres tipos de servicios), estructurándola con base en ciertas "bandas tarifarias", expresando la manera en que ellas se elaborarían. Si bien es cierto que dichas franjas prevén un límite mínimo y uno máximo dentro de los cuales cada operador puede fijar sus precios, también lo es que en su confección no se contempla como elemento constitutivo al impuesto provincial sobre1os ingresos brutos. En la elaboración del régimen tarifario de aplicación para cada una de las categorías de servicios, estructurado a través de una tarifa de referencia, con adicionales y deducciones mediante los cuales se arriba a las bandas tarifarias, "las metodologías utilizadas en ambos instrumentos no incluyen el Impuesto de Emergencia con destino al Fondo de Incentivo Docente, ni el Impuesto a los Ingresos Brutos de jurisdicción alguna". Y, en segundo término, que los valores tarifarios que se desprenden de lo establecido en el art. 7° del anexo II del decreto 2. 407/02 resultan aplicables tanto a los servicios públicos como a los servicios de"tráfico libre" y "ejecutivos".Sin perjuicio de lo señalado, y como se advirtió en Fallos: 321:2501, pto. VI, determinar si, en cada caso, las tarifas fijadas por la autoridad nacional contemplaron o no el impuesto en cuestión, si la actora se encontró realmente imposibilitada de trasladar esa carga tributaria y si revestía el carácter de contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias, y si los servicios por los cuales se le reclama el tributo poseen todos el mismo régimen de tarifas, remite ineludiblemente alexamen y valoración de las pruebas rendidas en autos, tema que resulta ajeno al dictamen, que debe circunscribirse a las cuestiones de índole federal analizadas


      Derudder Hnos. S.R.L. c/ Catamarca, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      D.678, L.XLIII,2 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Docentes. Personal jubilado que vuelve al servicio activo. Decreto 5. 614/68. Ley 14. 473. Baja de bonificación por antigüedad a partir del momento en que se percibe el beneficio jubilatorio. Fallos: 329:5621, "Martínez". Inconstitucionalidad de una norma: si su carencia de razonabilidad es evidente. Facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo


      No es posible atribuir un exceso reglamentario a la norma cuestionada ni se advierte que exista contradicción alguna entre su texto y los términos del Estatuto del Docente, sino que aquélla se limitó a establecer las condiciones necesarias para percibir la bonificación por antigüedad disponiendo que el personal que percibe sus haberes jubilatorios y vuelve a prestar servicios no queda alcanzado por el art. 41 de la ley 14. 473, que considera acumulables a los efectos de las bonificaciones por antigüedad todos los servicios simultáneos de carácter docente. Tampoco se advierte la irrazonabilidad de lo dispuesto por el art. 1 del decreto 5614/68, pues la circunstancia de que el pago del haber jubilatorio excluya el pago del beneficio por antigüedad encuentra fundamento suficiente en que no procede remunerar dos veces el mismo concepto cuando se trata de un mismo periodo, motivo por el cual la actora debía optar por una de las alternativas según lo que mejor conviniera a sus intereses. Si bien esta postura importa la devolución de lo percibido por la actora en conceptode bonificación por antigüedad desde el momento en que obtuvo la jubilación en el ámbito provincial tal como dispuso la resolución 486/07 del Consejo Superior, no corresponde endilgar a la norma la afectación de las garantías de inviolabilidad de la propiedad ni de tutela del trabajo, toda vez que se trata de una consecuencia propia de la aplicación de un precepto que no aparece disconforme con la Constitución Nacional ni con las leyes nacionales que regulan la materia. Cuando una disposición reglamentaria desconoce o restringe irrazonablemente derechos que la ley reglamentada otorga, o de cualquier modo subvierte su espíritu y finalidad, ello contraría la jerarquía normativa y configura un exceso en el ejercicio de las atribuciones que la propia Constitución concede al Poder Ejecutivo. Sin embargo, V. E. también ha sostenido que la conformidad que debe guardar un decreto respecto de la ley no consiste en una coincidencia textual entre ambas normas, sino de espíritu y que, en general, no vulneran el principio establecido en el art. 99, inc. 2, de la Constitución Nacional, los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada.El ejercicio de la facultad reglamentaria mediante la determinación de las condiciones en las cuales procede la percepción de la bonificación por antigüedad en el servicio que efectúa el art. 1 del decreto 5614/68, no altera la sustancia de los derechos otorgados por la ley 14. 473 a los docentes en actividad, no introduce restricciones ajenas a su espíritu, ni efectúa una discriminación arbitraria que importe una violación a la garantía del art. 16 de la Constitución Nacional


      Prado, Noemí c/ Universidad Nacional de Rosario s/ recurso de apelación art. 32 Ley 24.521


      P.345, L.XLVII, 30 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Poder Judicial. Estructura. Justicia Federal


      Conflicto negativo de competencia. Demanda de cobro de pesos contra el Colegio de Escribanos de Buenos Aires por aumento salarial. Régimen de colaboración financiera y técnica especializada. Corresponde a la justicia federal


      Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y, después, sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que invoca como fundamento de la acción, aunque también se ha dicho que, a tal fin, se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes. Para interpretar los alcances del régimen de colaboración financiera y técnica especializada, autorizado por la ley 17. 050, que el Colegio de Escribanos brinda al Registro de la Propiedad Inmueble, lo cual coloca a la cuestión dentro del derecho público es competente el fuero federal en lo contencioso administrativo para conocer en autos, dado que para resolver la controversia se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, donde resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos privativos del derecho administrativo asume para su solución, circunstancias que permiten considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa, en los términos del art. 45, inc. a) de la ley 13. 998


      Hernando, Adriana Amalia y otros c/ Colegio de escribanos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Diferencias de salarios


      COMP.975, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Pretensión de cobro municipal de tributo. Tasa por Servicios de Reinspección, Veterinaria, Bromatológica y Visado Sanitario. Cuestión de competencia. Corresponde al fuero federal


      Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal. Según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, mediante la acción declarativa promovida, se procura despejar el estado de incertidumbre en el que Día Argentina S. A. alega encontrarse respecto de la pretensión municipal de cobrar el tributo denominado "Tasa por Servicios de Reinspección Veterinaria, Bromatológica y Visado Sanitario", en tanto entiende que esa exigencia viola la ley federal N° 18. 284 (Código Alimentario Argentino) y su decreto reglamentario -normas que, según afirma, excluyen la facultad de las municipalidades para efectuar controles sanitarios de alimentos "en tránsito", acotándola a la inspección en "bocas de expendio"-, así como los arts. 9, 10, 11, 12 Y 75- incisos 13 Y 18- de la Constitución Nacional. En tales condiciones, el fuero federal resulta competente, pues el conflicto se circunscribe a determinar si la tasa que pretende cobrarle el municipio es contraria a lo previsto en la Constitución Nacional y en el Código Alimentario Nacional, resultando la aplicación e interpretación de estos preceptos federales esenciales para la solución de la causa. La Corte Suprema ha asignado naturaleza federal a las normas del Código Alimentario Nacional y que este Ministerio Público se ha pronunciado por la competencia de los tribunales federales enpleitos en los que se debatían la constitucionalidad de normas municipales que imponían tributos cuando se alegaba que eran contrarias al Código citado. Tiene establecido la Corte Suprema que cuando la competencia federal surge ratione materiae, ella es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes sean hábiles para derogar esos principios


      Día Argentina SA c/ Municipalidad de Ezeiza s/ Acción declarativa de certeza


      D.557, L.XLVI,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Consejo de la Magistratura. Tribunal de Enjuiciamiento. Remoción de Jueces


      Procedimiento de remoción de magistrado federal. Imprescriptibilidad en el proceso de remoción de magistrados. Facultad del Jurado de Enjuiciamiento para evaluar la conducta. Necesidad de acreditar violación a la defensa en juicio y debido proceso


      El Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación estaba habilitado para evaluar la actuación irregular del magistrado previa a su designación como juez de la Cámara Federal. Pues el Honorable Senado de la Nación, al momento de conceder el acuerdo para la designación no conoció en plenitud los hechos que se le endilgan. El proceso de remoción de magistrados se desenvuelve dentro de los arts. 114 y 115 de la Constitución Nacional, la ley 24. 937 y el Reglamento de Procedimiento de ese órgano, en los que no se establece prescripción, y debido a la especial naturaleza jurídico política de ese proceso, no parece que corresponda aplicar los principios del derecho administrativo, pues en aquél juegan razonesinstitucionales relevantes que conducen a que no se obstaculice, salvo razón legal aplicable, el enjuiciamiento de los magistrados por hechos, actos y omisiones en el ejercicio de sus altas funciones. El art. 5° del Reglamento Procesal del jurado dice que "en caso de producirse la renuncia "durante la sustanciación del proceso, concluirá el procedimiento y se archivarán las actuaciones, una vez que aquélla haya sido aceptada por el Presidente de la República", en consonancia con lo dispuesto en el art. 9 bis del Reglamento para la Justicia Nacional, según el cual "los magistrados presentarán la renuncia a su cargo directamente ante el Poder Ejecutivo, debiendo dar cuenta de dicha presentación -en su caso- a la Corte Suprema, por intermedio de la Cámara respectiva. Hasta tanto la renuncia no les sea formalmente aceptada, estarán sujetos a las disposiciones legales y reglamentarias concernientes a la función judicial". La renuncia es un acto bilateral, y el ordenamiento en este caso no contempla que se considere aceptada tácitamente. Es que, aun si se entendiera aplicable el art. 10 de la ley 19. 549, el silencio de la Administración se interpreta como negativa. La falta de demostración en forma clara, inequívoca y concluyente de lesión a las reglas estructurales del debido proceso en el trámite del juicio político, deriva en que no haya materia federal para la intervención de la Corte por la vía que se intenta


      Miret, Luis Francisco s/ Pedido de enjuiciamiento


      M.518, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Corte Suprema de Justicia de la Nación


      Decretos 100/99 y 1473/01, modificatorios de la ley 22. 285. Pronunciamiento inoficioso. Inexistencia de gravamen y de un interés actual que deba recibir respuesta de la Corte Suprema


      Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. El Tribunal ha señalado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. Ello es así, porque la Corte debe resolver una disputa actual y concreta entre las partes que configure un "caso" susceptible de ser sometido a los jueces, ya que el poder de juzgar ha de ejercerse en la medida en que perdure la situación de conflicto de intereses contrapuestos en el marco de una "controversia". La Corte también tiene dicho que para instar el ejercicio de su jurisdicción, tanto originaria como apelada, es necesario que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a una cuestión abstracta, como sería la que pudiera plantear quien ya, carece de interés económico o jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse, situación que se configura en la causa Cuando no se advierte la presencia de un interés actual que deba recibir una respuesta de la Corte Suprema, le está vedado expedirse sobre planteos que han devenido abstractos


      Televisión litoral S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción declarativa


      T.168, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia


      Conflicto de competencia. Acción declarativa de certeza. Inexistencia de gravamen y de un interés actual que deba recibir respuesta de la CSJN. Pronunciamiento inoficioso


      Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. Al respecto, el Tribunal ha señalado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. Al no advertirse la presencia en esta causa de un interés actual que deba recibir una respuesta de la Corte Suprema, toda decisión al respecto es inoficiosa, pues le está vedado expedirse sobre planteos que han devenido abstractos


      Peñaflor S.A., Bodegas Trapiche S.A., B.V.A. S.A. y Bodegas El Esteco S.A. c/ Municipalidad de Lanus s/ Acción de Inconstitucionalidad


      P.505, L.XLV,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Demanda contra Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires (ARBA). Entidad autárquica. Solicitud de medida cautelar. Aplicación del art. 6, inc. 4°, del CPCCN. Pleito ajeno a la competencia originaria de la Corte


      Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corteprevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte conlleva la necesidad de que sea titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, lo que debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. En el sub judice, según se desprende de los términos de la demanda, la Provincia de Buenos Aires no está nominal y sustancialmente demandada, toda vez que la actora dirige su pretensión contra la Agencia de Recaudación de esa provincia (ARBA), por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. Dicho organismo es una entidad autárquica de derecho público, según surge de la ley local 13. 766 (arts. 1° y 2°), no se identifica con la Provincia de Buenos Aires y no resulta aforada a esta instancia


      Masoero Carmine SRL c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires (ARBA) S/ Medida cautelar


      M.774, L.XLVII,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de daños y perjuicios individuales a raíz de tareas de dragado del río Paraná de las Palmas. Supuesta conexidad con causa de daño ambiental. Cuestión ajena a la competencia de la Corte Suprema. Precedentes “Mendoza” y “Barreto”


      El sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que según se desprende de los términos delescrito de inicio, los actores dirigen su demanda contra una Sociedad Anónima, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal. Las demandas referidas al resarcimiento de la lesión de bienes individuales, sufridas como consecuencia indirecta de la agresión al ambiente, no son acumulables a las reclamaciones que tienen por objeto la defensa de este último, puesto que en tales pretensiones la materia se rige por el derecho público local y corresponde al resorte exclusivo de los gobiernos provinciales, según lo dispuesto en los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional y la doctrina sentada por la Corte


      Pantano, Liliana c/ Hidrovía S.A. s/ Daños y perjuicios


      P.520, L.XLVII,8 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de daños y perjuicios. Supuesta responsabilidad extracontractual de una provincia por “falta de servicio”: cuestión no delegada a la Nación. Corresponde a la competencia ordinaria. Precedente "Barreto"


      Cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal -o sea, cuando se rige por el derecho público local, o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería-, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal. La actora imputa responsabilidad extracontractual a la provincia demandada en razón de la presunta "falta de servicio" en que habrían incurrido algunos de sus órganos judiciales, cuestión de índole provincial y de competencia de los poderes locales materia regida por su derecho público que no ha sido delegada a laNación, lo cual determina que su conocimiento y resolución competa a los jueces provinciales. A partir de Fallos: 329:759 ("Barreto") la Corte modificó su doctrina sobre el concepto de "causa civil", al que se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, excluyendo de dicho concepto a los casos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido un órgano estatal, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al derecho administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales conocer en aquellos, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho


      Alberto Pasqualini e Hijos S.A. c/ Provincia de Catamarca s/ Cobro de pesos por daños y perjuicios


      A.1116, L.XLVII,1 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte Suprema. Remisión a lo resuelto en autos G. 2462, L. XLI "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ cumplimiento de contrato y cobro de pesos", sentencia del 18 de diciembre de 2007, publicada en Fallos: 330:5279


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neuquen, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


      G.57, L.XLVII,10 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Originaria


      Acción declarativa entablada contra una provincia. Examen de normas y actos provinciales para la resolución del pleito: improcedencia competencia originaria de la Corte. Materiatípicamente administrativa: empleo público. Competencia de la justicia local


      No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, sino que resulta necesario además que la materia tenga un manifiesto contenido federal o se trate de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidos aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. La cuestión planteada exige revisar disposiciones normativas dictadas por autoridades de la provincia demandada en ejercicio de las facultades reservadas por los arts. 121 y 122 de la Constitución Nacional, lo cual implica una injustificada intromisión de V. E. en las potestades propias del gobierno local. El fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local, ya que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales. Tampoco hace variar la solución propiciada, el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales y de derechos reconocidos en tratados internacionales incorporados a la Ley Fundamental, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta, por sí sola, las causas que de ella surjan al fuero federal, que sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que no se presentan en autos


      Asociación Sindical de Profesionales de la Salud de la Provincia de Buenos Aires c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      A.224, L.XLVII, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Agentes de retención de los aportes correspondientes al personal docente sujeto a relación de empleo privado (ley nacional 20. 744 de Contrato de Trabajo). Sistema complementario. Citación como tercero a la provincia de Buenos Aires: supuesto agente de retención. Ausencia de interés directo que justifique su intervención. Improcedencia competencia originaria de la Corte


      A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. Ese requisito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia bajo examen, no se encuentra cumplido en autos. El instituto de la intervención de terceros reviste carácter excepcional y su admisión debe ser interpretada en forma restrictiva, especialmente cuando mediante el éxito de su solicitud podría quedar librada a las partes del proceso la determinación de la competencia originaria de la Corte. Por lo tanto, resulta exigible a quien pretende la carga de demostrar que se trata de alguno de los supuestos que autorizan a disponerla, esto es, la afectación de un interés propio o la presencia de una comunidad de controversia con las partes, que pueda traer aparejada una futura acción de regreso contra el tercero. El actorno ha expuesto adecuadamente las razones por las que considera procedente o necesaria la intervención de la Provincia de Buenos Aires, pues las circunstancias reseñadas no evidencian que sea ella quien deba retener los aportes de los docentes privados que reclama la Caja Complementaria sino que ésta es una obligación expresa del empleador, lo cual surge de la interpretación de los arts. 11 de la ley nacional 24. 049 de Transferencia de los Servicios Educativos, 14 y 27 de la ley nacional 22. 804, que crea el sistema complementario previsional, modificada por la ley 23. 646, y 80 de la ley nacional 20. 744 de Contrato de Trabajo. En tales condiciones, el actor es quien debe actuar como agente de retención respecto los docentes que se encuentren bajo su dependencia y la provincia solo en cuanto a aquellos que revistan la calidad de empleados públicos locales, circunstancia esta última que no es la debatida en el sub judice


      Instituto Parroquial Stella Maris c/ Buenos Aires, provincia de y otra s/ Nulidad de acto administrativo


      I.139, L.XLVI, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la CSJN: acción de amparo. Improcedencia. Acumulación subjetiva de pretensiones contra una provincia y el Banco Central de la República Argentina. Ausencia de calidad de aforado en forma autónoma a la instancia de competencia originaria. Naturaleza jurídica de las leyes convenio: parte del derecho público provincial


      El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en la instancia originaria, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16. 986. En este sentido, en la causa, no procede la competencia originaria por la naturaleza de las partes co-demandadas, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones intentada por la actora contra la Provincia de Corrientes y el Banco Central de la República Argentina resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, para concluir que dicho litisconsorcio pasivo resulta necesario según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pudiendo demandar el actor a cada uno en el fuero correspondiente: local o federal, según el caso. En segundo término, cabe recordar que también tiene dicho reiteradamente el Tribunal que no basta con que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, ya que resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que versa el pleito, esto es, que se trate deuna cuestión de naturaleza directa y exclusivamente federal. De esta manera, según se desprende de la exposición de los hechos efectuada por el actor en la demanda, el amparo se sustenta en un doble orden de razones: por un lado, en la presunta inconstitucionalidad de la autorización dada al Poder Ejecutivo provincial, por medio de una ley local, para emitir LETES, y por otro, en su ilegitimidad a la luz de las disposiciones del régimen federal de responsabilidad fiscal. En consecuencia, el planteamiento que se efectúa resulta análogo al considerado por V. E. in re "Papel Misionero" (Fallos: 332: 1 007). En efecto, allí se restableció el criterio de que las leyes-convenio (entre las quecabe incluir al régimen federal de responsabilidad fiscal, que fue ratificado por la legislatura correntina mediante la ley 5. 639), hacen parte, aunque con diversa jerarquía, del derecho público provincial, por lo que su mentada violación no abre la instancia originaria ante esa Corte. En tales condiciones, la Provincia de Corrientes deberá ser emplazada ante sus propios jueces (arts. 5°, 121 y siguientes de la Constitución Nacional), pudiendo ser demandado el Banco Central de la República Argentina ante la justicia federal, en donde éste encontrará satisfecho su privilegio (art. 116 de la Ley Fundamental)


      Aquino Britos, Armando Rafael c/ Corrientes, Provincia de y otro s/ Amparo


      A.1094, L.XLVI, 3 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Ejecución de certificado de deuda por expensas contra una provincia. Fundamento en normas de derecho común: carácter civil a la materia del pleito. Distinta vecindad del actor con la provincia demandada: competencia originaria de la Corte


      Remisión dictamen emitido en la causa A. 373, L. XLII, "A. F. I. P. c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución fiscal", no obstante lo resuelto por el Tribunal en la causa "Ontivero", Fallos: 329:218. La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate


      Cons. Prop. Tucumán 839/843 c/ Río Negro, provincia de s/ Ejecución de expensas


      C.370, L.XLVII,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Improcedencia de la competencia originaria de la CSJN. Acción de amparo. Pretensión de inconstitucionalidad del régimen nacional de elecciones primarias abiertas, simultáneas y obligatorias aprobado por la ley nacional 26. 571 y reglamentado por los decretos 443/11, 444/11 y 445/11. Carácter taxativo de los casos en que la CSJN ejercerá su competencia originaria y exclusiva (art. 17 CN)


      La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. Por lo tanto, el Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Sobre tales bases, el sub judice no corresponde a la instancia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos del escrito de inicio, el acto que se impugna ha emanado del Estado Nacional -el régimen nacional de elecciones primarias abiertas, simultáneas y obligatorias aprobado por la ley 26. 571 y reglamentado por los decretos 443/11, 444/11 y 445/11-, y fundamentalmente la pretensión no se dirige contra una Provincia argentina, único supuesto que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilita la tramitación de! pleito ante los estrados del Tribunal. En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, y sin perjuicio de que las cuestiones federales que sesusciten en la causa puedan ser resueltas por el Tribunal, por medio del recurso previsto a tal fin por el art. 14 de la ley 48, el proceso resulta ajeno a la instancia originaria del Tribunal


      Vargas, Otto César y otros s/ amparo


      V.307, L.XLVII, 13 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Pretensión expropiatoria de una provincia de terrenos que pertenecen al Estado Nacional. Solicitud de medida cautelar: competencia del juez que deba conocer en el proceso principal. Competencia originaria de la Corte ratione personae


      Toda vez que una entidad nacional, la Administración de Infraestructuras Ferroviarias Sociedad del Estado -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a la Provincia de San Luis -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria


      Administración de Infraestructuras Ferroviarias Sociedad del Estado (ADIFSE) c/ San Luis, provincia de s/ Medida cautelar


      A.181, L.XLVII, 28 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Pueblos Indígenas. Procedencia de la competencia originaria de la Corte. Derecho ambiental. Derechos a la identidad, participación y consulta. Exploración y explotación minera. Recurso natural de carácter interjurisdiccional. Litisconsorcio pasivo necesario


      En los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y lacausa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7º, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25. 675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". Para que proceda la competencia federal en razón de la materia ambiental, en primer término hay que delimitar el ámbito territorial afectado, pues, como lo ha previsto el legislador nacional, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que tiene que tratarse de un asunto que incluya problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires o internacional. Se cumplen dichos recaudos cuando las comunidades indígenas actoras pretenden tutelar mediante una acción de amparo sus derechos a la identidad y a la consulta respecto del proceso de exploración y explotación de litio y borato sobre un recurso natural de carácter interjurisdiccional como lo son las Salinas Grandes, que constituyen un recurso natural único, que abarca los departamentos de Cochinoca y Tumbaya de la Provincia de Jujuy y los departamentos de La Poma y Cobres de la Provincia de Salta, y que también integra la Sub-Cuenca de la Laguna de Guayatayoc - Salinas Grandes. En consecuencia, puede afirmarse que la controversia es común a ambas provincias, en cuanto concurren en la causa los extremos que autorizan a considerar la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario, de conformidad con lo dispuesto en el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en razón de la propia naturaleza de la relación jurídicacontrovertida que vincula a las partes en el proceso, la cual es de carácter inescindible, pues exige ineludiblemente la integración de la litis con los titulares del dominio del recurso natural presuntamente afectado, a los fines de que la sentencia pueda ser pronunciada útilmente, esto es, para que, en su caso, ambos deban recomponer


      Comunidad aborigen santuario Tres pozos y otros c/ Jujuy, provincia de y otros s/ Amparo


      C.1196, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha I. 139, L. XLVI, "Instituto Parroquial Stella Maris c/ Buenos Aires, provincia de y otra s/ Nulidad de acto administrativo"


      El pleito no corresponde a la competencia originaria de la Corte al no ser parte una provincia


      Instituto Apostolado Católico c/ Buenos Aires, provincia de y otra s/ Nulidad de acto administrativo


      I.140, L.XLVI, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa I. 139, L. XLVI, "Instituto Parroquial Stella Maris c/ Buenos Aires, provincia de y otra s/ Nulidad de acto administrativo"


      El pleito no corresponde a la competencia originaria de la Corte al no ser parte una provincia


      Instituto José Manuel Estrada c/ Buenos Aires, provincia de y otra s/ Nulidad de acto administrativo


      I.137, L.XLVI, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa I. 139, L. XLVI, "Instituto Parroquial Stella Maris c/ Buenos Aires, provincia de y otra s/ Nulidad de acto administrativo"


      El pleito no corresponde a la competencia originaria de la Corte al no ser parte una provincia


      Instituto Privado El Castillo c/ Buenos Aires, provincia de y otra s/ Nulidad de acto administrativo


      I.138, L.XLVI, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Acción de amparo ambiental. Ley General del Ambiente. Explotación de yacimiento minero. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Ausencia del requisito de afectación de un recurso ambiental interjurisdiccional. Ejercicio del poder de policía ambiental: derecho público local. Inexistencia litisconsorcio pasivo necesario. Provincias demandadas: ante tribunales locales, dado que la materia integra el derecho público provincial. Estado Nacional: Jurisdicción federal


      En los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7°, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25. 675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". La Corte a través de distintos precedentes ha delineado los criterios a tener en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo que en primer término debe delimitarse el ámbito territorial afectado, pues, como lo ha previsto el legislador nacional, debe tratarse de un recursoambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que abarque a más de una jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires o internacional, puesto que debe tratarse de un asunto que incluya problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción. En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda y del resumen ejecutivo del informe de impacto ambiental que se acompaña, no se ha demostrado que el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales, tal como lo exige el legislador, en el art. 7° de la ley nacional 25. 675 General del Ambiente, y la doctrina del Tribunal señalada. Según la etapa de la actividad de la que se trate, el poder de policía ambiental deberá ser ejercido por las distintas jurisdicciones en que éstas se concreten. Tal conclusión es la que debe extraerse de la propia Constitución Nacional, pues si bien el constituyente otorga poderes a la Nación para dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, reconoce expresamente en primer término la potestad en materia de protección ambiental en cabeza de las autoridades provinciales (art. 41, tercer párrafo de la Constitución Nacional). No existen motivos suficientes para concluir que el litisconsorcio pasivo sea necesario en los términos del art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pues la relación jurídica que vincula a los sujetos procesales pasivos en el pleito no es inescindible, de modo tal que la sentencia de mérito debiera ser pronunciada indefectiblemente frente a todos ellos, sino que, por el contrario, la actora pretende obtener una sentencia condenatoria que exija a las distintas jurisdicciones ejercer sus atribuciones en materia deprotección medio ambiental, según la etapa del proyecto que se desarrolle en cada una de ellas


      Comunidad del Pueblo Diaguita de Andalgalá c/ Catamarca, Provincia de y otros s/ Amparo ambiental


      C.284, L.XLVII, 23 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Acción de amparo ambiental. Vertido de líquidos c1oacales sin tratamiento (crudos) al Lago Nahuel Huapí. Contaminación de un recurso ambiental interjurisdiccional. Ley 25. 675 General del Ambiente. Citación como tercero a la Administración de Parques Nacionales. Competencia originaria de la Corte Suprema


      El juicio versa sobre la contaminación de un recurso ambiental interjurisdiccional, compartido por las Provincias de Río Negro y Neuquén, el cual está ubicado dentro del Parque Nacional Nahuel Huapí, por lo que el requisito exigido por el legislador en el art. 7° de la ley 25. 675 General del Ambiente se encuentra cumplido. Así, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto carácter federal, en la cual concurre también con una entidad nacional, la Administración de Parques Nacionales, que fue citada como tercero al pleito


      Defensoría del Pueblo de la provincia de Río Negro c/ Río Negro, provincia de y otros s/ Amparo


      D.230, L.XLVII,11 de Octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Acción de amparo contra el Estado Nacional. Leyes 17. 319 de Hidrocarburos y 20. 680 de abastecimiento. Competencia originaria de la Corte


      El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1º del decreto-ley 1. 285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16. 986. Sentado lo expuesto, en el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte, en atención a la naturaleza de las partes del proceso, toda vez que la Provincia de Catamarca, a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, por lo que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar el pleito en esta instancia originaria. Asimismo, la materia objeto del pleito, hidrocarburos, que está regida por las leyes nacionales 17. 319 y 26. 197 reviste un manifiesto contenido federal


      Catamarca, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


      C.728, L.XLVII,1 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Acción de amparo. Reclamo de pago de haberes. Cuestionamiento a resoluciones del Superior Tribunal de Justicia de Chaco. Falta de contenido federal. Cuestión ajena a la competencia de la Corte Suprema


      En el sub lite, la materia del pleito no reviste manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según sedesprende de los términos de la demanda, los actores cuestionan resoluciones de los magistrados integrantes del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia del Chaco, que fueron dictadas, en principio, en ejercicio de las competencias provinciales previstas en los arts. 121, 122 y 124 de la Constitución Nacional no delegadas al Estado Nacional. Al respecto se ha sostenido que si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles la causa no es del resorte de la Corte. No obsta a lo expuesto, el hecho de que los actores invoquen el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia, no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional (art. 18, segunda parte, de la ley nacional 16. 986), cuestión que no se ha demostrado en autos. Por otra parte, tampoco se logra individualizar ni concretar los hechos y las omisiones de carácter antijurídico en que habrían incurrido las autoridades nacionales de los que se derive un daño para los actores, por lo que no se advierte que el Estado Nacional esté sustancialmente demandado en autos, esto es que tenga un interés directo en el pleito que surja en forma manifiesta de la realidad jurídica


      Albertengo, Ana y otro c/ Chaco, provincia del y otro s/ Amparo


      A.791, L.XLVII,11 de Octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Acción de lesividad promovida por el Estado Nacional contra una Provincia. Corresponde la competencia originaria de la C. S. J. N ratione personae


      En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que el Estado Nacional-con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a la Provincia de San Luis -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria


      Estado Nacional c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción de lesividad


      E.102, L.XLVII,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de certeza. Impuesto de sellos. Pretensión fiscal de la provincia de gravar cartas de oferta con aceptación tácita. Régimen federal de telecomunicaciones. Cuestión federal. Corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema


      El objeto de esta pretensión se vincula con actos locales relativos a la potestad de aplicar un impuesto provincial y su correlativa obligación de pagarlo, aspectos que exceden lo inherente a la función recaudadora asignada actualmente a la Dirección General de Rentas de la Provincia de Misiones. La Provincia de Misiones tiene interés directo en el pleito y se le debe reconocer el carácter de parte sustancial, más allá de la naturaleza de entidad autárquica que reviste la Dirección General de Rentas local. La actora funda su pretensión directa y exclusivamente en cláusulas de la Constitución Nacional y en las disposiciones federales que regulan las telecomunicaciones. Así, la cuestión federal es exclusiva en tanto lo medular del planteamiento remite necesariamente a desentrañar el sentido y alcance de los referidos preceptos federales, cuya adecuadahermenéutica resulta esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se invoca. Además, toda vez que el asunto exige dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia de telecomunicaciones, la acción se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional. En razón de lo expuesto, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte


      Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      T.392, L.XLVII,23 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de inconstitucionalidad. Demanda contra el Estado Nacional. Remisión a lo dictaminado en las causas: “S. 191, L. XLV”, “S. 827, L. XLV”, y “S. 314, L. XLV”. Corresponde a la competencia originaria de la Corte


      San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      S.122, L.XLVII, 21 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Acción declarativa entablada contra una provincia. Régimen Federal de los Hidrocarburos: materia con carácter federal. Preservación de las órbitas de competencia entre Nación y provincia. Competencia originaria de la Corte


      Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los preceptos federales que regulan lo referente a la duración de losperíodos de exploración hidrocarburífera y a las regalías y cánones, como así también de las disposiciones de la Constitución Nacional que establecen la competencia federal y la originaria de la Corte Suprema y de las cláusulas de los tratados internacionales sobre protección recíproca de inversiones que prevén la jurisdicción del CIADI, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Además, toda vez que la cuestión exige dilucidar si el accionar de la Provincia interfiere el ámbito que le es propio a la Nación en materia de hidrocarburos, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora- el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal


      Pan American Energy LCC Sucursal Argentina c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      P.711, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Acción declarativa. Impuesto sobre los ingresos provenientes del servicio de llamadas internacionales salientes. Principio de territorialidad. Art. 75, incisos 13, 14 y 18, de la CN. Competencia originaria: manifiesto contenido federal


      Toda vez que el asunto exige dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia de telecomunicaciones (ley 19.798), la acción se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 20, inc. 10, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora- el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte


      Telecom Argentina S.A. c/ Corrientes, provincia de s/ Acción declarativa


      T.4, L.XLVII, 22 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Amparo ambiental. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Ausencia del carácter de parte sustancial de la provincia demandada


      Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte conlleva la necesidad de que sea titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, lo que debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. El alcance de la pretensión no permite atribuirle a la Provincia de Misiones el carácter de parte adversa, pues el objeto del litigio demuestra que es el Estado Nacional el sujeto pasivo legitimado que integra la relación jurídica sustancial, en tanto esel único que resultaría obligado y con posibilidades de cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado, en el supuesto de admitirse la demanda


      Seró, Liliana y otros c/ Misiones, provincia de y otro s/ Amparo ambiental


      S.947, L.XLVII, 7 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Amparo contra municipio, provincia y Estado Nacional. Menor que posee una discapacidad. Derecho a la vida, salud y vivienda: garantías que no son exclusivamente federales sino concurrentes con el derecho público local por estar previstas en las constituciones provinciales. Contienda negativa de competencia. Improcedencia trámite ante la Corte. Ausencia litisconsorcio pasivo. Remisión. Atribución de justicia provincial


      Si bien se desprende de la documentación obrante que la parte actora realizó intimaciones a la Municipalidad de San Andrés de Giles y al Instituto de la Vivienda de la Provincia de Buenos Aires a fin de obtener la satisfacción de sus reclamos, no surge que haya actuado de esa forma respecto del Estado Nacional. En el presente caso, no media incumplimiento alguno por parte del Estado Nacional que justifique la presente acción de amparo en su contra. Aún cuando se considerara que el Estado Nacional tiene legitimación pasiva frente al reclamo de la parte actora, la acumulación subjetiva de pretensiones intentada en autos resulta inadmisible, a la luz de las razones expuestas por este Ministerio Público in re R. 764, XLII, "Rebull, Gustavo Prion c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Amparo", compartido por el Tribunal en su sentencia del 18 de julio de 2006, y su cita -causa M. 1569, XL, "Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios", sentencia del 20 de junio de 2006-, cuyos fundamentos doy por reproducidos brevitatis causae, todavez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas, en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal -o sea, cuando se rige por el derecho público local, o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería-, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal


      C., Juan José y otra c/ Municipalidad de San Andrés de Giles y otros s/ Amparo - Medida cautelar


      COMP.865, L.XLVII, 26 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Amparo contra una Provincia y el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte: requisitos. Falta de manifiesto contenido federal


      El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16. 986. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales, circunstancia que no se da en el sub judice, pues la materia del pleito no reviste manifiesto contenido federal. En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, la acción de amparo intentada resulta ajena a esta instancia


      Guiñazú, Lidia Haydee c/ San Juan, provincia de y otro s/ Amparo


      G.230, L.XLVII, 9 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia. Amparo ambiental. Daño ambiental colectivo. Contaminación de recursos naturales de carácter interjurisdiccional. Competencia originaria de la Corte. Criterios que a tener en cuenta para determinar la procedencia de competencia federal en razón de la materia ambiental


      El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo tramite ante la Corte, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts.116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16. 986. Al respecto, corresponde señalar que en los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7°, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25. 675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación ocontaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales”. En tal sentido, la Corte ha delineado los criterios que se deben tener en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo, en primer término que hay que delimitar el ámbito territorial afectado, pues, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que tiene que tratarse de un asunto que incluya criterios que se deben tener en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental


      Santiago del Estero, provincia de c/ Cia Azucarera Concepción S.A. y otro s/ Amparo ambiental


      S.61, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Daños y perjuicios provocados por inundaciones. Demanda contra el Estado Nacional. Obras hídricas. Desagote de la lagunaLa Picasa. Citación a las provincias de Buenos Aires y Santa Fe. Competencia originaria de la Corte Suprema ratione personae


      Para que una provincia pueda ser tenida como parte -ya sea como actora, demandada o tercero- y proceda, por ende, la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda, ambas provincias tienen a su cargo la ejecución de las obras hidráulicas respecto de cuyos efectos se agravia la actora, en función, por un lado, del "Plan Maestro Integral para el Control de Inundaciones de la Cuenca del Río Salado", celebrado entre la Secretaría de Obras Públicas de la Nación y la Provincia de Buenos Aires, y, por el otro, del "Convenio Marco Buenos Aires-Santa Fe" suscripto entre las provincias de Buenos Aires-Santa Fe. En tales condiciones, dicha circunstancia determina la procedencia inexcusable de la citación de las provincias, en cuanto resulta nítido que la controversia les es común a ambas


      Chanchi Hue S.A. c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      C.994, L.XLVII, 14 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Daños y perjuicios sufridos por accidente de tránsito ocurrido en autopista. Actor domiciliado en provincia. Demanda contra CABA y concesionaria. Improcedencia competencia originaria y exclusiva de la Corte


      Cabe recordar que el Tribunal puede asumir su competencia originaria y exclusiva solo cuando el asunto concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, es parte unaprovincia, o se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. l°, del decreto-ley 1285/58. El sub judice no corresponde a la competencia originaria de V. E. , toda vez que según se desprende de los términos del escrito de inicio -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306: 1 056; 308: 1239 y 2230- el actor entabló su demanda contra la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la cual no es una provincia argentina, requisito indispensable para que esta surja, por lo tanto no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal


      Ruiz, Eduardo c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y otro s/ Daños y perjuicios


      R.498, L.XLVII, 1 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda contra ARBA. Retenciones indebidas en concepto de impuesto a los ingresos brutos. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Entidad autárquica de derecho público


      La actora, si bien dirige su pretensión nominalmente contra la Provincia de Buenos Aires y ARBA, sólo esta última estaría sustancialmente demandada, puesto que es quien ordenó incorrectamente la retención de las sumas de dinero de sus cuentas bancarias y quien, luego de reconocer su error, decidió su restitución y la exclusión de la empresa del padrón de contribuyentes. Dicho organismo es una entidad autárquica de derecho público, según surge de la ley local 13. 766 (arts. 1 y 2), no se identifica con la Provincia de Buenos Aires y no resultaaforada a esta instancia. Esa entidad es la única que reviste el carácter de titular de la relación jurídica sustancial que da fundamento a esta acción, en tanto es el sujeto que emitió los actos que violan los derechos y garantías constitucionales que se denuncian y quien sería también la única que resultaría obligada y con posibilidades ciertas de restituirlos. En el caso se cuestionan aspectos inherentes a las funciones asignadas al órgano de la administración fiscal, cuya finalidad consiste en la ejecución de la política tributaria mediante la determinación, fiscalización y percepción de los tributos y accesorios dispuestos por las normas legales que dicte la Provincia de Buenos Aires (arts. 3 y 4 de la ley 13. 766), que no se vinculan con la potestad legislativa, ni con la potestad y la obligación tributarias en sí mismas


      I.D.M. S.A. c/ Buenos Aires, provincia de y otra s/ Cobro de sumas de dinero y daños y perjuicios


      I.314, L.XLVII, 29 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia por ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23. 660 y 23. 661. Obras sociales y seguro nacional de salud: naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte


      Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23. 660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -in re: "Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales


      OSPLAD c/ Salta, provincia s/ Ejecución fiscal


      O.212, L.XLVII,11 de Octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Diferencias en el pago de regalías hidrocarburíferas. Remisión dictámenes de las causas Y. 19, L. XLII, "YPF S. A. c/ Neuquén, provincia del s/ Medida cautelar" y E. 113, L. XLV, "Enap Sipetrol Argentina S. A. c/ Chubut, provincia de s/ Medida cautelar"


      El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte


      YPF S.A. c/ La Pampa, provincia de y otro s/ Impugnación de acto administrativo


      Y.29, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Indemnización por daños y perjuicios. Improcedencia competencia originaria de la Corte: materia del pleito de derecho público local


      La cuestión de competencia en examen resulta análoga a las resueltas por el Tribunal en las causa “Aguilar", Fallos: 329:2069, E. 355, XXXIX, "Entre Ríos, Provincia de c/ Amado, Héctor Hernán y otra s/ Daños y perjuicios", Fallos: 332:97, H. 213, XLII, Heredia, Jorge Hugo c/ Provincia de Buenos Aires " y L. 232, XLV, "López, Luis José c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios", y lo resuelto por V. E. en la causa "Barreto" (Fallos: 329:759)


      Acosta, Esteban Emilio y otro c/ Santa Fe, provincia de s/ Daños y perjuicios


      A.604, L.XLVII,6 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda contra un estado extranjero: no resulta aforado a la instancia originaria


      El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58


      Ben, Haydee Cristina y otros c/ República de Paraguay s/ Ordinario


      B.614, L.XLV, 31 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de daños contra el Estado Nacional y contra una Provincia. Inexistencia de litisconsorcio pasivo. Proceso ajeno a la competencia originaria de la CSJN


      No procede la competencia originaria de la Corte, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones que voluntariamente formuló el actor contra la Provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional resulta inadmisible, a la luz de las razones expuestas por la Corte Suprema en su sentencia publicada en Fallos: 329:2316, causa "Mendoza". Tampoco existen motivos suficientes para concluir que el litisconsorcio pasivo sea necesario pues, como allí se indicó, la relación jurídica que vincula a las partes en el pleito no es común e indivisible, como lo requiere el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sino que, por el contrario, el actor trata de obtener una sentencia condenatoria que exija a la provincia y al Estado Nacional el cumplimiento de obligaciones de dar sumas de dinero, cuyas pretensiones tolerarían un tratamiento procesal independiente. En consecuencia, las reclamaciones pretendidas por el actor deben ser formuladas ante los tribunales que resultaren competentes, cuya determinación surgirá según que se demande al Estado Nacional,a quien únicamente corresponde litigar ante la jurisdicción federal (art. 116 de la Constitución Nacional, ley 48, arts. 2°, inc. 61 y 12; ley 1893, art. 111, inc. 5°), o a la Provincia de Buenos Aires que en esta materia sólo puede ser demandada, con arreglo a lo dispuesto en los arts. 121, 122 Y 124 de la Constitución Nacional, ante sus propios tribunales locales


      Natalini, Adrián Claudio c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y otros s/ Daños y perjuicios


      N.51, L.XLVII, 9 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda por daño ambiental contra el Estado Nacional, una provincia y una empresa concesionaria estatal. Método dragado y disposición final de residuos. Competencia originaria de la Corte: existencia del carácter interjurisdiccional de la cuestión


      Corresponde a la competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, puesto que el factor degradante denunciado se encuentra ubicado en jurisdicción federal, y el daño ocasionado como consecuencia de esa actividad se produce en jurisdicción local, pues en el límite entre ambos recursos naturales, produce un impacto ambiental directo sobre éste. Por lo tanto, concurren en la causa los extremos que autorizan a considerar la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario, de conformidad con lo dispuesto en el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en razón de la propia naturaleza de la relación jurídica controvertida que vincula a las partes en el proceso, la cual, es de carácter inescindible, pues exige ineludiblemente la integración de la litis con los titulares del dominio de ambos recursos naturales, es decir, el del recurso federal sobre el cual se efectúa la actividad dañosa y el del recurso local sobre el cual aquéllaimpacta y que se busca recomponer, a los fines de que la sentencia pueda ser pronunciada útilmente. Toda vez que se encuentran demandados el Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional- y la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria


      Nordi, Amneris Lelia c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daño ambiental


      N.180, L.XLVI,14 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda por daños y perjuicios derivados de mala praxis médica contra una provincia y una entidad nacional. No corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae: la cuestión del litigio no reviste naturaleza civil. Competencia local o competencia federal según el demandado


      No corresponde a la competencia originaria de la Corte en razón de las personas a quienes se demanda. Es doctrina de la Corte Suprema que la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora contra una provincia y una entidad nacional resulta inadmisible, en tanto ninguna de ellas es aforada en forma autónoma a esta instancia, ni existen, en principio, motivos suficientes para concluir que el litisconsorcio pasivo sea necesario, pues la relación jurídica que vincula a las partes en el pleito no es común e indivisible, como lo requiere el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sino que, por el contrario, la actora pretende obtener una sentencia condenatoria que exija a los demandados el cumplimiento de obligaciones dedar sumas de dinero, cuyas pretensiones tolerarían un tratamiento procesal independiente. Tampoco se configuran en el sub lite las hipótesis que autorizan a declarar la instancia originaria del Tribunal cuando una provincia es parte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°), del decreto-ley 1285/58, toda vez que la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. La imputación de responsabilidad extracontractual a la provincia demandada por la presunta falta de servicios en que habrían incurrido sus órganos es materia que está regida por el derecho público local y, en consecuencia, corresponde al resorte exclusivo de los jueces provinciales, según lo dispuesto en los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional y la doctrina sentada por la Corte in re "Barreto". En consecuencia, su reclamo deberá ser formulado ante los tribunales que resulten competentes, cuya determinación surgirá según que se demande a la Provincia, en cuyo caso al versar el pleito sobre una materia regida por el derecho público provincial será ante sus propios tribunales (arts. 121, 122 y 124 de la Constitución Nacional), o que se demande a la Universidad Tecnológica Nacional, a quien únicamente corresponde litigar ante la jurisdicción federal, ya que es un organismo desconcentrado de la Universidad, de conformidad con la ordenanza 698 del Consejo Superior Universitario. Es de índole taxativa la competencia dispuesta en el art. 117 de la Constitución Nacional, impidiendo ser extendida a otros casos no previstos, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo"


      Pettean, Elena Amalia y otro c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, provincia de s/ Daños y perjuicios


      P.322, L.XLVII,15 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda promovida por el G. C. B. A. contra la Obra Social. Remisión al dictamen de la causa G. 230, L. XLVI, Originario, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social Dirección nacional de Vialidad s/ Ejecución fiscal”. Proceso ajeno a la competencia originaria de la C. S. J. N


      Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Obra Social del Personal de la Industria del Cuero y Afines s/ Ejecución fiscal


      G.345, L.XLVII,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda promovida por una Provincia contra una entidad nacional. Competencia originaria de la C. S. J. N. ratione personae


      La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, toda vez que la Provincia de Santiago del Estero - a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda a una entidad nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar el pleito en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito


      Superintendencia de A.R.T. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Recurso de apelación


      S.757, L.XLVI,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Ejecución fiscal promovida por el G. C. B. A. contra el Estado Nacional. Remisión al dictamen de la causa G. 230, L. XLVI, Originario, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ ObraSocial Dirección Nacional de Vialidad s/ ejecución fiscal". Proceso ajeno a la competencia originaria de la C. S. J. N


      Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución Fiscal


      G.316, L.XLVII,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Ejecución fiscal. Dirección General de Rentas de una provincia contra dependencia de otra provincia. Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación


      En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a resolver, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. Ello es así, dado que la causa se suscita entre dos provincias, la del Chubut como actora y la de Santa Cruz como demandada


      Dirección General de Rentas de la provincia de Chubut c/ Santa Cruz, provincia de s/ Ejecución fiscal


      D.278, L.XLVII,15 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Elección y nombramiento de magistrados locales. Competencia originaria de la Corte en razón de la materia. Art 117 de la Constitución Nacional


      Cabe asignarle un manifiesto contenido federal a la materia en debate toda vez que la pretensión deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, siendo su exposición una típica cuestión de esa especie, puesto que lo medular de la disputa remite directa e inmediatamente a desentrañar la inteligencia del art. 110 de la Constitución Nacional, cuya adecuada hermenéutica resultaráesencial para la justa solución de la controversia, lo que permitirá apreciar si existe la mentada violación. La Corte tiene sentado que corresponde a su competencia originaria en razón de la materia, las causas que se fundan directa y exclusivamente en prescripciones de la Constitución Nacional, en tratados con naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. En razón de que, en el caso, se pretenden resguardar las garantías previstas en los artículos 1°, 5°, 18, 31 y 110 de la Constitución Nacional, esta causa debe tramitar ante la instancia originaria del Tribunal que es de carácter exclusiva y excluyente, y que está prevista en el art. 117 de la Carta Magna, ya que el asunto se presenta como de aquellos reservados a su jurisdicción, puesto que se configura una cuestión constitucional por confrontación directa entre el art. 156, 1° párrafo, de la Constitución local y el art. 110 de la Constitución Nacional, sin necesidad de acudir al análisis y a la interpretación de otras normas del derecho público provincial, como sí lo advirtió la Corte Suprema en las causas "Tulián", "Yoma", "Lindow", "Colegio de Abogados de Tucumán", "Díaz" y "Amerisse". Ello, en virtud de que todo lo concerniente a la inamovilidad de los jueces -más allá del sustento de la pretensión, extremo que debe ser examinado al momento de dictar la sentencia definitiva-, es inherente a la naturaleza del Poder Judicial y configura uno de los principios estructurales del sistema político establecido por los constituyentes de 1853, al punto de que es uno de los dos contenidos sobre los que se asienta su independencia y que ha sido calificada por el Tribunal como una garantía en favor de todos los habitantes. La presente causa debe sustanciarse ante la Corte en instancia originaria, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal


      Federación Argentina de la Magistratura c/ Salta, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      F.880, L.XLIII, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Prerrogativas jurisdiccionales de las personas demandadas. Improcedencia acumulación subjetiva de pretensiones. Inexistencia litisconsorcio pasivo. No corresponde competencia originaria de la Corte. Estado Nacional: privilegio a ser demandado únicamente ante los tribunales federales


      Las reclamaciones del actor deben ser formuladas ante los tribunales que resultaren competentes, cuya determinación surgirá según que se demande al Estado Nacional, a quien únicamente corresponde litigar ante jurisdicción federal (art. 116 de la Constitución Nacional, ley 48, arts. 2, inc. 61 y 12; ley 1893, art. 111, inc. 5), o a la Provincia de Buenos Aires que en esta materia –que versa sobre aspectos del derecho público provincial- sólo puede ser demandada, con arreglo a lo dispuesto en los arts. 121, 122 y 124 de la Constitución Nacional, ante sus propios tribunales locales


      Salazar, Ramón Martiniano c/ Gobierno Provincia de Buenos Aires - Ministerio y otros s/ Pretensión indemnizatoria


      COMP.660, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Pretensión de cobro de impuestos sobre los ingresos brutos sobre el transporte automotor de pasajeros y afines interjurisdiccional. Precedente: "Compañía Microómnibus". Corresponde a la competencia originaria de la Corte


      Para discernir la competencia originaria es necesario examinar en cada caso si la Provincia demandada es parte sustancial en el pleito, esto es, si efectivamente tiene interés directo en él, y, porende, aptitud para cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado en el supuesto de admitirse la demanda. Si bien el objeto de esta pretensión se vincula con actos locales, la provincia tiene un interés directo en el pleito y se le debe reconocer el carácter de parte sustancial, motivo por el cual, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte un Estado local en una causa de manifiesto carácter federal


      Línea 17 S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


      L.469, L.XLVI,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Reconocimiento de la propiedad comunitaria de tierras ocupadas tradicionalmente por una comunidad aborigen. Art. 75, inc. 17, de la Constitución Nacional. Conflicto de límites entre provincias. Carácter federal de la materia en debate. Corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema


      Queda expuesto el manifiesto carácter federal de la materia en debate, por un lado, por constituir el proceso una "causa indígena" cuya interpretación debe encuadrarse dentro de los términos de los arts. 75, inc. 17, de la Constitución Nacional y 21 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en cuanto consiste sustancialmente en que ambos estados -provincial y nacional- le reconozcan a la comunidad actora su derecho de propiedad sobre las tierras ocupadas históricamente. Además, también reviste carácter federal la naturaleza del pleito en cuanto el conflicto se origina en una cuestión de límites entre las provincias de Jujuy y Salta el cual tiene influencia directa sobre el reclamo que efectúa la comunidad. El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte dos provincias enuna causa de exclusivo carácter federal, en el que, además, concurre el Estado Nacional


      Comunidad Aborigen Aguas Blancas c/ Jujuy, provincia de y otros s/ Amparo


      C.990, L.XLVII, 14 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a dictamen de la causa Y. 19, L. XLII, "YPF S. A. " (dictamen compartido en la sentencia) y causas C. 2363, L. XLII, "Capex Sociedad Anónima", C. 1564, L. XLIII, "Capex Sociedad Anónima" y A. 1144, L. XLV, "Apache Energía Argentina S. R. L. "


      El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte


      O & G Developments Ltd. S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa


      O.199, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos B. 140, XLVII, Originario "Barrick Exploraciones Argentinas S. A. y otros c/ Estado Nacional (Provincia de San Juan citada como tercero) s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", y sentencia del 7 de junio de 2011


      Corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación


      Asociación Obrera Minera Argentina (A.O.M.A.) c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa


      A.979, L.XLVII, 30 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos D. 130, L. XLV, Originario, "De la Silva, Mario Rodolfo y otros c/ Santiago del Estero,Provincia de y Estado Nacional (ANSES) s/ reajuste de haberes previsionales", el 14 de octubre de 2009


      La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación


      Abdala, María Ester y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Reajuste de haberes


      A.1036, L.XLVII,14 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos L. 238, L. XLVI, Originario, "Logística La Serenísima S. A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/acción declarativa de inconstitucionalidad" el 29 de octubre de 2010


      Molfino Hermanos Sociedad Anónima c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      M.890, L.XLVII,26 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en B. 140, XLVII, Originario "Barrick Exploraciones Argentinas S. A. y otros c/ Estado Nacional (Provincia de San Juan citada como tercero) s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"


      Corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación


      Asociación Obrera Minero Argentina Seccional Jujuy c/ Estado Nacional s/ acción declarativa de certeza


      A.832, L.XLVII, 3 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos C. 994, L. XLVII, "Chanchi - Hue S. A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ daños y perjuicios"


      Zanin, José Luis c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      Z.102, L.XLVII, 14 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en P. 502, L. XLY, "Peretti, Daniel Rugo c/ ENA – AFIP – acción declarativa de certeza"


      Fornasari, Eduardo c/ ENA AFIP s/ Acción declarativa de certeza


      F.381, L.XLV,28 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa G. 230, L. XLVI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social Dirección Nacional de Vialidad s/ ejecución fiscal". Causa ajena a la competencia originaria de la Corte al no ser parte una provincia


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Ejecución Fiscal


      G.344, L.XLVII, 3 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa D. 130, L. XLV, "De la Silva, c/ Santiago del Estero, provincia de y otro s/ Reajuste de haberes previsionales"


      La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte


      Herrera, Manuel Antonio y otros c/ Santiago del Estero, provincia de y Estado Nacional s/ Reajuste de haberes previsionales


      H.17, L.XLVII,15 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictámenes de las causas Y. 19, L. XLII, "YPF S. A. c/ Neuquén, Provincia del s/ medida cautelar" y E. 113, L. XLV, "Enap Sipetrol Argentina S. A. c/ Chubut, Provincia del s/ medidacautelar", compartidos por V. E. en sus sentencias. Competencia originaria de la Corte


      O & G Developments Ltd. S.A. c/ Salta, provincia de y otro s/ Acción declarativa


      O.117, L.XLVII, 22 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictámenes de las causas Y. 19, L. XLII, "YPF S. A. c/ Neuquén, Provincia del s/ medida cautelar" y E. 113, L. XLV, "Enap Sipetrol Argentina S. A. c/ Chubut, Provincia del s/ medida cautelar", dictámenes compartidos por V. E. en sus sentencias. Competencia originaria de la Corte


      Petrolera TDF Company S.R.L. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Incidente de medida cautelar


      P.540, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Responsabilidad extracontractual de una provincia. Presunta falta de servicios: materia regida por el derecho público local. Precedente “Barreto”. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte


      A fin de que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del decreto-ley 1. 285/58, en un juicio en que una provincia es parte, es necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Se excluye de tal naturaleza, la presunta ''falta de servicio" por entender que es una materia propia del derecho público provincial y su regulación corresponde al derechoadministrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. Corresponde la intervención de los jueces provinciales


      Morton, Otto Raul c/ Tucuman, provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


      M.990, L.XLVI, 3 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Responsabilidad extracontractual de una provincia: presunta falta de servicio. Materia regida por el derecho público local: competencia de los jueces provinciales. Inexistencia de litisconsorcio pasivo. Cuestión que no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte en razón de las personas demandadas


      Es doctrina de la Corte que la acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra la Provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional resulta inadmisible en tanto ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen, en principio, motivos suficientes para concluir que el litisconsorcio pasivo sea necesario, pues la relación jurídica que vincula a las partes en el pleito no es común e indivisible, como lo requiere el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sino que, por el contrario, los actores pretenden obtener en un futuro juicio, una sentencia condenatoria que exija a los demandados el cumplimiento de obligaciones de dar sumas de dinero, cuyas pretensiones tolerarían un tratamiento procesal independiente. Tampoco se configura las hipótesis que autorizan a disponer la competencia originaria del Tribunal cuando unaProvincia es parte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°), del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. En consecuencia, sus reclamos deberán ser formulados ante los tribunales que resulten competentes, cuya determinación surgirá según que se demande a la Provincia de Buenos Aires, que en esta materia -que versa sobre aspectos del derecho público provincial- sólo puede ser demandada, con arreglo a lo dispuesto en los arts. 121, 122 Y 124 de la Constitución Nacional, ante sus propios tribunales locales, o al Estado Nacional, a quien únicamente corresponde litigar ante la jurisdicción federal (art. 116 de la Constitución Nacional, ley 48, arts. 2°, inc. 61 y 12; ley 1893, mi. 111, inc. 5°)


      Valles, Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ordinario


      V.239, L.XLVII,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Asuntos concernientes a Embajadores, Ministros y Cónsules Extranjeros


      Competencia originaria de la Corte. Imputado que posee rango diplomático. Delito de lesiones contra un menor: necesidad de que el representante legal de la víctima manifieste si desea instar la acción penal


      Si en la causa está acreditado el rango diplomático del imputado, esa circunstancia, en principio, habilitaría la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. En tales condiciones, correspondería requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 32 de la citada convención y el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, deldecreto-ley 1285/58, para que el nombrado pueda ser sometido a juicio. Sin embargo, previo a esta diligencia, siendo la víctima menor, cabe recabar declaraciones testimoniales a aquélla y a su padre, para que éste manifieste expresamente si desea o no instar la acción penal, ya que el hecho ilícito materia del proceso requiere de la iniciativa particular para el ejercicio del ius persequendi, y dicha manifestación de voluntad no se ha producido. De tal forma, si fuere instada la acción penal la Corte está habilitada jurisdiccionalmente, pero aún no hay "causa" que justifique su intervención


      M., Hoon s/ Art. 94 del C.P


      M.475, L.XLVII,24 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte. Investigación insuficiente a los fines de establecer si la conducta afectó el órden público y la eventual responsabilidad del imputado. Falta de constatación del status diplomatico del imputado. Rechazo de la competencia originaria


      Si los escasos elementos de prueba reunidos en la causa resultan insuficientes para determinar si la conducta endilgada es susceptible de afectar el orden público penal de esta Nación y, en su caso, la eventual responsabilidad que pudiera atribuírsele en su comisión, pues una cosa es cometer delito "en la función" y otra, juzgar la idoneidad funcional de un enviado extranjero. Por otra parte, si tampoco se ha aportado la identidad del aforado, ni recabado registro del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación acerca del "status" diplomático que reviste y de su permanencia actual en el país en el ejercicio de sus funciones, cabe concluir que los extremos invocados en apoyo de la incompetencia adoptada sonprematuros para determinar si se trata de un caso de los previstos en el artículo 117 de la Constitución Nacional, por lo que corresponde rechazar la declinatoria y devolver la causa al juzgado de origen


      Cónsul de la Embajada de Perú s/ Incumplimiento


      C.501, L.XLVII,15 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte. Investigación insuficiente a los fines de establecer si los hechos pudieron afectar el orden publico. Ausencia de medidas dirigidas a corroborar la identidad y el status diplomatico de los imputados. Rechazo de la declinatoria


      Cuando los escasos elementos de prueba reunidos en la causa resulten insuficientes para determinar si la conducta endilgada a los aforados es susceptible de afectar el orden público penal de esta Nación y, en su caso, la eventual responsabilidad que pudiera atribuírseles en su comisión, pues una cosa es cometer delito "en la función" y otra, juzgar la idoneidad funcional de un enviado extranjero, y tampoco se hubiese aportado la identidad de los denunciados, ni recabado registro del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación acerca del "status" diplomático que revisten y de la permanencia actual en el país en el ejercicio de sus funciones, cabe concluir que los extremos invocados en apoyo de la incompetencia adoptada son prematuros para determinar si se trata de un caso de los previstos en el artículo 117 de la Constitución Nacional. En consecuencia, y sin perjuicio de lo que pudiera resultar como consecuencia del avance de las investigaciones, corresponde rechazar la declinatoria de competencia y devolver las actuaciones al juzgado de origen


      Embajada de la República Dominicana s/ abandono de personas


      E.112, L.XLVII,15 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Agentes diplomáticos extranjeros encausados en Argentina. Jurisdicción originaria de la Corte Suprema. Aplicación de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional. Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas


      Dado que de las constancias de la causa surge que los encausados diplomáticos se encuentran aún acreditados en nuestro país, respecto de ellos corresponde la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los articulas 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. En atención al status diplomático que revisten los nombrados en los términos de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, en el caso de que V. E. considere pertinente asumir esa prerrogativa, correspondería requerir a los Estados a los cuales representan la conformidad exigida por el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto ley 1285/58 y el artículo 32 de la citada convención para ser sometidos a juicio


      Matas, Jorge Jose y otros s/ Su presentación


      M.768, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Causas concerniente a cónsul extranjero: competencia originaria de la Corte


      Según el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la competencia originaria y exclusiva de la Corte Suprema de Justicia de la Nación el conocimiento y la decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Ello responde a la necesidad de preservar el respeto y la mutuaconsideración entre los Estados, dada la importancia y delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar, para sus representaciones diplomáticas, las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocerles para el más eficaz cumplimiento de sus funciones. Los sujetos titulares de ese privilegio son sólo los agentes extranjeros que se encuentran acreditados en nuestro país en algún cargo que les confiera "status diplomático" en los términos del art. 1 inc. e) de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961 y art. 43 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, ratificada por la ley 17. 081


      Asselborn, Nataly Jeannette y otros c/ Gularte Ruíz Díaz, Lidia Gladys y otra s/ Incidente de redargución de falsedad


      A.554, L.XLVII, 30 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte Suprema. Causas concernientes a embajadores y ministros públicos extranjeros. Requerimiento al Estado al cual representa el aforado de la conformidad para ser sometido a juicio


      Los artículos 100 y 101 de la Constitución Nacional y el artículo 24 inciso 1° del decreto ley 1285/58, en cuanto atribuyen jurisdicción originaria a la Corte Suprema para entender en las causas concernientes a embajadores y ministros públicos extranjeros, no deben considerarse referidos tan sólo a los agentes diplomáticos acreditados ante nuestro gobierno, sino también a los que se encuentren en tránsito por la República o se hallen aquí para ir a tomar posesión de sus funciones, o para reintegrarse a su cargo, o para volver a su país; diplomáticos éstos que gozan de las mismas inmunidades que los primeros, deacuerdo con lo determinado por el art. 40 de la Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas del año 1961. Ello, debe ser así en atención a que la jurisdicción originaria de la Corte Suprema respecto de los embajadores y ministros públicos extranjeros fue establecida a fin de garantizar el más eficaz cumplimiento de las funciones de aquéllos, y en virtud de la importancia y el delicado carácter de las relaciones y del trato con las potencias extranjeras


      Actuaciones de la Policía de Seguridad Aeroportuaria s/ denuncia


      A.1112, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Jurisdicción originaria de la Corte Suprema. Causas concernientes a representantes extranjeros. Art. 116 y 117 de la Constitución Nacional


      Si el imputado revestiera status diplomático en los términos del artículo 37 (2) de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, procede que la Corte declare su competencia originaria y continúe con la instrucción de la causa con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional. Previo a ello, corresponde requerir al Estado al cual el imputado representa, la conformidad exigida por el artículo 32 de la Convención citada y el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para ser sometido a juicio


      H., Matthew S. s/ Infracción art. 189 bis segundo inc. del C.P


      H.136, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Casos en que alguna Provincia es Parte


      Acción declarativa contra una provincia. Gas ácido. Cuestionamiento de disposiciones locales. Competencia originaria de la Corte al ser parte una provincia en un pleito demanifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora


      Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis es la que se presenta en el sub lite. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los preceptos federales que regulan lo referente a la liquidación y la percepción de las regalías que deben sufragar los concesionarios de yacimientos de hidrocarburos y su eventual aplicación a la actividad industrial desarrollada por la actora, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional


      Medanito S.A. c/ La Pampa, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      M.268, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Acción declarativa interpuesta por concesionarias de la explotación del proyecto minero binacional para la extracción de oro y plata denominado "Pascua Lama". Pretensión de inconstitucionalidad de la ley nacional 26. 639 del Régimen de Presupuestos Mínimos para la Protección de Glaciares y el Ambiente Periglacial. Cuestionamiento del procedimiento legislativo establecido en el art. 81 de la Constitución Nacional. Preservación de las órbitas de competencia entre los poderes delGobierno Federal y los de una provincia en materia de derecho ambiental, recursos naturales y regulación minera: causas especialmente regidas por la Constitución Nacional, art. 2, inc. 1, de la ley 48. Competencia originaria de la Corte. Provincia parte en el pleito, en una causa de manifiesto contenido federal


      Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. En cuanto al primero de los requisitos enunciados, se encuentra cumplido en autos, puesto que resulta procedente la intervención de la Provincia de San Juan, dispuesta por el Juez Federal, en su carácter de litisconsorte principal, en los términos de los arts. 90, inc. 2°, y 91, párr. segundo, del CPCCN, toda vez que dice tener un interés directo en la declaración de inconstitucionalidad de la ley nacional 26. 639 del Régimen de Presupuestos Mínimos para la Protección de Glaciares y el Ambiente Periglacial. Concurre una de las circunstancias que habilitan la intervención como tercero en el juicio de la provincia, pues existe una comunidad de controversia entre éste y las partes originarias -actora y demandados-, obviamente en relación a la causa, es decir, en cuanto a la aplicación de la ley 26. 639, en tanto es la provincia, en razón de las competencias que le confieren, en forma sustancial, los arts. 41, 121 y 124 de la Constitución Nacional, la ley 25. 675 General del Ambiente y el Código de Minería, quien reconoció el derecho a las actoras sobre las concesiones de exploración y explotación del proyecto minero binacional denominado "Pascua Lama" que se pretende tutelar. La Provincia de San Juan es parte nominal y sustancial en el pleito,de acuerdo con la doctrina del Tribunal por el interés directo que manifiesta que se contrapone con el interés del Estado Nacional en materia de preservación de los glaciares y del ambiente periglacial, lo cual hace que la sentencia que se dicte en autos le resulte obligatoria, pues de lo que aquí se resuelva dependerá la eficacia y validez de los actos locales que autorizaron la actividad minera de las actoras. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el proceso enfrentadas, por un lado la Provincia de San Juan, como litisconsorte activo -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- y por el otro el Estado Nacional que resulta ser el demandado en el pleito -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria. Con respecto al segundo de los recaudos indicados, también concurre en el proceso


      Barrick Exploraciones Argentinas S.A. y otros c/ Estado Nacional (Provincia de San Juan citada como tercero) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      B.140, L.XLVII, 16 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación: obra social y un estado provincial como partes. Demanda deducida contra una provincia por la ejecución de certificados de deuda


      El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el arto 24 de la ley nacional 23. 660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico", y unaprovincia, a quien le asiste el privilegio a la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23. 660 y 23. 661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal


      Obra Social para la actividad docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal


      O.26, L.XLVII,11 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Improcedencia de la competencia originaria de la CSJN. Municipios: entes de carácter autónomo y personas distintas de la provincia a la cual pertenecen. Instituto de Loterías y Casinos de la Provincia de Buenos Aires: entidad de carácter autárquica de derecho público. Provincia demandada que no tiene un interés directo ni es parte sustancial en el pleito


      A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte conlleva la necesidad de que sea titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, lo cual debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación detal instancia. En mérito a ello, dicho requisito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, no se verifica en autos. En efecto, según se desprende de los términos del escrito de inicio, ALEARA (Sindicato de Trabajadores de juegos de azar, entretenimiento, esparcimiento, recreación y afines de la República Argentina) pretende obtener una declaración de certeza respecto de los poderes de policía e imposición de la Municipalidad de Necochea y del Instituto de Casinos y Loterías, entidades que no se identifican con la provincia. Esto es así, en cuanto, por un lado, los municipios son entes de carácter autónomo y constituyen una persona distinta de la provincia a la cual pertenecen, y por el otro, el Instituto de Loterías y Casinos de la Provincia de Buenos Aires es una entidad de carácter autárquica de derecho público (v. art. 10 del decreto provincial 1170/92), por lo que la provincia demandada no tiene un interés directo ni es parte sustancial en el pleito. Por lo tanto, el proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte


      Aleara c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


      A.104, L.XLVII,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha B. 140, L. XLVII, "Barrick Exploraciones Argentinas S. A. y otros c/ Estado Nacional (Provincia de San Juan citada como tercero) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"


      El pleito corresponde a la competencia originaria de la Corte al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, como así también por la naturaleza de las partes enfrentadas


      Asociación Obrera Minera Argentina (A.O.M.A.) y otras c/ Estado Nacional (Provincia de San Juan citada como tercero) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      A.138, L.XLVII, 16 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Acción de amparo. Competencia originaria de la Corte: demanda contra una provincia en una causa exclusivamente federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora


      Uno de los supuestos en que ésta procede es en las causas en que es parte una provincia y la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Resulta evidente que la presente causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el art. 2, inc. 1 de la ley 48, en tanto dilucidar la pretensión de la actora exige, esencial e ineludiblemente, en forma previa, debatir un tema vinculado a la fijación de los límites territoriales entre dos provincias argentinas; facultad que el art. 75, inc. 15, de la Constitución confiere en forma exclusiva al Congreso Nacional, lo que descarta la naturaleza conjunta -federal y local- que pueda pretender asignarse a la controversia


      Borax Argentina S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Amparo


      B.1037, L.XLVII, 30 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de inconstitucional. Pretensión provincial de cobro de impuesto sobre los ingresos brutos a la actividad del juego. Trámite ante la justicia local. No procede la competencia originaria de la C. S. J. N


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. En efecto, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Esta es la hipótesis que se presenta en el sub lite, y en consecuencia, el planteamiento efectuado resulta conjunto en tanto la determinación tiene su origen en un acto administrativo local que sería violatorio no sólo de normas federales, sino también de la ley 10. 197 por la cual la Provincia de Santa Fe ratificó la ley-convenio de Coparticipación Federal 23. 548, disposición que integra el derecho público de esa provincia. En consecuencia, el proceso debe sustanciarse ante la justicia local, puesto que el sistema federal y las autonomías provinciales exigen que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de derecho público provincial, sinperjuicio de que las cuestiones de índole federal, que también puedan comprender esos pleitos, sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. Además, es dable recordar que el pago de un tributo tampoco constituye una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto administrativo, y que sólo se debe discutir en la instancia originaria la validez de un gravamen cuando es atacado como contrario "exclusivamente" a la Constitución Nacional, circunstancia que, como se indicó, no se presenta en este proceso


      Casino de Rosario S.A. c/ Santa Fe, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      C.1211, L.XLVI,28 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte ratione personae


      Toda vez que, en autos, la Provincia de San Juan dirige su pretensión contra una entidad nacional -la A. F. I. P. - la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciar la acción en esta instancia. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que en el art. 9 de la ley. 23. 473, modificado por el art. 27 de la ley 24. 463, se establezca expresamente la competencia de la Cámara Nacional de la Seguridad Social para entender en los recursos contencioso-administrativos enumerados en los incisos b), c) y d) del art. 39 bis del decreto-ley 1. 285/58, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambreconstitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales, y ella debe ser asignada en este pleito toda vez que la provincia actora interpone un recurso de apelación contra un acto de una entidad nacional


      San Juan, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Impugnación de deuda


      S.862, L.XLVI,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte ratione personae


      Toda vez que, en autos, la Provincia de San Luis dirige su pretensión contra una entidad nacional -la A. F. I. P- la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciar la acción en esta instancia. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que en el art. 9 de la ley 23. 473, modificado por el art. 27 de la ley 24. 463, se establezca expresamente la competencia de la Cámara Nacional de la Seguridad Social para entender en los recursos contencioso-administrativos, enumerados en los incisos b), c) y d) del art. 39 bis del decreto-ley 1. 285/58, toda vez, que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales, y ella debe ser asignada en este pleito toda vez que la provincia actora interpone un recurso de apelación contra un acto de una entidad nacional


      San Luis, provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Impugnación de deuda


      S.452, L.XLVI,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Parte una provincia. Servicio oficial de correos. Correo Oficial de la República Argentina S. A. Entidad nacional. Potestad tributaria provincial que interfiere en el ámbito nacional


      En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, éste corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae. En tal sentido, la provincia de Misiones tiene un interés directo en el pleito y se le debe reconocer el carácter de parte sustancial junto con la Dirección General de Rentas, sin perjuicio de su condición de entidad autárquica. En efecto, toda vez que es demandada la Provincia de Misiones, a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, y una entidad nacional (v. decreto 721/04, por el que se constituyó Correo Oficial de la República Argentina S. A. , y resolución 440/04 del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, mediante la que se aprobó su Acta Constitutiva de Estatutos), que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia. Por otra parte, la causa también corresponde a la instancia originaria de la Corte, por ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, toda vez que el planteamiento que efectúa la actora exige dilucidar si la potestad tributaria que pretende ejercer la 'provincia' interfiere el ámbito que le es propio a la Nación en tomo al servicio oficial de correos, pues ello hace que se encuentre entre las causas especialmente regidas por laConstitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella


      Correo Oficial de la República Argentina c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa


      C.664, L.XLVII,2 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte ratione personae. Prórroga a favor de los jueces federales de primera instancia


      V. E. ha aceptado, a partir de la doctrina de Fallos: 315:2157 in re "Flores", la validez de la prórroga de la competencia originaria a favor de los jueces federales de primera instancia cuando tal competencia corresponde en razón de las personas, en tanto ella constituye una prerrogativa de la provincia que, como tal, puede ser renunciada. En el sub lite, se presenta una hipótesis de prórroga, pues la Provincia, pudiendo interponer la demanda ante la Corte -ya que es la única que tiene derecho a esa instancia-, optó por litigar ante la justicia federal de primera instancia, conducta que debe ser considerada como una clara renuncia a la prerrogativa que le confiere el art. 117 citado, y una prórroga a favor de la justicia referida


      Chaco, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Cobro de Pesos


      C.1431, L.XLVII, 30 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte: parte una provincia y materia del pleito que reviste un manifiesto carácter federal


      La materia del pleito reviste un manifiesto contenido federal en tanto lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la disposición 79/06 dictada por la Dirección Nacional de la Propiedad del Automotor y Créditos Prendarios que integra el régimen jurídico del automotor aprobado por medio del decreto-ley 6. 582/58 (t. o. por decreto 1. 114/97 y sus modificaciones), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se sostiene que existe. En efecto, se cuestiona el actuar de una provincia, por medio de su fuerza policial, que resulta incompatible con el carácter optativo que, a criterio de la actora, la disposición 79/06 citada le asigna a la llamada "cédula azul". De esta manera, al revestir un manifiesto contenido federal y ser parte una provincia, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, la causa no es de la competencia de ninguno de los tribunales que intervinieron en la contienda negativa, sino que corresponde a la instancia originaria de la Corte. En virtud de las consideraciones expuestas, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal


      Colegio de Escribanos de la Provincia de Bs. As. c/ Ministerio de Justicia y otro/a s/ Pretensión declarativa de certeza - otros juicios


      COMP.508, L.XLVII,10 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia. Competencia originaria de la Corte. Impuesto provincial. Provincia parte del conflicto. Medida cautelar. Caminos interprovinicales: instrumentos del Gobierno Federal, su construcción no debe ser obstaculizada por el ejercicio de poderes reservados a los gobiernos local


      Para discernir la competencia originaria, resulta necesario examinar cuál es la autoridad que efectivamente tiene interés directo en el conflicto y por ende, aptitud para cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado en el supuesto admitirse la demanda. En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe estar de modo principal para determinar la competencia –art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- la pretensión de la actora consiste en obtener que cese el estado de incertidumbre en que se encuentra respecto del pago de una determinación de deuda en concepto de impuesto de sellos que realiza la demandada sobre un contrato de obra pública nacional que tiene por objeto agregar carriles adicionales a un camino nacional en jurisdicción provincial y que se encuentra regulado por disposiciones de carácter federal. En tales condiciones, la Provincia de Misiones demandada tiene un interés directo en el pleito y se le debe reconocer el carácter de parte sustancial junto con la Dirección General de Rentas, pese a su condición de entidad autárquica. Asimismo, uno de los supuestos que suscita la competencia originaria del Tribunal se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratarlos con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis, en la que procede la justicia federal en razón de la materia (conf. art. 116 de la Ley Fundamental), lleva el propósito de afirmar las atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como lasconcernientes a almirantazgo, y jurisdicción marítima. Al respecto, el Tribunal ha dicho que los caminos interprovinciales, destinados a promover y facilitar la circulación de personas y productos en todo el territorio del país, constituyen instrumentos del Gobierno Federal, de manera que el hecho mismo de su construcción no debe ser obstaculizado por el ejercicio de poderes reservados a los gobiernos local, y que ello debe examinarse sobre la base de los incs. 13, 14 Y 18 del art. 75 de la Constitución Nacional y no por el inc. 30 de la misma disposición atento a su propia naturaleza y específica finalidad vial interjurisdiccional. En tal sentido, atento a que el asunto en examen exige dilucidar si el accionar proveniente de las autoridades locales interfiere el ámbito que le es propio a la Nación en esa materia, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte la Provincia de Misiones en una causa de manifiesto contenido federal, la medida cautelar solicitada en el proceso que se iniciará, corresponde a la competencia originaria de la Corte


      Supercemento S.A.I.C. c/ Misiones, Provincia de s/ medida cautelar


      S.826, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia. Competencia Originaria de la Corte. Participación de una provincia en una causa de manifiesto contenido federal. Ley nacional 23. 877 de Promoción y Fomento de la Innovación Tecnológica. Carácter federal. Estado Nacional parte del proceso


      Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. En este orden de ideas, en el sub lite el planteamiento de las actoras reviste un manifiesto contenido federal y por ende resulta apto para surtir la competencia originaria de la Corte. En efecto, cuestionan el actuar de una provincia por el que pretende el desalojo de un inmueble de su titularidad, hecho que impide continuar con la ejecución de los contratos de colaboración celebrado con la empresa recurrente, lo cual resulta incompatible con el contrato de promoción suscripto con el Estado Nacional y con los objetivos de la ley nacional 23. 877 de Promoción y Fomento de la Innovación Tecnológica, en el marco de la cual se celebraron los acuerdos, que es de carácter federal. Por otra parte, bajo los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el Estado Nacional es parte del proceso. Ello es así, en cuanto concurre una de las circunstancias que habilitan su intervención obligada en el juicio, pues existe una comunidad de controversia entre éste y las partes originarias -actora y demandada-, en cuanto a la aplicación del régimen de promoción tecnológica establecido por la ley nacional 23. 877, sus modificatorias y las normas dictadas en su consecuencia, en tanto es la Secretaría de Ciencia y Tecnología de la Nación en su carácter de autoridad de aplicación quien reconoció los derechos sobre los que las actoras pretenden tutela, para acceder al sistema de beneficios allí dispuestos


      Nutripac S.A. y otra c/ Chubut, provincia de y Estado Nacional s/ Ordinario


      N.153, L.XLVI,9 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda contra el Estado Nacional. Indemnización por daños y perjuicios. Ley 26. 425. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes enfrentadas en el proceso


      Toda vez que la Provincia de San Luis -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar el pleito en esta instancia originaria


      San Luis, provincia de c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


      S.903, L.XLVI, 22 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de la Prefectura Naval Argentina contra provincia: competencia originaria de la Corte, en atención a la naturaleza de las partes enfrentadas en el proceso


      Toda vez que el Estado Nacional, Prefectura Naval Argentina -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar el pleito en esta instancia originaria


      Estado Nacional (Prefectura Naval Argentina) c/ Buenos Aires, provincia de s/ Usucapión


      E.257, L.XLVII,14 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de provincia contra el Estado Nacional: competencia originaria de la Corte, en atención a la naturaleza de las partes del proceso


      Toda vez que la Provincia de Catamarca -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional –que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar el pleito en esta instancia originaria


      Catamarca, provincia de c/ Estado Nacional s/ Ordinario


      C.1314, L.XLVI,14 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de provincia contra entidad nacional: competencia originaria de la Corte ratione personae


      Toda vez que en autos, la Provincia de Santiago del Estero dirige su pretensión contra una entidad nacional –la Superintendencia de Riegos del Trabajo- la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que en el art. 83 de la ley 20. 091, se establezca expresamente la competencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial de la Capital Federal para entender en los recursos contra las resoluciones definitivas decarácter particular de la S. R. T. , toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales y ella debe ser asignada en este pleito por ser la actora una provincia


      Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Santiago del Estero, provincia de s/ Recurso de apelación


      S.671, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de una obra social contra una provincia: pago de una certificación de deuda. Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación


      Toda vez que la Provincia de Catamarca, a quien le corresponde litigar ante la instancia originaria de la Corte, conforme el art. 117 de la Constitución Nacional, es demandada por una obra social por la ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23. 660 y 23. 661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando el proceso en esta instancia


      Obra Social para la actividad docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecución fiscal


      O.264, L.XLVI, 25de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de una obra social contra una provincia: pago de una certificación de deuda. Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación


      Toda vez que la Provincia de Chaco, a quien le corresponde litigar ante la instancia originaria de la Corte, conforme el art. 117de la Constitución Nacional, es demandada por una obra social por la ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23. 660 y 23. 661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando el proceso en esta instancia


      Obra Social para la actividad docente c/ Chaco, Provincia de (Ministerio de educación, cultura, ciencia y tecnología) s/ Ejecución fiscal


      O.265, L.XLVI, 25de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de una obra social contra una provincia: pago de una certificación de deuda. Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación


      Toda vez que la Provincia de Corrientes, a quien le corresponde litigar ante la instancia originaria de la Corte, conforme el art. 117 de la Constitución Nacional, es demandada por una obra social por la ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23. 660 y 23. 661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando el proceso en esta instancia


      Obra Social para la actividad docente c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


      O.250, L.XLVI, 25de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de una obra social contra una provincia: pago de una certificación de deuda. Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación


      Toda vez que la Provincia de Jujuy, a quien le corresponde litigar ante la instancia originaria de la Corte, conforme el art. 117 de la Constitución Nacional, es demandada por una obra social por la ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23. 660 y 23. 661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando el proceso en esta instancia


      Obra Social para la actividad docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal


      O.267, L.XLVI,28 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda entablada por el Estado Nacional - Prefectura Naval Argentina contra una provincia: sumas adeudadas en concepto del servicio de policía adicional. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito


      Toda vez que el Estado Nacional -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria


      Estado Nacional c/ Buenos Aires, provincia de s/ Cobro de pesos


      E.136, L.XLVII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda iniciada por entidad sindical con personería gremial contra provincia. Deuda en concepto de retenciones por cuotas sindicales. Competencia originaria de la Corte


      Toda vez que la Provincia de Misiones, a quien le corresponde litigar ante la instancia originaria de la Corte, conforme el art. 117 de la Constitución Nacional, es demandada por una entidad sindical, con derecho al fuero federal, según el art. 5°, in fine, de la ley 24. 642, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando el proceso en esta instancia


      Asociación de Trabajadores del Estado c/ Misiones, provincia de s/ Cobro de cuota sindical


      A.360, L.XLVII, 1 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda promovida por una provincia contra el Estado Nacional. Incumplimiento de conciliación previa. Contrato de concesión de obra pública. Competencia originaria de la C. S. J. N. en atención a la naturaleza de las partes y de los intereses en el pleito


      Para demandar ante la instancia originaria de la Corte no resulta necesario efectuar el reclamo administrativo previo, y al ser esta jurisdicción de raigambre constitucional, no es susceptible de ser ampliada, restringida ni modificada por reglamentación legal y, por ende, tampoco por acuerdo entre partes. En consecuencia, no puede quedar subordinada al cumplimiento de requisitos, previos, ni al agotamiento de trámites administrativos. Es decir que, por aplicación del art. 31 de la Constitución Nacional, la vía conciliatoria estipulada en un contrato no puede ser opuesta a la instancia originaria, exclusiva y excluyente, establecida en el art. 117 de la Constitución Nacional,pues no cabe autorizar a que, por una vía convencional, se sustraiga a los jueces competentes del conocimiento de los juicios que les incumben, máxime cuando la provincia afirma que la conciliación está agotada. Por lo tanto, la causa debe continuar su trámite ante la Corte en instancia originaria, al ser parte una provincia y el Estado Nacional, máxime cuando en el pleito se encuentran enfrentados intereses provinciales y nacionales referidos a una concesión de obra pública sobre una ruta nacional


      San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Cumplimiento de contrato


      S.501, L.XLV,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda promovida por universidad contra provincia: competencia originaria de la Corte ratione personae


      En atención a la naturaleza de las partes que han intervenido en el pleito, corresponde la competencia originaria de la Corte ratione personae. En atención a que la Universidad Nacional de Río Cuarto, es una entidad nacional que, como tal, tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental; y demanda a la Provincia de Córdoba -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional


      Universidad Nacional de Río Cuarto c/ Córdoba, provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      U.67, L.XLVI,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Pedido de inhibitoria de una provincia. Demanda de la CGT contra el Estado Nacional y una provincia. Decreto del PEN 699/10. Extensión del régimen de promoción industrial. Leyes 22. 021 y 22. 973. Competencia originaria de la Corte rationemateriae y ratione personae. Procedencia de la acumulación de procesos: idéntica causa y un mismo objeto


      En el proceso en trámite ante la justicia federal de la Provincia de La Rioja, se cuestiona la validez constitucional del decreto del PEN 699/10 que extendió el régimen de promoción industrial establecido por las leyes nacionales 22. 021 y 22. 973, que son de naturaleza federal. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso en trámite ante la justicia federal de La Rioja y respecto del cual se efectuó la solicitud de inhibitoria, corresponde a la competencia originaria de la Corte. Con relación al pedido de acumulación de procesos efectuado por la actora, cabe recordar que en reiteradas oportunidades este Ministerio Público ha sostenido que la configuración de los requisitos estrictamente procesales que la hacen procedente, queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa. Existen razones de conexidad evidentes en los pleitos indicados por la actora (conf. art. 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), puesto que todos ellos tienen idéntica causa y un mismo objeto, en tanto se discute y se pone en duda la vigencia y aplicación del decreto del PEN 699/10, que decidió prorrogar el régimen de promoción industrial en relación a los impuestos federales para las provincias de La Rioja, San Juan, San Luís y Catamarca, del que se ve excluida la Provincia de Mendoza. La acumulación de procesos resulta procedente, a fin de evitar la efectiva posibilidad de fallos contradictorios y el consiguiente escándalo jurídico que originaría el tratamiento autónomo de tales pretensiones vinculadas por la causa y el objeto, puesto que es manifiesto que la sentencia que se dicte en el proceso en trámite ante esta Corte producirá efectos de cosa juzgada en los otros. Ello, aun en el caso en que alguno de esospleitos fuesen ajenos a su competencia originaria, como sucede, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión en examen


      La Rioja, Provincia de s/ Inhibitoria


      L.307, L.XLVII, 1 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Pedido de inhibitoria. Aplicación e interpretación de actos administrativos y normas de derecho público local: trámite ante la justicia provincial. Participación de un tercero como acreedor hipotecario: falta de legitimación pasiva. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte


      El sub lite se encuentra relacionado con la aplicación e interpretación de actos administrativos y normas de derecho público local que establecieron el régimen de condiciones y obligaciones de los permisos de ocupación y contratos de adjudicación urbana que fueron celebrados por la actora y la provincia, esta última en su carácter de poder administrador y en uso de las facultades propias que le otorgan los arts. 121, siguientes y concordantes de la Constitución Nacional. Tal circunstancia determina, en consecuencia, que sea la justicia provincial la que tenga a su cargo el conocimiento y la decisión de la cuestión en examen, puesto que para solucionar el pleito, el juez competente se verá obligado a encuadrar la pretensión en el marco de ese derecho administrativo local que priva al pleito de naturaleza "exclusivamente civil", tal como lo requiere la nueva doctrina de la Corte para que proceda la competencia originaria del Tribunal. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que sedebe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48, en virtud del carácter excepcional del fuero federal, que se halla circunscripto a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser de carácter restrictivo. Por otra parte, tampoco corresponde la competencia originaria de la Corte ratione personae, pues la pretensión de vincular al Banco de la Nación Argentina como tercero obligado en el juicio carece de toda justificación, puesto que el único argumento que se ofrece – que aquel actuó como acreedor hipotecario- no autoriza concretamente a concluir la presencia de una comunidad de controversia con las partes, toda vez que el instituto en examen es de carácter excepcional y su admisión debe ser interpretada con criterio restrictivo, máxime cuando en relación a ello, tiene reiteradamente dicho la Corte, que el mero financiamiento no autoriza a atribuirle a alguien legitimación pasiva para actuar en el proceso. Dicho extremo no demuestra que el banco integre necesariamente la relación jurídica sustancial existente entre la provincia y la empresa


      Vencejo de Cascada Iguazú S.A. s/ Inhibitoria en los autos: 'Estado de la provincia de Misiones c/ Vencejo de Cascada Iguazu SA s/ acción pauliana'


      V.499, L.XLVII,15 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Pretensión de cobro de impuestos sobre los ingresos brutos. Empresa de transporte automotor de pasajeros interjurisdiccional. Precedente: "Compañía Microómnibus".Competencia originaria de la Corte por ser parte una provincia en una causa de manifiesto carácter local


      Para discernir la competencia originaria es necesario examinar en cada caso si la Provincia demandada es parte sustancial en el pleito, esto es, si efectivamente tiene interés directo en él, y, por ende, aptitud para cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado en el supuesto de admitirse la demanda. Si bien el objeto de esta pretensión se vincula con actos locales, la provincia tiene un interés directo en el pleito y se le debe reconocer el carácter de parte sustancial, motivo por el cual, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte un Estado local en una causa de manifiesto carácter federal


      Expreso Quilmes S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa


      E.84, L.XLVII, 19 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Pretensión fiscal provincial. Impuesto a los ingresos brutos sobre el transporte automotor de pasajeros interjurisdiccional. Remisión Fallos: 332:1624 "Compañía Microómnibus"


      El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto carácter federal


      Linea 10 S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa


      L.464, L.XLVI,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Poder Judicial. Prerrogativas


      Incumplimiento del art. 1 acordada 4/07: examinados por esa Corte. Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de lanación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Anderson, Jorge Diego y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 de la Constitución Nacional s/ Empleo público


      A.909, L.XLVI, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Alterini, Jorge Horacio y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      A.853, L.XLV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Álvarez, Aldana Enrique Ángel y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      A.1094, L.XLIV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A.1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Álvarez, Gladys Stella y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magristratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      A.7, L.XLIII, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Amaral, Juan José y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      A.503, L.XLV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Anadon, Gustavo Miguel y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      A.119, L.XLV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Ballerini, Matilde Evangelina y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 de la Constitución Nacional s/ Empleo público


      B.35, L.XLV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Barrionuevo, Silvia Ester y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      B.544, L.XLV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Bergesio, Conrado César y otro c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      B.416, L.XLVI, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Billoch, Horacio Vicente y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      B.265, L.XLVI, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Botto, Ernesto Raúl y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo Público


      B.1124, L.XLIV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Calle Guevara, Raúl Alberto Manuel c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      C.1245, L.XLVI, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Caro, Rubén Omar y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      C.953, L.XLV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Casals, José Luis y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      C.98, L.XLVII, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Ehrlich Moreno, Felipe Guillermo y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


      E.65, L.XLVII, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Fourcade, Raúl Alberto y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      F.22, L.XLV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A.1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Guibourg, Ricardo Alberto y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Art. 110 s/ Empleo público


      G.297, L.XLV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Jabkowski de Wassner, Felisa y otros c/ Estado Nacional - Consejo de la Magistratura - Art.110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      J.47, L.XLIV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Machado, Jorge Fernando y otros c/ Estado Nacional - Ministerio Público - Defensoría General - Ac. 71/93 s/ Empleo público


      M.539, L.XLV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Morillo Capurro, Néstor Olegario Antonio y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      M.527, L.XLVI, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Otero, Luis César c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      O.314, L.XLVIII, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Pelayo de la Vega Madueño, Ana María y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      P.952, L.XLIV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Scotti, Héctor Jorge y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 Consititución Nacional s/ Empleo público


      S.337, L.XLVII, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Triaca, Analía y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 s/ Empleo público


      T.210, L.XLV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la nación y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa C. 1408, L. XLIV, "Codesido, Eduardo Alberto y otros c/ EN - CSJN - Consejo de la Magistratura - Ac. 71/93 s/ empleo público"


      Ciochetto, Silvia y otro c/ Estado Nacional - CJS - Consejo de la Magistratura - Procuración Gral. - DGN - Art. 110 CN s/ Empleo público


      C.460, L.XLIV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público"


      Del Castillo, Miguel Julián y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 s/ Empleo público


      D.288, L.XLIV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Intangibilidad de las remuneraciones de los jueces. Art. 120 de la Constitución Nacional. Aplicación a miembros del Ministerio Público. Art. 12 de la ley 24. 946. Excusación de los jueces de laCorte Suprema y del Procurador General de la Nación y de los procuradores fiscales. Análisis de la jurisprudencia de la Corte


      De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, se puede concluir que esta invariablemente ha considerado a la regla de la intangibilidad de las remuneraciones de los magistrados consagrada por el art 110 de la Constitución Nacional como una garantía de la independencia del Poder Judicial y, por ese medio, de salvaguarda para el sistema republicano de gobierno, al prevenir embates de los otros poderes del Estado que signifiquen una reducción en la compensación que reciben los jueces. De esta manera, más que un privilegio para estos, constituye un resguardo para que cumplan sin zozobras ni apremios económicos el rol que tienen asignado en el esquema de la Ley Fundamental. Además, la Corte entendió que la lesión a la independencia del órgano judicial, no sólo podía provenir de ataques directos de los restantes poderes estatales, sino que también podía tener origen en la mengua de la significación económica de esas remuneraciones ocasionada por la inflación, e interpretó que la prohibición constitucional de disminuir "en manera alguna" la compensación que reciben los jueces imponía un mandato de mantener el valor intrínseco de aquéllas, resguardándolos de los deletéreos efectos de ese fenómeno. Ello no implica, que la garantía del art 110 de la Constitución Nacional prohíba cualquier desajuste salarial -por mínimo que fuera- que puedan sufrir los jueces como resultado del flagelo inflacionario; por el contrario, es el deterioro intenso y degradante de su remuneración lo que encuentra tutela en la cláusula constitucional de intangibilidad, pues un debilitamiento menor del valor real de los ingresos salariales de los jueces, en el contexto de una economía inflacionaria, no basta para invocar la protección constitucional ya que no alcanza a configurar un agravio a la independencia delPoder Judicial sino que es el costo que los jueces deben solidariamente afrontar como integrantes de la sociedad. Sería procedente entonces, adecuar los sueldos de los magistrados del Poder Judicial de la Nación cuando los efectos de la inflación han producido en aquellos un deterioro significativo y ostensible, pues así lo manda la garantía de intangibilidad de las compensaciones que reciben los jueces consagrada en el art 110 de la Constitución Nacional, cuya operatividad no puede verse empañada por una prohibición legal de acudir a la actualización monetaria y de aplicar mecanismos de ajuste o fórmulas de indexación, pues aquella cláusula constitucional persigue la altísima finalidad de resguardar la jerarquía del Poder Judicial como poder del Estado frente a la acción u omisión de los restantes (esto es, el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo), de lo que se deduce que una ley no puede transformar en letra muerta una de las garantías fundamentales de la independencia del Poder Judicial. Considerando que la intangibilidad de las remuneraciones de los jueces ha sido establecida no por razón de sus personas, sino en mira a la institución del Poder Judicial de la Nación como garantía de su funcionamiento independiente, el índice que debe servir como referencia para mantener la plena vigencia de aquel principio no puede ser distinto para unos y otros magistrados, dependiendo del momento en que cada uno de ellos hubiera asumido su función, sino que debe ser uniforme para todos ellos, dado que no es posible que los jueces de la Nación, por el hecho de haber sido designados en épocas distintas o de haber efectuado reclamos disímiles, perciban remuneraciones significativamente diferentes porque ello lesionaría la garantía de igualdad. Por otra parte, el hecho de haber asumido la función de juez o de haber percibido mensualmente la remuneraciónasignada al cargo fijada en un monto incompatible con la intangibilidad constitucional que protege esas compensaciones, sin haber efectuado, contemporáneamente, una protesta o reserva de hacer el reclamo correspondiente, no puede interpretarse como una renuncia a la garantía del art 110 de la Ley Fundamental


      Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 Constitución Nacional s/ Empleo público


      A.1095, L.XLIV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa A. 909, L. XLVI, "Anderson, Jorge Diego y otros c/ E. N. - CSJN - Consejo Magistratura - art. 110 C. N. s/ Empleo público"


      Anderson, Jorge Diego y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 de la Constitución s/ Empleo público


      A.759, L.XLVI, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Sueldos de jueces nacionales. Reclamo de diferencias salariales. Garantía de intangibilidad de las remuneraciones. Art. 110 de la Constitución Nacional. Aplicación a miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24. 946. Remisión dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ E. N. - C. SJ. N. - Consejo Magistratura - art. 110 C. N. s/ empleo público"


      Ni el Ministerio Público Fiscal ni el Ministerio Público de la Defensa han tenido en la causa la intervención que les hubiera correspondido, si se tiene en cuenta el objeto de la pretensión ejercida en autos por los integrantes del litisconsorcio activo, que se desempeñan como magistrados de los órganos mencionados. En efecto, quien compareció en carácter de demandado fue elEstado Nacional, a través del entonces Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos. La ausencia de intervención oportuna de una de las partes en el juicio conlleva la nulidad de las actuaciones llevadas a cabo a partir de la notificación de la demanda, conforme ha sido ya resuelto por V. E. en la causa A. 2443, L. XLI, "Andrades, Estela Gloria y otros c/ E. N. - Ministerio Público - arts. 110 y 120 C. N. s/ amparo ley 16. 986". Sin embargo, en el presente caso una solución de esa especie irrogaría un agravio irreparable a los derechos de los actores, que llevaría al summum ius summa iniuria de ver postergados sus derechos luego de una década de litigio, en contra del principio superior de justicia que debe primar en todo pronunciamiento judicial. Dado que la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los magistrados del Ministerio Público de la Nación fue incorporada a la Constitución Nacional (art. 120) por medio de la reforma que tuvo lugar en 1994, cabe hacer la salvedad de que el reconocimiento del derecho de los actores no podría ir más allá de la fecha en que entró en vigencia la reforma constitucional, sin perjuicio de lo que resulte de la aplicación del instituto de la prescripción


      Codesido, Eduardo Alberto y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Acordada 71/93 s/ Empleo público


      C.1408, L.XLIV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Poder Legislativo


      Incompatibilidad de los diputados nacionales para ejercer la abogacía: ley 22. 192 y 23. 187. Inconstitucionalidad del art 16, inc. a) de la ley 22. 192. Afectación de las garantías constitucionales


      Coexisten dos regímenes de incompatibilidades diferentes, por los cuales, los legisladores nacionales no pueden ejercer la profesión de abogados ante los tribunales federales del interior del país, porque lo impide el art. 16, inc. a), de la ley 22. 192, pero sí pueden hacerlo ante los tribunales de la Capital Federal (federales o nacionales), siempre que las causas en las que intervengan los particulares no tengan intereses contrapuestos con el Estado Nacional, sus entes autárquicos o empresas del Estado, excepto que se trate de causas penales y correccionales, según lo establece la ley 23. 187. La previsión del art. 16, inc. a), de la ley 22. 192 no dispensa un trato diferente entre los diputados nacionales por la Capital Federal y los del interior del país, pues las normas que regulan el ejercicio de la Abogacía con sus incompatibilidades se aplican por igual a todos los diputados nacionales cualquiera sea el lugar de origen de su elección. En efecto, según la ley 22. 192, ningún diputado nacional puede ejercer la profesión de abogado ante los tribunales federales con asiento en las provincias pero sí lo pueden hacer en la Capital Federal, porque así lo dispone la ley 23. 187. No obstante ello, de todas formas se ajusta a derecho la sentencia de la cámara, toda vez que la previsión del art. 16, inc. a), de la ley 22. 192, en cuanto impide a aquellos legisladores nacionales ejercer su profesión ante los tribunales federales del interior del país, atenta contra las garantías constitucionales, por dos razones: por un lado, porque afecta la garantía de igualdad ante la ley (art. 16 de la Constitución Nacional), pero no a causa de que distinga entre diputados de la Capital Federal y del resto de las provincias, sino porque aun cuando se trate de diputados del mismo distrito electoral lo cierto es que se ven sometidos a distintas incompatibilidades con fundamento en la diferente ubicaciónterritorial de los tribunales ante los cuales pretendan ejercer su profesión, sin que esta distinción se apoye en motivos racionales que permitan justificar el trato desigual. Así, la restricción legal se opone a distintos precedentes de la Corte, tanto a la que indican que la igualdad establecida por el art. 16 de la Constitución Nacional no es otra cosa que el derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a uno delitos que en iguales circunstancias se concede a otros, como a aquella que enseña que, si bien tal garantía no obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes y de ahí que se atribuya a su prudencia una amplia latitud para ordenar y agrupar, para distinguir y clasificar los objetos de la reglamentación, ello es así en la medida en que las distinciones o exclusiones se basen en motivos razonables y no en un propósito de hostilidad contra determinada persona o grupo de personas o indebido privilegio personal o de un grupo. Por otra parte, aun cuando es incuestionable la facultad del legislador de establecer los requisitos a los que debe ajustarse determinada actividad o profesión -como es la Abogacía-, así como fijar las condiciones para su ejercicio, ella siempre encuentra su límite en la razonabilidad de las disposiciones (art. 28 de la Constitución Nacional), es decir, en que los medios que se arbitran se adecuen a los fines cuya realización procuran, en que guarden proporción con la práctica de la profesión o en que no consagren una manifiesta inequidad. Las restricciones que derivan de la norma impugnada, cuya inconstitucionalidad declaró la cámara, no logran superar este límite que el constituyente estableció para reglamentar el ejercicio de los derechos constitucionales. En efecto, no se advierte la razonabilidad del criterio utilizado para establecer distintas incompatibilidades para los legisladoresnacionales, y más grave aún es que el Estado no aporta elementos serios ni objetivos para avalar la incompatibilidad que pesa sobre los legisladores nacionales para ejercer la profesión de abogados ante los tribunales federales del interior del país cuando no existe esa limitación para actuar en iguales causas ante los tribunales con asiento en la Capital Federal. Es la parte demandada la que debe probar tanto los fines que se han querido resguardar como la razonabilidad de los medios utilizados al efecto, extremos que aquélla no logra concretar satisfactoriamente


      Vega, Juan Carlos c/ Estado Nacional - P.E.N. p/ Amparo


      V.257, L.XLVI,11 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Congreso. Atribuciones


      Obligaciones tributarias locales. Régimen de prescripción liberatoria diverso del fijado por el Congreso de la Nación. Inexistencia de facultades de las provicias para establecer normas que se aparten de la legislación de fondo


      El punto en litigio se circunscribe a determinar si la legislatura local puede establecer para sus obligaciones -entre ellas, las tributarias- un régimen de prescripción liberatoria diverso del fijado por el Congreso de la Nación de manera uniforme para toda la República, el que ante la ausencia de otra norma nacional que discipline lo relativo a dicho instituto con relación a las obligaciones tributarias locales ha de buscarse en el Código Civil. En relación a ello, conforme a los precedentes del Tribunal, las provincias –y en este caso la Ciudad Autónoma de Buenos Aires- carecen de facultades para establecer normas que importen apartarse de la legislación de fondo, incluso cuando se trata de regulaciones concernientes a materias de derecho público local.La prescripción no es un instituto propio del derecho público local, sino un instituto general del derecho


      GCBA c/ Bottoni, Julio Heriberto s/ Ej. fiscal - Radicación de vehículo


      G.37, L.XLVII, 15 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Económicas y Financieras


      Ley 2990 de la Ciudad Autónoma de Bs. As. que regula la caducidad de dividendos de quiebras y los destina al fomento de la educación. Inconstitucionalidad. Reglamentación de la materia reservada al Congreso Nacional. Imposibilidad de ser modificada por autoridades locales. Improcedencia recurso extraordinario: decisión de los jueces de la causa relativa a la interpretación de normas de derecho común y local. Financiamiento de la educación común: responsable la Ciudad de manera concurrente con el Estado Nacional


      De no compartir el Tribunal lo expresado -por entender que en el presente se encuentra en discusión la supuesta incompatibilidad entre una norma nacional de derecho común y una local con invocación de lesión al art. 31 de la Constitución Nacional, como se sostiene en el auto de concesión del recurso- entiendo contundentes los argumentos del dictamen de la Fiscal General ante la Cámara -que hizo suyos la alzada para declarar la inconstitucionalidad de la ley local 2990- para rechazar las pretensiones del recurrente. En efecto, el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional dispone que corresponde al Congreso dictar -en lo que aquí importa- las leyes sobre bancarrotas, y el art. 126 del mismo cuerpo prohíbe a las provincias ejercer el poder delegado a la Nación y expedir leyes, entre otras, sobre bancarrotas. La ley nacional 24. 522, en su art. 224 -declarado constitucional por la Corte en el precedente "Carbometal" -cuyo antecedente es el art. 221 de la ley 19. 551, dispuso que el destinode los dividendos caducos de las quiebras era "el patrimonio estatal para el fomento de la educación común", sin distinguir si se trataba del nacional o del de otra jurisdicción, como sí lo hizo el legislador con la sanción del art. 18 de la ley 19. 550 -que propicia una solución similar para el remanente de la liquidación de una sociedad de objeto ilícito-, en cuanto aclaró que el ingreso del importe al patrimonio estatal para el fomento de la educación común lo era "para la jurisdicción respectiva". Esto nos lleva a dos conclusiones: 1) una ley local no puede modificar, alterar, aclarar ni interpretar una ley dictada por el Congreso Nacional sobre bancarrota; es decir que solamente el Congreso Nacional puede reglamentar el destino de los dividendos caducos; y 2) de los términos de la ley 24. 522 no cabe distinguir en términos en que la ley no lo hace. En otro orden, la transferencia de los establecimientos educacionales con su respectivo financiamiento, no significa -per se- el traspaso de todos los recursos referidos a la educación, desde que el Estado Nacional tiene, como una de sus funciones esenciales, la educación, en tanto garantiza el financiamiento del Sistema Educativo Nacional (art. 9 ley 26. 206). El art. 12 de esta última ley establece que: "El Estado Nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de manera concertada y concurrente, son los responsables de la planificación, organización, supervisión y financiación del Sistema Educativo Nacional. . . ", por su parte, el art. 131 establece que "El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en su carácter de autoridad de aplicación de esta ley, llevará a cabo convenios bilaterales con las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en los que se establecerán: . . . b) los recursos de origen nacional o provincial, o en su caso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que se asignarán para su cumplimiento. . . ".Asimismo se crea, en virtud del art. 116, el Consejo Federal de Educación, organismo interjurisdiccional, de carácter permanente, como ámbito de concertación, acuerdo y coordinación de la política educativa nacional, con facultades para resolver transferencias de partidas del presupuesto nacional bajo los mecanismos de supervisión y control de la ley 26. 075 (art. 118)


      Viner Sergio s/ Quiebra


      V.361, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Ley 2990 de la Ciudad Autónoma de Bs. As. que regula la caducidad de dividendos de quiebras y los destina al fomento de la educación. Inconstitucionalidad. Reglamentación de la materia reservada al Congreso Nacional. Imposibilidad de ser modificada por autoridades locales. Improcedencia recurso extraordinario: decisión de los jueces de la causa relativa a la interpretación de normas de derecho común y local. Financiamiento de la educación común: responsable la Ciudad de manera concurrente con el Estado Nacional


      Los actos de las legislaturas provinciales [en el sub lite, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires] no pueden ser invalidados sino en los casos en que la Constitución concede al Congreso Nacional, en términos expresos, un poder exclusivo, o en que el ejercicio de idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias, o cuando hay una absoluta y directa incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas. El art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional dispone expresamente que corresponde al Congreso Nacional dictar las leyes sobre bancarrotas, y el art. 126 del mismo cuerpo prohibe a las provincias ejercer el poder delegado a la Nación y expedir leyes, entre otras materias, sobre bancarrotas. La ley nacional 24. 522 en su art. 224 –declarado constitucional por la Corte en elprecedente "Carbometal"- cuyo antecedente es el art. 221 de la ley 19. 551, dispuso que el destino de los dividendos caducos de las quiebras era "el patrimonio estatal para el fomento de la educación común” sin distinguir si se trataba del nacional o del de otra jurisdicción como sí lo hizo el legislador con la sanción del art. 18 de la ley 19. 550 -que propicia una solución similar para el remanente de la liquidación de una sociedad de objeto ilícito-, en cuanto aclaró que el ingreso del importe al patrimonio estatal para el fomento de la educación común lo era "para la jurisdicción respectiva". Esto nos lleva a dos conclusiones: 1) la ley local 2990 no puede modificar, alterar, aclarar, interpretar ni reglamentar una ley dictada por el Congreso Nacional sobre bancarrota; es decir, solamente el Congreso Nacional puede establecer el destino de los dividendos caducos; y 2) de los términos de la ley 24. 522 no cabe distinguir en términos en que la ley no lo hace. En otro orden, la transferencia de los establecimientos educacionales con su respectivo financiamiento no significa de por sí el traspaso de todos los recursos referidos a la educación, desde que el Estado Nacional tiene, como una de sus funciones esenciales, la educación, en tanto garantiza el financiamiento del Sistema Educativo Nacional (art. 9 ley 26. 206). En efecto, el art. 12 de esta última ley, establece que: "El Estado Nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de manera concertada y concurrente, son los responsables de la planificación, organización, supervisión y financiación del Sistema Educativo Nacional. . . "; por su parte, el art. 131 establece que "El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en su carácter de autoridad de aplicación de esta ley, llevará a cabo convenios bilaterales con las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en los que se establecerán: . . . b) los recursos de origennacional o provincial, o en su caso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que se asignarán para su cumplimiento. . . ". Asimismo se crea, en virtud del art. 116, el Consejo Federal de Educación, organismo interjurisdiccional, de carácter permanente, como ámbito de concertación, acuerdo y coordinación de la política educativa nacional, con facultades para resolver transferencias de partidas del presupuesto nacional bajo los mecanismos de supervisión y control de la ley 26.075 (art. 118)


      Beaudean Ricardo s/ Quiebra


      B.823, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Marco regulatorio de la tarifa de gas. Facultades del ENARGAS de limitar el traslado de precios. Obligaciones de las empresas distribuidoras. Bases para la fijación de tarifas


      Para que el ENARGAS pueda ejercer la facultad de limitar el traslado del costo de venta de gas, establecido en el art. 38, inc. c) de la ley 24. 076, el marco jurídico lo autoriza a requerir a los sujetos activos de la ley que informen sobre sus transacciones, incluso con la presentación de copias de los contratos de compraventa de gas y de transporte que celebren, al tiempo que fija criterios interpretativos sobre cómo ejercer esta atribución. En ese sentido, dispone que ". . . el ente no utilizará un criterio automático de menor costo, sino que, con fines informativos, deberá tomar en cuenta todas las circunstancias del caso. Incluyendo los niveles de precios vigentes en los mercados en condiciones y volúmenes similares. El ente podrá publicar, con fines informativos, los niveles de precios observados, en términos generales sin vulnerar la confidencialidad comercial" y "en ausencia de mala fe, los precios libremente negociados entrepartes independientes se presumirán justos y razonables. Frente a tal presunción el impugnante soportará la carga de la prueba del exceso injustificado . . . ". El principio es que las variaciones en los precios se trasladan a la tarifa que abona el consumidor, sin que ello genere beneficios ni produzca perjuicios a la distribuidora. Sin embargo, la autoridad de control puede limitar ese aumento cuando advierta el exceso injustificado de los precios negociados. Al respecto, la Corte ha interpretado que la norma establece, en cuanto a que en ausencia de mala fe, los precios libremente negociados entre partes independientes se presumirán justos y razonables configura solamente una presunción que, como tal, puede ser desvirtuada si se demuestra el exceso injustificado. La distribuidora tiene el deber de efectuar una eficiente negociación de compra de gas natural para obtener precios óptimos y que el incumplimiento de esta obligación impone que el ente regulador intervenga a fin de limitar su traslado a las tarifas. En tales condiciones, antes de solicitar la autorización para dicho traslado, la distribuidora tiene que agotar las posibilidades de negociación con los potenciales oferentes de la producción y demostrar que realizó esfuerzos razonables para acordar las mejores condiciones y precios en sus operaciones y la imposibilidad de lograrlos. Dicho procedimiento encuentra su razón de ser en la natural falta de estímulos que tienen las distribuidoras para negociar mejores precios, en cuyo caso la ley les impone ciertas exigencias con el objeto de que actúen con eficiencia y encarga al ente, ante la ausencia de tales incentivos, que exija a aquéllas que acuerden eficientemente los contratos de compra de gas procurando garantizar el mínimo costo compatible con la seguridad del abastecimiento. Desde tal perspectiva, en el sub lite, una vez acreditado por el ENARGAS el sobre valor del precio del gascomprado en comparación con los contratos de otras distribuidoras con sus productores, correspondía que la actora demostrara los esfuerzos realizados para cumplir con el recaudo de asegurar el mínimo costo, ya sea porque le resultaba antieconómíco o bien técnicamente imposible adquirir el gas de otras cuencas. Ello es así, por cuanto ninguna de las disposiciones que establecen las bases para la fijación de las tarifas permite que las consecuencias de las eventuales faltas de diligencia en que incurriesen las empresas concesionarias puedan ser tenidas en cuenta y cargadas al precio del servicio respectivo, toda vez que la tarifa debe satisfacer exclusivamente los costos en que aquéllas hubieran prudentemente incurrido con el objeto de satisfacer la prestación debida a los usuarios. Uno de los principios básicos del marco regulatorio en materia de tarifas impone la obligación de las distribuidoras de agotar, mediante procedimientos transparentes, las posibilidades de negociación con los oferentes potenciales y demostrar que han realizado esfuerzos razonables para obtener las mejores condiciones y precios en sus operaciones. Por su parte el ENARGAS -como consecuencia del principio establecido en el art. 2° de la ley 24. 076, de proteger adecuadamente los derechos de los usuarios y consumidores- debe verificar y controlar que no se haya configurado un exceso injustificado en el precio negociado. En caso de comprobar, después de tomar en cuenta todas las circunstancias del caso, incluyendo los niveles de precios vigentes en los mercados en condiciones y volúmenes similares, que en dichas operaciones se ha configurado el injustificado exceso podrá hacer uso de la facultad de limitar su traslado a la tarifa. Respecto a las pruebas producidas en el sub examine, las conclusiones que haga la Cámara al respecto son apreciaciones razonables de lasconstancias del expediente sobre cuestiones fácticas y procesales, que no provocan la intervención de la Corte por la vía extraordinaria federal. De igual modo, carece de entidad para modificar la solución a la que arribó el a quo, el reproche que efectúa la apelante a lo decidido sobre las facultades discrecionales del ente regulador y el supuesto apartamiento de la sentencia recurrida del precedente de Fallos: 327:281. La Corte en tal pronunciamiento dijo que las atribuciones de la administración pública, en materia de tarifas, no se ejercen en forma discrecional porque el ENARGAS se encuentra vinculado para aprobar las modificaciones tarifarias a las pautas normativas y, por ende, obligado a no admitir planteos de las distribuidoras si se verifica la concurrencia de alguna de las circunstancias o de los límites establecidos por aquéllas. De acuerdo con dicha doctrina el ENARGAS no debe aprobar la modificación tarifaria si comprueba que se dan en el caso las circunstancias o la transgresión de las pautas previstas en la ley 24. 076, el decreto 1738/92 y las reglas básicas de la licencia de distribución. Lo expuesto por la Corte fue un claro pronunciamiento en cuanto a que, en materia de tarifas, la Administración debe ejercer sus facultades sujeta a lo que dispone el ordenamiento jurídico


      Distribuidora de Gas Cuyana S.A. s/ Resols. 74/94, 123/95 Enargas (Exp. 1017/94)


      D.8, L.XLVI, 9 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Aduana


      Derechos de exportación de hidrocarburos. Área Aduanera Especial de Tierra del Fuego establecida por la ley 19. 640 (AAE). Norma que establece y regula un régimen fiscal singular. Ley general posterior no deroga ley especial anterior, salvo expresaabrogación o manifiesta incompatibilidad. Gravamen establecido en el art. 6 de la ley 25. 561 y sus modificatorias y complementarias: aplicable a las exportaciones realizadas desde dicha zona, para las operaciones documentadas desde el 7 de enero de 2007, inclusive, a tenor de lo ordenado por la ley 26. 217. Interpretación de normas: leyes 19. 640, 25. 561 y 26. 217, resolución 776/06 del MEyP y nota externa 56/06 de la DGA. Poder Legislativo: creador de impuestos, contribuciones y tasas


      No puede considerarse que la ley 25. 561 haya derogado expresamente la franquicia del art. 13, inc. c), de su similar 19. 640. Y, paralelamente, al no haber pauta alguna que revele que en la voluntad del legislador estaba siquiera latente la existencia de esa "manifiesta incompatibilidad" entre ambos regímenes, debe colegirse también que la exención relativa al AAE continuaba en vigor tras la sanción de la ley de emergencia del 2002. Situación que, es menester poner de relieve, no se vio modificada por la sanción de las leyes 25. 820 (que prorrogó su vigencia hasta el 31/12/04), 25. 972 (que hizo lo propio hasta el 31/12/05), 26. 077 (que lo hizo hasta el 31/12/06) e inclusive con la 26. 204 (que llevó su vigor hasta el 31/12/07). La interpretación realizada por el ministro del ramo en la citada resolución 776/06 se opone a la recta inteligencia que cabe asignar a lo dispuesto oportunamente por el Congreso Nacional en la ley 25. 561. Precisamente, y de manera contraria a lo invocado por la Administración, del hecho de que la ley de emergencia -norma general- no previera una "excepción expresa" para el AAE se deriva lo contrario a lo concluido por la resolución ministerial: la continuidad de la vigencia de la franquicia. La resolución en trato resulta chocante con el principio de reserva de ley en materia tributaria. En efecto, dicho reglamento es portador de un serio defecto de origen y resulta írrito del principio de reserva legal, al contradecir los arts. 4, 17, 52, 75 (incs. 1 y 2) y 99 (inc. 3) de la Carta Magna, en cuantoextiende el alcance de un tributo (el del art. 6 de la ley 25. 561 y sus modificatorias) mediante un mecanismo que se halla claramente a extramuros de la única forma que nuestra Carta Magna prevé, es decir, mediante ley formal. Nuestra Constitución Nacional prescribe, de manera reiterada y como regla fundamental, tanto en el art. 4 como en los arts. 17 y 52, que sólo el Congreso impone las contribuciones referidas en el primero de ellos. Ha dicho el Tribunal al respecto, contundentemente, que "los principios y preceptos constitucionales prohíben a otro Poder que el Legislativo el establecimiento de impuestos, contribuciones y tasas y, concordantemente con ello, ha afirmado reiteradamente que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es, válidamente creada por el único poder del Estado investido de tales atribuciones". Lo expuesto resulta aplicable a la nota externa 56/06, inclusive de inferior jerarquía, motivo por el cual se concluye también en su inconstitucionalidad, sin necesidad de abundar en su análisis. La inteligencia aquí asignada al plexo normativo bajo estudio es coincidente en un todo con la que le ha dado el Congreso Nacional al dictar la ley 26. 217 con la que ha dejado zanjada la cuestión. Las leyes deben interpretarse siempre evitando otorgarles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el sentido que las concilie y deje a todas con valor y efecto. El aserto del Legislador ratifica en un todo la inteligencia aquí propiciada para el plexo normativo en juego, puesto que la perspectiva opuesta, es decir la que tiende a sostener que el gravamen debía aplicarse al AAE con anterioridad a su dictado -sea en virtud de la ley 25. 561, o bien merced a laresolución 776/06- dejaría vacía de contenido la previsión dada en tal sentido por el Congreso Nacional en los arts. 1 y 4 de la ley 26. 217, órgano que, no resulta ocioso reiterarlo, es el único poder estatal competente para el establecimiento de tributos en nuestro sistema constitucional y cuya inconsecuencia o falta de previsión no cabe que sea presumida. No podría argüirse con éxito que lo dispuesto en ese art. 4 sea de aplicación para las operaciones de exportación de hidrocarburos indiscriminadamente, en general, es decir para las realizadas desde cualquier punto del territorio nacional, debido a que implicaría prescindir, lisa y llanamente, de lo decidido por el mismo legislador en la ley 26. 204 (B. O. del20 de diciembre de 2006), la que pocos días antes había prorrogado in totum la ley 25. 561 -incluyendo, es ello obvio, al tributo aquí tratado- hasta el 31 de diciembre de 2007. Por ende, esa errada interpretación que denuncio conduce, de manera irremediable, a la inconsecuencia del legislador que, como recordé recién, no cabe presumir. La recta inteligencia que aquí se propicia para las normas en juego también da por tierra con lo pretendido por la actora en cuanto a que la ley 26. 217 resultaría "inocua" respecto de la situación jurídica anterior a su dictado, ya que esa ley no "creó" el gravamen, sino que únicamente "prorrogó su vigencia temporal", no tratándose por ende de la "ley respectiva" exigida por el inc. c) del art. 13 de su similar 19. 640


      YPF SA c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol. 776/06 AFIP - DGA NT 56/06 s/ Proceso de conocimiento


      Y.29, L.XLVI,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Diferencia por tributos. Operación de exportación de petróleo crudo, efectuada mediante la utilización de un oleoducto.Supuesta declaración incorrecta de la base imponible, al no haberse incluido en ella el costo del flete entre el punto en el cual la mercadería fue inyectada y la frontera. Interpretación de normas aduaneras, arts. 735,736 y cc. de la ley 22. 415 según su texto vigente al momento de la operación: por su letra. Modificación introducida por la ley 25. 986: incremento de la base imponible, al incluir los gastos totales hasta el lugar donde se practica la última medición


      El texto del citado art. 736 vigente en ese momento contenía sólo tres incisos -cuyos textos han permanecido sin modificación-, y que permitían determinar cuáles eran los gastos que debían incluirse dentro del valor computable como base imponible, distinguiendo según el transporte se efectuase por aire, agua o tierra. Resulta de toda evidencia que el empleo del oleoducto de que aquí se trata no podía ser incluido entre los medios de transporte por vía acuática, ni mucho menos entre los de la vía aérea. Por ende, únicamente cabía aplicar a su respecto lo normado por el inc. c), previsto para el transporte por superficie terrestre, en cuanto establecía -si bien mencionando expresamente a los automotores y a los ferrocarriles- que debían incluirse los gastos ocasionados hasta e11ugar en que se cargare la mercadería con destino al exterior, sin hacer mención alguna, por cierto, al sitio en el que la Aduana realizare la última medición en frontera, tal como erróneamente pretende hacerle decir el a quo. El "lugar donde se cargare la mercadería" es el sitio en el cual ella es colocada en el medio de transporte. En el caso de los ductos, será el lugar en el cual se introduce en su circuito que, en el supuesto de autos corresponde al sitio en el cual el fluido fue inyectado, con independencia del ámbito en el cual se realizara el respectivo control o medición aduanera. Cuando una ley es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación, y es adecuado dar a las palabras de la ley el significadoque tienen en el lenguaje común, o bien en el sentido más obvio del entendimiento común


      Petrobras Energía SA (TF 24098-A) c/ DGA


      P.669, L.XLVI, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Pago de los reembolsos por exportaciones al área aduanera especial de Tierra del Fuego (ley 19. 640 y resolución 1221/85 del Ministerio de Economía) por operaciones documentadas en los respectivos permisos de embarque. Exportaciones realizadas por cuenta y orden de los titulares de los bienes exportados. Derecho a percibir los reembolsos: beneficio que busca restituir el pago de tributos interiores abonados en virtud de la mercadería que se exporta para consumo. Propietario de la mercadería: beneficiario del derecho al cobro de los reembolsos, más allá de que la documentante haya sido otra persona, inscripta como exportadora. Interpretación de la norma: consecuencias que derivan de un fallo para verificar la razonabilidad de la interpretación y su congruencia con el sistema en que está engarzada


      Contrariamente a lo postulado por las apelantes, una interpretación armónica de las normas en juego conduce a dar por plausible la solución a la que se arribó en la sentencia apelada, puesto que, dadas las particulares circunstancias del caso de autos, no cabría reservar el concepto de "exportador" sólo para aquel que documentó el permiso de embarque. Esa coincidencia se podrá dar en la mayoría de los casos, pero no implica, por sí, que sean términos siempre equivalentes. En efecto, si bien una lectura descuidada del art. 91. 2 del Código Aduanero podría llevar a pensar que únicamente son exportadores "las personas que en su nombre exportan mercadería (. . . )", y que ellos deben realizar los trámites pertinentes para operar (registrándose o no, en los términos delos arts. 92 y cc. de dicho cuerpo normativo), ello implicaría dejar sin sentido los casos también autorizados por la normativa aduanera en los cuales la operación -más compleja- se realiza "por cuenta y orden de otro" -supuesto de autos-, ya que la persona que formalmente documenta la exportación declara ante el organismo fiscal que lo hace sólo en tal carácter, y denuncia concretamente en nombre y representación de otra en cuyo interés y nombre es que actúa. Está fuera de discusión aquí que fue Oscar Meléndez quien, como propietario de una mercadería que vendió a un tercero radicado en el área aduanera especial de la ley 19. 640, para concretar tal negocio y realizar la "exportación" (y así no sólo llevar a cabo la compra venta entre privados, sino además poder gozar de los beneficios tributarios consiguientes al régimen) optó por acudir a una firma inscripta en los registros pertinentes para que documentara la operación, tal como lo permitía la reglamentación vigente. Ello surge de los propios permisos de embarque 16. 001/88 y 16. 695/88 -en los que quedaron involucradas las tres personas que aquí disputaron sus derechos-, bajo los términos fijados por la propia Aduana en su resolución 370/86, art. 1. 1, en cuanto autorizó "la presentación de solicitudes de destinación para consumo y/o temporales de exportación y/o importación en los que el documentante, debidamente inscripto ante la aduana, actúe por cuenta de un tercero inscripto o no inscripto". No debe escaparse que lo importante aquí, también a los fines del derecho al cobro del reembolso, es ese "tercero" que participó en la sustancia de la operación mercantil y en la exportación, con independencia de si está o no inscripto formalmente como "exportador" en los registros pertinentes. Una inteligencia opuesta a la aquí propiciada conduce derechamente a resultados disvaliosos. Porun lado, porque dejaría sin sentido lo preceptuado por el propio reglamento citado, tornando fútil la distinción allí hecha para permitir que una "exportadora" (en sentido restringido) actuara por cuenta y orden de terceros, ya que la mención u omisión de la existencia de éstos sería irrelevante. En efecto, si únicamente fuera relevante quien documentó la operación, el así considerado "exportador", carecería de interés diferenciar aquellos casos en que lo hace por sí de los otros en que actúa por terceros, como asimismo mencionar la responsabilidad solidaria de éstos con aquél. Por otro lado, y más grave aún, ha de verse que privaría de justicia al régimen de reintegros y reembolsos de los arts. 825, 827 y cc. , puesto que ellos persiguen la "restitución" -total o parcial- de ciertos tributos interiores oportunamente "pagados" por el sujeto interesado cuando se realiza una exportación. En efecto, si "exportador" únicamente es el "documentante" (aun en el caso en que haya actuado por cuenta y orden de un tercero, es decir cuando no lo haya sido quien hubiera efectivamente pagado los tributos a devolver), puede apreciarse con nitidez que la intención del legislador se vería completamente burlada


      Oscar Melendez Construcciones y otro c/ A.N.A s/ Administración Nacional de Aduanas


      O.176, L.XLVI, 28 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Régimen de devolución de IVA por exportación. Restitución correspondiente a operaciones vinculadas con productos exportados y realizadas por la actora con sus proveedores. Improcedencia condicionamiento del derecho al reintegro al hecho del efectivo ingreso del gravamen a las arcas fiscales por parte de los proveedores. Inexistencia de norma que subordine la devolución al cumplimiento de las obligaciones fiscales por parte de los terceros con los que se opera. Fisco: deber deverificar, fiscalizar y cobrar las sumas adeudadas por los contribuyentes


      La actora ha abonado el gravamen correspondiente a sus adquisiciones, pagándolo junto con el precio, en la forma en que la propia ley del impuesto lo ha dispuesto -vale decir al proveedor- (arg. arts. 10, 11, 12 y cc. de la ley del IVA), lo que le genera el derecho a tomar tal suma de dinero como "crédito fiscal", atado a las vicisitudes de la operatoria comercial que le sea propia pero que, en principio y en la mayoría de los casos, le permitirá sustraer esa suma ya pagada de su correspondiente "débito fiscal", originado éste con la venta de sus productos o la prestación de sus servicios a terceros. Ello no quita que, en ciertos otros casos, como ocurre en el supuesto del sub lite, pueda surgir el derecho al reintegro de ese "crédito fiscal" abonado con el precio de sus insumos, al haber exportado las mercaderías con ellos fabricadas (arg. arts. 8, inc. d, 43 y cc. , ley del IVA). Nada encuentro en la ley del IVA -y tampoco indican norma concreta alguna los representantes de la demandada- que otorgue al Fisco la posibilidad de condicionar la restitución del crédito fiscal al exportador al hecho de que sus proveedores hayan abonado sus respectivos gravámenes. No existe precepto alguno que subordine el derecho a la restitución del IVA del exportador al cumplimiento de las obligaciones sustantivas por parte de los terceros con los que él operó. Pretender ello conduce a dos inaceptables conclusiones. En primer lugar, equivale a constituir al contribuyente en una suerte de responsable del cumplimiento de la obligación sustantiva de otros, sin norma legal que así lo establezca. Y, en segundo término, lleva a que el Fisco se vea liberado de su inexcusable deber de verificar, fiscalizar y cobrar las sumas adeudadas por los contribuyentes, mediante la transferencia de esa responsabilidad hacia un tercero, sin ley queasí lo autorice. En efecto, no puede caber duda en cuanto a que el Fisco, al haber constatado tanto la falta de presentación de las declaraciones juradas como el pago del tributo por parte de alguno de los proveedores de la actora -con independencia de lo que aquí se debatió con respecto al derecho al reintegro de la accionante- debió haber puesto en ejercicio las potestades y facultades conferidas por el ordenamiento -en particular, las de los arts. 33, 35 y cc. de la ley de rito fiscal-, para lograr dilucidar la auténtica situación tributaria de aquéllos, y perseguir el cobro de la acreencia que le correspondiera, tal como lo obliga la Constitución Nacional en cuanto recaudador de las rentas públicas (arts. 99, inc. 10, y 100, inc. 7°) sin que pueda admitirse, como indebidamente lo pretende aquí, involucrar a un tercero en violación al principio de reserva de ley en materia tributaria


      Bildown S.A. c/ Fisco Nacional (AFIP - DGI) s/ Ordinario


      B.841, L.XLVI, 4 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Derechos específicos mínimos de importación. Resoluciones MEyOSP 1. 506/98 y SICyM 837/98, contrarias a lo establecido por el Acuerdo Marrakech. Disposiciones de salvaguardia a la importación de calzados


      El thema decidendum estriba en determinar si para el dictado de las resoluciones MEyOSP 1. 506/98 y SICyM 837/98 era necesario cumplir con lo preceptuado por los arts. 7° y cc del Acuerdo sobre Salvaguardias, aprobado por la ley 24. 425, como así con el procedimiento reglamentado por el decreto 1. 059/96 para el establecimiento y prórroga de tales medidas protectoras. Las medidas originalmente tomadas por la resolución 987/97, fueron modificadas de forma notoria por su similar 1. 506/96, involucrando la adopción de nuevas disposiciones de salvaguarda,hecho que obligaba a seguir los pasos internacionalmente convenidos para su fijación. Pues, ella no sólo introdujo cupos no previstos anteriormente, sino que además aumentó significativamente los DIEM en ciertos supuestos, además de alterar el cronograma inicial. Paralelamente, en los términos del art. 19 del decreto 1. 059/96, las salvaguardias a adoptar en el marco de los acuerdos aprobados por la ley 24. 425 podrán tomar la forma de un aumento del derecho de importación o bien de una restricción de carácter cuantitativo, medidas ambas adoptadas por los reglamentos aquí impugnados. No empece a lo expuesto, tal línea de pensamiento conduce a la inaceptable conclusión, frustratoria de los compromisos internacionales asumidos por la República, de que bastaría el dictado de una primera resolución que, siendo respetuosa de las reglamentaciones vigentes, introdujera salvaguardias válidas, y que una segunda, dictada inmediatamente después, las modificara de forma ilegítima, para consagrar un proceder contrario tanto al texto de las normas como a su espíritu. No debe prescindirse de las consecuencias que naturalmente derivan de un fallo, toda vez que constituyen uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la interpretación y su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma


      Adidas Argentina S.A. y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Economía y OSP Resol. 1506/98 Sic. 837/98 s/ Proceso de conocimiento


      A.661, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Exportación. Repetición del "factor de convergencia" establecido por el decreto 803/01. Beneficio para los exportadores otorgado por el Estado Nacional. Precedente B. 2349, LXL, "Banco Provincia de Jujuy”


      El beneficio instituido por el citado decreto 803/01 es un estímulo fiscal cuya obligación de pago nació, para los casos regidos por su similar 936/01, en el momento en que se registraron las operaciones de venta al exterior de los productos abarcados por la ley 21. 453, pero sujeta a la condición suspensiva de que se formalizase su exportación, es decir, que recién devenía exigible su cobro a partir del momento en que se documentaban los respectivos permisos de embarque. En lo que atañe a la "pesificación" de las obligaciones aquí involucradas, cabe destacar, coincidentemente con lo afirmado por la actora, que el art. 1 del decreto 1. 043/03 -cuya constitucionalidad dicha parte no cuestionó- no resulta aplicable a la especie, ya que abarca los pagos del "factor de convergencia" involucrado en operaciones cuyas solicitudes de destinación de exportación se hubieran registrado entre el 19 de junio de 2001 y el 10 de enero de 2002 (inc. a) o bien entre el 11 y el 28 de enero de 2002 (inc. b), siendo que las operaciones aquí controvertidas fueron documentadas en permisos de embarque presentados entre el 1 de febrero y el 4 de marzo del 2002. Las prescripciones del decreto 471/02 tampoco rigen para el presente caso. El ámbito de aplicación material de dicho reglamento, como tiene dicho la Corte, comprende a las obligaciones del sector público nacional, provincial y municipal vigentes al 3 de febrero de 2002 denominadas en dólares estadounidenses u otra moneda extranjera, cuya ley aplicable sea solamente la ley argentina, canalizadas por medio de los instrumentos mencionados en sus considerandos, esto es, a través de diversos tipos de títulos de deuda y préstamos provenientes del mercado de capitales y de inversores financieros, puesto que se trata de un universo acotado a la deuda pública de los distintos niveles de gobierno plasmada en losinstrumentos antes indicados, sobre la que el Estado dispuso otorgarle el tratamiento descripto, a partir del nuevo ordenamiento económico y financiero resultante de la ley 25. 561 Y sus disposiciones complementarias. Corresponde aplicar las pautas de Fallos: 330:5345 ("Longobardi") a fin de calcular la cuantía del crédito


      ADM Argentina SA (TF 21394-A) c/ DGA


      A.818, L.XLVI,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Empréstitos y Deuda Pública


      Bonos globales 2008: sometidos a legislación extranjera. Improcedencia aplicación pautas establecidas en el Decreto 471/02 (conversión a pesos). Remisión dictamen de la causa R. 421, L. XLIII, "Rabolini". Improcedencia pago de amortización e intereses de los Bonos del Tesoro 2003: remisión dictamen de la causa P. 474, L. XLIV, "Paganini". Falta de acreditación del cumplimiento de los requisitos para ser exceptuado del diferimiento del pago de la deuda pública


      Aún dando por cierto el hecho que afirma el actor -sin respaldo documental alguno- en el sentido de que continúa siendo tenedor de los bonos globales 2008 por la suma de u$s 114. 000 que adquirió en el mes de julio de 2001, no debe perderse de vista que el art. 1 del decreto 471/02 establece "Las obligaciones del Sector Público Nacional, Provincial y Municipal vigentes al 3 de febrero de 2002 denominadas en Dólares Estadounidenses u otra moneda extranjera, cuya ley aplicable sea solamente la ley argentina, se convertirán a Pesos uno con cuarenta centavos ($1,40) por cada Dólar Estadounidense o su equivalente en otra moneda extranjera y se ajustarán por el Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER)" y, por lo tanto,estos bonos del actor no están regidos por el decreto 471/02. Los bonos globales 2008 no se encuentran entre los títulos públicos mencionados por la resolución 50/02 del Ministerio de Economía, que enumeró los bonos que serían convertidos a pesos en los términos del decreto 471/02. Luego de examinar las normas aplicables, se concluyó en que son tres los requisitos para exceptuarse del diferimiento general de pagos de la deuda nacional, en particular respecto de los bonos del Tesoro (BONTES) involucrados en esta causa. Ellos son: a) que los bonos estén en poder de personas físicas de setenta y cinco años o más de edad; b) que las tenencias se encuentren acreditadas en la Caja de Valores S. A. al 31 de diciembre de 2001 y c) que éstas se mantengan sin variación. Asimismo, se señaló que la previsión de que los títulos se encuentren registrados antes de una determinada fecha para que sus tenedores estén exceptuados del diferimiento se presenta razonable y descarta cualquier afectación de la garantía constitucional de igualdad


      Proietto, Antonio Francisco c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Dto. 1735/04 (BONTE 03) s/ Proceso de conocimiento


      P.233, L.XLVI,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Amparo deducido contra el Estado Nacional. Conversión a pesos de los títulos de la deuda pública. Derecho de cobro de los créditos según las condiciones fijadas por el dto 471/02. Pronunciamiento arbitrario por no considerar todas las normas que rigen el caso


      El acto judicial atacado es pasible de ser descalificado por aplicación de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias y que, al existir relación directa entre la resolución adoptada y las garantías constitucionales invocadas, corresponde admitir elrecurso y revocarlo, toda vez que la cámara no tuvo en cuenta las normas que rigen el caso, pues al fallar en la causa, declaró el derecho del actor a percibir sus acreencias en préstamos garantizados en los términos del decreto 471/02, sin pronunciarse acerca de los efectos que, sobre el caso, proyecta el decreto 530/03, por medio del cual se instruyó a la Caja de Valores S. A. para que procediera al reintegro de los instrumentos de deuda pública que dieron origen a los préstamos garantizados cuyos acreedores no hubieran suscripto la carta de aceptación prevista por el decreto 644/02. Esta deficiencia descalifica la sentencia dictada en la causa y torna procedente el recurso extraordinario que se deduce con el objeto de obtener una decisión de la Corte que la revoque, sin que resulte necesario, por lo demás, examinar los restantes agravios


      Viano, Miguel Angel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      V.366, L.XLVI, 29 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Bonos de consolidación de deuda. Improcedencia del pago: obligación comprendida en el régimen de consolidación de deudas. Arbitrariedad. Acto jurisdiccional inválido: graves defectos de fundamentación que afectan las garantías constitucionales


      Al sostener la Cámara que la demandada debe cumplir la intimación de pago sobre la base de que existe cosa juzgada y de la doctrina de los actos propios, pone en evidencia que se fundó en afirmaciones meramente dogmáticas sin tener en cuenta que, como ha dicho la Corte Suprema, cuando una obligación queda comprendida en el régimen de consolidación de deudas se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedorlos derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece, circunstancia que impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación, a fin de percibir los créditos que le son reconocidos. En virtud de ello, el silencio guardado por la demandada ante la sentencia -que habría generado derechos a favor del actor de acuerdo a las consideraciones vertidas en la decisión apelada- carece de aptitud para legitimar situaciones inconciliables con el orden público, carácter que revisten las disposiciones que integran el régimen de consolidación. Concluir lo contrario importaría desnaturalizar el proceso judicial hasta convertirlo en un medio apto para convalidar transgresiones a normas imperativas; entonces el silencio de uno de los litigantes frente a la afectación de un derecho indisponible tendría más virtualidad que un contrato para privar de efecto a las leyes en que se encuentra comprometido el interés general. En el precedente publicado en Fallos: 327:2321 -que remite al dictamen- la Corte sostuvo que la aplicación de la institución de la cosa juzgada y los loables motivos que inspiran el principio de inmutabilidad de las sentencias no son absolutos y deben ceder frente a la necesidad de afirmar el valor jurídico, y objetivo constitucional de afianzar la justicia, entendiendo a ésta como una virtud al servicio de la verdad sustancial, lo cual se expresa por medio de una decisión judicial que conduzca a consagrarla y al reconocimiento de los derechos que surgen evidenciados de las constancias del proceso, pues no corresponde que el acreedor se ampare en el vencimiento de plazos y pérdida de las oportunidades procesales previstas para su objeción para beneficiarse con un resultado que acrecentaría indebidamente su pretensión, en perjuicio, indudable, de los intereses y derechos delos terceros involucrados. Habida cuenta de ello la falta de consideración de los agravios expuestos fundadamente por el apelante ante los jueces de la causa sobre la base de meros reparos de índole procesal importa una sustancial restricción a la garantía del debido, proceso, y el adecuado servicio de justicia, al tiempo, que se constituye en una fuente indebida de enriquecimiento para el acreedor, pues dejar subsistente la obligación de pagar una deuda que ya fue cancelada en los términos de la ley de consolidación y se constituye en una fuente de indebido enriquecimiento para el acreedor


      Julian hermanos S.C. c/ Empresa Ferrocariles Argentinos y otros s/ Cobro de pesos


      J.68, L.XLVI, 22 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Bonos de la deuda pública. Suspensión del trámite de ejecución de sentencia. Remisión dictámenes de las causas T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel" y B. 481, L. XLIV, "Benfield, Rebeca Celina"


      Sin perjuicio de ello, cabe señalar que la parte actora -que cuenta con más de 75 años de edad- es titular de bonos de consolidación en dólares estadounidenses tercera serie, que adquirió en marzo de 2001 con el fruto de la venta de títulos públicos en moneda nacional recibidos en concepto de indemnización por un accidente laboral, y se encuentra incluida en la excepción al diferimiento del pago de los servicios de la deuda pública que establece el art. 2 inc. e), de la resolución 350/02 del Ministerio de Economía. Por ello, corresponde aclarar que la suspensión de la ejecución de la sentencia firme dictada en la causa se debe entender en aquello que exceda la resolución350/02 indicada, siempre y cuando existan remanentes pendientes de pago


      Rodríguez, Pedro c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02, 471/02 (Caja Valores) s/ Amparo


      R.111, L.XLVII, 29 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Bonos globales 2003 y 2006 en moneda y bajo condiciones establecidas por el decreto 1735/04. Proceso de reestructuración y diferimiento de los pagos de la deuda pública. Disparidad de trato entre títulos públicos: no se configura un tratamiento desigual entre acreedores. Canje voluntario de deuda: precedente “Galli”. Procedencia del recurso extraordinario: interpretación errónea de las normas federales


      Procede del recurso extraordinario en los casos, como en el sub examine, la cámara no ha interpretado correctamente las normas federales en juego y, por ello, ha concluido erróneamente que los bonos de titularidad del actor podían ser cancelados en la moneda y condiciones estipuladas por el decreto 1735/04, encontrando como justificación de esa decisión los problemas de salud que aquél acarrea, antecedente que resulta notoriamente insuficiente para dictar sentencia en un sentido que no encuentra sustento en disposición legal alguna. Si el actor ha decidido no participar de dicho canje, y así lo ha manifestado expresamente, no puede obligarse al Estado Nacional a cancelar esos títulos públicos en la forma y condiciones ofrecidas por el decreto 1735/04. Cabe recordar que el art. 6° de la ley 26. 017 previó un mecanismo automático de canje sólo en el caso de que se tratara de bonos del Estado Nacional elegibles -de acuerdo con lo dispuesto por el decreto 1735/04- que estuvieran depositados por cualquier causa o título a la orden de tribunales de cualquier instancia, competencia y jurisdicción, siempre que sus titulares nohubieran adherido al canje dispuesto por ese decreto o no hubieran manifestado en forma expresa en las respectivas actuaciones judiciales su voluntad de no adherir al canje antes de la fecha de cierre de este, circunstancia que no es la del sub examine, ya que los bonos del actor no están depositados judicialmente y, el interesado ha manifestado enfáticamente su rechazo, no sólo al canje ofrecido por el decreto 1735/04, sino también a la nueva operación de reestructuración de la deuda pública abierta a la participación voluntaria de los tenedores de títulos elegibles, autorizada por la ley 26. 547. En la demanda no se ha impugnado la validez constitucional del diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública del Gobierno Nacional dispuesto por el art. 46 de la ley 25. 967, sino que se pretende que, una vez finalizado el proceso de reestructuración de la deuda pública, el Estado Nacional cumpla con las obligaciones asumidas en las cláusulas de emisión de los bonos globales de propiedad del actor. Ese diferimiento ha sido mantenido en los sucesivos presupuestos aprobados por el Congreso Nacional y tal postergación de los pagos se mantiene hasta que sea declarada la finalización del proceso de reestructuración de la totalidad de la deuda pública contraída originalmente con anterioridad al 31 de diciembre de 2001, o en virtud de normas dictadas antes de esa fecha, e incluye también a los servicios de los títulos públicos comprendidos en el régimen de la ley 26. 017, esto es, a los de los que no fueron ingresados al canje propuesto por el decreto 1735/04. Respecto a la inconstitucionalidad del art. 47 de la ley 25. 967 planteada, al considerar que violaba el derecho a la igualdad (art. 16 de la Constitución Nacional), en cuanto estableció excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda del Estado Nacional a favor de determinados títulos públicos,entre los que no se encuentran los que él posee, es sabido que la disparidad de trato entre los títulos públicos que -bajo determinadas condiciones- fueron exceptuados del diferimiento del pago de los servicios de la deuda, y otros que no fueron incluidos en esas excepciones -como los que son de propiedad del actor- no configura un tratamiento desigual entre acreedores que vulnere el art. 16 de la Constitución Nacional. En efecto, si bien el art. 47 de la ley 25. 967 contempló el pago de los servicios financieros de determinadas especies de títulos públicos que estuvieran en poder de personas que padecieran severos problemas de salud (situación en la que afirma encontrarse el actor), lo hizo con relación a bonos de la deuda que habían sido previamente alcanzados por la conversión a pesos dispuesta por el decreto 471/02, mientras que las tenencias del actor no sufrieron esa modificación. Ello permite inferir que la distinción criticada por el actor parece encontrar justificación en el hecho de que, en el marco del estado de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria que padeció el conjunto de la sociedad, cuyas causas y efectos fueron ampliamente relatados en numerosos precedentes de la Corte, el sector público nacional sólo estaba en condiciones de afrontar el pago de los servicios financieros de títulos públicos que habían sido convertidos a pesos a la paridad de $1,40 por cada dólar estadounidense y que estuvieran en poder de un determinado universo de tenedores, minuciosamente descripto en las disposiciones aplicables y que fue progresivamente reduciéndose hasta que dejó de haber excepciones al diferimiento de los pagos a partir del ejercicio presupuestario 2010. La Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades que el art. 16 de la Ley Fundamental no impone una rígida igualdad, por lo que tal garantía no obsta a queel legislador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes. De ahí que se atribuya a su prudencia una amplia latitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando los objetos de la reglamentación, aunque también destacó que ello es así en la medida en que las distinciones o exclusiones se basen en motivos razonables y no en un propósito de hostilidad contra determinada persona o grupo de personas o indebido privilegio personal o de un grupo. Por otra parte, frente a las opciones de canje voluntario de deuda diseñadas por el Gobierno Nacional, primero mediante el decreto 1735/04 y más tarde por medio de la ley 26. 547 y el decreto 563/10, corresponde remitirse a la causa “Galli” (Fallos: 328:690), para analizar los planteos constitucionales acerca de la ausencia de razonabilidad en el marco legal relativo al tratamiento de la deuda pública


      Musillario, Hector Salvador c/ EN - Ley 25.967 - Dto. 1.735/04 s/ Amparo Ley 16.986


      M.843, L.XLIV, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Consolidación de deudas. Crédito reconocido por pronunciamiento judicial en concepto de daños y perjuicios. Inclusión en el régimen. Admisibilidad recurso extraordinario en la etapa de ejecución: gravamen de imposible reparación ulterior


      La deuda de autos tiene su origen en los hechos ocurridos en 1986, momento en que se produjo la apropiación indebida del subsidio asignado al actor por su condición de no vidente por parte de quien se desempeñó como asistente social. En virtud de ello, la indemnización acordada -compuesta por daño emergente, lucro cesante, daño moral, daño psíquico y gastos por tratamiento psiquiátrico- queda comprendida en la ley 23. 982 y su decretoreglamentario, circunstancia que obliga a los actuales acreedores -herederos del causante- a seguir los procedimientos establecidos en tales normas a los efectos de obtener la cancelación de los créditos. Los extremos a los que alude la cámara vinculados al carácter asistencial del subsidio y al motivo por el cual el actor no pudo percibirlo, no resultan aptos para excluir la deuda del régimen de consolidación. Ello es así, toda vez que el art. 18 de la ley 25. 344 es inaplicable al sub lite y, por lo demás, se trata de circunstancias que no encuadran en los supuestos de excepción que prevé la ley 23. 982, ni se configura una situación análoga a las que se tuvieron en cuenta en los precedentes de Fallos: 316:779, 318:1593 y 333:2439 (v. dictamen de este Ministerio Público emitido en el día de la fecha, in re V. 337, L. XLVI, "Villardón, Santiago c/ Lotería Nacional S. E. s/ Enfermedad accidente")


      Carusi, Armando Sifredo c/ Pacheco de Luna, Alicia y otro s/ Juicios de conocimientos


      C.185, L.XLVII, 2 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Consolidación de deudas. Crédito reconocido por pronunciamiento judicial en concepto de indemnización por incapacidad. Inclusión en el régimen


      La deuda de autos tiene su origen en la incapacidad laboral que padece el actor, la cual determinó que, por aplicación de las normas de previsión social, se dispusiera su baja a partir del 14 de enero de 1991. En virtud de ello, la indemnización acordada -compuesta por daño emergente, lucro cesante y daño moral- queda comprendida en la ley 23. 982 y su decreto reglamentario, circunstancia que obliga al acreedor a seguir los procedimientos establecidos en tales normas a los efectos de obtener lacancelación de los créditos. Los extremos a los que alude la cámara vinculados a la situación del actor por su discapacidad y avanzada edad, no resultan aptos para excluir la deuda del régimen de consolidación. Ello es así, toda vez que el art. 18 de la ley 25. 344 es inaplicable al sub lite y, por lo demás, se trata de circunstancias que no encuadran en los supuestos de excepción que prevé la ley 23. 982, ni se configura una situación análoga a las que se tuvieron en cuenta en los precedentes de Fallos: 316:779; 318: 1593 y 333:2439 (v. dictamen de este Ministerio Público emitido en el día de la fecha, in re C. 185, L. XLVII, "Carusi, Armando Sifredo c/ Pacheco de Luna Alicia y otro s/ juicios de conocimientos")


      Villardón, Santiago c/ Lotería Nacional S.E. s/ Enfermedad accidente


      V.337, L.XLVI, 2 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Consolidación de obligaciones del INSSJP. Obligaciones de causa o título anterior al 30 de junio de 2002. Leyes de consolidación de deuda y de emergencia sanitaria


      La deuda no queda comprendida en la excepción prevista por el art. 2° de la ley 26. 077 porque, al ser de origen anterior al 30 de junio de 2002, le resulta aplicable el art. 91 de la ley 25. 725 y que, por lo tanto, corresponde practicar la liquidación de conformidad con el régimen de consolidación y dejar sin efecto el embargo dispuesto en la instancia anterior. El precepto en cuestión dispone expresamente la consolidación de las obligaciones del INSSJP, motivo por el cual participa del mismo carácter de orden público que se otorgó a la ley de consolidación a la que complementa, circunstancia que obliga al tribunal a considerar su aplicación en cualquier estado del proceso y auncuando la accionada omita solicitarla. Sentado lo anterior, resulta inadmisible el planteo de inconstitucionalidad que formula el apelante, pues se torna evidente que el art. 2° de la ley 26. 077 no puede prevalecer sobre el art. 91 de la ley 25. 725, toda vez que el primero de ellos excluye ciertos supuestos de los efectos de la emergencia sanitaria nacional declarada originariamente por el decreto 486/02, mientras el segundo regula en forma específica la consolidación de las obligaciones del INSSJP. Desde esta perspectiva, se advierte que la postura de la actora responde a un criterio de interpretación gramatical del texto legal que no condice con la adecuada hermenéutica de las disposiciones dictadas en el marco de la consolidación, pues aun cuando el art. 2° de la ley 26. 077 no establece una fecha de corte al exceptuar las ejecuciones de sentencias pasadas en autoridad de cosa juzgada, su ámbito de aplicación encuentra como límite el 30 de junio de 2002 cuando se trata de obligaciones del INSSJP nacidas con anterioridad a esa fecha, en razón de que éstas quedan consolidadas de pleno derecho según las disposiciones vigentes. No puede ser otra la solución que corresponde otorgar a las reglas en juego en el sub lite teniendo en cuenta que ambas normas tienen igual jerarquía y carácter de orden público. En este sentido, cabe recordar una de las pautas interpretativas de mayor arraigo en la doctrina del Tribunal, conforme a la cual la inconsecuencia o falta de previsión jamás se supone en el legislador y, por ello, las leyes siempre deben interpretarse evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el que las concilia y deja a todas con valor y efecto. Asimismo, la Corte Suprema tiene dicho que es propio del intérprete indagar lo que las leyes dicen jurídicamente, sin que esto signifique apartarse del texto legal,pero tampoco sujetarse rigurosamente a él cuando la interpretación razonable y sistemática así lo requiere, por lo que ella debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que informan a aquéllas


      Sociedad Médica de Santa Fe c/ INSSJP s/ Ordinario


      S.386, L.XLVI, 16 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Crédito de naturaleza alimentaria. Régimen de consolidación de deuda. Condiciones para la exclusión de deuda. Remisión al dictamen de la causa A. 971, L. XLIII, "Abregú, Neri del Carmen cl Yacimientos Mineros Aguas de Dionisio”


      Las cuestiones relacionadas a la aplicación del art. 18 de la ley 25. 344 son sustancialmente análogas a las examinadas y resueltas en el precedente publicado en Fallos: 332: 12 ("Carabajal") y, más recientemente, A. 971, L. XLIII, "Abregú, Neri del Carmen cl Yacimientos Mineros Aguas de Dionisio”. Resultan procedentes los agravios invocados por el apelante en torno al modo de calcular los accesorios, toda vez que, al haberse determinado que el crédito queda comprendido en el régimen de consolidación, no es posible admitir el cálculo de intereses con posterioridad a la fecha de corte, pues una decisión en tal sentido importa prescindir de la solución normativa prevista para el caso que, por lo demás, es de orden público y no puede ser soslayada en oportunidad de practicarse la liquidación correspondiente


      Cardona, Juan Pedro c/ E.F.A. s/ Diferencias salariales


      C.914, L.XLVI, 24de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Deuda pública. Pago de los servicios financieros de bonos de la deuda pública. Bonos de consolidación en dólaresestadounidenses 1° serie. Decreto 471/02. Excepciones al diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública que contemplan las leyes 25. 827 y 25. 967. Indemnización por accidentes que hubiesen producido daños a la vida, en el cuerpo o en la salud. Inclusión del tenedor de un título entre las excepciones: no se modifica por nuevas leyes que contemplan otras modalidades de tratamiento y regulación de la deuda pública


      La interpretación de la cámara de las normas que rigen el caso no justifica el reproche que le endilga el apelante, toda vez que es posible concluir, tal como aquélla lo hizo, que la situación de los actores se consolidó con las normas que contemplaron la excepción en cuestión, sin que obste a ello la circunstancia de que en leyes posteriores se regulara de modo diferente el tratamiento de la deuda pública. En apoyo de este aserto concurren al menos dos circunstancias que no se pueden pasar por alto. Por un lado, que no hay ninguna disposición en las leyes que el apelante invoca que permita sostener su aplicación retroactiva, mientras que, por el otro, en numerosos casos en los que concurrían situaciones similares a las que se plantean en autos, el Estado Nacional abonó los servicios de la deuda al incluir a los tenedores de los títulos en alguna de las excepciones al diferimiento de los pagos que se contemplaron en distintas normas, sin que interrumpiera el cumplimiento de tal obligación por el mero vencimiento del ejercicio fiscal o por la sanción de una nueva ley de presupuesto. Esta conducta es demostrativa de que el apelante consideró que la inclusión del tenedor de un título entre las excepciones al diferimiento de los servicios de la deuda pública nacional no se ve modificada por nuevas leyes que contemplan otras modalidades de tratamiento y regulación de la deuda pública, en posición que coincide con la que adoptó la cámara en la resolución que se impugna


      Vallone, Germán Aníbal c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      V.234, L.XLVI,2 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Deuda pública. Servicios financieros de letras del Tesoro. Decreto 471/02. Excepción al diferimiento de los pagos. Remisión a Fallos: 328:690


      La cámara estimó inaplicable al caso lo dispuesto por el decreto 471/02 debido a que los servicios financieros de las letras del Tesoro de propiedad dé la actora habían vencido antes de que aquél entrara en vigencia. El agravio de la recurrente resulta atendible, ya que el mencionado decreto comenzó a regir a partir de su publicación en el Boletín Oficial, es decir el 13 de marzo de 2002, mientras que el vencimiento de las letras del Tesoro se produjo el 15 del mismo mes y año. La cámara no podía dejar de tratar los cuestionamientos que, con base en la adecuación del decreto 471/02 al texto constitucional, la demandada formuló a la sentencia de primera instancia, en la que se había declarado la inconstitucionalidad de sus disposiciones, que regulan la situación de los títulos de la deuda pública nacional regidos por la ley argentina; omisión que constituye una resolución contraria implícita al derecho federal en el que el recurrente sustenta su posición


      Gil, Carmen y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


      G.334, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Ejecución de honorarios. Embargo sobre fondos del BCRA. Improcedencia. Régimen de consolidación de deudas públicas


      V. E. tiene dicho que la consolidación de las obligaciones alcanzadas por esas leyes opera de pleno derecho después del reconocimiento firme de la deuda, en sede judicial o administrativa. Como consecuencia de ello, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, por lo que sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece: exigir el pago en efectivo en los plazos fijados por ella o la entrega de los bonos que correspondan. Tal circunstancia impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación, a fin de percibir los créditos que le son reconocidos. La Corte señaló, en tomo al régimen de consolidación de deudas de ley 23. 982 -al que remite expresamente la ley 25. 344- que la distinción entre los créditos de causa o título anterior a la fecha de corte -a los que consolida- y los de causa o título posterior a esa fecha -respecto de los cuales establece un sistema de pago diverso-, no autoriza la existencia de una suerte de "tercer régimen" para el cobro de créditos mediante un procedimiento diverso a los previstos legalmente. De ello deriva la imposibilidad de obviar el procedimiento legal para disponer una medida cautelar con fundamento en la demora del organismo deudor en cumplir con sus obligaciones -tal como hizo el a quo en la resolución apelada-, porque ello es contrario a lo dispuesto por el art. 4° de la ley 23. 982, máxime cuando, como sucede en el caso, el retraso en la cancelación de los honorarios regulados no se debe exclusivamente a la conducta del apelante, tal como se comprueba con el análisis del trámite del proceso


      Banco Central de la República Argentina - Liq. Banco de la Empresa Coop. Ltdo. c/ Romero de Ferrecio, Olga Margarita s/ Ordinario s/ Inc. ejec. honorarios Dr. Codermatz


      B.560, L.XLVI,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Excepción al diferimiento del pago de los servicios de la deuda pública. Aplicación de los términos y condiciones fijados por el decreto 471/02. Remisión a lo resuelto en T. 394, L. XLIV, "Tapella"


      En el sub lite la demandada no discute que la situación de los actores encuadre en la excepción prevista por el art. 2°, inc. e), de la resolución 73/02 por tratarse de bonos de consolidación en poder de personas que atraviesan situaciones en las que estuviera en riesgo su vida o su salud, y que en virtud de ello le habría correspondido percibir los servicios financieros de esos bonos en las condiciones establecidas por el decreto 471/02, que es precisamente el modo de cancelar los títulos que ordenó la Cámara. La situación de los actores se consolidó con las normas que contemplaron la excepción en cuestión, sin que obste a ello la circunstancia de que en leyes posteriores se regulara de modo diferente el tratamiento de la deuda pública. Por un lado, no hay ninguna disposición en las leyes que el apelante invoca que permita sostener su aplicación retroactiva, mientras que, por el otro, en numerosos casos en los que concurrían situaciones similares a las que se plantean en autos, el Estado Nacional abonó los servicios de la deuda al incluir a los tenedores de los títulos en alguna de las excepciones al diferimiento de los pagos que se contemplaron en distintas normas, sin que interrumpiera el cumplimiento de tal obligación por el mero vencimiento del ejercicio fiscal por la sanción de una nueva ley de presupuesto


      Parada, Lylia y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo ley 16.986


      P.845, L.XLIV,30 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Inadmisibilidad de recurso de queja. Pretensión de inconstitucionalidad de los arts. 64 y 66 de la ley 25. 827. Consolidación de deudas. Cancelación de deudas previsionales reconocidas con posterioridad al 31 de diciembre de 2001 con bonos de consolidación cuarta serie


      La consolidación de las obligaciones alcanzadas por el art. 13 de la ley 25. 344 opera de pleno derecho después del reconocimiento firme de la deuda, en sede judicial o administrativa. Como consecuencia de ello, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, por lo que sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece: exigir el pago en efectivo en los plazos fijados por ella o la entrega de los bonos que correspondan. Tal circunstancia impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación, a fin de percibir los créditos que le son reconocidos. Sobre la base de lo expuesto, los planteos formulados por el actor con el objeto de que se declare la inconstitucionalidad de los arts. 64 y 66 de la ley 25. 827, sólo constituyen agravios prematuros por carecer de carácter efectivo y concreto. Ello es así, toda vez que el actor no habría efectuado la opción que prevé la normativa aludida, ni la decisión de las autoridades competentes de cancelar los créditos con bonos previsionales 4ta. serie. Por lo tanto, los supuestos perjuicios alegados por esta modalidad de cancelación podrán producirse, eventualmente, al momento de solicitar el pago en los términos que contempla la ley, es decir, en efectivo en moneda nacional con los recursos presupuestarios que sean asignados al pago de la deuda pública o mediante la suscripción de títulos. En caso deoptar por la segunda posibilidad, se procederá a determinar la serie de bonos que corresponda entregar, oportunidad en la que podrá trasuntarse en un gravamen concreto que habilitará al demandante a intentar los recursos que considere idóneos


      Lamarque, Santiago Juan c/Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes varios


      L.1157, L.XLII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Indemnización por daños y perjuicios. Exclusión del crédito del régimen de consolidación de deudas. Art. 18 de la ley 25. 344. Falta de acreditación de las circunstancias excepcionales


      La cámara no ha fundado adecuadamente su decisión al considerar que resulta inaplicable el régimen de consolidación de deudas al crédito de autos, en virtud de que se configura un supuesto de excepción previsto por el art. 18 de la ley 25. 344. El tribunal se limitó a efectuar consideraciones genéricas acerca de los propósitos de la disposición mencionada y de su correcta interpretación sin examinar las concretas circunstancias del caso. Al proceder de este modo soslayó que, a los efectos de aplicar lo dispuesto por el art. 18 de la ley 25. 344 y a fin de no producir un menoscabo en el derecho de defensa de las partes, corresponde realizar las diligencias tendientes a acreditar las circunstancias excepcionales que se requieren para excluir una deuda del régimen de cancelación de pasivos estatales, en particular, lo relativo a la situación de desamparo e indigencia. Ello es así, máxime cuando los interesados no han alegado ni probado los extremos que requiere el art. 18 citado, sino que solicitaron la declaración de inconstitucionalidad de la ley 25. 344 y su decreto reglamentario


      Tevez, Miguel René y otro c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Daños y perjuicios


      T.70, L.XLVII, 17 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Pago de los servicios financieros de la deuda pública. Excepción al diferimiento de los pagos. Pronunciamiento inoficioso: falta de un interés o agravio concreto y actual. Cuestión que devino abstracta


      Licari, Víctor Humberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      L.33, L.XLVI,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso de queja por recurso extraordinario denegado. Régimen de consolidación de deuda pública. Créditos no incluidos en el mecanismo previsto por los arts. 22 de la ley 23. 982 y 20 de la ley 24. 624. Imposibilidad de cobro en efectivo. Cancelación de deudas estatales: normas que revisten carácter de orden público


      La cuestión a dirimir se vincula a la modalidad que debe adoptarse para cancelar el crédito de los actores, pues dicho régimen permite optar por el cobro en efectivo o con títulos de la deuda pública. Al respecto, la consolidación de las obligaciones alcanzadas por el art. 13 de la ley 25. 344 opera de pleno derecho después del reconocimiento firme de la deuda, en sede judicial o administrativa. Como consecuencia de ello, se produce -en ese momento- la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, por lo que sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece: exigir el pago en efectivo en los plazos fijados por ella o la entrega de los bonos que correspondan. Tal circunstancia impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y sureglamentación a fin de percibir los créditos que les son reconocidos. En la especie, el tribunal hizo lugar a la pretensión de fondo de los actores y luego, ante la petición de obtener el cobro en efectivo y no con bonos de consolidación, ordenó que el juez de primera instancia dictara una nueva resolución ajustada a las decisiones firmes de la causa. Sin embargo, resolver en tal sentido no importa la obligación por parte del deudor de incluir el crédito en la ley de presupuesto del año siguiente al del reconocimiento, ni la posibilidad de solicitar su ejecución judicial una vez transcurrido el período ordinario de sesiones del Congreso Nacional. En efecto, la actora ha manifestado su intención de cobrar en efectivo, motivo por el cual resultan aplicables al caso el art. 14 de la ley 25. 344 y los arts. 10 y 11, anexo IV, del decreto reglamentario 1116/00, estas normas establecen que la atención de las acreencias en efectivo -queda sujeta a los recursos que anualmente contenga la ley de presupuesto para hacer frente al pasivo consolidado, en un plazo máximo de dieciséis años para las obligaciones generales contados a partir de la fecha de corte, de conformidad con el orden de prelación y cronológico que determinan los arts. 7° y8° de la ley 23. 982. En tales condiciones, el tribunal apelado al confirmar la intimación para que la demandada cancele los créditos en los términos de los arts. 22 de la ley 23. 982 y 20 de la ley 24. 624, se apartó de expresas disposiciones que regulan la cancelación de deudas estatales y que revisten carácter de orden público. Por lo que se hacer lugar a la queja interpuesta y se revoca la sentencia apelada


      Dritsos, Angel Diogenes y otros c/ Ministerio de Economía y otros s/ Part. Accionariado Obrero


      D.266, L.XLVI, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Regimen de consolidación de deuda. Aplicación del articulo 18 de la Ley 25. 334. Indemnización


      El artículo 18 de la ley 25. 334, establece que la reglamentación debe fijar un límite mínimo de edad a los efectos de excluir de la consolidación a titulares de créditos previsionales y, seguidamente, añade que "se podrá disponer la exclusión cuando mediaren circunstancias excepcionales vinculadas a situaciones de desamparo e indigencia en los casos en que la obligación tuviere carácter alimentario”. Habida cuenta de los términos en que fue redactada la norma, no parece razonable sostener su inaplicabilidad al caso sobre la base de que el Alto Tribunal determinó la exclusión de los créditos cuando las víctimas requerían disponer del crédito en forma inmediata a fin de hacer cesar el proceso de degradación mediante una rehabilitación tempestiva. En efecto, una interpretación en tal sentido, importa restringir indebidamente los alcances del art. 18 en cuestión, pues las condiciones que este precepto exige no están vinculadas a supuestos de grave incapacidad, ni limitadas a quienes reclaman una indemnización por padecer las secuelas de un accidente. En este orden de ideas, cabe recordar que la incorporación del art. 18 al régimen de consolidación de deudas responde a la necesidad de atender en efectivo las obligaciones de aquellos acreedores que se encuentran en las especiales condiciones descriptas por la norma, sin tener que recurrir a declarar la inconstitucionalidad del régimen, única solución posible antes de sancionarse la ley 25. 344, pues la ley 23. 982 no contenía tales previsiones. En virtud de ello, lo resuelto por el tribunal apelado, que lleva a requerir el cumplimiento de extremos no contemplados por la norma, traduce unainterpretación restrictiva que vulnera derechos protegidos por la Constitución Nacional y frustra los propósitos perseguidos por el legislador


      Rodriguez, Daniel Osvaldo c/ Estado Nacional - Policia Federal Argentina s/ Daños y perjuicios


      R.510, L.XLV, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Régimen de consolidación de deudas. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de demostración del gravamen que provoca la sentencia. Recurso inadmisible. Precedente Bustos


      Tiene dicho la Corte Suprema de manera reiterada que, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales. El recurso intentado es formalmente inadmisible, toda vez que el apelante sólo manifiesta su discrepancia con los argumentos expresados por el tribunal en torno a que la situación de emergencia económica existente al momento de dictarse la ley 25. 827 impide declarar la inconstitucionalidad de las normas que ordenan la cancelación de deudas estatales con bonos de consolidación 6ta serie. Tampoco demuestra el actor que se configura un apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación en los hechos conducentes del sub lite, o la irrazonabilidad de las conclusiones. La circunstancia de que la decisión se funde en lo resuelto por el Alto Tribunal en el precedente "Bustos" no comporta por sí misma unacausal de arbitrariedad, pues resulta evidente que la cámara consideró que la doctrina allí sentada se extiende al sub lite, en tanto se trata en ambos casos de examinar normas dictadas en el marco de situaciones de emergencia


      Guillermet, Pedro José c/ YPF SA y otro c/ Part. accion. obrero


      G.359, L.XLVI,21 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Régimen de consolidación de deudas. Falta de demostración del gravamen que provoca la sentencia. Recurso inadmisible. Remisión O. 267, L. XLIV, "Olive, Ilda Yolanda María c/ PEN - ley 25. 561 - dto. 1570/01, 214/02 s/ amparo" y B. 646, L. XLIV, "Badoff, Vanesa Verónica c/ PEN - ley 25. 561 - dtos. 1570/01, 214/02 s/ proceso de conocimiento - ley 25. 561"


      La sentencia de la cámara que rechazó el pedido de declaración de inconstitucionalidad del decreto 471/02 y ordenó pagar los servicios de los bonos a la paridad fijada por aquél, en virtud de considerar que la actora estaba incluida entre las excepciones al diferimiento de pagos, no le causa un gravamen actual al Estado Nacional, porque lo cierto es que éste comenzó a abonar los servicios financieros de los títulos públicos antes del dictado de la sentencia impugnada


      Francovich, María Isabel y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional decretos 1570/01, 471/02 s/ Proceso de conocimiento


      F.818, L.XLIV,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Régimen de consolidación de deudas. Procedimiento de cálculo. Orden público. Inaplicabilidad de la doctrina sentada en los casos "Cha Cha Huen" y "Giordano"


      El acreedor manifiesta expresamente que no pretende cuestionar las leyes de consolidación ni la resolución 71/99, sino la implementación efectuada por parte del organismo deudor, al entender que el resultado que se obtiene cercena la obligación original. El interesado sólo se agravia del procedimiento de cálculo empleado por el organismo deudor al considerar que no se ajusta a la ley 23. 982 y que fue realizado sin una disposición que justifique ese proceder. Esta postura revela la insuficiencia del planteo, puesto que, pese a lo expresado por la demandada, no se ha puesto en tela de juicio la validez de las normas que rigen la forma de determinar la cantidad de bonos que corresponde depositar a los efectos de cancelar la deuda de autos (resoluciones 71/99 y 638/02 del Ministerio de Economía), circunstancia que no puede ser soslayada al momento de dirimir el litigio en razón de que el carácter de orden público que ellas revisten impone su aplicación inexcusable. Ello es así máxime cuando a la falta de impugnación oportuna por parte del interesado se añade que un adecuado tratamiento de las cuestiones en debate exigía ponderar la vigencia de una norma de jerarquía legal promulgada con anterioridad al dictado de la sentencia de primera instancia que tiene incidencia directa en la materia. En efecto, el art. 47 de la ley 26. 546 de presupuesto para el ejercicio 2010 establece que los montos correspondientes a los servicios financieros vencidos con anterioridad a la fecha de colocación de los bonos de consolidación entregados en pago de las obligaciones exigibles en el marco de las leyes 23. 982 y 25. 344 serán canceladas mediante la entrega de bonos adicionales valuados a su valor técnico residual


      Termidoro, Vito c/ Estado Nacional - Minisiterio de Economía y Obras y Serv. Públicos s/ Empleo público


      T.73, L.XLVII,1 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Títulos públicos. Medida cautelar decretada en primera instancia: entrega de suma en moneda extranjera por amortización y renta de bonos. Posterior revocación de la medida. Sentencia definitiva rechazando la demanda. Violación de los derechos de propiedad y de defensa en juicio


      Al decidir como lo hizo, el a qua omitió hacerse cargo de la índole provisoria que regularmente revisten las medidas precautorias, y le otorgó a la decretada en autos -que había sido levantada por el tribunal apelado en una decisión anterior, que se encuentra firme- efectos definitivos que desnaturalizan aquella provisionalidad, lo que conduce a un resultado contrario al que establece el decreto 471/02 en cuanto a la moneda de pago de los servicios financieros de los títulos públicos, con riesgo de frustrar el derecho de la parte demandada que surge de la sentencia que puso fin al pleito. Así, pues en el pronunciamiento de Corte –al confirmar la decisión de la cámara- se había desestimado la pretensión de la actora de percibir la renta y amortización de los títulos públicos de su propiedad en la moneda de origen, por aplicación del criterio establecido en Fallos: 328:690. Sin embargo, los alcances de esa sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada han resultado, en los hechos, desconocidos por la resolución apelada, desde que en ella se considera como definitivamente consolidado en el patrimonio del actor todo lo que éste percibió al amparo de una medida cautelar, cuyo objeto coincidía con el de la demanda que fue rechazada, lo cual encierra una violación de los derechos de propiedad y de defensa en juicio (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional) de la parte demandada. Por otra parte, la doctrina sentada por la Corte en Fallos: 308:552 y 333:935 -citada por el a qua para justificar su decisión- no esapropiada para fundar la resolución apelada, pues no se trata aquí de la aplicación de nuevos criterios jurisprudenciales a causas análogas en trámite, sino de las consecuencias que proyecta sobre los efectos cumplidos de una medida cautelar otorgada, la sentencia definitiva dictada en el mismo proceso en sentido adverso al derecho invocado en la demanda


      Palazzolo, Osvaldo Alejandro y otros c/ PEN s/ Amparo


      P.121, L.XLVII, 27 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Leyes de Emergencia


      Deuda pública. Ley 25. 967. Diferimiento de los servicios de bonos de la deuda pública. Excepciones. Necesidad de cumplir determinados requisitos para obtener el beneficio. Interpretación integrada con el plexo normativo de emergencia. Remisión a P. 474, L. XLIV, "Paganini", dictamen del 5 de agosto de 2009


      El tribunal a qua, al pronunciarse a favor de la inconstitucionalidad del diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública dispuesto por los arts. 52 y 55 de la ley 26. 337, realizó una interpretación aislada de dichos preceptos, sin examinarlos de manera integrada con los demás que componen el plexo legislativo de la emergencia, ni intentar conciliar éste con la particular situación de la actora, de modo de evitar caer en una drástica declaración de inconstitucionalidad. Son tres los requisitos para exceptuarse del diferimiento general de pagos de la deuda nacional. Ellos son: a) que los bonos estén en poder de personas físicas de setenta y cinco años o más de edad; b) que las tenencias se encuentren acreditadas en la Caja de Valores S. A. al 31 de diciembre de 2001 y c) que éstas se mantengan sin variación. La actora no cumple con uno de los requisitosindispensables para ser exceptuada del diferimiento, cual es el de que los títulos públicos en cuestión debieron haber ingresado a la Caja de Valores S. A. antes del 31 de diciembre de 2001. Para admitir la pretensión de autos la Cámara debía explicar -y no lo hizo- las razones por las cuales tal exigencia resultaba, en el caso, irrazonable o arbitraria y, por ello, inconstitucional


      Cavallaro, Maria Rosa c/ Poder Ejecutivo Nacional ley 25.561 Dto 1570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


      C.617, L.XLVI,10 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Poder Impositivo y Coparticipación


      Acción de amparo. Impuesto a las ganancias sobre haberes previsionales. Planteo de inconstitucionalidad del art. 79, inc. c), de la ley 20. 628. Improcedencia de la vía del amparo. Encuadramiento dentro de la ley fiscal. Cuestión ajena a la órbita del Poder Judicial. Inexistencia de violación al derecho de propiedad


      La vía utilizada por los actores para cuestionar, en suma, que el impuesto a las ganancias grave sus respectivos haberes previsionales y que en el caso importe un despojo confiscatorio de ellos es claramente improcedente porque, no demostraron que el actuar estatal adolezca de arbitrariedad e ilegalidad manifiesta ni cuál es el perjuicio concreto que les produce en su esfera de derechos. Los montos cobrados por los actores en virtud de sus respectivas jubilaciones son susceptibles de ser encuadrados sin dificultad dentro de los cánones de la ley 20. 628 reseñados, a lo que cabe agregar que la configuración del gravamen decidida por el legislador involucra una cuestión ajena a la órbita del Poder Judicial, a quien no compete considerar la bondad de un sistema fiscal para buscar los tributos que requiere el erario público ydecidir si uno es más conveniente que otro, sino que sólo le corresponde declarar si repugna o no a los principios y garantías contenidos en la Constitución Nacional. Para impugnar un tributo por los motivos esgrimidos en la demanda ha de demostrarse que, en el supuesto en concreto llevado ante la justicia -por las peculiaridades que éste pueda mostrar-, hay una violación al derecho de propiedad debido a que el gravamen adquiere ribetes que lo toman confiscatorio. Sin embargo, la acreditación de este aserto está rodeada de rigurosas exigencias de prueba tendientes a poner en evidencia su acaecimiento, extremos que no condicen con que pueda ser admitido, como ocurrió en la sentencia recurrida, que trató la cuestión como de puro derecho, y sin que los actores hayan aportado en su momento prueba alguna que permita tener por configurada, siquiera indiciariamente, la manifiesta ilegalidad o arbitrariedad endilgada al accionar del Estado


      Dejeanne, Oscar Alfredo y otro c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo


      D.248, L.XLVII, 17 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de certeza contra el Estado Nacional. Pretensión de inconstitucionalidad del art. 6° de la ley 26. 180. Modificación de la coparticipación del impuesto a los créditos y débitos bancarios (ICyDB). Art. 75 incs. 2 y 3 de la Constitución. Recursos coparticipables apartados del régimen general: asignación especifica de gravamen. Rechazo de demanda


      Si bien existe una indudable relación entre la ley federal de coparticipación, por una parte, y las demás leyes federales que establecen, modifican o derogan aquellos tributos que son coparticipables -en función del art. 75, inc. 2°, de la ConstituciónNacional- como así entre la primera y las otras disposiciones que establezcan afectaciones específicas de dichos ingresos -inc. 3° del citado artículo-, de allí no se deriva que éstas puedan ser confundidas con aquélla ni en cuanto a su función primordial ni en cuanto a sus características propias, en especial las referidas en el cuarto párrafo del citado art. 75, en lo referido a que ella no puede ser modificada unilateralmente ni reglamentada por las partes. Tal mandamiento constitucional es intrínseco a la esencia del mecanismo de coparticipación, dada su base contractual en tanto la norma nacional sólo puede tener efectiva vigencia en la realidad de los hechos a partir del momento en que las provincias, por su parte, aceptan ingresar al sistema por medio del dictado de las respectivas leyes de sus propias legislaturas, en las que asumen los derechos y compromisos que dimanan del convite hecho por la Nación. Allí se plasma el pacto esencial que, como todo contrato, no admite su modificación sin el consentimiento del resto de los interesados. En otros términos, sin el acuerdo de las provincias, habría ley federal de coparticipación pero ella no se plasmaría en un sistema de efectiva vigencia. Es claro que de las leyes 25. 413 (y sus modificatorias), 25. 570 (y las que la prorrogaron) y 26. 180 (con sus prórrogas) no pueden predicarse las características reseñadas que el art. 75, inc- 2, de la Ley Fundamental reservó exclusivamente para la ley de coparticipación. En efecto, ellas únicamente están expresando un destino específico para una porción de lo recaudado en virtud de un tributo federal tal como lo permite el inc. 3° de ese mismo artículo. De seguirse la tesitura defendida por la actora, se llegaría a la inaceptable conclusión de que lo normado por el Congreso en una ley como la 25. 570, por el mero hecho de que se reconozca su antecedente inmediato en un acuerdo entre lostitulares de los respectivos poderes ejecutivos de la Nación y de las jurisdicciones locales, importa la inmutabilidad del destino dado a los fondos por el Legislador Nacional, incluso en caso de que se hubiera seguido lo ordenado en el inc. 3 del art. 75 de la Constitución Nacional. Es decir que, como cualquier ley que modificara un gravamen –por ejemplo creando una exención o estableciendo un beneficio fiscal-, al implicar un cambio en su producido, debería ser considerada como una alteración unilateral del sistema de coparticipación y, por tanto, invalidada. De tal tesitura se colige de forma irremediable que se arriba a una suerte de congelamiento las facultades legislativas que la Constitución Nacional otorga al Gobierno Federal, lo cual debe ser enfáticamente rechazado. Son tres las condiciones fijadas por el constituyente para que un recurso coparticipable pueda ser apartado del régimen general de distribución: a) que se lo haga por tiempo determinado; b) por medio de una ley especial aprobada por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada cámara; c) que se le dé (o se le modifique) una "asignación específica". Los dos primeros requisitos se hallan reunidos en la especie, toda vez que las normas en cuestión contienen una limitación temporal, tanto en lo referido a la vigencia del tributo como en cuanto a su destino (al igual que sus respectivas prórrogas), y según lo informan las respectivas cámaras legislativas, se ha cumplido con la condición de las mayorías agravadas. El concepto de "asignaciones especificas", empleado por el Constituyente reformador de 1994 involucra un mecanismo excepcional para detraer fondos que, en virtud del inciso 3 del art. 75, irían al mecanismo general de distribución de recursos coparticipables. Al haber dispuesto el Congreso Nacional que una porción de lo recaudado por el ICyDB se destinará acontribuir a consolidar la sustentabilidad del programa fiscal y económico, a pesar de exhibir cierto grado de imprecisión, se ha cumplido con el requisito exigido por la Constitución Nacional para dar asignación específica a un recurso coparticipable


      Santa Fé, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucional


      S.470, L.XLV, 5 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de certeza. Pretensión municipal de cobrar un tributo en concepto de tasa por reinspección veterinaria, bromatológica y visado sanitario. Corresponde a la justicia federal


      Cuando se pretende obtener una declaración que haga cesar el estado de incertidumbre en que se encuentran respecto de la pretensión municipal de cobrar un tributo en concepto de "tasa por reinspección veterinaria, bromatológica y visado sanitario", la competencia corresponde al fuero federal, pues el conflicto se circunscribe a determinar si la tasa que pretende cobrarle el municipio es contraria a lo previsto en disposiciones de la Constitución Nacional y del Código Alimentario Nacional, resultando la aplicación e interpretación de estos preceptos federales esenciales para la solución de la causa. Al respecto, la Corte Suprema ha asignado naturaleza federal a las normas del Código Alimentario Nacional, y este Ministerio Público se ha pronunciado por la competencia de los tribunales federales en pleitos en los que se debatían la constitucionalidad de normas municipales que imponían tributos cuando se alegaba que eran contrarias al código citado


      Cafés La Virgina S.A. y otros c/ Municipalidad de Ezeiza s/ Acción declarativa


      C.403, L.XLVII,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Cobro de tasa municipal por inspección de seguridad e higiene. Distinción entre especies tributarias. Requisitos para el cobro de tasa: prestación de un servicio referido a algún bien o acto del contribuyente, y correspondencia entre el monto del tributo y el costo del servicio. Improcedencia del cobro del tributo


      La Corte Suprema tiene dicho que el cobro de una tasa debe corresponder siempre a la concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio referido a algo no menos individualizado (bien o acto) del contribuyente. Con respecto a la correspondencia entre el monto de este tributo en el caso concreto y el costo del servicio, el Tribunal ha afirmado que ha de guardar cierta relación, sin que ello se deba interpretar en el sentido de una equivalencia estricta, prácticamente imposible de establecer. Según las constancias del expediente, la valoración realizada por la sentencia recurrida no se adecua a la doctrina de la Corte. En el caso, el municipio no ha aducido ni mucho menos intentado demostrar que, contrariamente a lo afirmado por el contribuyente, el producido de la tasa guarde proporción con el costo total del servicio de inspección de seguridad, higiene y salubridad que estimó necesario llevar a cabo, y para el cual previó su retribución por la tasa fijada en el art. 144 de su código tributario. Además es oportuno destacar también que, en autos no hay demostración de que el servicio de cuya retribución se trata se haya brindado efectivamente al contribuyente, Es más, el a quo tuvo por cierto que no hubo prestación, afirmación que, contrariamente a lo que era menester, no fue objeto de observación por parte de la demandada al contestar el recurso extraordinario


      Quilpe S.A. s/ inconstitucionalidad


      Q.20, L.XLVII,23 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Importación para consumo. Devolución de lo pagado en virtud del “factor de convergencia" establecido por el decreto 803/01. Norma impugnada: defecto de origen. Principio constitucional de reserva de ley en materia tributaria. Poder Legislativo: creador de impuestos, contribuciones y tasas


      En el dictamen emitido en la causa A. 311, L. XLVI, "Aceitera General Deheza S. A. (TF 22313-A c/ DGA", expresé que el decreto 803/01 estableció un "régimen transitorio para el comercio exterior", instrumentado a través de la instauración del "factor de convergencia" (art. 1°), el que debía calcularse diariamente por el Banco Central de la República Argentina (art. 3°), de acuerdo con la fórmula establecida en su art. 4, la que determinaba que aquél era equivalente a un dólar estadounidense menos el promedio simple de un dólar estadounidense y un euro de la Unión Europea, según la cotización allí fijada. Allí manifesté también que ese régimen tuvo en miras otorgar a las exportaciones una mayor competitividad para obtener una mejor inserción de la Argentina en el comercio mundial (párrafo 1° de los considerandos de la norma indicada), mediante el otorgamiento de un "beneficio a las exportaciones" (párrafo 2°) que, dentro del marco de la ley de convertibilidad, no afectaba el esquema monetario entonces en vigor ni tenía -en principio- costo fiscal (párrafo 4°). Con relación a los importadores, el monto a ingresar -calculado en función del factor de convergencia- constituye, sin hesitación, una "contribución" en los términos de los arts. 4° y 17 de nuestra Constitución Nacional, de inocultable naturaleza tributaria, toda vez que se trata de una suma de dinero que obligatoriamente hande sufragar algunos sujetos pasivos -determinados por la norma-, en función de ciertas consideraciones de capacidad para contribuir, y que se halla destinada a la cobertura de gastos públicos. La norma define un presupuesto de hecho que, al verificarse en la realidad del caso concreto, compele a ingresar al erario público una cantidad de dinero, en las condiciones establecidas por ella, siendo que tal obligación tiene por fuente un acto unilateral del Estado y que su cumplimiento se impone coactivamente a los particulares afectados, cuya voluntad carece, a esos efectos, de toda eficacia. Contrariamente a lo señalado por la demandada, no puede sostenerse que tal contribución goce de cobertura legal suficiente ya que, en efecto, la ley 24. 425 (invocada en los "vistos" del decreto 803/01) no crea detracción patrimonial coactiva alguna como la de que aquí se trata, ni autoriza su creación. Por otra parte, tampoco ello está contemplado en la órbita competencial habilitada para el Poder Ejecutivo Nacional por el inc. 1° del art. 99 de la Constitución Nacional. Es indudable que nos hallamos frente a un tributo que, más allá de su encuadramiento infraconstitucional, que no es relevante a los fines de este análisis, ha sido establecido mediante un mecanismo que se halla claramente a extramuros de la única forma que nuestra Carta Magna prevé, es decir, mediante ley formal. Nuestra Constitución Nacional prescribe, de manera reiterada y como regla fundamental, tanto en el art. 4° como en los arts. 17 y 52, que sólo el Congreso impone las contribuciones referidas en el primero de ellos. Ha dicho el Tribunal al respecto, contundentemente, que "los principios y preceptos constitucionales prohíben a otro Poder que el Legislativo el establecimiento de impuestos, contribuciones y tasas y, concordantemente con ello, ha afirmado reiteradamente queninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es, válidamente creada por el único poder del Estado investido de tales atribuciones"


      Jurado Golf S.A. c/ Estado Nacional DGA Resol. 433/07 (ADEZ) s/ Dirección General de aduanas


      J.118, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      La ley nacional 24. 196. Actividad minera. Beneficios de la estabilidad fiscal consagrada en el art. 8° de la ley 24. 169. Interpretación de las leyes. Denegación de la acción de amparo


      La ley nacional 24. 196 instituye un régimen destinado a promover las inversiones en la actividad minera que, entre otros beneficios, contempla que los emprendimientos mineros allí comprendidos gozarán de estabilidad fiscal por el término de treinta años contados a partir de la fecha de presentación de su estudio de factibilidad (art. 8°, ley 24. 196). De la forma en que ha quedado planteada la litis, el primer tema a dilucidar consiste en determinar si las notas 130/07 de la Secretaría de Minería y 288/07 de la Secretaría de Comercio Interior resultan manifiestamente arbitrarias e ilegítimas a la luz de lo dispuesto por régimen de promoción de las inversiones mineras establecido por la ley 24. 196 y sus reglamentaciones. La doctrina de V. E. señala que la primera fuente de interpretación de la leyes es su letra y las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida diaria, y cuando la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos. Con base en este criterio,extender los beneficios de la "estabilidad fiscal" más allá de la letra de la ley implicaría sustituir al legislador en su tarea, aspecto vedado a los tribunales, quienes no pueden juzgar el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus facultades propias, debiendo limitarse a su aplicación tal corno éstos las concibieron. Cierto es que la verificación en los hechos de esta hipótesis podría conducir a un aumento de la "carga tributaria total" en las condiciones definidas por el legislador en el art. 8° de la ley, toda vez que las nuevas gabelas o sus incrementos podrían superar, en cada ámbito fiscal, las supresiones, reducciones o modificaciones tributarias favorables para el contribuyente. Pero no menos cierto es que, frente a esta eventual situación dentro del régimen de la ley, el decreto 2. 686/93 fija un mecanismo de compensación o devolución de las sumas abonadas de más, en la forma, plazo y condiciones que establezca la Administración Federal de Ingresos Públicos. En tal sentido, la integración entre la ley 24. 196 y el decreto 2. 683/93 que la reglamenta evidencia que la conducta vedada al Estado por el régimen posee, necesariamente, dos componentes: el incremento de la "carga tributaria total" (art. 8°, ley 24. 196) y la negativa a la compensación o devolución de las sumas abonadas de más por la empresa promovida (art. 4°, inc. c, del Anexo 1 del decreto 2. 686/93). Esto último no ha sido alegado ni demostrado por la actora, motivo que, impone la revocación de la sentencia apelada y sella definitivamente la suerte adversa de la pretensión por la vía procesal elegida, puesto que la pretensión de cobro del nuevo gravamen -los derechos de exportación- y el hipotético aumento de la carga tributaria total -en caso de producirse- no resultan, por sí solas, conductas estatales manifiestamente arbitrarias e ilegítimas a la luz delrégimen de la ley 24. 196 y de sus normas reglamentarias, exigencia que no ha variado para los procesos de amparo por la sanción del nuevo art. 43 de la Constitución Nacional. Sentado lo anterior, no puede pasar desapercibido que si bien los beneficios tributarios tienen fundamento en el art. 75, inc. 18), de la Constitución Nacional, el mismo texto del inciso aludido los califica como "privilegios", desde que importan alterar la generalidad con que deben ser aplicados los gravámenes, para conjugados con el art. 16 de la Ley Fundamental en el sentido de que la igualdad es la base del impuesto y las cargas públicas, debiendo aplicarse abarcando íntegramente las categorías de personas o bienes previstos por la ley y no a una parte de ellas. Por tal razón, cuando la normativa establece -como en el caso de autos lo hace el art. 8°, inc. 5), de la ley 24. 169 y el art. 4°, inc. c) del anexo I del decreto 2. 686/93 – una condición a cargo del beneficiario, teniendo en cuenta, precisamente, dicha situación de privilegio, cabe exigir de parte de éste el estricto cumplimiento que aquélla supone, por cuanto la opción elegida resulta una circunstancia deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz. Por ello, al estar comprendida la actora en los beneficios de la estabilidad fiscal consagrada en el art. 8° de la ley 24. 169, cabe concluir que ella sólo tiene derecho -tras justificar y probar, en cada caso, con los medios necesarios y suficientes, que efectivamente se había producido un incremento en su "carga tributaria total" (cfr. Art. 8°, inc. 5, de la ley)- a solicitar la compensación o devolución de las sumas abonadas de más, en la forma como lo establece el art. 4°, inc. c) del anexo 1 del decreto 2. 686/93. Resulta entonces inaceptable que, mediante esta acción de amparo, pretenda alzarse contra el alcance del beneficio y el procedimiento al que voluntariamente se sometiópara hacerlo valer, para conseguir una suerte de exención frente a los nuevos gravámenes o a los incrementos de los ya existentes, cuando ello no fue lo pactado en el régimen. La fórmula legal más conveniente para garantizar la estabilidad fiscal de las empresas promovidas hubiera sido excluirlas totalmente del pago de los futuros tributos o de sus incrementos. Sin embargo, el acierto o el error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legislativas no son puntos sobre los que el Poder Judicial deba pronunciarse. Por lo expuesto, corresponde dejar sin efecto la sentencia en cuanto fue materia de apelación extraordinaria y rechazar la demanda de amparo


      Minera del Altiplano S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otra s/ Amparo


      M.137, L.XLVI, 7 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Régimen de energía eléctrica. Acción declarativa de certeza. Ley 15. 336 y 24. 065: política energética. Contratos de construcción, operación y mantenimiento de interconexión eléctrica (COM): exentos de todo tributo local, provincial o municipal, que incide sobre el canon anual. Medidas que restringen o dificultan la libre circulación de la energía eléctrica. Participación del Estado Nacional en la ejecución de políticas energéticas. Imposibilidad de segmentar la actividad energética para la implementación de un gravamen. Art. 12 de la ley 15. 336


      Lo atinente al régimen de la energía eléctrica se inscribe en un marco de regulación federal, incorporado al concepto abarcativo que supone la interpretación del inc. 13 del art. 75 de la Constitución Nacional. En tal inteligencia, el Congreso Nacional dictó las leyes 15. 336 y 24. 065 por las que se planifica, se establecen pautas generales y se ordena la política energética. El art. 12 de la ley 15. 336 establece que "las obras e instalacionesde generación, transformación y transmisión de energía eléctrica de jurisdicción nacional y la energía generada o transportada en las mismas no pueden ser gravadas con impuestos o contribuciones, o sujetas a medidas de legislación local que restrinjan o dificulten su libre producción o circulación". Asimismo, el art. 75, inc. 30, de la Constitución Nacional establece como facultad del Congreso legislar "para el cumplimiento de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional" aunque respetando el poder de policía e imposición local en tanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines. En ese orden de ideas, en el caso ha sido la autoridad federal quien constató y decidió, que los contratos de construcción, operación y mantenimiento (COM) involucrados en autos estarían exentos de todo tributo local, provincial o municipal, que incidiera sobre el canon anual, al entender que tales gabelas constituían medidas que restringen o dificultan la libre circulación de la energía eléctrica. Tal determinación surge del texto del art. 45 de los contratos suscritos entre la empresa recurrente y el Comité de Ejecución de la Interconexión MEM-MEMSP, en los que se señala que "todo impuesto provincial o municipal que incida sobre el canon anual dificulta la libre circulación de la energía eléctrica, no pudiendo gravarse el canon anual, las actividades objeto del contrato COM y la licencia técnica". Si bien podría sostenerse que tal determinación es fruto de convenios, y que éstos fueron suscritos entre una empresa privada (la actora) y sendos comités conformados para la ejecución de la Interconexión que regulan el Mercado Eléctrico Mayorista MEM-MEMSP (integrados por empresas privadas, pero también por las provincias del Chubut y Santa Cruz), no por ello ha de quedar preterida la activa participación que le cupo al Estado Nacional, por medio de laactuación de sus organismos y autoridades de aplicación, en el diseño, planificación y puesta en práctica de las obras y demás menesteres conducentes a la ejecución de la alta política energética nacional, que se enmarca en el ámbito de la ley 24. 065, sus normas complementarias y reglamentaciones, y que se ejecuta mediante los acuerdos COM en estudio. En efecto, el proceso para la ampliación de la línea de interconexión MEM-MEMSP involucra una compleja serie de actos demostrativos de que es el Estado Nacional quien constató y avaló la determinación de la incidencia negativa de las gabelas locales sobre la política energética implementada a través de estos contratos. La precisión contenida en el art. 45 de los contratos COM, si bien puede aparecer como fruto de un convenio entre la actora y el Comité de Ejecución, fue también ciertamente aprobado tanto por el ENRE como por el Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, por sí o mediante la intervención de su Secretaría de Energía. No nos encontramos ante la creación ex novo de una exención por medio de un reglamento, o de un contrato en este caso, sino que, por el contrario, las autoridades nacionales competentes se circunscribieron a constatar la ocurrencia, en los hechos, del presupuesto fáctico contemplado en la norma legal de exención, la cual reposa en claras facultades constitucionales otorgadas a la Nación. El hecho de que la demandada indique que circunscribe su pretensión fiscal a los ingresos de la actora provenientes de la actividad de "construcción", dejando fuera los correspondientes a la "operación y mantenimiento", bajo el argumento de que por aquéllos no se percibe el canon anual indicado en el art. 45, sino simplemente anticipos de él, es rechazado teniendo en cuenta que la retribución de la actora por los contratos COM consiste, enesencia y exclusivamente, en ese canon anual, más allá de que su percepción -durante la etapa de construcción- pueda realizarse mediante la implementación de anticipos o pagos a cuenta de aquél.Así las cosas, gravar tales sumas percibidas en concepto de "anticipos del canon" importa tanto como gravar directamente a éste, con la consiguiente afectación de su integridad, hecho previsto y vedado por el Estado Nacional quien lo estimó como una de las condiciones para llevar a buen puerto sus políticas en el sector.Además, la pretensión de la provincia del Chubut de segmentar la actividad, separando la construcción de las demás tareas asumidas, importa tanto como pretender aislar una parte de él del resto de la política energética nacional, que conforma una cadena de decisiones cuyos eslabones han de gozar todos de la misma protección que brinda el art. 12 de la ley 15. 336, que protege en su ámbito a las "obras e instalaciones", sea para la generación, la transformación o la transmisión de energía eléctrica


      Intesar S.A. c/ Chubut, provincia del y otro s/ Acción declarativa de certeza


      I.147, L.XLIV,11 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Régimen tarifario vigente y contrato de concesión celebrado entre el Estado Nacional y distribuidoras eléctricas EDENOR y EDESUR. Incorrecta traba del conflicto de competencia: falta de atribución recíproca. Razones de celeridad y economía procesal: dar por trabada la contienda negativa de competencia. Corresponde a la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal


      La cuestión debatida en autos no está ceñida exclusivamente a una relación contractual entre particulares, ni se trata de una mera desavenencia comercial, sino por el contrario, seencuentran en tela de juicio, en forma directa, además de la inteligencia del régimen tarifario vigente, normas vinculadas al contrato de concesión celebrado entre el Estado Nacional y las distribuidoras de energía eléctrica demandadas (EDENOR S. A. y EDESUR S. A. ), actos que emanan de organismos públicos, cuestión cuyo conocimiento compete a los jueces en lo contencioso administrativo. De ello, resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para la solución del caso, sin perjuicio de que también puedan llegar a aplicarse institutos del derecho común, ya que ellos pasarían a formar parte, por vía de integración subsidiaria, del plexo de principios de derecho público en que se enmarcaría el caso, siendo la presente una causa contencioso administrativa a las que se refiere el art. 45, inc. a), de la ley 13. 998, por lo que este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, por intermedio del Juzgado n° 2 que intervino


      Consumidores Financieros Asociación Civil para su defensa c/ EDESUR y otro s/ Proceso de conocimiento


      COMP.326, L.XLVII,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Servicio público de transporte de energía eléctrica. Contrato de concesión. Resolución ENRE 462/2001. Hechos no imponibles. Impuesto de sellos de una provincia. Ley 15. 336 y 24. 065 de políticas energética


      La cuestión se centra en dilucidar si tanto el contrato de concesión para el servicio público de transporte de energía eléctrica por distribución troncal, celebrado entre el Estado Nacional y la empresa recurrente, como la resolución ENRE 462/2001 (que dispuso un nuevo cuadro tarifario para dichoservicio), pueden ser considerados como hechos imponibles gravados por el impuesto de sellos de la Provincia de Mendoza, tal como lo pretende su Dirección General de Rentas. En tal sentido, lo atinente al régimen de la energía eléctrica se inscribe en un marco de regulación federal, incorporado al concepto abarcativo que supone la interpretación del inc. 13 del art. 75 de la Constitución Nacional. En tal inteligencia, el Congreso Nacional dictó las leyes 15. 336 y 24. 065 por las que se planifica, se establecen pautas generales y se ordena la política energética. En ese contexto legal, el art. 12 de la ley 15. 336 no consagró una inmunidad impositiva absoluta. En efecto, aquella norma establece que "las obras e instalaciones de generación, transformación y transmisión de energía eléctrica de jurisdicción nacional y la energía generada o transportada en las mismas no pueden ser gravadas con impuestos o contribuciones, o sujetas a medidas de legislación local que restrinjan o dificulten su libre producción o circulación". Ese criterio luce compatible con lo dispuesto por el art. 75, inc. 30 de la Constitución Nacional, que establece como facultad del Congreso legislar "para el cumplimiento de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional" aunque respetando el poder de policía e imposición local en tanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines. De este modo, la exención del impuesto de sellos contenida en el art. 18 del decreto 2. 743/92 y ratificada tanto en la resolución 185/94 bis de la Secretaría de Energía -por medio de la cual se otorgó a la empresa la concesión del servicio público que presta- como en el Pliego de Bases y Condiciones para la licitación internacional de la venta del 51% de las acciones de de la actora, se inscribe entre aquellas que el Estado Nacional clasifica, en el ámbito energético legal, como demostrativas de ladeterminación de los medios apropiados para lograr los fines de interés nacional en la materia. Por esto, la autoridad federal ha decidido, sobre la base de lo dispuesto por el Congreso Nacional en el art. 12 de la ley 15. 336, que el contrato estaría exento del impuesto de sellos, al entender que ese tributo constituía una medida que restringía o dificultaba la libre producción o circulación de la energía eléctrica. No se crea una exención por medio de un reglamento, sino que, por el contrario, la autoridad nacional competente se circunscribió a constatar la ocurrencia, en los hechos, del presupuesto fáctico contemplado en la norma legal de exención, la cual reposa en claras facultades constitucionales otorgadas a la Nación. Con relación al intento de gravar la resolución ENRE 462/2001, que no sólo técnicamente es harto discutible a su respecto la existencia de un "instrumento", en los términos en que tal concepto está definido por el art. 202 de su Código Fiscal, como así por el art. 9°, inc. b, punto II, de la ley 23. 548 –al tratarse de un acto unilateral del Estado Nacional, como autoridad concedente de un contrato y en ejercicio de su poder regulador de la tarifa correspondiente-, no se alcanza a ver qué participación tuvo la actora en ese acto, al ser unilateral, de forma tal que el Fisco provincial pueda insinuar siquiera la existencia de un factor subjetivo de atribución del hecho imponible que permita reclamarle el pago de la obligación tributaria como sujeto pasivo de ella


      Distrocuyo c/ Mendoza, provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


      D.1518, L.XLII,2 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Regulación del Comercio


      Régimen transitorio para el comercio exterior instaurado por decreto 803/01. Beneficio para los exportadores otorgado por el Estado Nacional. Importes adeudados en concepto de factor de convergencia. Pretensión de inconstitucionalidad decreto 1043/03, Res. 30/03 Sec. de Hacienda y normas comp. Rechazo. Improcedencia existencia de contrato o acto bilateral entre exportador y Estado Nacional en la aplicación del régimen del decreto 803/01. Inexistencia de derecho adquirido al mantenimiento de un determinado régimen jurídico


      Se trata de un régimen de incentivo a las exportaciones y no de uno de características tributarias que afecte a los exportadores -esto dicho con independencia de los efectos que el régimen pudiera tener sobre otros sujetos-, que fue dejado sin efecto por el decreto 191/02 en virtud de las nuevas medidas de política económica adoptadas por el Gobierno nacional en los primeros meses de 2002, en el marco de la declaración del estado de emergencia en los distintos órdenes de la vida social y económica dispuesto por ley 25. 561. Caracterizar adecuadamente el régimen del decreto 803/01 que implementó el factor de convergencia es relevante, porque ello permite comprender la naturaleza del decreto 1043/03 y de sus normas complementarias -cuya constitucionalidad impugna la actora, planteo que fue desestimado por el a quo-, que vienen a participar del mismo carácter que aquél. En efecto, tales normas se dictaron para regular una situación particular que surgió como consecuencia de la derogación del régimen promocional, cual es el procedimiento de cálculo de las sumas adeudadas en concepto de factor de convergencia, sin que corresponda asignarles un carácter distinto. Al regular el tratamiento que se le debe asignar a un universo acotado de deudas (las que derivan de la derogación del régimen), el decreto 1043/03 y sus normas complementarias encuentran respaldo en los arts. 1°, inc. 4° y 2° de la ley recién mencionada.Se trata de una medida de estímulo a las exportaciones que el Estado implementó de modo unilateral y con independencia de la voluntad del particular. En efecto, a diferencia de lo que sucedía en otros precedentes del Tribunal (Fallos: 296:672; 307:993), en el caso el Estado nada convino con los exportadores, sino que instituyó un régimen de incentivo a las exportaciones en el cual aquellos sujetos tenían derecho a percibir el factor de convergencia siempre y cuando cumplieran con las condiciones impuestas en el régimen, pero sin que ello implicara un contrato u otro tipo de acto bilateral. En forma reiterada ha dicho V. E. que la igualdad consiste en tratar del mismo modo a los que se encuentran en iguales situaciones o en igualdad de circunstancias, pero que el art. 16 de la Ley Fundamental no impone una rígida igualdad, por lo que tal garantía no obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes, atribuyéndose a su prudencia una amplia latitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando los objetos de la reglamentación (Fallos: 320:1166), aunque también ha destacado que ello es así en la medida en que las distinciones o exclusiones se basen en motivos razonables y no en un propósito de hostilidad contra determinada persona o grupo de personas o indebido privilegio personal o de un grupo. En el caso de la devolución del IVA sí estamos en el ámbito de las relaciones tributarias (el anverso de la obligación tributaria, en tanto supone que el Estado es el que debe devolver el tributo cobrado en exceso o cuyo pago, directamente, no corresponde) y ello es suficiente para diferenciarlo de la situación de autos, en la que se trata de la forma en la que el decreto 1043/03, al amparo de la ley 25. 561, regula una deuda derivada de la derogación del régimendel decreto 803/01, que no tiene carácter tributario sino que consiste en un beneficio o estímulo a una determinada actividad


      Delta Compresión SRL c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía - AFIP - DGA - Dto. 1043/03 s/ Proceso de conocimiento


      D.175, L.XLVII,8 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      
CapítuloVi


      Derecho Internacional


      Derecho Internacional Privado


      Restitución de menores. Fijación de nueva residencia del menor sin la anuencia del otro progenitor. Retención ilícita. Convenio sobre aspectos civiles de la sustracción internacional de menores de La Haya "CH 1980". Convención sobre los Derechos del Niño. Perspectiva interpretativa


      La apelación resulta admisible, ya que se ha puesto en tela de juicio la inteligencia del Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores ("CH 1980") y de la Convención sobre los Derechos del Niño. Asimismo, la decisión impugnada es contraria al derecho que el recurrente pretende sustentar en los predichos instrumentos internacionales (art. 14 inc. 3 de la ley 48). En principio cabe descartar de plano la ilicitud en el traslado, pues el niño fue traído al país por ambos progenitores. Así no se ha demostrado cabalmente que la Argentina constituyera el destino que de común fijaron las partes para vivir en forma permanente, con la modificación de la residencia habitual. La madre sostiene que por el solo hecho de tratarse de un niño de siete meses, su hijo no llegó a conformar residencia en Alemania. Ello no resulta atendible, en tanto esa barrera aparece extraña -y opuesta- a la norma del art. 4°, que comprende en el ámbito de aplicación ratione personae a losniños de cero a dieciséis años. Si la madre se rehusó a retornar y retuvo ". . . al menor en el lugar al que se había trasladado legalmente, forzando así su cambio de residencia contra la voluntad del padre, quien ostenta igual derecho a autorizar o denegar dicho cambio, tal situación configuraría el supuesto de retención ilícita . . . ". La progenitora también se escuda en la excepción de aceptación posterior del requirente, pero en el caso no puede tenerse por satisfecha la acreditación rigurosa -a cargo de la emplazada- de dicha anuencia. Por otro lado, la madre no ha invocado siquiera -y por ende, no ha probado- hallarse inhabilitada para reingresar a Alemania, ni ha demostrado la imposibilidad de vivir con su hijo de esa nacionalidad, en ese país, que los albergó antaño por elección propia, y donde la interesada habría desarrollado actividades académicas y laborales y recibido auxilio financiero estatal. Asimismo, ni siquiera se intentó acreditar la concurrencia de la falta sustancial de recursos alegada, como así que éstos sean inasequibles, con probabilidad cierta de sumir al menor en situaciones extremas. Por todo lo dicho, los jueces argentinos no cuentan con elementos para rehusar la restitución, en base a lo dispuesto por el art. 13. Tampoco se advierte que en este caso -donde hubo una amplia oportunidad de debate y prueba- se encuentre acreditada la configuración de un proceso de violencia familiar en sentido técnico, con las notas de ocultamiento, continuidad, escalada y recurrencia cíclica que lo caracterizan, y que no siempre están presentes en incidentes aislados de desborde emocional o incluso físico, como los que admite el actor. El problema de las aptitudes del requirente para desempeñar el rol paterno resultan extrañas a estas actuaciones y deberán ventilarse en el litigio de tenenciaque se entable ante los jueces alemanes, ante quienes la madre podrá solicitar las medidas cautelares que estime corresponder


      W., D. c/ S. D. D. W. s/ Demanda de restitución de menor rec. de apel.


      W.58, L.XLVI, 14 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      
CapítuloViI


      Derecho Laboral


      Derecho Colectivo del Trabajo


      Negociación Colectiva. Convenios Colectivos


      Invalidez de convenio colectivo de trabajo. Trabajadores vitivinícolas excluidos del Régimen de Trabajadores Agrarios. Ley 22. 248 y 25. 191. Legitimidad de las partes. Conflicto normativo


      Los agravios de las recurrentes estriban en cuestionar la decisión de la Cámara en cuanto declaró la invalidez del acuerdo (del 31-10-2003), por el cual las relaciones laborales de los obreros y empleados vitivinícolas, regidas por el Convenio Colectivo de Trabajo 154/91, quedaban excluidas del Régimen de Trabajadores Agrarios de la ley N° 22. 248 y por lo tanto de la aplicación de la ley N° 25. 191 de creación del RENATRE. La existencia de una vía legal adecuada para la protección de los derechos que se dicen lesionados excluye, en principio, la admisibilidad del amparo, pues este medio no altera el juego de las instituciones vigentes, regla que ha sustentado la Corte cuando las circunstancias comprobadas en la causa evidencian que no aparece nítida una lesión cierta o ineludible causada con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta. En el caso, si el acuerdo que ha sido cuestionado cuenta prima facie para su validez con el principio de legitimidad, que confiere a partir del acto de la homologación instrumentada por parte de la autoridad deaplicación correspondiente, no resulta suficientemente fundado admitir su ilicitud o arbitrariedad sin que medie un análisis concreto, preciso y detallado sobre los elementos y pruebas que, al menos en principio, privarían a esos actos de su validez en derecho. Una cuestión central que resulta previa es la legitimidad de las partes en la contienda independientemente del acuerdo colectivo que se intenta cuestionar. Sigue sin desentrañarse el conflicto normativo entre dos instrumentos legales (Leyes N° 22. 248 y N° 23. 154). Debate que la propia Cámara admite que debe dilucidarse en otro trámite. Así, la decisión además de sostenerse en una vía improcedente deja un debate abierto y pendiente que exige desentrañar normas de carácter especial, como son dos ámbitos de aplicación personal de estatutos especiales de trabajo (Ley 23. 154 de Contratistas de viñas y frutales, el CCT 154/91 y la Ley 22. 248 del Régimen de Trabajo Agrario), que regulan actividades diversas que ante las precisiones delimitantes de cada una de las normas que concurren en un mismo ámbito personal, exigen un examen pormenorizado, detallado y específico de los presupuestos fácticos de cada norma y la adecuada aplicación de ellas en los ámbitos que correspondan


      Registro Nacional de Trabajadores Rurales y Empleadores c/ Federación de Obreros y Empleados Vitivinícolas y Afines y otros s/ acción de amparo


      R.472, L.XLV,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Juez competente en la impugnación de certificado de deudas por aportes sindicales. Personal excluido del Convenio Colectivo de Trabajo N° 88/89. Materia de derecho laboral


      La doctrina de la Corte que establece que, cuando se trata del cuestionamiento de un acto administrativo, el criterio paradeterminar la atribución de la competencia debe ser referido al encuadramiento normativo que presumiblemente tenga influencia decisiva para la solución del litigio. Como en el caso la cuestión debatida aparece vinculada con aspectos del derecho colectivo del trabajo, ello determina la competencia de la justicia laboral -arts. 20 y 21 de la ley 18. 345-. Del expediente surge que, desde su primera presentación, la empresa sancionada se ha limitado a afirmar que el personal por el cual se le reclama el incumplimiento del pago de cuotas sindicales, se encuentra excluido del Convenio Colectivo del Trabajo 86/89 conforme lo establece su art. 4 párrafo segundo. Por tales razones, y considerando que dicho argumento es el fundamento de su pretensión -para impugnar la determinación de la deuda-, de conformidad al artículo 21 inciso a) de la Ley 18. 345, la materia sobre la que versa el asunto pertenece a la órbita derecho laboral


      Descar SRL c/ Unión Personal de Fabricas de Pinturas y Afines s/ Ley de asociaciones sindicales


      COMP.545, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Obligatoriedad de las Convenciones Colectivas de Trabajo para las empresas no signatarias que no estuviesen afiliadas a las respectivas asociaciones pactantes: supuestos de representación abstracta u objetiva. CCT N° 253/95. Ley de Convenciones Colectiva de Trabajo N° 14. 250, art. 4. Ley 23. 546. Inaplicabilidad del Fallo Plenario "Risso"


      La Cámara omitió dar respuestas a los planteos formulados en los agravios de la actora que impugnó la afirmación de la sentencia del juez de primera instancia en cuanto sostuvo no aplicar el CCT n° 253/95 porque la empresa demandada no estuvo representada en la unidad de negociación al no ser afiliada aninguna de las cámaras empresariales firmantes, pues ante la crítica formulada con apoyo en las pruebas producidas en cuanto a la categoría laboral representada y las normas aplicables, solamente se reitera lo dicho en la instancia anterior, sin introducir ningún examen preciso, referido al fundamento con el que la autoridad de aplicación respaldó la constitución de la unidad de negociación del convenio en debate, como así también su ámbito de aplicación personal y territorial. Todo ello, sin perjuicio de lo dispuesto expresamente por el art. 4 de la ley 14. 250, en cuanto a los alcances del instrumento colectivo respecto de las empresas no signatarias del convenio que no estuviesen afiliadas a las respectivas asociaciones pactantes, es decir los supuestos de representación abstracta u objetiva, norma que el a quo omitió totalmente, resolviendo sin apoyo en precepto legal alguno, a pesar de los serios planteos que fueron llevados ante la alzada. Tampoco se advierte que se haya dado respuesta a los agravios referidos a la inaplicabilidad al caso de autos del Fallo Plenario "Risso". Las circunstancias debatidas en el plenario no trataban respecto a una posible representación abstracta, sino de un supuesto en que la empresa no estuvo representada de ninguna manera, en cambio en el presente caso, la discusión estriba en determinar si existió, o no, una "representación abstracta u objetiva"; además, el convenio cuya aplicación se pretende, contempla una categoría laboral que, a diferencia del plenario, la parte alegó se corresponde con la actividad de la empresa demandada. Todo ello impone su análisis en virtud de las normas invocadas, tema que no fue abordado acabada mente por la sentencia en crisis


      Asociación de Supervisores de la Industria Metalmecánica de la República Argentina c/ Volkswagen Argentina SA s/ Diferencias de salarios


      A.779, L.XLVI, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Derecho de la Seguridad Social


      Asociaciones Mutuales


      Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en Fallos 329: 1389, y más recientemente en S. C. Comp. 1415, L. XLlI "Deheza Selci Norberto c/ Ministerio de Justicia y DD. HH. s/ decreto 582/93 con medida cautelar adjunta", y S. C. Comp. 334, L. XLlV "Iacomani Sergio Daniel cl EN - Ministerio de Justicia -PFA- Dto. 582/93 s/ personal militar y civil de las FFAA y de seg. "


      De Los Santos, José Pablo c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA - Dto 582/93 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg


      COMP.586, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Obras Sociales


      Cobertura de salud a los beneficiarios que no ingresan recursos al sistema por tres meses. Derechos de las Obras Sociales. Art. 10 de la ley 23. 660. Carácter contributivo del sistema. Funcionamiento del Fondo de Distribución


      El examen de la norma de fondo por la decisión apelada en cuanto a los denominados niveles de solidaridad que preside todo el sistema de la seguridad social y del cual se desprende el fundamento del por qué es, en definitiva, la solución para la obra social reclamante para realizar la cobertura de salud a los beneficiarios que no ingresan recursos al sistema por tres meses, encuadrados en el art. 10 de la ley 23. 660, no se advierte irrazonable, de lo contrario debería ser asumido por la Obra Social sin que tenga la afectación de recursos para tal fin, alterando el esquema contributivo que caracteriza al sistema. Por tal razóncobra sentido que tales beneficiarios especiales deban ser cubiertos por un sistema que comprenda el principio de solidaridad como es el funcionamiento del Fondo de Distribución, al cual se aporta un porcentaje de los recursos que se obtienen sobre la base de los contribuyentes al sistema


      O.S. Personal de la Construcción c/ Estado Nacional - Ministerio de Salud y Acción Social -Superintendencia Servicios de Salud- s/ ejecución ley 23.660


      O.44, L.XLVI, 13 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones


      Accidente de un soldado conscripto mientras laboraba con armas. Baja con incapacidad laboral. Prueba del vínculo entre la lesión incapacitante y los actos del servicio militar. Posterior fallecimiento. Derecho de la viuda a obtener una pensión derivada del haber militar. Ley N° 14. 777


      En el caso, el hecho que daría lugar al beneficio es la muerte del ex conscripto que, al ser dado de baja como tal, se encontraba disminuido para el trabajo en la vida civil a raíz de que en fecha 10/10/68, mientras laboraba en la sala de armas de la unidad, la explosión de una bomba le generó una herida en la mano derecha. Dada la imposibilidad de ubicar las actuaciones FAA N° 118. 851/68 –labradas en consecuencia del accidente-, no existe una resolución firme acerca de la relación entre las lesiones y los actos de servicio, -lo que deja expedita la posibilidad de su reclamación por parte del causante-, en cambio, si se estableció que el matrimonio que unió a la peticionaria -hoy viuda- y al ex conscripto tuvo lugar el 16/03/72, y que precedió, por ende, largamente a la muerte del último, acaecida el 25/11/88. Ante ello, y en tanto constituye un principio general en esta materiaque las pensiones deben acordarse con arreglo a la situación existente el día del fallecimiento del causante, cabe concluir en favor de la vocación previsional alegada por la actora. No obsta a ello el tiempo transcurrido desde que se produjo el accidente toda vez que, el artículo 14 bis de la Norma Fundamental garantiza los derechos de la seguridad social con carácter imprescriptible e irrenunciable. No es la sola circunstancia de que el accidente haya ocurrido en un cuartel militar la determinante para valorarlo acaecido en acto de servicio, sino la de haber tenido lugar durante y con motivo de él y por ser el hecho relativo a funciones que tocan a los militares por el hecho de integrar las fuerzas armadas y haberse verificado en cumplimiento de una orden u obligación impuesta por las leyes o reglamentos, y en tal sentido, a la luz de las leyes N° 14. 777 y 19. 101, no cabe duda que el soldado conscripto integraba la reserva incorporada y poseía estado militar. Al asistirle derecho al ex soldado a obtener el beneficio -para los casos de disminución de la aptitud para el trabajo en la vida civil inferiores al sesenta por ciento- reconocido por los artículos 68, 77 inciso 2°, y 78 inciso 2°, de la ley N° 14. 777, aquella prerrogativa beneficia, por extensión, a sus parientes legitimados -viuda e hijo menor de edad, en el caso- en el marco de la prestación derivada en los términos de los artículos 82, 86, inciso 1°, 87, inciso 1°, 92, inciso 5°, y concordantes de dicho ordenamiento


      Agri, Susana Josefa c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Fuerza Aérea Argentina s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg


      A.1305, L.XLIV,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Personal retirado del Ejército reclama la incorporación retroactiva, con carácter remunerativo y bonificable, de losrubros de los decretos N° 628/92 y 2. 701/93. Legitimación del Instituto de Ayuda Financiera para el Pago de Retiros y Pensiones Militares para objetar una reliquidación


      Si la liquidación practicada por eI Instituto de Ayuda Financiera se adecua a lo dispuesto por el artículo 2. 401 del decreto n° 1. 081/73, en el texto del decreto n° 2. 794/83, la conclusión de la alzada referida a la ausencia de legitimación del Instituto para oponerse a la reliquidación decidida por el inferior incurre en un exceso formal. En el supuesto, al expedirse favorablemente sobre la pretensión actora, el juez de grado invocó Fallos 322:1868, el plenario "Aebert" y el decreto n° 1. 490/02, BO 20/08/02. Mediante dicho precepto el Ejecutivo Nacional, incorporó la "compensación por inestabilidad de residencia" y el "adicional no remunerativo y no bonificable" (decs. 2. 000/91, 2. 115/91 y 628/92), al haber mensual del personal militar de las Fuerzas Armadas". En el concepto "haber mensual" conforme aclaró la Corte en Fallos: 322:2398, " . . . también están incluidos los rubros denominados en la reglamentación de la ley 'sueldo' y 'reintegro de gastos por actividad de servicio' (art. 2401, inc. 1°)…” en una proporción del 40% y 60%, respectivamente, en el texto del decreto n° 2. 794/83


      Lucero, Hilario Federico y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg


      L.186, L.XLVI,30 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Personal retirado del Servicio Penitenciario Federal. Liquidación de adicionales. Decreto N° 2. 807/93


      La decisión atacada, en cuanto ordena liquidar los adicionales debatidos en el ítem "sueldo” del haber mensual del personal retirado del Servicio Penitenciario Federal resulta contradictoriacon la resolución de fondo que reconoció la naturaleza general de tales conceptos con el alcance otorgado en el Fallo "Torres" (Fallos: 321:619). Cabe agregar por lo demás que la Corte al rechazar la queja por el recurso federal denegado que había interpuesto la accionada en el año 2002 lo hizo con la expresa mención de Fallos 325:2171 “Machado”, extremo que trasunta que los adicionales del decreto n° 2. 807/93 deben ser liquidados con los alcances otorgados a tales asignaciones en Fallos Torres (: 321:619) y Costa (325:2161), es decir, del mismo modo que se abonan al personal en actividad de la Institución, so riesgo de provocar una ruptura de la regla de proporcionalidad establecida por la ley de fondo


      Carreño, Enrique Oscar y otros c/ Ministerio de Justicia - Secretaria de Política Penitenciaria y Readaptación Social - Servicio Penitenciario Federal s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      C.3336, L.XLII, 3 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Reajuste de haber jubilatorio. Inconstitucionalidad del tope de 35 años para calcular la Prestación Compensatoria. Índice de movilidad. Antecedentes: S. C. B. . 1371; L. XLIII "Barrios"; S. C. E, 131; L. XLIV "Elliff” y “Badaro” (fallos: 330:4886)


      Sobre el agravio del actor dirigido a sostener la inconstitucionalidad del tope de 35 años para calcular la Prestación Compensatoria establecido por el artículo 24 de la ley 24. 241, son de plena aplicación los conceptos vertidos en oportunidad de estudiar la causa S. C. 8. 1371; L. XLIII "Barrios" a cuyas conclusiones cabe remitirse en lo sustancial. En cuanto a la presentación de la demandada ANSeS, no es correcto afirmar como lo hace ante esta instancia, que el demandante no peticionó la actualización de los salarios para determinar la base del cálculoy así establecer su prestación, pues así lo hizo desde el inicio de su acción. Sobre el fondo de dicha cuestión, la respuesta adecuada a los argumentos ahora esbozados, se encuentran en la doctrina del precedente, E, 131; L. XLIV "Elliff, Alberto José c/ ANSeS s/reajustes varios" publicado en Fallos 332:1914. No le asiste razón al organismo previsional sobre la interpretación que realizó la Sala a-quo del precedente "Badaro" de fecha 8 de agosto de 2006, desde que la decisión recurrida no se ve conmovida por sus dichos, pues no aportó argumentos idóneos que permitan descalificar lo resuelto. El juzgador interpretó al pie de la letra lo expuesto por la Corte en el antecedente referido. En cuanto al índice y al período sobre el que corresponde aplicar la movilidad al haber jubilatorio, le asiste razón al actor en cuanto a que la Cámara utilizó el índice establecido por la ley 26. 198 sin explicación alguna. Sobre ello no existe óbice para resolver de conformidad a lo establecido en el fallo "Badaro" (fallos: 330:4886) y por el período de tiempo allí establecido, pues los fundamentos expuestos por la accionada no conmueven lo allí concluido por el Alto Tribunal. Máxime cuando, con posterioridad, en ocasión de contestar el traslado que se le confirió, el actor planteó -tal como ocurrió en el referido precedente- la irrazonabilidad del aumento otorgado por ley 26. 198, pues dicha situación habilita a que ahora sean conducentes las pautas de la sentencia referida. Por otro lado, es de precisar que diferente suerte deben correr las críticas esbozadas por la demandante en cuanto a la movilidad que pretende en el período comprendido desde el mes de marzo de 1995 a enero de 2002. En efecto, V. E. señaló que las variaciones en las remuneraciones a partir del mes de abril de 1995 a diciembre de 2001sólo llegaron al 1%, circunstancia que obstaba a reconocer un menoscabo a lasgarantías constitucionales reconocidas en los artículos 14bis, 17 y 18 de la Carta Fundamental (v. Fallos: 331 :2094)


      Alzogaray, Ernesto A. c/ A.N.Se.S. s/ ordinario


      A.309, L.XLIV, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Reajuste de haber jubilatorio. Índices y períodos. Remisión a E. 131; L. XLIV "Elliff, Alberto José c/ ANSeS s/ reajustes varios"


      En cuanto al índice y al período sobre el que corresponde calcular la movilidad del haber jubilatorio en cuestión, no existe óbice para aplicar el establecido en el fallo "Badaro" (publicado en Fallos: 330:4886) y por el lapso de tiempo allí determinado pues el juzgador no estipuló ningún cálculo a esos efectos. Ello, sin perjuicio de que al practicar la liquidación se descuenten las sumas que pudieran haberse percibido en virtud de los decretos del Poder Ejecutivo que dispusieron reajustes durante el lapso comprendido entre el1 de enero de 2002 y el31 de diciembre de 2006 (v. Fallos: 331:1282). En cuanto al período abril de 1995 a enero 2002, se debe poner de resalto que la Corte señaló que las variaciones en las remuneraciones en dicho período sólo llegaron al 1 %, circunstancia que obstaba a reconocer un menoscabo a las garantías constitucionales reconocidas en los artículos 14bis, 17 y 18 de la Carta Fundamental (v. Fallos: 331:2094)


      Coria, Juan José c/ A.N.Se.S. s/ reajuste por movilidad


      C.1171, L.XLIII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Reajuste del haber jubilatorio. Inconstitucionalidad del tope de 35 años para calcular la Prestación Compensatoria. Índice de movilidad. Principio de igualdad


      En cuanto al índice y al período sobre el que corresponde calcular la movilidad al haber jubilatorio en cuestión, no existe óbice para aplicar el establecido en la fallo "Badaro" (Fallos: 330:4886) y por el lapso de tiempo allí determinado pues, por un lado, el juzgador no estipuló ningún cálculo a esos efectos y, por otro, el actor puntualmente criticó que no se haya determinado la movilidad, entre otros períodos, para el año 2002. Máxime cuando, tanto en su escrito de recurso extraordinario como, con posterioridad, en ocasión de contestar el traslado que la Corte le confirió, el actor planteó -tal como ocurrió en el referido precedente- la irrazonabilidad del aumento otorgado por ley 26. 198. En efecto, las variaciones en las remuneraciones a partir del mes de abril de 1995 a diciembre de 2001 sólo llegaron al 1 %, circunstancia que obstaba a reconocer un menoscabo a las garantías constitucionales reconocidas en los artículos 14bis, 17 y 18 de la Carta Fundamental (v. Fallos: 331:2094)


      Olivera, Osvaldo c/ A.N.Se.S. s/ ordinario, determinación haber inicial


      O.121, L.XLIII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Reajuste del haber jubilatorio. Inconstitucionalidad del tope de 35 años para calcular la Prestación Compensatoria. Índice de movilidad. Principio de igualdad


      Sobre el agravio dirigido a sostener la inconstitucionalidad del tope de 35 años para calcular la Prestación Compensatoria establecido por el artículo 24 de la ley 24. 241, son de plena aplicación los conceptos vertidos en la causa S. C. B. 1371; L. XLIII "Barrios". En cuanto a la movilidad reclamada, por un lado, las críticas esbozadas por la demandante en cuanto a la movilidad que pretende en el período comprendido desde el mes de marzode 1995 a enero de 2002 no podrán tener favorable acogida, pues la Corte señaló que las variaciones en las remuneraciones a partir del mes de abril de 1995 a diciembre de 2001 sólo llegaron al 1 %, circunstancia que obstaba a reconocer un menoscabo a las garantías constitucionales reconocidas en los artículos 14bis, 17 y 18 de la Carta Fundamental (v. Fallos: 331:2094). No obstante ello, no existe óbice para aplicar el índice establecido en el fallo "Badaro" (Fallos: 330:4886) a partir de enero del 2002. Máxime cuando, en ocasión de contestar el traslado que la Cortes le confirió, el actor planteó –tal como ocurrió en el referido precedente- la irrazonabilidad del aumento otorgado por ley 26. 198, Y la demandada tuvo la misma oportunidad de expedirse sobre el punto


      Grimaldi Lelio Bernabe c/ A.N.Se.S. s/ ordinario (reaj. movilidad)


      G.830, L.XLII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Recálculo del haber jubilatorio. Personal de la industria de la construcción. Limitación temporal estipulada por la Resolución 140/1995


      El recurso del actor no podrá prosperar pues la Cámara ordenó la actualización de sus haberes hasta el momento del cese, y en ningún momento expresó que lo hacía sólo hasta el cese de la actividad en dependencia pues dispuso que ". . . corresponde se aplique el índice salarial de salarios básicos de la industria de la construcción -personal no calificado- elegido por la accionada (Res. 140/95 conf. Res. SSS N°0413/94 concordante con Res. D. E. A 63/94), sólo que el mismo deberá hacerse según los valores que corresponda por todo el período a computar, esto es sin la limitación que se dispusiere en dicha norma (marzo de1991). Sobre los agravios de la demandada referidos a la limitación temporal, encuentran adecuada respuesta en la doctrina sentada en la causa publicada en Fallos: 332:1914 "Elliff" a cuyos términos cabe remitirse. No obsta a ello lo alegado sobre la ley 24. 283 (ley de desindexación), pues el recurrente no logra demostrar el vínculo entre esa norma y lo resuelto por el juzgador, dado que sólo asegura que la sentencia la contraría sin dar una mínima explicación sobre ello. Asimismo los demás planteos de la ANSeS, carecen de la suficiente fundamentación en los términos exigidos para la admisibilidad de la apelación extraordinaria, lo que obsta a su procedencia


      Navarro, Fausto Ramón c/ Anses s/ Reajuste varios


      N.48, L.XLV, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Reclamo de reajuste de haberes de guerra. Competencia de la Cámara Federal de la Seguridad Social para actuar como tribunal de grado


      Asiste razón al superior del fuero previsional, pues la Corte tiene reiteradamente dicho que la Cámara Federal de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado, en los recursos de apelación contra sentencias dictadas por los Juzgados Federales de Primera Instancia con asiento en provincias, en los supuestos en que la acción se inició conforme lo previsto en el arto 15 de la ley 24. 463, modificado por el art. 3° de la ley 24. 655 (Fallos: 325:3074; 327:4860, 328:1995; 330:2491) que, no es el supuesto de autos


      Faro, Horacio Carlos c/ PEN - M. de Desarr. Soc. y Medio Amb. -CNPA- s/ Reajustes varios


      COMP.364, L.XLVII,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Régimen jubilatorio para magistrados y funcionarios del Poder Judicial, del Ministerio Público de la Nación y de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas. Solicitud de recálculo del haber previsional. Incumplimiento de los requisitos exigidos por la normativa aplicable. Ley 24. 018


      En efecto, el artículo 8° de la ley 24. 018 establece que el régimen previsto en el capítulo 11 de ese cuerpo legal comprende exclusivamente a los magistrados y funcionarios del Poder Judicial, del Ministerio Público de la Nación y de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas que desempeñen cargos comprendidos en el Anexo I de la norma. En ese contexto, por su parte el art. 9 del referido cuerpo legal dispone, como requisito, que los magistrados con 60 años de edad, 30 de servicios y 20 de aportes computables en uno o más regímenes incluidos en el sistema de reciprocidad, para acceder al modo de cálculo de la jubilación que contempla su artículo 10, deben (en cuanto es de interés en la presente controversia) haberse desempeñado como mínimo los diez últimos años de servicios en los cargos de los comprendidos en el artículo 8 (v. art. 9 inciso b) de la ley 24. 018) cuya aplicación solicita el interesado. Es claro entonces que para acceder a la prestación pretendida el recurrente debía encontrarse en ejercicio de alguno de los cargos que menciona el artículo 8, hermenéutica que emana con meridiana claridad de la expresión "últimos" que utilizó el legislador


      Porto, Avelino José c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ prestaciones varias


      P.428, L.XLV, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos R. 37; L. XLVI "Rossi, Ariel Pablo c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos s/ Materia previsional"


      Repetto, Jorge Ricardo c/ PEN, PLN y Consolidar AFJP s/ Amparo


      R.75, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos R. 37; L. XLVI "Rossi, Ariel Pablo c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos s/ Materia previsional"


      Gutiérrez, Raúl Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional, PLN y Met AFJP s/ Amparo


      G.92, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos R. 37; L. XLVI "Rossi, Ariel Pablo c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos s/ Materia previsional"


      Rojkin, María Josefa c/ PEN, PLN y Consolidar AFJP s/ Amparo


      R.74, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Solicitud de beneficio previsional. Cantidad de años de servicios exigidos: valoración de la prueba. Fines tuitivos de la legislación previsional


      Nos encontramos ante un proceso que trata de probar sólo nueve meses de una relación laboral que comenzó hace ya cuarenta y tres años, en el marco de la concesión de un beneficio jubilatorio, circunstancia que merece cierta condescendencia sobre la prueba aportada, a partir de la naturaleza del derechoreclamado y de la dificultad que el transcurso del tiempo representa para producirla. Cabe recordar aquí que frente a una situación incierta en materia de seguridad social, lo esencial es cubrir riesgos de subsistencia, por lo que no debe llegarse al desconocimiento de los derechos sino con extrema cautela, y de acuerdo con el principio de que en la duda debe estarse por la justicia social


      Nuñez, Juan Carlos c/ Anses s/ Prestaciones varias


      N.197, L.XLIV, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Capitalización. Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones


      Régimen previsional: sistema de capitalización instituido por la ley 24. 241 (derogado por la ley 26. 425), traspaso de los fondos a la ANSeS. Naturaleza obligatoria de los aportes


      El recurso no debe prosperar en tanto el recurrente no demuestra que el cambio de régimen le haya producido un daño concreto, toda vez que la posibilidad de retiro al cumplir la edad requerida, sin la cantidad de años de aportes exigidos por el actual sistema de reparto que menciona, no dista de ser una mera posibilidad, desde que no surge de su escrito ningún elemento que permita concluir, indudablemente, que tal situación se concretaría. Por tal razón, el agravio alegado es hipotético y conjetural e insuficiente, por tanto, para sustentar tan excepcional remedio procesal intentado. En materia de beneficios previsionales el derecho adquirido lo es a que se respete la situación del jubilado o retirado, ya que nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentación o a la inmovilidad legislativa. El quejoso no refuta adecuadamente los fundamentos expresados por el a-quo para basar su decisión,pues si bien realiza un esfuerzo argumental tendiente a demostrar que los fondos depositados en la cuenta de capitalización son de su patrimonio, nada dice en cuanto al basamento primordial en donde se apoya fallo que critica, cual es la naturaleza obligatoria de los aportes que conformaron los montos de su cuenta individual, que no se ve conmovido por los agravios aquí traídos, circunstancia que también obsta a la procedencia del remedio procesal intentado y obstaculiza, el éxito de su petición


      Rossi, Pablo Ariel c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y otros s/ Amparos y sumarísimos


      R.37, L.XLVI, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Reparto


      Haberes jubilatorios. Cómputo del suplemento por "incentivo". Ley 18. 037. Definición de remuneración


      No le asiste razón a la recurrente, toda vez que el artículo 49 de la de la ley 18. 037 -norma a cuyo amparo el actor obtuvo su beneficio- debe interpretarse en concordancia con su artículo 10 que prevé que debe considerarse remuneración "todo ingreso que percibiere el afiliado en dinero o en especie susceptible de apreciación pecuniaria, en retribución o compensación o con motivo de su actividad personal". Cabe destacar, por otro lado, que en el proceso la demandada calificó a las retribuciones que se pretenden computar en el haber del actor como remuneraciones. Asimismo, los argumentos vertidos sobre la prescriptibilidad de la acción, no logran conmover la conclusión del juzgador quien declaró abstracta dicha cuestión, en virtud de la fecha de adquisición del beneficio del actor. Finalmente, es de destacar que el recurrente no logra demostrar la configuración de un supuesto de gravedad institucional tal como lo alega en la instancia extraordinaria


      Espeche, Miguel Ángel c/ Anses s/ Reajustes varios


      E. 309, L. XLII, 27 de abril de 2011


      



      Ver Dictamen


      Prestaciones


      Régimen de retiros del personal policial. Convenio de Transferencia del Sistema de Previsión Social de la Provincia de La Rioja al Estado Nacional. Facultades de la ANSES: auditoría y verificación de beneficios y prestaciones. Bonificación por antigüedad y gastos de representación. Resolución IPSAS n° 2. 287/96. Hecho nuevo extemporáneo: el Dto 614/04 no es retroactivo ni oponible al ANSES


      El 29/03/96 se firmó el Convenio de Transferencia del Sistema de Previsión Social de la Provincia de La Rioja al Estado Nacional, donde se incluyó un apartado específico relativo a la transferencia de beneficios correspondientes al Régimen de Retiros del Personal Policial de la ley n° 4. 935, el cual determina que la nómina de los beneficiarios de la que se hará cargo la ANSES, debidamente certificada por las autoridades provinciales, se incorpora como anexo III del acta complementaria, el que "podrá ser auditado y controlado en cualquier oportunidad por la ANSES a fin de verificar que los beneficios acordados y el monto de lasprestaciones se ajustan a la legislación aplicable en cada caso, sin perjuicio de lo dispuesto en la cláusula novena y concordantes del presente Convenio . . . ". La cláusula 9a tras señalar que la ANSES respetará los derechos adquiridos de los retirados y pensionados del régimen policial y observará los parámetros de movilidad pautados en el sistema vigente al tiempo de la firma del convenio, subraya que el reconocimiento de los derechos adquiridos se refiere a situaciones en las que se encontraren cumplidos los requisitos exigidos por la ley vigente, "en tanto no fueren objeto de suspensión, revocación, modificación o sustitución por razones de ilegitimidad en sede administrativa y/o judicial en forma preventiva o definitiva, fundado en un acto administrativo oportunamente notificado a la parte y aunque la prestación se hallare en vías de cumplimiento". Un temperamento similar se deriva del artículo 15 de la ley n° 24. 241, a la que remiten el artículo 5 de la ley local n° 6. 119 y las cláusulas 1a in fine; 3a, párrafo 2°; 5a; 6a; 7a; etc, del Convenio de Transferencia y su modificatorio, en orden a que, cuando la resolución otorgante estuviere afectada de nulidad absoluta que resultara de hechos o actos probados fehacientemente ". . . podrá ser suspendida, revocada, modificada o sustituida por razones de ilegitimidad en sede administrativa, mediante resolución fundada, aunque la prestación se hallare en curso de pago . . . ". El primer control practicado por la ANSES del beneficio del reclamante, determinó que obran acreditados los servicios prestados para la policía provincial, sin perjuicio de dejar sentado el Organismo Nacional que el cómputo del haber podrá ser auditado con arreglo al convenio de referencia. A ese primer control, al que le siguió la liberación del beneficio para el cobro a que se refiere el actor, le sucedió un segundo control sobre el importe del haber quedeterminó el dictado de la resolución ANSES n° 07/01, objeto de estudio. Enmarcado en la citada perspectiva y a la luz, principalmente, de las cláusulas 8a y 9a del Convenio de Transferencia, no se advierte un exceso en la incumbencia revisora de la ANSES puesto que se encuentra expresamente habilitada a auditar y verificar, "en cualquier oportunidad", que los beneficios y el importe de las prestaciones se ajusten a la legislación aplicable en cada caso. A lo puntualizado se agrega que el reconocimiento de los derechos adquiridos al que se ciñe el actor, se refiere a situaciones en las que se encontraren satisfechos íntegramente los recaudos exigidos por cada disposición legal aplicable al beneficio, en tanto no fueren objeto de modificación administrativa basada en razones de ilegitimidad formalizada aun cuando la prestación se hallare en vías de cumplimiento, tal como aconteció con el dictado de la resolución ANSES n° 07/01. Por lo demás, la controversia suscitada en torno a la bonificación por antigüedad y a los gastos de representación, se advierte, en primero término, que la actora no cuestiona el alcance conferido al adicional "gastos de representación" en el contexto de los preceptos que precedieron al dictado del decreto n° 614/04 (decs. n° 2. 350/88 y n° 221/96); y, en segundo lugar, que su discrepancia probatoria se patentiza dogmática y, en todo caso, inherente a un legajo personal tardía y genéricamente aludido y no especificado entre las pruebas de la causa, pese a que la oportuna negativa de la ANSES en torno al tema imponía un proceder distinto. En tales condiciones, no habiéndose refutado que el adicional competa sólo al subjefe y al jefe de policía ni habiéndose demostrado que el actor revistiera tales categorías, deviene inoficioso pronunciarse sobre si la bonificación por antigüedad incluye en la base de cálculo a losgastos de representación, toda vez que no se evidenció que los últimos correspondan al pretensor, motivo por el cual procede, igualmente, confirmar la resolución en estudio. Por lo demás, no es ocioso anotar, en línea con lo observado por la ANSES en la resolución n° 07/01, que la suma total de los emolumentos correspondientes al subjefe y al jefe de policía -en actividad- resulta inferior al haber del reclamante derivado de la resolución IPSAS n° 2. 287/96. A lo expresado se añade que la resolución administrativa cuestionada no vino a comprometer el beneficio jubilatorio en sí mismo sino la cuantía económica que constituye su consecuencia patrimonial, la que en ciertos supuestos excepcionales y bajo determinadas condiciones puede ser reducida; v. gr. , cuando median razones de orden público o de interés general o frente a graves vicios o errores fehacientemente comprobados por la autoridad competente. Luego de emitida la resolución ANSES n° 7 del 10/09/01, el Ejecutivo provincial dictó el decreto n° 614, del 24/05/04, por el que reglamentó el artículo 23, último párrafo de la ley local n° 4. 935 -y su modificatoria ley n° 5. 053-, determinando como diferencia salarial el monto que resulta de compararse la Liquidación de Sueldo Total y Habitual que percibe el agente en el grado de Comisario General con el que debiera percibir como si cumpliera las funciones en el cargo de Jefe de Comando Superior de la Policía de la Provincia [sic] o el que en el futuro lo reemplace, teniéndose en cuenta todos los adicionales particulares y generales, que integran cada una de las composiciones de haberes". El precepto invocado por la actora como "hecho nuevo" con posterioridad a los alegatos y al decreto de autos para sentencia el 01/04/05, fue dejado sin efecto por la Cámara con arreglo a razones tanto procesales como sustanciales. Si bien la naturaleza no federal de las primeras obstaría a suconsideración en la instancia, se advierte que las partes consintieron el proveído que dejó a salvo la eventual valoración del decreto n° 614/04 al expedirse sobre el fondo del problema, a lo que se añade que la ulterior protesta de la ANSES en torno al tema no se detuvo en la supuesta extemporaneidad de la invocación del precepto. Distinto es el caso de las razones sustanciales esgrimidas por la a quo para desestimar la aplicación de la norma, supuesto en el que asiste razón al tribunal, y es que, en efecto, el decreto reglamentario n° 614/04 no prevé expresamente su aplicación retroactiva, la que debería remontarse aquí al mes de marzo de 1995, conforme se desprende del artículo 2° de la resolución IPSAS n° 2. 287/96. Por otra parte, la controversia habida entre las partes no involucró el alcance conferido al adicional del artículo 23, párrafo 2°, de la ley n° 4. 935 -texto según ley n° 5. 053, previo a la reglamentación por decreto n° 614/04- sino la procedencia de los suplementos por antigüedad y representación, de lo que se infiere que lo relativo a la diferencia entre los cargos se hallaba firme. La tardía argumentación de la actora sobre el particular, anterior a la cita del artículo 1, in fine, del decreto n° 614/04, se expuso al contestar los agravios de la apelación y se fundó en el artículo 22, párrafo r, de la ley n° 4,953, en la redacción de la ley n° 5,053 (v fs, 190vta,), En ese plano, el dogmático planteo del peticionario basado en el decreto n° 614/04, constituye una pretensión autónoma, distinta de la dirigida originariamente contra la resolución ANSES n° 07/01 y que, por tanto, debe examinarse como tal ante quien competa, máxime, cuando a la luz el Convenio de Transferencia puede verse comprometida la responsabilidad del Estado Provincial


      Molina, Honorio Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social y Estado Provincial s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      M.2654, L.XLII, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Régimen Previsional para Investigadores Científicos y Tecnológicos: ley 22. 929. Decretos 78/94 y 160/05. Declaraciónde inconstitucionalidad de un precepto legal: características para que proceda. Movilidad, sistemas de topes y aportes



      El recurso extraordinario interpuesto no podrá prosperar, desde que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto legal es un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerado como la última ratio del ordenamiento jurídico, y que su procedencia requiere que el pedido pertinente tenga un sólido desarrollo argumental y contar con fundamentos de igual carácter, lo que no sucede en el sub-lite. Esto es así, pues si bien el ahora recurrente realizó una serie de apreciaciones dirigidas a poner de resalto las diferencias entre el régimen dispuesto por la ley 22. 929 y el decreto 160/05, principalmente, en lo que se refiere a la movilidad, sistemas de topes y aportes dispuestos por uno y otro, lo cierto es que no llega a demostrar el gravamen que invoca. En efecto, sobre los dos primeros temas -movilidad y topes- es de señalar, primeramente, que el actor no mantuvo, en forma puntual, la impugnación de la Resolución 41/05 de la cual surgen las diferencias señaladas en dichos puntos. Empero, más allá de dicha falencia, se diluyen los agravios del recurrente al carecer el proceso de una liquidación que los compruebe, es decir que demuestre que la aplicación del sistema implementado por el decreto referido a su caso particular, sea menos beneficioso que el reglado por la ley 22. 929


      Homberger, Víctor c/ EN - Dto 78/94 y 160/05 s/ empleo público


      H.102, L.XLV,24 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Reajuste de haberes jubilatorios. Mayor parte de aportes realizados al sistema previsional general anterior -leyes 18. 037 y 18. 038-. Afectación de la garantía de igualdad. Necesidad demantener una proporción justa y razonable entre el haber de pasividad y la situación de los activos


      El actor realizó la mayor parte de sus aportes al sistema previsional general anterior -conformado por las leyes 18. 037 y 18. 038-, pero que luego no pudieron ser tenidos en cuenta en su totalidad a la hora de determinar su haber jubilatorio, en el marco de los límites mencionados, a diferencia de lo que ocurre con aquellos beneficiarios que realizaron igual periodo de aportes pero los comenzaron con posterioridad, proyectándolos durante un mayor lapso luego de julio de 1994. Conforme surge del expediente administrativo, el actor obtuvo su derecho el 7 de septiembre de 1994. Por tal motivo, la afectación de la garantía de igualdad se ve claramente conculcada en virtud de que no resulta razonable que la prevalencia en el tiempo de aportes en uno u otro régimen previsional se vea reflejada en forma desigual en el cálculo del monto del haber jubilatorio. Es cierto que normativas anteriores imponían topes a la cantidad de años de servicios a computar (v. por ejemplo el inciso 2° del artículo 49 de la ley 18. 037) y que también esa restricción se veía reflejada en el total del sueldo previsional, empero dichos mecanismos -amén de que eran aplicables a todo el universo de beneficiarios que comprendía el régimen- trataban de alcanzar las metas que imponía el principio de solidaridad que junto con el de contribución, caracterizaron, en su mayoría, a los sistemas de pensiones nacionales cuyo norte, tradicionalmente, siempre fue el de buscar que sus prestaciones sean un sustituto del haber de actividad tratando de preservar, por cierto, los fondos dinerarios de los cuales se nutría. De la simple observación de los montos atribuidos como haber del actor, se desprende claramente que el tope ahora cuestionado no tiene el mismo fundamento que el máximo implementado por la ley previsional anterior, pues luegode computársele 35 años de servicios con aportes -de los casi 45 que ostenta- el actor recibe, por las tres prestaciones que conforman su haber jubilatorio, una suma que representa el 51 % de la remuneración de actividad, que se encuentra muy lejos del mínimo que reconocía para una prestación similar el anterior sistema, es decir setenta por ciento del promedio de los sueldos referido y, por tanto, difícilmente pueda ser considerado sustituto del salario de actividad tal como lo concibió el cimero Tribunal en Fallos 328:1602 al expresar que "la necesidad de mantener una proporción justa y razonable entre el haber de pasividad y la situación de los activos, es consecuencia del carácter integral que reconoce la Ley Suprema a todos los beneficios de la seguridad social y de la íntima vinculación que guardan las prestaciones aseguradas al trabajador con aquellas de naturaleza previsional, que son financiadas primordialmente con los aportes efectuados durante el servicio". No puede sostenerse como argumento válido para la imposición del límite impugnado la salud financiera del sistema, toda vez que uno de sus componentes básicos es la contribución del futuro beneficiario como fuente primaria de su economía, razón por la cual, el esfuerzo realizado por el trabajador y, en su caso, también por empleador, se debe traducir en una prestación que sea un equilibrado reflejo de su aporte, no sólo posibilitando que su monto sustituya el salario de actividad, circunstancia que no se aprecia en el caso del demandante, sino como un medio de incentivar a los contribuyentes a realizar un máximo esfuerzo en sustento de un resultado final adecuado


      Barrios Idilio A. c/ A.N.Se.S. s/ ordinario (reajustes varios)


      B.1371, L.XLIII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Acción de amparo para la restitución de un beneficio previsional dado de baja por la ANSES



      Le asiste razón al recurrente, por cuanto el juzgador no trató los agravios llevados ante su estrado. En efecto, la apelación del organismo previsional giró, centralmente, sobre el argumento utilizado por el Juez de Primera Instancia para hacer lugar a la acción, es decir la implementación de una vía de hecho para interrumpir la prestación concedida por falta del dictado de un acto administrativo, rechazando la inconstitucionalidad planteada. El juzgador se expidió sobre la invalidez constitucional de la Resolución 884/06, tema que había quedado ya fuera de discusión, configurándose, por ello, un exceso de jurisdicción, circunstancia que también descalifica al decisorio como acto jurisdiccional, además, no trató los argumentos propuestos por el recurrente desde que sólo se refirió tangencial y dogmáticamente, a ellos


      Yanino, Blanca Luisa c/ Anses s/ Amparos y sumarísimos


      Y.53, L.XLIV, 24de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Acción de amparo para la restitución de un beneficio previsional dado de baja por la ANSES. Lesión del derecho de defensa que le asiste al administrado


      En el fallo el juzgador concluyó que la exigencia estipulada por la Resolución 884/06 del pago total de la deuda incluida en la moratoria señalada, para las personas que gozaban de alguna clase de beneficio, accedieran a la prestación bajo examen, configuraba un claro exceso de reglamentación, incompatible con las prescripciones de la Carta Fundamental. Además, el organismo previsional suspendió el beneficio de la actora sin el dictado de laresolución correspondiente, incurriendo en una vía de hecho lesiva del derecho de defensa que le asiste al administrado. Ahora bien, la apelante no atacó la conclusión arribada por la Cámara en cuanto a la manera en que se privó del beneficio a la actora. En efecto, más allá de que la ANSeS se refirió en forma genérica a la vía utilizada para conceder los beneficios que ahora nos ocupan, y a describir la manera en que los suprimió, lo cierto es que no criticó en forma directa el argumento utilizado por el a-quo por el que sostuvo la improcedencia de la víade hecho utilizada para anular la jubilación ya concedida. Dicha circunstancia torna innecesario en este estado el tratamiento de la cuestión federal planteada dado la admisibilidad del excepcional recurso intentado y la improcedencia de emitir pronunciamientos cuando se ha tornado inoficioso hacerlo (v. Fallos: 329:4096; 326:265; entre otros)


      Hoffman, Elsa Beatriz c/ Anses s/ Amparos y sumarísimos


      H.226, L.XLIV, 24de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Comisarios retirados de la Policía Federal reclaman incorporación a sus haberes del adicional "recargo de servicio". Supuesto carácter remunerativo y bonificacble. Exigencia de prestación de servicios extraordinarios fuera del horario normal de labor. Decreto N° 884/97


      Los actores, comisarios retirados de la Policía Federal, dedujeron demanda contra la Caja previsional solicitando que se incorpore a sus haberes, con carácter remunerativo y bonificable, el adicional "recargo de servicio". La alzada, en efecto, con un alcance similar al del juez de mérito, entendió que el adicional retribuye sólo a quienes prestan servicios extraordinarios fuera del horario normal de labor en tanto excedan, según el caso, lastres o las cinco horas diarias. Descartó así que se trate de un beneficio generalizado a todo el personal, extremo que, a su ver, tampoco se evidenció en el plano probatorio. Tal inteligencia, por un lado, no se evidencia irrazonable, máxime, a la luz de lo informado por la División Erogaciones de la Policía Federal, en el sentido de que los importes respectivos son pagados al personal contra la presentación mensualizada -por parte de cada dependencia- de planillas donde consta el personal que, en el mes inmediato anterior, prestó servicios extraordinarios en las condiciones reglamentarias. Razón por la cual la cantidad de oficiales superiores y jefes que perciben el adicional es fluctuante, y la erogación respectiva no reviste tenor regular ni permanente, sino que varía mensualmente según la cantidad de días efectivizados bajo la modalidad. Por el otro lado, dicha interpretación no se aprecia controvertida por la recurrente, quien se limita a reiterar argumentos no federales ya expuestos en la oportunidad de apelar, lo que obsta de por sí a la procedencia de la presentación extraordinaria rechazada, por lo demás, en punto a la tacha de arbitrariedad, sin queja de la interesada


      Meza, Jorge Alejandro c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      M.863, L.XLVI,14 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Prestación Anticipada


      Retiro voluntario de un suboficial de la Policía de la Provincia de San Luis. Convenio de Transferencia al Estado Nacional. Solicitud de suspensión del descuento del 8% del haber dispuesto por el artículo 2°, inc. d), de la ley N° 4464


      En el supuesto, la actora no logra evidenciar la derogación del régimen de la ley N° 4464, por la ley N° 5089 o el Convenio de Transferencia, y fracasa en su empeño por patentizar la invalidez sobreviniente del artículo 2°, inciso d), de la ley N° 4464 y su naturaleza contraria a la igualdad jurídica y al derecho de propiedad (arts. 16 y 17, de la C. N. )


      Barroso Livorio c/ Anses s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      B.445, L.XLII, 13 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Prestación Básica Universal


      Rechazo de beneficio previsional: requisito de tiempo mínimo de servicios con aportes. Plazos sin goce de sueldo: faltas injustificadas, cesantía por abandono del servicio. Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Z. 102, L. XLIII; "Zalazar, Carlos c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal"


      Un ex sargento de la Policía Federal solicitó el beneficio de retiro ante la Caja Policial, el que le fue denegado por no alcanzar los 17 años requeridos por el artículo 7 de la ley N° 21. 965. El actor había ingresado a la Policía Federal el 01/02/74 y fue cesanteado el 10/09/91, por la falta grave consistente en el abandono del servicio, tras 17 años, 7 meses y 9 días en la institución; y registra en su legajo personal 7 meses y 26 días de faltas injustificadas, sin goce de sueldo, extremo que determinó para la Caja previsional un plazo de servicios de 16 meses, 11 meses y 13 días. No se evidencia irrazonable la inteligencia conferida por la a qua al asunto, fundada en que, si bien la cesantía no importa por sí la pérdida del derecho al retiro, ello es así en tanto se reúnan al menos diecisiete años simples de servicios en el caso del personal subalterno. El requisito de untiempo mínimo de servicios con aportes efectivos sustenta la procedencia de todo beneficio jubilatorio dentro de los regímenes previsionales vigentes y se relaciona con los principios básicos que hacen al equilibrio económico - financiero de todo sistema de este tipo; de tal modo que, aun cuando puedan reconocerse excepciones a tales principios, éstas deben provenir inequívocamente de los textos específicos, pues no resulta posible presumir que la intención del legislador -que no puede ser soslayada so pretexto de posibles imperfecciones en su instrumentación legal- esté enderezada a imponer desiguales exigencias a quienes defiere iguales beneficios. Las jubilaciones no constituyen una gracia o un favor concedido por el Estado, sino que son consecuencia de la remuneración percibida como contraprestación y con referencia a la cual se efectúan los aportes


      Defino, Carlos Humberto c/ Ministerio del Interior y otro s/ personal militar y civil de las FF.AA. y de seguridad


      D.109, L.XLVI, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de personal civil retirado de la Policía Federal Argentina contra el Ministerio del Interior ante el fuero de la seguridad social. Reclamo de beneficios en la etapa de actividad. Carácter remunerativo de los conceptos "inestabilidad de residencia" y "adicional no remunerativo y no bonificable". Suplementos de los decretos N° 2744/93 y 436/94. Prescripción bianual. Comparendo y defensa de la Caja previsional y de la Policía Federal Argentina. Competencia del fuero de la seguridad social para expedirse sobre prestaciones ligadas al servicio activo


      La demandante yerra en su planteo recursivo, que no trasunta, en rigor, una cuestión federal estricta, y es que, si bien la actora demandó al Ministerio del Interior y peticionó conceptos salariales por el periodo en servicio efectivo, lo hizo ante el fuerode la seguridad social -competente para entender estos reclamos en los términos del artículo 2, inciso c), de la ley n° 24. 655-, declarando su condición de retirada de la institución policial e invocando el tenor remunerativo de los complementos -a su juicio- incorrectamente liquidados al personal. A ello se añade que compareció a las presentes actuaciones no sólo la Policía Federal, sino también la Caja respectiva a la que se condenó, en cuanto a los haberes de retiro. En el marco descripto, adquirió firmeza la condena contra la Caja, por los rubros y el lapso indicado y por el término bianual de la prescripción, habida cuenta la falta de impugnación de esa parte y toda vez que la actora, a la luz de lo dicho, no patentiza la contradicción y la errónea inteligencia acusada ni, menos aún, la grave irrazonabilidad de lo decidido. En definitiva, no acredita que el resolutorio se haya expedido sobre los conceptos de los decretos n° 2133/91 y 713/92, por el período en servicio activo de la actora, Y, a partir de ello, que resulte antojadiza la prescripción bianual y, contradictoria, la inhibición sobre el restante rubro en actividad. Desde este punto de vista, cabe rechazar los agravios de la actora. Distinto es el caso del agravio referido a la declaración de incompetencia de la alzada; punto en el que el fallo es equiparable a uno definitivo del artículo 14 de la ley n° 48. Si bien, estrictamente, asistiría razón al tribunal en orden a que beneficios como los reclamados, por la etapa en actividad, deberían tramitarse en otra sede, las particularidades del caso y razones análogas a las valoradas por la Corte en otros fallos, habrían habilitado a la a quo a pronunciarse acerca del planteo. Se destacan entre aquellas razones, la igual naturaleza de la jurisdicción ejercida por los tribunales nacionales; el orden público interesado en la pronta terminación de los procesos; la seguridad jurídica y la economía y concentración procesal; elcompromiso de derechos de índole alimentaria; etc. ; y, entre las particularidades del sub lite, el comparendo y la defensa tanto de la Caja previsional como de la propia Policía. Tratándose, de un caso declarado "de puro derecho" y mediando jurisprudencia de la Corte sobre la materia, de neto alcance federal procedería, en el marco del artículo 16 de la ley n° 48, y de las razones tutelares alegadas en puntos anteriores, expedirse sobre la procedencia de los suplementos reclamados mientras la actora revistó en actividad, por el periodo no prescripto


      Alonso, Angélica Liliana c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg


      A.487, L.XLII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Personal retirado -y pensionistas- de la Armada Argentina. Liquidación de los suplementos previstos en los decretos 2000/91 y 628/92


      La decisión atacada, en cuanto ordena liquidar los adicionales debatidos en el ítem "sueldo" del haber mensual del personal retirado y pensionistas de la Armada, resulta contradictoria con la resolución de fondo que ordenó liquidar tales conceptos con el alcance precisado en Fallos: 322:2398. Por ello, corresponde hacer lugar a la presentación directa del Estado Nacional, declarar procedente el remedio y revocar la decisión apelada en cuanto fue objeto de recurso


      Alvarez de Calderon, Enriqueta Nora y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de defensa, personal militar y civil de las FFAA y de seg


      A.1105, L.XLIII, 13 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Reclamo de pago único de la indemnización por accidente fatal ocurrido en ocasión del trabajo. Régimen indemnizatorio de renta periódica. Ley de Riesgos de Trabajo


      Los Jueces de la Sala V de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo al confirmar la sentencia de primera instancia, admitieron el reclamo de pago único de la indemnización por accidente fatal ocurrido en ocasión del trabajo, con fundamento en el precedente "Milone" condenando a la A. F. J. P. y a la Administración Nacional de la Seguridad Social - ANSES –. Aún cuando la problemática que aborda la sentencia recurrida no se ajusta estrictamente a lo decidido en el citado precedente por cuanto la Corte allí declaró la inconstitucionalidad del artículo 14, ítem 2, de la LRT, es claro que en casos como el presente -en que, por el deceso del trabajador, la norma también reconoce una renta periódica mensual a los derecho-habientes, a partir de la suma correspondiente a la prestación dineraria obtenida en el marco de los artículos 15, apartado 2, 18 y 19 de la ley N° 24. 557- resultan aplicables por analogía los principios que emanan del caso "Milone". Allí señaló la Corte que no obstante percibir los derecho habientes por la muerte del damnificado la compensación dineraria adicional de pago único prevista en el art. 11, apartado 4 de aquél, el régimen indemnizatorio complementario de renta periódica contemplado en él conduce a un pago mensual que no satisface el objetivo reparador que la norma predica, e impide a quienes reclaman en un pago único el capital depositado, el ejercicio de un ámbito de libertad constitucionalmente protegido, en el que se inserta la formulación de su proyecto de vida, ya modificado traumáticamente por la muerte del trabajador


      Galeano González, Pedro Nolasco c/ Futura AFJP s/ Acción de amparo


      G.331, L.XLVI,30 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C D. N° 473. L. XLV; "Degdeg, Maria y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina"


      Díaz, Ramón y otros c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg


      D.466, L.XLV, 24de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Derecho Individual del Trabajo


      Contrato de Trabajo


      Despido de despachante de aduana. Supuesta facturación única, exclusiva y correlativa a favor de la empresa demandada


      La Cámara se hizo eco de los agravios del accionante y, receptó casi literalmente, el aserto introducido por la perito oficial en orden a que, a partir del inicio de la registración impositiva del actor, la facturación fue única, exclusiva y correlativa a favor de la demandada. Temperamento que vulnera el derecho de defensa de la accionada pues sus agravios sobre el punto -oportunos y conducentes, a priori, para la solución final del pleito- no fueron ponderadas por la alzada según era menester. Debe advertirse sobre el particular que la documentación acompañada por el actor, correspondiente al período 2000/06, incluye facturas emitidas a favor de otras varias empresas. Dicha documentación desacredita, prima facie, la supuesta facturación única, exclusiva y correlativa a favor de la demandada. Por otro lado, se advierte que la representación conferida a los agentes de transporte aduanero, según prevé el artículo 38 de la ley 22. 415, puede serlo tanto a través de un poder general como especial y por "endosoen procuración" o autorización otorgada ante el servicio aduanero, en las condiciones reglamentarias, por lo que la existencia, en su caso, de un poder general a favor del actor por parte de la empresa demandada no obsta a su actuación como despachante aduanero en el marco de otros apoderamientos, generales o especiales. La actividad analítica desplegada por la alzada dista de constituir la que exige el deber jurisdiccional para convalidar una decisión, máxime, en el contexto de una figura jurídica singular como la examinada, en la que el actor, incluso, como quedó expuesto, concretó su cometido con el auxilio de gestores y apoderados. Además, asiste razón a la demandada en punto a que la a quo se sirvió para el cálculo indemnizatorio de una base salarial que no aparece justificada en el expediente


      Celotto, Julio César c/ Lan Airlines S.A. s/ despido


      C.629, L.XLVI,11 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Reclamo por despido incausado. Acuerdo ante el SECLO. Procedimiento preventivo de crisis en proceso. Supuesto de rescisión del vínculo por fuerza mayor o falta o disminución del trabajo. Legislación aplicable. Protocolo de Trabajo y Seguridad Social de la Entidad Binacional Yacyretá. Ley de contrato de trabajo


      Las partes acudieron aquí al artículo 247 de la LCT, la solución de la a quo resulta finalmente análoga pues, con arreglo a un criterio irrevisable en la instancia, concluyó que en las actuaciones se verificó un despido incausado y, a partir de ello, que resulta aplicable el artículo del Protocolo que considera tal supuesto, es decir, el artículo VI. inc. m), precepto al que, remite, en definitiva, el artículo VI, inciso 1), in fine, referido estrictamente a la suspensión del contrato por caso fortuito o fuerza mayor. Cabeañadir a ello que si bien, en efecto, el Reglamento de Personal dispone, para el supuesto de resolución incausada, un resarcimiento equivalente a un mes de la mejor remuneración normal y habitual percibida durante el vínculo laboral, por cada año de servicio o fracción mayor de tres meses, el régimen de ese Reglamento es propio y específico de los trabajadores de la EBY y, en el caso, se trata del empleado de una contratista del Ente Binacional, regido por el Protocolo y, en defecto de las "normas especiales uniformes" del artículo VI del ordenamiento, por la ley del lugar de celebración del contrato a la que remite su artículo V. En las condiciones descriptas, y puesto que, en efecto, la "disposición especial uniforme" referida al sublite no contempla la exigencia de "normalidad" como presupuesto de aplicación (el. art. VI inc. m, del Protocolo), tampoco existen aquí razones para invalidar lo decidido. En lo que atañe a la condena solidaria de las demandadas, ella se apoyó en el contrato de consultoría suscripto por el consorcio empresario y la EBY, bajo el liderazgo de "MWH International lnc. "; en los testimonios que dan cuenta de la prestación de servicios del actor para el Consorcio CIDY en Yacyretá; y en el informe contable, enmarcado todo en los artículos 26 de la LCT y 690 Y 699 del C. Civil. La a quo juzgó insuficiente, una vez más, la crítica vertida, en este caso, por la codemandada MWH International Inc. , con base principal en el artículo 381 de la Ley de Sociedades. Se fundó para ello en que la sentencia de mérito fue categórica al expresar –en criterio compartido por la Sala- que MWH formó parte del consorcio empresario que requirió y se benefició con los servicios prestados por el pretensor, más allá de que haya sido la firma Franklin Constructora SA quien se encargara de contratarlo, y en que laacreditación de los extremos fácticos reseñados no mereció agravios por la co-demandada recurrente


      García, Raul Esteban c/ Franklin Consultora S.A. y otros s/ despido


      G.289, L.XLVI, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Extinción


      Demanda por despido indirecto. Litisconsorcio pasivo. Sentencia de segunda instancia que beneficia al demandado que no apeló. Unicidad formal y unicidad valorativa. Obligaciones en moneda extranjera, aplicación de la legislación de emergencia. Estatuto del Periodista: norma más protectoria para el trabajador. Vacaciones no gozadas: excepción a la prohibición de la compensación en dinero


      En relación a la cuestión federal planteada en orden al alcance y aplicación de la legislación dictada con motivo de la emergencia de las obligaciones pactadas en moneda extranjera, cabe destacar que el recurrente no demuestra qué elemento incorporado al proceso habría respaldado las particularidades que exige el presupuesto normativo para su aplicación. Concretamente, no se puntualiza sobre qué bases probatorias se puede concluir que al actor le hubiesen pagado con fondos provenientes del exterior (como exige la norma). Por otro lado, de las constancias del expediente se desprende que las empresas demandadas conformaron una unidad económica, relacionadas todas ellas con el reclamante en virtud de un convenio. Partiendo de estos datos, corresponde desestimar el planteo dirigido a la decisión que benefició al restante codemandado que no apeló, en cuanto se redujo el quantum de la condena, pues en los casos como en el presente, los litisconsortes conservan su autonomía de gestión procesal, en tanto pueden adoptar distintas actitudes frente a lasentencia. Pero ello no obsta que, una vez dictado el fallo definitivo, en supuestos como el aquí considerado como es el del litisconsorcio necesario, el litisconsorte pueda beneficiar o perjudicar a todos por igual, pues al principio de unicidad formal, se le debe sumar la unidad valorativa -única sentencia, formal y sustancial, para todos los litisconsortes necesarios-. La imprecisión y ambigüedad de la decisión revela la falta de tratamiento de los temas que fueron materia de consideración por el juez de primera instancia especialmente referidos a las constancias probatorias de autos como se ha hecho referencia en la sentencia de grado y que pusieron en evidencia que la falta de aplicación del Estatuto del Periodista, impide el acceso a una norma más protectoria para el trabajador tema que no fue objeto de examen en la sentencia en crisis como injuria grave que no consentía la prosecución del vínculo en los términos del art. 242 de la LCT. Igual consideración se impone respecto al agravio por las vacaciones no gozadas, por cuanto el a quo resolvió el rechazo de la pretensión con invocación del art. 162 de la LCT sin hacerse cargo de las particulares circunstancias que fueron oportunamente invocadas por el reclamante y tratadas en la sentencia de primera instancia, como si su aplicación fuese un mero ritualismo. Precisamente, la finalidad del otorgamiento del descanso pagado por parte del empleador no es posible cuando se produce la extinción del vínculo y el a qua no se hizo cargo que la propia norma establece una excepción a dicha veda en estos supuestos, al remitirse al art. 156 de la LCT, a lo que se suma las particulares características del caso, máxime que el juez de grado las tuvo en cuenta para admitirlas, aspecto que debieron ser atendidos debidamente, pues el fallo en ese sentido carece deapoyo en las constancias de la causa y el derecho aplicable tornándose arbitrario


      Genoud, Martín Miguel c/ Jurisprudencia Argentina S.A. y otro s/ despido


      G.867, L.XLIV, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Relación de Trabajo


      Personal dependiente de la ANSES. Aplicación de la LCT: exigencia de un acto expreso de la administración para incluir al personal dependiente. Decreto 2741/91. Ley 24. 447. Decreto 92/95. Precedente "Leroux de Emede" (Fallos 314:376)


      En el sub lite el debate estaba instalado desde la traba de la litis en cuanto la actora demandó la aplicación al caso de la Ley de Contrato de Trabajo y la demandada defendió su posición con apoyo en la ley 24. 447, decreto 92/95 y el art. 1623 del Código Civil. La cuestión debatida llegó claramente a la Cámara y sin embargo la respuesta del a quo se limitó a enmarcar el caso en la doctrina sentada en Fallos 314:376, en cuanto a la exigencia de un acto expreso de la administración para incluir al personal dependiente en las normas de la LCT, cuando el debate llevado a la alzada, precisamente, exponía según la actora, que tal exigencia se había cumplido con el dictado del decreto 2741/91; y en caso de que se admitiesen las normas alegadas por la demandada (ley 24. 447 y decreto 92/95) debía tenerse en cuenta el examen realizado por la juez de primera instancia, en cuanto concluyó que de las pruebas reunidas no se había cumplido con los presupuestos fácticos para que resulten aplicables al caso. Desde esa perspectiva, se advierte que en el pronunciamiento cuestionado no sólo se aplicó la doctrina de un precedente que no contaba con las mismas circunstancias debatidas en este trámite,sino que se omitió dar respuestas a las cuestiones planteadas y conducentes para la dilucidación del caso, pues la decisión no se hizo cargo de las normas invocadas por las partes. Corresponde precisar que tales omisiones son suficientes para la descalificación del pronunciamiento en crisis, como acto jurisdiccional válido


      Estivill, Federico Guillermo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Despido


      E.393, L.XLII,7 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Contrato de Trabajo. Sujetos. Trabajador. Accidentes y Enfermedades


      Reclamos indemnizatorio derivados de las lesiones sufridas durante un enfrentamiento con delincuentes. Diferencia entre daños producidos en acciones bélicas con los resultantes de actos de servicios. Remisión al fallo “Leston” y “Aragón”. Dictamen “Andrada”


      Las cuestiones planteadas en el sub lite son sustancialmente análogas a las examinadas y resueltas en los casos "Leston" y "Aragón", pues lo relevante de la doctrina allí sentada por la Corte es que establece una diferencia entre los daños de origen accidental y los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad, declarando con relación a esta última categoría que no resultan aplicables las normas de derecho común. Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por la Corte en los casos aludidos, se mantiene la opinión sentada en el dictamen de la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ daños y perjuicios"


      Poelstra, Walter Orlando c/ Estado Nacional Ministerio del Interior Prefectura Naval s/ Daños y perjucios


      P.634, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Ley de Riesgos del Trabajo. Contingencias Cubiertas


      Recurso extraordinario local de inconstitucionalidad de ley. Obligatoriedad del trámite ante la Comisiones Médicas previsto en la Ley de Riesgos del Trabajo. Planteo de inconstitucionalidad de los arts. 8 y 21 de la LRT y del Decreto 717/96. Precedentes "Llosco" y “Castillo”


      El Superior Tribunal reprochó a la recurrente dejar en pie los fundamentos en orden al incumplimiento del trámite administrativo que impone el régimen especial, aspecto que fue criticado por la parte actora porque no se atendió a los planteos constitucionales que sostuvo en el remedio local con sustento en los criterios que la Corte sentó a partir del precedente "Castillo" y "Llosco", agregando también la inconstitucionalidad del art. 21 de la LRT y el Decreto 717/96 que impone la obligatoriedad de dicho trámite. Sin embargo el Superior local soslayó su tratamiento limitándose a exigir el cumplimiento formal de la legislación impugnada, sin atender precisamente los agravios con los cuales el recurrente la había cuestionado con base constitucional. En dicho precedente "Castillo" la Corte admitió que el actor articulara su pretensión directamente ante la justicia, sin que hubiese sido un obstáculo el haber preterido la instancia ante las comisiones médicas; y en cuanto al cuestionamiento de la validez de los artículos 21 y 22 de la LRT, dentro del marco reparador de la ley 24. 557, cabe destacar que desde el precedente "Aquino" la CSJN reconoció esta forma de proceder, con la amplitud de debate que garantiza el trámite judicial a todo ciudadano, confundamento en que la vía jurisdiccional no estaba cerrada pese a la existencia de un trámite administrativo obligatorio de carácter previo. Desde tal perspectiva corresponde revisar la sentencia y examinar con detenimiento los planteos constitucionales que se formularon, por cuanto no cabe duda que de la forma en que los jueces interpretaron y aplicaron las normas en juego se omitió tener en cuenta que se frustraba el examen de la procedencia de la obtención de reparación por daños, a pesar de haberse comprobado su existencia y la posible vinculación con las tareas. Todo ello conduce a descalificar el fallo, principalmente cuando la Corte tiene dicho que es válido extender a los litigios laborales la pauta hermenéutica sentada en materia de previsión social según la cual, debe actuarse con cautela para llegar a la denegatoria de beneficios reconocidos por las leyes en la materia


      Moyano, José Hugo c/ La Caja ART SA s/ Enfermedad accidente


      M.268, L.XLVI, 13 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Principios del Derecho del Trabajo. No Discriminación e Igualdad de Trato


      Reclamo de reincorporación de trabajadores. Supuesto despido discriminatorio por motivo de actividad gremial. Interpretación de la Ley Antidiscriminatoria N° 23. 592. Causal prevista en el art. 247 de la LCT


      La Ley Antidiscriminatoria (N° 23. 592) debe ser interpretada en sentido amplio, descartando restricciones que importen privar de su amparo a personas relacionadas con terceros por determinada forma contractual, como es, en el caso, el vínculo de trabajo. La aplicación de la mencionada ley no puede estar ". . . condicionada a que el trabajador se encuentre comprendido en alguna de las previsiones contenidas en los artículos 48, 50 y 52de la ley de Asociaciones Sindicales", referido a los representantes sindicales porque se estaría distinguiendo donde la norma no distingue e imponiendo una carga que la ley no exige. A partir de tal mixtura de normas (art. 1 ° de la ley 23. 592 y Convenio 135 de la OIT) impresa por los jueces, se concluyó que la participación en los reclamos tendientes a resguardar los derechos de todos los que trabajaban en la empresa (cuestión de hecho que se la tuvo por acreditada o al menos no se la desechó) y que "tal actividad no aparece directamente vinculada al ejercicio de algún grado de representación". En definitiva, construyeron un nuevo presupuesto que en sustancia difiere del texto normativo por el cual se decidió el caso. Es del caso aclarar que el Convenio 135 trata sobre "los representantes de los trabajadores", en cambio el art. 47 de la 23. 551 -invocado por la actora- reconoce la tutela de los derechos de libertad sindical garantizados por esa ley, además de las asociaciones sindicales, a los trabajadores, a los que, a su vez, se les reconoce los derechos sindicales previstos en la ley, sin que deban acreditar representación alguna. La causa esgrimida por la demandada para oponer como defensa ante el reproche de acto discriminatorio fue que la decisión de despedir, a un número determinado de trabajadores, se fundaba en razones de una crítica situación económica de la empresa, y que, además, entre los despedidos había personal que no tenía vinculación en temas sindicales. En los casos del art. 247 de la LCT, el legislador no deja margen de ponderación al empleador sino que en caso de invocarse la causal prevista en esta norma se le exige una selección del personal afectado con pautas objetivas, requiriendo ciertas condiciones para proceder a los despidos por fuerza mayor o por falta o disminución de trabajo no imputables al empleador. En todo caso, la respuesta que dieron los jueces, en términos queellos entendieron procedente, apuntó al por qué se despidió a un número determinado de personas, pero la exigencia en el caso, de la que faltó dar respuesta en la sentencia, imponía averiguar por qué la empresa eligió a los actores existiendo tantos otros trabajadores, máxime que del total de despedidos fueron luego reincorporados algunos, entre los cuales no se encontraban los reclamantes acentuando el trato diferenciado respecto a ellos, extremo que mereció ser esclarecido


      Molina, Reynaldo Antonio y otro c/ Spicer Ejes Pesados S.A. s/ Acción de amparo


      M.742, L.XLVI, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario Federal


      Requisitos de admisibilidad. Requisitos Objetivos. Motivos en los que debe apoyarse. Arbitrariedad. Supuestos. Apartamiento de las constancias de la causa


      Accidente de trabajo. Responsabilidad civil de las A. R. T. : omisión de comportamiento debido en los deberes de prevención. Sentencia arbitraria: violación de las garantías constitucionales de propiedad, defensa en juicio y el derecho al debido proceso. Remisión a precedentes “Soria”, “Rivera” y “Torillo” y a los fundamentos de los dictámenes de las causas P. 661, L. XXXVII, y P. 1819, L. XXXIX


      En el precedente "Soria" los fundamentos sostuvieron que no corresponde eximir de responsabilidad a la ART en los términos del art. 1074 del Código Civil, basado exclusivamente en descartar la relación de causalidad entre el daño y la conducta de aquélla en la observancia de sus obligaciones, sin efectuar el previo examen de las circunstancias de hecho propias de la causa y agotándose en conclusiones no precedidas de demostración alguna. Además,atento el carácter eminentemente fáctico de la responsabilidad en el infortunio laboral, no puede entenderse que la ausencia de motivación de la sentencia quede saneada por la remisión a precedentes que conciernen a otros litigios. En dicho pronunciamiento, la Corte puntualizó que de no seguirse la línea señalada, se incurriría en un apartamiento palmario del derecho aplicable (art. 1074 C. C. ), al consagrar una suerte de exención de responsabilidad civil, absoluta y permanente de las ART respecto de sus obligaciones en materia de prevención de los riesgos del trabajo, pues uno de los objetivos que caracteriza a la ley 24. 557 y su decreto reglamentario 170/96, es reducir la siniestralidad laboral a través de la prevención de los riesgos, a lo que se suma haber emplazado a los entes aseguradores, entre otros sujetos, como obligados a adoptar las medidas legalmente previstas para prevenir eficazmente dichos riesgos. Finalmente, para la correcta solución del caso, cabe agregar lo dicho por la Corte en el precedente "Torrillo". El fallo no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, por lo que, al afectar las garantías constitucionales invocadas, corresponde descalificarlo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad, máxime cuando la interpretación del a quo se limita a un análisis parcial y aislado de los diversos elementos de juicio, pero no los integra ni armoniza debidamente en su conjunto


      Pacheco, Antonio Manuel c/ La Holando Sudamericana Compañia de Seguros y otro s/ Accidente - acción civil


      P.685, L.XLV, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      


      
CapítuloVIII


      Derecho Penal


      Parte Especial


      Delitos Previstos en el Código Penal. Delitos contra la Propiedad. Robo. Agravante. Robo Cometido con Armas


      Robo cometido con armas. Imposibilidad de acreditar la aptitud para el disparo. Aplicación de la agravante prevista en el art. 166 inc. 2, tercer párrafo, del Código Penal. Ausencia del arma. Posibilidad de acreditar la existencia del arma en el hecho. Validez de los testimonios y la totalidad del plexo probatorio obrante en la causa. Arbitrariedad por aplicación inadecuada de la norma


      La interpretación realizada por Cámara Nacional de Casación Penal de las exigencias del artículo 166 del Código Penal además de no resultar derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias fácticas comprobadas en el proceso, vacía de contenido a la norma. En este sentido, toda vez que de los votos que conforman la mayoría de la sentencia cuestionada surge que, aun cuando se otorga un valor relativo a la falta de secuestro del arma a los fines de demostrar la aplicación de la agravante, lo que abriría la posibilidad de sostenerla con otros medios de prueba, la exigencia de acreditar las "características intrínsecas" del instrumento utilizado respecto del que se afirmó tenía apariencia suficientemente realista de arma de fuego consigue anular de manera infundada el mérito de loselementos de convicción analizados en el pronunciamiento y, además, de esta forma, vuelve virtualmente inoperante a la norma


      M. C., Juan Francisco s/ Causa N° 12.485


      M.1046, L.XLVI, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Acción Penal. Causas de Extinción. Prescripción


      Abuso sexual simple. Planteo de prescripción de la acción penal. Actos considerados "secuela de juicio". Aplicación de la ley vigente al momento de producirse los actos considerados secuela de juicio. Incumplimiento del art. 15 de la ley 48


      Las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, por vincularse con asuntos de naturaleza no federal son, en principio, ajenas a la apelación federal salvo arbitrariedad. La ley que debe regir para la consideración de las causales de interrupción de la prescripción es la vigente al momento de producirse los respectivos actos de ese carácter, sin que resulte por ello afectada la garantía que asegura el imperio de la ley más benigna, pues no concurren las razones que justifican ese excepcional instituto. Cabe agregar que sólo aquellos actos que impulsan el procedimiento, tienden a la prosecución del proceso o implican un avance cualitativo en la causa, podían ser considerados secuela de juicio. Esa definición permite asignar tal carácter al pedido de condena formulado por el querellante, no sólo por su calidad de parte en el juicio y la entidad propia de esa manifestación, sino porque en el caso su solicitud adquirió plena autonomía ante la absolución que postuló el representante del Ministerio Público


      R., D. G. c/ P.S.A. abuso sexual - Causa N° 18/09


      R.469, L.XLV, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Parte General


      Clases de Sanciones. Medidas de Seguridad


      Medidas de seguridad. Artículo 34 del Código Penal. Internación coactiva por incapacidad psíquica. Requisitos para la imposición de la medida. Limitación temporal. Comprobación de la comisión de un hecho ilícito


      La decisión de internación psiquiátrica compulsiva ha de resultar de un proceso dotado de todas las garantías procesales contra las reclusiones o enclaustramientos arbitrarios, que esté dirigido a demostrar el carácter de incapaz de la persona en cuestión -a fin de evitar que so pretexto de curación o de seguridad de los insanos, pueda privarse impunemente de su libertad a los que no lo son- así como a evaluar la oportunidad de la internación, su limitación en el tiempo y las condiciones de su ejecución. Esas exigencias rigen para toda decisión final que disponga una medida de seguridad de internación coactiva motivada por incapacidad psíquica, cualquiera que sea la naturaleza -civil o penal- del proceso en el que se la adopta. Cuando la medida de seguridad en cuestión es la regulada por el artículo 34 del Código Penal, a los requisitos generales ha de agregarse la exigencia de comprobación, con los estándares probatorios y de contradicción propios del proceso penal, de que el imputado ha cometido un ataque ilícito, que no ha obrado en virtud de alguna justificación o excusa y que por él habría podido ser objeto de una pena privativa de la libertad si no hubiera sido incapaz de culpabilidad. En ausencia de una determinación así, no estaría justificado someter al incapaz a la mayor severidad que distingue al régimen penal de medidas de seguridad. Lajustificación que pueda haber para someter al imputado incapaz de culpabilidad al trato más severo del régimen penal de medidas de seguridad cae una vez vencido el plazo durante el cual la persona podría haber estado sometida a una pena privativa de la libertad si hubiera sido capaz de culpabilidad. Vencido ese plazo, entonces, la medida de seguridad penal ha de extinguirse y la persona debe quedar nuevamente sometida al régimen general del derecho civil. El tribunal que dispone una medida de seguridad de naturaleza penal debe fijar el plazo máximo hasta el que la medida podrá extenderse, asegurando una razonable proporcionalidad entre el ilícito cometido y la medida ordenada, como la que aseguraría al limitar la pena que sería aplicable al caso si el imputado no fuera incapaz de culpabilidad


      A., G. J. s/ causa n° 12.434


      A.987, L.XLVI, 26 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Penas. Pena Privativa de la Libertad


      Derecho de ejecución penal. Persona condenada en Brasil que cumple la pena en Argentina. Solicitud basada en la situación de los co-condenados en la misma causa. Artículo 17 de la ley 24. 660. Progresividad del régimen penitenciario


      Si en el caso se plantea como hecho nuevo, la circunstancia de que los co-condenados en la misma causa, que cumplen su pena en Brasil, ya han accedido al beneficio de las salidas transitorias y las mismas se han producido, igual que su traslado a un establecimiento de régimen semiabierto, es posible hacer una excepción a la letra del artículo 17 de la ley 24. 660, en tanto exige un tiempo mínimo de ejecución de la mitad de la condena para la concesión de aquéllos beneficios Y esto sin menoscabar la voluntad legislativa argentina, porque la ley citada ha querido yplasmado expresamente que el régimen penitenciario se basará en la progresividad, procurando limitar la permanencia del condenado en establecimientos cerrados y promoviendo, en lo posible y conforme su evolución favorable, su incorporación a instituciones semi abiertas o abiertas o a secciones separadas regidas por el principio de auto disciplina. Y no sólo eso, sino que ha previsto, en su artículo 7, que el condenado podrá ser promovido excepcionalmente a cualquier fase del periodo de tratamiento que mejor se adecue a sus condiciones personales, de acuerdo con los resultados de los estudios técnico-criminológicos y mediante resolución fundada de la autoridad competente


      G., Karina Dana s/ causa n° 12.792


      G.763, L.XLVI, 31 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      


      
CapítuloIX


      Derecho Procesal Administrativo


      Procedimiento Administrativo


      Acción procesal administrativa. Impuesto de sellos. Proceso de privatización. Sociedad anónima entre una provincia y el Estado Nacional: la venta de las acciones de la provincia pasóa formar parte de su patrimonio


      Las facultades provinciales no pueden amparar una conducta que interfiera en la satisfacción de un interés público nacional, ni justifiquen la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de la Nación toda. El sistema federal importa asignación de competencias a las jurisdicciones federal y provincial; ello no implica subordinación de las provincias al gobierno central, pero sí coordinación de esfuerzos y funciones dirigidos al bien común general, tarea en la que ambos han de colaborar, para la consecución eficaz de aquel fin. El emprendimiento llevado a cabo por la provincia junto al Estado Nacional, dirigido a la satisfacción del interés de sus pobladores, y los beneficios que allí se estipularon en su favor justifican que resigne -al menos- su pretensión tributaria sobre los conceptos que aquí se debaten, como una razonable contribución de suparte al bien común que procura en su propio territorio y para sus mismos habitantes.


      Distribuidora de Gas cuyana c/ Mendoza, provincia de y otro s/ Demanda contencioso administrativa.


      D.885, L.XL, 16 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Se toma conocimiento de la constitución de domicilio y se devuelve a sus efectos


      Fiscal General del Ministerio Público de la Nación ante la Cámara Federal de Comodoro Rivadavia s/ Retardo de justicia en autos: Almeria Austral Criwey ART. s/ Av. inf. aduanera s/ Incidente de excepción de falta de acción desprendido de la causa N°


      F.323, L.XLVII,10 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      


      
Capítulo X


      Derecho Procesal Civil y Comercial


      Parte Especial


      Ejecución de Sentencias


      Conflicto de competencia. Crédito de carácter laboral y privilegiado. Demandada con acuerdo preventivo homologado. Artículo 57 de la ley de Concursos y Quiebras: orden público


      De las constancias de la causa se desprende que el actor luego de haber obtenido sentencia favorable en sede laboral, se presentó a verificar su crédito en el marco del proceso concursal de la demandada en autos. Surge, asimismo que la magistrada del fuero comercial hizo lugar a dicha pretensión, lo cual fue confirmado por el tribunal de alzada. Al respecto, corresponde señalar que si bien el proceso concursal de la demandada se halla con acuerdo preventivo homologado en etapa de cumplimiento, el crédito de carácter laboral y privilegiado, que se pretende ejecutar en el sublite, no se encuentra comprendido dentro del mencionado acuerdo, conforme surge de las manifestaciones de la juez comercial. En tales condiciones corresponde aplicar al caso la regla establecida en el artículo 57 de la ley de Concursos y Quiebras por sobre lo dispuesto por el art. 135 de la Ley 18. 345, dado su naturaleza de orden público


      Fiszledjer, Pablo Marcelo c/ Sociedad Española de Beneficencia Hospital Español s/ ejecución de créditos laborales


      COMP.167, L.XLVII, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Sentencia definitiva: error aritmético al fijar la multa del art. 8 de la ley 24. 013. Liquidación sido consentida por las partes. Posibilidad de corrección en cualquier estado del juicio. Primacía a la verdad jurídica objetiva


      Los errores aritméticos padecidos en una sentencia pueden rectificarse en cualquier tiempo, aun en el trámite de ejecución de sentencia, sin que ello importe vulnerar la intangibilidad de un derecho adquirido. En tal sentido, tanto el art. 104 de la L. O. como el 166, inc. 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación (art. 155 de L. O. ) han receptado el principio jurídico según el cual los errores aritméticos o de cálculo en que incurra una decisión deben ser necesariamente rectificados por los jueces sea a pedido de parte o de oficio. Tal principio se sustenta en el hecho de que el incumplimiento de una sentencia informada por vicios semejantes, lejos de preservar, conspira y destruye la institución de la cosa juzgada, de inequívoca raigambre constitucional, pues aquélla busca amparar más que el texto formal del fallo, la solución real prevista en él. En cuanto las observaciones con respecto al hecho de que la liquidación había sido consentida por las partes, cabe destacar que esa circunstancia no obliga al magistrado a obrar en un sentido determinado, pues no cabe argumentar sobre la preclusión del derecho a impugnar la liquidación, frente a las precisas disposiciones del art. 784 y concordantes del Código Civil y al deber de los jueces de otorgar primacía a la verdad jurídica objetiva. Ello toda vez que la aprobación de las liquidaciones sóloprocede en cuanto hubiera lugar por derecho y, tal como se señaló en reiterada jurisprudencia, excede los límites de la razonabilidad pretender extender el resultado de una liquidación obtenida sobre la base de operaciones matemáticamente equivocadas


      Lysyj, Jorge Omar c/ Tarjeta Nueva S.R.L. y otro s/ Despido


      L.131, L.XLVI, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Medidas Cautelares


      Aumento del precio de los abonos de servicios de televisión paga. Medida cautelar que suspendió efectos de Resoluciones dictadas por la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia, por posibles infracciones al régimen de la ley 25. 156, en ejercicio del poder de policía. Procedencia recurso extraordinario. Asimilación a sentencia definitiva y situación de gravedad institucional: efectos sobre toda la comunidad. Necesidad de examinar los recaudos de viabilidad de las medidas precautorias con especial prudencia: existencia de verosimilitud en el derecho invocado y el peligro irreparable en la demora


      En autos la peticionaria de la medida cautelar concedida por la cámara no logra satisfacer plenamente esos requisitos, aún cuando es bien sabido que para despachar este tipo de medidas no se requiere certeza absoluta por parte de los jueces. Los magistrados no extremaron los recaudos para verificar si la actora acreditó la verosimilitud del derecho que invoca, máxime cuando V. E. ha dicho en forma reiterada que la viabilidad de las medidas precautorias se halla supeditada a que se demuestre ese requisito, así como el peligro en la demora (art. 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), y dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado dehecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad. Este defecto se toma más evidente cuando se repara en que la medida cautelar concedida tiene los mismos efectos que la admisión de la pretensión planteada; anticipación que se manifiesta inaceptable al no advertirse que el mantenimiento o la alteración de la situación de hecho pueda influir en el dictado de la sentencia o convierta su ejecución en ineficaz o imposible. Por otra parte, en cuanto al segundo de los recaudos que se exigen para disponer este tipo de medidas, cabe señalar que el examen de su concurrencia requiere una apreciación atenta de la realidad comprometida, con el objeto de establecer cabalmente si las secuelas que lleguen a producir los hechos que se pretenden evitar pueden restar eficacia al ulterior reconocimiento del derecho en juego, originado por la sentencia dictada como acto final y extintivo del proceso, así como que ese extremo debe resultar en forma objetiva del examen sobre los distintos efectos que podría provocar la aplicación de las diversas disposiciones impugnadas, entre ellos su gravitación económica. La Corte ha dicho que el requisito del peligro en la demora debe examinarse de acuerdo con un juicio objetivo, o derivar de hechos que puedan ser apreciados incluso por terceros, y debe considerarse configurado si aparece con suficiente claridad que si no se accediese al pedido formulado, y finalmente le asistiese razón al actor, se podrían generar afectaciones que deben ser evitadas, por lo que la situación denunciada requiere el dictado de medidas que resguarden los derechos invocados, hasta tanto exista laposibilidad de dirimir los puntos debatidos y de esclarecer los derechos que cada una de las partes contendientes aduzca


      Direct TV Argentina S.A. s/ Medidas cautelares


      D.286, L.XLVI, 18 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Rechazo de medida anticipatoria dictada a favor de damnificada en un accidente de tránsito. Grado de certeza en el derecho exigible en el marco de la tutela anticipada. Riesgo creado. Posible participación de la víctima en el hecho: inversión de la carga de la prueba


      En primera instancia se acogió el pedido de una medida anticipatoria inaudita parte, disponiendo que la compañía aseguradora del demandado satisfaga a la actora –damnificada en un accidente de tránsito- una suma para la adquisición de diversos implementos ortopédicos, así como un importe mensual, para sufragar los cuidados asistenciales necesarios para la paciente que se encuentra en estado vegetativo como consecuencia del evento. Apelada dicha resolución, la Cámara estimó que no surgía con el vigor suficiente la fuerte probabilidad de que lo pretendido sea atendible, extremo justificativo de la excepcional tutela anticipada. Además apuntó que de las constancias resulta que la afectada podría no haber sido por completo ajena a la verificación del lamentable evento. En su apelación federal la recurrente sustenta la arbitrariedad del fallo. Ante los argumentos esgrimidos, cabe destacar que las críticas dirigidas contra la regla interpretativa sobre el grado de certeza exigible en el marco de la tutela anticipada, no demuestran que -en tanto pauta general de abordaje- ese criterio abrigue un defecto que autorice a descalificar la sentencia. Sin embargo, el tribunal omitió profundizar en la eventual incidencia de laimputación objetiva -a titulo de riesgo creado, art. 1113 del Código Civil-. Ello, en función de la inversión de la carga de la prueba también invocada en la demanda, en base a la presunción legal que ese precepto acuerda en favor del damnificado, presunción que debe desvirtuar el dueño o guardián de la cosa riesgosa acreditando -en lo que nos interesa- el hecho causalmente decisivo de la víctima. La Sala prescindió de ponderar la relevancia que en la solución del problema podría adquirir la gravedad e inminencia del daño -que, en la emergencia, parece remitir directamente a la subsistencia misma de la víctima discapacitada-, desde que no es irrazonable suponer que los costos personales para la actora serán irreversibles si en el futuro la sentencia definitiva hiciere lugar a la demanda


      P., Héctor Paulino y otros c/ D. C., Luis Alberto y otro s/ Art. 250 del C.P.C. - Incidente Civil


      P.37, L.XLVI,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. P. N° 37, L. XLVI


      Pardo, Héctor Paulino y otro c/ Di Cesare, Luis Alberto y otro s/ Art. 250 C.P


      P.24, L.XLVI,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Clases. Embargo Preventivo


      Condena en costas. Petición de levantar el embargo trabado sobre un inmueble. Bien de familia. Artículo 20 de la Ley N° 20. 744


      De la lectura del expediente, se advierte que el inmueble en cuestión habría sido afectado como bien de familia en enero de 2002 y que el crédito que pretende el peticionante satisfacermediante el embargo decretado tiene su origen en honorarios regulados en la causa en la que fue dictada sentencia el día 15 de septiembre de 2005 sobre el fondo, que se encuentra firme, donde fue rechazada la acción y, en virtud de ello, condenada la parte actora en costas. En ese contexto y habida cuenta que el artículo 38 de la Ley N°14. 394 establece que no será susceptible de ejecución o embargo por deudas posteriores a su inscripción como tal, ni aún en el caso de concurso o quiebra (con las excepciones allí previstas), sin que surja de las constancias de la causa que haya sido desafectado el beneficio, correspondía valorar, en primer término -previo traslado por su orden a las partes en la instancia correspondiente-, si en el marco de dicho régimen resultaba procedente la medida cautelar trabada. Todo ello, más allá de lo manifestado por las partes -o de sus omisiones-, desde que la solución que se adopte en orden a los aspectos mencionados eventualmente, tornaría abstracto el análisis de la aplicabilidad –o no- al caso del artículo 20 de la Ley N° 20. 744, por lo cual, en esta instancia, resulta prematuro


      Velardez, Julio César c/ Jasnis y Basano S.A. s/ Ordinario


      V.170, L.XLVI, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Presupuestos


      Fuerzas Armadas. Asignaciones otorgadas mediante los decretos 2000/91 y 628/92. Habilitación instancia extraordinaria: resolución asimilable a definitiva, en tanto ocasiona un perjuicio de difícil o imposible reparación ulterior. Cumplimiento de requisitos para la concesión de una medida cautelar. Verosimilitud del derecho y fumus bonis iuris


      La doctrina de la Corte enseña, por un lado, que todo sujeto que pretenda la tutela anticipada proveniente de una medidacautelar debe acreditar la existencia de verosimilitud en el derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que justifican resoluciones de esa naturaleza, así como aquella otra que resalta que los recaudos de viabilidad de las medidas precautorias deben ser ponderados con especial prudencia cuando una decisión favorable altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado y configura un anticipo de jurisdicción respecto del fallo final de la causa. Los peticionarios de la medida cautelar concedida por el a qua no logran satisfacer plenamente esos requisitos aun cuando es bien sabido que para despachar este tipo de medidas no se requiere certeza absoluta por parte de los jueces. Los magistrados no extremaron los recaudos para verificar si la actora había acreditado la verosimilitud del derecho que invocó, defecto que se toma más evidente cuando se repara en que la medida cautelar concedida tiene los mismos efectos que la admisión de la pretensión planteada; anticipación que se manifiesta inaceptable al no advertirse que el mantenimiento o alteración de la situación de hecho pueda influir en el dictado de la sentencia o convierta su ejecución en ineficaz o imposible. La sentencia recurrida, al prescindir del requisito del fumus bonis iuris que aparece conducente para determinar la falta de verosimilitud del derecho invocado por los actores, es pasible de ser descalificada por aplicación de la doctrina del Tribunal que indica que no obstante que las decisiones de la Corte Suprema se circunscriben a los procesos concretos que le son sometidos a Su conocimiento, no cabe desentenderse de la fuerza moral que emana de su carácter supremo sin verter argumentaciones que la contradigan pues, como V. E. tiene dicho, dada la autoridad institucional de los fallosdel Alto Tribunal en su carácter de supremo intérprete de la Constitución Nacional y las leyes, de ello se deriva el consecuente deber de someterse a sus precedentes. En cuanto al segundo de los recaudos que se exigen para dictar este tipo de medidas, cabe señalar que el examen de su concurrencia requiere una apreciación atenta de la realidad comprometida, con el objeto de establecer cabalmente si las secuelas que lleguen a producir los hechos que se pretenden evitar pueden restar eficacia al ulterior reconocimiento del derecho en juego, originado por la sentencia dictada como acto final y extintivo del proceso, así como que ese extremo debe resultar en forma objetiva del examen sobre los distintos efectos que podría provocar la aplicación de las diversas disposiciones impugnadas, entre ellos su gravitación económica. Si bien la falta del requisito de verosimilitud del derecho trae aparejada la imposibilidad de acceder a la medida cautelar requerida por la parte actora, cabe señalar que la decisión de la cámara, en cuanto consideró existente el periculum in mora, también carece de sustento válido, porque no tuvo en cuenta que, como sostuvo V. E. , el carácter alimentario de la remuneración mensual no basta para obviar el tratamiento de otras facetas que resultan determinantes para la desestimación de la medida innovativa, aseveración que cobra relevancia si se tiene en cuenta que no se advierte en el sub discussio que los derechos invocados en la demanda pudieran tomarse ilusorios durante el tiempo que transcurra hasta el dictado de la sentencia de mérito, en el caso de que se estimare viable la demanda


      Pla, José Maria y otros c/ ENA - Ministerio de Defensa s/ Ordinario


      P.436, L.XLVI,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Cargo adicional en factura de gas natural destinado a la capitalización del fondo fiduciario. Decreto 2067/08. Medida cautelar innovativa. Falta de cumplimiento de requisitos para su procedencia: verosimilitud del derecho invocado y el peligro irreparable en la demora. Presunción de validez de los actos de los poderes públicos. Decreto dictado en el marco de la emergencia económica y por atribuciones conferidas por ley 17. 319


      Aun cuando el dictado de medidas cautelares no exige un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, pesa sobre quien las solicita la carga de acreditar prima facie la verosimilitud del derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que las justifiquen. La innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia en la apreciación de los recaudos que hacen a su admisión. En el caso, asiste razón al apelante en cuanto sostiene que no se verifican dichos recaudos en el sub examine, porque el a quo consideró cumplido el requisito de verosimilitud del derecho sin reparar en que el decreto 2067/08 y sus normas complementarias se emitieron en el marco de la emergencia económica declarada por la ley 25. 561 y tuvieron como objetivo minimizar los riesgos de desabastecimiento de energía en una situación crítica por su escasez. Del mismo modo, se prescindió de considerar que tales normas fueron dictadas sobre la base de las atribuciones expresamente conferidas al Poder Ejecutivo por la ley 17. 319 (Ley de Hidrocarburos) tanto para fijar la política nacional sobre las actividades relativas a la explotación, industrialización, transporte y comercialización de los hidrocarburos líquidos y gaseosos, comopara establecer el régimen de importación, asegurando el cumplimiento del objetivo de satisfacer su demanda (arts. 3° y 7° de la última ley citada). La sentencia recurrida resulta pasible de ser descalificada, por aplicación de la doctrina del Tribunal que indica que la presunción de validez de los actos de los poderes públicos torna improcedente medidas como la dictada en autos. Cabe señalar que la decisión en cuanto se consideró existente el peligro en la demora, ante la posibilidad de corte de suministro de energía eléctrica en caso de no abonarse la factura de gas, constituye una mera afirmación dogmática desprovista de los extremos que demuestren tal aserción. Respecto del recaudo del daño irreparable, presupuesto necesario para la procedencia de este tipo de medidas contra actos de la Administración Pública, ningún elemento se ha aportado para justificar este requisito, o para demostrar que la modificación del actual estado de cosas les ocasionará un perjuicio irreparable, toda vez que la materia que se encuentra en discusión es de estricto carácter patrimonial y nada impide que aquéllos puedan obtener el reintegro de las sumas que hubieran desembolsado en le supuesto de lograr una resolución definitiva favorable


      Belmar, Blanca Rosa y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


      B.151, L.XLVI,29 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual. Medida cautelar que suspendió por 36 meses el artículo 161 de la ley 26. 522 respecto del Grupo Clarín, titular de un número de licencias y registros mayor al permitido. Cese de sus efectos. Concesión ilegítima de la medida precautoria. Ausencia de los requisitos necesarios para el dictado de las medidas cautelares. Carácter provisional de las mismas. Objetivo del régimen impugnado: multiplicidad de canales de comunicación audiovisual


      Los actos legislativos como el que fue objeto de suspensión ostentan presunción de constitucionalidad, por lo que sólo puede otorgarse una cautelar con ese contenido cuando se los impugna sobre bases prima facie verosímiles o se acredita su ilegitimidad manifiesta. No encuentro que la actora haya desvirtuado aquella presunción, ni tampoco la cámara, quien se centró en la defensa de los supuestos derechos adquiridos por aquélla. Con ello, no se demostró el primer presupuesto del dictado de una medida cautelar, cual es la verosimilitud del derecho. El fundamento más relevante para conceder la medida, recordado ahora en su voto por el juez De las Carreras, fue que era breve el plazo que el art. 161 de la ley 26. 522 otorgaba a la actora para adecuarse a la norma. Ello fue consecuencia de una lectura apresurada de sus términos, pues quedaba claro que aquél se contaría a partir de que la autoridad de aplicación estableciera los mecanismos de transición, es decir, que, al momento del dictado de aquélla, existía incertidumbre sobre ese plazo y no podía afirmarse que iba a ser breve. De hecho, recién al año de sancionada la ley se establecieron esos mecanismos mediante la resolución AFSCA 297/10, que llevó el plazo de adecuación a un año a partir de su publicación, a lo que se sumó la posterior emisión de su similar 1295/11 (B. O. 30 de septiembre de 2011), que -a su turno- prorrogó por 60 días hábiles más, también a partir de su publicación, la mentada obligación. La sola ausencia de uno de los requisitos para el dictado de la cautelar -la verosimilitud del derecho- es suficiente para demostrar su improcedencia. Sin embargo, a ello se agrega que tampoco se configura el peligro en la demora, segundo recaudo de ese tipo de medidas. Más allá de la discutible naturaleza jurídica de las licencias y autorizaciones otorgadas por el Estado, debe advertirse que, si lo que está enjuego principalmente es el derecho de propiedad de esa parte (aspecto que se encarga de resaltar la cámara), cualquier daño que sufra la actora podrá ser resarcido. En concreto, aun frente a un eventual perjuicio a la peticionante de la medida, éste sería de índole patrimonial y, por ende, sujeto a un adecuado resarcimiento incluso en la hipótesis en que obtuviera éxito en su pretensión final. El tribunal a quo ha soslayado la ineludible consideración del interés público para la adopción de cautelares como la de autos. En este caso, el citado interés se traduce en el objetivo de diversificar la oferta informativa y ampliar la posibilidad de ejercer la libertad de expresión a la mayor cantidad posible de medios de comunicación, pues lo que se intenta con el régimen impugnado no es afectar la libertad de prensa y de expresión sino, antes bien, que se multipliquen los canales de comunicación audiovisual, lo que conduce a una mejor información para la ciudadanía y no a la inversa. No encuentro motivos válidos para mantener el rechazo al levantamiento de la medida cautelar solicitado por el Estado Nacional. Por ello, opino que debe hacerse lugar al recurso extraordinario interpuesto por la demandada, dejando sin efecto la sentencia apelada y -en uso de las facultades conferidas por el art. 16 de la ley 48- ordenar el cese en sus efectos de la medida cautelar apelada a partir de la notificación a ambas partes de la sentencia que aquí se dicte


      Grupo Clarín S.A. y otros s/ medidas cautelares


      G.589, L.XLVII, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Régimen de cancelación de obligaciones tributarias nacionales con títulos de la deuda pública. Improcedencia de la medida precautoria. Arbitrariedad. Procedencia del recurso extraordinario: resolución que no constituye una derivaciónrazonada del derecho vigente con particular y pormenorizada aplicación a las circunstancias de la causa


      Las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas. Sin embargo, cabe hacer excepción a dicha regla en los casos en que lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad toda, en razón de su aptitud para perturbar la oportuna y tempestiva percepción de las rentas públicas. La viabilidad, de las medidas precautorias se halla supeditada a que se demuestre tanto la verosimilitud del derecho invocado como el peligro en la demora (art. 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y, dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad. La decisión apelada resulta descalificable como acción judicial válido, a la luz de la conocida doctrina de la Corte elaborada en tomo a las sentencias arbitrarias. El criterio de amplitud en la concesión de medidas dista del utilizado por la Corte, que ha dicho con firmeza, que el examen de la procedencia de tales cautelas ha de efectuarse con particular estrictez, atento a la afectación que producen sobre el erario público, pues la percepción de las rentas del Tesoro -en el tiempo y modo dispuestos legalmente- es condición indispensable para el regular funcionamiento del Estado


      Romera Pardo, Carlos y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


      R.70, L.XLIV, 16 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Verosimilitud en el Derecho


      Insuficiente verosimilitud del derecho invocado para justificar la medida cautelar solicitada


      El remedio interpuesto no podrá prosperar, pues el fallo recurrido se encuentra, al abrigo de la tacha de arbitrariedad que se le endilga, pues el juzgador, en definitiva, realizó una apreciación sobre la insuficiente verosimilitud del derecho invocado por el actor para justificar la medida cautelar que pretende, sin que los argumentos traídos a esta instancia alcancen para invalidar la sentencia, toda vez que, como reiteradamente lo sostuvo la Corte las medidas cautelares no proceden, en principio, respecto a actos administrativos. Por otro lado, se imponía que el recurrente explique, en forma precisa y contundente las circunstancias relativas a la denuncia penal iniciada por el organismo previsional por las falsificaciones en sellos y membretes y certificaciones apócrifas en las actuaciones de otorgamiento del beneficio jubilatorio, y no que realice una simple negación dogmática y aislada del vínculo de dicho proceso con su parte pues tal actitud, contraría abiertamente la verosimilitud del derecho que ahora se invoca, desbaratando la solidez del recurso intentado


      Artasa, Santiago Avelino c/ Anses s/ Otros


      A.636, L.XLV,13 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Procesos de Conocimiento


      Recurso de hecho: oposición al pago de la tasa de justicia. Fallos: 186: 170, doctrina reiterada recientemente en Fallos: 330:4988.Art. 4° de su Carta Orgánica, ley 9. 434. Art. 7° del Pacto de San José de Flores


      La garantía dada por el Gobierno de la Confederación al de la Provincia de Buenos Aires respecto de su Banco, aparece incorporada por los convencionales de 1860 a los arts. 31 y 104 -hoy 121- de la Constitución Nacional. Este último dispone, en efecto, que las provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al Gobierno Federal y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación. El Banco de la Provincia de Buenos Aires, en mérito de antecedentes históricos y legales cuya fuerza de convicción no es posible desconocer, se encuentra sujeto desde la fecha del Pacto -noviembre de 1859- a la jurisdicción y legislación exclusivas de la Provincia y, por consiguiente, dentro de la situación excepcional que le crean a aquéllos arts. 31 y 104 de la Constitución Nacional y 2 y 3 de la ley 1029


      Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Dto. 905/02 s/ Proceso de conocimiento


      B.394, L.XLVI, 16 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Diligencias Preliminares. Medidas Preparatorias


      Juez competente en las medidas preliminares


      Corresponde aplicar el artículo 6° inciso 4° del Código Procesal Civil y Comercial que, entre las reglas especiales de la competencia, determina que será juez competente en las medidas preliminares y precautorias, el que deba conocer en el proceso principal


      Natali, Juan Antonio c/ Rodríguez, Cristina Mabel y otros s/ Nulidad escritura pública


      COMP.1065, L.XLVI, 25de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Recursos


      Falta de notificación de la sentencia y traslado del recurso extraordinario federal. Derecho de defensa y debido proceso. Art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Previo a fin de emitir dictamen


      Defensor del Pueblo de la provincia de Jujuy c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo


      D.362, L.XLVI,10 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Procesos Especiales. Declaración de Incapacidad e Inhabilidad


      Juez de la insania. Declinación de la competencia extemporánea. Lugar donde reside la causante. Eficacia de la actividad tutelar. Directivas de la Ley 26. 657


      De la lectura del expediente surge que llegados los antecedentes al tribunal provincial, éste proveyó de conformidad a las peticiones que formuló el Ministerio Pupilar, específicamente dirigidas al control de los aspectos personales y patrimoniales de la causante. Fue más adelante, que los jueces declinaron aceptar la radicación de los autos. Más allá de la intervención que en el pasado llevó adelante la Justicia Nacional, la secuencia antes reseñada convence de que la declaración de incompetencia resulta inoportuna, en función de lo que establece el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Es que las providencias dictadas con anterioridad, implicaron la asunción del seguimiento de la problemática de la insana por parte de los jueces provinciales y, por ende, configuraron una clara aceptación de la competencia deferida por su par nacional. La solución propiciada en este caso particular, conduce a que la tarea devigilancia sea atribuida al foro donde reside la causante. Y con ello, se resguarda la doctrina de la Corte Suprema en favor de la intervención del tribunal del lugar donde se encuentra efectivamente la persona con discapacidad mental, en pos de optimizar la realización de los objetivos protectorios propios de este tipo de actuaciones, para cuyo cumplimiento la inmediación constituye un factor de innegable importancia


      S., V. s/ Insania


      COMP.1117, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Lugar de internación en otra jurisdicción. Distintas facetas de la tutela. Eficacia de la actividad tutelar. Irregularidades en el trámite. Responsabilidad judicial. Protección de derechos y garantías fundamentales. Directivas de la Ley 26. 657


      La internación de la persona sujeta a un proceso de esta índole, es una vicisitud específica del trámite que -en principio-, no admite el fraccionamiento de la atribución jurisdiccional. De lo contrario se duplicaría la actuación judicial, poniéndose en peligro la unidad de criterio y acción imprescindibles en esta materia, con la consiguiente posibilidad de decisiones contradictorias, en un plano tan delicado de la vida humana. En concordancia con lo dicho, corresponde que la continencia de las distintas facetas objeto de tutela, no debe ser escindida. La Justicia Nacional ha hecho el seguimiento de la problemática desde el año 1988, no obstante que la causante vivió la mayor parte del tiempo fuera del territorio de esta ciudad. Así las cosas, dado que no se ha operado una alteración en las circunstancias con suficiente entidad como para justificar que se decline la competencia, y ponderando quela causante reside en la localidad de Remedios deEscalada -que resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea protectoria-, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente la interesada, el expediente debería tramitar ante el Tribunal de Familia provincial. Por otro lado, la lectura del expediente da cuenta de un trámite errático, carente en ocasiones de cualquier tipo de control; y, en otras, apartado de los antecedentes del caso. Entre ese cúmulo de omisiones, se destacan algunas de singular seriedad, lo que devela una marcada inobservancia de garantías de jerarquía superior, que hacen tanto al debido proceso, como a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de las personas implicadas, mandatos todos ellos que comprometen la responsabilidad de los jueces de modo perentorio. Por ello se aconseja que ese estado de cosas, sea corregido de inmediato por el tribunal que se seleccione para hacerse cargo del juicio, el que deberá ajustar su actuación a las directivas de la ley n° 26. 657


      M., L. M. N. s/ insania


      COMP.1013, L.XLVI,11 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      La internación de la persona sujeta a un proceso de esta índole, es una vicisitud específica del trámite que -en principio-, no admite el fraccionamiento de la atribución jurisdiccional. De lo contrario se duplicaría la actuación judicial, poniéndose en peligrola unidad de criterio y acción imprescindibles en esta materia, con la consiguiente posibilidad de decisiones contradictorias, en un plano tan delicado de la vida humana. En concordancia con lo dicho, corresponde que la continencia de las distintas facetas objeto de tutela, no debe ser escindida. La Justicia Nacional ha hecho el seguimiento de la problemática desde el año 1999, no obstante que la causante fue trasladada al hogar en el que ahora reside, en los inicios mismos del expediente. Así las cosas, dado que no se ha operado una alteración en las circunstancias con suficiente entidad como para justificar que se decline la competencia, y ponderando que la causante reside en la localidad de Glew -que resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea protectoria-, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente la interesada, el expediente debería tramitar ante el Tribunal de Familia provincial. Por otro lado, la lectura del expediente da cuenta de un trámite errático, carente en ocasiones de cualquier tipo de control; y, en otras, apartado de los antecedentes del caso. Entre ese cúmulo de omisiones, se destacan algunas de singular seriedad, lo que devela una marcada inobservancia de garantías de jerarquía superior, que hacen tanto al debido proceso, como a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de las personas implicadas, mandatos todos ellos que comprometen la responsabilidad de los jueces de modo perentorio. Por ello se aconseja que ese estado de cosas, sea corregido de inmediato por el tribunal que se seleccione para hacerse cargo del juicio, el que deberá ajustar su actuación a las directivas de la ley n° 26. 657


      D., R. E. s/ Insania


      COMP.1022, L.XLVI,11 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de las personas afectadas por trastornos mentales. Irregularidades procesales. Ley 26. 657


      El tribunal provincial aceptó hacerse cargo del control de internación, mas no del seguimiento global de la causante. Ese temperamento trasciende los límites del mero conflicto en razón del territorio. Es que el ministerio propio del juez de la insania consiste centralmente en dirigir o vigilar el desarrollo de los distintos aspectos personales y patrimoniales del incapaz; sobre todo, el relativo al tratamiento de la dolencia mental (sustento último de ese instituto jurídico). Por eso mismo, los objetivos de la insania se orientan hacia la protección integral del interdicto, entendida principalmente como la recuperación o mejoría de la salud (arg. Art. 481 del Código Civil). En consecuencia, la internación de la persona sujeta a un proceso de esta índole, es una vicisitud propia del trámite que -en principio-, no admite el fraccionamiento de la atribución jurisdiccional. De lo contrario se duplicaría la actuación judicial, poniéndose en peligro la unidad de criterio y acción imprescindibles en esta materia, con la consiguiente posibilidad de decisiones contradictorias, en un plano tan delicado de la vida humana. Cabe apuntar que este expediente tramitó ante la Justicia Nacional, desde el año 1975. Así las cosas, no ha habido una variación de las condiciones iniciales con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia, y también ponderando que el Hospital Estévez, lugar actual de internación de la causante, está ubicado en la localidad de Temperley -accesible para la efectivatarea tutelar-. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente la causante, estos obrados deberán radicarse ante el tribunal de familia provincial. Por otro lado, en orden a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de esta persona enferma, se debe destacar los yerros y dilaciones en que se incurrió a lo largo de estas actuaciones. En tales condiciones, se recomienda que los jueces ante quienes se radiquen en definitiva estos obrados, se hagan cargo inmediatamente de su cometido, corrigiendo en lo pertinente los defectos y ajustando su proceder a las directivas consagradas por la ley 26. 657


      C., L.F. s/ Insania


      COMP.549, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Irregularidades en el trámite. Protección de derechos y garantías fundamentales. Directivas de la Ley 26. 657


      De la lectura de la causa surge que la Justicia Nacional -en cuyo ámbito se dictó la pertinente sentencia de interdicción-, ha conocido en la problemática de autos, a partir del año 1987. En el año 1999, el causante fue trasladado a la localidad de Tigre y, en el año 2000, a la localidad de Adolfo Sourdeaux; no obstante lo cual, la supervisión continuó sin dificultades. Así las cosas, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar que se resigne la competencia, puesto que el causante continúa alojado en la localidad mencionada, totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente elcausante, el expediente debería tramitar ante el Tribunal de Familia provincial. Por otro lado, en atención a las omisiones detectadas en el trámite y en orden a la custodia y promoción activa de los derechos de esta persona enferma, se recomienda que tanto el tribunal como el Ministerio Público de la Defensa a quienes se le encomiende en definitiva el seguimiento, se encarguen con la premura del caso, de enderezar los aspectos pendientes y aquellos que corresponda atender conforme a la ley 26. 657


      F., S. O. s/ insania y curatela


      COMP.1009, L.XLVI,9 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Necesidad de contacto personal y periódico con el insano. Directivas de la Ley 26. 657


      La Justicia Nacional se ha encargado desde hace más de cuarenta años de la problemática del causante aunque éste reside en el Partido de San Martín, Provincia de Buenos Aires desde hace por lo menos veinte años. Así las cosas, no se ha operado una alteración en las circunstancias, de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que la localidad de Villa Bonich resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante, el expediente debería tramitar ante el Tribunal de Familia provincial. Por otro lado, cabe poner de resalto que -hasta febrero del corriente año- los Jueces postergaron el seguimiento del enfermo -con quien, en cualquiercaso, nunca se tomó contacto personal y periódico a lo largo de las cuatro décadas de actuación jurisdiccional-, a las resultas de una cuestión de competencia suscitada allá por agosto de 2009. Ante ello, se aconseja que más allá del tribunal al que se atribuya el conocimiento del proceso, deberán subsanarse los defectos apuntados en lo pertinente, ajustando el procedimiento a las directivas de la ley 26. 657


      G., M. I. s/ Insania y curatela


      COMP.66, L.XLVII,8 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Lugar de residencia y lugar de internación en distintas jurisdicciones. Labor del Consejo de Niños, Niñas y Adolescentes. Necesidad de protección urgente de los derechos y garantías personales. Remisión a lo dictaminado en los expedientes S. C. Comp. N° 808, L. XLV, "Z. I. D. s/art. 35, inc. h, ley 13. 298" y S. C. Comp. N° 82, L. XLVII, "V. , I. R. s/internación"


      Por las especiales características del asunto debe darse preeminencia a la labor de restitución de derechos que viene desarrollando el Consejo de Niños, Niñas y Adolescentes (CABA) con la supervisión del Tribunal y del Ministerio Pupilar nacionales, desde que el único aspecto que liga al caso con el Departamento Judicial de San Martín es la localización de la comunidad terapéutica que opera como residencia -ciertamente cercana y, por definición, transitoria de la adolescente, cuya derivación, vacante y acompañamiento siguen corriendo a cargo de los organismos tutelares de esta ciudad. Por ende, estos obrados deberán quedar radicados ante el Juzgado que previno. Por otro lado, corresponde que el tribunal al que sea asignada la causa actualice inmediatamente la situación y provea con la mismaurgencia lo atinente a la garantía de los derechos fundamentales implicados


      B.V., M. J. s/ Control de legalidad


      COMP.654, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Lugar donde se encuentra efectivamente la causante. Concentración en un mismo tribunal del las causas de hermanos de la causante. Falta de definición de la condición jurídica: menoscabo de elementales derechos. Directivas de la Ley 26. 657. Remisión a los dictámenes emitidos con fecha 30 de marzo de 2011 in re "F. , M. S. s/inhabilitación" S. C. Comp. N° 41, L. XLVII, y "F. , H. M. s/inhabilitación" S. C. Comp. N° 150, L. XLVII


      Deberá continuar conociendo en el caso la Justicia Nacional, aunque -si la Corte estimare que corresponde dar intervención al foro del lugar donde se encuentra efectivamente la causante-, el proceso deberá ventilarse ante el provincial de familia; máxime que de las constancias de esta causa surge que de ese modo quedaría garantizado igualmente que el seguimiento de los tres hermanos enfermos siga concentrándose en un mismo tribunal, aspecto éste que reviste significativa trascendencia Por otro lado, corresponde que se haga un control estrecho de la causante en los términos de la ley N° 26. 657, y se defina su condición jurídica a través de la pertinente sentencia, cuyo dictado se viene dilatando con menoscabo de elementales derechos de la afectada


      F., A. s/ Insania


      COMP.490, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 654; L. XLVII; caratulados "Barrientos Vásquez, Milagros Julisa s/control de legalidad"


      B. V., M.s/ Control de legalidad


      COMP.789, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Juez de la insania. Lugar de residencia. Centro de la vida y los negocios. Ley 26. 657


      El ordenamiento formal aplicable al caso, defiere el conocimiento de los procesos por inhabilitación, al juez del domicilio del causante y, en su defecto, al de la residencia. Ahora bien, según surge consistentemente de la totalidad de elementos reunidos en la causa, el domicilio de la causante se ubica en la localidad de Lanús; por lo que debería darse intervención a los jueces del Departamento Judicial de Lomas de Zamora. De ese modo vendría a respetarse el propósito legal -que refiere al centro de la vida y los negocios de la persona-, pues el inmueble donde vivió la causante integraría su patrimonio, en esa zona también residiría su familia y la causante -quien se encontraría en condiciones de alta médica- ha manifestado reiteradamente su deseo de regresar allí. No obstante, si la Corte estimare que corresponde dar intervención al foro del lugar donde se encuentra efectivamente la causante, no es irrazonable que el proceso se ventile ante la Justicia Nacional, en cuya esfera la Curadoría Oficial ha llevado a cabo un trabajo de seguimiento, acercamiento y contención del grupo familiar. Por último, es de suma importancia que, con urgencia, se ajusten las actuaciones a las pautas que consagra la ley 26. 657, especialmente en lo que atañe al alta médica de la paciente


      A. de P., M. F. s/ Medidas precautorias


      COMP.50, L.XLVII,28 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Insania y curatela. Declinación de la competencia extemporánea. Foro del lugar donde se encuentra el causante


      De la lectura de los antecedentes del caso surge que en marzo de 2002 -un mes después de iniciado el proceso ante la Justicia Nacional-, la denunciante informó que el domicilio real del causante se situaba en la localidad de José León Suarez, provincia de Buenos Aires, no obstante lo cual el tribunal continuó actuando hasta abril de 2010. Empero, también es preciso advertir que al recibir el expediente con motivo de la incompetencia declarada, los jueces provinciales le dieron curso, admitiendo expresamente la intervención que se les defería y adoptando una serie de medidas de trámite, de modo que la posterior declinación de la competencia resulta ciertamente extemporánea (arg, art, 4° CPCCN)


      C., M s/ Insania y curatela


      COMP.635, L.XLVII,12 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Domicilio del causante distante. Debida vigilancia judicial


      El causante nació y ha vivido habitualmente en la provincia de Corrientes, lugar en el que también se domicilia su familia y específicamente, su curador. Residió aleatoriamente en Buenos Aires, al sólo efecto de llevar adelante su tratamiento médico, regresando luego a su lugar de origen, distante alrededor de 650 kilómetros de esta ciudad. Aquella notable distancia física constituye una realidad que supera ampliamente al texto del art. 405 del cuya aplicación ciega implicaría el dispendio de duplicarintervenciones jurisdiccionales, y fundamentalmente, obstruiría el control directo y el contacto personal propios de la función del juez de la insania, poniéndose en crisis la agilidad -incluso, la urgencia impostergable-, con que deben solventarse ciertas vicisitudes propias de la enfermedad mental y de la vida misma del enfermo


      B.,R.F. s/ Insania


      COMP.636, L.XLVII,12 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Custodia y promoción de los derechos de las personas enfermas. Deficiencias en el proceso, necesidad de su urgente subsanación


      La Justicia Nacional se ha encargado del seguimiento de la problemática a partir del año 2004, dictando sentencia el 28 de junio de 2006. Dicha tarea continuó, a pesar de que en el año 2007 el causante pasó a residir en Hurlingham, provincia de Buenos Aíres. Así las cosas, no se ha operado una alteración en las circunstancias que revista suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que la localidad donde reside el causante resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que corresponde dar intervención al foro del lugar donde se encuentra actualmente la causante, estos obrados deberán radicarse ante el Juzgado de Familia provincial. En orden a la custodia y promoción activa de los derechos de esta persona enferma, se recomienda que tanto el tribunal asignado como el Ministerio Público de la Defensa, seencarguen con la premura del caso de enderezar los aspectos pendientes


      R., J. s/ inhabilitación


      COMP.172, L.XLVII,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Directivas de la Ley 26. 657. Deficiencias en el proceso, necesidad de su urgente subsanación


      La causante está residiendo desde hace varios años en la Ciudad de Bahía Blanca, alejada por más de seiscientos kilómetros de la ciudad de Buenos Aires. Aquella distancia física constituye una realidad que supera ampliamente al texto del art. 405 del Código Civil. De ahí que -de ceñirnos estrictamente a la letra de dicho precepto, soslayando esa circunstancia objetiva de peso innegable-, se caería en el dispendio de duplicar intervenciones jurisdiccionales, a propósito del cumplimiento de las revisiones periódicas (exámenes médicos, encuestas ambientales y rendiciones de cuentas). Y, fundamentalmente, se obstruiría el control directo propio de la función del juez de la insania, poniéndose en crisis la agilidad -incluso, la urgencia impostergable-, con que deben solventarse ciertas vicisitudes propias de la enfermedad mental y de la vida misma de la incapaz. Por ello, propendiendo a una mayor eficacia de la actividad tutelar, corresponde que sea el Juzgado de Familia de dicha ciudad, el que lleve adelante la correspondiente tarea protectoria. Por otro lado, se aconseja que el juez ante quien queden radicados los autos se aboque inmediatamente de su cometido, ajustando su proceder a las directivas consagradas en la ley N° 26. 657 y subsanando en lo pertinente las deficiencias constatadas.Asimismo, se recomienda que se tome contacto personal y periódico con la causante en el lugar de su residencia, y se asegure el intercambio frecuente de información sobre su estado general y evolución con los profesionales del Centro Integral del Discapacitado o de cualquier otro que participe en su tratamiento


      G., A. d. C. s/ insania


      COMP.267, L.XLVII,24 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Lugar de internación en otra jurisdicción. Eficacia de la actividad tutelar


      La inmediación, de un lado, coadyuva a una supervisión judicial directa y personal del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración de todas las diligencias destinadas a determinar su estado de salud, como asimismo, a la eliminación de gestiones procesales superfluas y onerosas, evitando la dilación excesiva en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria. En concordancia con dicho criterio, encontrándose el causante internado en una comunidad terapéutica situada en Pilar, provincia de Buenos Aires, resulta aconsejable -en pos de una mayor eficacia de la actividad tutelar- que el Juzgado de Familia con asiento en Pilar, sea el que lleve adelante el pertinente control legal


      M., J. L. s/ Art. 482 Código Civil


      COMP.65, L.XLVII,28 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      La Justicia Nacional se ha encargado del seguimiento de la problemática de la causante desde el año 1997, no obstante que desde un inicio ella residió en instituciones en el ámbito de la provincia de Buenos Aires. Así, no ha habido una variación de las condiciones iniciales con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia, sobre todo ponderando que el lugar actual de internación de la causante está ubicado en la localidad de Florida -accesible para la efectiva tarea tutelar-. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimara que debería intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente la causante, estos obrados deberán radicarse ante el tribunal provincial


      C.,G.L. s/ lnsania y curatela


      COMP.613, L.XLVII,12 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      La Justicia Nacional se ha encargado del seguimiento de la problemática del causante desde el año 1984, no obstante que casi desde un inicio éste residió en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires. Así las cosas, atento a que no ha habido una variación de las condiciones iniciales con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia, y ponderando que el causante continúa viviendo en la localidad de San Justo -accesible para la efectiva tarea tutelar-, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el interesado, el expediente debería tramitar ante el tribunal de familia provincial


      C., V. s/ Insania y curatela


      COMP.1031, L.XLVII,1 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      La Justicia Nacional se ha encargado del seguimiento de la problemática del causante desde el año 2002, tarea que continuó no obstante que éste ya residía en una institución en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, cuando menos desde febrero de 2007. Así las cosas, atento a que no ha habido una variación de las condiciones con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia, y ponderando que el lugar actual de internación del causante está ubicado en la localidad de Tigre -accesible para la efectiva tarea tutelar-, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el interesado, el expediente debería tramitar ante el tribunal de familia provincial


      M., R. V. s/ Insania


      COMP.812, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      La Justicia Nacional se ha encargado del seguimiento de la problemática del causante desde el año 2003, tarea que continuó no obstante que en el año 2005, pasó a residir en instituciones en el ámbito de la provincia de Buenos Aires. Así las cosas, atento a que no ha habido una variación de las condiciones iniciales con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia, y ponderando que el lugar actual de internación delcausante está ubicado en la localidad de Talar de Pacheco -accesible para la efectiva tarea tutelar- corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare, que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el interesado, el expediente deberá tramitar ante el tribunal de familia provincial


      T., C. s/ Insania


      COMP.793, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      La Justicia Nacional se ha encargado del seguimiento de la problemática desde el año 1990, actividad que se prolongó durante veintiún años más, no obstante que desde 1995 la causante reside en instituciones en el ámbito de la provincia de Buenos Aires. Así las cosas, atento a que no ha habido una variación de las condiciones iniciales con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia, y ponderando que el lugar actual de internación está ubicado en la localidad de Villa Adelina -accesible para la efectiva tarea tutelar-, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el interesado, el expediente debería tramitar ante el tribunal de familia provincial


      De Marchi, Alicia Noemí s/ Exhortos y oficios


      COMP.1035, L.XLVII,1 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Directivas de la Ley 26. 657


      La Justicia Nacional ha conocido en la problemática del causante desde el año 1998, labor que continuó no obstante que -prácticamente desde un inicio de este expediente- el causante pasó a residir en instituciones en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires. Así las cosas, atento a que no ha habido una variación de las condiciones con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia, y ponderando que el lugar actual de internación del joven está ubicado en la localidad de Pilar -accesible para la efectiva tarea tutelar-, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el interesado, el expediente debería tramitar ante el tribunal de familia provincial. Por otro lado, se aconseja que el tribunal al que se asigne el expediente se aboque inmediatamente a su cometido, ajustando su proceder a las directivas consagradas en la ley 26. 657


      Y., D. F. R. s/ Insania


      COMP.1038, L.XLVII,1 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Urgencia en instrumentar medios en orden a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales del insano


      Toda vez que la interesada está alojada en un establecimiento sito en José C. Paz, Provincia de Buenos Aires, resulta aconsejable que -propendiendo a una mayor eficacia de la actividad tutelar-, sea el Tribunal de Familia provincia. Por otro lado, los tribunales comprometidos en el conflicto de competencia han priorizadoeste último aspecto en detrimento de la debida vigilancia judicial. En consecuencia, en orden a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de la causante, se recomienda que tanto el juez como el Ministerio Público de la Defensa que hayan de actuar, arbitren los medios para que con suma urgencia se efectúe un examen médico-forense acerca del estado de salud de la causante, y de la necesidad de continuar el tratamiento con internación


      S., O. s/ internación


      COMP.1071, L.XLVI,9 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      



      La Justicia Nacional se ha encargado del seguimiento de la problemática del causante durante más de veintiocho años, no obstante que en julio de 1993 el nombrado pasó a residir en instituciones dentro del ámbito de la Provincia de Buenos Aires. Así las cosas, no ha habido una variación de las condiciones con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia, y el lugar actual de internación del causante está ubicado en la localidad de Benavídez -accesible para la efectiva tarea tutelar-. Sin perjuicio de ello, si la Corte Suprema estimare que debe intervenir el tribunal del lugar donde se encuentra efectivamente el causante, el expediente debería tramitar en el Tribunal de Familia provincial. Por otro lado, atento al tenor de las actuaciones y las constancias de la causa, se aconseja que el tribunal ante el que quede radicado el expediente se aboque inmediatamente a su cometido, ajustando su proceder a las directivas consagradas en la ley 26. 657


      E., G. s/ Insania


      COMP.1127, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Labor positiva del Ministerio Público Nacional. Concentración en un mismo tribunal del las causas de hermanos de la causante. Irregularidades en el trámite: déficit del seguimiento. Directivas de la Ley 26. 657


      La Justicia Nacional ha conocido en la problemática de autos a partir del año 1996, llevando adelante un seguimiento en conjunto con el Ministerio Público de la Defensa, tarea que continuó a pesar del traslado a la provincia de Buenos Aires, producido en enero de 2009 Así las cosas, no se ha operado una alteración en las circunstancias que revista suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que la causante reside en la localidad de Lanús, que resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Adicionalmente, en este caso tan particular, el Juzgado Nacional y el Ministerio Público Nacional han centralizado hasta ahora el acompañamiento del grupo familiar, tomando -incluso- intervención en los expedientes de otros hermanos (cuando menos, dos más), aspecto positivo que se perdería de cesar dicha actuación, quedando incluso cada uno de ellos en la órbita de diferentes tribunales o circunscripciones judiciales. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el interesado, el expediente debería tramitar ante el tribunal de familia provincial, ante el que sería conveniente concentrar el seguimiento de todos los hermanos involucrados. Por otro lado, de las constancias delexpediente surge que no se ha observado la debida consistencia en el trámite. Todo lo que devela, un déficit del seguimiento en desmedro de esta persona enferma, cuya custodia integral constituye el cometido básico del juez de la insania. Por ello, se aconsejar que ese estado de cosas, sea corregido inmediatamente por el tribunal que se seleccione para hacerse cargo del juicio, el cual deberá, asimismo, ajustar su actuación a las directivas de la ley N° 26. 657


      F., M. S. s/ Inhabilitación


      COMP.41, L.XLVII, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Irregularidades en el trámite: inobservancia de garantías de jerarquía superior. Responsabilidad judicial. Directivas de la Ley 26. 657


      La Justicia Nacional se ha encargado desde el año 1995 y hasta ahora, de la problemática del causante aunque éste reside en la Provincia de Buenos Aires desde 1999. Así las cosas, no se ha operado una alteración en las circunstancias, de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que la localidad de San Fernando resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Por otro lado, de las constancias del expediente se han detectado irregularidades que develan, la inobservancia de garantías de jerarquía superior, que hacen tanto al debido proceso, como a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de las personas implicadas, mandatos todos ellos que comprometen la responsabilidad de los jueces. Por ello, de un modo perentorio se aconseja que los jueces ante quienes endefinitiva se radiquen los autos, se hagan cargo inmediatamente de su cometido, corrigiendo en lo pertinente los defectos y ajustando el procedimiento a las directivas de la ley 26. 657


      Q., E. N. s/ Insania


      COMP.43, L.XLVII, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Juez de la insania. Lugar de residencia del insano en otra jurisdicción. Debida vigilancia judicial. Deficiencias en el proceso, necesidad de su urgente subsanación. Persona especialmente vulnerable. Directivas de la Ley 26. 657


      El Juzgado Nacional ha hecho el seguimiento de la problemática desde el año 1984, aunque -salvo durante un acotado periodo- la causante ha residido en extraña jurisdicción desde el año 2002. Así las cosas, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad Como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que la localidad de Turdera resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que corresponde dar intervención al foro del lugar donde se encuentra actualmente la causante, estos obrados deberán radicarse ante el Juzgado de Familia provincial. Por otro lado, se advierten omisiones en la determinación y resguardo del patrimonio de la causante, y no se han llevado a cabo con la regularidad pertinente las intervenciones médicas y socio-ambientales del caso. Finalmente, se ha subalternado la tutela de la incapaz a la cuestión de competencia, de manera que esta persona especialmente vulnerable se encuentra privada de salidas y de medios elementales, sin vigilancia judicial y sujeta a un apremio que eventualmente culminará en la pérdida de uninmueble que, a esta altura, podría constituir el bien más valioso y su único refugio patrimonial. Por todo ello, se aconseja que ese estado de cosas, sea corregido inmediatamente por los jueces que la Corte seleccione para hacerse cargo del proceso, que habrán de ajustar su actuación a las directivas de la ley N° 26. 657


      B., F. s/ Insania y curatela


      COMP.159, L.XLVII,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Lugar de residencia distante. Eficacia de la actividad tutelar. Directivas de la Ley 26. 657


      Desde agosto de 2003 la causante pasó a vivir junto a su curadora en la localidad de Mar del Tuyú, distante alrededor de 340 kilómetros de esta ciudad. Esta notable distancia física constituye una realidad que supera ampliamente al texto del art. 405 del Código Civil. De ahí que de ceñirse a su letra, se caería en el dispendio de duplicar intervenciones jurisdiccionales, a propósito del cumplimiento de las revisiones periódicas (exámenes médicos, rendiciones de cuentas, encuestas ambientales, etc. ), y fundamentalmente, se obstruiría el control directo y el contacto personal propios de la función del juez de la insania, poniéndose en crisis la agilidad -incluso, la urgencia impostergable-, con que deben solventarse ciertas vicisitudes propias de la enfermedad mental y de la vida misma del enfermo. Por otro lado, se observa una llamativa falta de consistencia en el seguimiento de la problemática, sea en los aspectos personales, sea en los patrimoniales, por lo que corresponde que el juez ante quien quede radicado el expediente se aboque inmediatamente a su cometido, ajustando su proceder a las directivas consagradas en la ley 26. 657


      M. D. P., L. A. s/ Insania


      COMP.513, L.XLVII,12 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Lugar de residencia en otra jurisdicción


      La Justicia Nacional se ha encargado del seguimiento de la problemática del causante a partir del año 1990, tarea que continuó no obstante que desde 1993 éste pasó a residir en instituciones en el ámbito de la provincia de Buenos Aires. Así las cosas, atento a que no ha habido una variación de las condiciones iniciales con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia, y ponderando que el lugar actual de internación está ubicado en la localidad de Munro -accesible para la efectiva tarea tutelar-, corresponde que continúe a cargo de la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare, que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el interesado, el expediente debería tramitar ante el Tribunal de Familia provincial


      F., M. s/ Incidente - Familia


      COMP.735, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Eficacia de la actividad tutelar


      Se pretende reabrir una contienda de competencia suscitada a partir de la residencia del insano, situada -entonces como ahora- en la localidad de Luján, provincia de Buenos Aires. En aquella oportunidad, la Corte resolvió atribuir el conocimiento del proceso a la Justicia Nacional, que había prevenido en el asunto. Por ello, debe estarse al criterio ya sentado en autos, en tanto lospresupuestos de hecho tenidos en cuenta para así decidir, no han sufrido ninguna variación. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante el expediente debería tramitar ante el tribunal de familia provincial


      M., R. D. s/ Insania y curatela


      COMP.1091, L.XLVII,1 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Directivas de la Ley 26. 657


      El Juzgado Nacional ha conocido en la problemática desde el año 1995, seguimiento que continuó sin dificultad aunque el causante reside fuera de su jurisdicción desde el año 1999. Así las cosas, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar que se decline la intervención, y ponderando que la localidad de Virrey del Pino resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que corresponde dar intervención al foro del lugar donde se encuentra actualmente el insano, estos obrados deberán radicarse ante el Juzgado de Familia provincial. Por otro lado, se aconseja que el tribunal al que se seleccione para hacerse cargo del juicio corrija inmediatamente las irregularidades advertidas y ajuste su actuación a las directivas de la ley 26. 657


      M., H. A. s/ insania


      COMP.250, L.XLVII,24 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Inobservancia de garantías de jerarquía superior. Responsabilidad judicial. Protección de los derechos y garantías de las personas afectadas por trastornos mentales. Directivas de la Ley 26. 657


      La justicia nacional ha hecho el seguimiento de la problemática desde el año 1986, dictando sentencia el 16 de diciembre de 1987, aunque el causante residía en la localidad de Remedios de Escalada desde el mes de febrero de 1988. Así las cosas, no se ha operado una alteración en las circunstancias, de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que aquella localidad resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que cabe dar intervención al foro del lugar donde se encuentra efectivamente la causante, estos obrados deberán radicarse ante el Tribunal de Familia provincial. Por otro lado, las constancias de la causa develan una marcada inobservancia de garantías de jerarquía superior, que hacen tanto al debido proceso, como a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de las personas implicadas, mandatos todos ellos que comprometen la responsabilidad de los jueces de modo perentorio. Por lo que se aconseja que ese estado de cosas, sea corregido inmediatamente por el tribunal que se seleccione para hacerse cargo del juicio, que ha de ajustar su actuación a las directivas de la ley n° 26. 657


      E., D. E. s/ insania


      COMP.152, L.XLVII, 3 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Irregularidades procesales. Garantía del debido proceso. Directivas de la Ley 26. 657


      El Juzgado Nacional ha conocido en la problemática de autos desde el año 1990, dictando sentencia el 10 de diciembre de 1991, aunque el causante residía en la provincia de Buenos Aires desde tiempo antes. En consecuencia, dado que, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar que se decline la intervención, y ponderando que el Partido de San Vicente resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo el Juzgado Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el interesado, el expediente debería tramitar ante el Tribunal de Familia provincial. Por otro lado, ante la magnitud de los vicios constatados en el trámite, tratándose de actos fundamentales que hacen directamente a la garantía del debido proceso en un área tan delicada como es la capacidad, corresponde que cualquiera sea el tribunal al que se asigne el asunto, se subsanen urgentemente las anomalías y, en cualquier caso, se ajuste la actuación jurisdiccional a las directivas de la ley N° 26. 657


      F., E. C. s/ insania


      COMP.239, L.XLVII,24 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Necesidad de instrumentación de medios en orden al efectivo disfrute de los derechos de los enfermos mentales. Directivas de la Ley 26. 657


      De la lectura de la causa surge que la Justicia Nacional -en cuyo ámbito se dictó la pertinente sentencia de interdicción-, ha conocido en la problemática de autos a partir del año 1973. Desde el año 1979 se tiene conocimiento que el causante reside en la localidad de Burzaco, no obstante lo cual, la supervisión continuó sin dificultades. Así las cosas, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar que se resigne la competencia, puesto que el causante continúa residiendo en la localidad de Burzaco, provincia de Buenos Aires, totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante, el expediente debería tramitar ante el Tribunal de Familia provincial. Por otro lado, y en atención a las irregularidades y omisiones detectadas en el trámite se aconseja que en el futuro se salven en lo pertinente, y se respeten acabadamente los propósitos de este tipo de trámites, vinculados al efectivo disfrute de los derechos de los enfermos mentales, en los términos de la ley 26. 657


      C., E. s/ insania


      COMP.1011, L.XLVI, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Necesidad de una pronta definición de la condición jurídica de la denunciada y de actualización de su estado de salud mental y sus circunstancias socio-ambientales. Directivas de la Ley 26. 657


      La Justicia Nacional -además de conocer en la problemática familiar de la causante desde 1989-, a partir del año 2003 se ha encargado específicamente del seguimiento de su condición mental. Así las cosas, toda vez que, no se ha operado unaalteración en las circunstancias que revista suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que la causante reside en Ramos Mejía, que resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. A ello se agrega que, en la especie, el Juzgado Nacional y el Ministerio Público Nacional han trabajado con el grupo familiar, aspecto positivo que se perdería de cesar su actuación. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente la inhabilitada, el expediente debería tramitar ante el Tribunal de Familia provincial. Por otro lado, se sugiere que se arbitren las medidas pertinentes en orden a una pronta definición de la condición jurídica de la denunciada -pendiente desde octubre de 2008-, no sin antes actualizar en forma exhaustiva su estado de salud mental y sus circunstancias socio-ambientales. También resulta necesario que -además del contacto personal que los jueces han de tomar con la causante-, los elementos de juicio reunidos en la causa imponen que se implemente una evaluación profunda acerca de sus facultades de administración, aspecto al que debería dedicarse un capítulo específico en la sentencia. Así, cualquiera sea el tribunal al que se asigne el asunto, se aconseja que se aborden los aspectos antedichos y, en todo caso, se ajuste la actuación jurisdiccional a las directivas de la ley N° 26. 657


      G., S. S. s/ Inhabilitación


      COMP.173, L.XLVII, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Eficacia de la actividad tutelar: seguimiento de las condiciones socioambientales y médicas. Protección de los derechos ygarantías de las personas afectadas por trastornos mentales. Directivas de la Ley 26. 657


      Se pretende reabrir una contienda de competencia suscitada, a partir de la residencia del insano, situada -entonces como ahora- en la localidad de Berazategui, provincia de Buenos Aires. En aquella oportunidad, la Corte resolvió atribuir el conocimiento del proceso a la Justicia Nacional, que había prevenido en el asunto. Por consiguiente, debe estarse al criterio ya sentado en autos, en tanto los presupuestos de hecho tenidos en cuenta para así decidir, no han sufrido ninguna variación. Aunque si la Corte estimare que debe entender el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante, estos obrados deberán girarse al Tribunal de Familia provincial. Por otro lado, y en atención a las circunstancias que atraviesa el insano, sin una supervisión jurisdiccional adecuada, corresponde que el tribunal asignado asuma inmediatamente su cometido, haciendo especial hincapié en el seguimiento estrecho de las condiciones socioambientales y del tratamiento médico del causante, y ajustando su actuación a las directivas de la ley N° 26. 657


      O., C. A. s/ Insania y curatela


      COMP.622, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Protección de los derechos y garantías de las personas afectadas por trastornos mentales. Tarea del Consejo de Niños, Niñas y Adolescentes de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


      Corresponde que, por las especiales características del asunto, deba darse preeminencia a la labor de restitución de derechos que viene desarrollando el Consejo de Niños, Niñas y Adolescentes (C. A. BA) con la supervisión del Tribunal y delMinisterio Pupilar nacionales, desde que el único aspecto que liga al caso con el Departamento Judicial de San Isidro es la localización de la comunidad terapéutica que opera como residencia -ciertamente cercana y, por definición, transitoria- de la adolescente, cuya derivación, vacante y acompañamiento siguen corriendo a cargo de los organismos tutelares de esta ciudad. Por otro lado, si las circunstancias denunciadas redundasen en un traslado, se habrá interrumpido sin provecho la continencia de la causa. Por otro lado, el tribunal al que sea asignada la causa deberá actualizar inmediatamente la situación y proveer con la misma urgencia lo atinente a la garantía de los derechos fundamentales implicados


      M. S., C. s/ Articulo 482 Codigo Civil


      COMP.679, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Juez de la insania. Lugar de residencia. Vigilancia global de la persona facilitada por la inmediatez


      El ordenamiento formal aplicable al caso, defiere el conocimiento de los procesos por declaración de incapacidad al juez del domicilio del causante y, en su defecto, al de la residencia (art. 5° inc. 8 del CPCCN). Según surge consistentemente de la totalidad de elementos reunidos en la causa, tanto el causante como su grupo familiar, habitan permanentemente en San Justo, Provincia de Buenos Aires. Por ende, en el caso, la pauta legal antes referida coincide y se refuerza con el criterio según el cual la tarea tutelar encomendada perentoriamente a los jueces comporta, ante todo, la vigilancia global de la persona, que se ve facilitada de modo innegable a través de la inmediación


      L. F., D. F. s/ insania


      COMP.171, L.XLVII, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos "F. , M. S. s/insania" S. C. Comp. N° 41, L. XLVII


      F., H. M. s/ Inhabilitación


      COMP.150, L.XLVII, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Declaración de Demencia


      Juez de la insania. Domicilio del insano en otra jurisdicción. Irregularidades procesales que afectan derechos y garantías de las personas afectadas por trastornos mentales. Ley 26. 657


      La Justicia Nacional se ha encargado desde el año 1978 y hasta ahora, de la problemática del causante, aunque éste reside en el Partido de San Martín, Provincia de Buenos Aires desde 1983. En consecuencia, no se ha operado una alteración en las circunstancias, de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, además que la localidad de Villa Lynch resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimara que debería intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante, estos obrados deberán radicarse ante el tribunal provincial. Por otro lado, se ha advertido omisiones en la determinación y resguardo del patrimonio del causante; como asimismo, la carencia de contacto personal de los jueces con el interesado. No se han tomado los recaudos del caso para asegurar la continuidad del seguimiento, hasta tanto se dilucide la cuestión de competencia, de manera que el causante ha carecido por meses del pertinente control judicial. En atención a ello, corresponde que los jueces ante quienes en definitiva se radiquenlos autos, se hagan cargo inmediatamente de su cometido, corrigiendo en lo pertinente los defectos apuntados y ajustando el procedimiento a las directivas de la ley 26. 650


      K., E. N. s/ Insania


      COMP.903, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Juez de la insania. Lugar de internación distante. Debida vigilancia judicial. Protección de los derechos de las personas afectadas por trastornos mentales. Ley 26. 657


      El causante está internado desde hace varios años en la localidad de Gualeguaychú, alejada por más de doscientos kilómetros de la ciudad de Buenos Aires, aquella distancia física constituye una realidad que supera ampliamente al texto del art. 405 del Código Civil. De ahí que -de ceñirnos estrictamente a la letra de dicho precepto, soslayando esa circunstancia objetiva de peso innegable-, se caería en el dispendio de duplicar intervenciones jurisdiccionales, a propósito del cumplimiento de las revisiones periódicas (exámenes médicos, encuestas ambientales y rendiciones de cuentas). Y, fundamentalmente, se obstruiría el control directo propio de la función del juez de la insania, poniéndose en crisis la agilidad, incluso, la urgencia impostergable, con que deben solventarse ciertas vicisitudes propias de la enfermedad mental y de la vida misma de la incapaz. Por otro lado, de la lectura del expediente surge que el conflicto de competencia insumió casi cuatro años. A consecuencia de ello, esta persona, aquejada por un déficit mental grave, ha carecido de la debida vigilancia judicial. Estas y otras irregularidades constatadas, obligan a aconsejar a los jueces ante quienes en definitiva se radiquen estos obrados, se hagan cargoinmediatamente de su cometido, corrigiendo en lo pertinente los defectos apuntados, y ajustando su proceder a las directivas consagradas en la ley N° 26. 657


      T., C. R. s/ Insania


      COMP.964, L.XLVI, 4 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Juez de la insania. Lugar de internación en otra jurisdicción. Protección de los derechos y garantías de las personas afectadas por trastornos mentales. Irregularidades procesales. Ley 26. 657


      El Juzgado Nacional ha hecho el seguimiento de la problemática desde el año 1999, dictando sentencia de incapacidad el 16 de mayo de 2003, aunque el causante residió en San Isidro, Provincia de Buenos Aires, casi desde un comienzo de las actuaciones. En consecuencia, no se ha operado una alteración en las circunstancias, de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, ponderando además que aquella localidad resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar. Por otro lado, se advierte que la acción entablada lo fue en los términos del art. 152 bis del Cód. Civil, mientras que la sentencia se dictó con los alcances del art. 141 de dicho cuerpo, irregularidad procesal grave, puesto que afecta a la garantía del debido proceso e importa un avance sobre un aspecto primordial de la condición personal, como es la capacidad. De tal manera, debe realizarse sin demora la reevaluación prevista por el art. 152 ter del Código Civil, incorporado por la ley 26. 657. Por otro lado, se observa que el trámite permaneció inactivo por extensos periodos, no se han llevado a cabo con la periodicidad pertinente las intervenciones médicas y socio ambientales del caso, ni se pidieron informes a losprofesionales tratantes. Asimismo, la inhibición general de bienes se anotó en la esfera nacional dos años después de decretada y no se controló, que los ingresos correspondientes al beneficio previsional, sean manejados en beneficio del causante. En atención a éstas y otras irregularidades detectadas corresponde que ese estado de cosas, sea corregido inmediatamente por el tribunal que se seleccione para hacerse cargo del juicio, que ha de ajustar su actuación a las directivas de la ley n° 26. 657


      L. C., H. R. s/ Insania


      COMP.872, L.XLVI, 4 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Juez de la insania. Lugar de internación en otra jurisdicción. Protección de los derechos y garantías de las personas afectadas por trastornos mentales. Responsabilidad judicial. Ley 26. 657


      El Juzgado Nacional ha hecho el seguimiento de la problemática desde el año 2000, dictando sentencia el 26 de noviembre de 2007, aunque la causante residía en Banfield desde el 15 de marzo de 2006. En consecuencia, dado que, no se ha operado una alteración en las circunstancias, de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que aquella localidad resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, corresponde al juez que previno. Por otro lado, se han constatado particularidades en la causa que demuestran una marcada inobservancia de garantías de jerarquía superior, que hacen tanto al debido proceso, como a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de las personas implicadas, mandatos todos ellos que comprometen la responsabilidad de los jueces de modo perentorio. Por ello, corresponde que ese estado de cosas,sea corregido inmediatamente por el tribunal que resulte a cargo del juicio, que ha de ajustar su actuación a las directivas de la ley N° 26. 657


      G., N. s/ Insania curatela


      COMP.910, L.XLVI, 4 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Juez de la insania. Lugar de internación. Debida vigilancia judicial. Protección de los derechos de las personas afectadas por trastornos mentales. Ley 26. 657. Remisión a S. C. Comp. N° 145, L. XLIV, "F. C. M. s/insania"; S. C. Comp. N° 191, L. XLlV, "L. R. s/art. 482 Código Civil"; y S. C. Comp. N° 233, L. XLlV "N. E. s/internación"


      Dado que, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar que se decline la intervención, y ponderando que la localidad donde se encuentra internada actualmente la causante, resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, corresponde que la competencia se defina en base a los criterios que fueron expuestos en los dictámenes emitidos in re S. C. Comp. N° 145, L. XLIV, "F. C. M. s/insania", del 11 de abril de 2008; S. C. Comp. N° 191, L. XLlV, "L. R. s/art. 482 Código Civil", del 21 de abril de 2008; y S. C. Comp. N° 233, L. XLlV "N. E. s/internación", del 21 de abril de 2008. No obstante, si se estimare que corresponde dar intervención al foro del lugar donde se encuentra actualmente la causante, el proceso habrá de ventilarse ante el Tribunal Colegiado de Instancia Única del Fuero de Familia N° 3 de Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires. Por otro lado, de la lectura de la causa surge que no se atendió al ejercicio efectivo de la curatela ni a su orientación en beneficio de la causante. Los jueces no han tomado ningún contacto personalcon ella, ni concurrieron regularmente a los establecimientos donde residió. Resulta preocupante la tardanza en la que incurrieron los organismos públicos para proporcionar un ámbito adecuado, como alternativa a la internación manicomial desaconsejada por la terapeuta. Por ello, corresponde que el tribunal competente se aboque inmediatamente a corregir en lo pertinente los defectos apuntados, ajustando su actuación a las directivas de la ley N° 26. 657


      I., G. R. s/ internación


      COMP.370, L.XLVII, 28 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Juez de la insania. Lugar de residencia en otra jurisdicción. Directivas de la Ley 26. 657


      La Justicia Nacional se ha encargado del seguimiento de la problemática del causante desde el año 1988, no obstante que ya en el año 2001 se tuvo noticias de que éste residiría en la provincia de Buenos Aires. Así las cosas, no ha habido una variación con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia, ponderando que nunca se verificó fehacientemente la mudanza y que, en todo caso, la localidad de Laferrere aparece totalmente accesible para un desarrollo efectivo de la tarea tutelar, por lo que corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra el interesado, el expediente debería tramitar ante el tribunal de familia provincial. Por otro lado, se aconseja que el tribunal ante el que quede radicado el expediente se aboque inmediatamente a su cometido -postergado a raíz del conflicto decompetencia- ajustando su proceder a las directivas consagradas en la ley 26. 657


      C., C. G. s/ Insania


      COMP.852, L.XLVII, 25 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Juez de la insania. Lugar de residencia en otra jurisdicción. Protección de los derechos y garantías de las personas afectadas por trastornos mentales. Irregularidades procesales. Responsabilidad judicial. Ley 26. 657


      La Justicia Nacional, además de conocer en la problemática familiar del causante desde 1998, se ha encargado específicamente del seguimiento de su condición mental a partir del año 1999, tarea que continuó a pesar de que en el año 2002 vivió en Avellaneda y desde el año 2009 mudó su residencia a Olivos. Dado que no ha habido una variación de las condiciones iniciales con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia, y ponderando que aquella localidad resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, corresponde que la justicia nacional continúe interviniendo. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimara que debería intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante, estos obrados deberán radicarse ante el tribunal provincial


      Z., T. D. s/ inhabilitación


      COMP.291, L.XLVII,9 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Juez de la insania. Lugar de residencia. Eficacia de la actividad tutelar: seguimiento de aspectos personales y patrimoniales. Directivas de la Ley 26. 657


      La justicia Nacional ha conocido en la problemática de autos desde el año 1992, tarea que continuó a pesar de la mudanza a la provincia de Buenos Aires, producida en 1998. Así, no se ha operado una alteración en las circunstancias que revista suficiente entidad como para justificar que se decline la competencia, sobre todo ponderando que el causante sigue residiendo junto a sus padres en la localidad de Florida - totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea protectoria-, y que el tratamiento ambulatorio como las reiteradas internaciones se cursan en instituciones situadas en esta Capital Federal. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimara que debería intervenir el foro del lugar donde se encuentra el causante, estos obrados deberán radicarse ante el tribunal provincial. Por otro lado, se observa que el expediente ha permanecido inactivo por extensos períodos y no hubo un seguimiento consistente de los aspectos personales y patrimoniales, por lo que corresponde que el tribunal al que se asigne el asunto, aborde -en lo pertinente- los aspectos antedichos y se ajuste la actuación jurisdiccional a las directivas de la ley N° 26. 657


      G., H. G. c/ Insania


      COMP.656, L.XLVII, 3 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Juez de la insania. Lugar de residencia. Eficacia de la actividad tutelar: seguimiento de aspectos personales y patrimoniales. Protección de los derechos y garantías de las personas afectadas por trastornos mentales. Directivas de la Ley 26. 657


      Se pretende reabrir la contienda de competencia suscitada anteriormente, a partir de la residencia de la insana, situada -entonces como ahora- en la localidad de Escobar, Provincia de Buenos Aires. En aquella oportunidad, la Corte resolvió atribuir elconocimiento del proceso a la Justicia Nacional, que había prevenido en el asunto. En tales condiciones, debe estarse al criterio ya sentado en autos, en tanto los presupuestos tenidos en cuenta para así decidir, no han sufrido ninguna variación, máxime que la distancia que separa a dicha localidad de esta ciudad no impide la eficacia de la actividad tutelar. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe entender el foro del lugar donde se encuentra efectivamente la causante, estos obrados deberán girarse al juzgado provincial. Por otro lado, de la lectura de la causa surgen defectos que, habida cuenta de los derechos fundamentales implicados, el tribunal que vaya a intervenir en el futuro deberá corregir en lo pertinente, ajustando su actuación a las directivas de la ley 26. 657


      A., E. E. s/ Insania


      COMP.520, L.XLVII, 3 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Juez competente para la declaración de demencia y fiscalización del régimen de internación. Funciones. Lugar de internación. Remisión a lo dictaminado en la causas "F. C. M. s/insania", S. C. Comp. N° 145, L. XLIV; S. C. Comp. N° 191, L. XLlV, "L. R. s/art. 482 Código Civil"; y S. C. Comp. N° 233, L. XLlV, "N. E. s/internación"


      De los antecedentes remitidos surge que la Justicia Nacional se ha encargado del seguimiento de la problemática desde el año 1974. Así las cosas, no se ha operado una alteración en las circunstancias con suficiente entidad como para justificar que se decline la competencia, pues la causante ha ingresado en un establecimiento de la localidad de Rafael Castillo -que, resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea protectoria-. Si bien ello, si la Corte entendiera que correspondeprivilegiar el control directo y el contacto personal propios de la función del juez de la insania, corresponderá ventilar el proceso ante el foro donde la causante se encuentra residiendo


      F. de S., G. S. s/ Insania y curatela


      COMP.524, L.XLVII,25 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Declaración de Inhabilitación


      Inhabilitación: valoración de la pericial médica. Relación entre la función jurisdiccional y el auxilio especializado. Respeto de los derechos fundamentales de la persona. Art. 152 bis, inciso 2 ° del Código Civil: aptitud del causante para actuar en el mundo de los negocios. Arbitrariedad


      La prueba científica adquiere aquí una centralidad indudable; con lo cual los jueces debieron extremar el cuidado en el esclarecimiento de las eventuales dudas, sobre todo por lo delicado de la materia que se ventila en este tipo de procesos, donde pueden vulnerarse derechos fundamentales tanto admitiendo como denegando el progreso de la acción. Entonces, aunque es cierto que el razonamiento judicial no tiene que seguir necesariamente a todos y cada uno de los factores argumentativos y probatorios, queda claro que en esta causa el tribunal atendió unos aspectos e ignoró -sin fundamentos plausibles- otros de importancia, realizando una selección incongruente. Frente a su sesgada apreciación de la dualidad biológica/jurídica en la que asienta este instituto- la resolución impugnada no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa, por lo que, al afectar las garantías constitucionales invocadas, corresponde hacer lugar sin más al recurso interpuesto y descalificar el pronunciamiento en base a la doctrina de la arbitrariedad


      B., J. M. s/ Insania


      B.241, L.XLVI, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Procesos Especiales. Juicio Ejecutivo


      Ejecución de aportes y contribuciones a la obra social: procedimiento aplicable. Apelabilidad de la sentencia. Procedimiento establecido por el artículo 24 de la ley 23. 660


      La cuestión a resolver se circunscribe a determinar si, en virtud de lo dispuesto por el artículo 605 del CPCCN el procedimiento aplicable a esta ejecución -como sostiene el a quo- es el establecido en el artículo 92 de la ley 11. 683 y en consecuencia la sentencia es inapelable, o bien, es el dispuesto para el juicio ejecutivo y el fallo es apelable según lo prescripto por el artículo 554, cuyo inciso 4° admite ese recurso en el supuesto que la cuestión decidida -conforme alega la ejecutada con fundamento en el articulo 24 de la ley 23. 660- causare un gravamen irreparable al no poderse plantear nuevamente la defensa de prescripción en el juicio ordinario ulterior. Así, toda vez que la ley específica en materia de obras sociales (Ley 23. 660) no regula un procedimiento especial para la ejecución resulta aplicable el artículo 605 del CPCCN en cuanto prescribe que a falta de disposiciones en dicha ley, la ejecución fiscal debe tramitar conforme a sus preceptos, según los cuales la sentencia dictada resulta apelable (v. art. 554). Máxime cuando, el procedimiento de ejecución reglado en el artículo 92 de la ley 11. 683 resulta aplicable a supuestos en que la AFIP es el organismo que persigue el cobro judicial de los aportes y contribuciones recaudados sobre la nómina salarial, y no como aquí ocurre, en que la ejecución ha sido promovida por una obra social. De mantenerse el criterio de la alzada sobre inapelabilidad de la sentencia de ejecuciónquedaría definitivamente clausurada la posibilidad de revisión para la recurrente de las cuestiones planteadas en el recurso de apelación, con violación del principio de defensa en juicio


      Obra Social de Docentes Particulares c/ Fundación Santa Maria s/ Ejecutivo


      O.261, L.XLVI,25 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Juicio Ejecutivo


      Juicio ejecutivo contra una provincia: obtención del pago de certificados de deuda correspondientes a aportes, contribuciones, recargos e intereses. Ley 19. 655. Competencia originaria


      Al ser partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23. 660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio a la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, ésta es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23. 660 y 23. 661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal


      Obra Social para la actividad docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecución fiscal


      O.34, L.XLVII,18 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Ejecuciones Especiales. Ejecución Fiscal


      Ejecución fiscal promovida por el GCBA contra el Estado Nacional (Estado Mayor General de la Armada). Procedencia dela vía ejecutiva: régimen de consolidación de deudas no implica necesariamente que el acreedor esté imposibilitado de iniciar procedimientos de cobro. Supuesta ausencia de reclamo administrativo previo. Procedencia recurso extraordinario: sentencia asimilable a definitiva


      El argumento esgrimido por la ejecutada resulta improcedente, dado que las sentencias que mandan llevar adelante la ejecución cumplen la finalidad de poner en conocimiento del deudor el monto por el que la ejecución prospera -lo que permitirá practicar en su oportunidad la liquidación correspondiente- y, además, contienen una decisión expresa, positiva y precisa de todas las pretensiones con arreglo a la acción deducida, al margen de las medidas que se adopten ulteriormente a los fines de su cumplimiento. Las normas de consolidación vigentes en el ámbito nacional no tienen entidad suficiente para impedir el curso del proceso ejecutivo expresamente autorizado para estos casos por los arts. 450 y siguientes de la ley 189 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ni su efecto interruptivo de conformidad con los arts. 73 del Código Fiscal citado y 3986 del Código Civil, con el único argumento de que la suma reclamada queda comprendida en el régimen de consolidación de deudas. La finalidad del reclamo administrativo previo consiste en producir una etapa conciliadora anterior al pleito, que dé a la administración la posibilidad de revisar el caso, salvar algún error y promover el control de legitimidad de lo actuado por los órganos inferiores; en definitiva, sustraer a los entes estatales de la instancia judicial en una medida compatible con la integridad de los derechos. Aunque la vinculación entre personas públicas estatales pertenecientes a distintas esferas del poder constitucional puede traducirse por medio de actos administrativos, la eventual existencia de éstos nobasta para hacer aplicables las disposiciones contenidas en la ley 19. 549, cuyas prescripciones encuentran sustento en principios como el de la supremacía de la administración, propio de las comunes relaciones entre el poder administrador y los particulares, pero no parecen adecuarse plenamente a las que enfrentan a sujetos de derecho público con personalidad constitucional definida, donde no cabe el sometimiento de uno de ellos a la situación de sujeción que supone el ejercicio de la potestad estatal en detrimento del otro. La cancelación de la deuda reconocida judicialmente en el presente proceso ejecutivo deberá efectuarse siguiendo los procedimientos previstos por el régimen de consolidación de las leyes 25. 344 (art. 13 y ss. ) y 25. 725 (art. 58) y sus disposiciones reglamentarias, según cual sea la fecha de la "causa o título" de las obligaciones tributarias por las que se promovió la demanda. La consolidación de las obligaciones opera de pleno derecho después del reconocimiento firme de la deuda, en sede judicial o administrativa. Como consecuencia de ello, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, por lo que sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece: exigir el pago en efectivo en los plazos fijados por ella o la entrega de los bonos que correspondan. Esta circunstancia impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación a fin de percibir los créditos que le son reconocidos


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Estado Mayor de la Armada y/o propietario R. Gutiérrez 3021 y otros s/ Ejecución fiscal


      G.428, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Ejecución fiscal. Excepción a la procedencia del recurso extraordinario. Efecto suspensivo de la apelación presentada ante el Tribunal Fiscal de la Nación. Inexistencia de deuda exigible. Sentencia arbitraria


      El conflicto radica en determinar si la deuda reclamada por el Fisco, resultaba exigible al comienzo del proceso de apremio. En tal sentido, la empresa demandada fue intimada de pago por el Fisco el 15 de noviembre de 2006, y el 13 de diciembre de ese año apeló ese acto administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Nación, en los términos de los arts. 159 y cc. de la ley 11. 683, y comunicó dicha apelación a la AFIP el 15 de diciembre siguiente. Es decir que, la interposición del recurso de apelación ante el tribunal administrativo fue realizada casi un año antes del libramiento de los títulos ejecutivos y del inicio de la ejecución. Frente a tales circunstancias, la deuda reclamada resulta inexigible al momento de emitirse los títulos pertinentes. En efecto, el juego de los arts. 76, 167 y cc. de la ley de rito fiscal suspende la intimación de pago de la deuda determinada de oficio cuando ésta se apela ante aquél, en los términos de los arts. 159, 166 y cc. de esa ley. Por otra parte, es impertinente el estudio realizado en la sentencia apelada sobre si la intimación de pago realizada en razón de lo dispuesto por el art. 7° de la ley 23. 966 puede equipararse a una "determinación de oficio" a los fines de su recurribilidad por la vía del art. 76 de la ley 11. 683, ya que tal asunto es propio de los jueces de la respectiva causa, es decir el referido Tribunal Fiscal y los tribunales que deban entender por apelación en caso de articularse los recursos previstos por los arts. 192 y cc. Así las cosas, la sentencia resulta arbitraria dado que el contribuyente se vio privado de la suspensión que el art. 167 de la ley 11. 683concede a la apelación del inc. b) de su art. 76, con clara lesión a su derecho de propiedad


      Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Albeca S.A. s/ Ejecución fiscal


      A.537, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Juicio de apremio. Tasa por servicios municipales sobre la actividad comercial, industrial y de servicios. Deuda inexigible o inexistente. Sentencia con fundamento aparente: arbitrariedad. Admisibilidad del recurso extraordinario


      Tiene dicho la Corte que, si bien en principio las sentencias recaídas en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, ya sea por el lado del fisco librando una nueva boleta de deuda, o por el del ejecutado mediante la vía de repetición, ello no implica que pueda exagerarse el formalismo hasta el extremo de admitir una condena por una deuda inexigible o inexistente, cuando ello resulta manifiesto de autos, circunstancia que importaría un grave menoscabo de garantías constitucionales. Los tribunales se encuentran obligados a tratar y resolver adecuadamente, aun en los juicios de apremio, las defensas fundadas en la inexistencia de deuda exigible, siempre y cuando ello no presuponga el examen de otras cuestiones cuya acreditación exceda el limitado ámbito de estos procesos, razón por la cual se concluye, sin dificultad, que no pueden ser tenidas como sentencias válidas las que omitan tratar en forma pertinente las defensas aludidas, toda vez que aquéllas han de gravitar fundamentalmente en el resultado de la causa. La sentencia apelada omitió estudiar con la debida atención querequiere el derecho de defensa en juicio y de debido proceso, máxime cuando su solución parece afectar en lo absoluto el carácter ejecutivo de la acción promovida ni provocar indebidas dilaciones en el cauce normal de este tipo de procesos. El tribunal apelado debió conjugar los deberes procesales con la búsqueda de la verdad objetiva y la garantía de la defensa enjuicio, de modo que, "en las formas se realicen las esencias". En tales condiciones, la sentencia no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación razonada del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que corresponde atender a los agravios de la apelante en cuanto a la arbitrariedad que le endilga sobre este punto. Es admisible de tratamiento por la vía extraordinaria el agravio de la recurrente fundado en la falta de prestación de un servicio concreto e individualizado como contrapartida de la tasa cuyo pago se le exige. El "simple señalamiento de las calles" y "la nomenclatura urbana" no son servicios concretos, ni efectivos, ni individualizados referidos a algo no menos individualizado (bien o acto) del contribuyente, a la luz de la clara, reiterada e inveterada doctrina de Fallos: 234:663; 236:22; 251:222; 259:413; 312:1575; 325:1370; 329:792; 332:1503, entre muchos otros. Con relación a este punto la sentencia recurrida tampoco satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa, siendo una decisión reñida con lo esperable de un adecuado servicio de justicia por parte de los tribunales de la República


      Municipalidad de la Ciudad de La Banda c/ Gasnor SA s/ Ejecución fiscal


      M.1048, L.XLV,21 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Excepciones. Clases. Prescripción


      Ejecución fiscal. Código tributario local que dispone un momento distinto para el inicio del cómputo del plazo de prescripción que el previsto por el legislador nacional en el art. 3956 del Código Civil (arts. 3956 y 4027, inc. 3). Cuestión federal: normas locales en contraposición con lo dispuesto por normas de derecho común y art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional. Remisión Fallos: 326:3899; 327:3187; 322:616; 332:2108; 332:2250; M. 376, L. XXXVII, "Municipalidad de Resistencia c/ Biolchi, Rodolfo Eduardo y Biolchi, Luis Ángel s/ ejecución fiscal"; F. 358, L. XLV, "Fisco de la Provincia de Buenos Aires - Incidente de verificación de crédito en Corralón Sánchez Elía S. R. L. - quiebra" y dictamen de la causa P. 154, L. XLV, "Provincia del Chaco c/ Rivero, Rodolfo Aníbal s/ Apremio"


      Si bien en principio las sentencias recaídas en los juicios ejecutivo no reúnen el carácter de definitivas a los fines de habilitar la instancia extraordinaria ante V. E. debido a la posibilidad que asiste a los litigantes de plantear nuevamente el tema; ya sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda o, por el ejecutado, mediante la vía de repetición, en la presente causa debe advertirse que el pronunciamiento es definitivo pues lo allí discutido no podrá ser replanteado posteriormente (art. 531, tercer y cuarto párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia, ley 968 y arg. de Fallos 271:158; 294:363; 315:2954; 321 :706, entre otros). De la ratio decidendi de tales fallos se colige que si las provincias no tienen competencia en materia de prescripción para apartarse de los plazos estipulados por el Congreso Nacional, tampoco la tendrían para modificar la forma en que éste fijo su cómputo. En tales circunstancias la aplicación de dicha doctrina a la constancias de la causa, me llevan a tener por prescripta la deuda ya que con respecto al último de los períodos discutidos la liberación ocurrió el 16 de octubre de 2002, sin que para éste o para los anterioresperíodos reclamados se hubiere alegado ni mucho menos demostrado la ocurrencia de alguna causal que hubiera suspendido o interrumpido su transcurso


      Fisco de la provincia c/ Ullate, Alicia Inés s/ Ejecutivo - apelación recurso directo


      F.391, L.XLVI, 16 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Proceso Concursal


      Crédito laboral ante la insolvencia del empleador. Suspensión de los intereses prevista por el art. 19 de la Ley 24. 522. Aplicabilidad de la Ley N° 24. 285 que ratifica el Convenio 173: Protección de los Créditos Laborales en caso de Insolvencia del Empleador (Organización Internacional del Trabajo). Sanción de la Ley N° 26. 684: exclusión de la suspensión de los intereses para los créditos laborales


      Asiste razón a los recurrentes toda vez que el a quo para, en definitiva, resolver aplicar a los créditos de origen laboral, la suspensión de los intereses impuesta por el artículo 19 de la Ley N° 24. 522 (texto anterior a la modificación de la Ley N° 26. 684), omitió la consideración de planteos presentados oportunamente por los actores vinculados con la aplicabilidad al caso de las disposiciones de la Ley N° 24. 285 (B. O. 29/12/93) que ratificó el Convenio 173 sobre Protección de los Créditos Laborales en caso de Insolvencia del Empleador de la Organización Internacional del Trabajo que, resultaban conducentes para la solución de la controversia, ponderando la especial tutela que el ordenamiento concursal le concede al trabajador. En línea con lo pretendido por los actores y dictaminado por la Procuración General de la Provincia de San Luis, el artículo 6° de la Ley N° 26. 684 (B. O. 30/6/11), que entró en vigencia el 8 de julio del corriente año, esdecir, con posterioridad al dictado de la sentencia atacada, excluye de la suspensión dispuesta por el artículo 19 a los créditos laborales correspondientes a la falta de pago de salarios y toda indemnización derivada de la relación laboral


      Sullivan, Silvia Mónica y otros c/ Ultracomb Puntana S.R.L. s/ Medida cautelar emb. preventivo - Recurso extraordinario de inconst


      S.868, L.XLVI,30 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Fuero de Atracción


      Acción laboral excluida del fuero de atracción de la quiebra de la demandada


      No es pertinente la remisión de estas actuaciones al Juzgado de la quiebra, máxime cuando el artículo 132 de la Ley 24. 522 (según ley 26. 086) que regula los efectos que se derivan de la declaración de quiebra respecto de las acciones judiciales iniciadas contra el fallido, establece que los juicios laborales se encuentran expresamente excluidos del fuero de atracción (art. 21 inc. 2°), debiendo continuar su trámite ante el juzgado de origen


      Ortiz, Néstor Hugo c/ Argenbel S.A. s/ Laboral


      COMP.20, L.XLVII,8 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Fuero de atracción del concurso preventivo


      De las presentes actuaciones se desprende que el Máximo Tribunal, al dirimir el conflicto de competencia que se había planteado en autos, resolvió, de conformidad con los argumentos dados por esta Procuración General, que esta causa debíacontinuar su trámite ante el Juzgado provincial, en virtud del fuero de atracción que ejerce el proceso universal de la demandada. Consta, asimismo que con posterioridad el magistrado local, declaró la nulidad de la totalidad de las actuaciones cumplidas por ante el Juzgado de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Dicha resolución se encuentra firme, toda vez que no fue objeto de apelación. Por otra parte, lo cierto es que el conflicto de competencia suscitado en el caso, ya había sido resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, oportunidad en la que se declaró que resultaba competente para conocer en las actuaciones el Juzgado donde se sustancia el proceso universal, ello en virtud de que se trata de una obligación de causa anterior a la fecha de presentación en concurso preventivo de la sociedad demandada, pronunciamiento definitivo en esta materia


      José Minetti y Cia Ltda SACI s/ Concurso Preventivo - Ley 19551 Juicio atraído


      COMP.449, L.XLVII, 3 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Sentencia ejecutiva firme contra el concursado. Inoficiosa remisión al juez del proceso universal


      Cabe señalar que en las presentes actuaciones se ha dictado sentencia ejecutiva -que se encuentra firme-. En tal contexto, resulta inoficiosa la remisión de la causa al juez del proceso universal, ello sin perjuicio de la verificación de su crédito que el actor pueda solicitar en el trámite concursal


      Tomasini, Stella Maris y otro c/ Advance Construccion Technology SA y otra s/ Ejecución


      COMP.630, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Ejecución fiscal contra una fallida. Fuero de atracción


      De las presentes actuaciones se desprende que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires promovió demanda contra la fallida. Ahora bien, cabe advertir, que en este proceso no se ha dictado sentencia ejecutiva y, en tal contexto, al tratarse de una ejecución fiscal, el juicio en cuestión no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el art. 21 de la Ley 24. 522 (texto según ley 26. 086), motivo por el que resulta procedente el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de dicho cuerpo legal


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ FGC Construcciones SA s/ Ejecución de multas


      COMP.443, L.XLVII, 3 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Ejecución hipotecaria. Fuero de atracción del proceso concursal: exclusión de los juicios de ejecución de garantías reales


      Corresponde poner de resalto que el art. 21 inc. 1° de la ley 24. 522 modificado por ley 26. 086, dispone refiriéndose a los efectos que se derivan de la apertura del concurso respecto de los procesos en trámite contra el concursado, que los juicios de ejecución de garantías reales se encuentran entre los excluidos de radicación, con lo cual, la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y por ello deben continuar su trámite ante el juzgado de origen, criterio que resulta aplicable al caso


      Banco Nación Argentina c/ Magaña, Eulogio y otra s/ Ejecución hipotecaria


      COMP.135, L.XLVII, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Fuero de atracción del proceso concursal: exclusión de los juicios laborales


      En primer lugar no procede la aplicación del fuero de atracción establecido por la primera parte del artículo 21 de la ley 24. 522, toda vez que en el presente caso se trata de un juicio laboral, excluido de tal efecto de conformidad con lo dispuesto por el inc. 2° de dicha norma (texto según art. 4° de la ley 26. 086). Cabe señalar además que no se dan en estas actuaciones ninguno de los supuestos de excepción contemplados en el art. 9° de la ley 26. 086, para la remisión de las causas a su juzgado de origen, por lo que deberán continuar su trámite en el Juzgado de Primera Instancia y Segunda Nominación del Trabajo de San Fernando del Valle de Catamarca, Provincia de Catamarca, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del concurso (art. 21 última parte, primer apartado de la norma citada)


      Albarracin, José c/ Alpargatas Textil SA s/ Ordinario


      COMP.792, L.XLVII, 25 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Juicio de ejecución de garantías reales contra concursado. Exclusión del fuero de atracción


      El art. 21 inc. 1° de la ley 24. 522 modificado por ley 26. 086, en relación a los efectos que derivan de la apertura del concurso respecto de los procesos en trámite contra el concursado, dispone que los juicios de ejecución de garantías reales se encuentran entre los excluidos de radicación, con lo cual, la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo decausas el fuero de atracción y por ello deben continuar su trámite ante el juzgado de origen


      Banco de la Nación Argentina c/ Magaña, Eulogio Santos y otros s/ ejecución prendaria


      COMP.390, L.XLVII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Ley 25. 284: Régimen Especial de Administración de las Entidades Deportivas con Dificultades Económicas. Deudas de la entidad deportiva. Fuero de atracción especifico


      En atención a que el crédito que se pretende ejecutar en autos es de carácter post concursal, -cuestión esta que no se encuentra puesta en tela de juicio por los magistrados intervinientes-, cabe concluir que esta causa no es alcanzada por el fuero de atracción dispuesto por el artículo 13 in fine de la Ley 25. 284


      Andreuchi, Luis Antonio c/ Club Atlético Newll´s Old Boys y otro s/ Ejecutivo


      COMP.584, L.XLVII, 13 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Procedimiento administrativo para impugnar deuda por impuestos ante un juzgado local. Verificación de la deuda por impuestos en el concurso preventivo de la deudora ante un juzgado nacional. Conflicto de competencia. Fuero de atracción del concurso. Determinación de la real existencia del crédito


      El presente proceso fue iniciado el 22 de diciembre de 2008, por la concursada, ante el fuero en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con el objeto de impugnar la determinación de la deuda en concepto de impuesto sobre los ingresos brutos realizada por la Dirección General de Rentas del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Porsu parte, posteriormente, el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires inició el trámite de verificación de dicho crédito ante el juez nacional a cargo del juicio universal. No obstante ser la concursada quien reviste el carácter de actora en la proceso en cuestión, razón por la cual no resulta de aplicación la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la Ley N° 24. 522, dada la estrecha vinculación de dicho trámite concursal con la acción que impugna, en definitiva, la determinación oficiosa de la deuda fiscal, corresponde que tramite conjuntamente con el citado incidente de verificación ante el juez del proceso concursal quien es el órgano judicial habilitado para determinar la admisión o rechazo del crédito que se reclama


      Uol Sinectis S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Impugnación actos administrativos


      COMP.395, L.XLVI, 3 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Sentencia ejecutiva firme contra la fallida: improcedencia del fuero de atracción del juicio universal


      Cabe señalar que en las presentes actuaciones se ha dictado sentencia ejecutiva -que se encuentra firme-. En tal contexto, resulta inoficiosa la remisión de la causa al juez del proceso universal, ello sin perjuicio de que el actor solicite la verificación de su crédito en el trámite concursal


      Morgenstern de Zeiguer, Sofia c/ Guzmán, Petrona Teresa s/ Ejecución de alquileres


      COMP.531, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Juicio contra el concursado. Exclusión del fuero de atracción del concurso. Litis consocio pasivo necesario


      La actora promovió el presente juicio ordinario con posterioridad a una ejecución hipotecaria, en los términos del artículo 553 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En tal contexto, no procede la aplicación del fuero de atracción previsto en el artículo 21 inc. 2° de la ley 24. 522 (según ley 26. 086), por tratarse en el sub lite de un proceso de conocimiento excluido de dicho instituto. Cabe agregar que en el supuesto de configurarse un litisconsorcio pasivo necesario, en que, el concursado es demandado, como prima facie, en el marco de los hechos expuestos en la demanda ocurre en el caso, se encuentra excluido del fuero de atracción del proceso universal, conforme a lo normado por el artículo 21 inc. 3° de la ley 24. 522 (según ley 26. 086), ello sin perjuicio de que el acreedor requiera la verificación después de obtenida la sentencia


      Forigione, Hilma Enoe c/ Zamora, Daniel s/ ordinario


      COMP.416, L.XLVII,12 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Verificación de Créditos


      Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. S. N° 1069, L. XLIV, caratulada "Scalise, Claudio s/ Concurso Preventivo - Incidente de Revisión por Fisco Nacional"


      López Mautino, Pablo Jorge s/ Quiebra - Incidente de revisión por Administración Federal de Ingresos Públicos


      L.719, L.XLIV, 25de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Verificación de un crédito en concepto de multa por mora en el pago de aportes de la seguridad social. Impugnación pendiente de resolución en sede administrativa. Legitimación activa de la AFIP. Decretos 507/93, 618/97 y 863/98. Ley 24. 241 y 24. 476


      En primer lugar, la Cámara al resolver como lo hizo, desconoció que el Decreto 507/93 (ratificado por Ley 24. 447) otorgó a la DGI las atribuciones para la aplicación, recaudación, fiscalización y ejecución judicial de los recursos de la seguridad social correspondientes, entre otros a los regímenes nacionales de jubilaciones y pensiones de trabajadores en relación de dependencia o autónomos. Funciones estas que más tarde, mediante los decretos 618/97 y 863/98 fueron transferidas a la AFIP. La decisión de negarle legitimación activa no comporta una interpretación razonable del derecho vigente en la materia. En segundo término, el a quo tampoco atendió argumento del apelante relativo a que se presentó a verificar el crédito eventual para preservarlo y a las resultas de la firmeza del acto administrativo definitivo. Y que, a tenor de la Ley 24. 241, el ingreso de los aportes previsionales resultaba obligatorio. En este marco la decisión no constituye una derivación razonada del derecho vigente y de las constancias de la causa


      Scalise, Claudio s/ Concurso Preventivo - Incidente de Revisión por Fisco Nacional


      S.1069, L.XLIV, 25de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Proceso Sucesorio. Fuero de Atracción


      Demanda de filiación. Fuero de atracción del sucesorio del presunto progenitor


      Lo determinante en la especie es el objeto de la demanda que, pretende colocar a la actora en el lugar de hija del causante, de quien aquella vendrá eventualmente a consagrarse heredera, si triunfase la filiación entablada. Es claro, entonces, que este juicio es atraído por la sucesión del presunto progenitor, conclusión queno puede verse alterada por el dato -ciertamente circunstancial- del fallecimiento de alguno de sus continuadores, puesto que no se trata aquí del excepcional supuesto del único heredero aceptante que contempla el art. 3285 del Código Civil, en el que el juez del sucesorio se ve desplazado por el del domicilio del sucesor


      B. de M., C. M..s/ Impugnación de paternidad filiación extramatrimonial


      COMP.522, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Acción de disolución y liquidación de sociedades. Exclusión del fuero de atracción del sucesorio de uno de los socios


      De las presentes actuaciones se desprende que el actor en su condición de socio de una sociedad de hecho y otra de responsabilidad limitada promovió demanda con el objeto de que se ordene disolver y liquidar las citadas sociedades. Cabe señalar que en el caso no se trata de las acciones personales de los acreedores del difunto, ni de las relativas a bienes hereditarios que se suscitan entre coherederos a que se refiere el artículo 3284 del Código Civil. En tal contexto, y desde que en el caso es claro que la demanda se trata de una acción de naturaleza societaria de las previstas en la Ley N° 19. 550, corresponde que las cuestiones relacionadas con la liquidación y disolución de las sociedades en cuestión se encuentran excluidas del fuero de atracción del proceso sucesorio


      Masalias, José Eduardo c/ Masalias, Antonio y otros s/ disolución de sociedad y medida cautelar


      COMP.273, L.XLVII,11 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Cancelación de inscripción registral de un inmueble. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio


      Asiste razón al magistrado nacional, pues si bien el artículo 3. 284, inciso 4°, del Código Civil establece que los juicios universales de sucesión atraen al juzgado en que tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, en el caso dicho instituto no resulta aplicable. De las presentes actuaciones se desprende que el actor inició juicio con el objeto de obtener la rectificación y cancelación de la doble anotación de un inmueble en el registro respectivo, bien que aparece inscripto entre otros a nombre del causante. Invocó un error del organismo registral y destacó haber tomado posesión con anterioridad al otorgamiento de la escritura de compraventa respectiva. Así, en el caso no se trata de las acciones personales de los acreedores del difunto, ni de las relativas a bienes hereditarios que se suscitan entre coherederos a que se refiere al artículo 3284 del Código Civil. En tal contexto, y desde que en el caso es claro que la demanda no fue incoada por un acreedor contra el causante, considero que la presente acción se encuentra excluida del fuero de atracción mencionado


      Crivelli, Mario y otra c/ Costantino, Vicente Rafael y otra s/ cancelación de inscripción registral


      COMP.143, L.XLVII,6 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Proceso en el que el causante era actor. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio


      En el presente proceso el accionante promueve demanda contra La Caja de Ahorro de Vida SA por el cobro de suma dedinero; en consecuencia el causante fue actor y no demandado, por lo que no corresponde el fuero de atracción


      Carreño, José Ramón c/ Caja de Seguros de Vida SA s/ Ordinario


      COMP.491, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda contra herederos. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio


      El fuero de atracción es aplicable en los casos en que la sucesión es demandada y respecto de las acciones personales que se deduzcan contra el causante sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción. No es el caso de autos, en el que la actora no dirige su acción de daños y perjuicios contra el causante, sino contra sus herederos, entre otros


      Elvira, María Vanesa c/ Martin Pascual Santos y otro s/ Daños y perjuicios


      COMP.452, L.XLVII,29 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Ejecución fiscal contra el causante. Fuero de atracción del sucesorio


      De las presentes actuaciones se desprende que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires promovió demanda contra el causante con el objeto de obtener el cobro de impuestos correspondientes a los períodos fiscales 1996 a 1997. Ahora bien, conforme surge de la declaratoria de herederos el fallecimiento del demandado ocurrió el día 21 de mayo de 2004. En tal contexto y más allá de que la actora haya desistido de la acción contra el de cujus, dado que en el caso se encuentra comprometido el patrimonio del sucesorio, considero que resulta razonable atribuir competenciaal juez del proceso universal, toda vez que la deuda en cuestión -base del reclamo de autos- fue contraída por el causante


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Pérez, Luis Alberto s/ Ejecución fiscal


      COMP.548, L.XLVII,7 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Fuero de atracción del sucesorio: acciones personales que se deduzcan contra el causante


      Toda vez que conforme surge de la demanda la actora persigue el cumplimiento de obligaciones que tuvieron por deudores a los aquí codemandados como consecuencia de haberse constituido como fiadores lisos, llanos y principales pagadores del demandado en el marco de un contrato de alquiler suscripto oportunamente por las partes litigantes, es de aplicación el fuero de atracción de la sucesión. Por otro lado, no resulta razonable el decisorio de la magistrada local en cuanto resiste el fuero de atracción generado por el sucesorio de los codemandados con fundamento en que aún no se había ordenado su apertura, toda vez que la Corte en casos análogos ha admitido la operatividad de dicho instituto, con fundamento en su carácter de imperativo y de orden público, aún en dichos supuestos


      Nanni, Norma c/ Zacarias, Gustavo Luis s/ Ejecución de alquileres


      COMP.904, L.XLVI, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Juicio de ejecución de sentencia laboral contra el causante: procedencia del fuero de atracción del sucesorio


      Atendiendo a la etapa procesal en que se encuentra el juicio en el que se ha dictado sentencia que se halla firme, cabe privilegiar la solución que emana del art. 3284 del Código Civil por sobre lo dispuesto por el art. 25 de la Ley 18. 345 dado su naturaleza de orden público y la necesaria concentración ante el mismo magistrado de todas las acciones personales seguidas contra el causante


      Marquez, Liliana del Valle c/ Nélida Angélica Issa s/ Demanda laboral


      COMP.1076, L.XLVI, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Juicios ejecutivos por créditos devengados con posterioridad al fallecimiento del deudor. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio


      Los referidos juicios ejecutivos deben seguir con su trámite ante el juez federal previniente, pues los créditos -que dan origen a dichas actuaciones- fueron devengados con posterioridad al fallecimiento del causante, con lo cual, según doctrina de la Corte Suprema deben considerarse excluidas del fuero de atracción mencionado


      Bittar, Alberto Edgardo s/ Sucesión


      COMP.1079, L.XLVII, 23 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Procesos de Familia


      Reintegro de hijo a su país de origen. Viabilidad de los supuestos de excepción: carácter excepcional de las hipótesis que deniegan la restitución. Atribución de la guarda: situación ajena a los esquemas restitutorios. Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores de Montevideo. Conveniosobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores


      A pesar de los costos que habitualmente acarrea una nueva reubicación, el arraigo del niño en el país de refugio no constituye un motivo autónomo de oposición ni excusa el incumplimiento de la devolución inmediata cuando -como en el caso ocurre- el mecanismo restitutorio se activa dentro del año (v. arts. 14 de la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores de Montevideo -CIDIP IV- y 12 del Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores -CH 1980-). Recordemos que el centro de vida no puede adquirirse a través de un acto ilícito; de lo contrario el sistema devendría inaplicable, pues el procedimiento concluye normalmente con un nuevo desprendimiento, fruto de la sustracción, de los lazos que hubiese tendido en el país requerido. Es el presunto captor quien debe demostrar la concurrencia de los supuestos de excepción, entre ellos, la conformidad del otro progenitor respecto de la modificación del statu quo ante. Y debe hacerlo cabalmente, toda vez que las hipótesis de denegación poseen carácter excepcional -por ende, riguroso-; con lo cual, las defensas que se propongan en ese terreno deben evaluarse con estrictez. De otra parte, los esquemas restitutorios no pretenden resolver el problema de la atribución de la guarda. Por lo mismo, este trámite no admite la formulación de juicios sobre los méritos de la custodia, desde que la definición del asunto de fondo se defiere a las autoridades competentes del Estado requirente. En tales condiciones -además de partir, como bien lo observa el recurrente, de la naturaleza no manifiesta de la ilicitud de un traslado cuya regularidad nunca fue debatida por el padre-, la respuesta de la Cámara no se aviene a los lineamientos sentados en materia de restitución internacional. Si bien está probado que la salida del Perú contó con el permisodel actor, no ocurre lo mismo con la retención en territorio argentino, desde que aquella se hizo bajo la apariencia de un viaje para el tratamiento médico de la menor, por ende, transitorio. Así las cosas, atento a que no se ha demostrado que la madre fuese la titular de la custodia con el contenido jurídico específico del art. 3, inc. "a", CIDIP IV (v. art. 5° inc. "a" CH 1980), corresponde tener por configurada la ilicitud de la retención en los términos del art. 4 CIDIP IV (v. art. 3 CH 1980); constatación que hace operativo en autos el mecanismo restitutorio, toda vez que tampoco se ha logrado establecer con el rigor necesario la existencia de ninguna de las excepciones previstas


      F. R., F. C. c/ L. S., Y. U. s/ reintegro de hijo


      F.441, L.XLVI,11 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Adopción


      Adopción del hijo adoptivo de la cónyuge. Carácter simple. Solicitud posterior de adopción plena. Principio dispositivo: "thema decidendum". Denegación de la adopción plena: excesivo ritualismo


      Los jueces vislumbraron que, de mantenerse la modalidad adoptiva consagrada en la anterior instancia, se provocaría en el interior de la familia un escenario que califican como injustificadamente desigual y eventualmente inicuo. A pesar de esa reflexión -relevante, por cierto, a la luz de lo dispuesto por el art. 21 de la Convención de los Derechos del Niño-, y sin examinar el problema a la luz de los principios fundamentales esgrimidos, la respuesta jurisdiccional termina siendo adversa, con un único sustento de carácter netamente formal que, por añadidura, no se ajusta a los antecedentes de la causa. Así las cosas, no se puede sino coincidir con la recurrente, desde que estamos en presenciade un asunto de carácter voluntario, marco en el que -con posterioridad a la presentación inicial- el postulante y la madre del niño expresaron personal y "enfáticamente" su voluntad de conseguir el otorgamiento de la adopción plena. En ese contexto, ponderando que tanto el Ministerio Público Pupilar y Fiscal como los propios jueces coincidieron en la solución de fondo, la decisión a la que se arribó finalmente -fundada exclusivamente, en el sentido de la petición inicial, luego modificado- puede tenerse por ritualista y dogmática, en los términos de la doctrina de la arbitrariedad


      E., J. E. s/ Adopción -Causa Nº 12389-


      E.72, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Parte General


      Acción


      Desistimiento de la acción: pronunciamiento inoficioso


      Abelleyra, Juan Venancio y otros c/ Estado Nacional - Prefectura Naval Argentina s/ Amparo


      COMP.95, L.XLVII, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Actos Procesales. Estructura. Plazo


      Prescripción: instituto general de derecho. Prescripción de la acción procesal administrativa: la legislación local debe ser conforme al C. C. . Reglamentación local de la prescripción. Remisión al fallo 326:3899 ("Filcrosa"), Remisión al dictamen de las causas: P. 154, L. XLV; M. 376, L. XXXVII; y F. 358, L. XLV. Falta de argumentos de las resoluciones de tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte Suprema


      Sobre la cuestión de si la norma procesal administrativa local puede disponer una forma distintade cómputo de la prescripción que los previstos por el legislador nacional, de manera uniforme para toda la República, corresponde remitirse a lo resuelto por la Corte Suprema en Fallos: 326:3899 ("Filcrosa"), en cuyo precedente, la Corte estableció que la prescripción no es un instituto propio del derecho público local, sino un instituto general del derecho, y que las legislaciones locales que reglamentaban la prescripción en forma contraria a lo dispuesto en el Código Civil eran inválidas. Es también jurisprudencia del Tribunal que no obstante que sólo decide en los procesos concretos que les son sometidos, y que sus fallos no resultan obligatorios para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a sus sentencias. De allí deviene la conclusión de que carecen de fundamento las resoluciones de los tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el Tribunal, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia, especialmente en supuestos como el presente, donde dicha posición fue expresamente invocada por el apelante


      López, Aldo Nicolás c/ Municipalidad de San Martín de Los Andes s/ Acción procesal administrativa


      L.308, L.XLVI,21 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Prescripción: instituto general de derecho. Prescripción de la acción procesal administrativa: la legislación local debe ser conforme al Código Civil. Reglamentación local de la prescripción. Remisión al fallo 326:3899 ("Filcrosa"). Falta deargumentos de las resoluciones de tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte Suprema


      Con relación a la posibilidad de que una norma procesal administrativa local disponga una forma distinta de cómputo de la prescripción que los previstos por el legislador nacional en el Código Civil, de manera uniforme para toda la República, cabe destacar que en la causa "Filcrosa" (326:3899), la Corte señaló que en varias oportunidades había declarado que las legislaciones provinciales que reglamentaban la prescripción en forma contraria a lo dispuesto en el Código Civil eran inválidas, pues las provincias carecen de facultades para establecer normas que importen apartarse de la aludida legislación de fondo, incluso cuando se trata de regulaciones concernientes a materias de derecho público local. Ello es así, dijo, porque ". . . la prescripción no es un instituto propio del derecho público local, sino un instituto general del derecho, lo que ha justificado que, en ejercicio de la habilitación conferida al legislador nacional por el citado art. 75, inc. 12 [de la Constitución Nacional], éste no sólo fijará los plazos correspondientes a las diversas hipótesis en particular, sino que, dentro de ese marco, estableciera también un régimen destinado a comprender la generalidad de las acciones susceptibles de extinguirse por esa vía". Es conocida la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que no obstante que sólo decide en los procesos concretos que les son sometidos, y que sus fallos no resultan obligatorios para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a sus sentencias. De allí deviene la conclusión de que carecen de fundamento las resoluciones de los tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el Tribunal, en su carácter de intérprete supremo de la ConstituciónNacional y de las leyes dictadas en su consecuencia, especialmente en supuestos como el presente, donde dicha posición fue expresamente invocada por el apelante


      Insemar S.A. s/ Quiebra c/ Instituto Provincial de la Vivienda y Urbanismo del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


      I.80, L.XLVI, 29 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Nulidad de los Actos Procesales


      Desestimación del planteo de nulidad de la notificación de la demanda. Nulidades procesales: criterio de interpretación restrictivo. Caso "Kehoe"


      Las decisiones que admiten o deniegan nulidades, en términos generales no constituyen sentencia definitiva a los fines del recurso extraordinario, y en materia de nulidades procesales prima un criterio de interpretación restrictiva, salvo que se demuestre la arbitrariedad que violente garantías constitucionales. En tal sentido, es del caso señalar que, respecto a la cita reiterada de la recurrente con invocación de caso "Kehoe" (Fallos 320:448), en cuanto se agravia con fundamento en la garantía de defensa en juicio, corresponde proceder con suma cautela en la revisión de lo actuado porque también debe observarse dicha garantía respecto a la contraparte, en la medida que se pretende dejar sin efecto todo lo actuado desde la notificación de la demanda, sobre la base de supuestas ineficiencias en la práctica que ordena el código ritual y que, en definitiva, privaría a la parte de un pronunciamiento sobre el fondo de la pretensión, postergando indebidamente el pleito. Máxime que no se advierte demostrada en el caso la vulneración denunciada, desde que existen afirmaciones en la sentencia del juez de primera instancia que se mantienen incólumes ydescartan, inclusive, que se dieran las mismas circunstancias que en el citado precedente "Kehoe". Cabe destacar que los aspectos puestos de resalto en los párrafos anteriores, se refieren a las razones del por qué no sería aplicable el precedente "Kehoe" que invoca el recurrente. Sin embargo, ellos no fueron los aspectos del rechazo del planteo de nulidad, sino que la decisión de primera instancia fue confirmada por la Cámara, con fundamento en que el interesado dejó pasar tres (3) días desde el momento en que tuvo conocimiento del acto viciado sin haber planteado cuestión alguna (art. 59 de la L. O. ). Desde esa perspectiva, tuvo en cuenta los términos en que fue entablada la nulidad, y destacó que el impugnante había manifestado que tomó conocimiento cuando el escribano comunicó el embargo trabado, razón por la cual entendió que la presentación resultaba extemporánea e implicaba el consentimiento de los supuestos vicios denunciados. A ello sumó que el domicilio donde se efectuó la diligencia fue el del lugar de trabajo y en donde se realizó el intercambio telegráfico habido entre las partes, por lo quetuvo por válido ese lugar desestimando el planteo de nulidad. En tal sentido, la impugnante no cuestionó la decisión de primera instancia que tuvo por válida la notificación de la demanda en el lugar de trabajo, sino que se limitó a afirmar que ese domicilio no era el suyo sino el de la persona jurídica codemandada y sin advertir que dejaba firme aquél punto, del párrafo anterior, que bastaba para sustentar la decisión y tornar inconducente sus planteos en relación con las diligencias vinculadas a la prueba del domicilio real. Por otra parte, los agravios deducidos en tal oportunidad se centraron en la cuestión referida al momento en que tomó conocimiento de la existencia del trámite judicial por el cual se estaba trabando embargo y afirmó que no supo del vicio que impugnaba hasta quedijo haber comparecido al juzgado el primer día de nota. Sin embargo, no demostró la referida concurrencia a los estrados judiciales, circunstancia necesaria para el cómputo del plazo perentorio e improrrogable del art. 59 de la L. O. que no puede quedar supeditada a la subjetiva alegación del impugnante, máxime si se atiende al carácter relativo de la nulidad y su convalidación en materia de notificaciones en el procedimiento laboral (art. 50, 2° párrafo, de la L. O. ). Al respecto, el único dato cierto y alegado por la propia recurrente fue el de la toma de conocimiento del expediente, que invocó al momento de deducir la nulidad y este dato fue el considerado por el juez de grado para concluir en que se dedujo el planteo de manera extemporánea. Sin perjuicio que el planteo referido al momento de la toma de conocimiento del vicio no cuenta con respaldo cierto de cuándo habría acontecido, resulta cierto que tal extremo no fue propuesto al deducir el incidente de nulidad, como bien lo señala el a quo con fundamento en el art. 277 del CPCCN. Al respecto, la recurrente puntualiza que con ese fundamento la Cámara incurre en un excesivo rigorismo formal, sin advertir que antes que un exceso formal ello obedece a la conducta discrecional de la recurrente que en principio sostuvo una fecha y luego, ante la decisión adversa, introdujo elementos que no fueron propuestos ante quien debía resolver el planteo, y con ello selló el debate en esa instancia sin que la norma procesal habilite la posibilidad de llevar ante la alzada cuestiones no propuestas ante el juez de grado (art. 277 CPCCN)


      Coronel, Walter Javier c/ Varignon S.A. y otros s/ despido


      C.382, L.XLVI, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. A. N° 858, L. XLV "Acher, María Laura y otros c/ Adherir SA y otros s/ Medida Cautelar"


      Pino Escare, Maria Gertrudis y otros c/ Sanatorios y Clínicas Asociados SA y otros s/ Despido


      P.40, L.XLVI,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Acumulación de Procesos


      Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial: legislación aplicable. Admisión del forum conexitatis. Damnificados que persiguen indemnización por daños y perjuicios devengados de un mismo siniestro. Procedencia de la acumulación de procesos aunque no concurra la triple identidad de sujeto, objeto y causa


      Resulta razonable declarar operativo el instituto de acumulación por conexidad de los procesos en cuestión y que sea el magistrado provincial el que siga conociendo en estas actuaciones. En efecto, de los elementos aportados en la presente causa como de los propios fundamentos esgrimidos por los magistrados en conflicto, en los dos procesos, los damnificados persiguen indemnización por daños y perjuicios devengados de un mismo siniestro y, si bien en las causas no se configura la identidad de partes -requerida por el art. 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, toda vez que el hecho dañoso que da origen de ambos reclamos es único, concurren ciertos elementos objetivos comunes, que tornan aconsejable que sea un solo juez el que intervenga a los fines de evitar sentencias contradictorias. En tal sentido, cabe recordar reiterada doctrina del Tribunal en la que sostuvo que es procedente la acumulación de procesos, no obstante que no concurra la triple identidad de sujeto, objeto ycausa, si se evidencia la posibilidad que, encuestiones similares, se dicten fallos contrapuestos. En este orden de ideas y toda vez que ante la justicia local se notificó en primer término la demanda, compete a esta última jurisdicción seguir conociendo en ambos procesos. No resulta razonable lo decidido por el magistrado local en cuanto al curso que decidió darle a la causa en cumplimiento del artículo 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pues no se trata de una resolución judicial que ha dilucidado una excepción previa interpuesta por las partes -supuesto reglado en dicha norma-, sino de un conflicto propuesto por un juez en los términos del decreto-ley 1285/58. Tampoco se ve impedimento alguno a la solución propuesta ni una evidente afectación a la autonomía provincial contenida en la ley suprema, por el hecho que el proceso radicado en la jurisdicción nacional siga con su tramitación ante la jurisdicción local, toda vez que, de las particularidades configuradas en ambos juicios surge que ellos no sólo se encuentran en una etapa procesal inicial sino, en lo fundamental, los códigos de ritos que rigen en ambas jurisdicciones territoriales son sustancialmente análogos


      Laino, Emilia Blanca c/ Barone, Carlos Marcelo s/ Daños y perjuicios


      COMP.803, L.XLVI, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Distintos procesos: supuesta conexidad. Demanda contra una sociedad anónima de la que son socios ambos cónyuges en proceso de divorcio en otra jurisdicción. Falta de identificación en los sujetos y objetos procesales


      En autos no concurren los extremos que configurarían una conexidad sustancial con entidad suficiente para justificar que el juez comercial -a quien la normativa aplicable defiere el conocimiento del asunto-, se desprenda de su conocimiento enfavor del juez del divorcio desde que la actora persigue aquí, en su carácter de directora, accionista y co-administradora de la sociedad demandada, la nulidad de una asamblea, como asimismo, la suspensión cautelar de las decisiones asamblearias. Por el contrario, en el expediente radicado en sede provincial, se ventilan las medidas precautorias atinentes al régimen patrimonial matrimonial. En tales condiciones -más allá de que los cónyuges sean socios del ente demandado, que los tribunales de familia hayan designado a la esposa como coadministradora, o del probable carácter ganancial del paquete-, considero que lo decisivo es que en autos se impugnan actos sociales, y esa demanda se dirige contra la sociedad anónima, que, en este estado, es un tercero con personalidad societaria; mientras que en el otro caso, el reclamo se endereza contra el cónyuge, en el contexto de los efectos del vinculo matrimonial. De tal suerte, los sujetos y los objetos procesales no se identifican, sin perjuicio de las eventuales consecuencias -por cierto remotas- que pudieren derivar del triunfo en la ineficacia comercial, en función de un posible acrecimiento del valor de la participación accionaria, si ésta integrase la sociedad conyugal


      Szychowski, Maria Alejandra c/ Farming S.A. s/ Medidas precautorias


      COMP.884, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Acumulación de procesos. Improcedencia: procesos que se encuentran en diferentes etapas procesales


      La Corte ha dicho que no procede la acumulación de procesos cuando éstos se encuentran en diferentes etapas procesales, que impidan su sustanciación conjunta en especial cuando en uno de ellos se ha dictado sentencia. Criterio extensivo a supuestos comoel de autos en que se pretende el desplazamiento de uno de ellos por conexidad. En la causa sub exámine no se verifican los extremos ni las circunstancias excepcionales admitidas por la Corte que justifiquen a dejar de lado la referida regla


      Rebottaro, Claudio Daniel c/ Transporte Nueva Chicago s/ daños y perjuicios


      COMP.1024, L.XLVI,9 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Acumulación de procesos: indemnización por daños y perjuicios devengados de un mismo accidente de tránsito. Acuerdo transaccional aún no homologado en uno de los procesos: no produce efectos de cosa juzgada


      En ambos procesos los damnificados persiguen indemnización por daños y perjuicios devengados de un mismo accidente de tránsito y si bien en las causas no se configura la identidad de partes -requerida por el art. 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, toda vez que la causa origen de ambos reclamos es única, concurren ciertos elementos objetivos comunes, que tornan aconsejable que sea un sólo juez el que intervenga en ambos procesos a los fines de evitar sentencias contradictorias. No obsta la solución que propicio, la particularidad de que en el trámite ante jurisdicción local las partes hayan celebrado un acuerdo transaccional toda vez que al no haber sido homologado no produce efectos de cosa juzgada. Por otro lado, dado que en la justicia local se notificó en primer término la demanda, compete a esta última jurisdicción seguir conociendo en ambas causas


      Giampetruzzi, Gerardo Rubén c/ Villa, Leopoldo Pedro y otros s/ Daños y perjuicios


      COMP.976, L.XLVII, 13 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Acumulación de procesos: improcedencia en caso de existir sentencia en uno de los procesos. Evitar sentencias contradictorias: solicitar fotocopias de las piezas que se consideren necesarias


      V. E. ha dicho que no procede la acumulación de procesos cuando éstos se encuentran en diferentes etapas procesales, que impidan su sustanciación conjunta, en especial cuando en uno de ellos se ha dictado sentencia. Esta última situación es la que se presenta en el sub examine, pues en la causa que tramita ante la justicia nacional del Trabajo ya ha recaído sentencia de primera instancia, según lo señalado por su titular


      López del Monte, Adriana Marta y otros c/ Estado Nacional - Dirección Nacional de Migraciones s/ Diferencias de salarios


      COMP.860, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial. Admisión del forum conexitatis. Damnificados que persiguen indemnización por daños y perjuicios devengados de un mismo hecho. Procedencia de la acumulación de procesos aunque se encuentren en distinto estado procesal


      Resulta razonable la decisión del tribunal nacional en cuanto declara operativo el instituto de conexidad entre las actuaciones aquí en cuestión. En razón de que tanto el hecho que origina el reclamo como el objeto de las pretensiones -reparación de los daños y perjuicios derivados de la muerte de la misma persona- resultan idénticos, concurren elementos objetivos comunes que habilitan para que un sólo magistrado sea quien intervenga en las referidas actuaciones. No modifica el criterio expuesto lacircunstancia que el proceso en trámite en jurisdicción provincial se encuentre en un estado procesal más avanzado a raíz de haber sido apelada la sentencia de primera instancia, pues dicho factor impeditivo cede frente a la posibilidad del dictado de pronunciamientos contradictorios


      Florito, Andrea Guadalupe y otro c/ Maria, Héctor Oscar y otros s/ Daños y perjuicios (acc. tran. c/les. o muerte)


      COMP.694, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Improcedencia de la acumulación de procesos. Inexistencia de identidad de sujetos y pretensiones diferentes


      En el caso, no concurren los extremos que configurarían una conexidad sustancial con entidad suficiente para justificar la acumulación de las presentes actuaciones con aquellas en trámite ante la justicia federal, toda vez que, más allá de la inexistencia de identidad de sujetos en ambos procesos, en el sub lite el locador (actor) reclama al locatario los daños y perjuicios sufridos en el marco estricto de lo pactado en el contrato de locación suscripto por las partes, mientras que en la otra causa, se pretende la indemnización de daños y perjuicios derivados del incendio ocurrido en el bien locado, en razón del mal suministro de energía eléctrica, falta de mantenimiento de la red de acceso al suministro y demás hechos relacionados. En tales condiciones, si bien ambas acciones tienen su origen en el mismo siniestro (incendio del bien locado), ponderando especialmente el alcance de las pretensiones de la presente demandada que tienen sustento en la responsabilidad contractual del locatario y, particularmente, en la obligación asumida por esa parte de contratar un seguro contra incendio que debía ser endosado al locador, la decisión que en definitiva se adopte en alguno de losprocesos, no será hábil para hacer cosa juzgada respecto de las planteadas en el otro


      Baez, Ofelia Isabel y otro c/ Darriba, Walter Daniel y otro s/ Daños y perjuicios


      COMP.505, L.XLVII, 23 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Litispendencia. Acumulación de procesos


      La acumulación de procesos procede cuando se configura la triple identidad de sujeto, objeto y causa, dicha doctrina resulta de aplicación al sub lite. Desde que en el proceso iniciado ante la Justicia Nacional se notificó en primer término la demanda, compete a esta última jurisdicción seguir conociendo en ambos juicios


      Consorcio de Propietarios Céspedes 801 c/ Fasson, Jorge Alfredo s/ Ejecución de expensas


      COMP.858, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia


      A fin de mejor dictaminar y con carácter urgente se solicita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación que requiera la remisión de las actuaciones "García Daniel Germán c/I. O. M. A. s/ amparo", causa N° 6040, en trámite por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 2 del Departamento Judicial de La Plata, Provincia de Buenos Aires


      García, Daniel Germán c/ Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ amparo


      COMP.284, L.XLVII,24 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      A fin de mejor dictaminar, se solicita al Tribunal tenga a bien, de estimarlo pertinente, solicitar la remisión del proceso sucesorio de David Goldberg, en trámite ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil N° 28; o en su defecto, a fin de no demorar su trámite, fotocopias certificadas de tales actuaciones, por no resultar suficientes, para resolver la presente contienda de competencia, las constancias obrantes en este proceso


      AFIP c/ Goldberg, David s/ ejecución fiscal


      COMP.220, L.XLVII, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      A fin de mejor dictaminar, se solicita al Tribunal, de estimarlo pertinente, requerir la remisión de los autos "Sucesores y/o herederos de Bianchi Alberto Eugenio c/ Bordón Raúl Benjamín y otros s/ daños y perjuicios", Expediente N° S - 9022/2006, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Comercial, Laboral y de Minería N° 1 de Pico Truncado, Provincia de Santa Cruz; o en su defecto, a fin de no demorar su trámite, fotocopias certificadas de tales actuaciones, por no resultar suficientes, para resolver la presente contienda de competencia, las constancias obrantes en este proceso


      CNA ART S.A. c/ Contreras Hermanos SACIFAG y M s/ daños y perjuicios


      COMP.335, L.XLVII,9 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      A los efectos de mejor dictaminar la presente competencia, se solicita a la CSJN tenga a bien requerir la remisión de los autos "FINGER, Pablo Enrique s/ sucesión ab intestato", Expte. N° 4525/06, en trámite por ante el Juzgado de Primera Instancia Civil y Comercial N° 1, del Departamento Judicial. de San Isidro, Provincia de Buenos Aires


      Arcuri, Adelina s/ sucesión ab-intestato


      COMP.336, L.XLVII, 7 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      A los fines de mejor dictaminar la presente contienda de competencia, se solicita de la Corte Suprema de Justicia de la Nación tenga a bien requerir la remisión de los autos caratulados "Amado Omar c/ Asociación Hospital de Niños y otros -ordinario- Certificación de Servicios y Remuneraciones (art. 80 LCT)", expediente n° 64994/37 en trámite ante el Juzgado de Conciliación de Primera Instancia y Octava Nominación del Fuero Laboral de los Tribunales de la Provincia de Córdoba


      Amado, Omar c/ Asociación Hospital de Niños Córdoba y otro s/ acción meramente declarativa


      COMP.262, L.XLII,6 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      A los fines de mejor dictaminar, se solicita la Corte Suprema de Justicia de la Nación que, de considerarlo pertinente, se verifique si existen actuaciones radicadas ante un Juzgado de Ejecución y, en caso afirmativo, se requiera el envío de copia íntegra, tal como fuera solicitado en el dictamen anterior


      C., J. C. s/ artículo 482 Código Civil


      COMP.632, L.XLVI, 10 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre tribunales nacionales de primera instancia


      La Corte no está llamada a intervenir en la controversia, desde que -al haberse suscitado entre jueces nacionales de primera instancia-, la cuestión debe ser resuelta por la alzada de la que dependa el magistrado que previno (art. 24 inc. 7° del decreto ley, 1285/58, t. o. ley 21. 708). En consecuencia, con arreglo a la referida normativa y la doctrina sentada en Fallos: 328: 1594, entre muchos otros, corresponde que la encargada de dirimir lacontienda sea la Cámara Federal de la Seguridad Social; a la que deberá remitirse el expediente, a tales efectos


      Cortes, Rosa c/ La Buenos Aires Seguros de Retiro SA y otro s/ Sumarisimo


      COMP.1047, L.XLVI, 7de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Comp. 990, 1. XL VI "Coronel, José Hernesto c/ Gendarmería Nacional Argentina s/ Amparo"


      Chamorro, Crispin y otros c/ Gendarmería Nacional Argentina s/ Amparo


      COMP.181, L.XLVII, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Comp. 990, L. XLVI "Coronel, José Hemesto c/ Gendarmería Nacional Argentina s/ Amparo"


      Salvatierra, Eduardo Oscar y otros c/ Gendarmería Nacional s/ Amparo


      COMP.178, L.XLVII, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia entre salas de una misma cámara


      El Máximo Tribunal tiene dicho que no le corresponde intervenir para dirimir un conflicto en el cual los jueces de una sala de la cámara se hayan excusado y la que sigue en turno considerase tal excusación improcedente. Asimismo, que dicho caso no configura ninguno de los supuestos a que se refiere el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58 y que el artículo 17 de la ley 4128, aplicable a la hipótesis planteada, el artículo 6° de la ley 7055, el artículo 28, inciso a) de la ley 13. 998 y el 27, incisoa) del decreto-ley mencionado, contemplan casos en que podrían suscitarse cuestiones entre salas de una misma cámara encomendando su solución al tribunal en pleno (v. Fallos 245: 177). Por ello, corresponde a la respectiva cámara por la vía de Superintendencia que corresponda resolver cuál es la sala que deberá intervenir para decidir la contienda planteada


      Parodi Combustibles SA c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales SA s/ Acción Autónoma de nulidad


      COMP.938, L.XLVI, 4 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      En consideración del tiempo transcurrido desde que se suscitó el conflicto de competencia (año 2009), y atendiendo a la celeridad que la situación requiere, la Procuración ha realizado la gestión telefónica de la que da cuenta el informe que antecede en el expediente. Atento, entonces, a que se ignoran las condiciones actuales del Sr. B. -elemento que se estima necesario a los fines de mejorar dictaminar-, corresponde determinar que previo a todo, si la Corte Suprema de Justicia de la Nación lo estimare pertinente, debería confirmarse por vía informativa los datos de la certificación, como asimismo, localizarse al causante y llevarse a cabo, con suma urgencia, un exhaustivo informe ambiental en su vivienda


      B., G. A. s/ internación


      COMP.84, L.XLVII,9 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Exclusión del fuero de atracción. Competencia del juez laboral


      No concurren las situaciones excepcionales descriptas por el art. 9° de la ley 26. 086 para mantener este proceso ante el magistrado que entiende en el juicio universal, motivo por el que corresponde al juez originario continuar entendiendo. No resultaocioso poner de resalto, que conforme a lo normado por el artículo 21 inc. 2° de la Ley 24. 522 (según ley 26. 086) el caso en examen se encuentra excluido del fuero de atracción concursal, por tratarse de un juicio laboral


      Pérez, Juan Alejandro c/ Frigorífico Morrone SA s/ Diferencias salariales


      COMP.936, L.XLVI, 1de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      La contienda de competencia suscitada entre el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial N° 15 y el Juzgado Federal N° 1 de Bahía Blanca, Provincia de Buenos Aires fue dirimida por la Cámara Federal de Apelaciones de la citada localidad. Al respecto, es doctrina de la CSJN que no existe cuestión de competencia pendiente de solución si la planteada fue resuelta por el tribunal instituido para hacerlo y que no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, acuerda a la Corte Suprema de Justicia de la Nación la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia, criterio aplicable al caso


      Benso, Carlos María c/ Coalsud S.A. y Del Beagle S.A. s/ cobro de salarios


      COMP.278, L.XLVII,9 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      No corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación intervenir en el sub lite en atención a que conforme lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7 del decreto ley 1285/58, según texto ley 21. 708, la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada del juez que previno. En el caso, el pronunciamiento de la Sala III de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal pone fin al conflicto planteado entre dichos magistrados


      Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ incumplimiento de prestación de obra social


      COMP.213, L.XLVII, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo decidido en la causa S. C. Comp. N° 76; L. XLVI "Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad del acto jurídico"


      Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ Nulidad de acto jurídico


      COMP.1010, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado con S. C. Comp. 101, L. XLVII "Herling Carlos Omar y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ medida cautelar"


      Abelleyra, Juan Venancio y otros c/ Estado Nacional - Prefectura Naval Argentina s/ amparo


      COMP.105, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado con S. C. Comp. 101, L. XLVII "Herling Carlos Omar y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ medida cautelar"


      Avendaño, Cecilia Josefa y otros c/ Estado Nacional - Prefectura Naval Argentina s/ amparo


      COMP.104, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado con S. C. Comp. 101, L. XLVII "Herling Carlos Omar y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ medida cautelar"


      Rodríguez Nelfor, María y otros c/ Estado Nacional - Prefectura Naval Argentina s/ amparo


      COMP.103, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en "Dobrila, Vladimiro y otros c/ Arriaga, Víctor y otros s/ cumplimiento de contrato- daños y perjuicios", S. C. Comp. 1279, L. XLIII"


      Dobrila, Vladimiro y otros c/ El Pirizal S.A. y otro s/ ordinario


      COMP.996, L.XLVI,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en Comp. 217, L. XLVI, "Amarilla Gas S. A. s/recurso"


      Ruvira Gas s/ recurso


      COMP.10, L.XLVII,11 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa D. 461, L. XLV, Originario, "De Carolis, José Armando c/ Buenos Aires, Provincia de si amparo"


      Mares, Juan Ferdinando c/ Agencia de recaudación de la provincia de Buenos Aires (ARBA) s/ Acción de amparo


      COMP.70, L.XLVII, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. 101; L. XLVII "Herling Carlos Omar y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ medida cautelar"


      Albornoz, Celso Ceferino y otros c/ Estado Nacional - Prefectura Naval Argentina s/ amparo


      COMP.93, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. 101; L. XLVII "Herling Carlos Omar y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ medida cautelar"


      Benítez, Juan Roberto y otros c/ Estado Nacional - Prefectura Naval Argentina s/ amparo


      COMP.98, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. 101; L. XLVII "Herling Carlos Omar y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ medida cautelar"


      Bereciartu, Celso Miguel y otros c/ Estado Nacional - Ejército Argentino s/ amparo


      COMP.89, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. 101; L. XLVII "Herling Carlos Omar y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ medida cautelar"


      Buta Polo Elbesio y otros c/ Estado Nacional - Gendarmería Nacional s/ amparo


      COMP.94, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. 101; L. XLVII "Herling Carlos Omar y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ medida cautelar"


      Capella, Juan José y otros c/ Estado Nacional - Ejército Argentino s/ amparo


      COMP.90, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. 101; L. XLVII "Herling Carlos Omar y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ medida cautelar"


      Monzón, Víctor Omar y otros c/ Estado Nacioanl - Gendarmería Nacional s/ amparo


      COMP.97, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. 533, L. XLVI "García, Johana María Luján c/ Sociedad Española de Beneficencia Hospital Español s/ amparo"


      Correa, Omar c/ OSME y otro s/ amparo


      COMP.210, L.XLVII, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. 76; L. XLVI "Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad del acto jurídico"


      Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico


      COMP.116, L.XLVII,10 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. 76; L. XLVI "Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad del acto jurídico"


      Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico


      COMP.121, L.XLVII,11 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. 76; L. XLVI "Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad del acto jurídico"


      Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad del acto jurídico


      COMP.305, L.XLVII,9 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación"


      Rosas Félix Fabián s/ recurso de apelación art. 46 ley 24.557


      COMP.72, L.XLVII,9 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. N° 375, L. XLVI, in re "Lamuedra, Ernesto Ricardo c/B. , D. A. y otro s/nulidad de matrimonio"


      Lamuedra, Ernesto Ricardo c/ Castillo, Norma Edith y otro s/ nulidad de matrimonio


      COMP.362, L.XLVI, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado y resuelto en las causas S. C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S. C. Comp. N° 642, L. XLVI "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo"


      Aquino, Doroteo Aníbal c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente de trabajo


      COMP.1063, L.XLVI,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado y resuelto en las causas S. C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S. C. Comp. N° 642, L. XLVI "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo"


      Britez, Santos c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente de trabajo


      COMP.1059, L.XLVI,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado y resuelto en las causas S. C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S. C. Comp. N° 642, L. XLVI "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo"


      Duarte, Manuel Rolando c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente de trabajo


      COMP.1060, L.XLVI,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado y resuelto en las causas S. C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S. C. Comp. N° 642, L. XLVI "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo"


      Lafuente, Raúl Alberto c/ CNA Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente de trabajo


      COMP.1061, L.XLVI,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado y resuelto en las causas S. C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S. C. Comp. N° 642, L. XLVI "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo"


      Martínez, Juan Carlos c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente de trabajo


      COMP.1057, L.XLVI,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado y resuelto en las causas S. C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S. C. Comp. N° 642, L. XLVI "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo"


      Zamora, Martiniano c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente de trabajo


      COMP.1058, L.XLVI,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al fallo "Lorenzo, Angélica Irene", S. C. Comp. N° 38, L. XLV


      Medrano Patrón, Alberto José c/ Swiss Medical S.A. s/ sumarísimo


      COMP.363, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Toda vez que la Comp. 430, L. XLVI "G. C. B. A. s/ otros procesos incidentales" fue remitido a ese Tribunal el 28 de diciembre de 2010, que este expediente constituye el principal de aquel incidente y que, por lo tanto, tienen relación directa, se remiten estos autos para su circulación conjunta


      Banco de Galicia y Buenos Aires c/ Ministerio de hacienda (CABA) - AGILP Resol 3808/2008 s/ Proceso de conocimiento


      COMP.1045, L.XLVI, 16 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión de los autos caratulados "B. , E. c/ B. , M. y Sres. J. B. y N. N. s/ filiación, cuota alimentaria, daños y perjuicios" en trámite ante el Juzgado Civil, Comercial, de Concursos, Familia, Instrucción Menores y Faltas de Arroyito, Provincia de Córdoba


      B., E. c/ B., M. y otros s/ Inhibitoria


      COMP.126, L.XLVII,28 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      A fin de mejor dictaminar, se solicita al Tribunal que requiera la remisión de los autos "Correa Llano Silvia Elena s/ sucesión testamentaria", Expediente N° 22. 327 y "Mariani, Alejandro y otros s/medida cautelar", Expediente N° 22. 227, ambos, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Comercial, Laboral y de Minería de Río Gallegos, Provincia de Santa Cruz; o en su defecto, a fin de no demorar su trámite, fotocopias certificadas de tales actuaciones, por no resultar suficientes, para resolver la presente contienda de competencia, las constancias obrantes en el proceso


      Correa Llano, Silvia Elena s/ sucesión


      COMP.404, L.XLVII, 28 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      A los fines de mejor dictaminar la presente contienda de competencia, se solicita que la CSJN, de estimarlo pertinente, tenga a bien requerir la remisión de los autos: "Alvarez Oscar c/ Provincia de Salta", Expediente n° 3-501/06 tramitado ante el Juzgado Federal n° 2 de Salta


      Álvarez, Oscar c/ Provincia de Salta s/ recurso de apelación


      COMP.515, L.XLVII,12 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN


      Corresponde advertir que la Corte Suprema debe resolver conflictos de competencia, sólo cuando no media un superior común entre los tribunales en conflicto, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. r, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21. 708, el cual prevé que los habidos entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltos por la alzada "de que dependa el juez que primero hubiese conocido", sin que obste a ello, la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia


      Asociación Obrera Textil de la República Argentina (Aotra) c/ Latin Company S.A. s/ Ejecución fiscal


      COMP.166, L.XLVII, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: improcedencia de la intervención de la CSJN


      Habiendo quedado zanjado el conflicto de competencia en razón del territorio, con la decisión de la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, no corresponde a la Corte Suprema intervenir en el sub lite en atención a que conforme lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7 del decreto ley 1285/58, según texto ley 21. 108, la contienda de competencia por razón de la materia quedó trabada entre jueces nacionales de primera instancia, y por lo tanto debe ser resuelta por la alzada del juez que previno


      Obra Social de Serenos de Buques s/ solicitud de inhibitoria


      COMP.1021, L.XLVI, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Acción de amparo dentro del proceso eleccionario del Sindicato de Trabajadores de Correo y Telecomunicaciones de Río Negro y Neuquén (SITRACYT). Competencia de la justicia local: materia de derecho común


      Cabe advertir, que la controversia se limita a lo actuado en el proceso eleccionario, por parte de un órgano del sindicato, sin que en el planteo de la amparista haya intervenido la autoridad pública nacional. En consecuencia, es competente la justicia provincial para conocer en la demanda de amparo promovida contra la junta electoral local de una asociación sindical. En mérito a ello, cabe señalar que la atribución de competencia a la justicia local por la ley 23. 551 es consecuencia de la regulación que ha estimado conveniente establecer el Congreso de la Nación, en relación a la materia regida por una norma de derecho común (Ley de Asociaciones Sindicales), con la reserva de jurisdicción que corresponde a cada provincia según lo dispuesto en el art. 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, salvo aquellos casos especiales de competencia de excepción que la propia norma establece y que reitero, no incluye el supuesto de autos


      Miñana, Esteban Argentino c/ Junta Electoral del S.I.T.R.A.C.Y.T. s/ Acción de amparo


      COMP.44, L.XLVII, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Demanda de nulidad de la operatoria denominada titulización contra el Banco Hipotecario Nacional y empresas constructoras. Dominio transmitido mediantecontrato de fideicomiso. Competencia local en razón de la materia. Personas demandadas: entes privados


      Los actores persiguen que se declare la nulidad del total de actos y contratos relativos a la operatoria del Banco Hipotecario Nacional y las empresas demandadas para la construcción y financiación de las viviendas que adquirieron, cuyo dominio fiduciario fue transmitido mediante contrato de fideicomiso a esa entidad conforme a las normas sobre titulización de hipotecas en garantía de la financiación que otorgó, la cual posteriormente fue cedida -según refieren- al Banco Hipotecario SA. En dicho contexto, debe declararse la competencia en razón de la materia del fuero ordinario provincial para entender en las actuaciones porque el objeto principal del juicio se vincula, con influencia decisiva, con cuestiones de derecho privado y la interpretación del sentido y/o alcance de las normas de derecho común que regulan el instituto de la nulidad y el fideicomiso; materia que es de naturaleza civil o comercial según el caso y que no involucra la hermenéutica de la preceptiva federal que regula la actividad bancaria. Igual declaración corresponde efectuar en razón de las personas desde que, tanto las empresas demandadas como el Banco Hipotecario SA –única entidad financiera citada a juicio- revisten calidad de entes privados en virtud de lo establecido por la ley 19. 550 y el artículo 16 de la ley 24. 855


      Barroso, Regina y otros c/ Granza S.A. s/ Ordinario - Medida cautelar


      COMP.1026, L.XLVI, 22 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Fuero del lugar en que la obligación deba cumplirse


      De los elementos de juicio que obran en la causa surge que la demandada suscribió a favor de la actora una autorización de venta en la cual se pactó su derecho a percibir los honorarios por su intervención, en oportunidad de firmarse el boleto de compraventa o escritura traslativa de dominio del inmueble, acto que se efectuaría en la Ciudad de Buenos Aires, jurisdicción donde se encuentra situado el bien y que coincide con el lugar donde la actora desarrolló su tarea. En tal contexto, la actora ejerció correctamente su elección –el lugar del contrato- que se llevaría a cabo en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, donde la interesada desempeñó su tarea


      Zavalia, María Susana c/ Midon, Ana María s/ ordinario


      COMP.71, L.XLVII, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Internación de un menor. Proximidad del tribunal interventor. Continuidad en el tratamiento de la problemática. Intervención del Consejo de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Tutoría pública. Protección de los derechos fundamentales del menor. Ley 26. 061


      Las especiales características del asunto y del cometido que incumbe a los jueces en el contexto de la ley 26. 061 (control de legalidad), lleva a dar preeminencia al trabajo que venía desarrollando el Consejo de la Ciudad con la supervisión del tribunal y el tutor público nacionales, pues el menor continúa dentro de la órbita del órgano de aplicación capitalino, de modo que el único aspecto que liga al caso con el Departamento Judicial de Quilmes, es la localización -de carácter circunstancial y por cierto cercana- del instituto donde el niño desarrolla su tratamiento. Por otro lado, los jueces han postergado laactuación que impone la situación del niño, subalternándola al diferendo entablado entre ellos. En consecuencia, se recomienda enfáticamente que el tribunal al que se le asigne el trámite, realice con urgencia las acciones pertinentes a la protección de los derechos fundamentales del menor entre las cuales se considera de la mayor importancia, la comunicación personal periódica con el causante. Asimismo, se aconseja que se inste la unificación del seguimiento de todos los hermanos, asignándole la condigna agilidad a las decisiones que su mejor interés pudiere requerir


      V., I. R. s/ Internación


      COMP.82, L.XLVII,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Responsabilidad civil derivada de conductas ilícitas. Cuestiones de derecho privado. Competencia del fuero civil


      Debe declararse la competencia del fuero civil para entender en las actuaciones en razón de la materia porque el objeto principal del juicio se vincula, con influencia decisiva, con cuestiones de derecho privado y la interpretación del sentido y/o alcance de las normas de derecho común que regulan la responsabilidad civil derivada de conductas ilícitas que se imputan a los demandados en el marco de la actividad desarrollada por la accionante; principalmente, de concurrencia desleal en el marco de una locación de servicios que -según refiere- vincula a los actores con la productora de espectáculos de acuerdo con los contratos agregados a estas actuaciones


      Arcadia Producciones S.A. c/ Tolcachir, Claudio Enrique y otros s/ Daños y perjuicios


      COMP.1005, L.XLVI, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Solicitud de nulidad de matrimonio entre personas del mismo sexo, autorizado previamente por la justicia local. Posibilidad de sentencias contradictorias. Asunto relacionado con el estado civil de las personas, área central de los derechos humanos


      De inicio, los demandados incoaron ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo local, un amparo contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, atacando la decisión administrativa del Registro Civil de la ciudad, denegatoria de la solicitud de turno para contraer matrimonio, en razón de su orientación sexual. Allí recayó sentencia sustentada, esencialmente, en la tesis de que -según los conceptos de igualdad y no discriminación, que se extrajeron de los textos constitucionales y supranacionales-, los actores tienen derecho a disfrutar de las mismas prerrogativas que las parejas conformadas entre hombre y mujer; como asimismo, en la idea de que se trata de un supuesto no regulado por el Código Civil, de modo que la cuestión debe resolverse por aplicación analógica de las disposiciones que en ese mismo cuerpo contemplan el matrimonio entre dos personas de distinto sexo. Luego, y sustentando su legitimación en la condición de particular facultado para promover una oposición, el actor entabló ante la Justicia Nacional en lo Civil, la acción de nulidad de la ceremonia matrimonial, uno de cuyos fundamentos es la inobservancia del término de veintiocho días que establecen las Normativas Básicas del Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (art. 117 de su capítulo 22); plazo que, fue dejado de lado expresamente en la parte dispositiva de la sentencia local. Pues bien, no dejamos de advertir que -más allá de la pertinencia de las vías adoptadas-, el tenor de los planteos de fondo efectuados porlas partes, en la forma en que son estudiados por los jueces de ambas jurisdicciones, no resultaría ajeno a la atribución de competencia que deviene de los arts. 4° de la ley 23. 637 y 8° de la ley 24. 588, toda vez que, la jueza local sostuvo la regularidad del matrimonio entre personas del mismo sexo, mientras que su par nacional se dedicó a reexaminar este mismo aspecto que, en definitiva, constituye el eje conceptual de las decisiones sustanciales adoptadas en ambos foros. Sin embargo, ante ese engorroso contexto, la solución del diferendo debe enfocarse a partir de la estrecha relación que presentan ambos procesos, ya que resulta evidente que el problema objeto de autos guarda una íntima vinculación con lo resuelto en la litis radicada ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo de la ciudad. Más precisamente, podría considerarse una vicisitud generada a partir del pronunciamiento recaído en esta última sede. Por ende, la resolución que en definitiva se adopte en esta causa, tiene consecuencias directas e inmediatas en el amparo. Así, sobre todo porque –de confirmarse el pronunciamiento del magistrado nacional-, se neutralizarían la conclusión a la que llegó el fallo local y las directivas allí impartidas, que también podrían adquirir firmeza. Bien que esta afirmación puede tenerse por prematura, desde que a esta altura se desconoce el sentido de la decisión final en los dos litigios, sin embargo, el escándalo que supondría el dictado de sentencias contradictorias -poniéndose en crisis el balance de fallos y actuaciones cumplidas en distintas circunscripciones jurisdiccionales-, y las graves consecuencias que ello generaría en un área central de los derechos humanos, como lo es lo relacionado con el estado civil de las personas, llevan a la convicción de que ambos procesos deben quedar radicados ante un mismo magistrado. Desde esta perspectiva -más allá de lacompetencia contingente de la Justicia de la Ciudad en este tipo de asuntos-, resulta razonable, en el marco de los particulares antecedentes, admitir la jurisdicción del tribunal que previno, desde que fue allí donde se dispuso la medida y se cumplió la unión entre los particulares individual y directamente comprometidos; y dado que el fundamento central que subyace en la presente impugnación, es -precisamente- la identidad de sexos de los contrayentes, tema que también fue tratado específicamente por la magistrada local


      Lamuedra, Ernesto Ricardo c/ Bernath, Damian Ariel y otro s/ nulidad de matrimonio


      COMP.375, L.XLVI, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia: requisito para atribución recíproca. 52, 53 Y 55 de la ley 24. 240. Supuestas prácticas arbitrarias e ilegales: omisión de la debida información


      En la presente causa no está en juego la interpretación de disposiciones de naturaleza federal vinculadas con un régimen tarifario, ya que la regla general en materia de telefonía móvil es que los precios, cargos de activación y prestaciones adicionales, son libres y su fijación es de exclusiva responsabilidad de los prestadores. La cuestión debatida en autos está ceñida exclusivamente a la relación contractual trabada entre Telecom Personal S. A. y sus clientes, y a las desinteligencias puramente comerciales que pudieran existir entre ambas partes en lo atinente al deber de información adecuada, veraz y oportuna de las modalidades de facturación del servicio de telefonía móvil objeto del contrato, sin que aparezcan cuestionados actos emanados de la Administración Nacional o de entes públicos estatales


      ADUC c/ Telecom Personal S.A. s/ proceso de conocimiento


      COMP.1015, L.XLVII, 30 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de daños y perjuicios originados en un accidente de tránsito en una ruta nacional. Ausencia del carácter de parte de la provincia. Proceso ajeno a la instancia originaria de la Corte


      A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. Ese requisito, prima facie, no se encuentra cumplido en autos, en tanto de los términos de la demanda se desprende que los actores no dirigieron ni nominal ni sustancialmente la pretensión contra la Provincia de Santiago del Estero


      Vallet, Gerardo César y otros c/ Santiago del Estero, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      V.520, L.XLVII,14 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Estado Nacional demandado: competencia federal en razón de las personas


      Del escrito de inicio surge que se encuentra demandado, entre otros, el Estado Nacional, circunstancia que, habilita lacompetencia de la justicia federal en razón de las personas de conformidad con lo dispuesto en los artículos 116 de la Constitución Nacional, y 2° inc 6 y 12 de la ley 48


      Lugo, Karina Belén c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


      COMP.199, L.XLVII, 15 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Fallos 328:76 (S. C. Comp n° 1132; L. XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ apelación") y S. C. Comp. 72, L. XLVII; caratulados: "Rosas Félix Fabián s/ recurso de apelación art. 46 ley 24. 557"


      Sánchez, Facundo Leonardo s/ recurso de apelación - art. 46 ley 24.557


      COMP.119, L.XLVII, 28 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Falta de atribución reciproca de competencia: inexistencia de conflicto sobre el que deba resolver la CSJN


      En el sub-lite no se encuentra configurado un conflicto negativo de competencia que el Alto Tribunal deba resolver, de acuerdo a los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley n° 1285/58, texto según ley n° 21. 708. Ello es así, toda vez que no se advierte en la causa una atribución reciproca de competencia, requisito indispensable para la existencia de una contienda de ese tipo


      Herling, Carlos Omar y otros c/ Estado Nacional - Prefectura Naval Argentina s/ amparo


      COMP.101, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos 323:1531 y 332:908 entre otros, y Comp. 1077, L. XLV, "O. L. R. W. s/curatela art. 12 Código Penal" y Comp. 346, L. XLVI, "V. J. C. s/curatela"


      F. G., M. G. s/ curatela


      COMP.442, L.XLVII,11 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo decidido por la CSJN en autos S. C. Comp. N° 76; L. XLVI, "Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad del acto jurídico", en fecha 1 de junio de 2010


      Fraga, Sergio Ricardo y otros c/ Obra Social del personal de farmacia s/ Cobro de aportes y contribuciones


      COMP.151, L.XLVI,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Comp. N° 633, L. XLVII; "Maldonado, Roberto Antonio y otro c/ E. N. S. P. F. s/ Medida cautelar"


      Routurou, Marcela y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Servicio Penitenciario s/ Medidas cautelares


      COMP.1082, L.XLVII, 23 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 1070, L. XLVI, "Guitian, Blanca Noemí c/ G. C. B. A. s/ daños y perjuicios",


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros procesos incidentales


      COMP.41, L.XLVII, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo"


      Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Gonzalez, Cesar Alberto s/ Ejecutivo


      COMP.1046, L.XLVI, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Achilles, José Ely y otra s/ Ejecutivo


      COMP.711, L.XLVII, 13 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Bondar, Jorge y otros s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.867, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Frigorífico Ivars SRL s/ Ejecutivo


      COMP.699, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Gómez, Miguel Palmiro y otros s/ Ejecutivo


      COMP.702, L.XL, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ González, Hugo Daniel y otros s/ Ejecutivo


      COMP.868, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Herrera, Juan y otros s/ Ejecutivo


      COMP.787, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Niz, Alberto y otros s/ Ejecutivo


      COMP.820, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Polini Della, Savia Pascual y otros s/ Ejecutivo


      COMP.701, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Souilhe, Mario Daniel y otros s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.834, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Souilhe, Mario Daniel y otros s/ Ejecutivo


      COMP.814, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Thomas, Daniel Edgardo y otros s/ Ejecutivo


      COMP.818, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Wojtun, Isidoro Boleslaw s/ prendario


      COMP.884, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Wojtun, Isidoro Boselav y otros s/ Ejecutivo


      COMP.822, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en Comp. 592, L. XLVII, "Libertad S. A. s/ recurso de apelación en Expte. 3358-587/07 - D. C. J. c/ Libertad S. A. s/ presunta infracción a la ley 24. 240"


      DCI c/ VITACAR S.A. s/ presunta infracción al art. 9 ley 22.802


      COMP.916, L.XLVII, 3 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en Comp. 592, L. XLVII, "Libertad S. A. s/ recurso de apelación en Expte. 3358-587/07 - D. C. J. c/ Libertad S. A. s/ presunta infracción a la ley 24. 240"


      Dimitrova Borislava "Materia" s/ rec. de apelación en expte. 3358-915/09 DCI c/ Materia s/ pta. Infracción ley 24.240


      COMP.915, L.XLVII, 3 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en Comp. 592, L. XLVII, "Libertad S. A. s/ recurso de apelación en Expte. 3358-587/07 - D. C. J. c/ Libertad S. A. s/ presunta infracción a la ley 24. 240"


      Dirección de Comercio Interior c/ Néstor, Violeta Lidia s/ presunta infracción a la ley n° 24.240 de defensa del consumidor


      COMP.914, L.XLVII, 3 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina S. A. c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo (12)"


      Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Ojeda Juan Ramón s/ ejecutivo


      COMP.266, L.XLVII,24 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. N° 616, L. XLVII; caratulados: “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Magneres, Héctor Mario s/ apremio"


      Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Barrilete SRL s/ Apremio


      COMP.619, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. N° 616, L. XLVII; caratulados: “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Magneres, Héctor Mario s/ apremio"


      Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Orona, Juan Eusebio s/ Apremio


      COMP.620, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. N° 616, L. XLVII; caratulados: “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Magneres, Héctor Mario s/ apremio"


      Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Quaranta, Mario Dante s/ Apremio


      COMP.617, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. N° 616, L. XLVII; caratulados: “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Magneres, Héctor Mario s/ apremio"


      Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Tripodi, Juan Alberto s/ Apremio


      COMP.621, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. N° 616, L. XLVII; caratulados: “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Magneres, Héctor Mario s/ apremio"


      Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vitullo, Ruben Felipe s/ Apremio


      COMP.618, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en S. C. Comp. 76; L. XLVI "Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad del acto jurídico", de fecha 1 de junio de 2010


      Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ Nulidad de acto jurídico


      COMP.567, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al supuesto n° 2 de Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble. . . ")


      Monzón, Miriam Haydee c/ Consolidar Compañía de Seguros de Retiro S.A. s/ incumplimiento de contrato


      COMP.358, L.XLVII, 28 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Se requiere la remisión de los autos "Bittel, Brenda Constanza c/ Aerolíneas Argentinas s/ daños y perjuicios", Expte. N° 5. 780, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 17 de Resistencia, Provincia del Chaco


      Bittel, Brenda Constanza c/ Aerolíneas Argentinas s/ Daños y perjuicios


      COMP.666, L.XLVII,30 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita copia certificada del expediente "Alarcon, Yamila Vanesa c/ Estado Nacional P. E. y otros s/ accid. trab. ", en trámite ante el Juzgado Federal de Primera Instancia en lo Civil y Comercial n° 9, Secretaría n° 17


      Mereles, Patricia Laura c/ Dynacell SRL y otros s/ Accidente - Acción civil


      COMP.759, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita la remisión de autos "Aguilar, Carmen Mercedes c/ A. N. Se. S. - Provincia de Salta s/ ordinario previsional - reajustes de haberes", Expediente N° 1-187/07 tramitado ante el Juzgado Federal N° 1 de Salta


      Aguilar, Carmen Mercedes c/ ANSeS - Provincia de Salta s/ recurso de apelación


      COMP.435, L.XLVII, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita la remisión de Exp. N° 95. 482/02, en trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil N° 25


      K., D. C. s/ internación


      COMP.1107, L.XLVII,16 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita la remisión de los autos "Perez Oscar Alfredo s/ Inhibitoria", Expediente N° 11. 456/09


      Gandara, Alfredo Jose y otro c/ Perez, Oscar Alfredo y otros s/ Daños y perjuicios


      COMP.163, L.XLVII,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita la remisión de los autos: "Prot, Pedro Remigio s/ Sucesión ab intestato" -Expte. N° 50. 004/07, en trámite por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 7, Secretaría N° 13 del Departamento Judicial de San Isidro, Provincia de Buenos Aires, como así también las actuaciones: "Prot, Pedro Remigio s/ Sucesión ab intestato" -Expte. N° 121. 166/04, en trámite ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil N° 64


      Prot, Susana Beatriz y otros c/ Sánchez, Loayza Olga Miriam y otro s/ Simulación


      COMP.1037, L.XLVI, 23 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Solicita expediente "Darriba, Walter Daniel c/ EN - Ministerio de Economía - Secretaría de Energía y otros s/ daños y perjuicios" en trámite ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal N° 12 -Secretaría N° 23-


      Báez, Ofelia Isabel y otro c/ Darriba, Walter Daniel y otro s/ Daños y perjuicios


      COMP.505, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Toda vez que lo resuelto por la Sala D de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial no modifica las circunstancias tenidas en cuenta al dictaminar en las presentes actuaciones, la CSJN debe declarar prematura la declaración de incompetencia de la justicia nacional y devolver los autos al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial N° 12, para que siga conociendo en el proceso


      Baldomero, Santiago s/ pedido de quiebra (Novo Alicia Lidia)


      COMP.451, L.XLVII,12 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia en Razón de la Materia


      Competencia del fuero nacional en lo civil y comercial federal: petición contra la Administración Nacional de Aviación Civil. Autorizaciones para realizar vuelos no regulares para los que se le otorgó un permiso. Materia de fondo: tema atinente al derecho aeronáutico. Autoridad Nacional de Aviación Civil: ejercicio de las funciones y competencias establecidas en el Código Aeronáutico (ley 17. 285), en la ley 19. 030 de Política Aérea, en los Tratados y Acuerdos Internacionales, y en las demás leyes, decretos y disposiciones que regulan la aeronáutica civil en la Argentina


      De los términos de la demanda se desprende que mediante el proceso la actora procura obtener que la Administración Nacional de Aviación Civil arbitre los medios necesarios en orden a que se resuelvan en tiempo oportuno las autorizaciones que necesita para realizar los vuelos no regulares para los que se le otorgó un permiso. En tales condiciones, si bien la actora cuestiona una omisión de la Administración que considera antijurídica, la materia de fondo versa sobre un tema atinente al derecho aeronáutico, toda vez que según el decreto 239/97 que dispuso su creación, la Autoridad Nacional de Aviación Civil, como organismo descentralizado en el ámbito de la Secretaría de Transporte del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, es quien ejerce las funciones y competencias establecidas en el Código Aeronáutico (ley 17. 285), en la ley 19. 030 de Política Aérea, en los Tratados y Acuerdos Internacionales, y en las demás leyes, decretos y disposiciones que regulan la aeronáutica civil en nuestro país. En tal sentido, la cuestión planteada está vinculada principalmente con el servicio de transporte aéreo y, por ende, sujeta a las prescripciones del derecho aeronáutico y normas operativas dictadas por la autoridad aeronáutica competente,cuyo conocimiento corresponde a la competencia del fuero nacional en lo civil y comercial federal


      Aero Vip c/ EN -ANAC- s/ medida cautelar (autónoma)


      COMP.127, L.XLVII, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado y resuelto en las causas S. C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S. C. Comp. N° 642, L. XLVI "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo"


      Aguirre, Joaquín c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Accidente de trabajo


      COMP.1062, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Acción que tiene por objeto la recomposición monetaria del complemento al haber jubilatorio acordado en un Plan de Retiro para Empleados. Materia laboral


      La acción instaurada tiene por objeto la recomposición monetaria del complemento al haber jubilatorio acordado con el empleador a través del convenio celebrado -"Plan de Retiro para Empleados"- siendo que el interés para ambas partes era extinguir la relación laboral que las unía a cambio de una mejora en el haber previsional. En dicho marco, aún cuando el actor haya fundado su pretensión en normas de derecho común y, más allá de que el adicional reclamado contribuya a incrementar el haber jubilatorio del actor, compete a la justicia laboral conocer en la causa, dado que de conformidad con el artículo 20 de la ley 18. 345, las presentes actuaciones tienen su origen en la extinción de un contrato laboral que existió entre las partes. Por otro lado, no obsta a esta solución, que el fuero laboral no haya tomado aúnintervención en autos, toda vez que es facultad del Máximo Tribunal otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes para entender en ellas, aunque no hayan sido parte de la contienda


      Rodríguez, Osvaldo Vicente c/ San Antonio Internacional SRL s/ cumplimiento de contrato


      COMP.222, L.XLVII, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Demanda de daños. Estado Nacional y otras entidades nacionales como demandadas. Competencia en razón de la materia


      La actora relata que inició estas actuaciones contra las demandadas (Estado Nacional - Ministerio de Salud - Administración Nacional de Laboratorios e Institutos de Salud "Dr. Carlos G. Malbrán" - Instituto Nacional de Enfermedades Infecciosas - La Caja ART y demás personal con el cual habría trabajado) reclamando el resarcimiento de los daños y perjuicios sufridos mientras se desempeñaba como bioquímica del nombrado nosocomio. En atención a ello, es el fuero civil el que está llamado a conocer en el asunto, puesto que la competencia en lo contencioso administrativo se determina principalmente a partir de la materia y no de la persona considerada aisladamente (art. 45 de la ley 13. 998). La propia interesada fundó su demanda en normativa civil y la interpuso en la justicia ordinaria. Así, la materia en debate y el derecho que se intenta hacer valer, permiten considerar que en el caso se trata de una causa cuyo conocimiento corresponde al fuero civil por ser los magistrados especializados en dicha materia los más idóneos para resolver la pretensión de la actora. Por otro lado, no obsta a la solución propiciada la circunstancia de que en el caso intervenganorganismos nacionales, toda vez que la Corte tiene decidido que todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República, revisten el mismo carácter nacional


      Chavez, Elsa Azucena c/ Estado Nacional - Ministerio de Salud y otros s/ daños y perjuicios


      COMP.576, L.XLVII, 7 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Reclamo por mala praxis médica. Artículos 43 y 43 bis del decreto-ley n° 1285/58, reformado por la ley 23. 637. Competencia ratione materie de la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil de la Capital Federal


      La Corte tiene dicho que es competente ratione materiae, conforme a los artículos 43 y 43 bis del decreto-ley n° 1285/58, reformado por la ley 23. 637, la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil de la Capital Federal para entender en reclamos donde se debate, esencialmente, si hubo o no mala praxis por parte de los facultativos actuantes, al no tratarse de ninguno de los casos del artículo 20 de la ley 18. 345. Por lo tanto, y dado que el propio actor sostuvo la competencia del fuero con fundamento en que su acción se dirige contra los médicos que lo atendieron por mala praxis, corresponde que la causa debe fenecer en el fuero civil


      Iannibelli, Daniel Antonio c/ Mapfre ART SA s/ Accidente - Acción civil


      COMP.794, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Órbitas de competencia entre jurisdicciones locales y gobierno nacional. Prestación del servicio público de transporte interjurisdiccional de electricidad.Art. 18 y 75, inc. 13 de la Constitución. Trámite ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal


      Más allá de que la acción declarativa de certeza que inició la actora tenga su origen en un acto de naturaleza local, se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si la pretensión de la Ciudad de Buenos Aires de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos a la actividad del transporte interjurisdiccional de energía eléctrica invade un ámbito que es propio de la Nación en esa materia. Lo medular del planteamiento que se efectúa en autos remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del art. 75, incs. 13 y 18, de la Constitución Nacional, así como de las disposiciones que regulan la concesión del servicio público prestado por la actora (leyes 15. 336 y 24. 065, decreto 2741/93, entre otras), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega


      Transnoa SA c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires - Ley 15.336, 24065 s/ Proceso de conocimiento


      COMP.433, L.XLVII, 2 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Inconstitucionalidad de normas locales. Facultades reservadas por los arts. 121 y 122 de la Constitución Nacional. Justicia local. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte


      Si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, exige que se reserve a los jueces locales elconocimiento y la decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que la actora tenga distinta vecindad con la provincia demandada, toda vez que el fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local, ya que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales


      Admicor S.A. c/ San Juan, provincia de s/ Acción declarativa


      A.650, L.XLVII,6 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda entablada por una empresa contra una provincia. Pago de facturas por provisión de medicamentos. Contrato de naturaleza administrativa. Derecho público local. Improcedencia competencia originaria de la Corte


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada en el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que versa el pleito, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluídos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Toda vez que para resolver el pleito, V. E. debería examinar, sustancialmente, normas y actos locales,interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, deben ser los jueces provinciales los que tengan a su cargo el conocimiento y decisión de tales cuestiones


      Admifarm Group S.A. c/ Formosa, provincia de - Ministerio de Desarrollo Humano - Programa Federal de Salud s/ Cobro de pesos


      A.560, L.XLVII, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia Federal


      Acción de amparo a fin de obtener la continuación de un tratamiento médico. Sistema Nacional de Salud y el Plan Médico Obligatorio


      Resulta competente la justicia federal toda vez que la materia debatida en las presentes actuaciones conduce a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales, como a las prestadoras privadas de servicios médicos


      Rosales, Carlos Alberto c/ Hospital José Maria Penna s/ Amparo


      COMP.945, L.XLVI, 4 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Beneficio previsional de retiro para ex-combatientes de Malvinas. Ley 24. 655. Competencia federal: fuero especializado


      Teniendo en consideración la cuestión debatida y el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, normas éstas relativas a la concesión de un beneficio previsional de retiro para los ex-combatientes de Malvinas, resulta competente para entender en estos obrados el fuero federal de la Seguridad Social, especializado en la materia, y al cual la Ley 24. 655 (art. 2°, inc. c) le atribuye competencia exclusiva de ese fuero a todos aquellosplanteos que atañen al haber de retiro de las fuerzas armadas y de seguridad, tal como acontece en autos


      Aguirre, Ramón Cecilio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejercito - Ley 23.848; 24.652; 24.892 s/Personal militar y civil de las FFAA de Seg


      COMP.867, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia del fuero contencioso administrativo federal. Demanda contra Autovía Oeste S. A. , Nuevas Rutas S. A. , Estado Nacional, Dirección Nacional de Vialidad y Órgano de Control de Concesionarios Viales. Reparación de daños y perjuicios. Artículos 1109, 1113 y concordantes del Código Civil


      Conforme surge de autos, el actor promovió demanda contra Autovía Oeste S. A. , Nuevas Rutas S. A. , el Estado Nacional -acción que fue desistida-, la Dirección Nacional de Vialidad y contra OCCOVI -Órgano de Control de Concesionarios Viales- a fin de obtener la reparación de los daños y perjuicios causados tanto a su persona como al vehículo que conducía mientras circulaba por la Ruta Provincia N° 5. Destaca que las lesiones fueron generadas no sólo por el defectuoso estado de la referida autovía, sino, además, por la falta de mantenimiento y correcta señalización. En este sentido, sostiene que dicha tarea debió haber sido realizada oportunamente por las empresas concesionarias demandadas y monitoreadas por el Estado Nacional y sus órganos de control competentes en la cuestión. Fundó su derecho en los artículos 1109, 1113 y concordantes del Código Civil. En este contexto, debe declararse la competencia del fuero contencioso administrativo federal para conocer en las presentes actuaciones, pues laacción no sólo se dirige nominal y sustancialmente contra la Dirección Nacional de Vialidad, sinoporque para la solución de la causa importa aplicar, de manera sustancial, principios propios de derecho público, dado que deberá examinarse la responsabilidad del Estado Nacional -hoy Vialidad Nacional- por la presunta violación de los deberes de contralor que le competen respecto de las compañías concesionarias de rutas y que ejerce por medio del Órgano de Control de Concesiones Viales, entidad que, vale aclarar, pertenece a la órbita de la Subsecretaría de Obras Públicas dependiente del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios


      Iglesias, Fernando Adrian c/ Nuevas Rutas S.A. y otros s/ daños y perjuicios


      COMP.1034, L.XLVI, 3 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia del fuero federal. Demanda contra el Banco de la Provincia de Buenos Aires. Reparación de los daños y perjuicios derivados de la pesificación. Análisis y estudio del régimen de pesificación implementado por el Estado: efectos que genera sobre un contrato de depósito bancario celebrado entre un particular y el Banco de la Provincia de Buenos Aires


      Toda vez que el actor promovió demanda contra el Banco de la Provincia de Buenos Aires a fin de obtener la reparación de los daños y perjuicios derivados de la pesificación de las sumas de dinero que tenía depositadas en moneda extranjera (dólares estadounidenses) con motivo de la aplicación de la normativa de emergencia económica por parte de la citada entidad financiera, debe declararse la competencia del fuero federal para conocer en las presentes actuaciones, pues, en lo fundamental, la resolución de la causa involucra el análisis y estudio del régimen de pesificación implementado por el Estado y los efectos que generasobre un contrato de depósito bancario celebrado entre un particular y el Banco de la Provincia de Buenos Aires, quien, cabe destacar, fue nominal y sustancialmente demandado en autos


      Licciardi, Francisco Rosario c/ Banco de la Prov. de Buenos Aires s/ ordinario


      L.48, L.XLVI,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Pago de dividendos de acciones clase C de YPF S. A. Competencia federal en cuestiones litigiosas relacionadas a los Programas de Propiedad Participada. Ley 23. 696


      En el sub lite la pretensión de los actores, persigue el cobro de una suma de dinero derivada del pago de los dividendos que produjeron las acciones asignadas en su calidad de personal de la empresa petrolera, con sustento en lo substancial en lo normado por los artículos 21 y 22 de la Ley 23. 696. Supletoriamente peticionaron se condene a las demandadas al pago de una indemnización integral en concepto de reparación de los daños y perjuicios derivados de la falta de pago de aquéllos. La presente contienda guarda substancial analogía con la examinada en autos S. C. Comp. N° 387, L. XXXIV, caratulada "Albornoz, Domingo Acencio c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales SA y otro s/ proceso de conocimiento", en la cual la Corte estableció la competencia del fuero en lo civil y comercial federal para entender en todas aquellas causas en las que se ventilan cuestiones litigiosas suscitadas a partir de la implementación de los programas de propiedad participada. También ha sostenido la Corte la competencia de dicho fuero en aquellas causas cuya dilucidación exigiría la interpretación de la Ley 23. 696 y sus decretos reglamentarios, a cuyo efecto ponderó que la materia revestía carácter federal, circunstancia que acontece en estos obrados. Noobsta a lo dictaminado lo atinente a la demanda sobre interrupción de prescripción que tramitó con anterioridad a esta causa ante el Juzgado del Trabajo, en tanto el Magistrado dejó expresamente a salvo que la demanda interpuesta tenía exclusivamente el alcance de interrumpir la prescripción en los términos de lo normado por el artículo 3986 del Código Civil


      Cruz, Héctor Martin y otros c/ YPF S.A. y otro s/ Cobro de dividendos


      COMP.692, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. S. 448, L. XLVI "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ ejecución fiscal-incompetencia"


      Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Cía. Agrícola Industrial Salteña S.A. s/ Ejecución fiscal incompetencia


      S.449, L.XLVI, 4 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Superintendencia de Riesgo de Trabajo: derecho al fuero federal ratione personae, posibilidad de declinación a favor del fuero local


      La competencia federal establecida para los supuestos en que la Nación o una de sus entidades autárquicas sean partes de un pleito, es renunciable a favor de la justicia provincial y los particulares carecen de interés jurídico para oponerse a ello, toda vez que se trata de un privilegio que sólo a aquellos organismos concierne. Es lo que ha sucedido en el sub lite, toda vez que la Superintendencia de Riesgo de Trabajo como entidad autárquica del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social (v. artículo 35 de la ley 24. 557), no sólo no renunció a su privilegio de acceder a la jurisdicción federal en razón de la persona paradeclinarla en favor de la justicia local, sino que por el contrario, presentó su demanda ante el fuero de excepción, y con fundamento en los artículos 116 de la Constitución Nacional y 2 inc. 5) de la ley 48, insistió en mantener la competencia de la justicia federal. Por ello, corresponde que las actuaciones queden radicadas ante el fuero federal de la provincia de Salta


      Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Vallejo, Patricia Inés s/ Ejecución fiscal incompetencia


      S.448, L.XLVI, 4 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 673, L. XLII (compartido por V. E. en su sentencia). Competencia federal renunciable


      Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia de la Provincia de Misiones. No obsta a tal conclusión que la entidad interviniente en el proceso sea el Banco de la Nación Argentina, pues ha prorrogado la competencia a favor de la justicia provincial. El derecho a litigar en el fuero federal cuando surge en razón de las personas es renunciable expresa o tácitamente y ello es lo que ha sucedido en esta causa, porque el banco mencionado, que podría eventualmente reclamar ser juzgado en aquel fuero, no ha invocado esa prerrogativa y, por lo tanto, es válido presumir que ha consentido que sean los tribunales provinciales los que revisen la multa por aplicación de la ley de defensa del consumidor


      DCI – Presa, María Luz c/ Banco Nación Argentina s/ Presunta infracción a la Ley 24240 Defensa del Consumidor


      COMP.593, L.XLVII,8 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Ausencia de conflicto de competencia que deba ser resuelto por la Corte Suprema. Causas que no deben tramitar ante la justicia federal: tratamiento de cuestiones derivadas de un proceso electoral regulado por normas provinciales y sujeto a control de los tribunales locales


      No existe ningún conflicto de competencia que deba ser resuelto por la Corte Suprema, porque que la jueza federal subrogante a cargo del Juzgado Federal de Paso de los Libres aceptó la declinatoria de competencia solicitada por el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Corrientes, por entender que el objeto de la demanda escapaba al ámbito restrictivo de la jurisdicción federal sin perjuicio de la validez de la medida cautelar dictada en la causa "Gamboa, Máxima". No se puede pasar por alto que la causa "Gamboa" nunca debió tramitar ante la 'justicia federal, debido a que involucra cuestiones derivadas de un proceso electoral regulado por normas provinciales y sujeto a control de los tribunales locales, en virtud del respeto que se debe a las autonomías provinciales. En este entendimiento, es a toda luces improcedente tanto el dictado de una medida cautelar para ordenar a un órgano municipal que tome juramento y ponga en funciones a un concejal como el prolongado trámite asignado a la causa. Este temperamento implicó, por un lado, instar el cumplimiento de aquella medida, así como, por el otro, demorar injustificadamente un pronunciamiento acerca de la declinatoria de competencia que requería el Superior Tribunal de Justicia provincial, circunstancia que dio origen a esta presentación directa ante V. E. Es por ello que, a efectos de corregir este tipo de desvíos procesales, resulta aplicable al sub iudice la doctrina del Tribunal de Fallos: 322:2207 y 2247, en cuanto se declaró la nulidad de las actuaciones en las que se pretendía forzar artificialmente la competencia de los tribunales federales endetrimento de los órganos provinciales, pues ''frente a manifestaciones litigiosas deformadas, el Tribunal está autorizado -y del modo en que lo estime conducente a esos fines- para tomar conocimiento del asunto y arbitrar lo que razonablemente corresponda para superar los escollos, y corregir y encauzar los excesos deformantes del trámite"


      Piedrabuena, Pedro Ignacio y otros s/ Plantea cuestión


      COMP.905, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Cobro de tributo municiapl en concepto de tasa por inspección de productos alimenticios. Impugnación de constitucionalidad. Normas del Código Alimentario Nacional: competencia de la justicia federal


      El fuero federal resulta competente para conocer en el sub lite, pues el conflicto se circunscribe a determinar si la tasa que pretende cobrarle el municipio es contraria a lo previsto en disposiciones de la Constitución Nacional y del Código Alimentario Nacional, resultando la aplicación e interpretación de estos preceptos federales esenciales para la solución de la causa


      Dia Argentina S.A. c/ Municipalidad de Esteban Echeverría s/ Acción Declarativa


      D.455, L.XLVII, 2 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Competencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social. Actuación como tribunal de grado: art. 15 de la ley 24. 463


      La Corte tiene reiteradamente dicho que la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por losjuzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al art. 15 de la Ley 24463. Por cierto, ello no acontece en la causa que nos ocupa, toda vez que lo que se reclama aquí es la ejecución de aportes obligatorios a la Caja Complementaria para la Actividad Docente


      Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Obispado de Lomas de Zamora s/ Ejecución ley 22.804 y concordantes


      COMP.982, L.XLVII, 13 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre la justicia local y la federal. Distinta vecindad de las partes litigantes: fuero federal


      Surge de autos que tanto la actora como los demandados tienen sus domicilios en distintas jurisdicciones territoriales. Estas condiciones particulares, más allá del estado procesal de la causa, y ponderando la jurisprudencia de la Corte, autorizan a sostener razonablemente que se hallan reunidos los extremos exigidos a los fines de que surta el fuero federal en razón de la distinta vecindad de las partes litigantes. Lo contrario importaría imponer de inicio a la parte actora la radicación del juicio ante sus jueces naturales (la justicia local de la provincia en que se domicilia) so riesgo de la interposición de excepciones de incompetencia por la contraria y las nuevas demoras en el trámite que ello importaría


      Aeroclub Cholila Asociación Civil c/ Favre, Patricio y otro s/ Ordinario - Daños y perjuicios


      COMP.447, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Comisión Nacional de Regulación del Transportes como demandada. Ratione personae


      Conforme surge de los hechos expuestos en la demanda, los accionantes han demandado, entre otros, a la Comisión Nacional de Regulación del Transporte, entidad autárquica y descentralizada perteneciente a la órbita del Estado Nacional, institución que invocó, expresamente, al comparecer en el juicio el fuero federal creado a su favor. Por ello, en virtud del principio ratione personae, y atento a la jurisprudencia del Alto Tribunal, corresponde que siga conociendo en la causa la justicia de excepción


      Moran, Héctor Humberto c/ Enríquez, Pedro s/ daños y perjuicios


      COMP.258, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Aplicación criterios de Fallos: 331:1004. Trámite ante la justicia federal


      Dirección de Comercio Interior s/ Eleva actuaciones en autos: "Expte. N° 11.687/09 s/ Eleva Expte. N° 3.358-311/04 "Rosa, Raúl Armando c/ Correo Argentino s/ Presunta Infracción a la Ley 24.240 - Defensa deI Consumidor"


      COMP.575, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Cuestiones inherentes a la administración: empleo público. Aplicación de normas y principios de derecho público. Intervención de la justicia en lo contencioso administrativo federal


      En autos, ha quedado trabado un conflicto negativo de competencia que corresponde dirimir a V. E. , en virtud de lo dispuesto en el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1. 285/58. En tal sentido, el actor pretende que se deje sin efecto el reencasillamiento y cambio de categoría de los agentes públicos que integran la planta permanente del Instituto Nacional deTecnología Industrial (INTI). En tales condiciones, resulta competente la Justicia en lo Contencioso Administrativo Federal para entender en el pleito, toda vez que la materia atañe a cuestiones que se relacionan con facultades inherentes a la administración, como es la relación de empleo público que vincula a la actora con el Instituto Nacional de Tecnología Industrial. Por ello, a fin de resolver la controversia se deberán aplicar normas y principios propios del Derecho Público, donde resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para su solución. A ello cabe agregar que, de acuerdo con lo indicado por el art. 2°, inc. a), de la Ley de Contrato de Trabajo, dicho régimen no es aplicable a los dependientes de la Administración Pública, salvo que por acto expreso se los incluya en éste o en el de las convenciones colectivas de trabajo. Como ello no sucedió, no es posible sostener la competencia del fuero laboral


      Fernández, Marta Angélica c/ INTI s/ Empleo público


      COMP.493, L.XLVII, 15 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Rectificación del certificado de importación automotor. Trámite ante la justicia civil y comercial federal


      Más allá de que del certificado de importación agregado surge claramente que la delegación de aduana que intervino en el trámite que da origen al reclamo de autos es la de Buenos Aires -y no la de Ezeiza, provincia de Buenos Aires-, en el caso no se impugna la decisión de un encargado de registro en un asunto de naturaleza registral, sino que se cuestiona un acto emanado del Registro Nacional de la Propiedad del Automotor (ÁreaDelegaciones Aduaneras), que es el organismo de aplicación del régimen jurídico del automotor. Esa circunstancia determina que la cuestión se encuentre regida por segundo párrafo del art. 37 del decreto-ley 6. 582/58 (t. o. por el decreto 1. 114/97 y sus modificaciones), el cual establece que pueden recurrirse ante la Cámara Nacional en lo Civil y Comercial Federal las decisiones del organismo de aplicación en cuestiones de materia registral, relativos a conflictos o casos de carácter individual


      Gandaria, Marcelo Ornar c/ Apel. de Res. Denegat. Del Registro Prop. Autom


      COMP.223, L.XLVII, 29 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Trámite ante la justicia nacional en lo civil y comercial federal


      Resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S. A. ") puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa, así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana")


      Boston Compañia Argentina de Seguros S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02 (Citibank) s/ Proceso de conocimiento


      COMP.1072, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Estado Nacional citado como tercero. Fuero federal ratione personae: prerrogativa que puede ejercer exclusivamente aquél en cuyo favor se ha establecido


      El decisorio del tribunal de alzada local en cuanto declara oficiosamente la competencia del fuero federal ratione personae por el sólo hecho de que el Estado Nacional sea citado como tercero, a esta altura del proceso, resulta prematuro por cuanto dicha prerrogativa, sólo puede ser ejercida exclusivamente por aquél en cuyo favor se ha establecido


      Benitez, Juan José c/ Ferrovías S.A.C. s/ Ordinario


      COMP.1108, L.XLVII,28 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Falta de comparencia del Estado Nacional. Ausencia de invocación del beneficio: improcedencia del fuero federal ratione personae


      Asiste razón al señor juez federal cuando afirma, con fundamento en jurisprudencia del Máximo Tribunal, que sólo corresponde a la justicia federal seguir conociendo en un juicio a partir del momento en que el Estado Nacional compareció en la causa, y que este último extremo, conforme surge de las constancias de la causa, se encuentra pendiente de cumplimiento; por lo tanto se desconoce qué temperamento habrá de adoptar el codemandado. Tal circunstancia torna prematura la declaración de incompetencia por razón de las personas, en tanto se funda en un beneficio que el Estado Nacional aún no ha requerido


      Cejas, Pedro Antonio y otra c/ Szumik, Jorge y otros s/ Daños y perjuicios


      COMP.771, L.XLVII, 25 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Falta de intervención del organismo nacional. Fuero federal ratione personae: posibilidad de declinación y admisibilidad de renuncia


      Resulta prematura la declaración de incompetencia si, habiéndose citado en calidad de tercero a un organismo nacional, éste no tomo intervención en el proceso. A ello, cabe agregar que cuando el fuero federal se establece ratione personae, puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explicita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso. Conforme a ello, si bien la actora consintió que se cite a la A. N. Se. S. en calidad de tercero, no surge de lo actuado que en estos autos se haya dado intervención en este proceso a dicho organismo, por lo cual, corresponde que la causa continúe en la justicia laboral


      Salazar, Liliana por si y en representación de sus hijos R. S., R. C. M. y R. M. c/ Met Afjp SA s/ Reclamo


      COMP.763, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Pretensión municipal de cobro de tasa por inspección de productos alimenticios. Código Alimentario Nacional (ley 18. 284). Competencia federal


      El fuero federal resulta competente para conocer en el sub lite, pues el conflicto se circunscribe a determinar si la tasa que pretende cobrarle el municipio es contraria a lo previsto en disposiciones de la Constitución Nacional y del Código Alimentario Nacional, resultando la aplicación e interpretación de estos preceptos federales esenciales para la solución de la causa


      Molinos Río de la Plata S.A. c/ Municipalidad de Esteban Echeverría s/ Acción declarativa Inc. de apelación art. 250 CPCCN


      M.879, L.XLVII,11 de Octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Pretensión municipal de cobro de tasa por servicios de inspección veterinaria y bromatológica sobre vinos. Ámbito de competencia de policía de vinos y bebidas alcohólicas: leyes 14. 878 y 24. 566. Corresponde a la competencia de la justicia federal


      La prensión de la actora consiste en obtener una declaración que haga cesar el estado de incertidumbre en que se encuentran respecto de la pretensión municipal de cobrar un tributo en concepto de "tasa por servicios de inspección veterinaria y bromatológica" establecida en la ordenanza fiscal del municipio, el que -a su entender- resulta violatorio de expresas disposiciones constitucionales, del Código Alimentario Nacional (ley 18. 284) y de las leyes nacionales 14. 878 (Ley General de Vinos), 24. 566 (Ley Nacional de Alcoholes) y 25. 163, además de infringir las disposiciones de la ley 23. 548. En tales condiciones, más allá de que la acción declarativa de certeza que inició la actora tenga su origen en un acto de naturaleza local, se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si la pretensión del municipio de aplicar la tasa por servicios de inspección veterinaria y bromatológica a los vinos que elabora y comercializa la actora y que ingresan al municipio, invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de policía de vinos y bebidas alcohólicas (leyes 14. 878 y 24. 566). Tal circunstancia, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que estipula nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella


      Bodega El Esterc S.A. c/ Municipalidad de Ezeiza s/ Acción de inconstitucionalidad


      B.838, L.XLVII, 2 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Ejecución fiscal deducida por la Superintendencia de Riesgos del Trabajo concluida por dictado de sentencia. Declaración de incompetencia extemporánea


      Se advierte que, la resolución del Juez Federal en cuanto se declara de oficio incompetente, devino extemporánea, toda vez que, según se desprende de las constancias de autos, dicha decisión fue adoptada luego de haber recaído sentencia que pone fin a este proceso y sin que el tema de competencia haya sido invocado por el actor en su demanda. Si bien el artículo 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, el ejercicio de esa facultad excepcional deviene impropio cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia, pues sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia federal, la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieren impedirlo


      Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Magneres, Héctor Mario s/ Apremio


      COMP.616, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Fuero federal en razón de la distinta vecindad de las partes litigantes


      Surge de autos que los actores son vecinos de la Ciudad de Tucumán, Provincia homónima, mientras que la demandada denunció su domicilio en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En estos términos y condiciones particulares, ponderando la jurisprudencia de la Corte, autorizan a sostener razonablemente que se hallan reunidos los extremos exigidos a los fines de que surta el fuero federal en razón de la distinta vecindad de las partes litigantes y que fuera invocado oportunamente por la fundación demandada en su primera presentación


      De Carlo, Américo Julio Víctor y otros c/ Fundación Madariaga s/ Prescripción adquisitiva


      COMP.723, L.XLVII, 13 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Inexistencia cuestión de competencia. Razones de economía procesal. Leyes 19. 798 y 26. 522. Servicios de telecomunicaciones y radiodifusión. Televisión satelital. Claúsula comercial art. 75 inc. 13 de la Cosntitución Nacional. Materia federal. Poder de policía local. Trámite ante la justicia federal


      Más allá de que la actora dirija la acción de inconstitucionalidad contra una norma local, se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si el ejercicio de las facultades tributarias municipales invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de telecomunicaciones (ley 19. 798) y de radiodifusión (ley 26. 522 de regulación de los servicios de comunicación audiovisual, que derogó la ley 22. 285 en las condiciones previstas por el art. 164). Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2, inc. 1), de la ley 48, ya que versa sobre lapreservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que toma competente a la justicia nacional para entender en ella. V. E. ha sostenido que cuando la pretensión esgrimida por la actora exige precisar el sentido y los alcances de normas federales, como son las leyes 19. 798 y 26. 522 -y la derogada ley 22. 285-, corresponde a la competencia federal ratione materiae, a lo que cabe agregar que los servicios de radiodifusión están comprendidos en la "cláusula comercial", por lo que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de diversos artículos de la Ley Fundamental, en especial, el del art. 75, incs. 13 y 18, de la Constitución Nacional, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega


      Directv Argentina S.A. c/ Municipalidad de Chivilcoy s/ Materia a categorizar - Otros juicios


      COMP.652, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Inexistencia de contienda negativa de competencia. Razones de celeridad y economía procesal. Pretensión tributaria local: tasa por servicios de inspección veterinaria. Preservación de órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el gobierno nacional: trámite ante la justicia federal


      Este proceso corresponde a la jurisdicción federal tanto ratione personae como ratione materiae. Ello es así, por cuanto quien demanda es el Instituto Nacional de Vitivinicultura (entidad autárquica del Estado Nacional según su ley de creación 14. 878) y V. E. tiene dicho que si la demanda se instaura por o contra la Nación o una entidad nacional, el fuero federal surte por razón dela persona, en virtud de los dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional y por los arts. 2°, inc. 6° y 12 de la ley 48. Más allá de que la acción declarativa de certeza que inició la actora tenga su origen en un acto de naturaleza local, se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si la pretensión de la Municipalidad de Esteban Echeverría de aplicar la tasa por servicios de inspección veterinaria a los vinos y bebidas alcohólicas que ingresan al municipio, invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de policía de vinos y bebidas alcohólicas (leyes 14. 878 y 24. 566)


      Instituto de Vitivinicultura c/ Municipalidad de Esteban Echeverría s/ Pretensión declarativa de certeza - otros juicios


      COMP.742, L.XLVII, 24 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Pretensión municipal de cobro de tributo en concepto de tasa por inspección de productos alimenticios: competencia de la justicia federal


      Mediante este proceso, la actora pretende que la demandada se abstenga de reclamar el tributo municipal denominado "tasa de inspección de productos alimenticios" establecido en ordenanza fiscal del municipio. El fuero federal resulta competente para conocer en el sub lite, pues el conflicto se circunscribe a determinar si la tasa que pretende cobrarle el municipio es contraria a lo previsto en la Constitución Nacional y en el Código Alimentario Nacional, resultando la aplicación e interpretación de estos preceptos federales esenciales para la solución de la causa


      Pritty S.A. c/ Municipalidad de Esteban Echeverría s/ Pret. declarativa de certeza - otros juicios


      COMP.743, L.XLVII, 12 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a criterios definitorios de Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S. A. "), así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana"). Trámite ante la justicia nacional en lo civil y comercial federal


      Erhardt, Osvaldo Herminio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


      COMP.219, L.XLVII, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S. A. "), segunda hipótesis, acápite VII del dictamen. Trámite ante la justicia civil y comercial federal


      Celestino, Ignacio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      COMP.614, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa A. 151, L. XLVII, "AMX Argentina S. A. c/ Municipalidad de General Deheza s/ Acción meramente declarativa". Trámite ante la justicia federal


      Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de Rio Cuarto s/ Acción declarativa


      T.59, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Apelación de multa dispuesta por la Dirección Nacional de Comercio Interior por infracción al art. 19 de la Ley Nacional de Defensa del Consumidor N° 24. 240. Inexistencia contienda negativa de competencia. Razones de celeridad y economía procesal: trámite ante la justicia federal por aplicación de las pautas que surgen de Fallos: 324:4349 ("Flores Automotores")


      Ello es así, porque el Superior Tribunal de Justicia de Misiones remitió directamente los autos a la Corte Suprema, cuando previamente debía comunicar la decisión a la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas para que se pronunciara acerca de las razones esgrimidas por aquél para desprenderse del conocimiento de la causa, las que podrían hacer variar el criterio originalmente sostenido. Recién en caso de mantenerse dicha posición se suscitará aquel conflicto, desde que es requisito para ello la atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común. En dicho precedente V. E estableció un criterio general de interpretación del art 45 de la Ley Nacional de Defensa del Consumidor N° 24. 240. Allí, sostuvo que las sanciones administrativas impuestas por la autoridad nacional de aplicación serán apelables ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de la Capital o ante las Cámaras Federales con asiento en las provincias, según corresponda, de acuerdo al lugar de comisión del hecho


      Romero, Nazaria c/ Crucero del Norte S.R.L. s/ Arbitraje de consumo


      COMP.906, L.XLVII,9 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Caracteres. De Excepción


      Conflicto de competencia entre la justicia local y federal. Reclamo por responsabilidad civil de una obra social. Renunciabilidad del fuero federal


      La obra social requerida en el sub lite contesta demanda sin plantear la excepción de incompetencia del fuero provincial, consintiendo la tramitación de la presente causa por ante el fuero local. Asimismo, resulta pertinente precisar que, en las actuaciones en estudio, por un lado, se reclama en base a normaspropias del derecho civil (artículos 1068, 1078, 1109, 1113 y 4023), y por el otro, que el fuero federal es renunciable en razón de las personas por el aforado, no correspondiendo la intervención de la justicia de excepción en la presente causa


      Cancino, Rubén c/ Lanzat, Néstor Hugo y/o otros s/ Daños y perjuicios


      COMP.594, L.XLVII,7 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia territorial. Demanda contra la Asociación del Fútbol Argentino. Necesidad de invocación del fuero de excepción por parte del vecino de extraña jurisdicción


      La Corte tiene dicho que el conocimiento y la decisión por los tribunales federales de las causas entre vecinos de diferentes provincias tiene por objeto amparar al vecino de extraña jurisdicción que se ve obligado a litigar en la provincia y con los jueces de la contraria, con lo cual, para que proceda, es esencial, de un lado, que lo invoque el vecino de extraña provincia, ya que a nadie le es dado declinar los jueces de su propio fuero; y de otro, probar que se han reunido los extremos necesarios para su procedencia, toda vez que se trata de un fuero de excepción. En tal orden de ideas, en la presente causa, no se reúnen los extremos citados porque no obstante la actora haber denunciado el domicilio real del demandado (Asociación del Futbol Argentino) en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, esta parte, aún no ha comparecido al proceso


      Montaner, Guillermo c/ AFA s/ Daños y perjuicios


      COMP.566, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia Originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación


      Cuestión de competencia. Demanda entablada por el Banco de la Nación Argentina contra DGR provincial. Competencia originaria de la Corte ratione personae


      Toda vez que en autos una entidad nacional dirige su pretensión contra una provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal según el art. 116 de la Ley Fundamental y el art. 1 y 27 de la ley nacional 21. 799 que establece su Carta Orgánica, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo que resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito


      Banco de la Nación Argentina c/ Dirección General de Rentas de la Provincia de Salta s/ Ordinario


      B.618, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Ejecución fiscal contra el Estado Nacional. Remisión al dictamen de la causa G. 230, L. XLVI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social Dirección Nacional de Vialidad s/ ejecución fiscal". No corresponde a la competencia originaria de la C. S. J. N


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Policia Federal Argentina s/ Ejecución fiscal


      G.778, L.XLVI,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Ley 22. 347. Amparo por mora: situación dominial y registral respecto de un inmueble ubicado en la zona limítrofe entre dosprovincias. Competencia originaria de la Corte: naturaleza de las partes y marco cognoscitivo propio de la cuestión a resolver


      En tanto resultan ser parte nominal y sustancial ambas provincias, el proceso debe tramitar ante la instancia originaria del Tribunal, de conformidad lo establecido en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1 del decreto-ley 1285/58. Puede afirmarse una comunidad de controversia entre las dos provincias, en cuanto confluyen en la causa los extremos que autorizan a considerar la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario, de, conformidad con 10 dispuesto en el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en razón de la propia naturaleza de la relación jurídica controvertida que vincula a las partes en el proceso, la cual, es de carácter inescindible, pues exige ineludiblemente la integración de la litis con las dos provincias, a los fines de que la sentencia pueda ser pronunciada útilmente. Las provincias acuden de forma autónoma al juicio, puesto que la controversia tiene su origen en la aplicación del régimen dispuesto por la ley nacional 22. 347 que fija los límites entre ambas provincias y el convenio celebrado el 18 de diciembre de 1979, ambos de naturaleza federal, los cuales tuvieron incidencia sobre el derecho de dominio del actor y establecieron las obligaciones a las que quedaron sometidas las demandadas, es decir, de comunicarse todos los datos registrales, catastrales, fiscales, planos y demás antecedentes referidos a propiedades ubicadas en las zonas enumeradas en el art. 1° (v. art. 1° de la ley 22. 347, cláusula primera y sexta del convenio y art. 2° incs. 1° y 4° de la ley 48)


      Argañaraz, Maria Guillermo c/ Santiago del Estero, provincia de y otro s/ amparo por mora


      A.1202, L.XLVII, 30 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Pretendida inconstitucionalidad de ley provincial: con relación al pago, en las condiciones originales de emisión, de los cupones de renta y amortización de bonos. Art. 6, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte: precedente "Sojo", fallos: 32: 120


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada en el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal, o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local


      Pereyra, Marcelo Oscar c/ Formosa, provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


      P.777, L.XLVI, 14 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Status diplomático. Art. 117 de la Constitución Nacional. Salarios adeudados, aguinaldos, vacaciones no gozadas e indemnización: la causa resulta ajena a la instancia originaria de la Corte


      La Corte ha establecido reiteradamente, con arreglo a lo dispuesto en el art. 24, inc. 10, decreto-ley 1285/58 que la competencia originaria del Tribunal, respecto de los cónsules extranjeros, está reservada a las causas que versan sobre los privilegios y exenciones de aquellos en su carácter público, debiendo entenderse por tales las seguidas por hechos o actoscumplidos en el ejercicio de las funciones propias, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal. Si bien del informe del Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto, se desprende que el demandado cumple funciones como Cónsul General de la República de Chile en la Ciudad de Córdoba, por lo que goza de "status diplomático" en los términos del art. 1°, inc. "e", de la Convención de Viene sobre Relaciones Diplomáticas de 1961, la pretensión del actor tiene su origen en una relación jurídica particular entre ellos en tanto las deudas que se reclaman no se relacionan con la función consular que cumple este último, por lo que no estaría alcanzado por dicho privilegio (conf. art. 43, inc. 2° "a" de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963)


      Venegas, Carlos Nolberto c/ Barrera Robinson, Fernando s/ Ordinario


      V.401, L.XLVI, 14 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia Ordinaria


      Conflicto de competencia. Daños y perjuicios derivados de un accidente ferroviario. Provincia demandada por su propio vecino: falta de distinta vecindad. Competencia de la justicia local


      La circunstancia de que los actores hayan declarado ab initio domiciliarse dentro del territorio de la Provincia demandada impide que el presente juicio tramite en instancia originaria ante la Corte Suprema de Justicia, toda vez que se hallan enfrentados en autos una provincia y su propio vecino. En lo atinente al conflicto trabado entre la justicia federal provincial y la ordinaria local, le asiste razón al magistrado federal quien se declaró incompetente para entender en autos con sustento en que su intervención no fue peticionada por ninguna de las partes delproceso, y que la deficiente prestación del servicio público ferroviario no determina per se la competencia federal, conforme jurisprudencia de la Corte. Por último, excede a la competencia de la Corte determinar cuál de los jueces locales de la Provincia de Buenos Aires resulta competente para continuar interviniendo en autos, sea éste el correspondiente al fuero en lo civil y comercial o al contencioso administrativo, circunstancia que debe ser resuelta en el ámbito local, por respeto al sistema federal y a las autonomías provinciales


      Dettler, José Marciano y otros c/ Transporte Metropolitano General Roca S.A. y otro s/ pretensión indemnizatoria


      COMP.115, L.XLVII,24 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Restitución de suma abonada en concepto de IVA respecto de un contrato de compraventa de buque. Competencia de la justicia local. Inexistencia de cuestión fiscal


      En el caso el actor demanda por el cobro de pesos 94. 500 con sus intereses, gastos y costas, en concepto de IVA pagado a la AFIP respecto del contrato de compraventa de un buque celebrado con la demandada. Interpreta que dicho gravamen estaba comprendido dentro de las obligaciones asumidas por la compradora en el contrato suscripto, pero que a raíz de embargos e intimaciones de la agencia recaudadora decidió saldarlo y requerir luego su repetición. En este contexto, debe declarase la competencia de la justicia ordinaria local, pues la resolución de la causa conduce central e inmediatamente al estudio de aspectos propios relacionados con el derecho privado (arts. 506, 606, 919 y 1109 del Código Civil; y 464, 474, 772 y concordantes del Código de Comercio entre otras normas invocadas en la pretensión deinicio) y a la hermenéutica de las cláusulas contractuales que vincularon a las partes. Y encontrándose -según se sostiene- satisfecho el impuesto mencionado, en autos tampoco se encuentra involucrado un interés fiscal ni una cuestión vinculada directamente a la ley 20. 094 que amerite la competencia federal


      Agliano, Maria c/ Baxter S.A. s/ Cobro de pesos


      COMP.1020, L.XLVI, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Usucapión sobre un vehículo. Materia de derecho común. Competencia del fuero local


      La presente acción debe seguir con su trámite ante la justicia ordinaria local, toda vez que conforme surge de los hechos expuestos en la pretensión de inicio, el actor, con sustento en un contrato de compraventa e invocando su calidad de poseedor de buena fe sobre el automóvil solicita se le otorgue la titularidad por usucapión de dicho rodado a fin de su inscripción posterior en el Registro de la Propiedad Automotor correspondiente. Dicha materia, al estar en juego, principalmente, la interpretación y aplicación de normas de derecho común (artículos 2412, 2413, 2417, 2475 y 4016 del Código Civil, y que expresamente invoca el accionante en su pretensión de inicio), determina la competencia del fuero local para conocer en el juicio


      Petrino, José Alejandro c/ Alcaraz, Carlos Omar y otros s/ Posesión


      COMP.73, L.XLVII,11 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Planteo de inhibitoria. Relación comercial entre particulares. Corresponde la intervención de la justicia nacional en lo comercial


      Por tratarse de una controversia entre particulares vinculada a la forma en que se desarrolla una relación comercial, se dictaminó que resulta competente la justicia nacional en lo comercial para resolver el planteo de inhibitoria interpuesto por la parte demandada, sin que, en principio, la invocación de normas federales (leyes 25. 156, 22. 285 y 20. 680) que se hace en el escrito de demanda de la causa en trámite ante el juzgado federal del interior del país, tenga incidencia relevante para su resolución. En efecto, de acuerdo con los términos de la demanda, se persigue mediante una acción declarativa de certeza que se haga cesar el estado de incertidumbre sobre el alcance y modalidades de la relación contractual que une a las partes en la provisión de la señal televisiva que comercializa la parte demandada, de características; eminentemente comerciales. En este sentido, se considero que la causa debe continuar su trámite ante la justicia nacional en lo comercial


      Tevefe Comercialización S.A. s/ Solicitud de inhibitoria


      COMP.234, L.XLVII, 18 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Daño ambiental. Inexistencia de interjurisdiccionalidad. Competencia de la justicia local


      La pretensión de la parte actora consiste en obtener el cese del daño ambiental que provocan la planta depuradora de líquidos cloacales del Municipio de Mercedes sobre el río Luján, debido a su mal funcionamiento; y la falta de un adecuado tratamiento de los líquidos cloacales por parte del Municipio de Luján que producen la contaminación de las napas freáticas de esa localidad. Ello, determina que sean las autoridades locales las encargadas de valorar y juzgar si las conductas cuestionadasafectan aspectos tan propios del derecho provincial, como lo es todo lo concerniente a la protección del medio ambiente. El ambiente es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no es otro que quien ejerce autoridad en el entorno natural y en la acción de las personas que inciden en ese medio, máxime cuando no se advierte en el caso un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción Si bien la interdependencia es inherente al ambiente y sobre la base de ella podría afirmarse que siempre se puede aludir al carácter interjurisdiccional, para valorar esas situaciones no hay que perder de vista la localización del factor degradante y resulta claro que en el sub lite dicho factor, en el caso de existir, se encuentra en territorio de la Provincia de Buenos Aires


      Alfonsín, Marcos Aurelio c/ Municipalidad de Mercedes y otro s/ Amparo - medida cautelar


      COMP.323, L.XLVII, 17 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Juez competente en la ejecución de un convenio de honorarios. Labor profesional desarrollada en otro fuero. Falta de conexidad y accesoriedad


      Resulta aplicable al caso el artículo 43, inc. c del decreto-ley 1285/58, norma según la cual la cuestión referente a la relación contractual entre un profesional y su cliente, en la que cabe incluir el cumplimiento de un convenio de honorarios es materia propia de la justicia nacional en lo civil. Por otra parte, en el sub lite no se presentan las notas de conexidad y accesoriedad con la causa principal radicada en el fuero contencioso administrativo federal, desde que el objeto de esta acción no es la práctica de una regulación de honorarios stricto sensu - acto, que ciertamente corresponde al juez del proceso donde se desarrollóla labor-, sino el cumplimiento de la convención celebrada entre las partes en litigio


      Iorfida, Fernando Jorge s/ Proceso de conocimiento - Acción de amparo


      COMP.309, L.XLVII,25 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia Territorial


      Discernimiento de la tutela: art. 400 del Código Civil. Progenitores que, al momento de su deceso, se hallaba separados de hecho. Competencia del tribunal del lugar donde el menor se encuentra efectivamente


      El art. 400 del Código Civil defiere el discernimiento de la tutela ". . . al juez del lugar en que los padres del menor tenían su domicilio, el día de su fallecimiento", en clara sintonía con la regla establecida por el art. 90 inc. 6° de ese mismo cuerpo. Ahora bien, en el momento de su deceso -ocurrido con escasos minutos de diferencia-, aunque unidos en matrimonio, los progenitores se hallaban separados de hecho, infiriéndose de los elementos proporcionados a la causa que no se había determinado legalmente la tenencia, en orden al ejercicio de la patria potestad (art. 264 inc. 2° del Código Civil). Concretamente, la madre vivía en la localidad de Ezeiza, provincia de Buenos Aires, mientras el padre lo hacía en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Así las cosas, resulta aconsejable que la contienda se dirima a partir del criterio según el cual la eficiencia de la tarea protectoria propia de los jueces, se ve favorecida de modo innegable a través de la inmediación, encomendándose entonces el seguimiento al tribunal del lugar donde la niña se encuentra efectivamente


      N., N. s/ Tutela


      COMP.283, L.XLVII, 7 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Acción personal derivada de delito o cuasi delito. Juez competente a elección del actor: lugar del hecho o domicilio del demandado. Domicilio de la citada en garantía. Artículo 118 de la ley 17. 418


      Resulta aplicable al sub lite la doctrina sentada por la Corte que sostiene que en casos como el aquí considerado, de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en las que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados deben optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador (art. 118 de la ley 17. 418). En autos los accionantes, atendiendo al domicilio de la empresa de seguros, optaron por los tribunales con asiento en esta Capital Federal, jurisdicción que fue consentida por la citada en garantía al contestar la demanda


      Gandara, Alfredo José y otro c/ Pérez, Oscar Alfredo y otros s/ daños y perjuicios


      COMP.163, L.XLVII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia territorial: casos de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en los que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora. Contexto fáctico. Art. 118 Ley 17. 418


      Valorando que el desplazamiento de la competencia admitido por el artículo 118 de la ley 17. 418 no puede importar desvincularlo del contexto fáctico de las actuaciones, de donde surge que la póliza fue emitida por la casa matriz de la citada en garantía (v. al respecto, art. 90, inc. 4°, Código Civil), y que el accidente tuvo lugar en la Provincia de La Pampa, jurisdicción,donde, asimismo, tanto el actor como el demandado tienen sus domicilios reales, y donde se encuentra la casa matriz de la compañía de seguros (v. en tal sentencia del 19 de abril del corriente año en autos S. C. Comp. N° 822, L. XLVI "Troyano, Miriam Noemí c/ Leiva, Daniel Arnolfo y otro s/ daños y perjuicios"), corresponde que la presente causa quede radicada ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Comercial y Minería N° 3 de la Primera Circunscripción Judicial de la Provincia de Río Negro


      Carrizo, Ricardo Enrique c/ Arrieta, David s/ daños y perjuicios


      COMP.257, L.XLVII, 24 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Ejecución fiscal contra titular registral de inmueble que es un particular: trámite ante la justicia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


      En el sub lite el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires enderezó su demanda de ejecución fiscal contra el titular registral del inmueble que es un particular, tal como lo pusieron de manifiesto tanto el fiscal federal como el juez de dicho fuero. En estas condiciones, no se advierten motivos para que esta causa tramite ante la justicia federal


      GCBA c/ Ministerio de Ejército s/ Ejecución fiscal - ABL


      COMP.444, L.XLVII, 29 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestiones de Competencia


      Acción de amparo. Competencia de la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil: juzgado que hizo lugar a unamedida cautelar y desestimó la excepción de incompetencia interpuesta por la parte requerida


      Corresponde entender al magistrado a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil dado que éste último hizo lugar a una medida cautelar, y desestimó la excepción de incompetencia interpuesta por la parte requerida, en virtud de lo dispuesto por el artículo 498, inc 2, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, máxime cuando en el sub lite se trata de una acción de amparo. En segundo término esta decisión no fue objeto de apelación por parte de la entidad demandada con lo cual la declaración de incompetencia realizada por la Cámara Civil fue inoportuna, ya que tal cuestión no había sido llevada ante sus estrados


      Hambra, Ramon Iair c/ Swiss Medical S.A. s/ Amparo


      COMP.162, L.XLVII,29 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Acuerdo aprobado en Asamblea de Accionistas Clase C de Telecom Argentina SA. Reclamo de cumplimiento. Solicitud de investigación por mal desempeño al Comité Ejecutivo, al Interventor Judicial, y al Banco Ciudad en su carácter de Fiduciario. Forum conexitatis


      Se advierte que el objeto de este proceso recae sobre el Convenio Homologado arribado en autos "Di Leo Vito y otros c/ Comité Ejecutivo de la Sindicación de Accionistas Clase C del PPP de Telecom Argentina Stet France Telecom SA s/ sumario" al pretenderse por un lado su cumplimiento, y al mismo tiempo denunciando su incumplimiento, lo que permite concluir que resulta razonable y de conveniente economía procesal que sea el Magistrado Comercial, quien entienda en esta pretensión por la intima conexidad causal que existe con la causa que tramitó anteese fuero, de la cual se han derivado derechos que son materia de controversia en éste proceso, sin perjuicio del distinto estadio procesal que presentan ambos procesos y a fin de evitar que decisiones que recaigan en uno de ellos hagan cosa juzgada respecto de las ya planteadas en el otro. Por ello, de conformidad con lo normado por los artículos 6, inciso 1), 188, 189 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde sea el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial, que previno, el que siga entendiendo en ambos juicios


      Colombo, Luis José y otro c/ Fondo de Garantía y rec. del PPP de Telecom Arg. S.A. y otros s/ Ordinario


      COMP.435, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Acción contra el GCBA: revocación de acto administrativo que aprueba una construcción dentro de una embajada. Trámite ante el fuero en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ausencia de demanda contra la representación diplomática: Estado que no forma parte del pleito


      El contenido de la demanda consiste en analizar la legalidad de la actividad administrativa llevada a cabo por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sin que participe en el juicio un Estado extranjero, motivo por el cual el conocimiento de la causa corresponde a los jueces locales. Si bien es cierto que los actores solicitaron una medida cautelar para que se suspendan las obras en el predio de la embajada, ello no es obstáculo para que aquellos jueces decidan sobre su procedencia o improcedencia, a la luz de todas las variables puedan incidir en la causa, así como que ello no determina su traspaso a la justicia federal. Con relación al argumento que la cámara utilizó para asignar elconocimiento del sub iudice al fuero federal -la posible afectación de los intereses del Estado extranjero-, cabe señalar que no se presenta como una razón suficiente para adoptar esa decisión


      Cambiaso de Alvarez, Marcela y otros c/ GCBA s/ Procesos incidentales


      COMP.263, L.XLVII, 3 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Alcances del Régimen de Cooperación Técnica y Financiera de las leyes 23. 283 y 23. 412: cuestión de derecho público. Tramite ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal


      El fuero federal en lo contencioso administrativo es el competente para conocer en autos, dado que para resolver la controversia se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, donde resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos privativos del derecho administrativo asumen para su solución (doctrina de Fallos: 330:811 y dictamen de este Ministerio Público Fiscal en la Comp. 975 L. XLVI, "Hernando, Adriana Amalia y otros c/ Colegio de Escribanos de la Ciudad s/ diferencias de salarios", del 16 de febrero de 2011, en especial acápite IV), circunstancias que permiten considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa, en los términos del art. 45, inc. a), de la ley 13. 998


      Bdil, Noemí Rebeca y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - I.G.J. s/ Aportes y contribuciones


      COMP.272, L.XLVII, 4 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 1126, L. XLIII, "Cons. de Prop. San Pedrito c/ Comisión Municipal de laVivienda"; Comp. 858, L. XLIV, "Consorcio de Propietarios San Pedrito 1450 c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Ejecución de expensas" y Comp. 747, L. XLVI, "Consorcio de Propietarios Escalada 2831 Torre 9 Sector B c/ GCBA y otros s/ Ejecución de expensas"


      Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia nacional en lo civil


      Cons. de Prop. de la Av. Dellepiane 4540 Torre 12 A Barr c/ Instituto de la Vivienda de la Ciudad y otro s/ Ejecución de expensas


      COMP.366, L.XLVII, 26 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión Fallos: 327:2536, 2857 y Comp. 720, L. XLII, "GCBA c/ Estado Nacional Argentino y/o quien resulte propietario s/ Ejecución fiscal" y Comp. 598, L. XLIV, "GCBA c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal - ABL", sentencias del 5 de septiembre de 2006 y 28 de octubre de 2008, respectivamente


      Las presentes actuaciones deben continuar su trámite ante el Juzgado Federal de Ejecuciones Fiscales Tributarias


      GCBA (Partida 911462-ABL) c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa y/o propietario Av. Juan de Garay 2158 s/ Ejecución fiscal tributarios


      COMP.256, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Trámite ante la justicia nacional en lo civil y comercial federal


      Resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S. A. " ), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público


      Rodriguez, Elba c/ PEN y otros s/ Proceso de conocimiento


      COMP.248, L.XLVII, 18 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN: conflictos de competencia habidos entre jueces nacionales de primera instancia


      Tanto el señor juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo N° 57, como el titular del Juzgado Federal de Primera Instancia N° 2, Secretaría Laboral N° 5 del Departamento Judicial de Mar del Plata, Provincia de Buenos Aires, se declararon competentes para entender en estas actuaciones. En tales condiciones, no se ha configurado una controversia jurisdiccional en la que deba intervenir la Corte Suprema de Justicia de la Nación por aplicación de lo previsto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21. 708, el cual prevé que los conflictos de competencia habidos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia, conforme acontece en autos


      Buena Martínez, César Martín c/ Pesquera Veraz S.A. y otro s/ accidente acción civil


      COMP.133, L.XLVII, 3 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Declaración oficiosa de incompetencia luego de dar trámite al proceso: improcedencia


      La Corte ha reiterado que en el marco de una interpretación armónica de las pautas previstas en los artículos 4°, 10 y 352 delCódigo Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde desestimar la declaración oficiosa de incompetencia si las partes interesadas en el proceso no han planteado cuestión de competencia alguna, con lo cual ha concluido la posibilidad de hacerlo en lo sucesivo, y cuando la oportunidad de los magistrados de origen para desprenderse de las actuaciones también feneció, pues esa circunstancia sólo podría darse al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes, y no luego de resolver otras lo cual importa un reconocimiento implícito de su jurisdicción en el asunto (Fallos 327:743, 333:290, entre otros). En el sublite, el juez local declaró oficiosamente su incompetencia tras haber aceptado la radicación de la demanda en su juzgado y haber dado trámite al proceso hasta la apertura a prueba. Por otra parte, la demandada en cuyo beneficio ha sido instituido el fuero federal reglado por el artículo 38 de la ley 23. 661 en razón de la persona, también consintió la jurisdicción ordinaria al haber contestado la demanda sin oponer excepción de incompetencia. Por lo tanto, corresponde dirimir la contienda y disponer que la causa continúe su trámite ante el fuero ordinario


      Cukar, Leonardo Germán c/ O.S.D.E s/ Cumplimiento de contrato


      COMP.997, L.XLVI, 22de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Desacuerdo entre los integrantes de las Salas "L" y "C" de la Cámara Nacional en lo Civil. Aplicación de las pautas de atribución establecidas en el art. 35, primera parte, del Reglamento para la Justicia Nacional en lo Civil. Resolución de la disputa a cargo del Presidente del tribunal. Órgano superior jerárquico común


      Toda vez que se ha suscitado un desacuerdo entre los integrantes de las Salas "L" y "C" de la Cámara Nacional en lo Civil, acerca de la aplicación de las pautas de atribución establecidas en el art. 35, primera parte, del Reglamento para la Justicia Nacional en lo Civil, corresponde determinar que la cuestión encuadra en la previsión contenida en el segundo párrafo de dicha norma reglamentaria, que defiere la resolución de este tipo de disputas al Presidente de aquel tribunal. En tales condiciones, al existir un órgano superior jerárquico común y no avizorarse una efectiva privación de justicia, de conformidad con lo dispuesto por el art. 24 inc. 7° del decreto ley 1285/58 -t. o. ley 21. 708-, corresponde considerar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación no está llamada a intervenir en la controversia


      Pereyra Iraola, Luis Jorge c/ Pereyra Iraola, Luis Gerónimo s/ acción declarativa


      COMP.1068, L.XLVI,11 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Inexistencia conflicto de competencia. Contienda entre tribunales de primera instancia: resolución por parte del órgano superior que primero intervino


      No existe en el sub lite una cuestión de competencia que V. E. deba resolver, porque el art. 24 inc. 7°), del decreto ley 1285/58, excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el juzgado que ha intervenido en primer término


      Ciarlando de Poggi, Carmen Luisa y otros s/ Denuncia


      COMP.355, L.XLVII, 27 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Pretensión municipal de cobro de tasa: competencia federal


      La modificación de los términos de la demanda no hace variar, en lo sustancial, la postura asumida anteriormente por este Ministerio Público, en la que propició hacer lugar al recurso extraordinario y revocar la sentencia apelada por entender que este proceso corresponde a la competencia de la justicia federal


      Aguas Danone de Argentina S.A. y otros c/ Municipalidad de Almirante Brown s/ Acción declarativa de certeza


      A.649, L.XLIV,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Proceso de insania: competencia del juzgado que dictó sentencia. Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. N° 145, L. XLIV, "F. C. M. s/insania"; S. C. Comp. N° 191, L. XLlV, "L. R. s/art. 482 Código Civil", y S. C. Comp. N° 233, L. XLIV, N. E. s/internación". Excepción: intervención al foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante


      El Juzgado Nacional en lo Civil N° 87 ha hecho el seguimiento de la problemática desde el año 2006, dictando sentencia el 7 de diciembre de 2007, aunque el interdicto residía en Hurlingham desde el año 2006. En consecuencia, dado que no se ha operado una alteración en las circunstancias, de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que aquella localidad resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, la competencia debe definirse, en lo pertinente, en base a los criterios que expuestos en los dictámenes emitidos in re S. C. Comp. N° 145, L. XLIV, "F. C. M. s/insania"; S. C. Comp. N° 191, L. XLlV, "L. R. s/art. 482 Código Civil", y S. C. Comp. N° 233, L. XLIV, N. E. s/internación". Por ende, se deja a salvo la opinión vertida en dichos autos. No obstante, si la Corte de Suprema de Justicia de la Nación estimare -conformelos conceptos vertidos en las causas precitadas-, que cabe dar intervención al foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante, estos obrados deberán radicarse ante el Tribunal de Instancia Única del Fuero de Familia N° 1 de Morón, Provincia de Buenos Aires


      B., G. D. s/ Insanía


      COMP.195, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Proceso de insania: competencia del juzgado que dictó sentencia. Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. N° 145, L. XLIV, "F. C. M. s/insania"; S. C. Comp. N° 191, L. XLlV, "L. R. s/art. 482 Código Civil", y S. C. Comp. N° 233, L. XLIV, N. E. s/internación". Excepción: intervención al foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante


      La Justicia Nacional en lo Civil se ha encargado de la problemática de la interdicta desde el año 1990, actuación que se llevó adelante aunque ya en el año 2002 (al iniciarse la acción por incapacidad ante el Juzgado N° 9), la interesada tenía domicilio en Villa Celina, Provincia de Buenos Aires. En esa misma línea, la internación en la localidad de Ramos Mejía data del año 2006. En consecuencia, dado que no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que esa última localidad resulta totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, pienso que la competencia debe definirse, en lo pertinente, en base a los criterios expuesto en los dictámenes emitidos in re S. C. Comp. N° 145, L. XLIV, "F. C. M. s/insania"; S. C. Comp. N° 191, L. XLIV, "L. R. s/art. 482 Código Civil", y S. C. Comp. N° 233, L. XILV , "N. E. s/internación". Por ende, se deja a salvo la opinión vertida en dichos autos. Noobstante, si la Corte Suprema de Justicia de la Nación estimare -conforme los conceptos vertidos en las causas precitadas-, que cabe dar intervención al foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante, estos obrados deberán radicarse ante el Juzgado de Familia N° 4 de La Matanza, Provincia de Buenos Aires


      P. de A., N. N. s/ Insania


      COMP.196, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación"


      Alcaraz, Máximo s/ Proc. laboral Art. 46 Ley 24.557


      COMP.12, L.XLVII, 25de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación"


      Barrios, Abraham s/ Proc. laboral Art. 46 Ley 24.557


      COMP.11, L.XLVII, 25de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en autos C. S. Comp. N°118 L. XLIII "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios - Resp. Prof. Medicos y aux. "


      Guitian, Blanca Noemí c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


      COMP.1070, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en la causa "Rondinone, Ramina Inés c/ Yahoo de Argentina s/ medidas precautorias", S. C. Comp. N° 915, L. XLII


      Gómez Córdoba, Florencia c/ Google Inc. y otro s/ Medidas precautorias


      COMP.1023, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en las causas S. C. Comp. N° 1291, L. XLIII "Rougier, Nancy Gabriela c/ Rodríguez, Hugo s/ ordinario" y S. C. Comp. N° 791, L. XLVI "Rodríguez, Sandra Mabel c/ Mathiasen, Helga s/ fijación de honorarios extrajudiciales"


      Rodríguez, Sandra Mabel c/ Modaffari, Maria Esther s/ Fijación de honorarios extrajudiciales


      COMP.1030, L.XLVI,11 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Telecomunicaciones. Pretensión de inconstitucionalidad de ordenanza municipal que establece un tributo. Procedencia recurso extraordinario en materia de competencia: denegación de fuero federal. Trámite ante la justicia federal


      La cuestión que se debate en el sub lite resulta sustancialmente análoga a la examinada por este Ministerio Público en el dictamen del 5 de abril de este año, in re A. 151, L. XLVII, "AMX Argentina S. A. c/ Municipalidad de General Deheza s/ Acción meramente declarativa"


      Amx Argentina S.A. c/ Municipalidad de Avellaneda s/ Acción declarativa


      A.227, L.XLVII, 4 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa C. S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victoria y otros si Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Alegre, Eduardo Oscar y otros s/ ejecutivo


      COMP.772, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo",


      Banco de la Nación Argentina c/ Rolón, Marcos Tomás y otros s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.779, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N" 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victoria y otros si Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Alegre, Eduardo Oscar s/ prendario


      COMP.773, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentína c/ Querini, Emilio Victoria y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Birimisa, José Isidoro y otros s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.776, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado S. C. Comp. 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Villalba, Carlos Alberto s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.778, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      A fin de mejor dictaminar, es menester contar con la totalidad de los respectivos procesos (arts. 10 in fine y 11 CPCCN). En consecuencia, se solicita se requieran las actuaciones que tramitan ante el Juzgado de Garantías del Joven N° 1 (Departamento Judicial de Mercedes, Provincia de Buenos Aires)


      Oficio Ley Juzgado de Garantías del Joven Nº1 de Mercedes s/ Solicitud en expediente Nº 9181/2011


      COMP.1014, L.XLVII, 15 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      A los fines de mejor dictaminar se solicita se requiera a los tribunales en disputa la remisión de la totalidad de las actuaciones que tramiten entre las partes en ambas sedes


      B., F. P. c/ C., S. B. s/ Tenencia de hijos


      COMP.465, L.XLVII, 15 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      A los fines de mejor dictaminar y en atención a lo dispuesto por los arts. 10 y 11 del CPCCN, se solicita se requiera a ambos Juzgados en conflicto la remisión de la totalidad de las actuaciones radicadas ante cada uno de dichos tribunales


      Reig, María Eugenia s/ Inhibitoria


      COMP.851, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de certeza contra la Municipalidad de Río Cuarto. Tributos locales contrarios a la Constitución Nacional. Declaración de incompetencia extemporánea. Existencia de sentencia: cosa juzgada y afectación derechos de defensa y propiedad


      Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal, tal como ocurre en el sub examine. En cuanto a la cuestión de fondo, si bien resultaría aplicable al sub lite el criterio fijado por el Tribunal a partir del caso "Papel Misionero" (Fallos: 332:1007), cabe recordar que la Corte tiene dicho que las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal, lo cual responde a la necesidad de fijar límites a los desplazamientos de jurisdicción, pues lo contrario importarla afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad siempre que haya mediado la tramitación de un proceso judicial en que los interesados tuvieran oportunidad de audiencia y prueba


      Peugeot Citroen Argentina SA c/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Acción declarativa de certeza


      P.678, L.XLVI,21 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de certeza. La residencia como requisito para la presentación a cargos municipales. Corresponde la competencia a la justicia provincial


      A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, se debe estar, en primer término, a los hechos que se relatan en el escritode demanda y después, y sólo en la medida en que se adecúe a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Es doctrina de la Corte que la elección de cargos nacionales se rige por normas y autoridades federales y la de cargos locales por normas y autoridades locales. Por lo tanto, corresponde confirmar la declaración de incompetencia del juez federal con competencia electoral para entender en este proceso y el proceso debe continuar su trámite ante la justicia provincial y, a tal fin, debe remitirse a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires en orden a que lo asigne al tribunal que estime competente


      Oviedo, Carlos Gustavo s/ Promueve acción declarativa de certeza - Incidente de competencia


      COMP.312, L.XLVII, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Amparo contra Colegio Oficial de Farmacéuticos y Bioquímicos de la Capital Federal. Ente público no estatal que tiene a su cargo el gobierno de la matrícula profesional de farmacéuticos y bioquímicos en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires. Trámite ante los jueces locales: fuero contencioso administrativo y tributario de la Ciudad de Buenos Aires


      La materia en discusión es propia del derecho público local, en tanto la pretensión esgrimida exige interpretar el decreto-ley 7. 595/63 -que dispuso la creación de dicho Colegio, fijó sus atribuciones y determinó sus órganos de gobierno y la forma en que ellos se integran- y él estatuto de la entidad demandada -que establece las obligaciones de los miembros del Consejo General-, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manerasubsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho


      Sapia, Germán Enrique c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (art. 14 CCABA)


      COMP.904, L.XLVII,9 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Aumento de la cuota alimentaria contra un difunto. Competencia del juez de la sucesión


      La causa versa sobre un crédito de carácter personal esgrimido por una acreedora del difunto y, la herencia no se ha dividido, de manera que la situación encuadra en el supuesto previsto por el art. 3284, inc. 4°, del Código Civil


      B., D. c/ D. M., J. s/ Aumento de cuota alimentaria


      COMP.788, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Ausencia de contienda correctamente trabada, cuya resolución competa a la Corte Suprema. Requisitos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58


      Para que la Corte Suprema dirima un conflicto en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, debe existir una atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común. Esta circunstancia no concurre en autos, pues lo cierto es que la cámara debió expedirse sobre la apelación contra la resolución de fs. 68, que fue el único tema sometido a su decisión y no tomar como válida la declaración de incompetencia de la justicia federal que se efectuó en otro proceso que ya fue archivado y, por lo tanto, no puede ser utilizado para trabar un conflicto como el que ahora se intenta traer a conocimiento del tribunal. En tales condiciones, todavía no existe una contiendacorrectamente trabada, cuya resolución competa a la Corte Suprema


      Quaglini, Alicia Graciela c/ Estado Nacional y otro/a s/ Amparo


      COMP.962, L.XLVI,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Causante a disposición de un juez penal. Falta de promoción de juicio de insania. Inoficioso pronunciamiento de la Suprema Corte


      Ponderando que ninguna parte legitimada ha instado la acción de insania o inhabilitación, y dado que oportunamente el Juzgado de Ejecución Penal asumió el pertinente control, lo cierto es que este expediente debe archivarse y continuar la intervención del titular del ya citado tribunal de ejecución. En suma, en este estado, deviene inoficioso un pronunciamiento de la Corte respecto de la competencia


      C., J. C. s/ Artículo 482 Código Civil


      COMP.632, L.XLVI, 28 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia dirimido por la alzada del magistrado que previno: innecesaridad de intervención de la Corte Suprema


      En el sub lite no se ha configurado una controversia jurisdiccional en la que deba intervenir la Corte por aplicación de lo previsto por el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21. 708, el cual prevé que los conflictos de competencia habidos entre jueces nacionales federales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido. En el caso, el pronunciamiento de la Sala II de la Cámara Nacional Civil yComercial Federal pone fin al conflicto planteado entre dichos magistrados


      Speranza, Luis María c/ ANSES s/ daños y perjuicios


      COMP.271, L.XLVII, 10 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia dirimido por la alzada del magistrado que previno: innecesaridad de intervención de la Corte Suprema


      Entre el Juzgado Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social N° 6 y el Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal N° 7 se produjo un conflicto de competencia que fue dirimido por la alzada del magistrado que previno, por lo que, a la fecha, no existe contienda en la que la Corte deba intervenir


      Genestal, Roberto Adrián c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa FAA Dto. 886/05 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      COMP.888, L.XLVII, 4 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre jueces de primera instancia


      La Corte Suprema de Justicia de la Nación debe resolver conflictos de competencia, sólo cuando no media un superior común entre los tribunales en conflicto, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21. 708, el cual prevé que los habidos entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido, sin que obste a ello, la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia


      Rumbo, Raúl Manuel c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


      COMP.623, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre jueces de primera instancia


      Corresponde advertir que la Corte debe resolver conflictos de competencia, sólo cuando no media un superior común entre los tribunales en conflicto, conforme lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21. 708, el cual prevé que los habidos entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltos por la alzada "de que dependa el juez que primero hubiese conocido"


      Machuca, Luis Ricardo c/ Pesquera Géminis S.A. y otro s/ Despido


      COMP.903, L.XLVII, 4 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre jueces federales de primera instancia


      La Corte no está llamada a intervenir en esta controversia, desde que -al haberse suscitado entre jueces federales de primera instancia-, el conflicto planteado debe ser resuelto por la alzada de la que dependa el magistrado que previno (art. 24 inc. 7° del decreto ley 1285/58, t. 0. ley 21. 708)


      Novau, Luis Omar c/ PEN s/ Amparo


      COMP.506, L.XLVII,30 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia


      En el sub-lite no se configura un conflicto de competencia en el que deba intervenir la Corte, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, desde quelas contiendas que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltas por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema. En este orden de ideas y conforme surge de las constancias de autos, el presente conflicto ha sido dirimido por la Cámara Federal de Apelaciones de General Roca


      Robledo, Fausto Renato y otra c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


      COMP.803, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia


      Esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 70 del dec. -Iey 1285/58, texto según ley 21708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido


      Consejo Superior Profesional de Geología c/ Mosquera Alfonso s/ Cobro sumas de dinero


      COMP.760, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia


      Esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 70 del dec. -Iey 1285/58, texto según ley 21708, que prevé que la contienda de competenciahabida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido


      Martínez, Rosa Argentina c/ La Segunda Aseguradora del Riesgo del Trabajo S.A. y otro s/ Accidente - Acción civil


      COMP.833, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre la justicia local y federal. Distinta vecindad del demandado. Declaración prematura de incompetencia: fuero de excepción aún no invocado por el beneficiario. Convenio de prórroga de jurisdicción


      La declaración de incompetencia del magistrado local, con sustento en la distinta vecindad del demandado, resultó prematura por cuanto dicha prerrogativa no fue aun invocada por la persona en cuyo favor fue instituido tal beneficio. Por otro lado, surge del convenio de desocupación, objeto del presente reclamo, que las partes han convenido someterse "a la jurisdicción de los Tribunales Ordinarios del Departamento de Zárate-Campana"


      Torrano, Edith Susana c/ Tejerina, Celia Amalia s/ Homologación convenio de desalojo


      COMP.849, L.XLVII, 2 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre la justicia local y la federal. Estado Nacional que consiente la actuación de la justicia local. Extemporaneidad de la declaración de incompetencia


      La declaración de incompetencia formulada por el juez local fue extemporánea dado el estado procesal de la causa, ya que sehabía clausurado la etapa probatoria y llamado autos para dictar sentencia


      Marchetti, Adriana Dora c/ Obra Social de la Unión Personal Civil de la Nación s/ Incumplimiento de contrato - Daños y perjuicios


      COMP.421, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre la justicia nacional y federal: improcedencia de recurso extraordinario. Naturaleza pre o post concursal de los créditos fiscales


      Se trata en el caso de un debate en el que el recurrente cuestiona la competencia de la Justicia Nacional en lo Comercial dispuesta por el Juzgado Federal de Ejecuciones Fiscales Tributarias. En tal contexto, la Corte ha resuelto que los pronunciamientos que decidan respecto de la distribución de competencia entre los tribunales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, son insusceptibles de apelación extraordinaria. Por otra parte, la naturaleza pre o post concursal de créditos análogos al aquí considerado fue dilucidada por el Máximo Tribunal en el precedente "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Asociación para la Lucha contra la Parálisis Infantil s/ ejecución de multas" S. C. Comp. 385, L. XLVI, del 5 de octubre de 2010


      Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Alpargatas Calzados SA s/ Ejecución fiscal


      F.305, L.XLVI, 2 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Acción de daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito sufrido en ocasión detrabajo. Competencia del juez del domicilio de la aseguradora demandada por elección del actor: art. 24 Ley 18. 345


      En los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares rige el artículo 24 de la Ley N° 18. 345, que prevé la competencia, a elección del actor, del juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato o el domicilio del accionado, está inspirado por el propósito evidente de proteger a los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos, serán los demandantes a que se refiere la norma. Partiendo de tales premisas, y dado que el accionante en su condición de trabajador eligió los tribunales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sobre la base del domicilio de la aseguradora, la que al comparecer ninguna objeción efectuó sobre el punto, corresponde estar a los términos de dicha opción y en consecuencia el presente proceso debe quedar radicado en este ámbito territorial


      Avillano, Ricardo Juan c/ Construcciones Estilo de Padrones Hugo Ricardo s/ accidente - acción civil


      COMP.144, L.XLVII,24 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Acción personal por mala praxis médica. Organismo sometido a la jurisdicción federal como codemandado. Artículos 43 y 43 bis del decreto-ley 1285/58, modificado por la ley 23. 637


      El objeto del juicio principal está relacionado con el ejercicio por particulares de una acción personal por daños y perjuicios derivados de la presunta conducta culposa de un profesional de la medicina (mala praxis), materia que, según reiterada doctrina de la Corte, fue atribuida a la Justicia Nacional en lo Civil en virtud de los artículos 43 y 43 bis del decreto-ley 1285/58, modificado por la ley 23. 637. Dicho criterio no se ve modificado, aun cuando, comoocurre en el caso, un organismo sometido ratione personae a la jurisdicción federal, integre la litis en calidad demandado dada la misma naturaleza que revisten todos los juzgados nacionales con asiento en Capital Federal


      Bales, Rodrigo Martín c/ Diez, Julio y otros s/ Responsabilidad médica


      COMP.725, L.XLVII, 17 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Demanda de eliminación de datos vinculados al nombre y profesión del actor de los buscadores de Internet. Competencia federal


      Según se desprende de los términos de la demanda, el actor pretende proteger (suprimir, eliminar y/o bloquear) tanto su nombre como toda otra información referida a su actividad profesional como abogado que circula en la red de internet –en especial, en el buscador o facilitador "Google Inc. " y en los webs sites (como Youtube) y blogspot de su propiedad, entidad a la que expresamente demando-, circunstancia que permite sostener, razonablemente, que la causa debe continuar con su trámite ante la justicia federal


      Cano, Fernando Adolfo c/ Google Inc. s/ Medidas Precautorias


      COMP.202, L.XLVII, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Ejecución de un crédito de naturaleza laboral no incluido en el acuerdo preventivo de la demandada. Artículo 57 de la Ley 24. 522


      El crédito en cuestión, goza de privilegio especial y no ha sido objeto de una propuesta que lo comprenda, conforme surge de las manifestaciones del magistrado que entiende en el proceso universal. Consecuentemente, los actores deberán ejecutar suacreencia ante el fuero del trabajo, en virtud de la naturaleza laboral de su crédito y de conformidad con la regla establecida en el articulo 57 de la Ley 24. 522


      Herrera, Rafael Simeon c/ Alpargatas Textiles S.A. y otros s/ Ejecución de créditos lab


      COMP.913, L.XLVII,25 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Ejecución de un crédito de naturaleza laboral no incluido en el acuerdo preventivo de la demandada. Artículo 57 de la Ley 24. 522


      Las normas de competencia de la Ley de Concursos y Quiebras son de orden público y contienen criterios claros de aplicación, por lo que consecuentemente no pueden las partes, ni los tribunales, soslayarlas. El artículo 57 de la Ley 24. 522 de Concursos y Quiebras establece que ". . . Ios acreedores privilegiados que no estuviesen comprendidos en el acuerdo preventivo podrán ejecutar la sentencia de verificación ante el juez que corresponda, de acuerdo con la naturaleza de sus créditos". En el caso, el actor pretende ejecutar su crédito de naturaleza laboral, y, conforme surge de las constancias de la causa, dicha acreencia no se encuentra comprendida en el acuerdo preventivo homologado de la sociedad demandada. En tales condiciones, corresponde aplicar al caso la regla establecida en el artículo 57 de la ley de Concursos y Quiebras por sobre lo dispuesto por el art. 135 de la Ley 18. 345, dado su naturaleza de orden público. Máxime cuando la Ley 24. 522 es posterior de esta última


      Cane, Miguel Ángel c/ Alpargatas Textil SA y otros s/ Ejecución de créditos laborales


      COMP.684, L.XLVII, 2 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Estado Nacional demandado. Mutualidad Fondo Compensador del Personal Civil del Ejército. Afiliación voluntaria. Decreto 1188/03


      Corresponde que la causa siga su trámite por ante la Justicia Federal, pues al ser demandado el Estado Nacional y reclamarse reparación de derechos afectados por el ejercicio de la función administrativa, el proceso puede considerarse comprendido en las causas contempladas en el art. 45, inc. a), de la ley 13. 998, sin que obste a ello que puedan también regir, subsidiariamente, normativas o institutos derivados del derecho común


      Alfonso, Cristina María y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - y otro s/ personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      COMP.314, L.XLVII,9 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Facultades de la Corte Suprema según Dto 1285/58. Contienda resuelta previamente. Corresponde al Juzgado Federal de la Seguridad Social


      No se encuentre dentro de las facultades de la Corte, conferidas por el art 24, inc. 7) del decreto-ley 1285/58, revisar las decisiones de las Cámaras Federales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia


      Baseotto, Antonio Juan c/ Estado Nacional s/ Amparos y sumarísimos


      COMP.117, L.XLVII, 25de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Falta del requisito de atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de unsuperior común. Daño ambiental y a la salud. Corresponde al juez federal


      Para que la Corte Suprema dirima un conflicto, en los términos del art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, debe existir una atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común, situación que no se presenta en autos. En tales condiciones, todavía no existe una contienda correctamente trabada cuya resolución competa a la Corte Suprema


      Riquel, Sergio Esteban c/ Bridgestone Firestone Argentina SAIC y otros s/ Cese daño ambiental


      COMP.282, L.XLVII,6 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Fuero principal constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación


      Surge del escrito de inicio que el actor pretende -principalmente- que se declare la improcedencia de los descuentos efectuados por la Dirección de Salud y Acción Social de la Armada (DIBA) en concepto de cuota social sobre el sueldo anual complementario mientras este formaba parte de las Fuerzas Armadas y se encontraba afiliado a la mencionada obra social. De los escasos y confusos elementos aportados surgiría, prima facie, que el lugar de cumplimiento de la obligación reclamada era la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En consecuencia, atento al limitado marco cognoscitivo en el que se deciden las cuestiones de competencia, y a fin de evitar dilaciones corresponde que los presentes obrados tramiten por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal N° 10


      Ojeda, Alberto José c/ Dirección de Bienestar de la Armada y otros s/ Incumplimiento de prest. de obra soc. - med. prepaga


      COMP.848, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Juicio de responsabilidad civil contra profesionales médicos. Estado Nacional como demandado


      Los hechos que dan lugar al reclamo de autos se relacionan con la responsabilidad civil de profesionales médicos, materia autoriza enmarcar la presente acción en el ámbito de la justicia nacional en lo civil, ello en virtud de lo dispuesto por los artículos 43 y 43 bis del decreto-ley 1285/58, modificado por la ley 23. 637, aun cuando organismos sometidos ratione personae a la jurisdicción federal, integren la litis como codemandados. Ello, debido a la naturaleza nacional que revisten los juzgados de la Capital


      Pavón, Miguel Ángel c/ Ricciotti, Cecilia María y otros s/ Daños y perjuicios


      COMP.427, L.XLVII,29 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Modificación sobreviniente de la residencia del menor. Inicio de actuaciones en otra jurisdicción


      La Justicia bonaerense resulta ser la que ha prevenido en el conocimiento de la problemática familiar. Por lo tanto, no advirtiendo elementos que justifiquen apartarnos del principio perpetuatio jurisdictionis, la modificación sobreviniente de la residencia no debería incidir en la intervención de los jueces naturales; máxime cuando, en este particular supuesto, podría configurarse un traslado inconsulto fuera de la jurisdicción, en detrimento del derecho de contacto que asiste tanto al padre como al hijo mismo. Por otro lado, el intento por modificar decisiones adoptadas por los jueces competentes, mediante laarticulación de pretensiones antagónicas en otras circunscripciones judiciales, siendo que los justiciables cuentan no sólo con vías recursivas idóneas, sino con la posibilidad de plantear la revisión de las múltiples resoluciones que, en materia de familia, no causan estado


      C., P. J. c/ C., C. J. s/ Medida cautelar


      COMP.876, L.XLVI, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Posible ocultamiento de bienes de la sociedad conyugal. Demanda preparatoria de medidas de prueba contra el ex cónyuge y un tercero. Improcedencia de competencia del juez que resolvió la separación personal y la disolución de la sociedad conyugal


      La actora promovió ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil N° 85, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, demanda interruptiva y preparatoria de medidas de prueba precautorias contra quien fuera su cónyuge y contra el hijo de aquel, con el fin de conocer si hubo ocultamiento de bienes de la sociedad conyugal, a través de maniobras de fraude y simulación de parte de éstos en su perjuicio. El caso de autos no se trata de un juicio que por conexidad deba tramitar ante el tribunal que entendió en el juicio de separación personal y disolución de la sociedad conyugal, toda vez que el objeto de la litis excede la materia propia de los Tribunales de Familia, además de encontrarse demandado un tercero ajeno a dicho proceso, por lo que no se daría en autos la necesidad de acumular procesos a los efectos de evitar el escándalo jurídico que podría representar el dictado de sentencias contradictorias en causas que poseen conexidad en cuanto a las cuestiones debatidas en ellas, así como tampoco, de lograr la economía procesal que mejor se adecue aun ajustado servicio de justicia. Por ello, corresponde declarar la competencia del fuero civil nacional, cuyo magistrado resulta competente en razón de la materia, y por encontrarse en dicha jurisdicción los domicilios de todas las partes del proceso


      Briano, María Cristina c/ Gamberg, Sergio Luis s/ Medidas precautorias


      COMP.461, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo",


      Banco de la Nación Argentina c/ Melia, Oscar Aníbal y otros s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.783, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo",


      Banco de la Nación Argentina c/ Mijaluk, Juan s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.781, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Aquino, Baltazar y otros s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.872, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Pavela, Miguel s/ ejecutivo


      COMP.825, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Resch, Raúl y otros s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.817, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Rodríguez Marcico de Picchio, Olga Isabel y otros s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.816, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Rudaz, Abel Oscar y otros s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.824, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Sonkovich, Juan y otro s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.782, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Sucesores de Esteban García - García E. R. - García, M. A. y Haydee Loto s/ ejecutivo


      COMP.786, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Terzich, Elena y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.819, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Toth, Andrés s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.826, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Viñuela, Roberto Eduardo y otros s/ ejecuciones prendarias


      COMP.863, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Visñuk, Víctor y otros s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.815, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Wojtun, Isidoro Boselav y otros s/ ejecutivo


      COMP.876, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Wojtun, Isidoro Boselav y otros s/ ejecutivo


      COMP.864, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Com. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Zlachevzky, Benito y otros s/ ejecuciones hipotecarias


      COMP.861, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Aquino, Santiago y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.1053, L.XLVII, 23 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Coop. Nicolás y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.900, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Niz, Alberto y otra s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.1071, L.XLVII, 23 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Niz, Alberto y otra s/ Ejecutivo


      COMP.901, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Pavela, Miguel s/ Ejecuciones prendarias


      COMP.893, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Tejerina, Juan Carlos Eduardo s/ Ejecuciones prendarias


      COMP.879, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Vega, José Rafael y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.886, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Vega, Martín y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.1063, L.XLVII, 23 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Verón, Vicente Benjamín s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.894, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Yaya, Walter Eduardo y otros s/ Ejecutivo


      COMP.899, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Zlachevsky, Benito y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.878, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Zuk, Gregorio Pedro s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.883, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      Banco de la Nación Argentina c/ Cooperativa Agropecuaria Unión y Trabajo Ltda. y otros s/ Hipotecario


      COMP.696, L.XLII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Arbues, Leandro Ramón s/ Ejecutiva


      COMP.706, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Barzik, Juan y otros s/ Ejecuciones prendarias


      COMP.718, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Benitez, Diolinda Magdalena s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.709, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Biazevich, Miguel Alberto y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.716, L.XL,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Cohen, José y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.714, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Del Fabro, Manuel y otros s/ Ejecutivo


      COMP.708, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Encina, Hipólito y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.713, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Gómez, Ramón Fidel y otros s/ Procesos ordinarios


      COMP.712, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Guzikauskas de Benitez, Ana y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.705, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Her - Mar S.A. s/ Ejecuciones prendarias


      COMP.707, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Her - Mar S.A. s/ Otros procesos ordinarios


      COMP.717, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Herter, Alfredo y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.715, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Koller, Juan Andrés y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.700, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Leon, Heker y Cia. SRL s/ Cobro de pesos


      COMP.697, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Maksimiuk, Juan Antonio y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.698, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión dictamen emitido en la causa Comp. 777, L. XLVII, "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo"


      V. E. debe resolver el presente conflicto de competencia, declarando que debe seguir entendiendo en la causa el Juzgado Federal de Primera Instancia de Resistencia, Chaco


      Banco de la Nación Argentina c/ Ortiz, Isabelino y López de Ortiz, Carmen Zunilda s/ Hipotecario


      COMP.710, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Resarcimiento por daños y perjuicios por desconocimiento de paternidad. Juicio de filiación previo ante la Justicia Nacional. Distinta vecindad de las partes. Improcedencia del fuero federal


      A la luz de los antecedentes, cabe apuntar en primer lugar que la acción gira sustancialmente en torno a un régimen de derecho común, de modo que en la especie no se justifica la admisión del fuero federal en razón de la materia. Desde otro ángulo, es cierto que el domicilio de la actora se sitúa en la ciudad de Buenos Aires, mientras que el de su contraria se asienta en Villa Dolores, Provincia de Córdoba, sin embargo, tampoco corresponde habilitar la competencia federal en orden a la distinta vecindad de las personas. En efecto, que en este último supuesto la atribución a los jueces federales procura prioritariamente asegurar la imparcialidad de la decisión y la armonía del país. Por ende, ante el carácter nacional -y no local- del tribunal interviniente, dicho propósito queda resguardado. Finalmente, corresponde señalar que el interesado no invoca, ni surge de los elementos agregados al expediente, que -al tiempo de ser convocado a juicio en sede nacional con motivo de la demanda por filiación- haya reclamado para sí la jurisdicción federal o controvertido la radicación en base a lo dispuesto por el art, 5, inc, 4°, del CPCCN, por el contrario y en definitiva, se avino a someterse a los tribunales con competencia en cuestiones de familia de la Justicia Nacional. Dicha postura importa -en este caso particular- una prórroga a favor de la Justicia Nacional para el juzgamiento de los aspectosimplicados en la relación filiatoria, tanto en lo que respecta a su consistencia misma y a su reconocimiento jurídico, como a la responsabilidad civil que de ella podría derivar, en virtud de la íntima vinculación que los enlaza. El cuestionamiento que da origen -recién ahora- a la contienda que nos ocupa, deviene extemporáneo desde la perspectiva de la pertinencia del fuero federal


      R., E. M. c/ R., O. A. s/ Daños y perjuicios


      COMP.1026, L.XLVII, 13 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Sustitución de la parte que sustenta la competencia federal. Supuesta cesión de derechos litigiosos. Cumplimiento del trámite del artículo 44 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Falta de conformidad de los demandados. Declaración prematura de incompetencia del juez federal


      Las actuaciones deben continuar su trámite ante la justicia federal, puesto que si bien es cierto que el actor, Banco de la Nación Argentina, al solicitar que se tenga por concluida su intervención en el pleito debido al traspaso del crédito litigioso a un fideicomiso financiero, ha puesto de manifiesto su desinterés en el mismo y, consecuentemente, en la competencia instituida en su favor -circunstancia que no fue objetada por el Fiduciario Nación Fideicomisos S. A. -, no es menos cierto que, conforme argumenta el magistrado local la calidad de parte aforada de la referida entidad financiera no ha cesado aún al no haberse operado en el proceso la sustitución procesal de acuerdo con lo reglado por el artículo 44 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En el sub-lite no sólo los demandados no prestaron su conformidad para la aludida sustitución de parte, sino que elmagistrado federal tampoco ordenó el cumplimiento del trámite establecido en el artículo 44 del Código Procesal ni el traslado de la transferencia que informó el actor a la contraria. Contexto al que cabe agregar, que de las constancias de autos tampoco surge que haya sido acreditada la cesión del crédito litigioso en los términos de la ley 6. 141 (B. O. 4/07/08) y su modificatoria 6. 253 (B. O. 19/12/08), ni el desistimiento expreso de la acción por parte del BNA. En efecto, en el marco de esa preceptiva y el de la ley 24. 441 (arts. 70 y 72), no obstante la invocación de cesión del crédito de autos, más allá de la referencia que los presuntos cedente y cesionario hacen al Acta N° 3 de la Unidad Ejecutora -no acompañada-, en el expediente no obra ninguna constancia de la que surja que el mismo fue efectivamente transferido o incluido en el listado de créditos por lo menos. Tampoco consta que se haya practicado la notificación pública de la cesión a que alude el artículo 1467 del Código Civil, sea mediante telegrama u otro acto público. Así, asiste razón a la magistrada local cuando afirma que no se ha verificado la sustitución de parte en la causa, o que, por lo menos, en vista de la documentación agregada al expediente hasta la fecha, la declaración de incompetencia dispuesta por el juez federal resulta prematura


      Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo


      COMP.777, L.XLVII, 7 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Accidente ferroviario. Estado Nacional demandado


      Tiene dicho la Corte que todas las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, concernientes a responsabilidad contractual o extracontractual, yaunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, inclusive el ferroviario, caen en la competencia asignada al fuero civil , por el artículo 46, inc. d) del decreto ley 1285/58 según texto establecido por la ley 22. 093 -hoy art. 43, inciso b) texto según art. 1 de la ley 24. 290. Conforme surge de los hechos expuestos en la demanda, a los que hay que atender de modo principal a fin de dirimir las cuestiones de competencia, los accionantes, en representación de su hija menor, dirigieron su acción contra Ferrocarriles Metropolitanos S. A. , el maquinista de la formación y la Secretaría de Transporte, entidad perteneciente a la órbita del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, peticionando una reparación integral por los daños y perjuicios sufridos como consecuencia de un accidente ferroviario en el que participaron y que le causó la muerte a su hija menor


      Guiñazu, Luis Alberto y otro c/ Ferrocarriles Metropolitanos SA y otro s/ Daños y perjuicios


      COMP.428, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social: art. 15 de la ley 24. 463


      La Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al artículo 15 de la ley 24. 463, supuesto que claramente no se configura en el sub lite


      Arce, Ricardo Vicente c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos – Servicio Penitenciario Federal s/ Medida cautelar


      COMP.830, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Cuestión de competencia: necesidad de resolver en forma previa el recurso de apelación interpuesto


      Resulta de aplicación la doctrina del Tribunal según la cual, cuando se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido. En base a ello, la cuestión de competencia en examen resulta prematura, debiendo devolverse la causa a la justicia local a fin de que se expida sobre el recurso interpuesto y, posteriormente, si así fuere el caso, provea lo que corresponda al respecto


      Feito, Daniel Alberto c/ Municipio de San Miguel del Monte y otros s/ Amparo ley 16.986


      COMP.499, L.XLVII,9 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Ejecución de un pagaré. Crédito para el consumo. Actividad financiera de la accionante. Prórroga de jurisdicción. Aplicación del art. 36 de la Ley de Defensa al Consumidor N° 24. 240: juez del domicilio real del deudor


      Surge de las presentes actuaciones que la actora promovió juicio ejecutivo ante los tribunales de San Justo, Provincia de Buenos Aires, tendiente al cobro de un pagaré librado por la ejecutada -persona física-. Corresponde precisar que tanto el lugar de la emisión del título de crédito mencionado, como el lugar de pago, fue establecido en Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y el domicilio del deudor se encuentra en San Fernando del Valle de Catamarca, Provincia homónima. En ese contexto, en elque la acción ejecutiva se entabló en una jurisdicción que no tiene puntos de contacto con los datos antes referenciados, sino en una prórroga pretendida por la parte actora en el marco de lo dispuesto por el artículo 2 del Código de procedimientos, sin que se le haya corrido, aún, traslado a la parte demandada, las particulares circunstancias del sub lite (actividad financiera de la accionante, que la deudora sea una persona física, monto de la obligación en cuestión), permiten concluir que, en el caso, resulta de aplicación el artículo 36 de la Ley N° 24. 240 cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda la demanda -sobre la previsión del art. 101, inc. 4°, del Decreto-Ley N° 5965/63. Todo ello, máxime cuando la sociedad actora, no aportó precisiones respecto de la prórroga de jurisdicción que pretende a pesar de no mediar convenio alguno expreso entre las partes sobre el particular


      Productos Financieros SA c/ Ahumada, Ana Laura s/ Cobro ejecutivo


      COMP.577, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Razones de conexidad. Peligro de sentencias contradictorias


      No se hallan reunidos los recaudos para la acumulación de procesos en los términos del artículo 188 del Código Procesal ya que en las actuaciones tramitadas ante la justicia federal la pretensión tuvo por objeto el cese del uso ilegítimo y sin derecho del nombre comercial y aquí se persigue el resarcimiento de los presuntos daños ocasionados por la privación de uso de tal nombre como consecuencia del juicio promovido por la sociedadaquí demandada, cuya pretensión fue rechazada por sentencia firme no existiendo el peligro de sentencias contradictorias o que la dictada en un proceso pueda hacer cosa juzgada respecto de la decisión que se adopte en el otro, por ello, corresponde dirimir la contienda y declarar que estas actuaciones continúen su trámite en el fuero comercial


      Cinenac S.A. c/ Edel y Julio Fava Cine Center SRL s/Ordinario


      COMP.264, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Reclamo laboral con fundamento en la Ley 24. 557. Remisión a autos S. C. C. n° 2605, L. XXXVIII “Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S. A. s/ Inconst. Art. 46 Ley 24. 557”


      En el caso se ha configurado en perjuicio de la presentante una situación de efectiva privación de justicia que debe ser remediada en la instancia del art. 14 de la ley 48, pues las reiteradas incidencias suscitadas entre los órganos con facultades jurisdiccionales que han tomado intervención han dado lugar a una cuestión negativa de competencia que no ha sido resuelta, situación que ha afectado con patente evidencia el derecho constitucional de la afectada a ocurrir ante un juez en procura de justicia


      Chamas, Jorge Andrés c/ Servicio Penitenciario de la Prov. de Bs.As. y otro s/ Reparación infortunio laboral - Inconst. Ley 24557


      C.275, L.XLVII,26 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Universidad privada: sujeto de derecho privado. Relación jurídica regulada por normas dederecho común entre particulares. Intervención de la justicia provincial


      En la presente contienda negativa de competencia, se encuentra demandada la Universidad Católica de La Plata, universidad privada que, aunque haya sido reconocida por el Estado Nacional (v. decreto 2949/71) y se rija por la ley nacional 24. 521; está dotada de personería jurídica propia como asociación civil o fundación (art. 64 de la ley citada), por lo que se trata de un sujeto de derecho privado, completamente ajeno a la esfera estatal. Del mismo modo, el hecho de que haya sido fundada por el entonces titular de la Arquidiócesis de La Plata no hace variar la condición de asociación civil o de fundación que necesariamente debe revestir la Universidad Católica de La Plata para funcionar como institución de educación universitaria, y la personería jurídica propia que posee impide confundirla con la Iglesia Católica Apostólica Romana. Es, decir, la persona codemandada en autos es una universidad privada, no la Santa Sede, lo que permite desechar que concurra, en la especie, un supuesto de persona aforada en los términos del art. 116 de la Constitución Nacional. Finalmente, tampoco se presenta en el sub examine un supuesto de distinta vecindad entre los litigantes que imponga el conocimiento de la causa a la justicia federal, ya que todos ellos tienen su domicilio en la Provincia de Buenos Aires. En tales condiciones, no se advierte que la pretensión esgrimida por la actora exija interpretar el sentido y los alcances de normas federales, sino que en la especie se configura una relación jurídica regulada por normas de derecho común entre particulares, razón por la cual, corresponde atribuir la competencia a la justicia ordinaria local en razón de la materia debatida. Por lo que corresponde la intervención de la justicia provincial


      Siri, Gladys Delia c/ Universidad Católica de La Plata y otros s/ Daños y perjuicios


      COMP.504, L.XLVII,2 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto positivo de competencia. Acciones originadas en un mismo hecho. Identidad de sujetos y objeto. Domicilio de la citada en garantía. Artículo 5°, inciso 4° del Código Procesal y art. 118 de la Ley N° 17. 418. Procedencia de la acumulación ante el juez previniente


      Cabe precisar que en el sub lite la demandante, con domicilio real en esta Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en base al domicilio de la sociedad citada en garantía que invoca, optó por los tribunales nacionales. En tales condiciones, y habiendo constituido la compañía aseguradora domicilio en una de sus oficinas comerciales citas en esta Ciudad, el magistrado a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil resulta competente para entender en la presente causa, en los términos de lo dispuesto por los artículos 5°, inciso 4° del código de rito y 118 de la Ley N° 17. 418, aplicables al caso. Por otro lado, ante la justicia provincial tramita la causa que tiene como demandada a la actora en la causa iniciada en jurisdicción nacional. En ese contexto, corresponde señalar que las acciones que tramitan en ambos tribunales se originan en un mismo hecho. Además, según lo reconoce la propia demandada en el presente proceso en sede civil fue notificada la demanda con anterioridad al promovido ante la jurisdicción provincial. Conforme lo expuesto, no se puede dejar de mencionar que razones de conexidad y seguridad jurídica aconsejan que ambos procesos que se encontrarían, tramiten acumulados ante un mismo tribunal al existir identidad de sujetos, objeto y causa, debiendo entender en ambos juicios el juzgadonacional por ser el órgano judicial previniente (arts. 188 y 189, C. P. C. C. N. ). Al respecto, el Máximo Tribunal ha dicho que resulta procedente la acumulación si se evidencia la probabilidad de fallos contradictorios y el consiguiente escándalo jurídico que origina el tratamiento autónomo de pretensiones que se encuentran vinculadas por la causa o por el objeto


      Mansilla, Natividad de Jesús c/ Batista, Jacinto s/ Daños y perjuicios


      COMP.980, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Amparo. Competencia de la justicia federal


      Conforme se desprende en los términos de la demanda, la pretensión de los actores consiste en obtener que se declare la inconstitucionalidad del art. 10 del decreto 1490/02 y del decreto 102/03 emanados del Poder Ejecutivo Nacional y que, en consecuencia, se incorpore al concepto "sueldo" los adicionales liquidados hasta el mes de agosto del 2002 bajo la denominación "Inestabilidad de Residencia" (Decretos 2000 y 2115/91) Y "Asignación no Remunerativa-suma fija" (Decreto 628/92). De este modo, teniendo en cuenta que la Corte sostiene que a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pedido, resulta competente la justicia federal en razón de la persona demandada y de la materia del pleito


      Godoy, Luis Alberto y otros c/ Gendarmería Nacional s/ Amparo


      COMP.180, L.XLVII, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Demanda promovida por agentes en actividad del Servicio Penitenciario Federal contra el Estado Nacional. Aumentos otorgados por los decretos 2807/93, 1275/05, 1223/06, 872/07 y 884/08


      La cuestión que aquí se plantea resulta sustancialmente análoga a la resuelta por V. E. en la sentencia registrada en Fallos:330:120


      Mardones, Celestino y otros c/ E.N. - S.P.F. s/ Ordinario


      COMP.897, L.XLVII, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Ejecución fiscal. Sentencia que ordeno llevar adelante la ejecución. Tramitación de la causa ante su juzgado. Remisión criterios del precedente "Buzzano" (Fallos: 324:2334)


      En las causas en las que recayó un acto típicamente jurisdiccional, ya sea que se encuentre firme o no, por carecer de notificación (circunstancia que no modifica la existencia de ese acto procesal), o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley-, deben continuar su trámite por ante el juez que lo dictó


      Suñe, Eduardo Enrique s/ Ejecución fiscal


      COMP.550, L.XLVII,10 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Medida cautelar para suspender los efectos de la Resolución 538/10 del Secretario de Comercio Interior. Corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico


      La actora pretende que se dicte una medida cautelar que suspenda los efectos de la resolución 538/10 del Secretario deComercio Interior, en cuanto afecta al contrato de arrendamiento que la vincula con Ciccone Calcográfica S. A. , hasta tanto se resuelva con carácter definitivo el recurso que dedujo contra aquélla. Se trata, entonces, de una medida cautelar que deberá tramitar ante el juez competente que deba conocer en el proceso principal. La resolución 538/10 del Secretario de Comercio Interior, que la actora impugna y cuya suspensión persigue, fue dictada con invocación de distintos preceptos de la Ley de Defensa de la Competencia 25. 156, régimen que prevé un sistema recursivo específico que aquélla también ha empezado a transitar. En tal sentido, es la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico el órgano judicial competente en esta Capital para conocer en los casos vinculados con la aplicación de aquel régimen legal


      Boldt S.A. s/ Medida cautelar


      COMP.23, L.XLVII, 9 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Recurso de queja contra resolución de la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia. Ley 25. 156. Remisión Comp. 259, L. XLII, "Multicanal S. A. y otro s/ denuncia infr. a la ley 22. 262"


      Surgas S.A. s/ Recurso de queja por recurso directo denegado


      COMP.724, L.XLVII,11 de Octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 1126, L. XLIII, "Cons. De Prop. San Pedrito c/ Comisión Municipal de la Vivienda" y Comp. 858, L. XLIV, "Consorcio de Propietarios San Pedrito 1450 c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Ejecución de expensas"


      Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia nacional en lo civil


      Cons. de Propietarios Barrio Piedrabuena Escalera 50 c/ Instituto de la Vivienda s/ Ejecución de expensas


      COMP.83, L.XLVII, 25de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión Fallos: 327:2536, 2857 y Comp. 256, L. XLVlI. "G. C. B. A c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y/o propietario Av. Juan de Garay 2158 s/ Ejecución fiscal tributarios"


      Las presentes actuaciones deben continuar su trámite ante el Juzgado Federal de Ejecuciones Fiscales Tributarias N° 3, que intervino en la contienda


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrocarriles Argentinos S.A. s/ Ejecución fiscal - ABL


      COMP.975, L.XLVII,16 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Rencasillamiento y/o cambio de categoría de personal que presta servicio en una entidad pública. Medida cautelar accesoria del proceso principal. Facultades inherentes a la administración: empleo público. Ley Marco de Regulación del Empleo Público Nacional 25. 164. Intervención de la justicia en lo contencioso administrativo federal


      Los actores pretenden que se dicte una medida cautelar que suspenda los efectos de dos actos administrativos (resoluciones lNCAA 1110/10 y 26349/09), en cuanto establecen el reencasíllamiento y cambio de categoría de los agentes públicos que integran la planta permanente del lNCAA, hasta tanto se resuelva con carácter definitivo el recurso que se dedujo contraaquéllas. Se trata, entonces, de una medida cautelar que deberá tramitar ante el juez competente que deba conocer en el proceso principal (art. 6 inc. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). En tales condiciones, la justicia en lo contencioso administrativo federal resulta competente, pues la materia atañe a cuestiones que se relacionan con facultades inherentes a la administración, como es la relación de empleo público que vincula a los actores con el Instituto Nacional de Cine y Artes Audiovisuales. Por ello, a fin de resolver la controversia se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, donde resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para su solución. A ello cabe agregar que, de acuerdo con lo indicado por el art. 2°, inc. a) de la Ley de Contrato de Trabajo, dicho régimen no es aplicable a los dependientes de la Administración pública, salvo que por acto expreso se los incluya en éste o en el de las convenciones colectivas de trabajo. Como ello no sucedió, no se puede sostener la competencia del fuero laboral. A mayor abundamiento, cabe señalar que el Convenio Colectivo de Trabajo Sectorial del Personal del Instituto Nacional de Cine y Artes Audiovisuales, aprobado por decreto 1032/09, establece que el personal queda comprendido por las prescripciones establecidas en la Ley Marco de Regulación del Empleo Público Nacional n° 25. 164 y su reglamentación


      Palma, María Florencia c/ Estado Nacional - Instituto Nacional de Cine y Artes Audiovisuales s/ Medida cautelar


      COMP.457, L.XLVII,2 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Revisión de competencia. Economía procesal y buen servicio de justicia. Intervención de la justicia local


      En el presente caso se traba un conflicto de competencia, entre un magistrado de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y un juez federal, donde el primero decidió rever y dejar sin efecto una resolución anterior por la cual se declaraba competente para entender en el proceso. De este modo, por aplicación de criterios sostenidos por la Corte precedentemente, se consideró que la jueza local no estaba habilitada para reexaminar la competencia del fuero, porque ya estaba definida y no existía posibilidad de revisión, teniendo en cuenta que, la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales y, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. En efecto, más allá de que se trata de un amparo, proceso en el que las partes tienen vedada la posibilidad de plantear cuestiones de competencia, lo cierto es que una de las demandadas opuso esta excepción, la que fue rechazada por decisión que está firme, circunstancia que selló la viabilidad de seguir debatiendo sobre el punto, precisamente para evitar que la profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados en torno a los temas de competencia vaya en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia. Por lo expuesto, se entendió que el proceso debe continuar en trámite ante la justicia local


      Asociación Vecinal de Belgrano c/ GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA)


      COMP.201, L.XLVII, 15 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. Inhibitoria: arts. 9 y ss. del CódigdProcesal Civil y Comercial de la Nación. Remisión expediente


      Transnoa S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Ley 15.336 y 24.065


      COMP.433, L.XLVII,4 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento Arts. 9° y ss. del CPCCN


      Banco Macro S.A. c/ GCBA s/ Proceso de conocimiento


      COMP.739, L.XLVII,27 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Cuestiones entre tribunales de distinta jurisdicción: resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. Trámite de la inhibitoria: regulado por los arts. 9 y ss. del CPCCN. Solicita remisión de expediente


      Integración Eléctrica Sur Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


      COMP.967, L.XLVII, 15 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Entidad del Estado Nacional citada en juicio: competencia federal


      Del sub lite surge que la Universidad Nacional de Rosario, no ha declinado su prerrogativa a la justicia de excepción en favor de la jurisdicción ordinaria; por el contrario, se presentó e invocó suderecho al fuero federal en razón de la persona, y, dado que resulta ser un ente autárquico del Estado Nacional, considero que la causa debe fenecer en la justicia federal


      Bianchi, Federico c/ Telemarket 2000 SRL s/ Cobro de pesos laboral


      COMP.298, L.XLVII, 20 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Pretensión de impuesto sobre los ingresos brutos respecto de los bonos compensatorios. Corresponde a la justicia nacional en lo Contencioso Administrativo Federal


      Más allá de que la acción declarativa de certeza que intentó la actora tenga su origen en un acto de naturaleza local, se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si la pretensión de la Ciudad de Buenos Aires de gravar con el impuesto sobre los ,ingresos brutos a los bonos que el Estado Nacional entregó al Banco de Galicia y Buenos Aires S. A. afecta el ejercicio de facultades exclusivas que el Gobierno Federal puso en práctica para remediar el desequilibrio del sistema financiero que produjo la crisis desatada a fines del año 2001, así como verificar si aquélla interfiere con un fin nacional expresado en la ley 25. 561, en los decretos 214/02, 494/02 Y905/02 y en comunicaciones del Banco Central de la República Argentina, disposiciones que sirven de base al planteamiento de autos. Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que toma competente a la justicia nacional para entender en ella. Lo quedetermina la competencia federal en el sub judice no es la ilegitimidad del gravamen local, invocada a la luz del régimen de coparticipación federal de impuestos, sino la cuestión constitucional atinente a la alegada interferencia que la pretensión tributaria local podría producir al ejercicio de facultades propias que la Nación puso en práctica para conjurar la emergencia pública económica, financiera y cambiaria declarada por la ley 25. 561. Este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, por intermedio del Juzgado que intervino


      GCBA s/ Otros procesos incidentales


      COMP.430, L.XLVI, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Pretensión de impuesto sobre los ingresos brutos respecto del servicio público de transporte interjurisdiccional de energía eléctrica. Razones de celeridad y economía procesal: trámite ante la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal


      Más allá de que la acción declarativa de certeza que inició la actora tenga su origen en un acto de naturaleza local, se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige -esencial e ineludiblemente-- determinar, en forma previa, si la pretensión de la Ciudad de Buenos Aires de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos a la actividad de transporte interjurisdiccional de energía eléctrica invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en esa materia. Lo medular del planteamiento que se efectúa en autos remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del art. 75, incs. 13 y 18, de la Constitución Nacional, así como de las disposiciones que regulan la concesión del servicio público prestado por la actora (leyes 15. 336 y 24.065, decreto 2743/92, entre otras), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega. Según lo dispuesto por el Tribunal en la sentencia publicada en Fallos: 332:1007, lo que determina la competencia federal en el sub judice no es la ilegitimidad del gravamen local invocada a la luz del régimen de coparticipación federal de impuestos, sino la cuestión constitucional atinente a la alegada afectación que la pretensión tributaria local podría producir a la gestión del sistema de transporte interjurisdiccional de energía eléctrica concesionado a la actora por el Estado Nacional, actividad que está alcanzada por los poderes que el artículo 75, incs. 13 y 18, de la Constitución Nacional confieren al gobierno central


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Otros procesos incidentales


      COMP.338, L.XLVII,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contribución sobre la actividad comercial, industrial y de servicios. Declaración de incompetencia extemporánea. Existencia de sentencia: cosa juzgada y afectación derechos de defensa y propiedad. Corresponde a la justicia federal


      La Corte Suprema tiene dicho que las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal, lo cual responde a la necesidad de fijar límites a los desplazamientos de jurisdicción, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa, y de propiedad siempre que haya mediado la tramitación de un proceso judicial en que los interesados tuvieran oportunidad de audiencia y prueba, situación que se presenta en la especie, y ello determina que la causa deba seguir tramitandoante la justicia federal. La previsión del art. 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial, en cuanto autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso -que la cámara utilizó para fundar su decisión-, no puede ser invocada cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia que pone fin a la controversia. Ello es así pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia federal, la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo


      Kimberly Clark Argentina S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Acción declarativa de certeza


      K.15, L.XLVII, 23 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN: conflictos de competencia habidos entre jueces nacionales de primera instancia


      En el sub lite no se ha configurado una controversia jurisdiccional en la que deba intervenir el Máximo Tribunal por aplicación de lo previsto por el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 285/58, texto según ley 21. 708, el cual prevé que los conflictos de competencia habidos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, conforme acontece en autos


      D´ Aquino, Gabriel c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ Otros reclamos


      COMP.1009, L.XLVII, 13 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN: conflictos de competencia habidos entre jueces nacionales de primera instancia


      En el sub lite no se ha configurado una controversia jurisdiccional en la que deba intervenir el Máximo Tribunal por aplicación de lo previsto por el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 285/58, texto según ley 21. 708, el cual prevé que los conflictos de competencia habidos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, conforme acontece en autos


      Piccini, Alejandro Emanuel c/ Frigorífico Don Luis S.R.L. y otro s/ Accidente - Acción civil


      COMP.1022, L.XLVII, 13 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia entre la justicia local y la federal. Declaración de incompetencia extemporánea


      La declaración de incompetencia del juzgado local devino extemporánea, dado que las partes interesadas en el proceso no han planteado cuestión de competencia alguna, y que la oportunidad del magistrado de origen para desprenderse de las actuaciones, ha fenecido, por cuanto ello sólo podía darse al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes


      Godoy, Carlos Roberto c/ Del Buen Pastor Clínica Privada y otros s/ Daños y perjuicios


      COMP.837, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Acción declarativa de certeza. Pretensión de inconstitucionalidad de ordenanza municipal que establece un tributo. Telecomunicaciones. Competencia de la justicia federal


      Si bien la actora dirije la acción de inconstitucionalidad contra una norma local, se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige -esencial e ineludiblemente- determinar, si el ejercicio de las facultades tributarias municipales invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de telecomunicaciones. Tal circunstancia, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que toma competente a la justicia nacional para entender en ella. En este sentido, V. E. ha sostenido que cuando la pretensión esgrimida por la actora exige precisar el sentido y los alcances de normas federales, como es la ley 19. 798, corresponde a la competencia federal ratione materiae, a lo que cabe agregar que las comunicaciones telefónicas interestatales constituyen el ejercicio del comercio, forman parte del sistema de correos y tienden a promover la prosperidad, adelanto y bienestar general del país, por lo que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de diversos artículos de la Ley Fundamental, en especial, el del art. 75, incs. 13, 14 Y 18, de la Constitución Nacional, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá preciar si existe la violación constitucional que sealega. No obstante ello, lo que determina la competencia federal en el sub iudice no es la ilegitimidad del gravamen municipal invocada a la luz de las disposiciones del Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento o del régimen de coparticipación federal de impuestos, sino la cuestión constitucional atinente a la alegada afectación que la pretensión tributaria local podría producir al Sistema Nacional de Telecomunicaciones


      AMX Argentina S.A. c/ Municipalidad de General Deheza s/ Acción meramente declarativa


      A.151, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestion de competencia. Competencia originaria. Obra social. Ejecución de certificados de deuda


      Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23. 660 y una provincia, a quien le asiste el privilegio a la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde la intervención de la justicia federal, a fin de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23. 660 y 23. 661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal


      Obra Social para la Actividad Docente c/ Chaco, Provincia del s/ Ejecución Fiscal


      O.43, L.XLVII, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Rechazo recurso de queja


      En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal, pues la causa que originó el planteo de inhibitoria se encuentra radicada en el Juzgado Federal de Quilmes y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en donde puede seguir defendiendo sus derechos, y ante el que puede plantearse la cuestión relativa a la posibilidad de que se dicten sentencias contrapuestas, en los términos del art. 188 y ss. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación


      Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Estado Nacional - CNC (Ordenanza 11.028/08 Quilmes) y otro s/ Medida cautelar


      T.353, L.XLVI,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión al dictamen de la causa Comp. 732, L. XLVI, "Formosa Refrescos S. A. cl Dirección de Rentas de la Provincia de Misiones s/ Amparo"


      Dirección General de Rentas de la Provincia de Misiones s/ Plantea inhibitoria


      COMP.64, L.XLVII,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión al dictamen de la causa G. 230, L. XLVI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social Dirección Nacional de Vialidad s/ Ejecución fiscal”. No corresponde a la competencia originaria de la Corte


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social del Personal de la Sanidad Argentina s/ Ejecución fiscal


      G.7, L.XLVII,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Sujetos de derecho internacional. Provincia parte del pleito: materia de derecho público no delegado a la Nación. Demanda a cada una de sus contrapartes en el fuero correspondiente: federal o local. Intervención de la Justicia federal y provincial


      V. E. ha reconocido que, además de los Estados extranjeros, existen otros sujetos del derecho internacional con quienes la República Argentina mantiene relaciones diplomáticas, entre los que indudablemente cabe incluir a la Organización de las Naciones Unidas (ONU), en cuya estructura se integra la Oficina de Servicios para Proyectos de las Naciones Unidas (UNOPS). De esta manera, como sujeto del derecho internacional, la UNOPS resulta asimilable a un Estado extranjero, y ello determina que resulte competente la justicia federal para entender en esta causa, en la que aquélla aparece como parte demandada (art. 116 de la Constitución Nacional y Fallos: 313:397), fuero en el que dicho organismo, que forma parte de la ONU, podrá hacer valer los privilegios e inmunidades a los que se crea con derecho (v. Convención sobre prerrogativas e inmunidades de las Naciones Unidas del 13 de febrero de 1946, aprobada por la ley 15. 971). Sin perjuicio de ello, toda vez que la demanda también se dirige contra la Provincia del Chaco, se debe poner de resalto que, por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas, en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y117, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa nocorresponde a la jurisdicción federal, o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal. En el sub lite, la parte actora sostiene que la Provincia del Chaco, al autorizar a la UNOPS para que convoque a una licitación pública internacional con el fin de adquirir medicamentos y productos médicos por cuenta y orden del Ministerio de Salud provincial, incurre en una conducta que viola, con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta, las leyes y reglamentaciones vigentes en esa provincia en materia de contratación pública, según las cuales la provincia no puede declinar sus potestades en esa materia. Al ser ello así, la cuestión planteada en autos resulta ser de índole provincial y de competencia de los poderes locales, en tanto se trata de una materia regida por su derecho público que no ha sido delegada a la Nación (arts. 5°, 121 y siguientes de la Constitución Nacional), lo cual determina que su conocimiento y resolución competa a los jueces provinciales. En estas circunstancias, no procede la competencia originaria de la Corte, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones intentada por la parte actora contra la UNOPS y la Provincia del Chaco resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, a la luz de las razones expuestas por V. E. en la causa "Mendoza", ni existen motivos suficientes, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, para concluir que dicho litisconsorcio pasivo resulta necesario según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pudiendo demandar la actora a cada una de sus contrapartes enel fuero correspondiente: federal o local, según el caso. En tal sentido, no se configura aquel supuesto que autoriza a disponer la competencia originaria del Tribunal cuando son codemandados una provincia y una persona con derecho al fuero federal, con independencia de la materia sobre la que verse el pleito. En base a lo expuesto, se considera que en cuanto se dirige contra la UNOPS, debe continuar su trámite ante el Juzgado Federal de Resistencia, pudiendo la Provincia del Chaco ser demandada ante sus propios tribunales


      Cámara de Proveedores del Estado - Sector Salud del NEA c/ Oficina Servicios Para Proyectos Naciones Unidas (U.N.O,P.S) s/ Medida cautelar


      COMP.448, L.XLVII,2 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento


      De Diego, Jorgelina c/ GCBA s/ Daños y perjuicios


      COMP.407, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia. Régimen de coparticipación federal de impuestos: parte integrante del plexo normativo local. Sistema federal. Autonomía provincial. Intervención de la justicia local


      La materia del pleito reviste naturaleza local, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados locales, por respeto al sistema federal y las autonomías provinciales, que requieren que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que los temasfederales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario


      Daimler Chrysler SACIFI y de Mandatos y otros c/ Comisión Federal de Impuestos y otros s/ Ordinario - Incidente de apelación


      D.199, L.XLVII,2 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Curatela. Juez competente. Alojamiento del causante en establecimiento penitenciario en jurisdicción distinta a la de su domicilio. Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N° 346, L. XLVI, "V. , J. C. s/curatela"


      En la especie, no viene cuestionada la ubicación del último domicilio real del causante en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, lugar que -es dable sostener- opera como centro de sus intereses patrimoniales y familiares. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que compete intervenir en autos al foro del lugar donde reside efectivamente el interesado, el expediente debería tramitar ante el Juzgado Nacional


      F., J. M. s/ Curatela art. 12 Código Penal


      COMP.934, L.XLVII, 4 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Declaración de incompetencia: no procede cuando la causa concluyo con el dictado de la sentencia que puso fin a la controversia. Cuestión firme. Derecho de defensa y propiedad


      La decisión de la cámara resultó extemporánea, porque al momento en que las actuaciones fueron elevadas en grado de apelación el juez federal de primera instancia ya se había pronunciado sobre el fondo del asunto, al hacer lugar a la demanda que Distribuidora Esteban Echeverría S. R. L. promoviócontra el municipio El tribunal de alzada no se encontraba habilitado para reeditar una cuestión que ya había quedado firme, porque el demando no planteó la excepción pertinente, máxime cuando las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal tal como ocurre en el caso, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agravaría los derechos de defensa y de propiedad


      Distribuidora Esteban Echeverria S.R.L. c/ Municipalidad de Esteban Echeverría s/ Acción declarativa de certeza


      COMP.475, L.XLVII,4 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda contra municipio. Tasa por inspección de productos alimenticios. Competencia. Procedencia recurso extraordinario: denegación del fuero federal. Cuestionamiento extemporáneo: existencia de sentencia. Afectación cosa juzgada, derecho de defensa y propiedad


      Al momento en que las actuaciones fueron elevadas en grado de apelación el juez federal de primera instancia ya se había pronunciado sobre el fondo del asunto, tal como surge de la propia resolución apelada y, en tales condiciones, el tribunal de alzada no se encontraba habilitado para reeditar una cuestión que ya había quedado firme, máxime cuando las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal tal como ocurre en el caso, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad. La previsión del art. 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial, en cuanto autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, no puede ser invocada cuando la causa ha concluido mediante eldictado de la sentencia que pone fin a la controversia. Ello es así pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia federal, la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta tramitación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo


      Industrias Alimenticias Mendocinas S.A. c/ Municipalidad de Esteban Echeverría s/ Acción declarativa de certeza


      I.387, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Demanda contra un municipio por reajuste de tasa por publicidad y propaganda. Declaración de incompetencia extemporánea. Existencia de sentencia


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal -tal como ocurre en el caso-, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agravaría los derechos de defensa y de propiedad. La previsión del art. 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial, en cuanto autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales, y -aun cuando se haga abstracción del mencionado impedimento- tampoco puede ser invocada cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia que pone fin a la controversia. Esto último es así pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia federal, la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo


      Telefónica de Argentina c/ Municipalidad de Berazategui s/ Acción meramente declarativa


      T.88, L.XLVII, 23 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de daños contra el Estado Nacional y contra una Provincia. Inexistencia de litisconsorcio pasivo. Presunta falta de servicio de órganos provinciales, materia regida por el derecho público local. Proceso ajeno a la competencia originaria de la CSJN


      Este proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte en razón de las personas a quienes se demanda. La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora contra una provincia y el Estado Nacional resulta inadmisible, en tanto ninguna de ellas es aforada en forma autónoma a esta instancia, ni existen, en principio, motivos suficientes para concluir que el litisconsorcio pasivo sea necesario, pues la relación jurídica que vincula a las partes en el pleito no es común e indivisible, como lo requiere el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sino que, por el contrario, la actora pretende obtener una sentencia condenatoria que exija a los demandados el cumplimiento de obligaciones de dar sumas de dinero, cuyas pretensiones tolerarían un tratamiento procesal independiente (conf. art. 669 del Código Civil). Tampoco se configuran en el sub lite las hipótesis que autorizan a declarar la instancia originaria del Tribunal cuando una provincia es parte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°), del decreto-ley 1285/58, toda vez que la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. Según se desprende de los términos del escrito de inicio, la actora imputa responsabilidad extracontractual a la provinciademandada en razón de la presunta falta de servicio en que habrían incurrido alguno de sus órganos, materia que está regida por el derecho público local y, en consecuencia, corresponde al resorte exclusivo de los jueces provinciales, según lo dispuesto en los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional y la doctrina sentada por la Corte


      C., Soraya Noemi y otros c/ Buenos Aires, provincia de y otros/ daños y perjuicios


      C.1144, L.XLVII, 2 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de daños y perjuicios por detención por supuesta comisión de delito. Supuesta responsabilidad extracontractual de una provincia por falta de servicio. Materia regida por el derecho público local: corresponde al conocimiento de los jueces provinciales. Precedente “Barreto” Fallos: 329:759


      El actor reclama un resarcimiento por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido órganos del Poder Judicial provincial, atribuyendo responsabilidad extracontractual a la provincia por el irregular cumplimiento de las obligaciones a su cargo. En el caso “Barreto” la Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del art. 116 de la Constitución Nacional al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, así se excluye de tal naturaleza a estos casos de presunta ''falta de servicio" por entender que es una materia propia del derecho público provincial y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principiosgenerales del derecho. El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48


      Castro, Miguel Angel c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


      C.1261, L.XLVI, 2 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda por el pago de gravámenes provinciales. Incorrecta traba del conflicto de competencia: falta de atribución recíproca. Razones de celeridad y economía procesal. Corresponde a la justicia local


      No corresponde que la justicia federal asuma competencia en la causa promovida por una autoridad local por cobro de gravámenes reclamados con arreglo a legislación de ese carácter, toda vez que la recaudación de sus rentas es una función que sólo a ella le incumbe, y también que los tribunales nacionales no pueden resolver sobre la validez o inconstitucionalidad de tributos locales cuyo cobro se persigue en juicio de apremio seguido ante la justicia provincial, sin perjuicio de que esa cuestión sea traída a su conocimiento por el recurso del art. 14 de la ley 48, o por devolución de lo pagado indebidamente ya que, al menos en principio, el juez llamado a conocer de la demanda es necesariamente el de las excepciones que desea oponer el demandado. Por tanto, este proceso debe continuar su trámite ante la justicia provincial de Entre Ríos


      Municipalidad de Paraná c/ Y.P.F. S.A. s/ Ejecución fiscal


      COMP.356, L.XLVII, 7 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Incompetencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social. Actuación como tribunal de grado: art. 15 de la ley 24. 463


      Asiste razón a los integrantes de la Cámara Federal de la Seguridad Social, toda vez que sólo actúa como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al art. 15 de la ley 24463. Supuesto que no se configura en el sub-lite, pues se debate los alcances y la validez constitucional de la normativa de emergencia y su aplicación al contrato de renta vitalicia, sin perjuicio de que tampoco figure como codemandada la A. N. Se. S


      Osses Rojas, Jannette Cecilia c/ Oversafe Seguros de Retiro S.A. s/ acción meramente declarativa


      COMP.232, L.XLVII,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Incompetencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social. Actuación como tribunal de grado: art. 15 de la ley 24. 463


      La Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al art. 15 de la ley 24463. Ello no acontece en la causa que nos ocupa, toda vez que el objeto de la presente acción radica en la solicitud de inconstitucionalidad de lanormativa de emergencia que pesificó el contrato de seguro de retiro de la amparista


      Sánchez, Susana Amelia c/ PEN s/ Amparo


      COMP.206, L.XLVII, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Incorrecta traba del conflicto de competencia. Falta de atribución recíproca de la competencia. Por razones de celeridad y economía procesal: se remite al dictamen de la causa Comp. 789, L. XLIV, "Jafif, Adrián Salvador c/ PEN – Ley 25. 561 Dto. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo ley 16. 986"


      Paniagua, Ramón Rogelio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad - P.N.A. - Dto. 2769/93 s/ Amparo ley 16.986


      COMP.360, L.XLVII,9 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Inexistencia conflicto de competencia. Contienda resuelta por el tribunal de alzada del juzgado que primero intervino


      No existe un conflicto que la Corte deba resolver, pues ya lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7 ), del decreto-ley 1285/58 le confiere la de revisar las decisiones de las cámaras federales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia


      Persichini, Tomás Julián c/ Estado Nacional - Ley 26.122 - Dto. 206/09 s/ Varios


      COMP.726, L.XLVII, 12 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Inexistencia conflicto de competencia. Falta de atribución recíproca entre tribunales que carecen de un superior común.Ausencia de contienda correctamente trabada cuya resolución competa a la Corte Suprema


      General Motors de Argentina c/ Municipalidad de San Francisco s/ Acción declarativa de certeza


      COMP.722, L.XLVII,11 de Octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Inexistencia conflicto de competencia. Razones procesales: criterio de Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S. A. ")


      Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen emitido, así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana"). De mantener la Corte ese último criterio, el proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal


      Bottacin, Gabriel Luciano c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Sumarísimo n° 98.549/10


      COMP.463, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Inexistencia conflicto de competencia. Razones procesales: criterio de Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S. A. ")


      Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen emitido, así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana"). De mantener la Corte ese último criterio, el proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal


      De Orta, José Oscar c/ Standard Bank NA y otros s/ Ordinario


      COMP.464, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Inexistencia conflicto de competencia. Resolución por parte del superior tribunal del órgano que primero intervino. Economía procesal: continuación del trámite ante el juzgado nacional en lo civil y comercial federal


      No existe un conflicto de competencia que V. E. deba resolver, ya que la Cámara Federal de Apelaciones de Mar del Plata es el tribunal competente para zanjarlo, por ser el tribunal de alzada del juez que primero intervino. Sin perjuicio de lo anterior, si V. E. considerara que razones de economía procesal aconsejan dar por trabada la contienda, especialmente porque ya han intervenido cuatro jueces de primera instancia y, a pesar del extenso tiempo transcurrido, todavía el litigante desconoce cuál será el tribunal competente para resolver su causa, resultaría aplicable la doctrina del precedente registrado en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S. A. "), a la que cabe remitir, en lo pertinente, por razones de brevedad


      Raigorodetzky, José Gabriel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      COMP.969, L.XLVII,1 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Inexistencia contienda de competencia correctamente trabada cuya resolución competa a la Corte Suprema


      Para que la Corte Suprema zanje un conflicto, en los términos del art. 24, inc. 7), del decreto-ley 1285/58, debe existir una atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común. Esta circunstancia no concurre en autos, pues lo cierto es que el juez federal tomó como válida la declaración de incompetencia de la justicia provincial que se había efectuado en otro proceso que había concluido y estaba archivado


      Gurnik, Miguel Angel c/ Eden S.A. s/ Daños y perjuicios


      COMP.193, L.XLVII, 15 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Inexistencia de conflicto de competencia que la Corte deba resolver


      En el sub-lite no se encuentra configurado un conflicto negativo que el Alto Tribunal deba resolver, de acuerdo a los términos del artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley N° 1285/58, texto según Ley N° 21. 708. Ello es así, toda vez que no se advierte en la causa una atribución recíproca de competencia, requisito indispensable para la existencia de una contienda de ese tipo


      Oegg, Julio César y otros c/ Gendarmería Nacional Argentina s/ amparo


      COMP.179, L.XLVII, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Inexistencia de conflicto que deba resolver la CSJN


      En autos no se ha trabado un conflicto que deba atender la Cortes Suprema en los términos del 24 inc. 7° del decreto-ley 1285/58, quedando la configuración futura de la disputa, ligada a la suerte de la apelación pendiente. En este estado, la elevación de la causa dispuesta resulta prematura


      B., E. c/ B., M. y otros s/ Inhibitoria


      COMP.126, L.XLVII, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Inexistencia del conflicto de competencia: falta de atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común


      Alfonsín, Marcos Aurelio c/ Municipalidad de Mercedes y otro s/ amparo - medida cautelar


      COMP.323, L.XLVII, 3 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Innecesaria intervención de la Corte Suprema por haberse tornado abstracto el conflicto competencial originariamente suscitado


      La decisión de la magistrada local al admitir la inhibitoria requerida por el mencionado tribunal nacional y declarar expresamente la competencia de este último fuero para seguir conociendo en las presentes actuaciones, importa, dejar sin efecto el decisorio que, en sus orígenes, motivó la contienda entre ambos órganos jurisdiccionales que participaron en el pleito, tornando estéril todo planteo posterior relativo al asunto


      Leiser, Arturo s/ Sucesorio


      COMP.492, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Juez competente del control de la internación psiquiátrica. Aceptación de la radicación de la causa: inexistencia de conflicto que se deba dilucidar


      Los jueces provinciales coincidieron con su par nacional en el sentido de que la supervisión debe llevarla a cabo el juez del lugar donde se cursa el tratamiento con internación. Por ello, no se ha trabado un conflicto que deba dilucidar la Corte de acuerdo al art. 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, puesto que el foro requerido ha asumido la intervención que le fue deferida por su par nacional. En suma, deviene inoficioso un pronunciamiento de la Corte respecto de la competencia


      W., M. s/ Insania y curatela


      COMP.918, L.XLVII, 4 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Juez competente para el cobro de crédito por honorarios contra empresa concursada. Título y causa del crédito: naturaleza post concursal


      El crédito por honorarios en cuestión posee naturaleza post - concursal, siendo, en consecuencia, ajeno al trámite de verificación y a los efectos del acuerdo homologado (art. 21, 32 y 56, Ley N° 24. 522). Ello en tanto el título -auto regulatorio, 12/10/06 y 26/07/07- como la causa -labor profesional iniciada el 4/04/01- son posteriores a la presentación en concurso preventivo (abril de 2000), sin que dichos emolumentos constituyan gastos del concurso (arts. 240 y 266, Ley N° 24. 522)


      O.V.T. Internacional S.R.L. c/ I.A.T.A. s/ Ordinario


      COMP.387, L.XLVII,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Juez competente para resolver sobre la regulación de honorarios


      Debe seguir conociendo en la causa el fuero laboral, toda vez que, por un lado, la Corte ha dicho que si bien la ley 24. 655 creó la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social, la reglamentación efectuada por la Acordada N° 75/96 de esa Corte estableció que -para no saturar la capacidad operativa de los nuevos juzgados- las causas radicadas en el fuero del trabajo debían continuar tramitando ante el fuero laboral, hasta su completa tramitación (Fallos 324:2082; 2084). Por otro lado, y en lo referente a la regulación de los honorarios, la Corte ha sostenido que es competente el juez del proceso principal para entender en los incidentes de ejecución de honorarios (S. C. Comp. 222, L. XXXVIII "Fideral S. A. cl Sosa Isabel", sentencia del 20 de marzo de 2003) y, más precisamente ha establecido que la regulación de honorarios, dada su naturaleza accesoria, debetramitar ente el juez de la causa principal que, por lo demás, es el competente y mejor habilitado para realizar la estimación correspondiente en orden a que el proceso tramitó bajo su dirección (Fallos: 323:365). Situación ésta que se configura en autos pues el Magistrado Laboral reguló los honorarios profesionales


      Adrados, José Julio c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ ejecución previsional


      COMP.342, L.XLVII, 28 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Juez competente para resolver sobre la tutela de un menor. Primacía del fuero del lugar donde habita efectivamente


      Si bien los jueces de la provincia de San Luis previnieron en el conocimiento de la problemática familiar, el menor ha pasado a residir –con carácter estable y con la conformidad de todos los interesados- junto a sus abuelos maternos, quienes se domicilian en la ciudad de Villa Nueva, provincia de Córdoba. Así las cosas, la localización de los tribunales de San Luis ha de desnaturalizar la realización activa de los objetivos propios del expediente, para cuyo cumplimiento la inmediación constituye un factor de innegable importancia. Por ello cobra plena virtualidad el criterio que otorga primacía al lugar donde habita efectivamente la persona menor de edad


      M.,C.E. s/ SItuación


      COMP.481, L.XLVII,12 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Juez de la insania. Conflicto de competencia: juez del domicilio o juez del lugar de internación. Proceso de declaración deincapacidad no iniciado: incertidumbre sobre la capacidad del causante. Actuación del Ministerio Público Fiscal


      Ante el alta médica del paciente, en vez de limitarse a dar por concluido el trámite y decretar el archivo de las actuaciones, el Juzgado Nacional se declaró incompetente en función de un litigio que no existe. Ambos tribunales coinciden en el criterio de fondo, puesto que son contestes en que el proceso autónomo de internación debe sustanciarse allí donde se desenvuelve dicho tratamiento. De ello se sigue que el conflicto es aparente, puesto que la insistencia del Juzgado Nacional, gira en torno a una acción de insania que, reitero, aún no se ha promovido. A partir del confuso desarrollo procesal, ha venido a quedar huérfano de todo marco jurídico un punto extremadamente delicado como es la capacidad del causante y la tutela que podría exigir su estado de salud. Es por ello que se propone que se inste al Ministerio Pupilar -que, según lo informado había comenzado a evaluar la necesidad de iniciar acciones- para se expida concretamente en ese sentido. Será a partir de allí que -si incoada la denuncia, los jueces de Lomas de Zamora rehusaren su radicación en esa sede-, deberán elevar los antecedentes para que la Corte se pronuncie, conforme lo dispone el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58 (t. o. ley 21. 708)


      D. L., S. A. s/ internación


      COMP.194, L.XLVII, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Juez de la insania. Lugar de internación en otra jurisdicción. Eficacia de la actividad tutelar. Custodia y promoción de los derechos y garantías fundamentales de las personas que transitan una internación coactiva. Ley 26. 657


      Encontrándose el causante internado en una comunidad terapéutica situada en el Partido de Berazategui, Provincia de Buenos Aires, resulta aconsejable -en pos de una mayor eficacia de la actividad tutelar- que el Tribunal de Familia con asiento en Quilmes, sea el que lleve adelante el pertinente control legal. Por otro lado, en orden a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales del causante, resulta imprescindible que se arbitren los medios para salvaguardar su integridad psicofísica, ajustándose el trámite a lo dispuesto por la ley 26. 657


      E., J. A. s/ Artículo 482 Código Civil


      COMP.946, L.XLVII, 4 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      La controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte Suprema de Justicia de la Nación, toda vez que tiene reiteradamente dicho que los conflictos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en provincia


      Cable Televisora Color SRL c/ Telered Imagen SA y Televisión Satelital Codificada SA s/ acción meramente declarativa


      COMP.412, L.XLVII,12 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Multa por aplicación de la ley de defensa del consumidor. Prórroga de competencia. INSSJP. Remisión dictamen de la causa Comp. 673, L. XLII". Trámite ante la justicia provincial


      Funes, Julio Davis c/ PAMI Posadas - Mnes. s/ Presunta infracción a la ley 24.240 de Defensa del consumidor


      COMP.600, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Planteamiento de competencia por vía de declinatoria: improcedencia. Ausencia de los requisitos necesarios para que exista litispendencia entre ambos procesos: falta de la triple identidad de sujeto, objeto y causa


      Si bien en ambos juicios litigan las mismas partes y similares son los antecedentes de hecho, no existe identidad de objeto, ya que en el juicio promovido en sede local la actora persigue la impugnación y suspensión de otros actos administrativos, mediante los cuales la demandada le exige que reliquide y pague regalías gasíferas en contra de lo ya dispuesto por normas locales y federales aplicables al sub lite y, además, que se determine el régimen de regalías vigente, lo que configura un planteamiento conjunto en el que debe entender la Justicia de la Provincia de La Pampa y, en su caso, de que se suscite alguna cuestión federal, llegar a la Corte por recurso extraordinario


      Medanito S.A. c/ La Pampa, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa


      M.1025, L.XLV,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Pretensión de inconstitucionalidad de normas municipales. Trámite ante la justicia local. Materia de derecho público local: examen y revisión de actos legislativos de carácter municipal


      La Corte reiteradamente ha dicho que la nuda violación de derechos constitucionales provenientes de autoridades de provincia, no sujeta por si sola las causas que de ella surjan al fuero federal, que solo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional (art. 18, segunda parte, de la ley 16. 986 y doctrina de Fallos: 325:887; 328:2493, entre muchos otros), o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constituciónconfiere al Gobierno Federal, situaciones que, por lo que llevo dicho, no se presentan en el sub discussio. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48


      Massalin Particulares S.A. c/ Municipalidad de San Francisco s/ Acción declarativa de certeza


      M.989, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Pretensión municipal de cobrar un tributo: incompetencia de la justicia federal ratione materiae. Corresponde a la justicia local


      Para que surja la competencia federal ratione materiae, el derecho que se pretende hacer valer en la causa se debe fundar directa e inmediatamente en uno o varios preceptos de la Constitución Nacional, en leyes federales o en tratados con las naciones extranjeras, es decir, que lo medular de la disputa debe versar sobre el sentido y los alcances de disposiciones de aquella naturaleza, cuya adecuada hermenéutica resulte esencial para la justa solución del litigio. Así, la sentencia que declara la incompetencia del juzgado federal se ajusta a derecho y por lo tanto, la causa debe tramitar ante los estrados judiciales locales, cuando el objeto de la pretensión consiste en que se despeje el estado de incertidumbre en el que la actora dice encontrarse ante la pretensión del municipio de percibir una contribución sobre las actividades comerciales, industriales y de servicios que califica como contraria a los principios básicos de la tributaciónestablecidos en la Constitución Nacional, en tanto se trata de una norma ilegítima que arbitrariamente pretende el cobro de una tasa por la supuesta prestación de un servicio que jamás fue realizado. Asimismo, los derechos de propiedad privada y el principio de razonabilidad, que la actora alega como vulnerados por la ordenanza municipal que impugna, se encuentran protegidos por la Constitución Provincial y demás leyes de igual carácter, pese a que aquélla no lo mencione expresamente, circunstancia que pone en evidencia que la materia del pleito no es exclusivamente federal, sino que involucra un planteamiento conjunto de una cuestión local con otra de orden federal, como podría ser la posible afectación del comercio interjurisdiccional. Por ello y porque la nuda violación de derechos constitucionales proveniente de autoridades de provincia, no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, la causa debe continuar su trámite ante los órganos judiciales locales, pues todos los jueces, de cualquier jerarquía y fuero, pueden y deben interpretar y aplicar la Constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponda, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48


      Oracle Argentina S.A. c/ Municipalidad de General Deheza s/ acción declarativa de certeza


      O.102, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Pretensión municipal de cobro de tributo en concepto de tasa. Incompetencia de la justicia federal. Remisión dictamen causa O. 102, L. XLVII, "Oracle Argentina S. A. c/ Municipalidad de General Deheza s/ Acción meramente declarativa"


      La invocación de la ley 14. 878 no hace variar el criterio propiciado en el citado dictamen, pues de acuerdo con los hechos relatados por la actora para fundar su demanda, no se advierte que la pretensión fiscal de la municipalidad demandada interfiera con las facultades de control técnico de la producción, la industria y el comercio vitivinícolas que aquella ley asigna al Instituto Nacional de Vitivinicultura


      Bodegas Chandon S.A. c/ Municipalidad de General Deheza s/ Acción meramente declarativa


      B.815, L.XLVII, 12 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Pretensión municipal de cobro de tributo. Incompetencia de la justicia federal. Resolución que deniega el fuero federal: procedencia recurso extraordinario. Remisión precedente Fallos: 332:1007 ("Papel Misionero S. A. I. F. C"). Materia del pleito que reviste naturaleza local: conocimiento y resolución por parte de los magistrados locales


      La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. Los planteos de la actora enderezados a cuestionar la actitud de la Cámara que al declarar la incompetencia de la justicia federal ordenó el archivo de las actuaciones, no son aptos para la apertura de la instancia extraordinaria, pues lo decidido al respecto por el tribunal no excede el marco de sus facultades ni exhibe una manifiesta arbitrariedad que permita descalificarlocomo acto jurisdiccional. No pueden invocarse agravios de carácter constitucional cuando ellos derivan de la conducta discrecional del contribuyente, y en el caso ha sido la actora quien desistió, por su libre voluntad, de continuar y agotar la discusión de la competencia de los tribunales locales, como era menester para obtener así una sentencia definitiva del máximo tribunal de la causa y una posterior revisión de esta Corte Suprema de Justicia de la Nación, ya que, a fin de respetar la autonomía de las provincias, corresponde reservar los jueces locales el conocimiento y la decisión de las causas que versan sobre cuestiones propias del derecho provincial, tales como el examen o revisión en sentido estricto de actos administrativos de las autoridades provinciales, legislativos o judiciales de carácter local


      Chevrolet S.A. c/ Municipalidad de Villa María s/ acción declarativa de certeza


      C.1119, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Previo a dictaminar se solicita que se recabe informe acerca de la situación penitenciaria de la Sra. C. V. L


      L., C. V. s/ Curatela


      COMP.891, L.XLVII, 28 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte


      Este proceso no corresponde a la instancia originaria de la Corte, toda vez que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga al Tribunal


      Millacura Llaipen, María Leontina y otros c/ Estado Nacional s/ Ejecución de sentencia


      M.524, L.XLVI, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Protección y guarda de persona menor. Lugar internación en otra jurisdicción. Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. Ley 26. 061


      La intervención de la Justicia Nacional en autos comenzó en julio de 2005, a iniciativa de la Defensora Pública de Menores e Incapaces. En aquel momento, la causante y su familia residían en la ciudad de Buenos Aires, como lo sigue haciendo esta última, mientras que la menor se encuentra voluntariamente alojada en una institución de la localidad de Hurlingham, a partir del cierre del establecimiento que la albergaba en esta Capital Federal. Por las especiales características del asunto y del cometido que incumbe a los jueces en el contexto de la ley 26. 061, debe darse preeminencia al trabajo que viene desarrollando el Consejo de esta Ciudad con la supervisión del tribunal y el Ministerio Público nacional, puesto que el único aspecto que liga al caso con el Departamento Judicial de Morón, es la localización –por cierto cercana a esta ciudad- del instituto donde reside la adolescente. Lo dicho se ve reforzado si se advierte que la menor llegará a la mayoría de edad pronto, circunstancia que desaconseja cualquier modificación en el control de la problemática


      E. E., F. s/ protección y guarda de personas


      COMP.169, L.XLVII, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Reclamo de acreditación de aportes y contribuciones al Sistema de Seguridad Social. Reclamo previo de salarios y certificación de servicios. Fórum conexitatis


      En el caso la acción meramente declarativa de certeza tiene por objeto se intime al ex-empleador del actor la acreditación del pago de los aportes y contribuciones que debieron ingresarse al Sistema de la Seguridad Social, con fundamento, principalmente, en normas laborales y por obligaciones que habrían surgido en la ejecución del contrato de trabajo celebrado entre las partes. Por otro lado, de lo narrado por el actor en su demanda surge que existen los autos "Amado Omar c/ Asociación Hospital de Niños y otros -ordinario- Certificación de Servicios y Remuneraciones (art. 80 LCT)", en trámite ante la justicia laboral de Córdoba. Ante ello, corresponde que sea a la justicia laboral quien conozca en las presentes actuaciones, pues existe una vinculación entre esta causa y el juicio iniciado con anterioridad, pues tienen como común denominador una relación laboral que habría unido a las partes durante varios años


      Amado, Omar c/ Asociación Hospital de Niños Córdoba y otro s/ Acción meramente declarativa


      COMP.262, L.XLVII,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Reclamo de liquidación de haberes del personal del Servicio Penitenciario Federal. Conflicto de competencia. Incompetencia de la Cámara Federal de la Seguridad Social: art. 15 Ley 24. 463


      Asiste razón a los integrantes de la Cámara Federal de la Seguridad Social, toda vez que la Corte tiene dicho que esa alzada sólo actúa como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que laacción se inició con arreglo al art. 15 de la ley 24463, supuesto que no se configura en el sub-lite, pues en el caso no se impugna un acto administrativo emanado de la Administración Nacional de la Seguridad Social


      Maldonado, Roberto Antonio y otros c/ Estado Nacional - Serv. Pen. Fed. s/ Medida cautelar


      COMP.633, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Reclamo de pensionada del Ejercito Argentino por reconocimiento de las asignaciones previstas en los decretos 2701/93 y 628/92, bajo los códigos 62 y 63. Improcedencia de competencia de la Cámara de Seguridad Social para actuar como tribunal de grado


      Asiste razón a los integrantes de la Sala I de la Cámara de la Seguridad Social, toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que dicha Alzada sólo actúa como tribunal de grado en los recursos de apelación contra sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en provincias, en los casos en que la acción se inició conforme lo previsto en el artículo 15 de la ley 24. 463, modificado por el arto 3° de la ley 24. 655, supuesto que no se configura en el sub-lite


      Jerez, Lucia América c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Ordinario


      COMP.512, L.XLVII,5 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Demanda daños y perjuicios contra una provincia y el Estado Nacional. Conflicto de competencia. Improcedencia fuero federal y de la competencia originaria de la Corte. Sistema federal. Autonomía Provincial. Competencia justicia local


      En las presentes actuaciones no procede la competencia originaria de la Corte, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones que voluntariamente formularon los actores contra la Provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia. En tal sentido, la Corte sostiene que la acumulación subjetiva de pretensiones no es un instrumento apto para sostener una competencia restringida y de excepción, como es la del art. 117 de la Constitución Nacional, que en ningún caso hubiera correspondido de haberse introducido individualmente cada una de las pretensiones. Las provincias sólo pueden y deben ser demandadas, en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que, cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal -o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería-, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal, caso contrario, se vería afectado el principio de autonomía provincial. En tales condiciones, en cuanto entiende que ambos reclamos deben tramitar en un único proceso, se debe evaluar si en autos se da esta situación, pues de ser ello así, la causa correspondería a la instancia originaria del Tribunal. Sin embargo, no se configuran en el sub lite las hipótesis que autorizan a disponer la competencia originaria del Tribunal cuando una provincia es parte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°), del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. En consecuencia, las reclamacionespretendidas por los actores deben ser formuladas ante los tribunales que resultaren competentes, cuya determinación surgirá según que se demande al Estado Nacional, a quien únicamente corresponde litigar ante la jurisdicción federal, o a la Provincia de Buenos Aires que en esta materia –que versa sobre aspectos del derecho público provincial- sólo puede ser demandada, con arreglo a lo dispuesto en los arts. 121, 122 Y 124 de la Constitución Nacional, ante sus propios tribunales locales


      Gómez Caceres, Cerlina y otros c/ EN - PJN - Ministerio de Justicia y/o y otro s/ Daños y perjuicios


      G.119, L.XLVII, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 328:76 "Ramos”


      Anis, Héctor Antonio C/ Comisión Médica Nº1; Berkley A.R.T. y Scania Arg. S.A. s/ Indemnizaciones


      COMP.804, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 330:623 y, sentencia en S. C. Comp. N° 73, L. XLVII, "Petrino, José Alejandro c/ Alcaraz, Carlos Omar y otros s/ Posesión"


      Prado, Jorge Osvaldo c/ Jotayan, Oscar Benildo s/ Prescripción adquisitiva de muebles


      COMP.529, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a la sentencia de CSJN en autos S. C. Comp. N° 118, L. XLIII "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios - Resp. Prof. Medicos y aux", de fecha 11 de marzo de 2008


      Pedraza, Julio Rubén c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


      COMP.183, L.XLVII, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a la sentencia dictada en autos "Lusto, Carlos Alberto c/ La Nueva Metropol S. A. s/ daños y perjuicios", S. C. Comp. N° 1105, L. XLIII, de fecha 8 de abril de 2008


      Monsalvo, José Osvaldo c/ La Nueva Metropol S.A.T.A.C.I. s/ Daños y perjuicios


      COMP.859, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a las sentencias dictadas en autos Comp. 607, L. XLIII, "Macera, Felisa del Carmen c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios", Comp. 190, L. XLIII, "Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios" y Comp. 251, L. XLIV "Conea Torres, Juvenal Nicolás c/ AYSA Aguas y Saneamientos Argentinos S. A. y otros si daños y perjuicios"


      De Diego, Jorgelina c/ G.C.B.A y otro s/ Daños y perjuicios


      COMP.407, L.XLVII, 20 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo decidido por el Máximo Tribunal en los autos caratulados S. C. Comp. N°748; L. XXXVIII, "Viejo Roble S. A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa", de fecha 30 de septiembre de 2003 (Fallos 326:4019)


      Argañaraz, Irma Luisa c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


      COMP.1027, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. F. 305, L. XLVI "Fisco Nacional c/ Alpargatas Calzados S. A. "


      Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Alpargatas Calzados SA s/ Ejecución fiscal


      F.289, L.XLVII, 2 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos "Leiser, Arturo s/ sucesión ab-intestato", S. C. Comp. 492; L. XLVII


      Leiser, Arturo s/ Sucesión ab-intestato


      COMP.634, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos caratulados S. C. Comp. N°533, LXLVI, "García, Johana Maria Luján c/ Sociedad Española de Benefícencia Hospital Español s/ amparo", el 12 de octubre de 2010


      P., P. P. c/ Instituto Nac. de Sev. Soc. para Jubilados y Pensionados s/ Sumarísimo


      COMP.205, L.XLVII, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 592, L. XLVII, "Libertad S. A. s/ recurso de apelación en Expte. 3358-587/07- D. C. I. c/ Libertad S. A. s/ presunta infracción a la ley 24. 240", el 6 de septiembre de 2011


      Dirección de Comercio Interior c/ Da Silva, Norma Isabel s/ Presunta infracción al art. 1º de la Res. Nº 07/02 de la Ley 22.802


      COMP.732, L.XLVII,26 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 592, L. XLVII, "Libertad S. A. s/ recurso de apelación en Expte. 3358-587/07- D.C. I. c/ Libertad S. A. s/ presunta infracción a la ley 24. 240", el 6 de septiembre de 2011


      Dirección de Comercio Interior c/ Marmani S.A. s/ Presunta inf. Ley 22.802 y Decreto1153/87


      COMP.728, L.XLVII,26 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 592, L. XLVII, "Libertad S. A. s/ recurso de apelación en Expte. 3358-587/07- D. C. I. c/ Libertad S. A. s/ presunta infracción a la ley 24. 240", el 6 de septiembre de 2011


      Dirección de Comercio Interior c/ Pata Pata de Kadima S.A. s/ Presunta inf. al art. 5º de la Res. 07/02 – Reglam. Ley 22.802


      COMP.729, L.XLVII,26 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 592, L. XLVII, "Libertad S. A. s/ recurso de apelación en Expte. 3358-587/07- D. C. I. c/ Libertad S. A. s/ presunta infracción a la ley 24. 240", el 6 de septiembre de 2011


      Dirección de Comercio Interior c/ Rever Pass s/ Presunta inf. al art. 5º de la Res. 07/02 – Reglam. Ley 22.802


      COMP.730, L.XLVII,26 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 592, L. XLVII, "Libertad S. A. s/ recurso de apelación en Expte. 3358-587/07- D. C. I. c/ Libertad S. A. s/ presunta infracción a la ley 24. 240", el 6 de septiembre de 2011


      Dirección de Comercio Interior c/ Servando Menor S.A. s/ Presunta inf. Al art. 9º de la Ley 22.802 y art. 9º Res. 07/02


      COMP.731, L.XLVII,26 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos G. 230, L. XLVI, Originario, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social Dirección Nacional de Vialidad s/ ejecución fiscal", y sentencia del 14 de septiembre de 2010


      El proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Policía Federal Argentina s/ Ejecución fiscal


      G.854, L.XLVII,14 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Víctor Alcala S.A. s/ Ejecutivo


      COMP.1057, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Agropecuaria Puerta Velaz s/ Ejecutivo


      COMP.1052, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Agropecuaria Puerto Velaz S.A. s/ Ejecución prendaria


      COMP.885, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Álvarez, Faustino Ernesto s/ Ejecutivo


      COMP.1064, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Cancelarich, Simón Pablo y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.955, L.XLVII, 7de febrero de 2011


      2012/MBeiro/febrero/Bco_Nacion_Comp_955_L_XLVII.pdf


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Cutro, Domingo y otra s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.866, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Cutro, Hugo Daniel s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.1055, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ De Hoyos, Oscar Fladio y otros s/ Ejecutivo


      COMP.895, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Ducarme, Bernardo Juan Carlos y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.869, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Garlisi, Rodolfo Oscar s/ Ejecutivo


      COMP.1066, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Granero, Mirtha Nancy y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.823, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Pampa Porteña SA s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.775, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Popovich, Mirko y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.1050, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Ramírez, Brígido s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.1103, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Rodríguez Marcico de Picchio, Olga Isabel y otros s/ Ejecutivo


      COMP.1046, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Serafini, Rodolfo Gerardo y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.1101, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Tejerina, Juan Carlos Eduardo s/ Ejecutivo


      COMP.877, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Vallejos, Ramón y otros s/ Ejecuciones prendarias


      COMP.1072, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Zalazar, Hipólito y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.898, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. 830; L. XLVII, "Arce, Ricardo Vicente c/ Estado Nacional s/ Medidas Cautelares",


      Biaus, María Virginia c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos – Servicio Penitenciario Federal s/ Medida cautelar


      COMP.831, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. Comp. 364 L. XLVII "Faro Horacio c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente -CNPA- s/ reajustes varios"


      Affranchino, Carlos Abel y otros c/ A.N.Se.S. y otro s/ Reajustes varios


      COMP.569, L.XLVII,13 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto por el Máximo Tribunal en los autos caratulados S. C. Comp. N° 618; L. XLlV "A. A. c/ lOMA s/ amparo", el 23 de septiembre de 2008


      T., O. A. c/ IOMA s/ Amparo


      COMP.186, L.XLVII, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a S. C. Comp. 960, L. XLV "Alonso Orlando c/ Anafer S. A. y otro s/ accidente - acción civil"


      Ruíz, Honorio Gustavo c/ A.G.A. S.R.L. y otro s/ accidente - ley especial


      COMP.434, L.XLVII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen y fallo de autos S. C. Comp. 805, L. XLVI caratulados: "Castillo, Eva Beatriz c/ A. N. Se. S. UDAI Salta s/ recurso de apelación"


      Aguilar, Carmen Mercedes c/ Provincia de Salta s/ Recurso de apelación


      COMP.435, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen y fallo en autos Comp. 40, L. XLVI. , "Telefónica de Argentina S. A. s/ apelación"


      Telefónica de Argentina S.A. s/ apela resol. Minist. de la Producción Prov. De La Pampa (ley 24.240)


      COMP.827, L.XLVII, 3 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen y fallo en autos S. C. Comp. 762; L. XL "Ríos, Norma Beatriz c/ A. N. S. e. S s/ reajuste de haberes"


      Tavella, Rodolfo Víctor c/ Estado Nacional - ANSES s/ Ordinario


      COMP.933, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa Comp. 592, L. XLVII, "Libertad S. A. s/ recurso de apelación en Expte. 3358-587/07- D. C. I. c/ Libertad S. A. s/ presunta infracción a la ley 24. 240". Trámite ante la justicia provincial


      Dirección de Comercio Interior (DCI) s/ Eleva actuaciones Expte. 3358-605/09 "DCI c/ Vitacar S.A. s/ Pta. infracción al art. 8 de la Resol. n° 07/02 - ley 22.802"


      COMP.769, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión Fallos: 327:1789 y 332:1007. Inexistencia contienda de competencia cuya resolución competa a la Corte Suprema


      Nobleza Piccardo Sociedad Anónima Industrial, Comercial y Financiera c/ Municipalidad de San Francisco s/ Demanda contencioso administrativa


      COMP.651, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Se requiere al juzgado de origen los autos principales


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros procesos incidentales


      COMP.67, L.XLVII,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Se requiere la remisión de los autos "Rochetti, Emilio s/ sucesión ab intestato", Expediente N° 63. 794, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de San Isidro, Provincia de Buenos Aires


      Banco Hipotecario Nacional c/ Rochetti, Emilio y otro s/ Ejecución hipotecaria


      COMP.677, L.XLVII,7 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Se requiere la remisión de los autos "Sotero, Javier c/ Injea S. R. L. y otro s/ accidente-acción civil", Expte. N° 16445/11, en trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo N° 2


      Injea S.R.L. s/ Competencia


      COMP.853, L.XLVII, 2 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita se libre oficio a la Secretaria Nacional Electoral, Policía Federal Argentina y A. N. SE. S a fin que informe último domicilio de la causante y fecha de su registro en dichos organismos y, en especial, a A. N. SE. S, el lugar efectivo de percepción de sus haberes jubilatorios. Asimismo, se remita fotocopia certificada del testamento mencionado por los presuntos herederos, así como fotocopias de otros documentos conducentes a la controversia


      Correa Llano, Silvia Elena s/ Sucesión


      COMP.404, L.XLVII, 2 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Tanto el señor juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo N° 42, como el titular del Juzgado Federal de Primera Instancia N° 2, Secretaría Laboral W 5 del Departamento Judicial de Mar del Plata, Provincia de Buenos Aires, se declararon competentes para entender en las actuaciones. En tales condiciones, no se ha configurado una controversia jurisdiccional en la que deba intervenir la CSJN por aplicación de lo previsto por el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21. 708, el cual prevé que los conflictos de competencia habidos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia


      Miguel Aníbal Oscar c/ Besugo S.A. y otro s/ accidente-acción civil


      COMP.458, L.XLVII,11 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Prórroga de la Competencia


      Contienda negativa de competencia. Validez de la cláusula de prórroga de la jurisdicción territorial pactada entre las partes. Relación comercial: inaplicabilidad de la Ley 24. 240


      Surge de las presentes actuaciones que la sociedad actora inició una acción por cobro de pesos, a raíz de un incumplimiento contractual contra el demandado en su condición de agente de percepción de pago de usuarios de servicios públicos y/o privados. Consta, asimismo, que las partes en litigio al celebrar el contrato de comodato de equipamiento pactaron que eran competentes para entender en cualquier divergencia que surgiera de la interpretación y/o cumplimiento o incumplimiento del citado acuerdo los tribunales comerciales de esta Ciudad, lo cualfue suscripto por el demandado. Valga señalar que en el vínculo contractual que unió a las partes, el demandado revestía carácter de agente de naturaleza comercial. Dicha circunstancia, obsta a su calificación como una "relación de consumo" amparada por los principios previstos por la Ley de Defensa del Consumidor, por lo que en el sub-lite no se configuran los requisitos que dispone el artículo 36 de la Ley 24240 -modificado por Ley 26. 361-. Así, la prórroga de jurisdicción oportunamente pactada resulta ser válida y consecuentemente corresponde atribuir competencia para entender en este juicio al magistrado nacional


      Gire SA c/ Belotti Storero, Guillermo s/ Ordinario


      COMP.446, L.XLVII,7 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Cosa Juzgada


      Caducidad de la acción de nulidad de asamblea: art. 251 Ley 19. 550. Nueva acción de nulidad de asamblea con sustento en el derecho común. Excepción de cosa juzgada. Sentencia que no decide sobre el fondo de la pretensión


      Si bien lo atinente a la existencia o inexistencia de cosa juzgada resulta ser, en principio, una cuestión de hecho y de derecho procesal, extraña a la instancia extraordinaria, la Corte ha establecido que ello no es óbice para invalidar lo resuelto cuando, con menoscabo de la garantía consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, los tribunales de la causa extienden su valor formal más allá de los límites razonables, utilizan pautas de excesiva laxitud y prescinden de una adecuada ponderación de aspectos relevantes del expediente, lo cual, ocurre en el caso en estudio. Asiste razón a la recurrente, desde que la Cámara, para admitir la excepción de cosa juzgada opuesta por los demandados, por un lado, reconoce la posibilidad de plantearrespecto de un acto asambleario como el que es materia del sub lite, luego de vencido el plazo establecido por el artículo 251 de la Ley N° 19. 550, la nulidad absoluta de ese acto por aplicación de normas de derecho común, conforme las cuales tal acción -afirmó- no es susceptible de extinguirse por vía de la prescripción (arts. 18 y 1047 del Código Civil), pero, sin embargo, luego desechó la procedencia de la demanda en el caso, sin sustento suficiente. Valorando las particulares circunstancias que rodean al caso -donde se ha ordenado el procesamiento en sede penal por delitos vinculados con la asamblea en cuestión-, y que la sentencia firme dictada en el primer expediente no ha decidido sobre el fondo de la pretensión deducida en la causa, no parece razonable lo manifestado por el a quo en orden a que la parte debió haber encuadrado su acción primigenia en las normas del código civil, cuando el propio tribunal reconoció la posibilidad de entablar una acción como la que es materia de estudio, luego de vencido el plazo de caducidad previsto por la Ley N° 19. 550


      Villanueva de Green, Maria Matilde c/ Richards, Juan Miguel y otros s/ Ordinario


      V.180, L.XLV,7 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Revisión de sentencia firme y pasada en autoridad de cosa juzgada: supuestos excepcionales. Inadmisibilidad de acción autónoma de nulidad por cosa juzgada irríta


      El Tribunal tiene dicho desde antiguo que las sentencias de la Corte no son susceptibles, como regla, de acción, incidente o recurso de nulidad. Ello es así en virtud del carácter final que tienen sus pronunciamientos, cuya integridad interesa fundamentalmente tanto a la vida de la Nación, su orden público y la paz social cuanto a la estabilidad de sus instituciones y, muyespecialmente, a la supremacía de la Constitución en la que aquéllos se sustentan. La pretensión articulada por la actora en estos autos persigue la declaración de invalidez de una sentencia dictada por la Corte en un pleito anterior planteado entre las mismas partes, la cual tiene el carácter de cosa juzgada. En consecuencia, resulta de aplicación la doctrina ut supra citada. La cosa juzgada constituye uno de los pilares sobre los que se asienta la seguridad jurídica, representa una exigencia vital del orden público, tiene jerarquía constitucional y es uno de los presupuestos del ordenamiento social cuya ausencia o debilitamiento puede poner en crisis la juridicidad del sistema. Las circunstancias denunciadas por la actora no alcanzan a configurar uno de los excepcionales supuestos en que la Corte estimó admisible revisar una sentencia firme y pasada en autoridad de cosa juzgada. Para que una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada pudiera ser dejada sin efecto con fundamento en una decisión de alguno de los órganos del sistema interamericano sería necesaria actividad legislativa para la creación de un recurso o acción procesal específicos que otorgue a la parte poder jurídico para hacer valer esa decisión en el orden interno (por ejemplo, el derecho alemán lo autoriza respecto de una decisión del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sólo en procesos penales y a favor del imputado)


      García, Raúl c/ Rio Negro, Provincia de s/ acción de revisión


      G.529, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Formas Alternativas de Solución de Conflictos. Arbitraje


      Proceso de amigables componedores. Tribunal de Arbitraje General de la Bolsa de Comercio de Buenos Aires. ReglamentoOrgánico. Improcedencia de la aplicación subsidiaria de la Ley Modelo sobre arbitraje comercial internacional de UNCITRAL


      Cabe reconocer carácter definitivo a la decisión apelada ya que lo resuelto clausura, finalmente, al declarar mal concedido el recurso interpuesto, el debate respecto de la prórroga de jurisdicción al Tribunal de Arbitraje General de la Bolsa de Comercio de Buenos Aires, que no integra la organización judicial estatal. La sentencia recurrida halla adecuado sustento en las consideraciones efectuadas sobre aspectos de hecho y derecho procesal, por lo que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. La sentencia en crisis valoró que el Reglamento del tribunal de arbitraje, en consonancia con lo dispuesto por el artículo 771 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece la irrecurribilidad de los laudos en el arbitraje de amigables componedores -sin perjuicio de su impugnación por nulidad, art. 771 mencionado y 65 del Reglamento-, y, en ese contexto, sostuvo que aplicar el artículo 16. 3 de la Ley Modelo de UNCITRAL, que no fue incorporada al derecho interno -lo cual no fue desconocido por la parte demandada-, importaría modificar el régimen de control judicial establecido por ley en nuestro país. Solución que, en el marco de lo expuesto, parece razonable. No es ocioso recordar que la jurisdicción arbitral es excluyente de la intervención judicial y no admite otros recursos que los consagrados por las leyes procesales, en las cuales ha de buscarse remedio a los agravios que el laudo hubiese podido ocasionar


      Harz Und Derivate A.G. y otra c/ Akzo Nobel Coatings S.A. y otras s/ daños y perjuicios


      H.30, L.XLVI,9 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Compromiso Arbitral


      Juez competente en la ejecución de un acuerdo homologado ante un tribunal arbitral


      Ha señalado el Máximo Tribunal que las normas que atribuyen competencia a determinados tribunales para entender en ciertas materias cuando de recursos se trata, son indicativas de una especialización que el ordenamiento les reconoce y que constituyen una relevante circunstancia a tener en cuenta a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta. Con relación a las cuestiones vinculadas a los procesos arbitrales regulados en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el artículo 763 atribuye al tribunal jerárquico superior del magistrado a quien habría correspondido entender si la cuestión no se hubiere sometido a árbitros, el conocimiento de los recursos contra las sentencias de los jueces arbitrales. Tal como surge de los hechos expuestos en la demanda -los actores persiguen la ejecución de un laudo arbitral- que tuvo como objeto principal que las demandadas, dos consorcios de propietarios, efectuaran ciertas reparaciones en los locales de la actora, materia que, de no haberse sometido a dicho régimen, resultaría de tratamiento exclusivo por los tribunales civiles


      Todero, Silvia Liliana c/ Consorcio de Propietarios Barrio Piedrabuena Edificio 24 A s/ Ejecución


      COMP.415, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Mediación


      Mediación previa obligatoria. Falta de citación en legal forma. Derivación a fin de que se cumpla con la mediación. Eventual dispendio jurisdiccional


      De las constancias obrantes en autos no surge que una de las demandadas haya sido citada en legal forma a la mediación previa obligatoria (art. 1 ley 24. 573, o 1 de la ley 26. 589) con lo cual, de estimarlo esa Corte pertinente, corresponde que el expediente sea derivado a esa instancia (art. 16 d) y 17 ley 26. 589). En este sentido, cabe descartar que el procedimiento solicitado genere un dispendio jurisdiccional, ya que el plazo por el que se suspendería el proceso es muy breve y se trata de un reclamo por daños y perjuicios. Tampoco puede afirmarse ab initio que el procedimiento vaya a fracasar. La Corte ha sostenido que no es susceptible de generar reparos constitucionales la demora que produce el tránsito previo por la mediación para acceder a la vía judicial en el supuesto en que las partes no arribaren a un acuerdo, porque, además de desarrollarse en una dimensión temporal breve (art. 9 de la ley 24. 573), constituye una reglamentación razonable del derecho de defensa, en tanto no lo suprime, desnaturaliza o allana


      Trinchieri, Antonio c/ Billinghurst Place S.A. y otro s/ daños y perjuicios


      T.259, L.XLV,24 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Modos Anormales de Terminación del Proceso. Caducidad de la Instancia


      Caducidad de instancia. Carga de impulso del procedimiento. Expediente en estado de lIamamiento de autos a sentencia. Excesivo rigor formal


      Para resolver la caducidad del recurso, los jueces se limitaron a sostener que no le asistía razón a la recurrente en sus planteos porque después de extraer las fotocopias debió pedir su remisión al Superior o instar el proceso si la paralización de la causa eraimputable a la Cámara. Tal conclusión, ante el concreto planteo de la AFIP de que no quedaba ninguna actividad procesal a su cargo pues el pedido de actuaciones habla sido formulado por el Superior directamente a la Cámara y que el recurso se encontraba en estado de autos para sentencia, no constituye la debida fundamentación que se exige a los pronunciamientos jurisdiccionales Así, en virtud del tenor de los agravios, el contexto del caso y lo avanzado de su estado, no se advierte que haya existido una obligación inexcusable de la recurrente de instar el proceso o que la inactividad obedeciera a su marcado desinterés como puntualiza el Superior, máxime cuando cumplió con la actividad procesal que expresamente le fue encomendada. Por ello, corresponde dejar sin efecto la sentencia que admitió la caducidad de instancia en un recurso de casación, si carece de un análisis crítico de los elementos relevantes para la solución del planteo, y por vía de una aplicación del criterio que preside dicho instituto más allá del ámbito que le es propio, culmina en la frustración ritual del derecho del recurrente a obtener una sentencia sobre el fondo de la pretensión, con grave lesión del derecho de defensa en juicio


      Yoma SA y otros s/ Concurso preventivo


      Y.18, L.XLVII, 15 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. O. N° 92, L. XLVI, "Oeste Embotelladora SA s/ Concurso Preventivo s/ Recurso de revisión"


      La Embotelladora del Norte SA s/ Concurso preventivo s/ Recurso de revisión


      L.185, L.XLVI, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Interrupción del Plazo


      Caducidad de instancia: carácter restrictivo. Idoneidad de la actuación para impulsar el proceso. Auto-contradicción y exceso de rigor formal de la sentencia


      Al resolver los jueces provinciales, incurriendo en auto-contradicción y exceso de rigor formal, han desatendido agravios que tendían a demostrar la improcedencia de la caducidad denunciada por la concursada y omitido ponderar elementos conducentes para la correcta solución de la controversia conforme planteó la recurrente. Tal es lo que ocurre con los planteos que formuló en torno a la actuación procesal del 29 de diciembre de 2005 a la que atribuye carácter interruptivo de la perención por el impulso que imprime al procedimiento, a que dicho instituto debe interpretarse con carácter restrictivo y a que no existió inactividad procesal total o abandono de la instancia por su parte, los cuales han sido reiterados en todas las instancias y, particularmente, en el recurso de casación que el Tribunal Local rechazó. Tal como aduce la recurrente, para confirmar la declaración de caducidad, la Corte Local se limitó a reiterar la mayoría de los argumentos expuestos por la Cámara de Apelaciones, a excepción del referido a la inaplicabilidad del precedente local "Prinze", que recepta una doctrina más flexible en la materia -acorde con la de los tribunales nacionales- para el caso de los concursos. De tal modo, al no hacer alusión alguna respecto a dicha cuestión, los jueces locales omitieron examinar y pronunciarse sobre los agravios que la AFIP-DGI vertió alegando que, por aplicación de esa doctrina, su petición del 29 de diciembre de 2005 -por la que solicita un nuevo traslado a la Sindicatura para que conteste el recurso bajo apercibimiento deley y la suspensión del procedimiento para que no perima la instancia-, resultaba idónea para impulsar el proceso


      Oeste Embotelladora SA s/ Concurso Preventivo s/ Recurso de revisión


      O.92, L.XLVI, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Desistimiento. Clases. Desistimiento del Proceso


      Depósito de las sumas de sentencia posterior a la interposición del recurso de queja. Falta de reserva de continuar con el trámite de impugnación. Desistimiento tácito: incompatibilidad manifiesta entre ambas gestiones procesales


      Del examen de las constancias agregadas al expediente principal surge que el Banco Central de la República Argentina, con posterioridad a la interposición del recurso de hecho, depositó las sumas correspondientes a capital e intereses resultantes de las liquidaciones aprobadas sin formular reserva de continuar con el trámite de la queja. En tales condiciones, corresponde atribuir a la conducta del organismo demandado el carácter de desistimiento tácito de la impugnación. Cabe reputar que la presentación directa ha sido tácitamente desistida, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 873, 915 y 918 del Código Civil, y, en consecuencia, no corresponde dictar un pronunciamiento sobre el fondo del asunto, por haberse tornado abstracta la cuestión debatida


      Establecimiento Metalúrgico Ochoteco S.A.I.C. c/ Banco Central de la República Argentina s/ Demandas


      E.24, L.XLIV, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Principios Procesales. Principio de Congruencia


      Demanda interpuesta por director de la radio de una universidad nacional. Designación interina. Facultades discrecionales de la universidad. Aplicación por analogía normas del despido sin causa de la Ley de Contrato de Trabajo. Nueva calificación jurídica de los hechos y posición de las partes por parte del tribunal superior: vulneración del principio de congruencia y garantía constitucional del debido proceso. Exceso de competencia. Jurisdicción de los tribunales de segunda instancia: limitada por el alcance de los recursos concedidos. Defensa en juicio y derecho de propiedad. Arbitrariedad de sentencia: tratamiento de aspectos que adquirieron firmeza


      La doctrina invocada constituye sustento suficiente para la apertura de la apelación federal, pues el modo en que resolvió el tribunal importa un apartamiento de las constancias de la causa y de las cuestiones a dilucidar y, por ende, lesiona el derecho de defensa en juicio del recurrente. La decisión del tribunal vulnera el principio de congruencia -ínsito en la garantía constitucional del debido proceso del justiciable- e importa un exceso de su competencia, toda vez que se ha pronunciado sobre cuestiones que no fueron llevadas a su conocimiento por las partes por los mecanismos previstos legalmente, en la inteligencia de que se encontraba facultado para calificar la relación y determinar el derecho aplicable en virtud del principio iura novit curia. Si bien esta extralimitación no implicó para el apelante efectos jurídicos más gravosos que los establecidos en primera instancia -restricción que se tuvo en cuenta al momento de confirmar la condena impuesta-, lo cierto es que la cámara modificó la posición del recurrente en su perjuicio desnaturalizando el objeto de la apelación, al cual debió atenerse estrictamente al examinar las cuestiones planteadas. La jurisdicción de los tribunales de segunda instancia está limitada por el alcance de los recursos concedidos y, si se prescinde de esta limitación resolviendocuestiones que han quedado firmes, se causa agravio a las garantías constitucionales de defensa en juicio y de propiedad, pues los órganos judiciales de apelación no pueden fallar sobre capítulos que no le fueron propuestos ni sobre cuestiones respecto de las cuales no haya mediado agravio concreto de los recurrentes. Asimismo, V. E. tiene dicho que el pronunciamiento judicial que desconoce o acuerda derechos no debatidos en la causa es incompatible con las garantías de los arts, 17 y 18 de la Constitución Nacional, pues los jueces no pueden convertirse en intérpretes de la voluntad de implícita de una de las partes sin alterar, de tal modo, el equilibrio procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria. Si bien no puede reprocharse al actor que no haya apelado la sentencia dictada en primera instancia en atención a que obtuvo el resarcimiento reclamado, la circunstancia de no haber efectuado cuestionamiento alguno con respecto a la calificación del vínculo jurídico que lo unía a la universidad en la contestación de agravios, ni haber reiterado los argumentos relativos a la ilegitimidad de la resolución impugnada, implica el consentimiento de aquellos aspectos de la decisión y de las consecuencias jurídicas que conllevan. De tales circunstancias, a su vez, se deriva que la alzada carecía de facultades para pronunciarse al respecto, pues no fue propuesto a su consideración por ninguna de las partes, lo que toma arbitraria a la sentencia apelada por haber incurrido en un exceso de jurisdicción. Sin dejar de reconocer las amplias facultades de los jueces de la causa para calificar los recursos y peticiones de las partes, en el sub examine existe relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas (art. 15 de la ley 48) y, por ello, la sentencia recurrida es pasible de ser descalificada como acto jurisdiccional válido


      Guzzi, Vicente c/ Universidad Nacional de Tucumán s/ Nulidad de acto administrativo


      G.291, L.XLV, 28 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recursos. Parte Especial. Recurso Extraordinario Federal


      Falta de sustanciación del recurso extraordinario. Devolución de autos principales. Art. 257 del C. P. C. C


      La adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, particularmente el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa


      Barreiro, Héctor Guido c/ América TV S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


      B.1372, L.XLIII,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Procedimiento ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación


      Remisión a lo resuelto en la causa M. 1063, L. XLV, "Mara, Hugo Jorge c/ EN – Ministerio de Defensa – SSI - GN - Resol 1219/96 y 1307/97 SS personal militar y civil de las FFAA y de Seg. ". Reformatio in pejus


      Empero, en el sub examine no corresponde atenerse a la solución a la que el Tribunal arribó en el citado precedente, a fin de no perjudicar la posición de la parte actora por efecto de su propio recurso, único que habilitó la intervención de la Corte en la instancia extraordinaria ya que la cámara denegó el remedio federal intentado por la demandada, sin que ésta interpusieraqueja alguna. Lo contrario significaría incurrir en una reformatio in pejus, en violación a las garantías de la defensa en juicio y de la propiedad


      Yañez, Agustín Antenor c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Resol. 610/97 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      Y.10, L.XLVI,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Sujetos Procesales. Abogados


      Reducción de honorarios profesionales. Inadmisibilidad recurso extraordinario: agravios de naturaleza fáctica y procesal insusceptibles de tratarse en la instancia del art. 14 de la ley 48. Aspectos de hecho y prueba reservados a los jueces de la causa


      V. E. tiene dicho que lo atinente a las remuneraciones profesionales fijadas en las instancias ordinarias constituye materia extraña al recurso extraordinario federal, dada su vinculación con cuestiones que no son federales. La aplicación de la doctrina de la arbitrariedad es particularmente restringida en este punto, teniendo en cuenta que las normas que rigen las regulaciones conceden amplio margen a la razonable discrecionalidad judicial. En el mismo sentido, la corte ha puntualizado que la parquedad del auto regulatorio no comporta, por sí sola, un supuesto que autorice la descalificación de lo decidido en los términos de dicha jurisprudencia. Tal regla admite excepciones, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel. Las circunstancias de la causa no permiten encuadrarla dentro de los supuestos de excepción que considera la doctrina de V. E, pues la cámara expresó fundamentos suficientes para sustentar lo resuelto. Ello es así, toda vez que para, reducir el monto de loshonorarios del recurrente la alzada tuvo en cuenta diversos aspectos como el monto del litigio, el resultado obtenido, la extensión y calidad del trabajo profesional, entre otros. En esta inteligencia, se aprecia que los reparos invocados por el quejoso trasuntan una mera disconformidad con aspectos, que por regla constituyen materia ajena a esta instancia de excepción La revisión solicitada por los recurrentes llevaría a sustituir a los magistrados del proceso en la solución de cuestiones que les son privativas y abrir una tercera instancia ordinaria para debatir temas no federales, aspectos que, como es sabido, son ajenos a la finalidad propia del recurso extraordinario federal


      Acceso Norte S.A. (TF 18920-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Queja


      A.626, L.XLVI,29 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Regulación de honorarios profesionales: elevación sustancial en incidente de medida cautelar. Proceso principal sin monto. Debida relación de la actividad profesional desplegada con las circunstancias del caso


      Si bien lo atinente a los honorarios regulados en instancias ordinarias, en razón de su carácter fáctico, procesal y de derecho común es, como regla, ajeno a la vía excepcional del artículo 14 de la Ley N° 48, reiterada jurisprudencia de la Corte ha establecido que este principio admite excepción cuando la resolución carece de la fundamentación necesaria. La sentencia recurrida no satisface el requisito mencionado, pues el tribunal, para elevar sustancialmente el monto regulado al letrado -de $50. 000, fijados por el magistrado de primera instancia, a $670. 000-, en el trámite del presente incidente transitorio, vinculado puntualmente con el levantamiento de la medida cautelar dictada en otro expediente,se sustentó en pautas de carácter genérico, prescindiendo de establecer, como era menester, la debida relación con la actividad profesional desplegada en las concretas circunstancias del caso. El tribunal sólo mencionó que había ponderado la complejidad, naturaleza, importancia y extensión de las tareas realizadas, así como la diligencia empleada, cuando dichas pautas genéricas, en su mayoría, habían sido ya señaladas por el magistrado de primera instancia, para justificar su decisión de determinar los honorarios 13 veces menores. Por ello, y atento a la entidad de la diferencia entre ambas regulaciones, resultaba necesario fundar en particular esa decisión, sobre la base de una ponderación concreta de las tareas cumplidas


      Lagarcue S.A. c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Incidente de medidas cautelares s/ Incidente transitorio


      L.78, L.XLV,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Ley 23. 982. Regulación de honorarios. Forma de cancelación. Exclusión del régimen de consolidación de deudas del Estado. Fecha de los trabajos profesionales


      Las disposiciones que conforman el régimen de consolidación de deudas del Estado resultan de inexcusable aplicación a los créditos anteriores a la fecha de corte fijada en razón del carácter de orden público que el legislador atribuyó a dicho régimen, naturaleza que obliga al tribunal a considerar su aplicación en cualquier estado del proceso y aun de oficio si la accionada omite solicitarla. No obstante ello, lo cierto es que, en la especie, los honorarios regulados no se encuentran comprendidos en dicho régimen especial de cancelación de deudas estatales. En el régimen instaurado por la ley 23. 982, a cuyos términos remite la ley 25. 344, no es posible atribuir carácter accesorio a loshonorarios profesionales respecto del capital de condena, pues la causa de la obligación de pagar dichas retribuciones está dada por el servicio prestado por el profesional en el marco de un proceso judicial, por lo que no resulta del objeto de la obligación ventilada en la litis ni de la relación con el sujeto pasivo de aquélla. La decisión recurrida se aparta de las normas federales aplicables al caso y los honorarios regulados cuya forma de cancelación aquí se dirime quedan excluidos del régimen de consolidación de deudas del Estado


      Rosales, Víctor Aldo y otro c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Ordinario


      R.2, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Regulación de honorarios de instancia ordinaria: excepciones a su apelación extraordinaria. Arbitrariedad. Deber de fundar la resolución que los regula conforme a las circunstancias de la causa


      La Corte Suprema ha resuelto que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas -como regla- a la apelación extraordinaria, así como que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, así como que la parquedad del auto regulatorio no comporta por sí sola, un supuesto de tal carácter. Sin embargo, también tiene dicho que se justifica hacer excepción a esta doctrina en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la resolución impugnada se aparta inequívocamente de la solución normativa prevista para el caso, supuestos se verifican en el caso. Si bien es cierto que la Corte Suprema afirmó que el valor del juicio no constituye la únicabase computable para la regulación de honorarios, la que debe ajustarse asimismo al mérito, la naturaleza e importancia de esa labor y que los jueces disponen de un amplio margen de discrecionalidad para la ponderación de dichos factores, ese examen no puede derivar en la aplicación de un porcentaje que se aparte de los extremos dados por la ley, pues si aquéllos pudieran omitir discrecionalmente la aplicación de lo establecido en las disposiciones arancelarias, se permitiría que se arrogaran el papel de legisladores, invadiendo la esfera de las atribuciones de los otros poderes del gobierno federal al modificar los límites de las retribuciones de los profesionales que dichos poderes han establecido en el legítimo ejercicio de las facultades que les asigna la Constitución. El fallo apelado modificó en forma sustancial el importe de los emolumentos fijados en la instancia anterior violando el mínimo establecido por la ley 21. 839 y sin dar fundamentos suficientes, lo cual lo descalifica en este aspecto como acto judicial, puesto que no basta para sustentarlo la mera cita de normas legales, pues en este sentido la Corte dejó expresamente establecido que es arbitrario el auto regulatorio, cuando la resolución respectiva se limita a efectuar una mera cita de las disposiciones arancelarias, utiliza pautas de excesiva latitud y omite pronunciarse sobre articulaciones serias y conducentes para la decisión respectiva


      Rojas, Laureano y otros (D) c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Gendarmería Nacional s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      R.97, L.XLVI,6 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Código de Ética


      Sanción a letrados, impuesta por el Tribunal de Disciplina del Colegio Público de Abogados. Evaluación de elementos fácticos. Inexistencia afectación derecho de defensa


      Los argumentos invocados por los apelantes no suscitan cuestión federal para su consideración por la vía intentada pues remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba ajenas, en principio, al recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48, más aún cuando tampoco se advierte arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte en este caso en que el a quo confirmó la sanción impuesta a los letrados por el Tribunal de Disciplina del Colegio Público de Abogados. En el ejercicio de facultades disciplinarias se le reconoce a la autoridad competente una razonable amplitud de criterio en la apreciación de los hechos de la causa y la facultad de sancionar a sus inscriptos previa tramitación de un procedimiento determinado


      Borda, Guillermo Julio y otro c/ Colegio Público de Abogados de la Capital Federal s/ Conducta


      B.251, L.XLVI, 7 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Juez. Deberes y Facultades


      Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN


      El tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de V. E. se ajuste a las circunstancias existentesal momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso


      Isola, Juan José c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 y 471/02 s/ Proceso de conocimiento


      I.136, L.XLVI,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN


      El tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de V. E. se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso


      Mancebo, Marta Elsa y otros c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


      M.767, L.XLVI,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN


      El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis


      Rivarola, Roberto c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo


      R.230, L.XLVI, 14 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN


      El tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de V. E. se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso


      Balestrelli, Juan Domingo y otra c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Amparo


      B.493, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN


      El tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de V. E. se ajuste a lascircunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso


      Lombardi, Domingo Benito y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


      L.184, L.XLVI, 13 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN. Títulos de deuda pública


      El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone asegura que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y aleja el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso


      Sampietro, Ricardo Emilio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      S.765, L.XLV, 3 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN. Evitar fallo inoficioso


      El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada el estado actual de cobro de los títulos públicos en cuestión, a fin de que V. E. puedapronunciarse ajustada a las circunstancias existentes al momento de su decisión


      Buchwald, Silvia Haydee y otro - Inc. de apelación c/ Estado Nacional - Ley 26.017 - Dto. 1735/04 (Dto. 471/02)


      B.134, L.XLVII, 13 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Partes. Legitimación


      Obras sociales universitarias: calidad de sujetos de derecho. Ley 24. 741. Legitimación de la universidad para representarla. Menoscabo del derecho de defensa: art. 18 Constitución Nacional. Sentencia arbitraria


      Las obras sociales ya existentes en la organización de las universidades nacionales, para poder adquirir la calidad de sujetos de derecho, deben efectuar el trámite que establece a tal efecto el Código Civil para las entidades con personería jurídica, como indica el primer párrafo, última parte, del art. 10 de la ley 24. 741. Es indiscutible que el Departamento de Asistencia Médico Social Universitario (DAMSU) es un órgano desconcentrado de la Universidad Nacional de Cuyo (UNC), y que, por lo tanto, integra su estructura, circunstancia de la que deriva que aquel órgano no sea el legitimado para actuar en juicio y ello es así con independencia de que deba adecuarse a las disposiciones de la ley 24. 741, pues hasta tanto ello no suceda continúa formando parte de la Universidad


      Horenstein, Ricardo c/ Damsu s/ Laboral


      H.75, L.XLVI,12 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Rechazo de demanda iniciada por una asociación. Falta de legitimación. Denegación de recurso extraordinario.Inobservancia del límite de páginas: cumplimiento del requisito que debe ser examinado, en principio, por la Corte


      Al denegar la apelación extraordinaria, la cámara señaló que el recurrente no había observado en debida forma el lírriite de páginas. El cumplimiento de aquel requisito formal, como así también el de los relativos a la presente queja, corresponde que sean examinados, en principio, por esa Corte, en atención a que se vinculan con el dictado de la Acordada 4/07. De estimar el Tribunal que los defectos que la cámara reprocha a la apelación de la actora no son esenciales ni importan un obstáculo insalvable para admitirla, podría dejar de lado tales reparos para el caso de autos y realizar el examen de las cuestiones que aquélla plantea ante vuestro estrado. Resulta acertado el fallo de la alzada en punto a la falta de legitimación procesal de los actores toda vez que cierta es la postura de V. E. en cuanto a que la legitimación para accionar no puede estar fundada en el interés general de que se cumplan la Constitución y las leyes. El pronunciamiento de primera instancia, anulado por la alzada, estuvo condicionado a que la intervención del ENARGAS hubiera cesado, situación ésta que no se produjo aún dadas las sucesivas prórrogas de aquélla dispuestas por los decretos 1874/09,1038/10, 1688/10 y 692/11


      Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia y otro c/ Estado Nacional - Ley 24.076 (art. 53) s/ Proceso de conocimiento


      A.535, L.XLVI,14 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      


      
CapítuloXI


      Derecho Procesal Constitucional


      Remisión a lo dictaminado en la causa A. 93, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/recurso de casación"


      Vilardo, Eugenio Bautista s/ Recurso de casación


      V.443, L.XLVII,27 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de inconstitucionalidad. Ley 8. 293, art. 1. Gravamen a la capacidad prestable neta generada con recursos locales y no utilizada en la provincia


      La obligación de pago del impuesto nace cuando la capacidad prestable de las entidades financieras, "generada por los recursos captados en el ámbito de la Provincia de Entre Ríos" (art. 2°, primera parte) se aplica a personas físicas, jurídicas o entes que no poseen radicación permanente o actividad económica desarrollada en el territorio de la provincia (art. 2°, segunda parte). Lo dicho basta para dejar en claro que se trata de un tributo que discrimina aquellos préstamos de la actora realizados en jurisdicción foránea, utilizando fondos captados en Entre Ríos, para inducir a que ellos se vuelquen en su propio territorio. Tal tipo de disposiciones, es claro, afecta la supremacía de los arts. 9°, 10, 11 y 75 (inc. 13) de la Constitución Nacional. El otorgamientoal gobierno nacional de la facultad de reglar el comercio marítimo y terrestre con las nacionales extranjeras y de las provincias entre sí, contenida en el inc. 13 del art. 75 de la Constitución Nacional, "ha limitado las atribuciones provinciales, que no pueden afectar el comercio o la libre circulación de mercaderías (arts. 9° a 11 de la Constitución Nacional), eventualidad invalidante que se produce cuando el gravamen establecido por las autoridades locales funciona de hecho -y aunque no se le acuerde formalmente tal carácter- como un derecho aduanero, afectando la entrada, tránsito y salida de un producto o cuando las mercaderías son gravadas en forma diferencia en razón de su destino. Si bien los preceptos constitucionales referidos al comercio interjurisdiccional "no fueron concebidos para invalidar absolutamente todos los tributos locales que inciden sobre el comercio interprovincial, reconociendo a éste una inmunidad o privilegio que lo libere de la potestad de imposición general que corresponde a las provincias", dichas normas sí protegen al comercio interprovincial -entre otros supuestos- “de los gravámenes discriminatorios”, hipótesis que se verifica en la especie


      Banco Credicoop Cooperativo limitado c/ Entre Rios, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      B.194, L.XLIII, 29 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Juicio originario. Acción de inconstitucionalidad: Ley provincial 735 (servicios de radiodifusión, televisión abierta y por cable). Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes


      Toda vez que una entidad nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la ConstituciónNacional- demanda a la Provincia de San Luis -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito


      Autoridad Federal de Servicios de comunicación audiovisual c/ San Luis, provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


      A.1140, L.XLVI, 28 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Control de Constitucionalidad


      Recurso extraordinario federal. Competencia. Sentencias recurribles por la vía del artículo 14 de la ley 48. Declaración de inconstitucionalidad. Estado Federal, autonomía provincial. Intervención de la justicia local


      La Corte sostiene que las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48. Sin embargo, y tal como surge en las presentes actuaciones, cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por el recurrente. Sentado lo anterior, conviene recordar la doctrina del Máximo Tribunal según la cual, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y posteriormente, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. En el caso, el objeto de la pretensión consiste en obtener que se declare la inconstitucionalidad del art. 173 de la ordenanza municipal 48/96 de Río Cuarto (Córdoba), por ser contrario a losderechos y garantías constitucionales de propiedad, de igualdad ante la ley, de legalidad tributaria, de seguridad jurídica y de razonabilidad. En tales condiciones, procede traer a colación que la Corte reiteradamente ha dicho que la nuda violación de derechos constitucionales provenientes de autoridades de provincia, no sujeta, por sí sola, las causas que de ella surjan al fuero federal, que solo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional, o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que se desprenden en esta contienda. Por otra parte, la alegada violación de la ley de coparticipación federal de impuestos no determina la competencia federal para entender en estas actuaciones, pues resulta aplicable al caso lo resuelto precedentemente por V. E. donde sostiene que el régimen de coparticipación federal forma parte integrante del plexo normativo local. En consecuencia, la materia del pleito corresponde al derecho público local y debe ser resuelta por los jueces del mismo carácter. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48


      Randon Argentina S.A. c/ Municipalidad de Rio Cuarto s/ Acción declarativa de Inconst


      R.106, L.XLVII, 15 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Poderes Constituidos


      Poder Legislativo.Congreso.Atribuciones.Económicas y Financieras


      Impuestos determinados de oficios por AFIP. Impuesto al valor agregado y el impuesto a las ganancias. Ajustes. Pronunciamiento arbitrario: omisión de cuestiones propuestas y conducentes para la decisión correcta del litigio


      El recurso extraordinario es admisible porque, frente a la ambigüedad del auto de su concesión, la amplitud que exige la garantía de defensa en juicio justifica que la Corte considere -aunque no se haya interpuesto recurso de queja- también los agravios referentes a la arbitrariedad del fallo, toda vez que no fueron objeto de desestimación expresa por parte de la cámara y las deficiencias de la resolución apuntada no pueden tener por efecto restringir el derecho de la parte recurrente. En este sentido, cabe recordar que si en el recurso extraordinario se aduce la distinta interpretación de una norma federal y el vicio de sentencia arbitraria, este último planteo debe ser considerado en primer término puesto que, de existir la arbitrariedad alegada, no habría sentencia propiamente dicha. Es doctrina del Tribunal que son descalificables por arbitrariedad los pronunciamientos que omiten el tratamiento de cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la correcta decisión del litigio, en tanto la omisión en que incurrió el juzgador afecta ostensiblemente el derecho de defensa de la demandada, puesto que los actos administrativos quedarían revocados en su totalidad sin que uno de los argumentos de fondo que sustentan el ajuste fiscal hubiese sido considerado en ninguna de las dos instancias


      DGI (autos Lutz Ferrando S.R.L. TF 21605-I)


      D.112, L.XLVI,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal


      Pronunciamiento innecesario: agravios considerados en dictamen del día de la fecha en los autos principales


      Direct TV Argentina S.A. s/ Medidas cautelares


      D.200, L.XLVI, 18 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contrato comercial. Frustración de finalidades económicas. Atribución de responsabilidad a empresas vinculadas. Imposición de costas


      Se atribuye imprecisión y contradicción al fallo. Desde que de un lado, los jueces rechazan la extinción contractual por frustración de la causa-fin que invocó la parte demandada -poniendo de resalto, entre otros aspectos, la culpa de las entidades condenadas al excluir de sus tratativas con terceros a la actora-, y luego niegan el cobro de utilidades por los viajes mínimos asegurados que pretende de la actora, con fundamento en la cláusula vigésimo séptima del contrato, que precisamente, venía a garantizar el objeto mínimo al que apunta la demandante. Así las cosas, los jueces de la causa desconocieron, sin dar razones plausibles, el régimen jurídico aplicable (art. 512 y concs. del cód. Civil). Por otro lado, el a quo habría tenido por acreditada la vinculación y relaciones de control entre los demandados, pero habría denegado la responsabilidad de algunos de ellos, en virtud de no haberse probado el dolo o la culpa notoriamente agravada. No se observa que este tramo del desarrollo discursivo de la sentencia haya incurrido en incoherencia o absurdo. La decisión de la Cámara no excede el límite de lo opinable, en tantorepresenta una solución posible, a tenor de las circunstancias del caso y del contexto doctrinal en el que se inserta el instituto de la inoponibilidad de la personalidad jurídica. El reproche no pasa de ser una diferencia de criterio en un terreno de hecho y derecho común. Por lo que en este aspecto de la queja no puede prosperar. Tampoco logra poner en evidencia qué desajuste lógico grave podría advertirse en la resolución que le impuso las costas. Debió hacerlo, máxime si se piensa que la quejosa resultó derrotada, y que la exención perseguida constituye una excepción a la reglageneral del vencimiento, en un ámbito que la ley deja librado al arbitrio de los jueces


      London Supply SA c/ Alimar SA y Belt SA y otros s/ Ordinario


      L.439, L.XLIV, 25de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Personal retirado y pensionistas de la Policía Federal Argentina. Carácter remunerativo de los importes previstos en los decretos 682/04 y 1.993/04


      Los actores, personal retirado y pensionistas de la Policía Federal Argentina, son beneficiarios de la Caja respectiva y demandan la inclusión en el haber previsional, con carácter remunerativo y bonificable, de los importes de los decretos n° 682/04 y 1.993/04. Una razonable interpretación de la normativa lleva a sostener que las asignaciones de los decretos 682/04, 1.993/04 y 1.322/06 revisten tenor salarial, desde que fueron estipuladas en vigencia de la ley 21.965 y su percepción por la generalidad del personal con remuneraciones brutas inferiores a pesos un mil doscientos cincuenta se deriva de la propia reglamentación y de lo informado por la Fuerza de Seguridad. Lo precedente es así, bien entendido que la utilización del término"salarial" lo es como sinónimo de "generalidad", y no como reemplazo de la expresión "no remunerativo" (Fallos: 325:2161, cons. 5°); y bien entendido, también, que sentado un criterio general sobre el asunto, compete a la a quo pronunciarse sobre la procedencia concreta de cada reclamo a la luz de la retribución de cada beneficiario, y sobre la procedencia, en su caso, de la defensa de prescripción. En oportunidad de dictaminar los autos S.C. H. n° 16, L XLVI ("Hay") y S.C. P. n° 117, XLVI ("Perrotta"), se expresó que incumbiría a la Corte, en el supuesto de reconocer el carácter remunerativo y bonificable de los rubros contendidos al personal policial en actividad, extender tal temperamento a los agentes en pasividad y a los pensionistas


      Degdeg, Maria Anselma y otros c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg


      D.473, L.XLV, 24de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso de hecho de uno de los condenados solidarios. Posterior acreditación del depósito de la suma de condena. Cuestión abstracta. Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. S. N° 3, L. XLV "Sinchicay, Mónica Fabiana y otro c/ Asociación Francesa Filant


      Carisimo, Edgardo Alfredo c/ Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia Hospital Francés s/ Despido


      C.281, L.XLV,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso de hecho de uno de los condenados solidarios. Posterior acreditación del depósito de la suma de condena. Cuestión abstracta. Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. S. N° 3, L.XLV "Sinchicay, Mónica Fabiana y otro c/ Asociación Francesa Filant


      Advertido que de las constancias de autos se desprende que después de la presentación del recurso de hecho por uno de los condenados solidarios, otro de ellos acreditó el depósito de las sumas resultantes de la liquidación, que integraron el capital de condena, intereses y honorarios de la representación letrada de la actora y perito contador. En tales condiciones, habiéndose satisfecho el crédito al reclamante según los importes de la liquidación firme en autos sin ningún reparo, la presentación directa fin de que se atienda los agravios deducidos en el recurso extraordinario por la condena solidaria, se torna abstracta


      Jasiner, Clara Telma c/ Activa Comercial S.A. y otros s/ Despido


      J.28, L.XLVI,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso de hecho de uno de los condenados solidarios. Posterior acreditación del depósito de la suma de condena. Cuestión abstracta. Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. S. N° 3, L. XLV "Sinchicay, Mónica Fabiana y otro c/ Asociación Francesa Filant


      Advertido que de las constancias de autos se desprende que después de la presentación del recurso de hecho, una de la condenadas acreditó el depósito de las sumas resultantes de la liquidación, que integraron el capital de condena, intereses y honorarios de la representación letrada de la actora y perito contador, sin formular en dichos actos reserva de continuar con el trámite de la queja. Cabe atribuir a tal proceder -con arreglo a jurisprudencia reiterada del Alto Cuerpo- el carácter de desistimiento tácito de la impugnación deducida mediante la presentación de hecho en trámite. El depósito efectuado resultóser consecuencia de la conducta discrecional de la citada que, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 873, 915, y 918 del Código Civil, tácitamente, implicó haber desistido de la cuestión debatida en el presente recurso. Así, habiéndose satisfecho el crédito a los reclamantes según los importes de la liquidación firme en autos sin ningún reparo, la presentación directa a fin de que se atienda los agravios deducidos en el recurso extraordinario por la condena solidaria, se torna abstracta


      Fariello, Blanca Maria y otros c/ Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia s/ Despido


      F.267, L.XLV,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. F. N° 267, L. XLV "Fariello, Blanca Maria y otros c/ Asociación Francesa Filantrópica de Beneficencia"


      Fariello, Blanca Maria y otros c/ Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia s/ Despido


      F.388, L.XLV,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Se tenga por evacuada con lo dictaminado en la fecha en la causa L. N° 439, L. XLIV


      London Supply S.A.C.I.F.I. c/ Alimar S.A. y otro s/ Ordinario


      L.84, L.XLV, 25de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda laboral promovida contra Subterráneos de Buenos Aires Sociedad del Estado (SBASE) ante la Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Excepción de incompetencia. Improcedencia del fuero federal


      La decisión del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que, en definitiva, confirmó la declaración de competencia del fuero contencioso administrativo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y descartó la jurisdicción de los tribunales del Trabajo de la Capital Federal, invocada por el demandado en razón exclusivamente de la materia laboral debatida, no importó una denegación del fuero federal. Cabe recordar que corresponde a los jueces federales entender en un juicio ratione materiae, sólo cuando el derecho que se pretende hacer valer esta directa e inmediatamente fundado en un artículo de la Constitución Nacional, de la ley federal o de un tratado (art. 2°, inc. 1° de la Ley N° 48, Fallos 306:1363; 330:1103). En tal sentido, el Máximo Tribunal ha sostenido que si la solución de la materia principal del proceso depende esencialmente de la aplicación e interpretación de normas de derecho federal debe tramitar ante la justicia federal (Fallos 323:798; etc.) y que cuando la competencia de ésta surge ratione materiae es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales locales (Fallos 311: 1821; 324:2078), situación que no es identificable con la del sub lite


      Baccanelli, Francesca Paola c/ Subterráneos de Buenos Aires Sociedad del Estado s/ Daños y perjuicios


      B.203, L.XLVI, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Modificación del emplazamiento familiar. Recurso inadmisible por ausencia de definitividad


      En este caso particular, el recurso deducido sería inadmisible, por ausencia de definitividad. Desde otro ángulo, si se deja de lado esa perspectiva formal, la sentencia que desestimó la primera acción por filiación, no ingresó en el tratamiento de dicha demanda, sino que quedó circunscripta a la imposibilidad deabordar ese tema, en razón de la inexistencia de pruebas que permitieran desplazar estado de familia de la actora. Bien que la estabilidad de las decisiones judiciales ocupa un lugar capital dentro del sistema jurídico, pero en el contexto descripto, donde no se ha emitido juicio alguno sobre los méritos de la filiación, la decisión del tribunal superior de la causa -más allá de su acierto o error- no puede tenerse por irrazonable, ni pasa de ser una solución posible en un asunto controversial


      M. de Ch., L. D. c/ Sucesión M. y M. s/ Filiación


      M.788, L.XLV,8 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Programas de Propiedad Participada de YPF. Critica extemporánea a la liquidación: cuestión referida al número de empleados. Inexistencia de cuestión federal o arbitrariedad


      Asiste razón a la a quo cuando refiere que no se acredita la existencia de cuestión federal. No reviste tal alcance lo relativo a la oportunidad de los planteos interpuestos en la etapa de ejecución, por su obvio carácter fáctico y procesal, a lo que se añade que los aspectos federales controvertidos han sido resueltos definitivamente por la Corte. En segundo término, como también expone la Sala, no se patentiza que el pronunciamiento cuestionado sea arbitrario. Ello es así, toda vez que habiendo omitido objetar la decisión por la que se fijaron las bases de la liquidación y, en particular, lo referente a la sumatoria del PEAD de los adherentes al PPP, y habiendo criticado extemporáneamente las liquidaciones y la resolución, el Ministerio de Economía recién en la oportunidad de impugnar la liquidación de fojas 624 introdujo la cuestión referida al número de empleados de YPF SA a considerar al tiempo de calcular elcoeficiente de participación correspondiente a la ex-supervisora. Allende la razón que pueda asistir al Estado en su cuestionamiento, lo cierto es que ni siquiera lo propuso en las tardías presentaciones en las que observó la fecha de corte inherente a los intereses en la legislación sobre consolidación de la deuda pública, ni en la que, objetó la valorización de las acciones del PPP de YPF, omitiendo toda referencia al número de dependientes de la compañía. Cabe resaltar que, pese a la firmeza adquirida por el pronunciamiento que así lo establecía, la actora accedió al planteo del Ministerio y reajustó el cálculo de los intereses devengados a las leyes N° 25.344 y 26.078, mas ello no habilita a la demandada, cerca de seis años después de resuelto el tema, a reeditar aspectos que adquirieron firmeza a partir de su propio proceder discrecional


      Brizuela, Nora Dalina c/ YPF S.A. y otro s/ Part. Acc. Obrero


      B.5, L.XLVI,7 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Se mantiene el recurso interpuesto por el Sr. Fiscal General


      Rodriguez, Jorge Alberto s/ Causa N° 12152


      R.332, L.XLVI, 22de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Se mantiene la queja interpuesta por el Sr. Fiscal General


      S., Javier isidro s/ Causa N° 12023


      S.38, L.XLVII, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita la remisión de causa conexa


      P., Jose Luis s/ Causa N° 12.142


      P.472, L.XLVI, 23 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita la remisión de los autos principales


      L., Rafael Alejandro s/ Causa N° 12645 bis


      L.164, L.XLVII, 6 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso de queja por denegación de extraordinario federal. Competencia: no se puede declarar la incompetencia con posterioridad a la sentencia firme que pone fin al proceso


      Se recurre en queja ante la denegación del recurso extraordinario, interpuesto por la parte actora, contra la decisión de la Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba que, al resolver el recurso de apelación contra la sentencia de la instancia anterior, declaró la incompetencia de la justicia federal para conocer en la causa y la revocó. Así pues, la decisión de la cámara que aquí se cuestiona no sólo abordó un punto que no estaba sometido a apelación sino que también resultó extemporánea. En efecto, al momento en que las actuaciones fueron elevadas en grado de apelación el juez federal de primera instancia ya se había pronunciado sobre el fondo del asunto, y en tales condiciones, el tribunal de alzada no se encontraba habilitado para reeditar una cuestión que ya había quedado firme, máxime cuando las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal tal como ocurre en el caso, pues lo contrario importarla afectar la cosa juzgada y agravarla los derechos de defensa y de propiedad. Si bien el art. 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial, autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, no puede serinvocada cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia que pone fin a la controversia. Por lo expuesto, se hace lugar a la queja y al recurso extraordinario interpuesto, y dejar sin efecto la sentencia apelada


      General Motors de Argentina S.R.L. c/ Municipalidad de Villa Maria s/ Acción declarativa de certeza


      G.146, L.XLVII, 15 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. D. N° 473, L. XLV; "Degdeg, Maria Anselma y otros c/ Caja de Retiros. Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal" y S. C. A N° 184, L. XLV; "Ayala, Isidro A. y otros c/ Estado Nacional"


      Berenguel, José Manuel y otros c/ Estado Nacional- Ministerio de Defensa- IAF s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      B.481, L.XLV,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. M. N° 268, L. XLVI, "Moyano, José Hugo c/ La Caja ART S. A. s/ enfermedad accidente"


      Gravina, Raúl Cesar c/ La Caja ART S.A. s/ Ordinario


      G.403, L.XLVI, 13 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. M. N° 268, L. XLVI, "Moyano, José Hugo c/ La Caja ART SA s/ enfermedad accidente",


      Dell Asqua, Ramón Gerónimo c/ La Caja ART SA s/ Indemnización


      D.459, L.XLV, 13 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Retirados y pensionistas del Ejército Argentino. Carácter remunerativo de los importes previstos en los decretos 682/04 y 1. 993/04. Remisión a lo dictaminado en autos S. C. D. N° 473, L. XLV; "Degdeg, Maria Anselma y otros c/ Caja de Retiros, Jubilacione


      Una razonable interpretación lleva a sostener que las asignaciones de los decretos N° 682/04, 1. 993/04 y 92/06 revisten tenor salarial, desde que fueron estipuladas en vigencia de la ley N° 19. 101 y su percepción por la generalidad del personal militar en servicio activo con remuneraciones brutas inferiores a pesos un mil doscientos cincuenta ($1. 250) se deriva de la propia reglamentación, además de que tal extremo no se contiende en las actuaciones


      Ayala, Isidro Antonio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      A.184, L.XLV,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Para mejor dictaminar en la presente queja, se solicita a la Corte que ordene la elevación de los autos principales y, luego de recibidos, se confiera una nueva vista


      V. V., Oscar Raúl y otros s/ Causa n° 10.412


      V.340, L.XLVII,20 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Queja por denegación de recurso extraordinario. Proceso suspendido respecto de uno de los imputados, que no se encuentra en condiciones de afrontar el proceso. Tratamiento inoficioso de la queja


      Si el juez resolvió suspender el trámite del proceso respecto de uno de los imputados por no encontrarse en condicionespsicofísicas de afrontar el proceso, corresponde declarar inoficioso el tratamiento de la queja


      L., Mario Ramón s/ Causa n° 13.972


      L.379, L.XLVII,29 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Si la cuestión planteada en el caso ha devenido abstracta, un pronunciamiento de la Corte al respecto resulta inoficioso


      Gallone, Carlos Enrique y otros s/ causa n° 9673


      G.71, L.XLVII, 31 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Al compartirse la posición de la Fiscal General que actúa ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial en cuanto señala que la decisión apelada provoca una situación de gravedad institucional y que es pasible de ser descalificada por arbitraried


      Industria Metalúrgica Plástica Argentina s/ quiebra


      I.44, L.XLVII, 29 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Juicio ejecutivo por cobro de recursos de la seguridad social. Excepción de cosa juzgada opuesta por la demandada. Procedimiento especial para la ejecución del cobro de aportes y contribuciones de las obras sociales


      La sentencia recurrida declara la inapelabilidad de la decisión de primera Instancia que ordenó hacer lugar a la excepción de caso juzgada, rechazó el trámite ejecutivo especialmente previsto por el procedimiento y coloca aI ejecutante en la imposibilidad de ejercer los derechos que el ordenamiento jurídico habilita expresamente para el caso, lesionando la garantía de defensa y el debido proceso. La ejecutada se limitó a plantear las excepcionesde litispendencia, cosa juzgada, inhabilidad de título y espera documentada, fundando su posición en que existía una acción de amparo que tramita ante la justicia local de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y que ese expediente previo había dado motivo al reclamo de autos. Sobre tales premisas la jueza de primera instancia, sin reparos en el trámite especial en el que estaba decidiendo, entendió que no era competente para resolver, en atención a que resultaba de aplicación la regla general del art. 501, inciso 1°, del CPCCN que dispone la competencia del juez que dictó la sentencia ante quien tramitará la ejecución respectiva. De tal manera que, soslayó el procedimiento especialmente previsto en la ejecución debida para el cobro de aportes y contribuciones de las Obras Sociales, sin ninguna aclaración ni consideración respecto a que la sentencia declarativa previa, a la que se aferró, sólo hace cosa juzgada respecto del amparo, pero deja subsistente el ejercicio de las acciones o recursos que puedan corresponder a las parles (art. 13 L. 16. 986). Como puntualiza la recurrente, en términos que el voto de la mayoría de la Cámara omitió tratar, no son aplicables las excepciones autorizadas en el art. 544, incisos 1, 2, 3 y 9, este último precisamente referido a la excepción de cosa juzgada. En todo caso, la Cámara debió explicar por qué no tuvo en cuenta, en el caso, tales particularidades de la norma de procedimiento que aplicó sin los reparos señalados


      Obra Social Unión Personal de la Unión del Personal Civil de la Nación c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ ejecución


      O.104, L.XLIII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Rechazo del pedido de quiebra deducido por dos depositantes de una sociedad constituida en las Islas Caimán. Recursoextraordinario deducido por Fiscal General. Principio de unidad de acción del Ministerio Público Fiscal


      Contra la sentencia de Cámara que confirmó la decisión de la instancia anterior, la Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial dedujo recurso extraordinario, que fue denegado, dando lugar a la presente queja. Teniendo en cuenta que el principio de unidad de acción en que debe desenvolverse este Ministerio Público Fiscal impide vedar el acceso de la recurrente a una instancia judicial plena, criterio sostenido en innumerables causas, cabe mantener la apelación fiscal


      BII Creditanstalt International Bank Ltd. s/ Pedido de quiebra promovido por Vizcaino José


      B.421, L.XLVII, 11 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Recurso de queja. Arbitrariedad: apartamiento injustificado del precedente “Salduna de Tolomei”. Ley 24. 629


      Corresponde hacer excepción a la regla según la cual las cuestiones de hecho y comunes resultan ajenas a la apelación extraordinaria cuando el pronunciamiento impugnado no constituya una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa


      Fleitas, Daniel anibal y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Cobro de pesos


      F.213, L.XLVI,10 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos 322:1868, 2398, 323:1076, 328:1265, entre otros, a los que acude el más reciente precedente de Fallos 332:12


      Bazzana, Nélida Esther c/ Ministerio de Defensa s/ ordinario


      B.97, L.XLVII, 28 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en "Unión de Usuarios y Consumidores c/ Telefónica Argentina" (S. C. U. N° 56; L. XLIV)


      Unión de Usuarios y Consumidores c/ EDESUR s/ proceso de conocimiento


      U.50, L.XLVI, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos D. N° 473, L. XLV; "Degdeg, Maria Anselma y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal"


      Segrestan, Néstor Eduardo y otros c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      S.215, L.XLV,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Se mantiene la queja interpuesta


      P., Pablo Sebastián s/ Causa n° 9448


      P.742, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Requisitos de Admisibilidad


      Queja por denegación de recurso extraordinario. Requisitos de validez: interposición y denegación del recurso extraordinario. Recurso in pauperis suspendido por la elevación del expediente: necesidad de garantizar el derecho del imputado


      Para considerar válida la deducción de la queja por denegación de recurso extraordinario, resulta indispensable que se hayainterpuesto y denegado una apelación extraordinaria, ya que aquél recurso no admite otra sustanciación que la destinada a demostrar la procedencia de ésta última. Sin embargo, si en sede provincial se dio intervención a la defensa oficial luego de la expresa voluntad del imputado de impugnar el fallo, y ese trámite fue suspendido con motivo de la elevación de los autos a la Corte, a efectos de garantizar el ejercicio del derecho de defensa, resulta pertinente que se verifique si aquél ha contado con una efectiva y sustancial asistencia letrada a tal efecto, principio por cuyo cumplimiento deben velar los tribunales de todas las instancias


      V., Jonatan Lucas s/ Causa n° 18-V-03


      V.8, L.XLVII,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Inadmisibilidad del recurso de queja. Rechazo de queja. Sentencia firme


      En las presentes actuaciones, no corresponde admitir la queja porque lo que procura la actora es revisar una sentencia que ha quedado firme con el único argumento de un cambio de interpretación de la jurisprudencia del fuero posterior a la decisión recaída en firme en su causa. El Ministerio Público oportunamente consideró que, si bien es cierto que la Corte admitió la revisión de la cosa juzgada a pedido de una de las partes, lo hizo en supuestos excepcionales: cosa juzgada fraudulenta dictada en virtud de cohecho, violencia u otra maquinación; connivencia dolosa de las partes dejando a terceros sin defensa o fundada en un hecho ilícito o por derivación de una estafa procesal; inexistencia de un verdadero y auténtico proceso judicial. Situaciones que no se contemplan en autos, donde se llega a lo resuelto en la sentencia recurrida, después de habersedado la oportunidad a las partes de ejercer sus respectivas defensas y, valerse de los recursos disponibles para atacar las soluciones que les eran adversas, máxime si se tiene en cuenta que las cámaras no están obligadas a aplicar la jurisprudencia de casos análogos ni aun de otras salas de la misma cámara o similares


      Menafre, Leonor Olga c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Policía Federal s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      M.960, L.XLV, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Trámite


      Se mantiene la queja interpuesta por el Sr. Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal, al solo efecto de que la Corte pueda pronunciarse


      N. R., Jefferson Herbin s/ Causa n° 11011


      N.98, L.XLVI,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Para mejor dictaminar se solicita a la Corte que requiera la elevación de las actuaciones principales y, luego de recibidas, confiera una nueva vista


      Prado, Judith s/ Causa n° 10.618


      P.504, L.XLVII,30 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Queja pro denegación de recurso extraordinario. Posible prescripción de la acción penal. Suspensión del trámite del recurso


      En atención a que, de acuerdo con los términos de la ley vigente al momento de la comisión del delito, la acción penalpodría encontrarse prescripta, corresponde suspender el trámite del recurso a resultas de la decisión que al respecto adopten los jueces de la causa


      López, Ana María s/ Querella por injurias formulada por Guillermo Horacio de Sanctis -causa n° 4412-


      L.726, L.XLIV, 3 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario Federal


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Treppo, Jorge Daniel y otros s/ Ejecutivo


      COMP.785, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      A fin de mejor dictaminar, se solicita a la Corte tenga a bien requerir la remisión de los autos principales


      G., Carlos Enrique y otros s/ Causa n° 9673


      G.71, L.XLVII, 16 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      A fin de mejor dictaminar, solicito al Tribunal, de estimarlo pertinente, requerir la remisión de los autos principales "García Walter Sebastián y otros c/ Luque Pablo y otros s/ daños y perjuicios", Expediente N° 63. 280 12009, en trámite ante el Juzgado


      García, Walter Sebastián y otros c/ Luque, Pablo y otros s/ daños y perjuicios


      G.294, L.XLVII,9 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      A los fines de mejor dictaminar, se solicita que -de considerarlo pertinente la CSJN- se requiera la urgente remisión de la totalidad de las actuaciones radicadas ante el Tribunal de Familia W 3 de Lomas de Zamora, y de fotocopias certificadas del expedie


      Bibulich, David Gastón c/ Picetti, Joanna Agostina s/ medidas precautorias


      B.315, L.XLVII, 8 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Atribución de competencia. Entidad bancaria intervenida judicialmente, radicación de juicios con contenido patrimonial ante el juez actuante. Ley 21. 526


      No asiste razón al recurrente que pretende que la causa, donde se discute la aplicabilidad y constitucionalidad de la normativa de emergencia respecto de un depósito realizado originariamente en dólares estadounidenses en una caja de ahorro de titularidad del actor, abierta en el ex Banco Suquía, continúe su trámite ante el fuero en lo contencioso administrativo federal. Constituye un hecho no controvertido por las partes, que el pasivo en cuestión -depósito en caja de ahorro-, fue excluido del patrimonio del Banco de Suquía SA y transmitido al Nuevo Banco de Suquía SA -hoy Banco Macro SA, en los términos del artículo 35 bis de la Ley N° 21. 526. Asimismo, fue solicitada por el organismo de control la intervención judicial de la entidad financiera demandada que tramitó ante el Juzgado donde luego se "decretó la apertura de su concurso preventivo". En ese contexto, deviene aplicable el artículo 35 bis, apartado III, última parte, de la Ley de Entidades Financieras, que dispone que la intervención judicial de una entidad sujeta al procedimiento deexclusión de activos y pasivos, produce la radicación ante el juez actuante de todos los juicios de contenido patrimonial que afectaren los activos o se refieran a los pasivos excluidos. Siendo que esta atribución de competencia, de conformidad con lo prescripto por los artículos 46, 49, 51 y 56, tampoco se vería modificada por la declaración de quiebra o liquidación de la entidad, ya que el juez que previno en el trámite de la intervención judicial debe conocer también en el trámite de los procesos de autoliquidación, liquidación judicial o quiebra, sin perjuicio de las disposiciones especificas sobre competencia material


      Vinyals, Mario Alberto c/ PEN Ley 25.561 Dto 1.570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


      V.383, L.XLIII, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Caminos interprovinciales. Instrumentos del gobierno federal. Sentido y alcances del art. 75, incs. 13 y 18, de la Constitución Nacional. Disposiciones que regulan la concesión de obra pública. Competencia federal


      Los caminos interprovinciales, destinados a promover y facilitar la circulación de personas y productos en todo el territorio del país, constituyen instrumentos del gobierno federal, pues se trata de obras destinadas al beneficio común de las provincias, conducentes al adelanto y bienestar de todas ellas, ejecutadas de conformidad con lo que prescribe el art. 75, inc. 18, de la Constitución Nacional. En este sentido, lo medular del planteamiento que se efectúa en autos remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del art. 75, incs. 13 y 18, de la Constitución Nacional, así como de las disposiciones que regulan la concesión de obra pública explotada por la actora(leyes 17. 520 y 23. 696, decreto 489/95, entre otras), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega. No obsta a ello lo dispuesto por el Tribunal en las sentencias publicadas en Fallos: 327:1789 y 332:1007, dado que lo que determina la competencia federal en el sub iudice no es la ilegitimidad del gravamen municipal invocada a la luz de las disposiciones del Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento o del régimen de coparticipación federal de impuestos, sino la cuestión constitucional atinente a la alegada afectación que la pretensión tributaria local podría producir a la gestión del corredor vial interjurisdiccional concesionado a la actora por el Estado Nacional, actividad que está alcanzada por los poderes que el artículo 75, incs. 13 y 18, de la Constitución Nacional confiere al gobierno central. Por ello, el recurso extraordinario es formalmente admisible, y el conocimiento de la causa corresponde a la justicia federal


      Caminos del Rio Uruguay S.A. de const. y concesiones viales munic. de Concepción del Uruguay y otros (Estado Nacional y provincia de Entre Rios) s/ Acción de inconstitucionalidad


      C.178, L.XLVII, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Habida cuenta de que -como es de público conocimiento- el día 30 de mayo del corriente se ha concretado el desalojo del predio delimitado por las calles Lafuente, Castañares y Portela de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la cuestión aquí planteada ha de


      ACUMAR s/ urbanización de villas y asentamientos precarios


      A.281, L.XLVII, 23 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Jurisdicción de la Corte Suprema. Cuestión que devino abstracta. Necesario interés de las partes al momento de la sentencia


      Para el ejercicio de la jurisdicción de la Corte, tanto originaria como apelada, es necesario que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a una cuestión abstracta, como sería la que pudiera plantear quien ya carece de interés jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse, debiéndose atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión del caso concreto


      F., A. L. s/ Medida autosatisfactiva


      F.259, L.XLVI, 14 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      La cuestión debatida en autos guarda sustancial analogía con la examinada en mi dictamen del día de la fecha en los autos C. 1070, L. XLVI, "Comisión Nacional de Valores c/ Papel Prensa S. A. s/ verificación (recurso de queja deducido por Fiscal General a


      Además de mantener los términos de la apelación extraordinaria de la Sra. Fiscal General, corresponde admitir la queja y revocar la sentencia en lo que fue materia de recurso extraordinario


      Comisión Nacional de Valores c/ Papel Prensa S.A. s/ Reunión directorio 23.12.09


      C.1072, L.XLVI,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      La cuestión debatida en autos guarda sustancial analogía con la examinada en mi dictamen del día de la fecha en los autos C. 1070, L. XLVI, "Comisión Nacional de Valores c/ Papel Prensa S. A. s/ Verificación (recurso de queja deducido por Fiscal General a


      Además de mantener los términos de la apelación extraordinaria de la Sra. Fiscal General, corresponde admitir la queja y revocar la sentencia en lo que fue materia de recurso extraordinario


      Comisión Nacional de Valores c/ Papel Prensa S.A. s/ Seguimiento asamblea 23.12.09


      C.1071, L.XLVI,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Mantenimiento del criterio expuesto en el dictamen obrante en la causa


      Vila, Alfredo Luis c/ Gobierno Nacional - PEN s/ Usucapión


      V.499, L.XLIII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Mantenimiento del criterio expuesto en el dictamen obrante en la causa


      Vila, Alfredo Luis c/ Gobierno Nacional y/o Poder Ejecutivo Nacional s/ Usucapion


      V.497, L.XLIII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Para mejor dictaminar en la presente queja, se solicita a la Corte que ordene la elevación de los autos principales y, luego de recibidos, se confiera una nueva vista


      S., Daniel y otros s/ Homicidio agravado -causa n° 17/04-


      S.7, L.XLVI, 22 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Cesión de derechos. Obligaciones en dólares. Convenio posterior para la no aplicación de índices de ajustes, oponibilidad al cesionario


      La Asociación Atlética Argentinos Juniors cedió a Manuel Sánchez, todos los derechos y acciones sobre el crédito a su favor constituido por cuotas mensuales en dólares correspondientes a diciembre de 2001 y enero a mayo de 2002. Estas cuotas debían ser distribuidas al Club demandado, por la Asociación del Fútbol Argentino, quien, a su vez, debía recibirlas de Televisión Satelital Codificada SA, como contraprestación por los derechos de transmisión televisiva de partidos de equipos de Primera División A. Asociación del Fútbol Argentino, como deudor cedido, aprobó la cesión referida. Posteriormente, AFA y Televisión Satelital Codificada SA suscribieron un convenio, en virtud del cual, establecieron, que hasta junio de 2002 inclusive, la cuota, los mínimos garantizados y demás importes acordados entre AFA y TSC no se ajustarían por CER ni por otra pauta, cancelándose la cuota mediante el pago de los montos nominales en pesos. Si bien el tribunal consideró oponible el Acuerdo de renegociación convenido en junio de 2002, valorando lo dispuesto por el artículo 3270 del Código Civil, concluyó que el deudor cedido, debía abonar las cuotas correspondientes a los meses de enero a mayo de 2002 (comprendidas en el mencionado contrato) de acuerdo a lo previsto en la normativa de emergencia (Ley N° 25.561 y concordantes), confirmando, en este punto, lo resuelto en primera instancia. Ello revela, de tal forma, una evidente contradicción en el razonamiento del tribunal, que descalifica la sentencia como acto judicial válido


      Sánchez, Manuel c/ Asociación del Futbol Argentino y otro c/ Cumplimiento de contrato


      S.274, L.XLVI, 2de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Convenio de Transferencia del Sistema Previsional. Incorporación del rubro "función representativa". Leyes 24.241 y 24.463


      El juzgador obvió todos los argumentos llevados ante su estrado por el actor, tendientes a demostrar el carácter remunerativo y bonificable del suplemento "función representativa". Omitió analizar la evolución legislativa por la que atravesó dicho rubro, que detalladamente describió el apelante, y afirmó dogmáticamente que no formaba parte del haber de actividad, circunstancia que por sí misma descalifica su decisión a la luz de la especial doctrina invocada. Oportunamente la Corte enfatizó en la interpretación integral del marco normativo de los Convenios de Transferencia, rechazando cualquier tipo de inteligencia parcial y aislada, por ser ello incompatible con las garantías constitucionales referidas a la seguridad social. La solución legal debe estimarse que apunta a los mayores niveles de bienestar posible y no a restringir beneficios adquiridos en el marco de la normativa local, que la Nación se obligó a respetar. Los lineamientos establecidos por la Corte Suprema sobre la correcta hermenéutica que debe practicarse en casos como el de autos no se llevó a cabo en el sub lite, toda vez que la Cámara se limitó a transcribir una sola cláusula del pacto de transferencia lo que resulta, de acuerdo al marco así delineado, cuanto menos incompleto


      Burgos, Manuel Eugenio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes Varios


      B.576, L.XLV, 7de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Convenio de Transferencia del Sistema Previsional. Leyes 24.241 y 24.463. Remisión a lo dictaminado y resuelto en la causa S.C. O. 381; L. XLI "Olguín María Petrona c/ANSeS"


      Leyes Rosiel, Simón c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes varios


      L.391, L.XLV, 2de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Personal retirado y pensionistas del Ejército, beneficiarios del Instituto de Ayuda Financiera para el Pago de Retiros y Pensiones Militares. Carácter remunerativo y bonificable del adicional del art. 5° de los decretos 1104/05; 1095/06; 871/07 y 1053/08


      Montalbetti, Pedro, Argañaraz, Pedro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Ordinario Cont. Adm


      M.262, L.XLVI, 4 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Por resultar necesario a los fines de dictaminar, se solicita que previo a todo trámite, se requiera la remisión de las fojas 1200 a 1400, que corresponderían al séptimo cuerpo del expediente y las constancias acerca del resultado del recurso de revocator


      Murray, Horacio Alberto y otro c/ Turilli, Hugo y otros s/ Daños y perjuicios


      M.1588, L.XLIII,11 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. B.N° 576; L. XLV "Burgos Manuel Eugenio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ (materia previsional) reajustes varios"


      Martínez, Raúl c/ ANSES y/o Provincia de Salta s/ Reajustes varios


      M.261, L.XLV, 7de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. B.N° 576; L. XLV "Burgos Manuel Eugenio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ (materia previsional) reajustes varios"


      Arredondo, Elva Rosa c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes Varios


      A.661, L.XLV, 7de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Altos Hornos Zapla: indemnizaciones derivadas de la falta de implementación del Programa de Propiedad Participada y de la falta de emisión de los bonos de participación en las ganancias de la compañía privatizada. Dictado de la ley N° 26.700: traslado a l


      Se advierte que el Congreso sancionó la ley N° 26.700 (B.O. 25/08/11), por la que el Estado Nacional reconoce un resarcimiento a los ex trabajadores -o sus derechohabientes- de Altos Hornos Zapla con derecho al Programa que no hubiesen sido incluidos en él y que se encontraban trabajando en la empresa al momento del dictado de la norma que la declara sujeta a privatización, en el marco de las leyes N° 23.696, 23,809 y los decretos N°1.131/90, 1.213/90 y 2.332/91. Por ello, y en tanto el sublite involucra, precisamente, a ex empleados de Altos Hornos Zapla transferidos a Aceros Zapla S.A., y que la condena dirigida a resarcir los daños derivados de la exclusión del PPP y de la falta de emisión de los bonos de participación en las ganancias empresarias se encuentra firme en relación a Aceros Zapla S.A. y pendiente de recurso en el caso de la actora, el imperativo de valorar la ley sobreviniente al recurso y, a partir de ello, la necesidad de salvaguardar derechos y garantías de las partes vinculados con la defensa en juicio y el debido proceso (art. 18, C.N.), imponen que se corra traslado a los interesados, por su orden, del dictado de la ley 26.700, a los fines que hubiere lugar


      Klyver, Augusto y otros c/ Aceros Zapla S.A. s/ Proceso de conocimiento


      K.28, L.XLVII,13 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Altos Hornos Zapla: indemnizaciones derivadas de la falta de implementación del Programa de Propiedad Participada y de la falta de emisión de los bonos de participación en las ganancias de la compañía privatizada. Dictado de la ley N° 26.700: traslado a l


      Se advierte que el Congreso sancionó la ley N° 26.700 (B.O. 25/08/11), por la que el Estado Nacional reconoce un resarcimiento a los ex trabajadores -o sus derechohabientes- de Altos Hornos Zapla con derecho al Programa que no hubiesen sido incluidos en él y que se encontraban trabajando en la empresa al momento del dictado de la norma que la declara sujeta a privatización, en el marco de las leyes N° 23.696, 23,809 y los decretos N°1.131/90, 1.213/90 y 2.332/91. Por ello, y en tanto el sublite involucra, precisamente, a ex empleados de Altos Hornos Zapla transferidos a Aceros Zapla SA, y que la condena dirigida a resarcir los daños derivados de la exclusión del PPP y de la falta de emisión de los bonos de participación en las ganancias empresarias se encuentra firme en relación a Aceros Zapla SA y pendiente de recurso en el caso de la actora, el imperativo de valorar la ley sobreviniente al recurso y, a partir de ello, la necesidad de salvaguardar derechos y garantías de las partes vinculados con la defensa en juicio y el debido proceso (art. 18, C.N.), imponen que se corra traslado a los interesados, por su orden, del dictado de la ley 26.700, a los fines que hubiere lugar


      Martínez, Leonardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa y otro s/ Proceso de conocimiento


      M.561, L.XLVII,13 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Altos Hornos Zapla: indemnizaciones derivadas de la falta de implementación del Programa de Propiedad Participada y de la falta de emisión de los bonos de participación en las ganancias de la compañía privatizada. Dictado de la ley N° 26.700: traslado a l


      Se advierte que el Congreso sancionó la ley N° 26.700 (B.O. 25/08/11), por la que el Estado Nacional reconoce un resarcimiento a los ex trabajadores -o sus derechohabientes- de Altos Hornos Zapla con derecho al Programa que no hubiesen sido incluidos en él y que se encontraban trabajando en la empresa al momento del dictado de la norma que la declara sujeta a privatización, en el marco de las leyes N° 23.696, 23,809 y los decretos N°1.131/90, 1.213/90 y 2.332/91. Por ello, y en tanto el sublite involucra, precisamente, a ex empleados de Altos Hornos Zapla transferidos a Aceros Zapla SA, y que la condena dirigida a resarcir los daños derivados de la exclusión del PPP y de la falta de emisión de los bonos de participación en las ganancias empresarias se encuentra firme en relación a Aceros Zapla SA y pendiente de recurso en el supuesto del Estado Nacional, el imperativo de valorar la ley sobreviniente al recurso y, a partir de ello, la necesidad de salvaguardar derechos y garantías de las partes vinculados con la defensa en juicio y el debido proceso (art. 18, C.N.), imponen que se corra traslado a los interesados, por su orden, del dictado de la ley 26.700, a los fines que hubiere lugar


      Zapana, Asencio y otro c/ Aceros Zapla S.A. s/ Proceso de conocimiento


      Z.87, L.XLVI,13 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Altos Hornos Zapla: indemnizaciones derivadas de la falta de implementación del Programa de Propiedad Participada y de la falta de emisión de los bonos de participación en las ganancias de la compañía privatizada. Dictado de la ley N° 26.700: traslado a l


      Se advierte que el Congreso sancionó la ley N° 26.700 (B.O. 25/08/11), por la que el Estado Nacional reconoce un resarcimiento a los ex trabajadores -o sus erechohabientes- de Altos Hornos Zapla con derecho al Programa que no hubiesen sido incluidos en él y que se encontraban trabajando en la empresa al momento del dictado de la norma que la declara sujeta a privatización, en el marco de las leyes N° 23.696, 23,809 y los decretos N°1.131/90, 1.213/90 y 2.332/91. Por ello, y en tanto el sublite involucra, precisamente, a ex empleados de Altos Hornos Zapla transferidos a Aceros Zapla SA, y que la condena dirigida a resarcir los daños derivados de la exclusión del PPP y de la falta de emisión de los bonos de participación en las ganancias empresarias se encuentra firme en relación a Aceros Zapla SA y pendiente de recurso en el caso de la actora el imperativo de valorar la ley sobreviniente al recurso y, a partir de ello, la necesidad de salvaguardar derechos y garantías de las partes vinculados con la defensa en juicio y el debido proceso (art. 18, C.N.), imponen que se corra traslado a los interesados, por su orden, del dictado de la ley 26.700, a los fines que hubiere lugar


      Aparicio, Miguel Ángel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa y otro s/ Proceso de conocimiento


      A.518, L.XLVII,13 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Bonos de la deuda pública. Pretensión de inconstitucionalidad decreto 471/02. Inadmisibilidad recurso extraordinario: inexistencia de gravamen. Ausencia de interés actual que debarecibir respuesta de la Corte Suprema: pronunciamiento inoficioso. Cuestión


      Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión, materia de agravios. Al respecto, el Tribunal ha señalado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. El recurrente no demuestra cuál es el gravamen que le ocasiona la sentencia de la cámara que ordenó pagar los servicios de los bonos a la paridad fijada por el decreto 471/02, en virtud de considerar que las actoras estaban incluidas entre las excepciones al diferimiento de pagos, ya que lo cierto es que el Estado Nacional abonó la totalidad de los servicios, precisamente al entender que la situación de aquéllas estaba alcanzada por las excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública que prevé la resolución 73/02 del Ministerio de Economía, concretamente en su art. 2°, inc. b)


      Pasquini, Laura y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo


      P.646, L.XLV,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Eventual confiscatoriedad de los descuentos efectuados en los haberes previsionales. Validez constitucional de la normativa de emergencia previsional. Pautas de análisis


      El recurso es formalmente procedente toda vez que la decisión del superior tribunal de la causa resulta favorable a la validez de la norma local de emergencia impugnada por las recurrentes bajo la pretensión de ser contraria a la Constitución Nacional. Atendiendo a las pautas de análisis elaboradas por la Corte a través de consolidada jurisprudencia, cabe destacar que el objetivo de la norma impugnada fue paliar la crisis por la que atravesaba el sistema previsional local. A partir de su dictado se efectuaba un descuento en los haberes de las actoras. Luego, la emergencia culmina con el traspaso del sistema previsional local a la Nación según surge de la Cláusula Primera del Convenio de Transferencia, por lo que la aplicación de la norma en crisis, sólo se efectuó por un período limitado en el tiempo. Por otro lado, en relación al cuestionado porcentaje de descuento determinado por los sentenciadores, si bien excede el determinado por la Corte en el precedente "Actis Caporale", no debería ser revisado en esta instancia ya que remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho local, materia propia de los jueces de la causa


      Echezarreta de Agundez, Elida c/ Sup. Gobierno de la Pcia. de San Luis s/ Demanda de inconstitucionalidad


      E.57, L.XLVI,13 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: cuestiones de derecho procesal y común


      En el caso la impugnación se dirige contra decisiones de Cortes provinciales que desestiman recursos locales, dichos actos escapan en principio al control propio del remedio extraordinario, máxime si se trata de situaciones de naturaleza procesal. En este campo, los estándares de evaluación son, entonces, particularmente limitativos del acceso a la instancia federal. Loselementos de los que hacen mérito los apelantes no develan francos desajustes en la sentencia. Antes bien, no es dable afirmar que el fallo del Superior Tribunal misionero -más allá de su acierto o error-, haya excedido el límite de lo opinable, sino que puede apreciarse como una solución posible respecto de temas donde las pautas aplicables no son taxativas. No se trata aquí de una apelación que habilite a enderezar lo opinable, ni aún el desacierto mismo. Sea cual fuere la propia visión acerca de la mejor forma de zanjar este debate, la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho procesal y común no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa; y, en tal sentido, la Corte no es -salvo en el recurso ordinario-, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar dichas cuestiones


      Chemes, Jorge Adolfo y Duarte Figueredo de Chemes, Victoria s/ Rec. extraord. de inaplicab. de ley y nulidad


      C.706, L.XLV,30 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa: procedencia del recurso extraordinario


      Con arreglo a lo previsto en el art. 14 de la ley 48, siempre que esté en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa, en que el recurrente funda el derecho que estima asistirle, se configura una hipótesis que hace formalmente viable el recurso extraordinario. La procedencia sustancial de dicho recurso está supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte. Cuando la cuestión planteada se centra en la inteligencia de un pronunciamiento anterior de la Corte Supremadictado en la misma causa, son los integrantes de la Corte los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos


      Señor Procurador General s/ Acusación c/ Daniel Enrique Freytes - Juez de instrucción N° 1 de la ciudad de Presidencia Roque Saenz Peña


      S.605, L.XLVI, 9 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Programa de Propiedad Participada de Gas del Estado S.E.: opción de compra. Preferencia para adquirir las unidades de negocio: fecha de corte


      El momento crítico para establecer quiénes son los trabajadores llamados por ley para participar del Programa debe ser fijado al tiempo de transformación del ente a privatizar en sociedad anónima, y en lo que concierne a Gas del Estado, al tiempo del dictado del decreto N° 1189/92, BO 17/7/92, por el que el Ejecutivo, además de disponer la constitución de las nuevas sociedades, ejerció la atribución referente al otorgamiento de "preferencias" para adquirir la compañía sujeta a privatización, reconociéndolas, en línea con el artículo 80 de la ley N° 24.076 y en lo que interesa, a los empleados de las unidades a privatizar de Gas del Estado SE. Tratándose el caso de un ex dependiente de Gas del Estado S.E. cesado por despido directo el 17/11/92, con posterioridad a la "fecha de corte" relativa a los PPP, el pronunciamiento debe confirmarse


      Muñiz, Horacio Salvador c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento


      M.266, L.XLVI,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado el 5 de mayo de 2010, in re B. 965, L. XL V, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 sI personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


      Noya, Fanny del Valle c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - FAA - Dto. 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      N.175, L.XLVII, 25 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en las causas T. 186, L. XLIV, “ToneIli, Pablo Gabriel" y B. 481, L. XLIV, “Banfield, Rebeca Celina”


      Corresponde aclarar que la suspensión de la ejecución de la sentencia firme dictada en la causa se debe entender en aquello que exceda la resolución 73/02 indicada, siempre y cuando existan remanentes pendientes de pago


      Ives, Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional ley 25.561 Dtos 1570/01 214/02 s/ Amparo


      I.127, L.XLVI, 28 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita la remisión de los autos "Fernández, Ernesto Miguel y otro c/ Blanco, Sara y otros s/ Acción Declarativa" (Expte. 27.543/03), S.C.B. N° 1302, L XLII "Recurso de Hecho. Blanco, Sara y otro c/ Fernández, Horacio Ramón y otro s/ Ejecución Hipotec


      Blanco, Sara y otro c/ Fernández, Horacio Ramón y otro s/ Ejecución hipotecaria


      B.378, L.XLVI, 15 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Previo a expedirse, se solicita a la CSJN que, como medida para mejor dictaminar, requiera al tribunal de origen los primeros cuerpos del expediente 9607/01


      Unión de Usuarios y Consumidores c/ EN- M° Ve Inf- Sec. Transporte- Dto. 104/01 y otros s/ amparo proc. sumarísimo (art. 321, inc.2, C.P.C.Y C.)


      U.29, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario Federal. Introducción de agravios que no presentan aspectos de interés institucional o de orden público


      Los agravios que se pretenden traer a conocimiento de V. E. se refieren a un conflicto que no presenta aspectos de interés institucional o de orden público que ameriten que esta Procuración se pronuncie al respecto


      P. Campanario S.A.I.C. c/ Plan Ovalo S.A. de ahorro para fines determinados s/ Ordinario


      P.1531, L.XL, 25 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión a causa A. 93; L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ recurso de casación"


      Larrea, Jorge Mario s/ Recurso de casación


      L.30, L.XLVII,9 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario Federal. Remisión a la causa A. 93; L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de casación"


      Blaustein, Marcelino s/ Recurso de casación


      B.99, L.XLVII,9 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en los autos S. 455, L. XLVI


      Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Infracción ley 20.680 -Causa n° 5218-


      S.422, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN- MO Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Aleman, Fernando Francisco c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa AA Dto 1104/05 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      A.828, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a causa A. 93, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de casación"


      Silveyra Ezcamendi, Alberto Tadeo s/ Recurso de Casación


      S.131, L.XLVII, 17 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos S. 798, L. XLV, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S. A. s/ Infracción ley 20. 680 -causa nO 11077-"


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680


      S.767, L.XLVI, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ En "M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


      Artuzamunoa, Julio Alejandro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      A.595, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ En "M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


      Estrada, Hernan Ricardo y otro c/ c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      E.251, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ En "M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


      Lugo, Juan de Dios y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      L.500, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ En "M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


      Maurizio Leonardo Jose c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa AA Dtos 1104/05 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      M.479, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ En "M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


      Ortiz Renee y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      O.152, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ En "M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


      Vidable, Hernan Gustavo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior GN Dtos 1104/02 y 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      V.242, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos J. 118, L. XLVI "Jurado Golf S. A. c/ EN DGA resol 433/07 (ADEZ) s/ Dirección General de Aduanas"


      Herralfer S.A. c/ Estado Nacional Dto 803/01 DGA s/ Dirección General de Aduanas


      H.190, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos J. 118, L. XLVI "Jurado Golf S. A. c/ EN - DGA - resol 433/07 (ADEZ) s/ Dirección General de Aduanas"


      Monsanto, Argentina SAIC (TF 24895-A y ACUM) c/ DGA


      M.987, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos J. 118, L. XLVI "Jurado Golf S. A. c/ EN - DGA - resol 433/07 (ADEZ) s/ Dirección General de Aduanas"


      Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. y M c/ Estado Nacional DGA DECI 8/06 eXPTE 418230/02 s/ Dirección General de Aduanas


      P.724, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos S. 454, L. XLVI, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S. A. s/ Inf. ley 20. 680"


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680


      S.421, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos S. 500, L. XLVI, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S. A. s/ inf. ley 20. 680"


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680


      S.578, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos S. 500, L. XLVI, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S. A. s/ inf. ley 20. 680"


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680 - Causa 917/2007


      S.459, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos S. 534, L. XLVI, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S. A. s/ inf. ley 20. 680"


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680 - Causa N° Nº 32/2008


      S.513, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos S. 798, L. XLV, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S. A. s/ Infracción ley 20. 680 -causa N° 11077-"


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680 - Causa N° 12678-


      S.812, L.XLVI, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos S. 798, L. XLVI, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S. A. s/ inf. ley 20. 680 Causa 11077"


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Causa Nº 12.503


      S.733, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos S. 798, L. XLVI, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S. A. s/ inf. ley 20. 680 Causa 11077"


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680


      S.759, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Pereyra, Cesar Mario y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      P.543, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Pinna, Martin Alberto y otros c/ c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 1095/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      P.6, L.XLVII, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Ponce, Florencio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1246/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      P.261, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Scofano, Carlos Alberto y otros c/ c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      S.675, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Taleb, Alejandro Ali y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 1053/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      T.380, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Tesolin, Luis Orlando c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      T.144, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Unzueta, Walter Antonio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      U.57, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Villarruel, Carlos Cristian y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior GN Dto 1104/05 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      V.299, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Zanotti, Oscar Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      Z.115, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa A. 93; L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de casación"


      Toccalino, Jorge Luis s/ Ley 24.390


      T.118, L.XLVII, 27 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa A. 93; L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ recurso de casación"


      Toccalino, Jorge Luis s/ Ley 24.390


      T.119, L.XLVII, 27 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Allievi, Carlos María c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa Armada dto 1053/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      A.662, L.XLVI, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Almendra, Sandro Gabriel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dtos 1104/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      A.743, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Alvarez, Rolando Arturo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa armada Dto 1104/05 1095/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      A.1098, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Aquino, Carlos Antonio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior GNA dtos 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      A.639, L.XLVI, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Bonacina, Ruben Sario y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior GN dto 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      B.573, L.XLVI, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Bouix, Diego Nestor y otros c/ Estado Nacional GN Dtos 1104/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      B.616, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Canario Sanchez, Jose Ramón y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      C.1059, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Carreras Venturini, Alcides Nahuel y otros c/ Estado Nacional - Miinisterio de Justicia GN Dtos 1104/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      C.870, L.XLVI, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Carrizo, Andrea Noemi c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa armada Dto 1104/05 1053/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      C.1262, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Castro, Emilio Roberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa AA Dto 1104/05 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      C.821, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Chocobar, Adrian Lucas y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      C.988, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Correa, Hugo Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      C.1184, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Diaz Aragon, Gabriel Dario y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior GN Dtos. 1104/05 1126/06 personal militar y civil de la Fuerzas Armadas y de Seguridad


      D.336, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Echeverria, Oscar Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      E.173, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Enriquez, Ruben Dario y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      E.224, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Falcon, Hector Luis y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      F.436, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Fenoglio, Walter Darío y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      F.515, L.XLVI, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Fernandez, Miguel Angel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      F.429, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Fernandez, Ricardo Mario y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      F.449, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Flamini, Marcelo Ricardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa Dto. 871/07 1053/08 personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      F.458, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Fleury, Jose Manuel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      F.381, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Fuentes y Arballo, Rafael Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      F.332, L.XLVI, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Garro, Patricia y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 1095/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      G.899, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Giavedoni, Diego German c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      G.527, L.XLVI, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Gomez Bagliani, Carlos Gustavo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      G.845, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Gomez, Victor Luciano y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      G.362, L.XLVI, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Gordon, Fabio Alejandro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      G.528, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Guerra Leiva, Mario Elias c/ c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 817/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      G.599, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Irazoqui, Oscar Antonio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      I.73, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Jacobo, Jorge Dario y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      J.81, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Jalley, María del Carmen y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto. 861/07 personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      J.67, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Kern, Eduardo Javier y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto. 1104/05 861/07 personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      K.88, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Larrachado, Angel Oscar y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      L.403, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Lastero, Armando Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 817/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      L.385, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Liverotti, Ricardo Enrique y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 817/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      L.318, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Lohrman, Rodolfo Lucas Bernardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior GN Dtos. 1104/05 1126/06 personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      L.485, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Lovato, Alberto Horacio y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 1053/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      L.279, L.XLVI, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Magnano, Cesar Rafael c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      M.975, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Marcial, Hugo Aldo c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 1053/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      M.1045, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Marti Garro, Jose Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 817/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      M.691, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Mazzoleni, Ana María y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 1095/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      M.817, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Molini, Hector Elio y otros c/ c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior GN Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      M.959, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Ortiz, Hector Daniel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      O.241, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Reche, José Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto. 1104/05 861/07 personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      R.719, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Revelli, Nestor Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      R.503, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Ripalta, Jorge Felix Norberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      R.598, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Rivas, Hector Walter c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1104/05 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      R.735, L.XLVI, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Rubio, Juan Pedro y otro c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior GN Dto 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      R.430, L.XLVI, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Silva, Segundo Juan José y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior GN personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      S.618, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Tulian, Juan Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior GN Dtos 1104/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      T.377, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa D. 286, L. XLVI, "Direct TV Argentina S. A. s/ Medidas cautelares"


      Cablevisión S.A. s/ Medidas cautelares


      C.577, L.XLVI, 25 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa M. 13 7, L. XLVI, "Minera del Altiplano S. A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otra s/amparo"


      Minera del Altiplano S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otra s/ Amparo


      M.889, L.XLV, 7 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa S. 61. XL VII, Originario, "Santiago del Estero, Provincia de c/ Cía. Azucarera Concepción S. A. y otro s/ Amparo ambiental"


      Santiago del Estero, provincia de c/ Azucarera Juan M. Teran S.A. s/ Amparo ambiental


      S.59, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa S. 61. XL VII, Originario, "Santiago del Estero, Provincia de c/ Cía. Azucarera Concepción S. A. y otro s/ Amparo ambiental"


      Santiago del Estero, provincia de c/ Moonmate S.A. y otro s/ Amparo ambiental


      S.58, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa S. 61. XLVII, Originario, "Santiago del Estero, Provincia de c/ Cía. Azucarera Concepción S. A. y otro s/ Amparo ambiental"


      Santiago del Estero, provincia de c/ Jose Minetti y cia Ltda. S.A.C.I. y otros s/ Amparo ambiental


      S.60, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en los autos principales


      Cablevisión S.A. s/ Medidas cautelares


      C.344, L.XLVI, 25 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en los autos S. 651, L. XLVI


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680


      S.566, L.XLVI,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en los autos Z. 143, L. XLIII, "Zaragoza, Rubén Horacio y otros c/ EN - M° de Defensa - Armada Argentina si Personal Militar y Civil de las FF. AA. y de Seg. "


      Villalba, Desiderio Hugo c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos


      V.183, L.XLVI, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Suspensión del trámite del Recurso. Recurso de Casación pendiente de resolución. Posibilidad de devenir abstracta la cuestión sometida al análisis de la Corte Suprema


      Corresponde suspender el trámite de este recurso extraordinario a resultas de la decisión que se tome en autos "Shell Compañía Argentina de Petróleo S. A. " ante la Cámara de Casación, por cuanto, de admitirse el planteo allí articulado, se tornaría abstracto el pronunciamiento de la Corte


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680


      S.500, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Suspensión del trámite del Recurso. Recurso de Casación pendiente de resolución. Posibilidad de devenir abstracta la cuestión sometida al análisis de la Corte Suprema


      Corresponde suspender el trámite de este recurso extraordinario a resultas de la decisión que se tome en autos "Shell Compañía Argentina de Petróleo S. A. ", por cuanto, de admitirse el planteo allí articulado, se tornaría abstracto el pronunciamiento de la Corte


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680


      S.454, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Suspensión del trámite del Recurso. Recurso de Casación pendiente de resolución. Posibilidad dedevenir abstracta la cuestión sometida al análisis de la Corte Suprema


      Corresponde suspender el trámite de este recurso extraordinario a resultas de la decisión que se tome en autos "Shell Compañía Argentina de Petróleo S. A. ", por cuanto, de admitirse el planteo allí articulado, se tornaría abstracto el pronunciamiento de la Corte


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680


      S.534, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Suspensión del trámite del Recurso. Recurso de Casación pendiente de resolución. Posibilidad de devenir abstracta la cuestión sometida al análisis de la Corte Suprema


      Corresponde suspender el trámite de este recurso extraordinario a resultas de la decisión que se tome en autos "Shell Compañía Argentina de Petróleo S. A. ", por cuanto, de admitirse el planteo allí articulado, se tornaría abstracto el pronunciamiento de la Corte


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680


      S.624, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en A. 774, L XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional- Ministerio del Interior - Policía Federal s/ daños y perjuicios"


      Stagno, María Angélica c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos - Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios


      S.191, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Zorrilla, Horacio de la Cruz y otros c/ Estado Nacional s/ sumarísimo


      Z.63, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en C. 1070, L. XLVI, "Comisión Nacional de Valores c/ Papel Prensa S. A. s/ verificación (recurso de queja deducido por Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial)"


      Comisión Nacional de Valores c/ Papel Prensa S.A. s/ Asamblea general ordinaria 14.01.10


      C.1097, L.XLVI,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en C. 1070, L. XLVI, "Comisión Nacional de Valores c/ Papel Prensa S. A. s/ verificación (recurso de queja deducido por Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial)"


      Comisión Nacional de Valores c/ Papel Prensa S.A. s/ Organismos externos


      C.1073, L.XLVI,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en C. 765. L. XL VI Originario "Catamarca, Provincia de c/ Estado Nacional s/ acción de amparo"


      San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ acción de inconstitucionalidad y cobro de pesos


      S.400, L.XLVI,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en E. 276 L. XL VI "Estado Nacional c/ Papel Prensa S. A. s/ ordinario (recurso de queja deducido por Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial)"


      Estado Nacional c/ Papel Prensa S.A. s/ ordinario


      E.277, L.XLVI,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en E. 59, L. XLVI, "Encinas, Nélida c/ Y. P. F. s/ part. accionariado obrero"


      Durante, Daniel Enrique y otros c/ YPF S.A. y otros s/ Otros reclamos


      D.156, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en E. 59, L. XLVI, "Encinas, Nélida c/ Y. P. F. s/ part. accionariado obrero"


      Otero, Maria Lucila c/ YPF S.A. y otro s/ Otros reclamos


      O.59, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en E. 204, L. XL V, "Estancias Argentinas El Homero S. A. c/ EN - AFIP - DGI - ley 24. 073 s/ proceso de conocimiento"


      Estancias Argentinas El Hornera S.A. c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Acción declarativa


      E.197, L.XLV,11 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en el día de hoy en la Comp. 430, L. XLVI, "GCBA s/ Otros procesos incidentales"


      Banco de Galicia y Bs. As. c/ Ministerio de Hacienda (CABA) - AGILP Resol. 3808/08 s/ Proceso de conocimiento


      COMP.1045, L.XLVI, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. 501. XLV, Originario, "San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ cumplimiento de contrato"


      San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ cumplimiento de contrato


      S.405, L.XLV,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. M, n° 533, L. XLIV "Maldonado, Pedro Kursal SA"


      Fonseca, Víctor Rubén c/ Perkins Argentina S.A. s/ incapacidad


      F.423, L.XLV, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. B. 576; L. XLV "Burgos, Manuel Eugenio c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ materia previsional"


      Villa, Guido Oscar c/ Administración Nacional de la Seguridad Social y otro s/ reajustes varios


      V.342, L.XLV, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. B. n° 965, L. XLV: "Borejko, Carlos y otros c/ Estado Nacional - Mrio. del Interior"


      Gauto, Jorge Adrián y otros c/ EN - Ministerio de Justicia GN dto. 2769/93 861/07 s/ personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad


      G.586, L.XLVI, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. B. n° 965, L. XLV: "Borejko, Carlos y otros c/ Estado Nacional - Mrio. del Interior"


      Lattanzio, Enrique y otro c/ Estado Nacional y/o Ministerio de Defensa s/ reajuste de haberes


      L.443, L.XLVI, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. S. n° 301, L. XLIV; "Salas, Pedro A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa"


      Bedacarratz, Carlos Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las FFAA y de Segurida


      B.228, L.XLVI, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. S. n° 301, L. XLIV; "Salas, Pedro A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa"


      Copello, Juan Benito y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ ordinario


      C.1150, L.XLVI, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. S. n° 301, L. XLIV; "Salas, Pedro A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa"


      Donda, Arturo José y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ ordinario


      D.550, L.XLVI, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. S. n° 301, L. XLIV; "Salas, Pedro A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa"


      Gastaldo Adelqui, Heráclito y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ ordinario


      G.808, L.XLVI, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. S. n° 301, L. XLIV; "Salas, Pedro A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa"


      Gervasutti de Blanco, Clara Pía y otras c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ ordinario


      G.809, L.XLVI, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. S. n° 301, L. XLIV; "Salas, Pedro A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa"


      Kannemann, Santiago José María Antonio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ ordinario


      K.80, L.XLVI, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. S. n° 301, L. XLIV; "Salas, Pedro A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa"


      Paulin, Inés Irma y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ ordinario


      P.648, L.XLVI, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. S. n° 301, L. XLIV; "Salas, Pedro A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa"


      Veras, Carlos Ramón y otros c/ Ferrocarril General Belgrano S.A. s/ demanda


      V.403, L.XLVI, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ EstadoNacional -Ministerio del Interior- Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios"


      Bossi, Leon Andres c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policia Federal s/ Accidente en el ámbito miliar y fzas de seguridad


      B.789, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a los dictaminado en E. 276, L. XLVI, "Estado Nacional c/ Papel Prensa S. A. s/ ordinario (recurso de queja deducido por Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial)"


      Comisión Nacional de Valores c/ Papel Prensa S.A. s/ Ordinario


      C.1300, L.XLVI,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN -Ministerio del Interior- GN - Dto. 1246/05, 1126106 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Tuñon, Flavio Enrique y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN 1246/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      T.344, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión causa M. 1401, L. XLVII, "Marcelo, Osvaldo Mario s/ Incidente y otros c/ Estado Nacional - SIDE - Resol. 17/00 s/ Empleo público"


      Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por la Corte Suprema en torno al objeto del litigio, mantengo la opinión del dictamen emitido en la causa A. 2012, L. XLI, "Alaniz, Miguel Ángel c/ E. N. - Ministerio de Defensa - EMGE s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Reyes, Carlos Ernesto y otro c/ Estado Nacional - SIDE - Resol. 17/00 s/ Empleo público


      R.66, L.XLVII, 16 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión causa O. 126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y DDHH - PFA - Dto. 2133/91 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg. ", sentencia del 5/10/2010


      Carlotti, Roberto R. y otros c/ Estado Nacional s/ Ordinario


      C.1288, L.XLVI, 9 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de los autos D. 539, L. XLV, "De Pinto, Silvia Noemí c/ EN - PJN - (Dto. 5046/51) s/ Empleo público"


      Gastaldi, Marta Susana Margarita y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Dto. 5046/51 s/ Empleo público


      G.825, L.XLVI, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de los autos L. 216, L. XLV, "Lociser, Jorge Alberto c/ Banco Central de la República Argentina - Resol. 169/05 (exp. 105666/86 Sum. Fin. 708)"


      Martínez, Julio Jorge y otro c/ BCRA - Resol. 229/08 (Expte. 100580/87 Sum. Fin. 713)


      M.513, L.XLVI, 16 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de hoy en los autos principales G. 825, L. XLVI, "Gastaldi, Marta Susana Margarita y otros c/ EN - CSJN - Consejo Magistratura - Dto. 5046/51 s/ Empleo público"


      Gastaldi, Marta Susana y otros c/ EN - Ministerio de Justicia - CSJN - Consejo de la Magistratura s/ Empleo público


      G.686, L.XLVI, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha B. 140, L. XLVII, "Barrick Exploraciones Argentinas S. A. y otros c/ Estado Nacional (Provincia de San Juan citada como tercero) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"


      El pleito corresponde a la competencia originaria de la Corte al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, como así también por la naturaleza de las partes enfrentadas


      Minera Argentina Gold S.A. c/ Estado Nacional (Provincia de San Juan citada como tercero) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      M.185, L.XLVII, 16 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha emitido en la causa G. 901, L. XLVI, "García, Silvia Ester c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24. 043 - Resol. 828/09 (Ex. 144419/04)"


      Echeverría, Valeria c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos -Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1688/10 (Ex. 144420/04)


      E.261, L.XLVI, 14 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha emitido en los autos E. 276, L. XLVI, "Estado Nacional c/ Papel Prensa S. A. s/ Ordinario (recurso de queja deducido por Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial)"


      Comparto los términos de la apelación fiscal en punto, especialmente, a la omisión de vista a este Ministerio Público Fiscal, resulta inoficioso que V. E. se pronuncie en esta causa


      Estado Nacional c/ Papel Prensa S.A. s/ Ordinario s/ Incidente transitorio de agravamiento de medidas cautelares


      E.19, L.XLVII,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha en la causa A. 649, L. XLIV "Aguas Danone de Argentina SA. y otros c/ Municipalidad de Almirante Brown s/ Acción declarativa de certeza"


      Elaboradora Argentina de Cereales S.A. y otros c/ Municipalidad de Moreno s/ Incidente de apelación de medida cautelar


      E.172, L.XLIV,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha en la causa A. 649, L. XLIV, "Aguas Danone de Argentina S. A. y otros c/ Municipalidad de Almirante Brown s/ Acción declarativa de certeza"


      Aguas Danone de Argentina S.A. c/ Municipalidad de Merlo s/ Ordinario


      A.1063, L.XLIV,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha en la causa F. 481, L. XLVI, "Fundación Emprender (TF 20679-I) c/ DGI"


      Fundación Emprender (TF 20.679-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Queja


      F.445, L.XLVI, 23 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      El recurso extraordinario federal es inadmisible y fue correctamente denegado


      Corellano, Pilar Josefina y otro c/ G.C.B.A. y otros s/ Amparo


      C.177, L.XLVII, 26 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      El recurso extraordinario federal es inadmisible y fue correctamente denegado


      Fano, Marcelo Daniel c/ G.C.B.A. y otros s/ Amparo


      F.60, L.XLVII, 26 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      El recurso extraordinario federal es inadmisible y fue correctamente denegado


      Flores, Rosa Liliana c/ G.C.B.A. s/ Amparo


      F.59, L.XLVII, 26 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      El recurso extraordinario federal es inadmisible y fue correctamente denegado


      Lizunova, Tatiana c/ G.C.B.A. s/ Amparo


      L.10, L.XLVII, 26 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      El recurso extraordinario federal es inadmisible y fue correctamente denegado


      López, Christian Edgardo c/ G.C.B.A. y otros s/ Amparo


      L.9, L.XLVII, 26 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      El recurso extraordinario federal es inadmisible y fue correctamente denegado


      Schneider, Claudia Alejandra y otros c/ G.C.B.A. s/ Amparo


      S.715, L.XLVI, 26 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, en la causa Comp. 312, L. XLVII, "Oviedo, Carlos Gustavo s/ Promueve acción declarativa de certeza - Incidente de competencia"


      Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia provincial


      Donato, Nelson Gabriel s/ Promueve acción declarativa de certeza - Incidente de competencia


      COMP.313, L.XLVII, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, en la causa Y. 29, L. XLVI, "YPF S. A. c/ EN - Ministerio de Economía - Resol. 776/06 AFIP - DGA NT 56/06 s/ Proceso de conocimiento"


      YPF SA c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol. 776/06 - AFIP - DGA s/ Proceso de conocimiento


      Y.23, L.XLVI,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, P. 669, L. XLVI, "Petrobras Energía S. A. (TF 24. 098-A) c/ DGA"


      Petrobras Energía SA (TF 24097-A) c/ DGA


      P.686, L.XLVI, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en el día de la fecha en los autos E. 276, L. XLVI, "Estado Nacional c/ Papel Prensa S. A. s/ Ordinario (recurso de queja deducido por Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial)"


      Comparto los terminos de la apelación fiscal en punto, especialmente, a la omisión de vista a este Ministerio Público Fiscal, resulta inoficioso que V. E. se pronuncie en esta causa


      Estado Nacional c/ Papel Prensa S.A. s/ Medida precautoria - Incidente de apelación


      E.20, L.XLVII,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en el día de la fecha, S. 386, L. XLVI, "Sociedad Médica de Santa Fe c/ INSSJP s/ Ordinario"


      Se trata de las mismas partes y se ha puesto en tela de juicio el modo de cumplimiento de la misma condena. A ello corresponde agregar que resultan improcedentes los agravios vinculados a la inconstitucionalidad del art. 91 de la ley 25. 725 sobre la base de que se inserta en una ley de presupuesto que ha perdido vigencia en virtud de lo dispuesto por el art. 75, inc. 8, de la ConstituciónNacional y que tiene jerarquía inferior a la de la ley 26. 077, toda vez que se trata de afirmaciones escuetas y genéricas que no alcanzan para que la Corte ejerza la atribución que reiteradamente ha calificado como la más delicada de las funciones que pueden encomendarse a un tribunal de justicia y acto de suma gravedad que debe considerarse como la ultima ratio del orden jurídico


      Sindicatura de Sociedad Médica de Santa Fe c/ INSSJP s/ Ejecución de sentencia


      S.380, L.XLVI, 16 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Atencio, Andrés y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - FAA - Dtos. 1104/05, 1095/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      A.38, L.XLVII, 3 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Avila, Eduardo Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - AA - Dto. 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      A.32, L.XLVII, 3 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior- GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Dacharry, Jorge Fernando y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Dtos. 1104/05 y 1095/06 s/ Personal militar y de Seguridad


      D.21, L.XLVII, 3 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Felicioli, Fernando Gustavo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - EMGA - Dto. 1104/05, 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      F.528, L.XLVI, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Ferreyra, Adalberto Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      F.414, L.XLVI,24 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Galantini, Carlos Humberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      G.1, L.XLVII, 3 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Ledesma, Cristian Adrián c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada - Dto. 1104/05, 1053/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      L.6, L.XLVII, 3 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Lugo, Olegario y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      L.15, L.XLVII, 3 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Romero, Jorge Fabián y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - EMGA - Dto. 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      R.704, L.XLVI, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior- GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Rosales, Edin Fabio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      R.705, L.XLVI, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Sainz, Juan Obdulio c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      S.704, L.XLVI, 27 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Taborda, Luis Edgardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército - Dtos. 1104/05, 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      T.6, L.XLVII, 3 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Toncovich, Jorge Eduardo c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa - AA - Dto. 11.04/05, 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      T.348, L.XLVI, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa G. 238, L. XLVI, "Guerra, José Antonio c/ Dto. 2744/93 y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Arredondo, Leonardo Fernando c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - PFA - Dtos. 1126/06 y 1322/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      A.34, L.XLVII, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa G. 238, L. XLVI, "Guerra, José Antonio c/ Dto. 2744/93 y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Troncoso, Gustavo Daniel c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA - Dto. 2744/93, 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      T.5, L.XLVII, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa J. 118, L. XLVI, "Jurado Golf S. A. c/ EN - DGA - resol. 433/07 (ADEZ) s/ Dirección General de Aduanas"


      Monsanto Argentina S.A. (TF 25270-A) c/ DGA


      M.36, L.XLVII, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa J. 118, L. XLVI, "Jurado Golf S. A. c/ EN - DGA - resol. 433/07 (ADEZ) s/ Dirección General de Aduanas"


      Monsanto Argentina SA (TF 25267-A) c/ DGA


      M.37, L.XLVII, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa J. 118, L. XLVI, "Jurado Golf S. A. c/ EN - DGA - resol. 433/07 (ADEZ) s/ Dirección General de Aduanas"


      Con respecto al recurso extraordinario dirigido a cuestionar la forma en que la Cámara resolvió lo atinente a la imposición de las costas de la instancia ante el Tribunal Fiscal de la Nación, su tratamiento deviene inoficioso; en virtud de la solución que se propone al fondo del asunto


      Monsanto Argentina SAIC (TF 29402-A) c/ DGA


      M.136, L.XLVII, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido por este Ministerio Público en la causa K. 79, L. XLV, "Kuzmicz, Juan c/ YPF S. A. s/ Otros reclamos"


      Ramirez Jara, Marcelino c/ YPF S.A. y otro s/ Participación en el accionariado obrero


      R.188, L.XLVI, 28 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictámenes de las causas D. 195, L. XLII, "D'Amico, Eugenio y otros c/ Estado Nacional" y T. 924, L. XLI, "Torchia, Julio José c/ Poder Ejecutivo Nacional"


      Ardizzone, Heriberto Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      A.471, L.XLI, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictámenes emitidos en las causas B. 2048, L. XLII, "Barrios, Leónidas Alberto y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional" y L. 285, L. XLV, "López Kaltenegger Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ amparo"


      Buey Fernández, Andrés c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      B.357, L.XLIV, 15 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictámenes emitidos en las causas V. 359, L. XLV, "Visa Argentina S. A. c/ Municipalidad de Carlos Casares s/ Acción declarativa de certeza" y R. 106, L. XLVII, "Randon Argentina S. A. c/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Acción declarativa de incon


      Visa Argentina S.A. c/ Municipalidad de Córdoba s/ Acción declarativa de certeza


      V.208, L.XLVII, 16 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión O. 126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y DDHH - PFA - Dto. 2133/91 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Juarez, Carlos Alberto c/ Estado Nacional s/ Ordinario


      J.72, L.XLVI, 16 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita la remisión de los autos principales


      I., Cintia Noemi y otros s/ Causa N° 12209


      I.126, L.XLVI,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Toda vez que el recurrente plantea que la conversión debe realizarse a la relación u$s 1 = $ 1, las cuestiones debatidas resultan sustancialmente análogas a las examinadas y dictaminadas por la Procuración General de la Nación en la causa: S. C. O. N° 182


      Baghin, Aldo Ruben y otros c/ P.E.N. - B.C.R.A. - Bco. Roela S.A. s/ amparo


      B.274, L.XLVI,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Toda vez que en el día de la fecha se expidió en los autos, se considera que resulta innecesario pronunciarse en esta queja


      Shell Compañía Argentina S.A. s/ acción de amparo


      S.1332, L.XLIII,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Toda vez que en el día de la fecha se expidió en los autos, se considera que resulta innecesario pronunciarse en esta queja


      Shell Compañía Argentina S.A. s/ acción de amparo


      S.1323, L.XLIII,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 333: 1909 ("Oriolo")


      Policella, Jose Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio PFA Dto. 1255/05 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      P.514, L.XLVI, 2 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Passamano, Luis Guarino y otros s/ Ejecuciones prendarias


      COMP.774, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión Comp. 180, L. XLVII, "Godoy, Luis Alberto y otros c/ Gendarmería Nacional Argentina s/ amparo"


      Fuenzalinda, Juan Eduardo y otros c/ Gendarmería Nacional Argentina s/ Amparo


      COMP.757, L.XLVII,27 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa Comp. 673, L. XLII, "Dirección de Comercio Interior s/ Elevación Expte. 1526/01 Trachuk, Julio César c/ Auto Vitacar S. A. s/ presunta infracción a la Ley 24. 240 de Defensa del Consumidor"


      D.C.I. c/ Supermercado California S.A. s/ Presunta infracción al art. 1 de la Ley 4.304 y art. 4 Ley 24.240 Defensa del Consumidor


      COMP.511, L.XLVII, 15 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      A los fines de mejor dictaminar se solicita que previo a todo trámite, si la Corte Suprema de Justicia así lo considera pertinente, se requiera con la premura del caso: i. - la remisión de los expedientes conexos que tramitarían ante el Juzgado Nacional e


      A. L., M. s/ control de legalidad - ley 26.091 -


      A.980, L.XLV,11 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Acuerdo para la reactivación y el crecimiento del sector automotriz. Vigencia. Reducción del margen comisional de las concesionarias. Indemnización. Comisiones sobre seguros de unidades vendidas a través de planes de ahorro. Impuesto a los Ingresos Brutos


      Asiste -en parte- razón a los demandados recurrentes toda vez que el a quo para decidir condenar a los co-demandados a pagar una indemnización por la diferencia del 2% del margen comisional por las operaciones convencionales y por las concertadas en el marco del régimen de ahorro previo, se sustentó, esencialmente, en la pérdida de vigencia del "Acuerdo para la reactivación y el crecimiento del sector automotriz", cuyo vencimiento -dijo- operóa fines de 1992 dado que la cámara que nuclea a las concesionarias automotrices -A. C. A. R. A. - no había suscripto las prórrogas posteriores, sin valorar las distintas circunstancias económicas, jurídicas y contractuales, oportunamente planteadas por las partes, y que resultan conducentes para la solución del caso. Cabe precisar que de los instrumentos contractuales agregados a la causa, no parece surgir la facultad del concedente de fijar o imponer el precio de venta de los rodados y el margen de comercialización. En el caso, correspondía determinar el alcance y funcionamiento del sistema pactado, y en ese marco, evaluar puntualmente en qué medida la modificación, en menos, de la retribución total en concepto de comisión alegada por la accionante tenía su causa exclusivamente en razones de mercado y en la actividad de comercialización o en la conducta de la concedente, para decidir luego, sobre la procedencia del reclamo de "restitución del 2% del margen comisional". Por otra parte, y en lo referente a la condena por comisiones sobre seguros de unidades vendidas a través de planes de ahorro, el tribunal ordenó calcular tomando como punto de partida la fecha de la Circular de Autoahorro Volkswagen N° 30/87 (9/6/1987), sin ponderar adecuadamente las constancias de la causa ni el alcance de las pretensiones de la sociedad actora, quien en su escrito de demanda reclamó los importes por este concepto desde el año 1992. Sin embargo, no pueden tener favorable acogida los agravios relacionados con los pagos realizados en concepto de impuesto a los ingresos brutos por las operaciones concertadas dentro del sistema de ahorro previo que el tribunal condenó a reintegrar, ya que los apelantes no rebaten adecuadamente lo resuelto por la alzada, sino que su crítica se centra en que no fue acreditado que la actora haya abonado los impuestos que reclamay en que la concesionaria, en definitiva, al no haber hecho ningún reclamo con anterioridad, consintió el sistema de facturación. La alzada, sobre la base de la actuación de la accionante en la operatoria y el sistema de facturación, entendió que la carga tributaria fue indebidamente trasladada a la concesionaria en las ventas concluidas mediante el sistema de ahorro previo, sin que los argumentos presentados en esta instancia referidos a la falta de acreditación del efectivo pago, posean habilidad para alterar lo decidido, desde que los jueces difirieron para la etapa de ejecución de sentencia la determinación del monto indemnizatorio por este concepto. En tales condiciones, resulta prematuro el tratamiento de ese agravio. En función de la solución que se propicia, los planteos de los recurrentes, vinculados con el momento en que debían computarse los réditos ("desde que cada suma fue adeudada"), como así también los relacionados con la imposición de las costas, no corresponde sean analizados en esta instancia


      Rossi y Vilapreño S.A. c/ Volkswagen Argentina S.A. y otro s/ ordinario


      R.449, L.XLVI, 27 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Atento a que no se han proveído las evaluaciones solicitadas oportunamente, se devuelven las actuaciones a los fines que la Corte estime corresponder


      A. L., M. s/ Control de legalidad - Ley 26.061 -Causa N° 44.283/08-


      A.980, L.XLV, 4 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Bonos de la deuda pública. Remisión al dictamen de la causa T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - ley 25. 561 - dtos 1570/01 214102 s/ amparo sobre ley 25. 561"


      Cabe agregar que los arts. 49 y 51 de la ley 26. 546 mantienen el diferimiento de los servicios de la deuda pública. No existe certeza acerca de qué títulos de la deuda pública posee actualmente el actor, ya que si bien éste manifiesta que le fueron restituidos los bonos globales 2006 que había canjeado por préstamos garantizados, el agente pagador de estos últimos (el Banco Central de la República Argentina) depositó regularmente en autos -y el actor percibió como depositario judicial- los servicios de renta y amortización de dichos préstamos garantizados hasta alcanzar una suma que supera largamente el monto que la jueza había ordenado pagar con carácter de medida cautelar. Los jueces de la causa deben adoptar las medidas que resulten necesarias y adecuadas para clarificar dicha cuestión


      De Buono, Luis Francisco y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo ley 25.561


      D.454, L.XLVII, 3 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Carácter general de los incrementos de los suplementos y compensaciones creados por el decreto 2769/93 y su inclusión en el concepto sueldo. Remisión dictamen de la causa B. 965, L. XLV, "Borejko", sin perjuicio de lo resuelto por V. E. en las mismas actu


      Cardozo, José Antonio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - AA - Dto. 1104/05 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      C.151, L.XLVII,20 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Carácter remunerativo y bonificable de los rubros "inestabilidad de residencia" y "adicional no remunerativo y no bonificable". “Suplemento por servicios de constante imprevisibilidad”.Decretos N°2133/91, 2298/9, 713/92 y 2744/93. Tenor alimentario de lo


      En el pleito se debaten extremos salariales -en especial, lo referido a la procedencia y al tenor remunerativo de las asignaciones del decreto N° 2744/93 -cuya suerte se va a proyectar, asimismo, sobre el alcance del beneficio previsional que le correspondía al actor y, por esa vía, sobre el alcance de los eventuales derechos de pensión de la viuda y de los hijos del ex suboficial policial, supuesto en el que los tribunales deben proceder con extrema cautela a fin de lograr una aplicación razonada y prudente de la preceptiva comprometida. Sobre esa base y mediando jurisprudencia de la Corte Suprema en la materia, de neto tenor Federal, procedería, en el marco del artículo 16 de la Ley N° 48, y de las razones tutelares explicitadas, pronunciarse sobre la procedencia de los conceptos reclamados mientras el suboficial revistó en actividad, por el plazo no prescripto. En las condiciones antedichas y en el marco de la extensa jurisprudencia de la Corte, asiste razón a la actora en su reclamo, el que, a la luz de la coincidencia entre las partes en torno a la cita del artículo 4027, inciso 3°, del Código Civil, y de lo expresado a propósito de las fechas del reclamo administrativo y de la demanda, debería proceder, salvo un mejor criterio, a partir del 16/9/94, en el caso del Decreto N° 2744/93, y del 17/10/95, en el supuesto de los Decretos N° 2231/91,2298/91 y 713/92, y por el período que va hasta el retiro del suboficial, en diciembre de 1997


      Bruno, Francisco José c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg


      B.1605, L.XLII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Concurso para cubrir cargo de profesor universitario. Pretendida arbitrariedad: principios que rigen el procedimiento administrativo y los concursos para la provisión de cargos. Autonomía universitaria. Art. 22 del Estatuto universitario. Remisión a Fallo


      La designación de profesores universitarios así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente no admiten, en principio, revisión judicial por tratarse de cuestiones, propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la universidad, salvo en aquellos casos en que los actos administrativos impugnados sean manifiestamente arbitrarios. No se configuran en la especie la hipótesis de excepción mencionada y, por ende, los argumentos del apelante acerca de la cámara se excedió al analizar cuestiones reservadas a las autoridades universitarias deben ser admitidos. Bajo la pretensión de ponderar la seriedad de las razones expresadas por los miembros del Consejo Académico, en rigor de verdad, la cámara cuestionó los criterios empleados, realizó una valoración propia de los antecedentes de los postulantes y descalificó las opiniones vertidas por los miembros del órgano universitario con competencia para elegir al docente que considera más idóneo, aspectos que pueden ser debatidos en el seno de la universidad pero que se encuentran vedados a la revisión judicial según la reiterada doctrina del Alto Tribunal. Los jueces no pueden sustituir los criterios del jurado –ni de otros órganos que participan en la designación de profesores- e interferir en ámbitos típicamente académicos, comprendidos en el marco de la autonomía de las universidades nacionales y ajenos al control jurisdiccional, salvo en los supuestos de arbitrariedad, que no aparece configurado en el sub examine


      Granillo Fernández, Héctor Manuel c/ Universidad Nacional de La Plata s/ Ley 24.521 art. 32


      G.606, L.XLVI,8 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Remisión dictamen de la causa Comp. 338, L. XLVII, "GCBA y otros s/ otros procesos incidentales"


      Banco República Oriental del Uruguay c/ GCBA - AGIP Rsl. 391/09 - DGR Rsl. 1047 y 611/09 (Ex. 28.551/09) s/ Medida cautelar (autónoma)


      COMP.678, L.XLVII,15 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Recurso extraordinario inadmisible por sentencia no equiparable a definitiva


      El recurso intentado es inadmisible, toda vez que las resoluciones que deciden respecto de la distinción de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal no importan la resolución contraria al privilegio federal que exige el art. 14 de la ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta


      Estado Nacional - AFIP - Disp. 290/02 c/ Subizar, Isidoro s/ Proceso de conocimiento


      E.96, L.XLVII,9 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión devenida abstracta. Remisión al dictamen de la causa A. 885, L. XLIV, “Arte Radiotelevisivo Argentino S. A. c/ Estado Nacional 1. 214/03 s/ proceso de conocimiento”


      Televisión litoral S.A. c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Acción declarativa de inconst. med. cautelar


      T.175, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Decisiones recaídas en materia de competencia cuando no media denegatoria del fuero federal: insusceptibles de apelación extraordinaria


      Se trata de un debate en el que se controvierte la competencia de la Justicia Nacional del Trabajo y en lo Comercial. En tal contexto, la Corte ha resuelto que los pronunciamientos que deciden respecto de la distribución de competencia entre los tribunales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, son insusceptibles de apelación extraordinaria


      Cavia, Victor Daniel c/ SAB S.A. s/ Despido


      C.613, L.XLIV, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Doctrina sobre los requisitos jurisdiccionales: la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar. Fallos: 313:1081; 320:1875, entre otros


      Resulta inconducente pronunciarse respecto de la cuestión de competencia planteada en autos. Corresponde devolver la causa a la justicia local para que por intermedio del juzgado que intervino proceda a tener por desistidos a los actores, en su caso, y proceda a su archivo


      Besson, Aurelio Marcial y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Barranqueras s/ Amparo


      COMP.91, L.XLVII, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Doctrina sobre los requisitos jurisdiccionales: la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar. Fallos: 313:1081; 320:1875, entre otros


      Resulta inconducente pronunciarse respecto de la cuestión de competencia planteada en autos. Corresponde devolver la causa a la justicia local para que por intermedio del juzgado que intervino proceda a tener por desistidos a los actores, en su caso, y proceda a su archivo


      Carballo, Guillermo Horacio y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ Amparo


      COMP.96, L.XLVII, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Doctrina sobre los requisitos jurisdiccionales: la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar. Fallos: 313:1081; 320:1875, entre otros


      Resulta inconducente pronunciarse respecto de la cuestión de competencia planteada en autos. Corresponde devolver la causa a la justicia local para que por intermedio del juzgado que intervino proceda a tener por desistidos a los actores, en su caso, y proceda a su archivo


      Elorza, Carlos Eduardo y otros c/ Estado Nacional Ejecrito Argentina s/ Amparo


      COMP.106, L.XLVII, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Ex dependientes de Telecom y ex integrantes del PPP demandan fijación de plazo de pago del saldo de recompra de las accionesclase C. Límite cuantitativo a la apelación. S. C. Y. N° 4, L. XLVI; "Yurquina, Jalil M. y otros c/ PPP de Telecom Argentina - Ste


      Con ajuste a las constancias de la causa, asiste razón a la recurrente en orden a que el fallo de mérito fue pronunciado por el superior tribunal de la causa en relación a ocho de los actores (art. 14, ley n° 48). Lo precedente es así, atendiendo al límite cuantitativo a la apelación del artículo 242 del Código Procesal en el texto de las leyes n° 23. 850 y 23. 928 (Fallos 323:311), que sólo superan aquí los reclamos individuales de dos actores. No obsta a lo anterior que la Sala, ante la crítica de la actora en la contestación de agravios, se haya inclinado por la admisión del recurso basada en que la pretensión inicial -determinación del plazo de pago- carecería en algún aspecto de contenido patrimonial directamente ponderable, pues de lo que se trata aquí, centralmente y en definitiva, es de sendas pretensiones de cobro de saldo diferidas por más de una década. Corresponde descalificar el pronunciamiento en relación a ocho actores y declarar admisible el recurso en relación a los restantes dos, revocar el fallo y restituir la causa al tribunal de origen, a los efectos indicados


      Crotta, Roberto Enrique y otros c/ Programa de PP de Telecom Arg. stet France Tel. S.A. y otro s/ Ordinario


      C.757, L.XLVI,18 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Inadmisibilidad del recurso extraordinario. Remisión al dictamen de la causa Y. 35, L. XLIV, “Yañez, María Nelly c/ Estado Nacional”


      Licari, Victor Humberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      L.33, L.XLVI, 25de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Jubilaciones y pensiones. Inconstitucionalidad del inciso c) del art. 3° del decreto 2. 627/92: residencia de la actora. Tratado celebrado con la República de Italia, aprobado por ley 22. 861. Convenio de Viena aprobado por ley 23. 782


      Le asiste razón a la recurrente toda vez que, los fundamentos expresados por la Sala no alcanzan para convalidar su decisión como acto jurisdiccional. Pues se expidió sobre la impugnación del decreto atacado sin contrastarlo con las normas internacionales alegadas por la actora, oportunamente. En efecto, la Sala referida dejó de lado en su razonamiento el Tratado firmado con la República Italiana ya citado, cuya interpretación y examen se imponían a partir del texto de su artículo 5°, en el marco de la hermenéutica que emana del Convenio de Viena aprobado por la ley 23. 782, en especial sus artículos 26 y 27. El a-quo omitió tratar aspectos conducentes vinculados a la litis, que autorizan a dejar sin efecto la sentencia apelada


      Faggiotto, Carlota c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Decreto 1524/94


      F.1303, L.XLII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      La cuestión de competencia resulta sustancialmente análoga a la resuelta por V. E. en Fallos: 332:1624 "Compañía Microómnibus"


      Empresa Argentina de Servicios Públicos S.A.T.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


      E.256, L.XLVI,10 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      La cuestión en litigio se circunscribe a dilucidar si el Código Tributario Provincial puede disponer una forma diversa decómputo de la prescripción y un plazo de suspensión más extenso que los previstos por el legislador nacional, de manera uniforme para


      Provincia del Chaco c/ Rivero, Rodolfo Anibal s/ Apremio


      P.154, L.XLV, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Para mejor dictaminar se solicita a la Corte que ordene la elevación de los autos principales y, luego de recibidos, confiera una nueva vista


      G., Diego Osvaldo s/ Robo calificado por el uso de arma de fuego -causa n° 23.498/09-


      G.918, L.XLVI, 4 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Presentación de menores como partes con patrocinio letrado. Derecho de todos los niños a ser escuchados. Convención Internacional de los Derechos del Niño: pautas hermenéuticas elaboradas por el Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas. Ley


      La Sala resolvió dogmáticamente que los interesados están imposibilitados para calibrar la trascendencia de la selección de asistente jurídico, en tanto esa conclusión se basa exclusivamente en la escasa edad de los niños, partiendo de una presunción que resulta contraria a la que alienta la Organización de las Naciones Unidas como órgano de control de la Convención de los Derechos del Niño, y prescindiendo -sin dar ninguna razón plausible- de: (i) tratar los agravios propuestos que -por su seriedad, sobre todo en punto a las aristas constitucionales que presenta el problema-, merecían una respuesta que no fue provista. (ii) determinar el origen de la relación de los menores con la letrada, pues se había invocado que obedecía a una derivación del organismo dederechos actuante, y se había peticionado expresamente dicha constatación. (iii) implementar una evaluación especializada acerca de la competencia de estos niños para comprender la situación, en los términos de la CDN. (iv) oír personalmente a los hermanos. De tal suerte, la Sala avaló injustificadamente la decisión de primera instancia que redujo las posibilidades defensivas de los menores a la representación de su progenitora y a la intervención promiscua del Ministerio Pupilar; opción que reviste singular gravedad, máxime cuando se trata de personas en formación, que están sujetas a institucionalización desde hace varios años, y que aspirarían a su pronta externación, con las profundas repercusiones que estas variables presentan. La Cámara ha adoptado una resolución sin atender a ninguna de las pautas de hermenéutica constitucional aplicables, ni a las particularidades de la realidad que debía juzgar -cuyos factores concretos no se encargó de determinar previamente-


      P., G. M. Y P., C. L. s/ Protección de personas


      P.195, L.XLVII, 25 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Previo a dictaminar, se solicita remitir copia certificada de la sentencia dictada en este expediente por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil -Sala 1- el 29 de abril de 2010


      Sujarchuk, Ariel Bernardo c/ Warley, Jorge Alberto s/ Daños y perjuicios


      S.755, L.XLVI, 21 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Programa de Propiedad Participada de Distrocuyo SA. Reclamo de ex trabajadores por su exclusión del programa, fecha de corte. Indemnización por la frustración de los derechosaccionarios. Ley N° 24. 065, Decretos N° 2743/92 y N° 2. 292/94 y Resolución S


      Los accionantes, ex-trabajadores de AyEE S. E. transferidos a Distrocuyo SA y desligados de esa empresa entre abril 1995 y mayo/96, reclamaron los perjuicios derivados de su exclusión del Programa de Propiedad Participada pertinente. Situados en el marco de los antecedentes "Flores", "Mercado". "Pérez", "Gallinger", a cuyos términos compete estar, particularmente en cuanto atañe a la existencia de materia federal, asiste razón a la parte actora en orden a que la "fecha de corte" debe emplazarse el 18/01/95, día de la transferencia de la unidad de negocio y del personal, hasta entonces en la órbita de AyEE S. E. , a la nueva concesionaria. Es que en el sublite, como en los casos citados, el Ejecutivo no individualizó como sujetos adquirentes al personal de la sociedad a privatizar, sino, razonablemente, al de AyEE SE que hubiera sido transferido como consecuencia de la privatización fraccionada o segmentada llevada a cabo (v. art. 20, dec. N° 2. 743/92); extremo al que se adiciona que los elementos relevantes para determinar la fecha de corte, se sucedieron a partir del dictado de la ley n° 24. 065, los decretos n° 2743/92 y n° 2. 292/94 y la resolución S. E. n° 186/94. En efecto, por la primera, se declaró sujeta a privatización la actividad de AyEE que nos convoca; por el decreto n° 2. 7 43/92, el Ejecutivo ejerció la prerrogativa del articulo 16 de la ley n° 23. 696, otorgando preferencia para adquirir la compañía -exclusivamente- al personal de AyEE que quedara sujeto a relación de dependencia con la nueva licenciataria; por la resolución n° 186/94, se dispuso la constitución de Districuyo como sociedad anónima, posibilitando así la implementación del PPP; y por decreto n° 2. 292/94, se habilitó la toma de posesión de la nueva firma por el operador privado y, con ello, la transferencia del personal de AyEESE a la nueva concesionaria, extremo que -como resultó expuesto- se concretó el 18/01/95. Vale advertir que en la reglamentación no obra ningún precepto que considere la situación de trabajadores que se desligaron de Distrocuyo entre el 12/04/95 y el 30/4/95, a escasos meses de verificarse su traspaso de AyEE a la nueva licenciataria y meses antes de que se iniciara la instrumentación del PPP, por lo que se considera razonable el reconocimiento de una indemnización por la frustración de los derechos accionarios establecidos en la ley n° 23. 696 y en el decreto n° 2. 743/92, entre otras disposiciones. Dos de los reclamantes, por su parte, adhirieron al PPP de Distrocuyo el 26/09/95 y el 27/09/95, respectivamente, suscribiendo los formularios y copias del acuerdo general de transferencia y de los convenios de sindicación accionaria y fideicomiso, siéndole asignadas -al 01/12/95- 33. 740 y 40. 356 acciones clase "C" prendadas a favor del Estado, ninguna de las cuales llegó a ser pagada y liberada. Dichos trabajadores se desvincularon de la licenciataria el 20/02/96 y el 08/05/96. Distrocuyo recién distribuyó los dividendos y bonos reservados por ley al pago de las acciones. En tales condiciones, compete desestimar el planteo de estos dos actores, máxime cuando se dirige contra el Estado, no contra Distrocuyo, y cuando remite a los perjuicios derivados de la exclusión del PPP, sin incluir un reclamo sobre los dividendos o bonos de participación en las ganancias empresarias ni prueba en torno a las circunstancias de la desvinculación


      Lezcano, Juan Carlos y otros c/ Ministerio de Economía y otros s/ Proceso de conocimiento


      L.362, L.XLV, 13 de abril de 2011


      Ver Dictame


      Programa de Propiedad Participada de Edesur. Reclamo de acciones clase C. Desproporcionada liquidación. Aplicación analógica de Fallos 324:3876 ("Antonucci'")


      El principio según el cual las resoluciones pronunciadas en la etapa de ejecución no constituyen sentencia definitiva, tolera excepciones cuando, como en el sub lite lo resuelto pone fin a lo controvertido y provoca un perjuicio de imposible reparación ulterior, comprometiendo recursos del Estado Nacional y preceptiva federal. Ello es así, toda vez que la alzada, so color de un supuesto respeto del principio de la cosa juzgada, convalidó definitivamente la liquidación aprobada por el inferior, omitiendo ponderar adecuadamente las objeciones del apelante relativas a la desproporción entre lo liquidado y el daño padecido por el actor a raíz de su exclusión del PPP de Edesur y al irrazonable uso para el cálculo de parámetros ajenos a la compañía, con menoscabo de la verdad jurídica objetiva y de los derechos de defensa, propiedad e igualdad La prescindencia de tales extremos no fue justificada debidamente por los jueces de la causa y si bien nada obsta en esta materia, razonablemente, a la aplicación analógica de un antecedente como el de Fallos 324:3876 ("Antonucci'"), ello es así en tanto, por esa vía, no se evada el estudio del estatuto particular del Programa debatido, en el caso, la ley N° 24. 065; los decretos N° 714/92,1. 507/92 y 265/94; las resoluciones ME N° 591/92 y 735/99; etc


      Iparraguirre, Enrique c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Otros reclamos


      I.102, L.XLV,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Programa de Propiedad Participada de Telecom. Demanda por fijación de plazo de pago de saldos por las operaciones derecompra de las acciones "clase C". Límite cuantitativo a la apelación. Decreto N° 1623/99


      El fallo de primera instancia fue expedido por el superior tribunal del caso en relación a ocho de los actores, habida cuenta del límite cuantitativo a la apelación determinado en el artículo 242 del Código Procesal, que, en el sub lite, sólo superaron dos de los accionantes Ello es así, con arreglo a la jurisprudencia de la Corte Suprema que indica que en el caso de litisconsorcio facultativo son las pretensiones individuales las que deben alcanzar el mínimo legal exigido para la procedencia del recurso ordinario de apelación. Sentado ello y habiéndose establecido que existen saldos a favor de los actores por las operaciones de recompra de las acciones "clase C" de Telecom Argentina S. A. y que han transcurrido cerca de doce años desde la formalización de los respectivos negocios, el rechazo de la demanda fincada en el artículo 509, párrafo 3°, del Código Civil irroga, por de pronto, a los dos actores un agravio de dificultosa o imposible reparación posterior, a la par de que puede constituirse, dado que el fallo remite a una instancia asamblearia como única vía apta para el reclamo, en un caso de privación de justicia. El recurso es admisible pues, con sustento principal en disposiciones federales referidas a los Programas de Propiedad Participada –en especial el de Telecom-, la a quo desestimó la solicitud de determinación de plazo y de pago de saldo y, con ello, el derecho que la recurrente fundó en aquella legislación. Siguiendo con el examen de la cuestión de fondo, también asiste razón a la parte actora, por cuanto los pretensores, al cesar en la empresa y liquidar en consecuencia, su participación accionaria, dejaron -prima facie- de compartir la comunidad de intereses con los que permanecen en la compañía. Contra el parecer de la a quo, no se trata aquí de una acción emprendida por condóminos o comuneros en laexpresión utilizada en "Segienowicz" –desde que los actores se desvincularon de la relación jurídica en las condiciones de pago que se convinieron en los boletos de recompra en que se funda la demanda- sino, en todo caso, por acreedores del condominio indiviso conformado por el Fondo de Garantía y Recompra –de propiedad de los empleados adquirentes en partes alícuotas proporcionales a su tenencia. Tales acreedores, no redunda insistir sobre ello, esperan desde hace cerca de doce años que se proceda a cancelar el saldo de recompra de su participación accionaria en Telecom, sin que su pretensión incluya pedido alguno vinculado con la eventual co-titularidad del condominio, con lo que la subsunción normativa operada por la Sala resulta en este punto errónea. En las condiciones descriptas, atendiendo -en especial- al tiempo transcurrido y a la ausencia de controversia en torno a la deuda, la solución de la Juzgadora desatiende, no sólo el límite cuantitativo para recurrir en relación a ocho de los actores, sino, también, los alcances del reclamo y lo dispuesto y acontecido a partir del dictado del decreto Federal n° 1623/99, aspectos cuya valoración no puede omitirse al considerar lo concerniente al plazo de cancelación del saldo de recompra y su pago, so riesgo de incurrir en un caso de privación de justicia


      Yurquina Jalil, Milagro y otros c/ Programa de P.P. de Telecom Arg. Stet France Tel. S.A. y otro s/ Ordinario


      Y.4, L.XLVI,18 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Pronunciamiento innecesario. Cuestiones similares: dictamen del día de la fecha, causa "Sociedad Militar Seguro de Vida - Institución Mutualista c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Amparo" (expte. S. 227, L. XLVII)


      Sociedad Militar Seguro de Vida - Institución Mutualista y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Amparo


      S.240, L.XLVII,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Pronunciamiento inoficioso en atención a lo resuelto en el día de la fecha en autos G. 872, L. XLVI, "Gerónimo, Mario c/ EN - Ministerio de Defensa - EMGA - Dtos. 1104/05 1053/08 s/ personal militar y civil de las FF. AA. y de Seg. "


      Gerónimo, Mario - Inc. Med. c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - EMGA -Dtos 1104/05 1053/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg


      G.608, L.XLV,19 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso administrativo. Ley de educación superior. Jurados en concursos para la selección de docentes conformados por un estudiante: discrecionalidad administrativa sobre la materia. Caso "Mocchiutti" (Fallos: 320:2298). Importantes modificaciones normati


      Las previsiones del estatuto universitario que contemplan la participación de un estudiante en los jurados docentes en iguales condiciones que los otros miembros (profesores por concurso o personas que sin serlo cuenten con idoneidad indiscutible) y establecen que aquél tenga aprobadas las materias del área que se concursa y cumpla con la condiciones requeridas para integrar su claustro, se presentan incompatibles con los principios de organización de la educación superior. En orden a la autonomía universitaria, si bien es irrazonable otorgar carácter decisorio a la intervención de estudiantes no especializados, en cuanto integran el jurado de concursos universitarios, colocándolos en un pie de igualdad con docentes, ello no significa que se los excluya de todotipo de participación, en la medida en que no se descarta la posibilidad de que, como destinatarios de la enseñanza, puedan informar sobre las calidades pedagógicas del profesor que ha de concursar. De este modo se concilian los ámbitos de actuación propios del legislador, por un lado, y los de las universidades, por el otro, y que, por lo tanto, el criterio y los términos que surgen del precedente recién mencionado son plenamente aplicables al sub lite, al mismo tiempo que refuerzan la conclusión de que asiste la razón al apelante en cuanto sostiene que la cámara efectuó una interpretación del texto legal que lo desvirtúa y vuelve inoperante, así como cuando afirma que el art. 51 de la ley 24. 521 excluye del ámbito de la autonomía universitaria la participación de estudiantes en los jurados de los concursos universitarios, al menos con el grado de regulación que surge del estatuto universitario que ahora se analiza


      Ministerio de Educación de la Nación c/ Universidad Nac. del Noroeste de la Provincia de Buenos Aires s/ Recurso adminsitrativo directo


      M.976, L.XLV,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso de hecho. Agentes que representen al Estado Nacional en un proceso judicial: relación de empleo público. Agravio por bajos honorarios. Art. 98 de la ley 11. 683


      Nada impide que, cuando se lo estime conveniente, la administración reconozca a algunos funcionarios el derecho a cobrar un honorario complementario, como, por ejemplo, aquel regulado en procesos judiciales, en el bien entendido caso de que la citada modalidad no implica transformar la relación de empleo público en una regida por el derecho privado. Cuando el Estado es quien triunfa en el juicio, es la administración la acreedora delas costas es su carácter de parte vencedora, sin perjuicio de que los profesionales dispongan de acción directa para percibir sus honorarios de la parte vencida


      Suarez, Elsa y otros c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Otros reclamos


      S.101, L.XLVI, 14 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso de Hecho. ANSES. Liquidación a valor técnico: error material al omitir el monto por el que ha sido aprobada. Art. 17 de la ley 23. 982. Requisitos de la apelación extraordinaria


      Si bien es cierto que la suma debió ser nuevamente calculada con los intereses correspondientes al cancelarse en efectivo según lo dispuesto por la resolución 12/04 -Secretaría de Seguridad Social- y el art. 29 de la ley 26. 078, ello no autorizaba al actor a requerir el pago de los títulos a su valor técnico. Ello es así, puesto que el pago en efectivo es una de las alternativas previstas por el régimen de consolidación, sin que el apelante hubiera demostrado que el medio de cancelación pudiera ocasionarle perjuicio alguno en tanto dispone en forma inmediata del monto de la condena. Al no haber sido apelada por la ANSES la decisión y a fin de no afectar el derecho de defensa de las partes, corresponde rechazar el recurso interpuesto en razón de que el recurrente carece de un gravamen concreto, efectivo y actual


      Sorrentino, Antonio c/ Anses s/ Ejecución previsional


      S.1155, L.XLIV,26 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso de hecho. Proceso de conocimiento. Incumplimiento de las obligaciones de informar y pagar derechos y aranceles radioeléctricos. Reglamento General de Clientes de los Serviciosde Comunicaciones Móviles. Posterior modificación del régimen: resoluci


      Cliente es tanto el "titular abonado" como aquel que en forma “transitoria” usa el servicio -cualquiera sea la modalidad contractual con la que se relaciona con la licenciataria- y que en ambos casos se presta por medio de una "estación móvil". Debe entenderse que el concepto de "abonado" abarca a todo usuario de una "estación móvil", esto es, a todo cliente que tiene la posibilidad de utilizar esa estación en el marco del servicio de telefonía móvil. El ordenamiento jurídico vigente al momento de aplicarse la sanción obligaba a los prestadores del servicio de telefonía móvil al pago de los derechos y aranceles radioeléctricos por el uso de "estación móvil" de abonado del servicio, 10 que se entiende comprensivo de todos los clientes del STM, sin distinción alguna


      Compañia de Teléfonos del Interior S.A. y otro c/ Estado Nacional - Comisión Nacional de comunicaciones y otros s/ Proceso de conocimiento


      C.322, L.XLVI,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Alcance e interpretación de la ley 24. 043: circunstancias indemnizables. Imposibilidad de conceder los beneficios: prueba que acredite que su padre se haya visto obligado a exiliarse. Pautas sentadas por “DRAGOEVICH, Héctor Ramón”


      La resolución 966/09 del Ministro de Justicia y Derechos Humanos -cuya impugnación directa por vía del art. 3° de la ley 24. 043 dio origen a la intervención de la Cámara- no ofrece al juzgador elemento alguno como para concluir sobre el acierto o desacierto de lo decidido, toda vez que no contiene los motivos concretos que llevaron a denegar el beneficio solicitado por laactora, máxime que en ella sólo se hicieron consideraciones generales sustentadas en un dictamen del señor Procurador del Tesoro de la Nación y no, como lo exige el art. 7° inc. b, de la LNP A, en los hechos y antecedentes de la causa. En cuanto a los agravios relativos a la arbitrariedad en la que pudo haber incurrido la sentencia al examinar dichas cuestiones, cabe señalar que el recurso extraordinario fue concedido solamente por el alcance y la aplicación de la norma federal, sin que la actora dedujera a su respecto el recurso de queja, con lo que la jurisdicción de la Corte ha quedado abierta sólo en la medida en que la otorgó la Cámara. Por lo expuesto, correspondería confirmar el pronunciamiento apelado


      Puy, Gabriela c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos Art. 3 ley 24.043 Resol. 966/09 ex 145.702/04


      P.738, L.XLVI, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Conflicto que no presenta aspectos de interés institucional o de orden público


      Brugo, Marcela Lucila c/ Eskenazi, Sebastian y otros s/ Simulación y fraude


      B.638, L.XLVI,12 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Ejecución del crédito por el impuesto a las ganancias y del impuesto al valor agregado. Ley 24. 522. Concurso preventivo


      Las resoluciones dictadas en los juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de revisión por la vía del recurso extraordinario. En este caso, y con relación a la deuda correspondiente al impuesto a las ganancias y al IVA, se configuraun supuesto de excepción a la doctrina de irrecurribilidad de las sentencias recaídas en juicios ejecutivos, puesto que el fallo apelado, para rechazar la defensa interpuesta, determinó que la deuda reclamada es de causa posterior a la apertura del concurso preventivo del recurrente, circunstancia que no podrá ser revisada en un juicio posterior sin afectación del principio de la cosa juzgada. Tal como establece el art. 20 de la ley 24. 769, "la formulación de la denuncia penal no impedirá la sustanciación de los procedimientos administrativos y judiciales tendientes a la determinación y ejecución de la deuda tributaria o previsional", no siendo de aplicación lo dispuesto en el art. 76 de la ley 11. 683. El recurso extraordinario es formalmente admisible en su totalidad, y que debe revocarse parcialmente la sentencia apelada


      Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Montanari, Pedro Alberto s/ Ejeución Fiscal


      A.351, L.XLV, 29 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Leyes 19. 101 y 24. 429. Soldado voluntario. Accidente relacionado con actos del servicio: agravios relativos a la indemnización. Precedente "Mengual" (Fallos: 318: 1959)


      El personal que ingresa en los términos de la ley 24. 429 se agrupa en la clasificación "tropa voluntarios" dentro de la categoría personal subalterno del cuadro permanente de las Fuerzas Armadas (arts. 15, 30 y 33 y anexo I de la ley 19. 101), con todas las consecuencias que derivan de tal inclusión, en particular aquellas relacionadas con el haber de retiro que corresponde otorgar en cada caso, según el grado de incapacidad que afecte al causante. Resulta aplicable en la especie el art. 76, inc. 2, apartado a), de la Ley 19. 101, que contempla un haber de retiropara el personal superior y subalterno del cuadro permanente cuando la inutilización produce una disminución para el servicio menor al sesenta y seis por ciento y como consecuencia de ello no puede continuar prestando servicios en actividad. La postura esgrimida por el apelante –que sostiene que al actor sólo le corresponde la indemnización prevista para el personal de alumnos y conscriptos por el art. 76, inc. 3, apartado c) de la ley 19. 101- importa desconocer el encuadramiento dispuesto en forma expresa por la ley 24. 429, ordenamiento que en ninguna de sus normas ni en su reglamentación alude a los conscriptos. La interpretación requiere máxima prudencia, en especial cuando se trata de leyes de previsión social y la inteligencia que se les asigna puede llevar a la pérdida de un derecho o su retaceo, criterio que resulta aplicable al sub lite aun cuando se trata de un servicio voluntario


      Godoy, Aldo Ramón c/ Ministerio de Defensa s/ Ordinario


      G.585, L.XLVI,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Normas de interpretación discutida (Resolución SCI 206/93; Resolución GMC 18/01-MERCOSUR; Resolución SCD y DC 117/01; y Ley 22. 802. Art. 12). Supuesta inconstitucionalidad de la resolución SCI 206/93: agravio injustificado


      De la sola lectura de las normas en juego surge claramente la sinrazón del pronunciamiento, desde que el fundamento jurídico de la sanción impuesta por la resolución DNCI 151/08 es el ordenamiento jurídico plasmado por la resolución SCD y DC 117/01 que introduce como legislación nacional lo resuelto por el Grupo Mercado Común en la resolución de dicho órgano 18/01, como ya anteriormente se había hecho por medio de la resoluciónSCI 206/93 mediante la cual se integraron en el orden nacional las resoluciones GMC 58/92, 35/93 y 60/93 y se fijaron los contenidos netos y libres de diversos productos envasados. En todos los casos para la comercialización en el país, entre Estados Parte y para la importación extrazona. La primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley; no cabe pues a los jueces sustituir al legislador sino aplicar la norma tal como éste la concibió. No cabe duda de que la conducta pertenece al tipo de las llamadas "infracciones formales", que resultan de apreciación objetiva, toda vez que la simple omisión es violatoria de la norma. Por lo tanto, la infracción queda configurada con prescindencia del daño que haya podido causar o de la conducta dolosa del infractor y, verificada su existencia, la sanción se torna ineludiblemente aplicable


      La Papelera del Plata S.A. c/ Estado Nacional SCI Disp 151/08 Expte S01:132166/6


      L.257, L.XLVI, 28 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos G. 799. XLVI "Godoy de Heinrich Ana María c/ Estado Nacional (ENARGAS) y otros s/ Amparo"


      Godoy de Heinrich, Ana María c/ Estado Nacional - Ente Nacional regulador del gas y otros s/ Amparo


      G.733, L.XLVI,12 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos S. 499, L. XLVI


      Shell compañia argentina de petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680 -Causa N° 915/07


      S.460, L.XLVI,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos S. 798, L. XLV, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S. A. s/ Infracción ley 20. 680 - causa n° 11077-"


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680


      S.648, L.XLVI,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Remisión a los autos S. 798, L. XLV, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S. A. s/ Infracción ley 20. 680 -causa N° 11077-"


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680


      S.802, L.XLVI,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Resolución DE PLA 720/06 de la Aduana de Buenos Aires. Pago de los tributos y accesorios pertinentes a la falta de regularización en tiempo y forma de las mercaderías. Concurso preventivo de la empresa importadora. Arts. 250 y 271


      Las obligaciones tributarias involucradas en el sub lite se vinculan con el incumplimiento del deber de reexportar la mercadería. En efecto, en ese momento nacieron las obligaciones de pago de los gravámenes aquí involucrados y de sus accesorios. Es evidente que si las deudas sobre las cuales gira la presente discusión son posteriores a la indicada fecha del concurso preventivo de la importadora, su prescripción no puede regirse por lo dispuesto por el art. 56 de la ley 24. 522, al ser un supuesto completamente ajeno a la órbita de aplicación de lo allí normado, que abarca aquellas obligaciones nacidas con anterioridad a la presentación en concurso (arg. arts. 32 y cc. de dicha ley). Ellobasta para poner en evidencia que la resolución recurrida no ha interpretado correctamente las normas involucradas, con adecuada referencia a los hechos de la causa, motivo por el cual no puede ser mantenida


      Alba Compañia Argentina de Seguros S.A. TF 22208-A c/ DGA


      A.570, L.XLV,18 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 322: 1868, 2398, 323: 1 076, 328:1265, y 332:12


      Veron Alba Lastenia y Sanchez, Adolfo c/ Estado Nacional Argentino - Ministerio de justicia, seguridad y derechos humanos s/ Demanda Contenciosa administrativa


      V.380, L.XLVI, 16 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 329: 3459 y 4667, y a los dictámenes en los autos D. 603, L. XLVI "Directv Argentina S. A. c/ Municipalidad de Lanús s/ acción declarativa de certeza" y D. 197, L. XLVII "Directv Argentina S. A. c/Municipalidad de Arroyito s/ acción dec


      Direct TV Argentina S.A. c/ Municipalidad de San Martin s/ Acción declarativa de certeza


      D.344, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 329:3459 y 4667, así como al dictamen del Ministerio Público en los autos D. 603, L. XLVL "DirecTV Argentina S. A. c/ Municipalidad de Lanús s/ acción declarativa de certeza"


      DirecTV Argentina S.A. c/ Municipalidad de Arroyito s/ acción declarativa de certeza


      D.197, L.XLVII, 3 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 333:1909 ("Oriolo"),


      Causa, Norberto Ruben c/ Estado Nacional s/ Ordinario


      C.735, L.XLVI, 16 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa "Longobardi", Fallos: 330:5345


      Vicentini, Rogelio Armando c/ Estado Nacional s/ Amparo


      V.424, L.XLVI,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa S. C. O. N° 182, L. XLV "Ontivero, Laura Haydeé c/ Banco Roela SA y otro s/ amparo", en la cual se remitió a los autos S. C. P. N° 686, L. XLIII "Papamundo SA y otra c/ Solvay SAI. C. "


      Weiss, Osvaldo Luis y otra c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


      W.56, L.XLVI,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a la sentencia de autos M. 1063, L. XLV, "Mara, Hugo Jorge c/ EN - Ministerio de Defensa - SSI - GN - Resol 1219/96 y 1307/97 SS s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg"


      Benítez, Jorge Ramón c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior -SSI- GN Disp 162/99 s/ Personal Militar y civil de las FFAA y de Seg


      B.229, L.XLVI,19 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a la sentencia de autos O. 459. XLI, Originario "Orbis Mertig San Luis S. A. LC. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", del 19 de septiembre de 2006


      Corresponde la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación


      Enod S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad


      E.230, L.XLVII,9 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a la sentencia dictada en autos M. 1063, L. XLV, "Mara, Hugo Jorge c/ EN – Ministerio de Defensa - SSI - GN - Resol 1219/96 y 1307/97 SS s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg"


      Gamarra, Alfredo c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia -SSI -GN Resol 221/96 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg


      G.180, L.XLVII,19 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo decidido por el Superior Tribunal en autos S. C. A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol SA s/ quiebra" en fecha 20 de abril de 2010


      La Casa de las Juntas S.A. s/ quiebra


      L.370, L.XLV,11 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado A N°818, L. XLVI, "ADM Argentina S. A. (T. F. 21. 394-A) c/ DGA"


      ADM Argentina SA (TF 22110-A) c/ DGA


      A.819, L.XLVI,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado el 16 de mayo de 2011, in re S. 386, L. XLVI, "Sociedad Médica de Santa Fe c/ INSSJP s/ordinario"


      Sociedad Médica de Santa Fe c/ I.N.S.S.J.P. s/ Ejecución de sentencia


      S.1, L.XLVII, 24 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado el 26 de febrero de 2010, in re, D. 282, L. XLV, "DUCA Cannelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y DDHH -Art. 3 Ley 24. 043- Resol. 1580/06 (Ex 145. 687/04)"


      Teper Battiaz, Malen c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Art. 3 Ley 24.043


      T.301, L.XLV,29 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado el 5 de mayo de 2010, in re B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN – Ministerio del Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Berra, Gerardo Alberto c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia - PNA Dto 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg


      B.61, L.XLVII,20 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado el 5 de mayo de 2010, in re B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN – Ministerio del Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Gerónimo, Mario - Inc. Med. c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - EMGA -Dtos 1104/05 1053/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg


      G.872, L.XLVI,19 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado el 5 de mayo de 2010, in re B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN – Ministerio del Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Pereyra, Abel Oscar c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa AA Dto 1104/05 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg


      P.54, L.XLVII,20 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en "S. C. A. 779, L. XLVI; Asociación de Supervisores de la Industria Metalúrgica de la República Argentina A. S. I. M. R. A. c/ Volkswagen Argentina S. A. "


      Asociación de Supervisores de la Industria Metalmecánica de la República Argentina c/ Volkswagen Argentina SA s/ Encuadram. convencional


      A.799, L.XLVI, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en A. N°818, L. XLVI "ADM Argentina S. A. (T. F. 21. 394-A) c/ DGA"


      Aceitera General Deheza S.A. (TF 22314-A) c/ DGA


      A.1066, L.XLVI,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos B. 965, L. XL V, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Mariano, Gabriel y otro c/ Gendarmería Nacional s/ Ordinario


      M.248, L.XLVII, 12 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/EN - Ministerio del Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Morali, Armando Daniel c/ Gendarmería Nacional s/ Ordinario


      M.614, L.XLVII, 12 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos M. 650, L. XLI, "Monserrat, José Higinio c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"


      Loustau Bidaut, Juan Carlos c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      L.1959, L.XL, 24 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Q. 64, L. XLVI "Quisberth Castro, Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Cuellar, Laira Zulema c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Recurso de inconstitucionalidad concedido


      C.74, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Q. 64, L. XLVI "Quisberth Castro, Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Rodriguez, Rodolfo Gabriel c/ G.C.B.A. s/ Amparo


      R.197, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Q. 64, L. XLVI "Quisberth Castro, Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Rodríguez, Rodolfo Gabriel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


      R.196, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Q. 64, L. XLVI "Quisberth Castro, Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Torbellino Hinostroza, Silvia y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Recurso de inconstitucionalidad concedido


      T.60, L.XLVII, 15 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Q. 64, L. XLVI "Quisberth Castro, Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Verón, Gloria Azucena c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


      V.218, L.XLVII, 15 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Q. 64, L. XLVI "Quisberth Castro, Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Verón, Gloria Azucena c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


      V.221, L.XLVII, 15 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Polini Della Savia Pascual y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.784, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Romano, Héctor Rodolfo y otros s/ ejecutivo


      COMP.902, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Rouvier de Fantín, Miriam Beatriz y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.875, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Tannfeld, Eduardo y otros s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.871, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Tentor, Miguel Ángel y otros s/ Ejecutivo


      COMP.870, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Comp. N° 777, L. XLVII "Banco de la Nación Argentina c/ Querini, Emilio Victorio y otros s/ Ejecutivo”


      Banco de la Nación Argentina c/ Torres, Hipólito s/ Ejecuciones hipotecarias


      COMP.873, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. K. N° 52; L. XLVI "Koner S. A. s/ Quiebra - Incidente de distribución parcial de fondos"


      Koner S.A. s/ Quiebra - Incidente de distribución parcial de fondos


      K.50, L.XLVI,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. L. N° 94; L. XLV, "Lozano, Roque Juan y otra c/ Supermercados Norte SA s/ cumplimiento de contrato"


      Lozano, Roque Juan y otra c/ Supermercados Norte S.A. s/ Demanda arbitral


      L.74, L.XLV,18 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. L. N° 94; L. XLV, "Lozano, Roque Juan y otra c/ Supermercados Norte SA s/ cumplimiento de contrato"


      Lozano, Roque Juan y otra c/ Supermercados Norte S.A. s/ Organismos externos


      L.62, L.XLV,18 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Y. N° 4, L. XLVI; "Yurquina, Jalil M. y otros c/ PPP de Telecom Argentina - Stet France Telecom SA y otro"


      Abrile, Miguel Angel y otros c/ Programa de PP de Telecom Arg. stet France Tel S.A. s/ Ordinario


      A.433, L.XLVI,18 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. C. Y. N° 4. L. XLVI, "Yurquina, Jalil M. y otros c/ PPP de Telecom Argentina - Stet France Telecom SA y otro"


      Almonacid, Sidro Enrique c/ Comite Ejec. de la sind. de acc. clase C PPP de Telecom S.A. s/ Sumarísimo


      A.178, L.XLVI,18 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos V. 361. L. XLVI "Viner, Sergio s/ quiebra"


      Proalcar S.A. s/ Quiebra


      P.346, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Astorga, AnÍbal Alejandro y otros c/ EN - Ministerio de Justicia - GN - Dto. 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      A.93, L.XLVII,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Calero, Miguel Angel y otro c/ EN - Ministerio de Defensa - EA - Dtos. 1107/05, 1782/06 y 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      C.3, L.XLVII,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Ceballos, Antonio Roque y otros c/ EN - Ministerio de Defensa - Armada - Dtos. 1104/05, 1095/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      C.29, L.XLVII,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Chaparro, Fernando y otros c/ EN - Ministerio de Justicia - GN - Dto. 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      C.8, L.XLVII,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Johansen, Osvaldo Jorge y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      J.1, L.XLVII,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Orquera, Leonor c/ EN - Ministerio de Defensa - AA - Dto. 1104/05, 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      O.4, L.XLVII,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Pagone, Jorge Daniel c/ EN - Ministerio de Defensa - FAA - Dto. 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      P.27, L.XLVII,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Pozzi, Dario Alejandro c/ EN - Ministerio de Defensa - AA - Dto. 1104/05, 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      P.43, L.XLVII,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Rodas, Jose Carmelo c/ EN - Ministerio de Justicia - GN - Dtos. 1246/05, 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      R.703, L.XLVI,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en B. 965, L. XLV, “Borejko, Carlos Isidoro y otros”


      Bocalandro, Rodolfo Luis Maria y otros c/ Estado Nacional Ministerio del Interior GN Dto 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      B.570, L.XLVI, 3 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en Comp. 592, L. XLVII "Libertad S. A. s/ Recurso de apelación en Expte. 3358- 587/07- "D. C. I. c/ Libertad SA s/ presunta infracción a la ley 24. 240"


      Dirección de Comercio Interior c/ Hotel Saint George s/ Presunta infracción Art. 8 Resol. 07/2002 y Art. 2 Resol. 50/2002 - Ley 22.802 Lealtad Comercial


      COMP.646, L.XLVII,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en Comp. N° 1070, L. XLVI, "Guitian, Blanca Noemí c/ G. C. B. A. s/ daños y perjuicios"


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros procesos incidentales


      COMP.51, L.XLVII, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en D. 498, L. XLVI. "Defensor del Pueblo de la Provincia del Chubut c/ Estado Nacional y otro s/ medida cautelar"


      Defensor del Pueblo de la Provincia del Chubut c/ Estado Nacional y otro s/ Medida cautelar


      D.488, L.XLVI, 2 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos B. 151, L. XLVI, "Belmar Blanca Rosa y otros c/ Estado Nacional y otros s/ amparo"


      Belmar, Blanca Rosa y otros c/ Estado Nacional - PEN y otros s/ Acción de amparo


      B.158, L.XLVI,29 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos B. 815, L. XLVII. , "Bodegas Chandon S. A. c/ Municipalidad de General Deheza s/ acción meramente declarativa"


      Bodegas Chandon S.A. c/ Municipalidad de General Deheza s/ Acción meramente declarativa


      B.831, L.XLVII, 12 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos M. 662, L. XLVII "Meichtry de Marti, Nélida L. y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia) -Dto 1770/91"


      Meichtry de Marti, Nélida L. y otros c/ Estado Nacional- Ministerio de Justicia s/ Empleo público


      M.575, L.XLVII, 6 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en G. N° 799, L. XLVI "Godoy de Heinrich, Ana María c/ Estado Nacional (ENARGAS) y otros s/ amparo"


      Bertoncello, Héctor Jorge c/ Estado Nacional – Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios s/ Amparo - Med. Cautelar


      B.528, L.XLVI, 2 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en G. 799, L. XLVI "Godoy de Heinrich, Ana María c/ Estado Nacional (ENARGAS) y otros s/ amparo"


      Cámara de Comercio, Industria, Producción y Servicios del Pdo. de General Belgrano c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo - Med. cautelar


      C.390, L.XLVII, 2 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa M. 989, L. XLVI. “Massalin Particulares S. A. ”


      Massalin Particulares S.A. c/ Municipalidad de Rio Cuarto s/ Acción declarativa de certeza


      M.202, L.XLVII,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa n° 213, letra E, libro XLII, "Escobar, Silvina y otros s/inf. art. 181, inc. 1° del C. P. "


      B. A., Blanca Noemí s/ Infracción art. 181 inc. 1° del Código Penal -causa n° 7.516/10-


      B.240, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa n° 213, letra E, libro XLII, "Escobar, Silvina y otros s/inf. art. 181, inc. 1° del C. P. "


      C. P., María Magdalena y otros s/ Inf. art. 181, inc. 1° C.P


      C.1078, L.XLVI,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa n° 213, letra E, libro XLII, "Escobar, Silvina y otros s/inf. art. 181, inc. 1° del C. P. "


      C., Valeria Amanda s/ Inf. art. 181, inc. 1° C.P


      C.1079, L.XLVI,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa n° 213, letra E, libro XLII, "Escobar, Silvina y otros s/inf. art. 181, inc. 1° del C. P. "


      G. Y., Félix s/ Inf. art. 181, inc. 1° C.P


      G.751, L.XLVI,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa n° 213, letra E, libro XLII, "Escobar, Silvina y otros s/inf. art. 181, inc. 1° del C. P. "


      N.N. Yerbal 2635 s/ Inf. art. 181, inc. 1° C.P


      N.148, L.XLVI,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa n° 213, letra E, libro XLII, "Escobar, Silvina y otros s/inf. art. 181, inc. 1° del C. P. "


      NN s/ Ocupantes del inmueble sito en Chacabuco 1044/46


      N.14, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa n° 213, letra E, libro XLII, "Escobar, Silvina y otros s/inf. art. 181, inc. 1° del C. P. "


      R., María Itatí s/ Inf. art. 181 inc. 1 del C.P.- causa n° 7.298-


      R.606, L.XLVI,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa n° 213, letra E, libro XLII, "Escobar, Silvina y otros s/inf. art. 181, inc. 1° del C. P. "


      T. E., María Abigail y otros s/ Infracción art. 181 inc. 1° del Código Penal- causa n° 7314-


      T.12, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa n° 213, letra E, libro XLII, "Escobar, Silvina y otros s/inf. art. 181, inc. 1° del C. P. "


      Y. H., Eddy Alfredo s/ Infracción art. inc. 1 C.P


      Y.2, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en las causas T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro”; B. 481, L. XLIV, "Benfield, Rebeca Celina”; y P. 1493, L. XLII. "Pérez Villalba, María Magdalena”


      Geffner, Ricardo Pedro Pablo c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dto 1570/01 214/02 s/ Amparo


      G.436, L.XLVI, 3 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos D. 539. LXLV “De Pinto, Silvia Noemí”


      Gonzalez, Maria Dora y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura Dto 5046/51 s/ Empleo público


      G.777, L.XLVI,10 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en P. 361, L. XLIII, "PADEC c/ SWISS MEDICAL S. A. s/ nulidad de cláusulas contractuales"


      Unión de consumidores de Argentina c/ CTI PCS S.A. s/ Sumarisimo


      U.24, L.XLVI,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en P. 413,1. XLIII, “PORTUGHEIS, EIsa Rosa”


      Ploper de Mirkin, Noemi Graciela c/ Ministerio de Justicia, seguridad y derechos humanos s/ Art. 3 ley 24.043 - Resol. 2498/08


      P.367, L.XLVI,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en P. 144. XLV, “Perés, Natalio Guillermo”


      Garcia, Adriana Beatriz c/ Diario La Arena y otros s/ Daños y perjuicios


      G.870, L.XLV, 3 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. A. n° 858, L. XLV "Acher María Laura y otros c/ Aderir S. A. y otros s/ Medida Cautelar"


      Centurión, Mónica Elizabeth y otros c/ Aderir S.A. s/ quiebra y otros s/ despido


      C.12, L.XLVII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. A. n° 858, L. XLV "Acher María Laura y otros c/ Aderir SA y otros s/ Medida Cautelar"


      Erich, Silvia y otros c/ Aderir S.A. s/ quiebra y otros s/ despido


      E.4, L.XLVII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. B. 1371; L. XLIII "Barrios" y a lo fallado en E. 131; L. XLIV "Elliff, Alberto José c/ ANSeS s/ reajustes varios" publicado en Fallos 332:1914


      Batalla, Mariano R. c/ A.N.Se.S. s/ ordinario (reajuste por mov.)


      B.1753, L.XLII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. B. 1371; L. XLIII "Barrios" y a lo fallado en E. 131; L. XLIV "Elliff, Alberto José c/ ANSES s/ reajustes varios" publicado en Fallos 332:1914


      Laperchia, Miguel Ángel c/ ANSES s/ ordinario (varios)


      L.1183, L.XLII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. B. 1371; L. XLIII "Barrios" y a lo fallado en la causa "Badaro" publicada en Fallos: 330:4866


      Vila y Ripoll, Rosa c/ A.N.Se.S. s/ reajustes varios


      V.992, L.XLI,11 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. G. n° 766, L. XLV “Garrido, César Waldino c/ Aguas de Formosa SA s/ Acción Común”


      Fariña, Silvino Héctor y otros c/ Aguas de Formosa S.A. s/ Acción común


      F.143, L.XLVI,7 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. G. n° 766, L. XLV “Garrido, César Waldino c/ Aguas de Formosa SA s/ Acción Común”


      González, Virgilio y otros c/ Aguas de Formosa S.A. s/ Acción común


      G.266, L.XLVI,7 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. R. 472, L. XLV, "Registro Nacional de Trabajadores Rurales y Empleadores c/ Federación de Obreros y Empleadores Vitivinícolas y Afines y otros s/ Acción de Amparo"


      Registro Nacional de Trabajadores Rurales y Empleadores c/ Federación de Obreros y Empleados Vitivinícolas y Afines y otros s/ acción de amparo


      R.486, L.XLV,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. R. 472, L. XLV, "Registro Nacional de Trabajadores Rurales y Empleadores c/ Federación de Obreros y Empleadores Vitivinícolas y Afines y otros s/ Acción de Amparo"


      Registro Nacional de Trabajadores Rurales y Empleadores c/ Federación de Obreros y Empleados Vitivinícolas y Afines y otros s/ acción de amparo


      R.519, L.XLV,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. C. S. n° 301, L. XLIV; "Salas, Pedro A. y otros c/ Estado Nacional s/ amparo"


      Rodríguez, Roberto Antonio y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario


      R.748, L.XLVI,10 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en T. 186, L. XLIV, “ToneIli. Pablo Gabriel y otro”


      A ello cabe agregar que los arts. 49 y 51 de la ley 26. 546 mantienen el diferimiento de los servicios de la deuda pública (conf. art. 27 de la ley 24. 156 y decreto 2053/10)


      Lorenzo, Norma Carmen c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      L.297, L.XLIV, 3 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en V. N° 361, L. XLVI "Viner, Sergio s/ quiebra"


      Cuevas, Miguel Ángel s/ Quiebra


      C.649, L.XLVII,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado S. C. V. N° 154, L. XLIV, caratulados "Vargas, Moisés Roberto c/Balut Hermanos S. R. L. s/daños y perjuicios"


      Gongora, Flavia Lorena c/ Florentini Cuba, Julio Cesar s/ Beneficio de litigar sin gastos


      G.122, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado S. C. V. N° 154, L. XLIV, caratulados "Vargas, Moisés Roberto c/Balut Hermanos S. R. L. s/daños y perjuicios"


      Guazzi, Alberto Hugo y otros c/ Roux, Alejandro Manuel y otro s/ Beneficio de litigar sin gastos


      G.707, L.XLVI,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo examinado en la causa M. 989, L. XLVI. “Massalin Particulares S. A. c/ Municipalidad de San Francisco s/ Acción declarativa de certeza"


      Nidera S.A. c/ Municipalidad de San Francisco s/ Acción meramente declarativa


      N.17, L.XLVII, 3 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los precedentes "Franco" y "Freitas Henriques" (Fallos: 322:1868 y 2398, respectivamente) y más recientemente en el caso "Carabajal" (Fallos: 332: 12)


      Canteros, Martin Sergio y otros c/ Estado Nacional y/o Ministerio del Interior y/o Dirección Nacional de Gendarmería y/o quien resulte responsable s/ Amparo


      C.1247, L.XLV,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a los precedentes "Franco" y "Freitas Henriques" (Fallos: 322:1868 y 2398, respectivamente) y más recientemente en el caso "Carabajal" (Fallos: 332: 12)


      Compañia de Teléfonos del Interior S.A. y otro c/ Estado Nacional - Comisión Nacional de comunicaciones y otros s/ Proceso de conocimiento


      C.343, L.XLVI,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remision a S. C. U. N° 53; L XLVI, "Unión de Usuarios y Consumidores c/EN - SC - Resol. 2925/99 y otros s/proceso de conocimiento". Se solicita vista al Fiscal General de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal (arts. 12


      Unión de usuarios y consumidores c/ Estado Nacional - Secretaría de comunicaciones - Resol. 2925/99 y otros s/ Proceso de conocimiento


      U.49, L.XLVI, 13 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Y. N° 19, L. XLII "YPF S. A. c/ Neuquén, Provincia de s/ medida cautelar", el 18 de mayo de 2006 -dictamen que fue compartido por la CSJN en su sentencia del 31 de octubre de 2006 (Fallos: 329:4829)-, y a la resuelta por el Tribunal in re A. N°


      Petrolera LF Company S.R.L. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Incidente de medida cautelar


      P.537, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Y. N° 19, L. XLII "YPF S. A. c/ Neuquén, Provincia de s/ medida cautelar", el 18 de mayo de 2006 -dictamen que fue compartido por la CSJN en su sentencia del 31 de octubre de 2006 (Fallos: 329:4829)-, y a la resuelta por el Tribunal in re A. N°


      Petrolera TDF Company S.R.L. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Incidente de medida cautelar


      P.535, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Y. N° 19, L. XLII, "YPF S. A. c/ Neuquén, Provincia del s/ medida cautelar", el 18 de mayo de 2006 -dictamen que fue compartido por la CSJN, en su sentencia del 31 de octubre de 2006 (v, Fallos: 329:4829)-, y a la resuelta por el Tribunal in re


      Petrolera LF Company S.R.L. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Incidente de medida cautelar


      P.536, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Y. N° 19, L. XLII, "YPF S. A. c/ Neuquén, Provincia del s/ medida cautelar", el 18 de mayo de 2006 -dictamen que fue compartido por la CSJN, en su sentencia del 31 de octubre de 2006 (v, Fallos: 329:4829)-, y a la resuelta por el Tribunal in re


      Petrolera TDF Company S.R.L. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Incidente de medida cautelar


      P.539, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Y. N° 19, L. XLII, "YPF S. A. c/ Neuquén, Provincia del s/medida cautelar" y E. N° 113, L. XLV, "Enap Sipetrol Argentina S. A. c/Chubut, Provincia del s/ medida cautelar", el 18 de mayo de 2006 y el 23 de octubre de 2009, respectivamente, dictá


      Petrolera LF Company S.R.L. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Incidente de medida cautelar


      P.538, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a Y. N° 19, L. XLII, "YPF S. A. c/ Neuquén, Provincia del s/medida cautelar", el 18 de mayo de 2006 -dictamen que fue compartido por la CSJN en su sentencia del 31 de octubre de 2006 (v. FalIos: 329:4829)-, y a la resuelta por el Tribunal in re Y


      Petrolera TDF Company S.R.L. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Incidente sobre medida cautelar


      P.533, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen D. 539, L. XLV, "De Pinto, Silvia Noemí”


      Barilaro, Ana Alejandra y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - CSJN - Consejo Magistratura - Dto. 5046/51 s/ Empleo público


      B.422, L.XLVII,11 de Octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa I. 49 L. XLII, “I. E. F. Latinoamericana S. A. (T. F. 16. 912-A) c/ D. G. A. ”


      Alba Cia Argentina de Seguros S.A. (T.F. 18855-A) c/ D.G.A


      A.1271, L.XLIII,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa I. 49, L. XLII, "I. E. F. Latinoamericana S. A. (T. F. 16. 912-A) c/ D. G. A. "


      Cosena Seguros S.A. (TF 18883-A) c/ D.G.A


      C.314, L.XLV, 17de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa I. 49, L. XLII, "I. E. F. Latinoamericana S. A. (T. F. 16. 912-A) c/ DGA"


      Alba Cia Argentina de Seguros S.A. (T.F. 17343-A) c/ D.G.A


      A.1058, L.XLIII, 17de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa K. 79, L. XLV, "Kuzmicz, Juan c/ YPF y otro s/ otros reclamos". Corresponde hacer lugar a la queja


      León, Héctor René c/ YPF SA y otro c/ Part. accion. obrero


      L.3, L.XLVI,21 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa L. 33, L: XLVI, “Licardi, Victor Humberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo. ”


      Licari, Victor Humberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      L.591, L.XLV, 25de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/PEN - ley 25. 561 - dtos. 1570/01 214/02 s/ amparo sobre ley 25. 561", sentencia compartida por V. E


      Cabe agregar que los arts. 49 y 51 de la ley 26. 546 mantienen el diferimiento de los servicios de la deuda pública (conf. art. 27 de la ley 24. 156 y decreto 2053/10)


      Vega, Diego Enrique c/ PEN s/ Amparo


      V.193, L.XLIV, 15 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen del 12 de agosto de 2011 emitido en la causa G. 799, L. XLVI "Godoy de Heinrich Ana María c/ Estado Nacional (ENARGAS) y otros s/ amparo"


      Ulloa, Alvaro (Defensor del Pueblo) y otros c/ Estado Nacional - PEN - Ente Nacional Regulador del Gas s/ Amparo


      U.41, L.XLVI, 2 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al fallo S. C. D. 1. 450; L. XLII "Duant Cristóbal Sebastián c/ Anses"


      Mendiberri, Héctor Antonio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ ejecución previsional


      M.535, L.XLIII, 1 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión al fallo S. C. D. 1. 450; L. XLII "Duant Cristóbal Sebastián c/ Anses"


      Toledano, Beatriz Dolores c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ ejecución previsional


      T.179, L.XLV, 1 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión causa A. 971, L. XLIII, "Abregú, Neri del Carmen c/ Yacimientos Mineros Aguas de Dionisio"


      Lobo Rodríguez, Marcelo José c/ Y.M.A.D. s/ Cobro de pesos


      L.478, L.XLVI, 15 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión causa M. 1063, L. XLV, "Mara, Hugo Jorge”


      Empero, en el sub examine no corresponde atenerse a la solución a la que el Tribunal arribó en el citado precedente, a fin de no perjudicar la posición de la parte actora por efecto de su propio recurso, que habilitó la intervención de la Corte en la instancia extraordinaria. Lo contrario significaría incurrir en una reformatio in pejus, en violación a las garantías de la defensa en juicio y de la propiedad


      Martínez, Oscar César c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - SSI - GN - Resol. 221/96 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      M.273, L.XLVII,19 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión causa O. 126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y DDHH -PFA - Dto. 2133/91 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg. " (Fallos: 333:1909)


      Baroni, Edgardo Ramón y otros c/ Estado Nacional s/ Ordinario


      B.853, L.XLVI, 12 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión causa O. 126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y DDHH - PFA - dto. 2133/91 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Etcheverria, Carlos Raúl c/ Estado Nacional s/ Ordinario


      E.112, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión Comp. 1126, L. XLIII; Comp. 858, L. XLIV y Comp. 747, L. XLVI


      Consorcio de Propietarios de la calle General Urquiza 1377/79 c/ Gobierno de la CIudad de Buenos Aires s/ Ejecución de expensas


      COMP.409, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión Comp. 592, L. XLVII, "Libertad S. A. s/ Recurso de apelación en Expte. 3358-587/07- D. C. I. c/ Libertad S. A. s/ Presunta infracción a la ley 24. 240"


      Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia de la provincia de Misiones


      Dirección de Comercio Interior s/ Eleva actuaciones en Expte. 11.901/10 s/ eleva expte. 3358-1250/09 "DCI c/ Amarilla Automotores S.A. s/ Pta. infracción a la ley 22.802"


      COMP.847, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión Comp. 990, L. XLVI, "Coronel, José Hemesto c/ Gendarmería Nacional Argentina s/ amparo"


      Anselmo, Carlos Sebastián y otros c/ Gendarmería Nacional Argentina s/ Amparo


      COMP.758, L.XLVII,27 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen B. 422, L. XLVII, "Barilaro, Ana Alejandra y otros" y D. 539, L. XLV, "De Pinto, Silvia Noemí"


      Barilaro, Ana Alejandra y otros c/ Estado Nacional - Poder Judicial de la Nación - Dto. 5046/51 s/ Empleo público


      B.380, L.XLVII,11 de Octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa A, 919, L. XLVI, "Agro Aceitunera S. A. (T. F. 19. 084-A) c/ DGA"


      Alba Cia Argentina de seg. S.A. (TF-16154-A) c/ D.G.A


      A.1, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa A. 246, L. XLVII, "Albornoz, José A. c/ E. N. A. (Ministerio de Economía) s/ sumario"


      Barreto, Ramón Arturo c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Sumario


      B.50, L.XLVII, 24 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa A. 246, L. XLVII, "Albornoz, José A. c/ E. N. A. (Ministerio de Economía) s/ sumario"


      Martini, Domingo Gregorio c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Sumario


      M.327, L.XLVII, 24 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa A. 818, L. XLVI, "ADM Argentina S. A. (T. F. 21. 394-A) c/ DGA"


      Oleaginosa Oeste SA (TF 22111-A) c/ DGA


      O.61, L.XLVII,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa A. 919, L. XLVI, "Agro Aceitunera S. A. (T. F. 19. 084-A) c/ DGA"


      Agro Aceitunera S.A. (TF 20948-A y ACUM) c/ D.G.A


      A.1023, L.XLVI, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa A. 919, L. XLVI, "Agro Aceitunera S. A. (T. F. 19. 084-A) c/ DGA"


      Alba Cia Argentina de seg. S.A. (TF 22746-A) c/ D.G.A


      A.18, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24. 043- Resol. 1155/06 (ex. 141610/04)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V. E


      Cáceres, Irma Laura c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 266/09 (Ex. 155.805/06)


      C.1235, L.XLV,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa C. 26, L. XLVI, "Cosentino, Gustavo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Educación s/ empleo público"


      Cosentino, Gustavo Jose y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Educación - Secretaria de Cultura s/ Empleo público


      C.9, L.XLVI,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa C. 322, L. XLVI, "Compañia de Teléfonos del Interior S. A. y otro c/ Estado Nacional - Comisión Nacional de Comunicaciones y otros"


      Te Ve Centro S.A. c/ Comisión Nacional de Telecomunicaciones R. 321/00 - 342/00 s/ Proceso de conocimiento


      T.282, L.XLVI,26 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa Comp. 575, L. XLVII, "Dirección de Comercio Interior s/ Eleva actuaciones en autos: "Expte. N° 11. 687/09 s/ Eleva Expte. N° 3. 358-311/04 "Rosa Raúl Armando cl Correo Argentino s/ Presunta Infracción a la Ley 24. 240 - Defe


      Agüero, Julio Oscar c/ Correo Oficial de la República Argentina S.A. s/ Pta. infracción a la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor


      COMP.591, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa Comp. 592, L. XLVII, "Libertad S. A. s/ Recurso de apelación en Expte. 3358-587/07- D. C. I. c/ Libertad S. A. s/ presunta infracción a la ley 24. 240"


      Supermercados California S.A. s/ Recurso de apelación en Expte. 3358 - 405/09 - DCI c/ Supermercado CaIifornia S.A. s/ Pta. infracción al art. 1° de la ley 4304


      COMP.628, L.XLVII,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa Comp. 592, L. XLVII, "Libertad S. A. s/ recurso de apelación en Expte. 3358-587/07- D. C. I. c/Libertad S. A. s/ presunta infracción a la ley 24. 240". Trámite ante la justicia provincial


      Dirección de Comercio Interior (DCI) s/ Eleva actuaciones en autos Expte. n° 3358-243/08 "DCI c/ Puerta S.A. s/ Pta. Infracción a la ley 24.240"


      COMP.791, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa Comp. 592, L. XLVII, "Libertad S. A. s/ recurso de apelación en Expte. 3358-587/07- D. C. I. c/ Libertad S. A. s/ presunta infracción a la ley 24. 240". Trámite ante la justicia provincial


      Dirección de Comercio Interior (DCI) s/ Eleva actuaciones Expte. 3358/511-08 "DCI c/ Amiel, Marcelo Salomon s/ Pta. infracción a la ley 24.240"


      COMP.770, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24. 043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145. 687/04)"


      Picardi, Ilda Raquel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1.166/06 (Ex. 446.065/98)


      P.357, L.XLVI, 13 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa D. 539, L. XLV, "De Pinto, Silvia Noemí"


      Moquedze Mazalan, Andrea Elena y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Dto. 5056/51 - CSJN Ac. 11/02 s/ Empleo público


      M.1036, L.XLVI,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa E. 96, L. XLVII, "Estado Nacional - AFIP - Disp. 290/02 c/ Subizar, Isidoro s/ proceso de conocimiento"


      Estado Nacional - AFIP - Disp. 290/02 c/ Matteri, José María s/ Proceso de conocimiento


      E.95, L.XLVII,9 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa G. 238, L. XLVI, "Guerra, José Antonio c/ Dto. 2744/93 y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Balbi, Diego Matias c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA - Dto. 2744/93, 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      B.467, L.XLVII, 20 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa G. 238, L. XLVI, "Guerra, José Antonio c/ Dto. 2744/93 y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Quevedo, Luis Ricardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA - Dto. 2744/93, 884/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      Q.12, L.XLVII, 20 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa G. 238, L. XLVI, "Guerra, José Antonio"


      Colombo, Analía Daniela c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA - Dtos. 2744/93 y 884/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      C.198, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa G. 238, L. XLVI, "Guerra, José Antonio"


      Esquiroz, Mariano Ariel c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA - Dtos. 2744/93, 884/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      E.33, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa G. 238, L. XLVI, "Guerra, José Antonio"


      Luque, Silvio Osmar c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA - Dtos. 2744/93, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      L.209, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa G. 238, L. XLVI, "Guerra, José Antonio"


      Pérez, Diego Alejandro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA - Dto. 2744/93, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      P.79, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa G. 799, L. XLVI, "Godoy de Heinrich, Ana María c/ Estado Nacional (ENARGAS) y otros s/ amparo"


      Woscoff, Raúl Alberto c/ Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y PEN s/ Amparo - Med. cautelar


      W.31, L.XLVI, 2 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa G. 901, L. XLVI, "Garcia, Silvia Ester c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 ley 24. 043 - Resol. 828/09 (Ex. 144. 419/04)"


      Echeverria, Virginia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3 ley 24.043 - Resol. 828/09 (ex. 144.631/04)


      E.32, L.XLVII, 3 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa L. 33, L. XLVI, "Licari, Victor Humberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ amparo"


      Licari, Víctor Humberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      L.591, L.XLV,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa M. 128, L. XLVII, "Mugnaini Fiad, Eduardo Julio por derecho propio y en su carácter de Defensor del Pueblo de la ciudad de Río Cuarto c/ Estado Nacional Argentino - Enargas y otro s/ amparo"


      Mugnaini Fiad, Eduardo Julio por derecho propio y en su carácter de Defensor del Pueblo de la Ciudad de Rio Cuarto c/ Estado Nacional Argentino y otro s/ Amparo


      M.1089, L.XLVI,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , S. Y. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Aguilar Ruiz, Elva Maritza c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


      A.294, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , S. Y. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Aguilar Ruiz, Elva Maritza c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


      A.295, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , S. Y. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Cuellar, Laira Zulema c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Amparo (Art.14 CCABA)


      C.80, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , S. Y. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Del Valle Tapia, Arnaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


      D.127, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , S. Y. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Garay, Verónica Alejandra c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


      G.192, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      G. D. Silva, Clara y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


      G.416, L.XLVII, 19 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      R. Antonio Víctor c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


      R.354, L.XLVII, 19 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      S. Stella Maris c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


      S.247, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa R. 97, L. XLVI, "Rojas, Laureano y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del interior - Gendarmeria Nacional s/ personal militar (Expte. D)"


      Sainz, Juan Obdulio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Gendarmería Nacional s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      S.698, L.XLVI,6 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa R. 97, L. XLVI, "Rojas, Laureano y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del interior - Gendarmeria Nacional s/ personal militar" (Expte. "D")


      Rojas, Laureano y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Gendarmería Nacional s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      R.98, L.XLVI, 5 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa R. 21, L. XLIV, "Rodríguez, José Antonio c/ Santiago del Estero, Provincia de y otros s/ daños y perjuicios". Causa ajena a la competencia originaria de la Corte


      Toro, Oscar Alfredo c/ Santiago del Estero, provincia de s/ Daños y perjuicios


      T.288, L.XLVII,26 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa S. 671, L. XLVII, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ recurso de apelación". Competencia originaria de la Corte


      Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Santiago del Estero, provincia de s/ Recurso de apelación


      S.674, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa S. 671, L. XLVII, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ recurso de apelación". Competencia originaria de la Corte


      Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Santiago del Estero, provincia de s/ Recurso de apelación


      S.673, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa S. 671, L. XLVII, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ recurso de apelación". Competencia originaria de la Corte


      Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Santiago del Estero, provincia de s/ Recurso de apelación


      S.672, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa S. 671, L. XLVII, "Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ recurso de apelación". Competencia originaria de la Corte


      Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Santiago del Estero, provincia de s/ Recurso de apelación


      S.641, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa S. 881, L. XLV, "Soria, Gabriel E. c/ Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos de la Nación s/ Participación accionariado obrero"


      Soria, Gabriel Ernesto c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación s/ Part. acc. obrero


      S.826, L.XLV,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa T. 317, L. XLVI, "Tevelam S. R. L. (TF 22. 427-A) c/ DGA"


      Industria Metalúrgica Sud Americana S.A. (TF 19.309-A) c/ DGA


      I.5, L.XLVII,6 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa T. 317, L. XLVI, Tevelam S. R. L. (TF 22. 427-A) c/ DGA"


      Tim Cargo SA (TF 21834-A) c/ DGA


      T.68, L.XLVII,6 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa T. 79, L. XLIV, "Telefónica Comunicaciones Personales c/ Municipalidad de Rosario"


      Telefónica Comunicaciones Personales S.A. y Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Ordinario


      T.337, L.XLVI,26 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa U. 43, L. XLVI, "Ulloa, Álvaro (Defensor del Pueblo) y otros c/ Estado Nacional - P . E. N. - Ente Nacional Regulador del Gas s/ amparo"


      Ulloa, Alvaro (Defensor del Pueblo) y otros c/ Estado Nacional - PEN - Ente Nacional Regulador del Gas s/ Amparo


      U.43, L.XLVI, 2 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ quiebra"


      Geberovich Hermanos SCC s/ Quiebra s/ Incidente de actuaciones separadas s/ Recurso extraordinario por G.C.B.A


      G.410, L.XLVII,16 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de los autos principales C. 1235, L. XLV, "Cáceres, Irma Laura c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24. 043 - Res. 266/09 (Ex. 155805/06)"


      Cáceres, Irma Laura c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Res. 1266/09


      C.1186, L.XLV,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha emitido en la causa E. 37, L. XLVI, "ENRE - Resol. 727/07 (Expte. 19707/05) c/ EDENOR S. A. s/ Proceso de ejecución"


      Ente Nacional Regulador de la Electricidad - Resol. 461/08 y otro c/ Edenor S.A. s/ Proceso de ejecución


      E.169, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha emitido en la causa E. 37, L. XLVI, "ENRE - Resol. 727/07 (Expte. 19707/05) c/ EDENOR S. A. s/ Proceso de ejecución"


      Ente Nacional Regulador de la Electricidad c/ Edenor S.A. s/ Proceso de ejecución


      E.122, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha emitido en la causa E. 37, L. XLVI, "ENRE - Resol. 727/07 (Expte. 19707/05) c/ EDENOR S. A. s/ Proceso de ejecución"


      Ente Nacional Regulador de la Electricidad c/ Edenor S.A. s/ Proceso de ejecución


      E.58, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha emitido en la causa E. 37, L. XLVI, "ENRE - Resol. 727/07 (Expte. 19707/05) c/ EDENOR S. A. s/ Proceso de ejecución"


      Ente Nacional Regulador de la Electricidad c/ Edenor S.A. s/ Proceso de ejecución


      E.88, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictame


      Remisión dictamen del día de la fecha emitido en la causa E. 37, L. XLVI, "ENRE - Resol. 727/07 (Expte. 19707/05) c/ EDENOR S. A. s/ Proceso de ejecución"


      Ente Nacional Regulador de la Electricidad y otra c/ Edenor S.A. s/ Proceso de ejecución


      E.220, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha emitido en la causa E. 37, L. XLVI, "ENRE - Resol. 727/07 (Expte. 19707/05) c/ EDENOR S. A. s/ Proceso de ejecución"


      Ente Nacional Regulador de la Electricidad y otro c/ Edenor S.A. s/ Proceso de ejecución


      E.221, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha emitido en la causa E. 37, L. XLVI, "ENRE - Resol. 727/07 (Expte. 19707/05) c/ EDENOR S. A. s/ Proceso de ejecución"


      Ente Regulador de la Electricidad - Resol. 372/07 c/ Edenor S.A. s/ Proceso de ejecución


      E.103, L.XLV,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha emitido en la causa E. 37, L. XLVI, "ENRE - Resol. 727/07 (Expte. 19707/05) c/ EDENOR S. A. s/ Proceso de ejecución"


      Ente Regulador de la Electricidad - Resol. 645/07 c/ Edenor S.A. s/ Proceso de conocimiento


      E.100, L.XLV,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha emitido en la causa E. 37, L. XLVI, "ENRE - Resol. 727/07 (Expte. 19707/05) c/ EDENOR S. A. s/ Proceso de ejecución"


      Ente Regulador de la Electricidad c/ Edenor S.A. s/ Proceso de ejecución


      E.38, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha emitido en la causa E. 37, L. XLVI, "ENRE - Resol. 727/07 (Expte. 19707/05) c/ EDENOR S. A. s/ Proceso de ejecución"


      Ente Regulador de la Electricidad c/ Edenor S.A. s/ Proceso de ejecución


      E.3, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha en el incidente de medida cautelar


      Comunidad Indígena Toba La Primavera - Navogoh c/ Formosa, provincia de y otros s/ Amparo


      C.528, L.XLVII, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha en la causa B. 347, L. XLVI, "Banco Mercurio S. A. c/ BCRA s/ Resol. 294/08 - expte. 30808/08"


      Inadmisibilidad de queja


      Banco Mercurio S.A. c/ Banco Central de la Republica Argentina s/ Resol. 294/08


      B.283, L.XLVI, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re M. 293, L. XLVII, "Molina, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 ley 24. 043 - Resol. 828/09 (Ex. 157682/06)"


      Satragno, Elvira Laura c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 828/09 (Ex. 157678/06)


      S.173, L.XLVII, 7 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Aguila Refractarios S.A. s/ Quiebra


      A.958, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Alberto Matarazzo S.R.L. s/ Quiebra s/ Inc. de apelación


      A.833, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Aries Cia. Arg. de Seguros s/ Quiebra s/ Inc. de apelación Art. 250


      A.1001, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Bianchi Guillermo Oscar s/ Quiebra


      B.173, L.XLVII, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Construvial Técnica S.A. s/ Quiebra


      C.1253, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Dias Dos Santos Americo s/ Quiebra


      D.582, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Drach Maderera S.A. s/ Quiebra s/ Inc. de actuaciones relativas al recurso extraordinario


      D.565, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Frigorifico Danubio S.R.L s/ Quiebra


      F.63, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Gaspetrol S.A. s/ Quiebra


      G.791, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Imar Industria Metalúrgica Argentina S.A. s/ Quiebra


      I.12, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Jorge R. Fernández S.R.L. s/ Quiebra


      J.91, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Kadan S.A. s/ Quiebra s/ Inc. de apelación art. 250


      K.11, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Lácteos Franco S.R.L. s/ Quiebra


      L.127, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Lebro S.A. s/ Quiebra


      L.390, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Massera S.A. s/ Quiebra s/ Incidente relativo al recurso extraordinario


      M.2, L.XLVII, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Noel y Cia. s/ Quiebra s/ Incidente de distribución de fondos s/ Incidente de apelación art. 250 C. Proc. (por GCBA)


      N.1, L.XLVII, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Orlando Giuliano e Hijos SALC s/ Quiebra


      O.10, L.XLVII, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Refrescos del Sur SAIC s/ Quiebra


      R.614, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Ruta Cooperativa Argentina de Seguros Limitada (Liquid. Jud) s/ Quiebra


      R.564, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Safety S.A. s/ Quiebra


      S.753, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Sanatorio Humboldt S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación art. 250


      S.737, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Santiago Julián Lusgardo s/ Quiebra


      S.487, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Selmar S.A.C.E.I. s/ Quiebra


      S.751, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      T.G.I. S.R.L. s/ Quiebra


      T.349, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Tilland S.A. s/ Quiebra


      T.320, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Tresma S.A. s/ Quiebra


      T.291, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Valmarco S.A. s/ Quiebra


      V.464, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      La Vascongada S.A. s/ Quiebra


      L.126, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Coplinco Cia. Platense Industria y Comercio S.A. s/ Quiebra s/ Inc. de apelación


      C.877, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Costa Filippo Federico s/ Quiebra


      C.1064, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Cyment Zelik s/ Quiebra


      C.1034, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha, in re V. 361, L. XLVI, "Viner, Sergio s/ Quiebra"


      Lácteos Las Marías S.R.L. s/ Quiebra


      L.388, L.XLVI, 27 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido el 16 de febrero de este año en los autos G. 238, L. XLVI, "Guerra, José Antonio c/ Dto. 2744/93 y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      De Dominicis, Claudia Gabriela c/ Estado Nacional, Ministerio del Interior, Policía Federal Argentina, Dtos. 2744/93, 1322/06 s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg


      D.208, L.XLVII,30 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en el día de la fecha en los autos R. 264, L. XLVII, "Ramírez Silveiro, J. c/ EN - (Ministerio de O. y S. P. -DNCP y VN) s/ Empleo público"


      Ramírez Silveiro, J. c/ Estado Nacional- Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos- DNCP- VN- s/ Empleo Público


      R.238, L.XLVII,1 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en el día de la fecha en los autos T. 73, L. XLVII, "Termidoro, Vito c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Serv. Públicos s/ Empleo público"


      Termidoro, Vito c/ Estado Nacional- Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Empleo público


      T.66, L.XLVII,1 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en el día de la fecha en los autos T. 73, L. XLVII, "Termidoro, Vito c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Serv. Públicos s/ Empleo público"


      Ramírez Silverio, J. c/ EN, M° OSP, DNCP y VN s/ Empleo público


      R.264, L.XLVII,1 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en el día de la fecha, en la causa A. 246, L. XLVII, "Albomoz, José A. c/ E. N. A. (Ministerio de Economía) s/ sumario". Inaplicabiblidad de intereses adicionales fijados


      Delgado, Orlando Ornar c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Ordinario


      D.44, L.XLVII, 24 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en el día de la fecha, en la causa A. 246, L. XLVII, "Albomoz, José A. c/ E. N. A. (Ministerio de Economía) s/ sumario". Inaplicabiblidad de intereses adicionales fijados


      Rodríguez, Dardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otros s/ Ordinario


      R.5, L.XLVII, 24 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la casua G. 238, L. XLVI, "Guerra, José Antonio c/ Dto. 2744/93 y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Pogacnik, Juan Ernesto c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - SSI - PFA - Dto. 2744/93, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      P.201, L.XLVII, 20 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa A. 1387, L. XLIII, "Aguerre, Miguel Ángel c/ ETOSS - Res. 75/94 y 59/95 y otro s/ empleo público"


      Nicolas Adolfo Eduardo c/ Banco de la Nación Argentina s/ Diligencias preliminares (hoy ordinario)


      N.100, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko", sin perjuicio de lo resuelto por V. E. en las mismas actuaciones (sentencia del 12 de julio de 2011)


      Acosta Neri, Alberto c/ Gendarmería Nacional s/ Ordinario


      A.217, L.XLVII,11 de Octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko", sin perjuicio de lo resuelto por V. E. en las mismas actuaciones (sentencia del 12 de julio de 2011)


      Aquino, Manuel Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército - Dto. 1104/05, 1053/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      A.95, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko", sin perjuicio de lo resuelto por V. E. en las mismas actuaciones (sentencia del 12 de julio de 2011)


      Astigueta, Javier Horacio c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército - Dto. 1104/05 s/ Personal militar y civil de las FF AA y de Seg


      A.17, L.XLVII,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko", sin perjuicio de lo resuelto por V. E. en las mismas actuaciones (sentencia del 12 de julio de 2011)


      Benegas, Víctor Juan y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1104/05 y 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      B.132, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko", sin perjuicio de lo resuelto por V. E. en las mismas actuaciones (sentencia del 12 de julio de 2011)


      Casarella, Héctor Luis y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      C.149, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko", sin perjuicio de lo resuelto por V. E. en las mismas actuaciones (sentencia del 12 de julio de 2011)


      Ceparo, Roberto Leonel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PNA - Dtos. 1246/05, 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      C.97, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko", sin perjuicio de lo resuelto por V. E. en las mismas actuaciones (sentencia del 12 de julio de 2011)


      Figueroa, Néstor Rubén y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Dtos. 1104/05, 1053/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      F.53, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko", sin perjuicio de lo resuelto por V. E. en las mismas actuaciones (sentencia del 12 de julio de 2011)


      Giménez, Sergio Guillermo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 2769/93, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      G.42, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko", sin perjuicio de lo resuelto por V. E. en las mismas actuaciones (sentencia del 12 de julio de 2011)


      Gómez, Roberto Sebastián c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada - Dto. 1104/05, 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      G.10, L.XLVII,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko", sin perjuicio de lo resuelto por V. E. en las mismas actuaciones (sentencia del 12 de julio de 2011)


      Lamb, Claudio Raúl y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dtos. 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      L.14, L.XLVII, 12 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko", sin perjuicio de lo resuelto por V. E. en las mismas actuaciones (sentencia del 12 de julio de 2011)


      Ríos, Felipe Ricardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GN - Dtos. 1126/06, 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      R.78, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko", sin perjuicio de lo resuelto por V. E. en las mismas actuaciones (sentencia del 12 de julio de 2011)


      Rodríguez, Constantino Manuel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GN - Dtos. 1104/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      R.67, L.XLVII, 12 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Achucarro, Hugo Fabian y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      A.1059, L.XLVI, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Atrice, Eduardo Adrian y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dtos 1246/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      A.834, L.XLVI, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Burgos, Ariel Guillermo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA - Dto. 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      B.495, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Ferreyra, Sebastian Cesar Andres y otros c/ Estado Nacional - Minsiterio del Interior GN Dtos 2769/93 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      F.550, L.XLVI, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Garay, Alfredo Lucas y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      G.844, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Gomez del Junco, Nestor Alfredo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 1246/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      G.566, L.XLVI, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Gómez, Víctor Luciano y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - G.N. - Dto. 1126/06 s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seg


      G.2, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Isasi, Juan Ricardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior GN Dtos 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      I.143, L.XLVI, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Kozuszne, Julio Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GN - 1104/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      K.85, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Libero, Jorge Norberto y ortos c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GN - 1104/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      L.280, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Meza, Mónica Elizabet y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GN - 1246/05, 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      M.988, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Narambuena, Juan Francisco y otros c/ Estado Nacional - Minsiterio de Justicia GN Dtos 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      N.127, L.XLVI, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Naveira, Carlos Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GN - 1104/05, 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      N.78, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Reynoso, Ramón Enrique y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GN - 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      R.385, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Troyano, Guillermo Ruben y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GN - 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      T.346, L.XLVI, 12 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko"


      Villaboa, Carlos Inocencio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dtos 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      V.399, L.XLVI, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Konig, Carlos Ezequiel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GN - Dtos. 1104/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      K.82, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros”


      Tejada, Juan Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dto 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      T.218, L.XLVI,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, “Borejko, Carlos Isidoro y otros”


      Lambert, Diego Francisco y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia GN Dtos 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg


      L.501, L.XLVI,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24. 043 - Resol. 1155/06 (ex. 141610/04)"


      Burgos Zeballos, Martin c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 542/10 (Ex. 151802/05)


      B.919, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24. 043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145. 687/04)"


      Tellez, María Guadalupe c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 904/08 (Ex. 150570/05)


      T.3, L.XLVII, 7 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa D. 43, L. XLVI, "Dona, Agustín Carlos y otros c/ EN - SIDE - Resol. 17/00 s/ Empleo público - co actor Ormella"


      Garabito, Jorge Rubén y otros c/ EN - SIDE - Resol. 17/00 s/ Empleo público


      G.196, L.XLVII,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa E. 276, L. XLVI, "Estado Nacional c/ Papel Prensa S. A. s/ Ordinario (recurso de queja deducido por Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial)". Pronunciamiento inoficioso


      Se comparten los términos de la apelación fiscal en punto, especialmente, a la omisión de vista a este Ministerio Público Fiscal


      Estado Nacional c/ Papel Prensa S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares


      E.100, L.XLVII, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa E. 276, L. XLVI, "Estado Nacional c/ Papel Prensa S. A. s/ Ordinario (recurso de queja deducido por Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial)". Pronunciamiento inoficioso


      Se comparten los términos de la apelación fiscal en punto, especialmente, a la omisión de vista a este Ministerio Público Fiscal


      Estado Nacional c/ Papel Prensa S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares


      E.101, L.XLVII, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa G. 1024, L. XLIV, "Greco Hermanos S. A. "


      Greco hermanos S.A. s/ Quiebra s/ Ins. de restitución de vinos


      G.290, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa G. 78, L. XLV. "Gómez, Susana Gladys"


      Sanchez, María Isabel c/ Lim Val S.A. y otro s/ Despido


      S.374, L.XLV,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa G. 238, L. XLVI. , "Guerra, José Antonio c/ Dto. 2744/93 y otro s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Anheluk, Roxana Elizabeth c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA - Dto. 2744/93, 884/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      A.94, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa I. 49, L. XLII, "Ief Latinoamericana S. A. (T. F. 16. 912-A) c/ DGA"


      Alba Cia Argentina de Seguros S.A. (T.F. 17354-4) c/ D.G.A


      A.164, L.XLIV, 17de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa I. 49, L. XLII, "Ief Latinoamericana S. A. (T. F. 16. 912-A) c/ DGA"


      Alba Cia Argentina de Seguros S.A. (T.F. 18301-A) c/ D.G.A


      A.287, L.XLIII, 17de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa O. 238, L. XLVI, "Guerra, José Antonio c/ Dto. 2744/93 y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Merchan, Dante Esteban c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA - Dtos. 2744/93, 884/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      M.734, L.XLVII, 20 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa P. 738, L. XL VI “Puy Gabriela”


      Puy, Mariana c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos art. 3 Ley 24.043 Res. 966/09 Ex. 145.701/04


      P.740, L.XLVI, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa P. 738, L. XL VI “PUY Gabriela”


      Puy, Paula c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos ART 3 LEY 24.043 RESOL 966/09 EX 145.358/04


      P.737, L.XLVI, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Gómez, Maria Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


      G.880, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Gómez, Rosa Nélida c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


      G.29, L.XLVII,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Gómez, Rosa Nélida c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Amparo


      G.28, L.XLVII,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Gutiérrez, Miriam Zulema c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


      G.943, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      Gutiérrez, Miriam Zulema c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Amparo


      G.945, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      El recurso extraordinario federal es inadmisible y fue correctamente denegado


      Salvatierra, Ema Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Amparo


      S.895, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo"


      El recurso extraordinario federal es inadmisible y fue correctamente denegado


      Molinas, Sandra Susana c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Art. CCABA


      M.40, L.XLVII,14 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en la causa Y. 19, L. XLII, Originario, “YPF S. A. ”


      Alianza Petrolera Argentina S.A. c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


      A.140, L.XLVII,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en los autos D. 43, L. XLVI, "Dona, Agustin Carlos y otros c/ EN - SIDE - Resol. 17/00 s/ Empleo público - co actor Ormella"


      Cerimeo, Julio Eduardo y otros c/ EN - SIDE - Resol. 17/00 s/ Empleo público


      C.295, L.XLVII,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en los autos E. 45, L. XLVI, "El Brujo S. R. L. c/ EN - Ministerio de Economía - AFIP - DGA - Resol. 485/05 s/ Dirección General de Aduanas"


      Goldsonic S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economia - Resol. 485/05 DGA - SI (2 BL 4 Contenedores) s/ Proceso de conocimiento


      G.23, L.XLVII,6 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en los autos E. 45, L. XLVI, "El Brujo S. R. L. c/ EN - Ministerio de Economía - AFIP - DGA - Resol. 485/05 s/ Dirección General de Aduanas"


      Parnassa S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol. 485/05 (Expte. SO1: 207378/09) s/ Amparo Ley 16.986


      P.105, L.XLVII,6 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen emitido en los autos E. 45, L. XLVI, "El Brujo S. R. L. c/ EN - Ministerio de Economía - AFIP - DGA - Resol. 485/05 s/ Dirección General de Aduanas"


      Ruatex S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol. 589/08 - (S01: 122499 y 122493/10 ) s/ Amparo Ley 16.986


      R.47, L.XLVII,6 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen en la causa G. 238, L. XLVI, "Guerra, José Antonio"


      Maidana, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA - Dto. 2744/93, 884/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      M.174, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen vertido en la causa G. 1207, L. XLIV, "Gallo Llorente, Santiago Emilio y otro c/ EN - Ministerio de Economía - Resol. 125/08 (Dto. 2752/91) s/ Amparo ley 16. 986"


      Pronunciamiento inoficioso


      Menchon, Ricardo c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


      M.854, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictámenes de las causas M. 1036, L. XLVI, "Moquedze Mazalan, Andrea Elena y otro c/ EN - Ministerio de Justicia - Dto. 5046/51 - CSJN - Ac. 11/02 s/ empleo público" y D. 539, L. XLV, "De Pinto, Silvia Noemí c/ EN - PJN - (Dto. 5046/51) s/ empleo


      Moquedze Mazalan, Andrea Elena y otro c/ Estado Nacional - Poder Judicial de la Nación s/ Empleo público


      M.1044, L.XLVI,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictámenes emitidos en los autos L. 216, L. XLV, "Losicer, Jorge Alberto y otro c/ B. C. R. A. - resolución 169/05"; A. 331, L. XLVI, "Arcusin, Fernando c/ B. C. R. A. - resolución 300/04" y G. 698, L. XLIV, "Gioda, Pedro Domingo y otros c/ B. C


      No corresponde admitir la queja


      Gonzalez Chion, Enrique Pedro y otros c/ B.C.R.A. s/ Resol. 110/05


      G.488, L.XLVI, 1 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictámenes emitidos en los autos L. 216, L. XLV, "Losicer, Jorge Alberto y otro c/ B. C. R. A. - resolución 169/05"; A. 331, L. XLVI, "Arcusin, Fernando c/ B. C. R. A. - resolución 300/04" y G. 698, L. XLIV, "Gioda, Pedro Domingo y otros c/ B. C


      No corresponde admitir la queja


      Gonzalez Chion, Enrique y otros c/ B.C.R.A. s/ Resol. 110/05 (Exp. 100383 Sum Fin 579)


      G.489, L.XLVI, 1 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión Fallos: 329:5913 y 330:3680


      Ello no varía, por el hecho de que se trate, en el caso, de un depósito que integra el conjunto de pasivos privilegiados que fueron excluidos del Banco General de Negocios y transferidos al Nuevo Banco de Santa Fe en virtud de la resolución 270/02 del directorio del Banco Central de la República Argentina, ya que la responsabilidad asumida por la entidad financiera que recibió dichos pasivos privilegiados comprende el saldo de los depósitos en dólares, convertidos a pesos según la paridad de $1,40 por cada dólar, ajustados por el CER y los intereses correspondientes (v. , en ese sentido, causa R. 1673, L. XLI, "Ricci, Herminia Alicia Silverio y otro c/ P. E. N. - dec. 1570/01, 214/02 s/ amparo ley 16. 986", sentencia del 11/9/07)


      Sánchez de Hidalgo, Gladys Nélida c/ EN - Dto. 1570/01 214/02 - s/ amparo ley 16.986


      S.416, L.XLIV,14 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión Fallos: 333:1133 (caso "Longombardo"). Agravios introducidos tardíamente: planteo extemporáneo


      Se advierte que el dictado del decreto 894/01 por parte del Poder Ejecutivo Nacional -que, en lo que aquí interesa, incorpora un último párrafo al art. 1 del régimen aprobado por el decreto 8566/61-, no importa una intromisión en el ámbito legislativo propio de la provincia, toda vez que se trata de un ordenamiento destinado a regular las incompatibilidades en la ocupación de cargos de la administración pública nacional


      Martínez, Daniel Víctor c/ EN - Registro Nacional de las Personas - Dto. 894/01 y otro s/ Proceso de conocimiento


      M.44, L.XLVII, 13 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión Fallos: 333:2200 (caso "Greco")


      Greco Hnos. SAlCA s/ Quiebra s/ Incidente restitución de vinos por Zingaretti Hermanos


      G.765, L.XLVI,9 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión Fallos: 333:335 ("Sánchez")


      Tettamanti, Alicia Marion Lourdes c/ Estado Nacional - Sindicatura General de la Nación s/ Despido


      T.322, L.XLV, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión M. 1401, L. XLIII, "Marcelo, Osvaldo Mario - incidente y otros c/ EN - SIDE - Resol. 17/00 s/ Empleo público",


      Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por la Corte Suprema en torno al objeto del litigio, mantengo la opinión que expuse al pronunciarme en la causa A. 2012, L. XLI,"Alaniz, Miguel Ángel c/ EN - Ministerio de Defensa - EMGE s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad"


      Arce, Héctor Ramón y otros c/ EN - SIDE - Resol. 17/00 s/ Empleo público


      A.240, L.XLVII, 13 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión M. 1401, L. XLIII, "Marcelo, Osvaldo Mario s/ incidente y otros c/ Estado Nacional - SIDE - Resol. 17/00 s/ empleo público", sentencia del 12 de agosto de 2008


      Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por V. E. en torno al objeto del litigio, mantengo mi opinión vertida en el dictamen de la causa A. 2012, L. XLI, "Alaniz, Miguel Angel cl Estado Nacional . Ministerio de Defensa - EMGE s/ Personal militar y civil de las FFAA y Seguridad"


      Castaing, Alejandra c/ Estado Nacional - Secretaria de inteligencia de Estado - Dto. 780/92 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


      C.726, L.XLVII, 17 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Remisión M. 182, L. XLIII, "Modarelli, Nicolás José c/ Administración Nacional de la Seguridad Social"


      Cicoli, Marcela c/ ANSES s/ Ejecución previsional


      C.2913, L.XLII,14 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión O. 126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y DDHH - PFA - dto. 2133/91 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Casanova, Julia c/ Estado Nacional s/ Ordinario


      C.641, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión S. 2488, L. XLI, "Schnaiderman, Ernesto Horacio c/ Estado Nacional - Secretaría de Cultura y Comunicación de la Presidencia de la Nación"


      Masutti, Raúl Federico c/ Estado Nacional s/ Contencioso administrativo


      M.4, L.XLVI, 22de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión S. 301, L. XLIV, "Salas, Pedro A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa"


      Vanetta, Edith Raquel Rosa y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Defensa s/ Ordinario


      V.403, L.XLVI, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Repetición solicitada por la Fundación Emprender en relación a sumas indebidamente ingresadas en concepto de IVA. Remisión al dictamen de la causa M. 282, L. XLVI, "Municipalidad de Monte Cristo c/ DGI". Aplicación inmediata de las normas procesales: exce


      Las cuestiones aquí debatidas resultan sustancialmente análogas a las ya examinadas en M. 282, L. XLVI, "Municipalidad de Monte Cristo c/ DGI" -en especial IV, V y VI-, a cuyos fundamentos corresponde remitir en cuanto fueren aplicables al sub judice. Con respecto a la aplicación inmediata del recaudo incorporado en el art. 81 de la ley 11. 683 por la ley 25. 795, si bien desde antiguo la Corte Suprema tiene dicho que las normas procesales son de aplicación inmediata a partir de su entrada en vigencia, aun a los juicios pendientes, también ha hecho salvedad en los supuestos en que existen actuaciones válidamente cumplidas con arreglo a la ley anterior, ya que su estabilidad sevincula con las garantías de los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. Dicha excepción debe aplicarse al sub lite, toda vez que el recurso de apelación del art. 76, inc. b), de la ley de procedimientos tributarios fue interpuesto el 2 de septiembre de 2002, momento en el cual precluyó la posibilidad del contribuyente de ofrecer la prueba que hace a su derecho, conforme a lo establecido por los arts. 159, inc. c), 166, 173 y cc. de dicha ley, es decir con anterioridad a la sanción de la norma procesal cuya aplicación pretende la demandada. En otras palabras, la pretensión del Fisco importaría una clara violación al derecho de defensa de la actora, al exigirle ex post facto el cumplimiento de un extremo no previsto por la ley vigente al momento del inicio de esta causa


      Fundación Emprender (TF 20.679-I) c/ Dirección General Impositiva


      F.481, L.XLVI, 23 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Retiro de un comisario mayor. Reclamo de pago de adicionales. Imposición de las costas. Fallo de un Tribunal Superior provincial. Rechazo de la queja


      Situados en el ámbito de una doctrina, como la referida a las sentencias arbitrarias, de tenor excepcionalísimo, se aprecia que la presentante no patentiza conforme es menester la existencia de un defecto invalidante en el decisorio de la a quo. No existe justificativo para percibir emolumentos correspondientes a funciones de los agentes públicos que no han sido desempeñadas, toda vez que no alcanza la ilegitimidad del acto de baja para acordar esa pretensión, incluso en supuestos regidos por el derecho administrativo local. Por otro lado, lo referido a la imposición de las costas constituye una cuestión procesal que noautoriza la apertura de la instancia extraordinaria, máxime si el apelante no evidencia que lo decidido pueda ser descalificado con base en la doctrina de la arbitrariedad, de aplicación particularmente restrictiva en la materia


      Porro, Carlos Norberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ amparo


      P.1574, L.XLII,24 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Se requiere al Juzgado Federal del Departamento Judicial de Campana, Provincia de Buenos Aires la remisión de los autos "Banco de la Nación Argentina c/ Fadega SA s/ cobro ordinario" y "Banco de la Nación Argentina c/ Fadega SA s/ cobro ejecutivo" (expte


      Banco de la Nación Argentina c/ Sucesores de Tarsetti, Mario Néstor y otros s/ Cobro ejecutivo


      COMP.667, L.XLVII, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita la causa n° 933 del registro del Tribunal Oral en lo Criminal Federal de la ciudad de Bahia Blanca, provincia de Buenos Aires -autos n° 10. 097 de la Sala IV de la Cámara Nacional de Casación Penal-, para mejor dictaminar


      R., Rodrigo Ariel c/ Causa n° 10.097


      R.479, L.XLVII, 31 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita la remisión de las actuaciones administrativas que dieron origen al sumario N° 12034-648- 2008 de la A. F. I. P (reservado a fs. 40 en el expte n° 20. 458/2009)


      Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Alpargatas Calzados S.A. s/ Ejecución Fiscal


      F.305, L.XLVI, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita la remisión de los autos "C, María Florencia c/ C, Guillermo s/ modificación régimen de visitas" –expediente principal e incidentes en que intervinieren la actora y el demandado respecto del menor V. C. -


      C.M.F c/ C.G.E. s/ Denuncia violencia familiar


      COMP.558, L.XLVII,15 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita la remisión de los autos principales


      G., Karina Dana s/ Causa N° 12792


      G.763, L.XLVI,11 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita la remisión de los autos principales


      S., Daniel y otros s/ Homicidio agravado -causa N° 17/04-


      S.7, L.XLVI, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita remisión de la queja por denegación de recurso extraordinario deducida en la presente causa y que tramita con el número P. 334, L. XLVI


      Prado, Inocencio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior GN Dtos 2769/93 y 1246/03 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      P.449, L.XLVI,9 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita remisión de los autos "Ramos, Hipólita c/ Estado Nacional Argentino y/o quien resulta propietario s/ prescripción adquisitiva veinteñal", y "Ramos, Hipólita s/ diligenciaspreliminares", ambos en trámite ante el Juzgado Federal de Presidencia


      Ramos, Hipólita c/ Municipalidad de Charata y/o Tejedor, María Andrea s/ Interdicto de obra nueva


      COMP.855, L.XLVII, 7 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita vista al Fiscal General de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, dándole la participación que legalmente le compete (arts. 120 de la Constitución Nacional, 52, Ley N° 24. 240, 1° y 25 de la Ley N° 24. 946)


      Unión de usuarios y consumidores c/ Estado Nacional SC Resol. 2925/99 y otros s/ Proceso de conocimiento


      U.53, L.XLVI, 13 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Solicita las actuaciones principales y las vinculadas con el trámite de prescripción para mejor dictaminar


      M., Carlos Saúl s/ Causa n° 12.469


      M.1093, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Solicita remisión de actuaciones “Rojas Laureano y otros”, expte. 12. 711/1999 Letra "C", previo a dictaminar


      Rojas, Laureano y otros (D) c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Gendarmería Nacional s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


      R.97, L.XLVI, 21 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Solicitud de ser tenidos por querellante. Asociaciones civiles de intereses colectivos, relacionadas con violaciones a los derechoshumanos. Víctimas de la dictadura militar. Aplicación del art. 82 bis del Código Procesal Penal. Ley 26. 550. Cuestión que


      Los fallos de la Corte Suprema han de atender a las circunstancias existentes en el momento en que se los dicta, cuando ellas han variado después de la interposición del recurso extraordinario que habilita su jurisdicción


      Acosta, Jorge Eduardo s/ Recurso de Queja


      A.807, L.XLV,5 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      A fin de mejor dictaminar, se solicita a la CSJN tenga a bien requerir, de estimarlo pertinente, al Juzgado Federal de Ejecuciones Fiscales Tributarias N° 3 la remisión de los autos "AFIP-DGA c/ Alpargatas Calzados SA s/ Ejecución Fiscal" (expte. n° 30. 2


      Fisco Nacional-AFIP c/ Alpargatas Calzados S.A. s/ ejecución fiscal


      F.289, L.XLVII,15 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Generalidades


      Adicionales creados por el decreto 2744/93 y modificatorios y decreto 1322/06. Funciones del Ministerio Público: efectivo cumplimiento del debido proceso legal (art. 25, inc. h, de la ley 24. 946). Concesión del recurso extraordinario: previo a expedirse


      La cámara debió sustanciar el desistimiento parcial de la acción formulado por la actora y pronunciarse sobre esa cuestión antes de conceder el recurso extraordinario interpuesto por la demandada, ya que una eventual conformidad de esta última con dicho desistimiento dejaría sin gravamen al apelante de fs. 140/145, toda vez que sus agravios únicamente se refieren -reitero- al acogimiento de la pretensión esgrimida con relación a las sumas otorgadas por el decreto 1322/06


      Grassi, Héctor Rubén y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA - Dto. 2744/93, 884/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      G.836, L.XLVI, 17 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Invalidez de la resolución que declaró inadmisible el recurso


      Si el auto que declaró inadmisible el recurso extraordinario resulta manifiestamente infundado, corresponde dejar sin efecto la resolución recurrida y devolver las actuaciones al tribunal de orígen, para que proceda a sustanciar correctamente el recurso extraordinario y oportunamente resuelva sobre su procedencia


      G., Beatriz Cristina s/ Causa n° 11.114


      G.477, L.XLVII, 7 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Deuda pública. Régimen de consolidación de deudas. Excepciones al diferimiento de pagos. Informar de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional objeto de la litis a fin de evitar un pronunciamiento inoficios


      A los efectos de evitar un pronunciamiento inoficioso, se recomienda al Tribunal que, en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se requiriera a las partes que informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional objeto de la litis. En concreto, si se abonaban, y de qué forma, los servicios financieros y la amortización de dichos bonos,así como si existían pagos pendientes o fueron totalmente cancelados


      Torchia, Julio José c/ Poder Ejecutivo Nacional ley 25.561 Dto. 1570/01 214/02 s/ Amparo


      T.301, L.XLVI, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Falta de partes esenciales del proceso necesarias para la emisión del dictamen del Ministerio Público y del pronunciamiento del Tribunal. Medida previa: incorporación de las piezas faltantes. Nueva vista


      Banco de la Nación Argentina c/ Giambenedetti Hnos. s/ Ordinario


      B.357, L.XLVI, 1 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      La cuestión planteada en el recurso ha devenido abstracta y un pronunciamiento de la Corte a su respecto resulta inoficioso


      Castro, Roberto Hugo s/ Causa n° 12193


      C.1305, L.XLVI, 1 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Liquidación de haberes. Dto 2744/93. Remisión a los fundamentos de la causa O. 126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - PFA - Dto. 2133-91 s/ Personal militar y civil de las


      Aguilar, Nestor Mario y otros c/ Estado Nacional s/ Ordinario


      A.243, L.XLVI,28 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Pendiente de resolución, resulta prematuro dictaminar


      Salta, Provincia de c/ Caja Complementaria para la Actividad Docente s/ Recurso directo


      S.375, L.XLVII,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Pretendida inconstitucionalidad del decreto 471/02. Inexistencia de gravamen. Planteos que han devenido abstractos


      La subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. Al no advertirse la presencia de un interés actual que deba recibir una respuesta de la Corte Suprema, toda decisión al respecto es inoficiosa, pues le está vedado expedirse sobre planteos que han devenido abstractos


      Sampietro, Ricardo Emilio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      S.765, L.XLV,27 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Falta del traslado previsto en el art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación


      Es jurisprudencia pacífica de V. E. que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, en especial la atinente al trámite previsto en la citada norma del código de forma, tiene por objeto dar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones conducente para la correcta solución del litigio. Por ello, y más allá de que lo relativo al cumplimiento de los requisitos formales de la apelación extraordinaria que se vinculan con dicha acordada corresponde que sean examinados, en principio, por el Tribunal, debe dejarse sin efecto elpronunciamiento de los autos principales, debiendo remitirse las actuaciones al tribunal de origen para que se sustancie el recurso extraordinario y oportunamente, por quien corresponda,se resuelva sobre su admisibilidad, de acuerdo con lo establecido por el art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación (confr. Y. 34, L. XXXVII, "Yoma S. A. y otras s/ concurso preventivo por agrupamiento", sentencia del 20 de mayo de 2003)


      Diario Perfil S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva y otros s/ Recurso


      D.212, L.XLVII, 6 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario: traslado a las partes. Notificación personal o por cédula. Utilización de otro medio alternativo a la cédula: imposible para las actuaciones que deban efectuarse con entrega de copias. Ejercicio del derecho de defensa y debido proc


      Dispone el segundo párrafo del art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que de la presentación en que se deduzca el recurso extraordinario debe darse traslado a las partes interesadas, notificándolas personalmente o por cédula. Este medio de notificación es exigido también por dicho precepto para la providencia que disponga la concesión del recurso. Si bien el art. 136 CPCCN prevé la posibilidad de utilizar otros medios alternativos a la cédula, ello no es posible para aquellas actuaciones que deban efectuarse con entrega de copias, las que deberán realizarse únicamente por cédula o acta notarial. La adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, en especial la atinente al trámite previsto en la citada norma del código de forma, tiene por objeto dar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige eldebido proceso y plantear las cuestiones conducentes para la correcta solución del litigio


      Frigorífico de Aves Soychu S.A.I.C.F.I. c/ Municipalidad de Gualeguay


      F.509, L.XLV, 16 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Solicita informe como medida para mejor dictaminar


      Novamar S.A. s/ Conc. Prev. s/ Inc. de apelación


      N.177, L.XLVI,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Solicita remisión de expedientes para mejor dictaminar


      Sosa, Nimia Jorgelina c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


      S.536, L.XLIV,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Objeto


      Cumplimiento de pena privativa de libertad. Condenado que obtuvo su libertad. Cuestión que devino abstracta


      El ejercicio de la jurisdicción de la Corte, tanto originaria como apelada, es necesario que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a una cuestión abstracta, como sería la que pudiera plantear quien ya carece de interés económico o jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse


      G., Alejandro Javier y Morando, Antonella Noemi s/ Causa N° 11824


      G.80, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Circunstancias existentes al momento de resolver, sobrevinientes al recurso extraordinario. Objeto imposible. Cuestión abstracta


      Novamar S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de apelación


      N.177, L.XLVI,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Requisitos de admisibilidad


      Remisión dictamen del día de la fecha en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      El recurso extraordinario federal es inadmisible y fue correctamente denegado


      Alba Quintana, Pablo c/ G.C.B.A. s/ Recurso de inconstitucionalidad concedido


      A.738, L.XLVI, 26 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Inadmisibilidad del recurso extraordinario


      Dado que los presupuestos de admisibilidad del recurso extraordinario no pueden soslayarse a través de la invocación de la doctrina de la arbitrariedad o del desconocimiento de prerrogativas fundamentales, la apelación federal no resulta viable


      García, Walter Sebastián y otros c/ Luque, Pablo y otros s/ Daños y perjuicios


      G.294, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      El recurso extraordinario federal es inadmisible y fue correctamente denegado


      Alonso, Gloria Sara c/ G.C.B.A. s/ Amparo


      A.867, L.XLVI, 26 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha en la causa Q. 64, L. XLVI, "Q. C. , Sonia Yolanda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (recurso de hecho deducido por la actora)"


      El recurso extraordinario federal es inadmisible y fue correctamente denegado


      Bernstein, Miriam Graciela c/ G.C.B.A. s/ Amparo


      B.58, L.XLVII, 26 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Títulos de la deuda pública. Aplicación precedente Galli. Inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa: procedencia recurso extraordinario


      Con arreglo a lo previsto en el art. 14 de la ley 48, siempre que esté en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa, en que el recurrente funda el derecho que estima asistirle, se configura una hipótesis que hace formalmente viable el recurso extraordinario. Empero, la procedencia sustancial de dicho recurso está supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte, cuya evaluación corresponde a los integrantes de la Corte por ser los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos,especialmente en supuestos como el de autos en el que no hubo intervención previa del Ministerio Público


      Coppo, Cora Eugenia c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Dto.1570/01, 214/02 s/ Amparo


      C.1172, L.XLVI, 3 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Inadmisibilidad del recurso de queja y el recurso extraordinario. Remisión al dictamen de la causa G. 78, L. XLV, "Gómez, Susana Gladys c/ Golden Chef S. A. y otros"


      Cancio, Victor Damian c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Despido


      C.381, L.XLV,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Admisibilidad del recurso extraordinario. Remisión al fallo 329:3459 y 4667


      DirecTV Argentina S.A. c/ Municipalidad de Lanus s/ Acción declarativa de certeza


      D.603, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Agravios idénticos a los de la instancia anterior. Improcedencia del recurso


      El recurso directo intentado no podrá prosperar, pues el juzgador, haciendo lugar a un recurso de aclaratoria interpuesto por la demandada, y declarando abstracto el de nulidad intentado por la accionante precisó que el voto del último juez fue en adhesión a la opinión vertida por el primero, que -vale ponerlo de resalto- decidió declarar desierto la apelación referida, en concordancia con la parte resolutiva de la decisión. Las circunstancias apuntadas, evidencian que el recurrente no sedirigió contra la sentencia definitiva de la causa y, por ende, uno de los requisitos propios de tan excepcional apelación fue insatisfecho. El recurso extraordinario no se dirige contra la sentencia definitiva, si versa sobre agravios idénticos a los que dieron motivo al pronunciamiento posterior de la cámara en ocasión de resolver favorablemente una aclaratoria, al tiempo que -vale precisarlo- lo hace carecer de agravio en esta instancia en ese punto


      Puente Blanco S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ impugnación de deuda


      P.493, L.XLVI, 6 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Doctrina sobre los requisitos jurisdiccionales: la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar. Fallos: 313:1081; 320:1875, entre otros


      Resulta inconducente pronunciarse respecto de la cuestión de competencia planteada en autos. Corresponde devolver la causa a la justicia local para que por intermedio del juzgado que intervino proceda a tener por desistidos a los actores, en su caso, y proceda a su archivo


      Pavia, Pilar y otros c/ Estado Nacional Prefectura naval Argentina s/ Amparo


      COMP.88, L.XLVII, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Doctrina sobre los requisitos jurisdiccionales: la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar. Fallos: 313:1081; 320:1875, entre otros


      Resulta inconducente pronunciarse respecto de la cuestión de competencia planteada en autos. Corresponde devolver la causaa la justicia local para que por intermedio del juzgado que intervino proceda a tener por desistidos a los actores, en su caso, y proceda a su archivo


      Ponce, Inocencio y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ Amparo


      COMP.99, L.XLVII, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Doctrina sobre los requisitos jurisdiccionales: la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar. Fallos: 313:1081; 320:1875, entre otros


      Resulta inconducente pronunciarse respecto de la cuestión de competencia planteada en autos. Corresponde devolver la causa a la justicia local para que por intermedio del juzgado que intervino proceda a tener por desistidos a los actores, en su caso, y proceda a su archivo


      Romero, Jose Luis y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ Amparo


      COMP.92, L.XLVII, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Doctrina sobre los requisitos jurisdiccionales: la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar. Fallos: 313:1081; 320:1875, entre otros


      Resulta inconducente pronunciarse respecto de la cuestión de competencia planteada en autos. Corresponde devolver la causa a la justicia local para que por intermedio del juzgado que intervino proceda a tener por desistidos a los actores, en su caso, y proceda a su archivo


      Silva Rudecindo, Feliciano y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ Amparo


      COMP.102, L.XLVII, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Doctrina sobre los requisitos jurisdiccionales: la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar. Fallos: 313:1081; 320:1875, entre otros


      Resulta inconducente pronunciarse respecto de la cuestión de competencia planteada en autos. Corresponde devolver la causa a la justicia local para que por intermedio del juzgado que intervino proceda a tener por desistidos a los actores, en su caso, y proceda a su archivo


      Tisocco, Horacio Raul y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ Amparo


      COMP.100, L.XLVII, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Doctrina sobre los requisitos jurisdiccionales: la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar. Fallos: 313:1081; 320:1875, entre otros


      Resulta inconducente pronunciarse respecto de la cuestión de competencia planteada en autos. Corresponde devolver la causa a la justicia local para que por intermedio del juzgado que intervino proceda a tener por desistidos a los actores, en su caso, y proceda a su archivo


      Estigarribia, Cristian Angel y otros c/ Estado Nacional Prefectura Naval Argentina s/ Amparo


      COMP.87, L.XLVII, 1 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Necesidad de pronunciamiento sobre la admisibilidad del recurso ordinario de apelación


      No cabe considerar la apelación extraordinaria cuando procede el recurso ordinario concedido, por ser éste comprensivo de su plena jurisdicción. Ello así, y en atención a lo normado por el art. 33, inc. 3 de la ley 24. 946, hasta tanto el Tribunal no se pronuncie en el expediente C. 422, L. XLVI sobre la admisibilidad del recurso ordinario de apelación impetrado por la demandada, resulta prematuro que este Ministerio Público emita opinión en esta queja


      Carlos E. Enriquez S.A. - UTE - y otros c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Acción meramente declarativa


      C.209, L.XLVI, 29 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad. No se configura cuestión federal típica


      Sin perjuicio de que el recurso extraordinario intentado fue concedido por entenderse cuestionada la interpretación de normas de carácter federal, es formalmente inadmisible y por ello, mal concedido desde el momento en que no se encuentra configurada una cuestión federal típica. Ello es así pues, si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia a la errónea interpretación de la ley 24. 240, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo de la alzada, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48. En efecto, el tribunal ponderó las circunstancias de hecho y consideró que no estaban reunidos los requisitos legales para determinar la imputación de la conducta ni la aplicación de la multa impuesta por el organismo estatal. Por otro lado, sobre losplanteos formulados con sustento en la arbitrariedad de la sentencia, se entendió que no corresponde que V. E se pronuncie, toda vez que, ante la denegación del recurso en este aspecto, el apelante no dedujo queja. Por lo tanto, el recurso extraordinario fue mal concedido


      Banco Patagonia S.A. c/ DNCI Disp. 163/05 Expte. 152.770/02


      B.518, L.XLVI, 18 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Requisitos de actividad. Fundamentación


      Homicidio simple. Alegado estado de emoción violenta: rechazo. Inexistencia de arbitrariedad. Mero disenso del recurrente con la decisión de grado. Derecho de defensa eficaz: concepto


      La cuestión que se intenta someter a consideración de V. E. se limita aseverar un enfoque distinto en una materia no federal, por lo que la crítica en tal sentido no trasciende el mero disenso sobre el criterio de los jueces en la selección y valoración de las pruebas, que fue resuelto con suficientes fundamentos no federales que, más allá de su acierto o error, obstan a su descalificación como acto judicial válido. Sin perder de vista que el éxito de la labor desempeñada por un abogado es inherente al riesgo que entraña todo pleito, el supuesto menoscabo a la garantía de defensa en juicio se basa únicamente en un aspecto que aquella no cubre, como es la eficacia de su ejercicio. Tampoco la recurrente llega, en tal sentido a demostrar en qué medida las pruebas y defensas que se vio imposibilitado producir y ejercer al no encontrarse presente su abogado en tales declaraciones, habrían influido en la ulterior condena


      R., Walter Ariel s/ Homicidio simple


      R.1257, L.XLII, 17 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Prescripción de la acción penal. Concepto de plazo razonable. Definitividad de la resolución recurrida. Necesidad de demostrar la irracionabilidad de la demora. Imprescindible remisión a las constancias específicas de la causa


      La invocación de la garantía en favor de una determinada exégesis de las normas de prescripción no resulta suficiente exposición de un agravio que exija tutela inmediata, que permita dar por cumplido el requisito de definitividad. Por ello, la introducción del asunto en los términos en que se materializó la apelación federal no fue oportuna pues la cuestión constitucional debe presentarse en la primera ocasión posible en el curso del proceso a fin de que haya sido sometida a las instancias ordinarias y debatido en ellas. El derecho a la revisión sustentado en la prescripción de la acción se encuentra limitado a la demostración por parte de los apelantes de lo irrazonable de esa prolongación pues en esta materia no existen plazos automáticos o absolutos y, precisamente, la referencia a las particularidades del caso aparece como ineludible


      M., Liliana Maria de Guadalupe s/ Causa N° 7434


      M.759, L.XLV, 17 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Pase a disponibilidad de un agente. Rechazo recurso extraordinario: ausencia requisito de fundamentación


      El recurso en estudio no cumple con el requisito de fundamentación autónoma que exige el art. 15 de la ley 48, ni rebate todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia apelada, en los términos de la jurisprudencia de V. E. , pues las críticas del quejoso, expuestas en su generalidad de maneradogmática, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar sus consideraciones, ya que no las refuta mediante una crítica prolija, como es exigible frente a la excepcionalidad del remedio intentado, a la par que reitera asertos ya vertidos en instancias anteriores que fueron desechados sobre la base de argumentos serios por los jueces de esas instancias


      Ayala, José Luis c/ EN - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Serv. Penit. Fed. - Disp. 112/06 s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad


      A.594, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Suficiente


      Reclamo por injurias y lesión a la imagen e intimidad. Exigencia de una injuria explícita. Asignación de consecuencias eximentes a determinada conducta del reclamante. Rechazo del recurso por falta de fundamentación suficiente


      En cuanto a la procedencia formal del recurso, estimo que en autos no existe cuestión federal, puesto que las alegaciones planteadas en esta instancia sólo apuntan a develar la arbitrariedad del pronunciamiento, en un plano de hecho, prueba y derecho común, sin poner en juego la hermenéutica de cláusulas constitucionales aun cuando los episodios que invoca el apelante se difundieron por un medio de comunicación, no advierto aquí la configuración de materia federal, en los términos del arto 14 de la ley 48. El recurso no puede prosperar, ya que, la apelación tal como ha sido planteada, se reduce a una divergencia con la opinión suficientemente fundada de los jueces, en un campo de hecho, prueba y derecho común ajeno al remedio federal. No se ha acreditado con el rigor exigible, la cualidadexcepcional de las irregularidades acusadas, requisito ineludible para la apertura del recurso extraordinario por la vía de la arbitrariedad. Es bueno recordar aquí que, en este ámbito, la pauta interpretativa seguida invariablemente por la Corte, indica que la mera invocación de arbitrariedad o de agravios constitucionales, no alcanza para descalificar a las decisiones de los jueces de la causa (arg. Fallos: 298:47 y 85; 302:417; 312:2348; 316:1979, entre muchos otros). Así, la apelación no cubre el recaudo básico de autosuficiencia, por lo que se aconseja el rechazo del recurso directo incoado


      Roviralta, Huberto c/ Televisión Federal S.A. s/ Daños y perjuicios


      R.64, L.XLV,11 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Autónoma


      Demanda contra provincia. Inconstitucionalidad de ley local que declaró de utilidad pública y sujetos a expropiación unos terrenos. Inadmisibilidad del recurso federal: ausencia de crítica concreta y razonada. Falta del requisito de fundamentación autónom


      Resulta aplicable la doctrina de V. E. según la cual lo relativo a las facultades de los tribunales provinciales, al alcance de su jurisdicción y a la forma en que ejercen su ministerio -al ser materias que se encuentran regladas por la Constitución y las leyes locales- escapa a la instancia del art. 14 de la ley 48, en virtud del debido respeto a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas. Tampoco se advierte que en el sub lite se configure un supuesto de arbitrariedad, pues para admitir la vía procesal elegida por los actores y declarar la inconstitucionalidad de la norma impugnada, el tribunal dio fundamentos de derecho público local queacuerdan sustento suficiente a lo resuelto, sin que las discrepancias de la recurrente con la inteligencia otorgada a tales normas -no cuestionadas en su validez- resulten eficaces para habilitar la vía excepcional intentada. El recurso tampoco cumple con el requisito de fundamentación autónoma ni contiene una crítica prolija de la sentencia impugnada en los términos de la jurisprudencia del Alto Tribunal, es decir que no rebate todos y cada uno de los fundamentos en que se apoyó el tribunal para arribar a las conclusiones que agravian al apelante


      O' Connor, Alberto Marcos y otro c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad Ley 11.959


      O.13, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Personal contratado en una universidad. Ausencia de derecho a estabilidad. Inaplicabilidad del régimen de empleo público. Inadmisibilidad recurso extraordinario: carencia de una crítica concreta y razonada. Falta del requisito de fundamentación autónoma


      Al haberse denegado el recurso en cuanto a la arbitrariedad planteada sin que el apelante interpusiera la pertinente queja, la jurisdicción de la Corte ha quedado abierta sólo en la medida que la otorgó el tribunal de la instancia anterior. En virtud de ello, no procede el examen de los agravios relativos a la apreciación de la prueba producida, a que se incurrió en exceso de jurisdicción, a la falta de tratamiento de las cuestiones planteadas y al apartamiento de las normas aplicables. Tampoco es admisible el recurso deducido en lo atinente a la cuestión federal que se invoca, pues en este aspecto no cumple con el requisito de fundamentación autónoma ni rebate todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia, en los términos de la jurisprudenciadel Alto Tribunal que señala que el escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna


      Costantino, Adrián c/ UBA - Resol. 1342/06 (Expte 39.790/06)


      C.1135, L.XLV, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Torturas seguida de muerte y privación abusiva de la libertad. Hechos cometidos por personal policial. Concepto de "Tortura". Pena de prisión y reclusión perpetua a la luz de los preceptos constitucionales. Ámbito restringido de las declaraciones de incon



      La declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como última ratio, ya que las leyes debidamente sancionadas y promulgadas de acuerdo con los mecanismos previstos en la Norma Fundamental gozan de una presunción de legitimidad que opera plenamente, y que obliga a ejercer dicha atribución con sobriedad y prudencia, únicamente cuando la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable. Una declaración de tal gravedad impone a quien la pretende demostrar claramente de qué manera la ley que se cuestiona contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, y que tal circunstancia ocurre en el caso concreto. Las impugnaciones carecen, en este aspecto, de la fundamentación necesaria para demostrar la afectación constitucional que alegan y justificar el ejercicio de la función quela Corte ha calificado como la más delicada que se le ha encomendado. En el ordenamiento penal nacional cabe entender por tortura la imposición de sufrimientos físicos o psíquicos graves, de una intensidad superior a las vejaciones, apremios y severidades también previstos en el código de fondo. Tal significación se ajusta, en este aspecto, a la definición del artículo primero de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, en cuanto establece que se entenderá por el término "tortura" todo acto por el cual se inflija a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales. Por otra parte, en orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualquiera que fueren las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellos mismos hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, sin más limitación que la de restringir el pronunciamiento a los hechos que constituyeron materia de juicio y, satisfecha esta exigencia, no existe afectación alguna de los preceptos constitucionales


      Somohano, Gastón Javier y otros s/ Recurso de Casación e Inconstitucionalidad


      S.15, L.XLIV, 28 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso de queja por recurso extraordinario federal denegado. Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario federal: Fundamentación suficiente


      Es erróneo afirmar que el tribunal de casación no respondió debidamente a un cuestionamiento relativo a la garantía del ne bis in idem, si el recurrente no incluyó el argumento por el que intentó rebatir, recién al interponer el remedio federal, losostenido por el tribunal provincial para rechazar esa excepción, por lo que mal puede pretender una respuesta de la casación a un argumento que no sometió a su consideración. El recurso carece de fundamentación suficiente, si se trata de una mera reedición de argumentos anteriores que no logran controvertir lo sostenido por el a quo. En efecto, si el recurrente expone divergencias conceptuales en punto a las implicancias que acarrearían las contradicciones entre testigos y entre algunos de cargo y otras pruebas de descargo, pero no rebate la totalidad de los fundamentos que sostienera racionalmente la resolución atacada, ni demuestra que esa decisión haya incurrido en un error intolerable para una racional administración de justicia, mal puede considerarse el caso como un supuesto de arbitrariedad que justifique la intervención del Tribunal en una materia que, por su naturaleza, es propia de los jueces de la causa


      V., Domingo Benito s/ Causa n° 10.909


      V.427, L.XLV,11 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario Federal. Requisitos. Fundamentación suficiente. Planteo oportuno del agravio


      El remedio federal carece de la debida fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48 si el recurrente sólo se ha limitado a transcribir los agravios planteados en la instancia anterior sin formular una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos en que se apoyó la decisión impugnada. Máxime si en el caso el apelante se ha limitado a sostener una recreación distinta de los hechos, sin desmerecer puntualmente los argumentos del fallo y sin siquiera indicar por qué debía dárseles a los testimonios de cargo un sentido o valor distinto al que se lesotorgó en la sentencia condenatoria. No basta con sostener dogmáticamente o con citas genéricas e inconexas del propio fallo impugnado que ha existido arbitrariedad, ya que de ese modo solamente se intenta eludir el debido cumplimiento del requisito previsto en el articulo 15, de la ley 48. Si no sólo no ha existido planteo oportuno de determinada cuestión, que recién aparecería en el recurso extraordinario, sino que además el planteo al cual se podría asociar fue abandonado en la queja, dichas circunstancias sumadas al inconsistente planteo del agravio, autorizan a descartar su tratamiento


      S., Daniel y otros s/ Homicidio agravado- causa n° 17/04-


      S.7, L.XLVI,16 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Derecho de importación como instrumentos de regulación del comercio exterior. Diferencia entre impuestos y tasas: presupuestos. Improcedencia del recurso extraordinario por falta de fundamentación adecuada


      Es improcedente el recurso extraordinario que, si bien ha cuestionado la interpretación y alcances de una norma federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha resultado contraria a lo pretendido por la apelante (art. 14 de la ley 48), no se ha hecho cargo debidamente de los fundamentos expuestos por aquél, ni ha logrado demostrar, por ende, que las aserciones del tribunal apelado resulten carentes de fundamento, máxime cuando es doctrina reiterada de la Corte Suprema que a los fines de la adecuada fundamentación exigida por el art. 15 de la ley 48, no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso, además, formular una crítica razonada y concreta de los argumentos expuestos. Asimismo, la Corte sostuvo que la diferencia entre el impuesto y la tasa -trasladable también a las contribuciones especiales- queda determinada por la existencia o no en sus respectivos presupuestos de hecho del desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado. En la especie, el representante del Fisco no ha alegado -y mucho menos probado- que las gabelas en crisis retribuyeran alguna prestación específica brindada a la actora, que permitieran alejarlas del concepto de impuesto, motivo por el cual su agravio no aparece fundado ni tan sólo en mínima medida


      Asociación de los Testigos de Jehova (TF 25990-A) c/ D.G.A


      A.182, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Inmediata incorporación a la obra social del amparista enfermo de leucemia. I. N. S. S. J. P. Ley N° 19. 032


      Los fundamentos expuestos por el magistrado de primera instancia para hacer lugar al amparo (en orden a la urgencia y extrema necesidad de la enfermedad del actor que cuenta con la protección de la Constitución Nacional y Tratados Internacionales, en un contexto fáctico que consideró acreditado, en el que aparece empadronado -junto con el núcleo familiar- dentro del Sistema Nacional del Seguro de Salud en la obra social demandada, descontándose de su jubilación conceptos por tal prestación), no fueron rebatidos en forma pormenorizada por el apelante. A su vez, las alegaciones presentadas en esta instancia extraordinaria, referidas a la imposibilidad deI I. N. S. S. J. P. , en el marco del artículo 2° de la Ley N° 19. 032 que invoca, de prestar servicios médicos asistenciales a jubilados y pensionados del régimen previsional provincial, como -afirma- es el caso del actor, no conmueven la solución antes expuesta, desde que, este planteo no fue invocado en la apelación de fojas 100 en cuestión.Por otro lado, la sola mención de lo dispuesto por el artículo 2° de la Ley N° 19. 032, no resulta hábil, en el contexto descripto, valorando lo dispuesto por el artículo 2, inciso a), apartado 4) de la Ley N° 24. 241


      Veron, Arturo Benjamín c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales de Jubilados y Pensionados (PAMI) I.N.S.S.J.P s/ amparo


      V.472, L.XLVI,10 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extrordinario federal. Posible afectación a la regla del non bis in ídem. Necesidad de fundamentación suficiente


      Si bien las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso no reúnen, por regla, la calidad de sentencia definitiva, pueden excepcionalmente equipararse a tal a los fines del artículo 14 de la ley 48 si sus efectos podrían ocasionar un perjuicio de imposible o tardía reparación ulterior. Esto es así en el caso de que los agravios invocados por la defensa tiendan a lograr la plena efectividad de la prohibición de la doble persecución penal y evitar la posibilidad que los imputados sean sometidos a un nuevo proceso por el mismo hecho por el que, en su opinión, ya fueron sobreseídos en una causa anterior. Sin embargo, y a pesar de que el rango constitucional de la garantía de prohibición de la doble persecución penal ha sido reconocido por la Corte, para acceder a la instancia extraordinaria el agravio no debe sustentarse en argumentos dogmáticos y contradictorios. El remedio federal carecería en este aspecto, del requisito de fundamentación suficiente. En este sentido, la reiteración de los argumentos expuestos en la instancia de revisión resulta insuficiente para discernir de forma clara e inequívoca la identidad absoluta de causa y objeto procesal, condición necesaria para aplicar la regla del non bis in ídem, máximeteniendo en cuenta que las cuestiones de hecho y prueba, en principio, resultan ajenas a la instancia de excepción


      L., Adrián y otros s/ Desbaratamiento de derechos acordados -Causa n° 75.931/04-


      L.519, L.XLV,12 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Requisitos: fundamentación suficiente. Doctrina de la arbitrariedad. Ley 24. 769. Evasión simple. Aplicabilidad del instituto de la suspensión de jucio a prueba


      La apelación federal no satisface el requisito de fundamentación autónoma que·exige el artículo 15 de la ley 48, si no se advierte en ella una argumentación suficiente sobre la exégesis de la ley 24. 769, a pesar de que el a quo había resuelto la cuestión a partir del análisis del régimen específico de extinción de la acción penal de los delitos en materia penal tributaria, en especial de su articulo 16 que establece las condiciones para acceder a ese beneficio para los supuestos de los artículos 1° y 7°, que impedía la aplicación al caso del artículo 76 bis del Código Penal por su incompatibilidad con este sistema. Si el recurso no se hace cargo de rebatir las razones de la resolución impugnada, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya, carece de la debida fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48. En lo que respecta a la tacha de arbitrariedad, si la decisión impugnada contiene fundamentos suficientes con base en las constancias del expediente y en las normas que consideró aplicables, que no fueron debidamente refutados, dichas circunstancias no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional, ya que la arbitrariedad no puede resultar de la sola disconformidad con la solución adoptada, sino querequiere la constatación de un apartamiento de los criterios mínimos de la argumentación jurídica


      A., Omar Alberto s/ Recurso de casación


      A.899, L.XLVI, 4 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Requisitos Objetivos


      Materia vinculada al derecho local. Inexistencia de gravamen. Carencia de definitividad. Improcedencia del recurso extraordinario


      Cabe destacar que, de origen, el problema se relacionó con la declaración de incompetencia de un tribunal local para entender en una medida cautelar genérica -solicitada en el marco de la inconstitucionalidad de una ordenanza municipal y referida a la suspensión de apremios sustanciados en sede provincial-, que el Defensor local impugna mediante un amparo admitido como vía por la Corte provincial; pero luego, en ese ámbito, se proyecta en una cuestión de legitimación del Ministerio Público de la Defensa para actuar, intervención admitida por aplicación de la ley local n° 5825 en un pronunciamiento que fue consentido por el Sr. Defensor. Así planteadas las cosas y más allá de la referencia a la Ley de Protección al Consumidor, es claro que la materia principal e inmediata aparece como vinculada en mayor medida a un problema de derecho local, eminentemente ajeno al recurso extraordinario federal. El Sr. Defensor General interpreta que el decisorio conduce a que deba formular sendos planteos específicos en cada uno de los juicios iniciados contra los frentistas, temperamento que carecería de definitividad, pues queda abierta la posibilidad de presentarse en dichos expedientes. En esa misma línea, se descarta una eventualdenegación de justicia, desde que el apelante no explica con precisión en qué consiste el impedimento que, para el cumplimiento de su cometido, podría derivar de las asimetrías en el grado de avance de los trámites. Y tampoco termina de aclarar la naturaleza del escollo material que esgrime en ese mismo pasaje de sus agravios, sobre todo porque al invocarlo parece aludir, por un lado, a una medida cautelar que progresó y, por el otro, a una incompetencia que ha quedado fuera de discusión en estos obrados. Consecuentemente, el recurso resulta formalmente improcedente por inexistencia de gravamen actual. Si bien en esta instancia se insiste con la existencia de gravedad institucional, corresponde señalar que el recurrente no ha demostrado con exactitud cuál es, en definitiva, la situación concreta en cada caso que pueda configurar aquel extremo, desde que el fallo apelado deja abiertas otras vías para ejercer las pretensiones de los eventuales particulares afectados (entre ellas, la secuela del proceso cautelar radicado ante la Corte provincial)


      Ministerios Público s / amparo colectivo


      M.726, L.XLV,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Queja por denegación del recurso extraordinario federal. Incumplimiento de los requisitos de la acordada 4/07 de la Corte. Omisión de acompañar copias de la resolución impugnada


      El recurso federal incumple con lo dispuesto en la Acordada 4/07 de la Corte para la interposición del remedio, en tanto su extensión más que duplica las 10 páginas (art. 4°), y además omite acompañar las copias de la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario, elemento éste imprescindible en el caso, para verificar si el superior tribunal de la provincia omitió elabordaje de los cuestionamientos planteados, tal como alega el recurrente. Por lo demás, cabe señalar que, conforme las copias obtenidas en el sitio web de la corte provincial, la decisión impugnada, trató y dio respuesta a las alegaciones de fondo introducidas por la defensa


      G., Gerardo Oscar s/ Causa n° 92.874


      G.261, L.XLVI, 1 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad: gravamen actual y concreto. Privación de la libertad que no subsiste al momento de resolverse el recurso


      Las decisiones que declaran la inadmisibilidad de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no son revisables en la instancia extraordinaria, excepto cuando el pronunciamiento impugnado conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía apta para el reconocimiento de los derechos invocados y afecta irremediablemente la garantía de defensa en juicio sobre la base de un ritualismo injustificado. El requisito desubsistencia de gravamen actual y concreto como requisito de admisibilidad del recurso extraordinario local, no se manifiesta como un caso de excesivo rigor formal, consideradas todas las circunstancias de la causa, ya que dicho requisito no puede calificarse como un requisito meramente formal, sino que constituye una característica definitoria de la función judicial, que no consiste en hacer declaraciones generales o abstractas, sino en decidir colisiones efectivas de derechos. Resulta inoficioso pronunciarse respecto de reclamos dirigidos a hacer cesar la privación de la libertad cuando al momento de decidir ésta ya había sido recobrada


      D., C. s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley e inconstitucionalidad


      D.507, L.XLVI,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Decisiones recurribles


      Atribución de competencia a un juzgado nacional. Inviabilidad del recurso extraordinario


      Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48, requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. El referido criterio es particularmente aplicable en autos, por cuanto el pronunciamiento cuestionado atribuye el conocimiento de la causa a la Justicia Nacional del Trabajo, ante lo cual no podría invocarse el supuesto de excepción mencionado precedentemente


      Ruiz, Diego Gustavo c/ Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Cobro de salarios


      R.440, L.XLVII,30 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Acción de amparo contra el Estado Nacional. Modo de aplicación Res. 25/06 Secretaria de Comercio. Recurso extraordinario inadmisible: ausencia del requisito de sentencia definitiva. Falta de gravamen actual y concreto


      El recurso extraordinario es formalmente inadmisible, cuando no se dirige contra una sentencia definitiva ni equiparable a tal, en los términos de la constante doctrina del Tribunal sobre lamateria. Carecen de esa cualidad las resoluciones que rechazan la acción de amparo cuando dejan subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia ordinaria y si bien dicho principio no es absoluto, porque admite excepciones cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional, en el sub lite no corresponde apartarse de la regla general. La discrepancia en un tema eminentemente fáctico y de carácter procesal, es de resolución propia de los jueces de la causa y ajena, por principio, a su revisión extraordinaria, porque lo que se exige es la demostración de que la sentencia impugnada causa un gravamen de imposible o muy difícil reparación ulterior por otros medios procesales y el cumplimiento de dicho requisito, en casos como el de autos, es elemental porque es bien sabido que la acción de amparo no está destinada a reemplazar los medios ordinarios de solución de las controversias, sin que la apelante se haga cargo de justificar, con el rigor que es necesario, que en aquellas vías no puede ejercer adecuadamente su derecho de defensa. Así, la actora no logra acreditar que en autos concurran las condiciones que permitan obviar el requisito de la sentencia definitiva, circunstancia que impide habilitar esta instancia de excepción, máxime cuando su falta no puede suplirse con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas, ni con la pretendida existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento. Por otro lado, el recurso puede ser denegado por la cámara, toda vez que no es recurrible el contenido de una sentencia, mientras que de él no se derive una resolución que cause un gravamen actual y concreto, situación dada en el sub lite, siendo que la decisión que aquélcuestiona no le produce ningún gravamen. En efecto, la parte resolutiva del pronunciamiento apelado confirma la sentencia de primera instancia que había rechazado el amparo y ello, lejos de producirle un perjuicio, en realidad lo beneficia


      Shell Compañía Argentina S.A. s/ Acción de amparo


      S.1310, L.XLIII,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Decisiones recaídas sin mediar denegatoria del fuero federal: insusceptibles de apelación extraordinaria


      Corresponde recordar que las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no se ha invocado ni media denegatoria del fuero federal, tal como ocurre en el sub lite, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14, de la Ley N° 48; requisito que no puede suplirse aunque se sostenga la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales


      Ceramica Zanon SACI s/ Quiebra s/ Incidente de inconstitucionalidad ley 13.442 de la Provincia de Buenos Aires por SACMI Impianti S.A


      C.1204, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario. Inexistencia de resolución equiparable a sentencia definitiva. Tampoco procede ante cuestiones referidas a competencia de los tribunales salvo que medie denegación del fuero federal, o circunstancias excepcionales


      El recurso extraordinario no procede, según conocida jurisprudencia de la Corte Suprema, frente aquellas resolucionessobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, pues éstas no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas en los términos que exige el precepto normativo aludido para la procedencia del recurso extraordinario; aunque también el Tribunal ha destacado que esa regla cede cuando se configura un supuesto de gravedad institucional o cuando aquéllas causan un agravio que, por su magnitud y circunstancia de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior. Tampoco procede frente a resoluciones referidas a la competencia de los tribunales, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos


      González, Pablo Javier y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Servicio Pentenciario Federal s/ Ordinario


      G.325, L.XLVII, 3 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Requisito de procedencia del recurso extraordinario: sentencia definitiva. Ausencia de dicho carácter de las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución de sentencia. Excepción: resolución que se aparta de los términos del fallo final de la causa. Intel


      En punto a esta última cuestión, en el caso los apelantes alegan que la resolución del a quo se aparta y desconoce el pronunciamiento de V. E. y ello hace pertinente traer a colación la doctrina que enseña que, siempre que esté en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa, en que el recurrente funda el derecho que estima asistirle, se configura una hipótesis que hace formalmente viableel recurso extraordinario. Sin embargo, la procedencia sustancial de dicho recurso está supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte y, al respecto, el Ministerio Público Fiscal ha sostenido en reiteradas ocasiones que cuando la cuestión planteada se centra en la inteligencia de un pronunciamiento anterior de V. E. dictado en la misma causa, son los integrantes de la Corte los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos, criterio especialmente aplicable en situaciones como la de autos, toda vez que opinión de la Procuración General se circunscribió a la admisibilidad formal del recurso ordinario de apelación que dio lugar a la sentencia


      Sociedad Militar Seguro de Vida - Institución Mutualista c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Amparo


      S.227, L.XLVII,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Decisiones Judiciales


      Improcedencia del recurso extraordinario: carencia de carácter definitivo de la sentencia


      Los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario, salvo que medie denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia, ausencia de definitividad que, no puede suplirse aún frente a la invocación de arbitrariedad o desconocimiento de garantías constitucionales. Por ello, el recurso no puede prosperar porque ninguno de los supuestos de excepción se halla configurado en el sub-lite. En efecto, según resulta del pronunciamiento impugnado, tras declarar operativa la excepción contenida en el inciso 2 del artículo 21, el a quodispuso que el proceso continuara ante la justicia federal, circunstancia que impide considerar que se ha producido denegatoria de ese fuero o privación de justicia


      Victorio Américo Gualtieri SA UTE con Energoprojet y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación - Resol. 6/01 – Secretaria de Obras Públicas s/ Proceso de conocimiento


      V.181, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Sentencia definitiva


      Inadmisibilidad recurso extraordinario y rechazo recurso de queja. Ejecución de títulos de la deuda pública. Sentencia firme y en etapa de ejecución


      No se configuran los extremos necesarios para la apertura de la vía extraordinaria, toda vez que un atento examen de la decisión que ahora se pretende cuestionar permite concluir que, durante la etapa de ejecución, la cámara se limitó a determinar los alcances de la sentencia de primera instancia en lo atinente a las cuentas y certificados de los títulos que forman parte de la litis y que se incluyeron en ese pronunciamiento. La decisión aquí impugnada no parece apartarse de la sentencia cuya ejecución se pretende, no cambia sus contenidos, ni altera la cosa juzgada, lo cual obsta a la admisibilidad de la vía intentada. La ausencia de sentencia definitiva no se suple con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas ni con la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso


      Cagnoli, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


      C.567, L.XLVI, 4 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Subsidio otorgado por el GCBA. Derecho a la vivienda digna. Inexistencia gravedad institucional. Falta de requisito de sentencia definitiva: inadmisibilidad recurso extraordinario


      El recurso intentado no se dirige contra una sentencia definitiva o asimilable a tal desde que el Superior Tribunal, al revocar el pronunciamiento de la anterior instancia sólo estimó que no surgía arbitrariedad o ilegalidad de las normas asistenciales en relación con las atribuciones de la propia administración local para encarar la elección de los mecanismos que aseguren el debido respeto del derecho a una vivienda digna conforme a las leyes que reglamentan su ejercicio y dio las pautas que podían enmarcar un pronunciamiento de la alzada sin que se violara el principio de división de poderes. Estimar -como lo hace la quejosa- que una decisión de la cámara resultará denegatoria de la acción intentada, es, a todas luces, una afirmación dogmática, carente de fundamento y prematura. Debe tenerse en cuenta que, con posterioridad a la sentencia del Superior Tribunal atacada, éste se pronunció -con fecha 12 de mayo 2010- en una causa iniciada por la Asesoría General Tutelar de la Ciudad -por la que solicitó la declaración de inconstitucionalidad y pérdida de vigencia de diversas disposiciones del decreto 960/08 que modificó el programa de "Atención para Familias en Situación de Calle" aprobado por el decreto 690/06- cuya resolución conllevó el dictado del decreto local 167/2011 que viene a sustituir y modificar las normas en juego en esta causa y que, a todo evento, deberían ser evaluadas por los órganos judiciales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en cuanto resulten de aplicación al presente


      Q. C., Sonia Yolanda c/ G.C.B.A. s/ Amparo


      Q.64, L.XLVI, 26 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Etapa de ejecución de sentencia. Requisitos. Excepciones: gravamen de imposible reparación o apartamiento de lo resuelto en sentencia. Recurso extraordinario inadmisible


      En orden a verificar si en autos se encuentra habilitada la instancia del art. 14 de la ley 48, cabe recordar que la doctrina del Tribunal indica que las resoluciones recaídas en los procedimientos de ejecución de sentencia no son definitivas, en los términos del precepto legal citado y, por ello, en principio, no son susceptibles de apelación por la vía extraordinaria. Si bien tal regla no es absoluta, ya que admite excepciones cuando lo decidido causa un gravamen de imposible reparación ulterior, o se configura un claro apartamiento de lo resuelto en la sentencia, lo cual no sucede en el sub examine, pues la decisión de la Cámara en la etapa de ejecución no cambia los contenidos de la resolución originaria, no se aparta de sus términos ni altera lo resuelto, sino que se limita a determinar el modo de cumplimiento de la sentencia definitiva dictada en la causa (la que se encuentra firme y pasada en autoridad de cosa juzgada); tampoco ocasiona un gravamen irreparable a la recurrente, máxime cuando la parte demandada ha considerado cumplido ese mandato judicial a partir de la sanción y promulgación de la ley 26. 547, y del plan elaborado en consecuencia por el Poder Ejecutivo, plasmado en el decreto 563/10. A falta de cumplimiento del recaudo de la existencia de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48, tampoco puede ser subsanada con la invocación de la doctrina de la arbitrariedad, ni esgrimiendo la existencia de un supuesto de gravedad institucional


      Rodríguez, Adalberto Daniel y otras c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      R.351, L.XLIV,21 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Decisiones equiparables a sentencia definitiva


      Medidas cautelares: equiparación a sentencias definitivas. Afectación de los derechos de los afiliados jubilados al Sindicato de Empleados de Comercio de la Capital Federal: falta de rigor en los fundamentos del apelante. Proceso eleccionario de un gremio


      Las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, aunque dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancia de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional. Sobre la base de tales parámetros, el recurso extraordinario es inadmisible, toda vez que no se dirige contra una sentencia definitiva asimilable a tal. En efecto, las medidas cautelares tienen naturaleza instrumental y accesoria, pues no constituyen un fin en sí mismas, sino que tienden a posibilitar el cumplimiento de la sentencia definitiva a dictarse en el juicio principal. Su finalidad no es lograr el objeto perseguido en la demanda de manera anticipada, sino asegurar la eficacia de la sentencia y, asimismo, son eminentemente provisionales y pueden ser solicitadas o dejadas sin efecto en cualquier momento, o incluso ser ampliadas, mejoradas o sustituidas, a pedido del deudor o del acreedor (conf. arts. 202 y 203 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). En el sublite, el apelante no demuestra -con el rigor que es necesario en estos casos- que concurran las circunstancias excepcionales que permitan apartarse de la regla antes mencionada, sin que sirvan a este propósito las manifestaciones que formula en su escrito recursivo, las que constituyen meras discrepancias con lo resuelto por los jueces de la causa. Adviértase que reitera en varios pasajes de su presentación que se afectarían los derechos de los afiliados jubilados, inclusive que respecto de ellos se resolvería inaudita parte cuando de las constancias con que se cuenta no se extrae tal conclusión por cuanto la decisión se dirige a la entrega de padrones con el objeto de que cumplan el objeto para lo que están destinados éstos, sin resolver sobre aquella cuestión con la que insiste el recurrente, al punto que expresamente le dedica un párrafo en el sentido que lo resuelto no implicaba sentar posición sobre la solución definitiva que puedan corresponder a las impugnaciones deducidas por la aclara, por lo que la decisión de ningún modo anticipa la solución de fondo. Extremo que tampoco puede incidir con carácter general como para que se pueda inferir una afectación que configure gravedad institucional, pues la medida se circunscribe al proceso eleccionario de un gremio determinado


      Torrado, Rafael Luis Apoderado de lista Verde Bordó c/ Sindicato de Empleados de Comercio de la Capital Federal s/ medida cautelar


      T.114, L.XLVII, 12 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Agravios rechazados por el a quo sin que se haya deducido queja a su respecto: jurisdicción de la Corte sólo abierta respecto de los agravios aceptados. Resoluciones que deniegan la defensa de prescripción: sentencias no e


      Si los recursos extraordinarios sólo fueron concedidos en relación con los agravios referidos a la prescripción de la acción y la vinculada violación al principio de igualdad, sin que se haya deducido queja respecto de los otros dos (los relativos a la alegada identidad entre el desprocesamiento y el sobreseimiento y la violación al plazo razonable del proceso), la jurisdicción de la Corte ha quedado abierta en la medida en que la ha otorgado el a quo. Desde esa perspectiva, los recursos federales han sido mal concedidos, pues las decisiones que rechazan la defensa de prescripción no ponen término al pleito ni impiden su continuación, principio que no debe soslayarse aunque se invoque lesión a garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad, por lo que también quedaría excluido el tratamiento del agravio referido al derecho a la igualdad. Por consiguiente, no sería aplicable al caso el precedente "Arancibia Clavel", en cuanto allí el caso era distinto: la decisión impugnada no rechazaba la defensa de prescripción, sino lo inverso


      B., René Antonio y otros s/ Recurso de casación


      B.594, L.XLV, 5 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad: sentencia definitiva o equiparable a definitiva


      Las resoluciones que rechazan planteos de nulidad y cuya consecuencia sea continuar sometido a proceso, no constituyen sentencia definitiva o equiparable a tal, a los fines del recurso extraordinario, sin que la invocación de la tacha de arbitrariedad o de garantías constitucionales puedan suplir ese requisito


      R., Manuel s/ Causa n° 11.898


      R.478, L.XLVI, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Improcedencia ante sentencia que no sea definitiva o equiparable a definitiva. Decision que rechaza la defensa de prescripción. Posibilidad de reeditar el planteo o de que una sentencia absolutoria lo torne insustancial


      El planteo no debería prosperar, si el recurso federal interpuesto, no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal. A ese respecto, cabe recordar que las decisiones que rechazan la defensa de prescripción no ponen término al pleito ni impiden su continuación, principio que no debe soslayarse aunque en el caso se invoque lesión a garantías constitucionales, máxime cuando la cuestión planteada por el recurrente ha encontrado una respuesta del máximo tribunal del mérito que, más allá de su acierto o error, no causa agravio irreparable a la defensa, pues el mismo planteo de prescripción, como cuestión de orden público, puede volver a efectuarse en otra oportunidad, amén de que no debe excluirse un pronunciamiento absolutorio que lo torne insustancial


      P., R. L. s/ Causa n° 8444


      P.192, L.XLIV, 16 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Decisión que rechaza la defensa de prescripción. Admisibilidad del recurso extraordinario. Requisitos: sentencia definitiva o equiparable. Derecho a la doble instancia. Presentación realizada directamente an


      Se encuentra fuera de discusión la procedencia formal del remedio federal cuando se refiere a la garantía a ser juzgado en un plazo razonable y la duración de la persecución penal permite considerar, prima facie, la posibilidad de su afectación. Si elrecurrente aduce que le será imposible volver a plantear la prescripción de la acción, pero no se comprende por qué razón habría de ser así, ya que en el estado del trámite de la causa nada obsta a ello, cabe concluir que los argumentos esgrimidos son insuficientes para demostrar que el pronunciamiento impugnado pueda ser calificado como definitivo o equiparable a tal a los fines de la admisibilidad de la vía federal intentada. Máxime si en la causa sólo resta una decisión sobre el monto y la modalidad de cumplimiento de la pena, por lo que tampoco cabe asumir sin más que quede por delante un lapso tan prolongado que por sí solo pueda irrogar al recurrente un perjuicio de difícil o imposible reparación ulterior. Si bien el derecho a la doble instancia no se limita a la revisión de la sentencia condenatoria sino que incluye todos los actos procesales importantes, en lo referente a una cuestión tan compleja y trascendente como la determinación del alcance del derecho al recurso, el apelante debe hacerse cargo de todas las aristas que el tema presenta y, en particular, demostrar de un modo plausible por qué el rechazo de una excepción de prescripción de la acción que puede ser replanteada merece ser uno de los autos trascendentes a los que se justificaría extender aquélla garantía. No es procedente el agravio referido a que la desestimación de la prescripción de la acción penal fuera dispuesta en instancia única por el Tribunal Superior provincial, ya que es el resultado de la conducta discrecional del propio recurrente, que realizó la presentación directamente ante ese tribunal, sin solicitar la remisión a la instancia anterior. Ello es así ya que tal proceder importa un sometimiento voluntario y sin reservas a la jurisdicción del Superior Tribunal provincial, y procede la aplicación a su respecto de la doctrina de los actospropios, lo que impide la impugnación de la resolución en lo concerniente a ese aspecto


      Squillario, Adrián Rodolfo y otros s/ Defraudación especial- causa n° 267/2001


      S.133, L.XLV, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Estupefacientes. Infracción al art. 14 de la ley 23. 737. Concepto de sentencia definitiva o equiparable a tal. Requisito para la apertura del recurso extraordinario. Pedido de sobreseimiento del fiscal pendiente de resolución. Posibilidad de remediar los


      Es posible aún un fallo sobre la cuestión que se reclama e impide considerar a la sentencia apelada como definitiva o asimilable a esa condición en los términos del artículo 14 de la ley 48. En este sentido, la ausencia de tal requisito no puede suplirse con la invocación de la transgresión de garantías constitucionales ni de la arbitrariedad, cuando los eventuales agravios pueden encontrar remedio en las propias instancias o por vía de intervención de la Corte Suprema al dictarse el pronunciamiento final de la causa


      B., Ariel Marcelo s/ Causa N° 10.295


      B.327, L.XLVI, 24 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Resoluciones de Órganos Ajenos al Poder Judicial. Decisiones de Otros Organismos


      Concurso para cargos docentes universitarios. Falta de relación directa entre los agravios y las normas del reglamento de concursos para cargos docentes. Ámbito académico ajeno al control jurisdiccional


      La Corte tiene dicho que los procedimientos arbitrarios para la selección del cuerpo docente no admiten, en principio, revisión judicial, por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la universidad, aunque dicha regla no es obstáculo para que se ejerza judicialmente el control de legalidad; de los actos administrativos dictados en el curso de los procedimientos de selección de los mencionados docentes, cuando sean manifiestamente arbitrarios. Asimismo, tiene resuelto en un caso análogo, que hacer lugar a tales alegaciones importaría tanto como concebir la revisión judicial con un alcance que llevaría a los jueces a sustituir los criterios del jurado y a interferir en ámbitos típicamente académicos, comprendidos en el marco de la autonomía de las universidades nacionales y ajenos al control jurisdiccional, salvo en los excepcionales supuestos de arbitrariedad manifiesta, que no se configura en el sub examine


      Serantes, Rosa Juliana c/ U.N.L.P. Facultad de ciencias económicas s/ Impugnación concurso docente


      S.625, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Requisitos de admisibilidad. Procedencia del recurso: afectación de la garantía de defensa en juicio. Principio in dubio pro actione. Habilitación de la instancia contencioso administrativa


      El recurso extraordinario es admisible porque, aun cuando, en principio, las cuestiones procesales involucradas en una norma de carácter federal están reservadas a los jueces de la causa, esta regla admite excepciones si, como ocurre en el sub lite, se afecta la garantía de defensa en juicio. Asimismo, el pronunciamiento debe revestir carácter de sentencia definitiva, se entiende por tal, la que pone fin al pleito o hace imposible su continuación y,aquella que causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, la cual surge en el caso, porque la resolución apelada clausura toda posibilidad de acceso a la justicia. En este orden, la modalidad en la notificación del acto que utilizó la Universidad es una circunstancia que no debería perjudicar al particular al momento de intentar la revisión judicial del acto que considera lesivo de sus derechos. De ahí que resulte procedente requerir un examen atento de la cuestión para evitar que, como sucede en el caso, se afecte gravemente la garantía constitucional de acceso a la justicia (art. 18 de la Constitución Nacional) y se desconozca el principio in dubio pro actione, rector en materia de habilitación de la instancia contencioso administrativa


      Olivera, Julia Patricia c/ Res. 400/07 U.N.E.R. s/ recurso directo art. 32 Ley 24.521


      O.258, L.XLIV, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Motivos en los que debe apoyarse


      Recurso extraordinario federal. Requisitos. Relación directa entre la cuestión federal planteada y lo decidido en el pleito


      Al exigir una relación directa e inmediata entre la cuestión planteada y lo decidido en el pleito, el artículo 15 de la ley 48 dispone que el planteo de una cuestión federal es idóneo para habilitar la jurisdicción de la Corte Suprema sólo si la solución de la causa depende necesariamente de la interpretación del precepto federal aducido


      Carulla, Teobaldo César s/ causa n° 11.882


      C.216, L.XLVII, 26 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia: recurso extraordinario inadmisible. Rechazo de queja


      Es improcedente el recurso extraordinario contra las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, pues en razón del carácter federal que todos ellos revisten esos pronunciamientos no importan resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. El recurso intentado es inadmisible y fue correctamente denegado, porque la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar un agravio federal definitivo, tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta


      Berlasso, Enzo José María c/ Instituto de Obra Social del Ejército (IOSE) s/ Despido


      B.962, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión federal: interpretación de un pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Obligación en moneda extranjera. Pesificación. Precedentes “Vaisman” (Fallos 332:1082) y “Longobardi” (Fallos 330:5345)


      El recurso deducido es, en principio, procedente, en tanto se compromete la inteligencia y alcance de un pronunciamiento del Máximo Tribunal recaído en la misma causa, en cuyo mérito el recurrente funda el derecho que estima asistirle. Cuando la cuestión planteada se centra en la inteligencia de un pronunciamiento anterior de ese Tribunal, son sus miembros, que revisten el carácter de intérpretes naturales y finales de losalcances de sus sentencias, a quienes compete expedirse al respecto


      Dupi Alonso, Pablo Roberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      D.83, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Garantía de indemnidad de opinión parlamentaria. Inadmisibilidad del recurso de queja: la cuestión debe guardar directa e inmediata relación con la materia de decisión y sustentarse en intereses del apelante. Falta de crítica concreta y razonada. Las cues


      La queja es formalmente inadmisible, pues el examen de la cuestión federal referida a la indemnidad de opinión parlamentaria contenida en el art. 68 de la Constitución Nacional, no es apta para ser examinada mediante esta vía excepcional, pues por imperio del art. 15 de la ley 48, debe tener relación directa e inmediata con lo que ha sido materia de decisión para la procedencia de la vía extraordinaria. De acuerdo con el texto del art. 68 de la Constitución Nacional y según una clara y reiterada jurisprudencia de la Corte dicha protección configura una tutela funcional e institucional, que garantiza la independencia de las cámaras legislativas, comprendiendo la irresponsabilidad penal y civil de los legisladores nacionales respecto de los actos y dichos efectuados durante la vigencia del mandato, y no a la persona del legislador por su calidad de tal. Por lo tanto, si bien tiene carácter vitalicio y el legislador sigue protegido por ella aun cuando cesare en su mandato, ésa protección siempre lo va a ser respecto de los actos y dichos emitidos que estén directamente vinculados al ejercicio de la función. Desde esta perspectiva, el recurso carece de una crítica concreta y razonada respecto de la aplicación e interpretación de ese precepto federal, sin tener nuevosargumentos que puedan llevar a una modificación de lo resuelto por los magistrados que decidieron en esta causa. Consideraciones análogas merece lo referido a la afectación del derecho a la libertad de expresión, cuyo agravio no puede ser materia de tratamiento en esta vía excepcional, ya que la solución de la causa no requiere de la interpretación de los preceptos constitucionales que amparan la libertad de expresión, como tampoco se postula una inteligencia diversa a la efectuada por la Cámara de los preceptos enunciados en el párrafo anterior. Así también, la invocación de las cláusulas constitucionales que amparan la libertad de expresión a favor de terceros (periodistas) debe ser desestimada, toda vez que es improcedente el recurso federal cuando tiene sustento en intereses no representados por el apelante, cuya defensa sólo a aquéllos les corresponde. Las impugnaciones referidas a la ponderación que hizo la Cámara de la prueba aportada tampoco puede prosperar, pues además de resultar de por sí ineficaz para habilitar el recurso extraordinario, habida cuenta de que remiten al examen de cuestiones de hecho y derecho procesal, lo decidido no reviste arbitrariedad. Al respecto, las digresiones del apelante acerca de la ponderación realizada por la Alzada de la prueba aportada -valoración, que considera aberrante y carente de seriedad-, no contribuyen a fundamentar la apelación federal y demuestran únicamente su discrepancia con el criterio de los jueces en tal sentido. Por lo demás, el recurrente omite rebatir las razones en las que la Alzada apoyó su decisión, y tiene dicho la Corte, el recurso extraordinario es improcedente si el escrito mediante el cual se lo articula no incluye una crítica concreta y razonada de los argumentos que sustentan la sentencia recurrida. Con respecto a los restantes planteos referidos a la transgresión de las garantías del juezimparcial, del debido proceso legal y el derecho a la jurisdicción, tampoco podría habilitarse el remedio intentado, toda vez que tales agravios remiten a cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, que son propias de los jueces de la causa y ajenas, como regla y por su naturaleza a la instancia del art. 14 de la ley 48, más aun cuando los fundamentos no federales en que se sustenta la sentencia resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada


      Quantín, Norberto Julio c/ Bendetti, Jorge Enrique s/ derechos personalísimos


      Q.12, L.XLIV,14 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Inadminisibilidad del recurso extraordinario. Resoluciones dictadas en juicios ejecutivos: no susceptibles de tratamiento por la vía extraordinaria. Ejecución fiscal. Cobro de multa mediante juicio ordinario


      Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos, por regla general, no son susceptibles de tratamiento por la vía extraordinaria, toda vez que se requiere que la decisión apelada sea una sentencia definitiva, entendiéndose por tal a la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación posterior, requisito cuya concurrencia no debe obviarse aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales. En este caso, el rechazo de la pretensión del Ente Nacional Regulador de la Electricidad (ENRE) no ha privado al ente de su derecho y, por lo tanto, resulta aplicable la jurisprudencia indicada si se tiene en cuenta que el quejoso ha alegado pero no demostrado que la decisión de la Cámara le impida acceder el cobro de la multa mediante un juicio ordinario posterior. Ello, máxime aun cuando los planteos del apelanteexceden las posibilidades del procedimiento de ejecución fiscal, por resultar incompatibles con el restringido ámbito cognoscitivo en el que se desenvuelve este tipo de procesos, debiendo ventilarse forzosamente en un marco de mayor amplitud de debate


      Ente Nacional Regulador de la Electricidad EDELAP S.A. s/ Proceso de ejecución


      E.56, L.XLVI, 15 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Pago de tributos de importación para consumo. Gravámenes aduaneros. Procedencia del recurso extraordinario por cuestionarse la interpretación de normas federales y sentencia contraria al derecho fundado en ella. Remisión a lo dictaminado en la causa I. 49


      El Título III de la Sección V de la ley 22. 415 (y sus modificaciones) trata acerca del régimen de garantías que debe ser puesto en práctica, entre otros supuestos, cuando se pretende el libramiento de la mercadería sometida al régimen de importación temporaria (art. 453, inc. c). El precepto establece, además, que ese aval debe asegurar el importe de los eventuales tributos que gravaren la importación para consumo de la mercadería de que se tratare y, para ello, prevé que pueda hacerse -entre otras alternativas a opción del interesado- mediante seguro de garantía (art. 455, inc. d). La queja del recurrente resulta inadmisible, al cuestionar en este sentido, la inteligencia asignada por la cámara a las respectivas pólizas que convino con la importadora, lo cual involucra cuestiones de hecho, prueba y derecho común, resueltas sin arbitrariedad por las instancias de grado, En cambio, el recurso es formalmente admisible, cuando está en juego la interpretación de normasfederales y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que fundó en ella


      Agro Aceitunera S.A. (TF 19084-A) y ACUM c/ D.G.A


      A.919, L.XLVI, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Agravio irreparable


      Sentencia condenatoria: Recurso del Ministerio Público Fiscal. Diferentes fundamentos en los votos que componen la mayoría. Intercambio racional de ideas. Correlatividad entre los fundamentos y la conclusión adoptada


      Lo vinculado al modo en que emiten los votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario federal. Sin embargo, corresponde hacer excepción a dicho principio y dejar sin efecto el pronunciamiento cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre los fundamentos expuestos para llegar a la solución expresada en la parte dispositiva. Ello es así por cuanto las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como un producto del intercambio racional de ideas entre ellos, y su validez depende no sólo de que la pluralidad convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también presente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros del tribunal


      Y., Juan de la Cruz s/ Causa N° 10812


      Y.17, L.XLVI, 7de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Motivos en los que debe apoyarse. Arbitrariedad


      Ley 20. 680. Abastecimiento de combustible. Empresa petrolera que no abasteció a estación de servicio. Ausencia de afectación al normal funcionamiento del mercado. Doctrina de la arbitrariedad


      Cabe admitir la procedencia del recurso en aquellos supuestos en los que el acto jurisdiccional carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, en razón de arbitrariedad manifiesta derivada del apartamiento de constancias comprobadas de la causa, de la omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes, o cuando media una, fundamentación aparente, apoyada sólo en conclusiones de naturaleza dogmática. Cabe destacar asimismo que la cláusula cuarta de la resolución 25/2006 establece que la comercialización deberá efectuarse sin que se altere, perjudique o distorsione el funcionamiento del mercado de gasoil


      Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20.680


      S.651, L.XLVI,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Acción de amparo contra Trenes de Buenos Aires por la prestación y concesión del servicio de transporte ferroviario de pasajeros. Vía procesal de excepción. Recurso extraordinario inadmisible: no se dirige contra una sentencia definitiva ni asimilable a t


      El recurso extraordinario resulta inadmisible, cuando no se dirige contra una sentencia definitiva ni asimilable a tal, en los términos exigidos por la jurisprudencia de la Corte para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48, pues no se ha pronunciado acerca de las cuestiones de fondo en debate y queda a salvo la posibilidad de que sean planteadas en un proceso de conocimiento posterior.El carácter excepcional de la acción de amparo ha llevado al Tribunal a señalar que la existencia de una vía legal para la protección de los derechos que se dicen lesionados excluye, en principio, su admisibilidad, pues este medio no altera el juego de las instituciones vigentes, regla que ha sostenido en casos en los cuales las circunstancias comprobadas de la causa evidencian que no aparece nítida en la especie una lesión cierta o ineludible causada por la autoridad con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, en tanto el asunto versa sobre una materia opinable que exige una mayor amplitud de debate y prueba para la determinación de la eventual invalidez del acto. También ha expresado el Tribunal que la doctrina sobre el alcance de la acción de amparo y su carácter de vía procesal de excepción no ha sido alterada, sin más, por la inclusión en la reforma constitucional de 1994 del art. 43. Esta norma al disponer que "toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo" mantiene el criterio de excluir la acción cuando por las circunstancias del caso concreto, se requiere mayor debate y prueba, y por tanto no se da el requisito de "arbitrariedad o ilegalidad manifiesta" en la afectación de los derechos y garantías constitucionales, requisitos cuya demostración es imprescindible para la procedencia de aquélla. Por otra parte, resulta particularmente necesario en esta clase de juicios que, al interponer el recurso extraordinario, el apelante demuestre que el pronunciamiento impugnado tenga carácter definitivo, en el sentido de que el agravio alegado sea de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior, precisando por qué no habría oportunidad en adelante para volver sobre lo resuelto. Sin embargo, en la apelación sub examine el actor ha prescindido abiertamente de demostrar -más allá de la merainvocación del agravio constitucional- que su pretensión no pueda hallar tutela adecuada en los procedimientos ordinarios. El apelante carece de perjuicio concreto, pues, no se advierte cómo se restringen o limitan los derechos que él representa si se atiende a que después de iniciada la demanda se dictaron actos que habrían modificado las condiciones en que se presta el servicio. De ahí que las afirmaciones efectuadas en el recurso extraordinario no pasan de ser dogmáticas y sin sustento probatorio. Más aún, pretender que se revise la prestación y la concesión del servicio público de transporte ferroviario de pasajeros excede ampliamente las posibilidades de la excepcional vía del amparo que resulta inadecuada para resolver la cuestión. En definitiva, la sentencia recurrida no importa un pronunciamiento contrario a los derechos que representa el actor, sino sobre la improcedencia formal de la acción instaurada para poner en debate el respeto a esos derechos, ni existe, en consecuencia, gravedad institucional que justifique prescindir del requisito de sentencia definitiva, previsto por el art. 14 de la ley. 48


      Defensor del Pueblo de la Nación c/ Trenes de Buenos Aires (TBA) y otro s/ Amparo Ley 16.986


      D.275, L.XLVI, 29 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Amparo promovido por el Registro Nacional de Trabajadores Rurales y Empleadores (RENATRE) contra el Estado Nacional. Pretensión inconstitucionalidad Res. 255/10 del MTEySS. Acceso a la instancia judicial. Carácter de persona de derecho público no estatal


      El recurso extraordinario es formalmente admisible, pues si bien es un principio asentado que las cuestiones de ordenprocesal -aun las regidas por leyes federales- no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando, como ocurre en autos, la resolución impugnada veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringe sustancialmente su derecho de defensa. La decisión de la magistrada de primera instancia de declararse incompetente y ordenar el archivo de las actuaciones, en los hechos importó el rechazo in limine de la demanda, en los términos del art. 3° de la ley de amparo, el cual constituye uno de los excepcionales supuestos en que procede el recurso de apelación en el marco del proceso de amparo (v. art. 15 de la ley 16. 986). La resolución de la cámara que declaró mal concedido el recurso de apelación se desentiende, con erróneo fundamento en las disposiciones de la ley 16. 986, de los argumentos de la actora que se refieren al carácter de persona de derecho público no estatal que reviste el RENATRE, circunstancia que la excluiría del ámbito de aplicación del régimen de solución de conflictos interadministrativos previsto por la ley 19. 983; al mismo tiempo que veda la revisión de esa cuestión con el consiguiente perjuicio de impedirle el acceso a la instancia judicial


      Registro Nacional de Trabajadores Rurales y Empleadores c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Trabajo s/ Amparo y sumarísimo


      R.468, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda originada en un accidente de tránsito. Responsabilidad civil. Secuencia de hechos. Valoración de la prueba. Falta de autosuficiencia: carencia de arbitrariedad


      Además de la notable imprecisión del planteo, resulta indiscutible que el debate suscitado en autos se reduce a un tema de responsabilidad civil, que pone en juego situaciones de hecho yprueba, así como normas de naturaleza eminentemente común. Por ende, dado que la mera invocación de derechos fundamentales eventualmente afectados, carece de virtualidad para mutar ese carácter, no corresponde la intervención excepcional de la Corte en el estricto marco de aquel precepto. En el análisis de la arbitrariedad acusada, se debe destacar que, ante un tema propio del tribunal de la causa, como es la secuencia de hechos que se tuvo por cierta, a partir de una determinada valoración de la prueba, el a quo aportó una respuesta posible, a la que dotó de una explicación suficientemente precisa, compatible con las constancias allegadas al proceso. Así, no se ha acreditado con el rigor exigible, la gravedad de los vicios acusados, requisito ineludible para la apertura del recurso, que debe necesariamente ser autosuficiente. El eje central de los agravios pasa por reiterar impugnaciones que ya fueron tratados y contestadas adecuadamente por los jueces de la causa en torno a la virtualidad conferida a los elementos probatorio allegados al expediente. De tal manera, sin perjuicio del acierto o error de la sentencia, las pretendidas críticas no son sino desacuerdos con la solución por la que se inclinó la Cámara, en un terreno no federal, ajeno al recurso extraordinario


      Rodríguez, Carlos Alberto y otro c/ Pinus, Daniel Eduardo y otros s/ daños y perjuicios


      R.784, L.XLIV,9 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda promovida contra Edesur. Daños y perjuicios ocasionados por la errónea facturación del servicio de energía eléctrica. Exceso de jurisdicción. Afectación garantías constitucionales. Sentencia arbitraria


      Si bien la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis es materia ajena a este ámbito extraordinario, ello no constituye óbice para la apertura del recurso cuando, con menoscabo de garantías que cuentan con amparo constitucional, el tribunal se excedió de jurisdicción. La Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades que la jurisdicción de las cámaras está limitada por el alcance de los recursos concedidos que determinan el ámbito de su facultad decisoria, y la prescindencia de tal limitación infringe el principio de congruencia que se sustenta en los arts. 18 y 17 de la Constitución Nacional. El carácter constitucional de aquel principio, como expresión de la defensa en juicio y del derecho de propiedad, obedece a que el sistema de garantías constitucionales del proceso está orientado a proteger los derechos y no a perjudicarlos; de ahí que lo esencial es que la justicia repose sobre la certeza y la seguridad, lo que se logra con la justicia según la ley, que subordina al juez en lo concreto, respetando las limitaciones formales sin hacer prevalecer tampoco la forma sobre el fondo pero sin olvidar que también en las formas se realizan las esencias


      Bouza, Atilio c/ Edesur S.A. s/ Daños y perjuicios


      B.64, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Infracción a la ley 20. 680. Abastecimiento de combustible. Imposición de multa por parte de la Secretaría de Comercio Interior. Confirmación por parte del juzgado penal económico interviniente. Arbitrariedad en la resolución


      Los agravios introducidos por el recurrente son por principio, ajenos a esta instancia extraordinaria, por referirse a temas de hecho y prueba. Sin embargo, cabe admitir su procedencia en aquéllos supuestos en los que el acto judsdiccional carece de losrequisitos mínimos que lo sustenten válidemente como tal, en razón de arbitrariedad manffiesta derivada del apartamienlo de constandas comprobadas de la causa, de la omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes, o cuando media una fundamentación aparente, apoyada sólo en conclusiones de naturaleza dogmática. Así, se tuvo por acreditado que la emprésa tuvo conocimiento de la falta de combustible en la estación de servicio a partir de la mera remisión a un pasaje de un informe que esá empresa presentó en otro expediente, relativo a su gestión comercial en general


      Shell Compañia Argentina de Petroloeo S.A. s/ Inf. ley 20.680


      S.499, L.XLVI,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Jubilación por invalidez. Inconstitucionalidad del artículo 95 inc. b) de la ley 24. 241 y del decreto 460/99. Sentencia arbitraria


      En el caso se configura arbitrariedad, toda vez que el a-quo rechazó la solicitud del reclamante en forma dogmática y sin adentrarse al análisis de la cuestión, circunstancia que descalifica su decisorio como acto jurisdiccional. Nótese, sobre ello, que para dar base a su sentencia la Sala sólo expresó que no se había invocado ni demostrado el perjuicio que trae aparejado la aplicación de las normas impugnadas, cuando de la sola lectura de la causa surge claramente el daño que le causa al actor dicho marco normativo, al impedir que obtenga un beneficio previsional en su situación de discapacidad. Se aprecia más claramente aún la falta de estudio de la cuestión, cuando se expresa que la situación del recurrente no puede encuadrarse en ninguno de los supuestos de la normativa impugnada pues, esa situación que refiere el juzgador, es precisamente la causa misma del reclamo,siendo el motivo por el que se inició el presente proceso por el que se peticiona la inconstitucionalidad del artículo 95 de la ley 24. 241 y el decreto 460/99. Lo dicho, basta para dejar sin efecto la sentencia, máxime cuando nos encontramos ante un reclamo de un derecho de la seguridad social, cuyo tratamiento merece la delicadeza propia de su naturaleza


      G., J. G. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Jubilación y retiro por invalidez


      G.370, L.XLV, 20 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Liquidaciones practicadas en la etapa de ejecución de la sentencia. Doctrina de la arbitrariedad. Exceso ritual manifiesto: afectación al derecho de defensa enjuicio. Corresponde hacer lugar a la queja interpuesta


      El tribunal apelado justificó su decisión en afirmaciones dogmáticas y soslayó el tratamiento de los agravios del Estado Nacional basados en que los alcances de la sentencia definitiva dictada en la causa no amparaban la totalidad de los cálculos efectuados por la actora en sus liquidaciones, lo que se traduce en un evidente cercenamiento del derecho de propiedad y de la garantía del debido proceso de los justiciables. Cabe concluir en que lo resuelto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas (art. 15 de la ley 48), por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias


      Cooperativa de Servicios públicos de morteros limitada s/ Amparo


      C.662, L.XLVI, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Pretendida arbitrariedad cometida por el Poder Ejecutivo Nacional. Bonos creados por las leyes 25. 827 y 26. 546: condiciones intrínsecas necesarias en cuanto al precio de mercado. Supuesta situación de emergencia


      La consolidación de las obligaciones alcanzadas por el art. 13 de la ley 25. 344 opera de pleno derecho después del reconocimiento firme de la deuda, en sede judicial o administrativa. Como consecuencia de ello, se produce -en ese momento- la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, por lo que sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece: exigir el pago en efectivo en los plazos fijados por ella o la entrega de los bonos que correspondan. Tal circunstancia impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación a fin de percibir los créditos que les son reconocidos. La decisión apelada, al disponer el pago de los créditos con bonos cuarta serie 2% en la inteligencia de que el crédito fue reconocido por la sentencia de segunda instancia aun cuando adquirió firmeza con posterioridad al 31 de diciembre de 2001, prescinde de lo establecido por expresas normas de orden público que regulan la cancelación de las deudas estatales. El tenor de los argumentos expuestos por la parte interesada y fundados en la Constitución Nacional requiere un debate previo acerca de la extensión y gravedad de la emergencia, su alcance temporal y sustancial y, en particular; si las modalidades que en el caso concreto asume la cancelación de los créditos se compadecen con los requisitos a que está subordinada la constitucionalidad de la legislación de emergencia, así como su incidencia sobre el patrimonio de los particulares


      Encinas, Nelida Maria c/ YPF S.A. y otro s/ Otros reclamos


      E.59, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Supuestos


      Admisibilidad de la vía extraordinaria en cuestiones de hecho y prueba, sólo en caso de arbitrariedad de la sentencia. Supuestos de arbitrariedad. Omisión de tratamiento de cuestiones planteadas por la defensa. Falta de fundamentación de la sentencia. Con


      Sin perjuicio que los agravios referidos a cuestiones de hecho y prueba son, por principio, ajenos a la instancia extraordinaria, cabe admitir su procedencía en aquellos supuestos en los que el acto jurisdiccional carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, en razón de arbitrariedad manifiesta derivada del apartamiento de constancias comprobadas de la causa, de la omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes, o cuando media una fundamentación aparente, apoyada sólo en conclusiones de naturaleza dogmática. Así sucede, si en el pronunciamiento se omitió dar tratamiento al agravio por afectación del derecho de defensa, producto del infundado rechazo en sede administrativa de la prueba propuesta con el objeto de establecer cuál es la zona en que se encuentra comprendida la estación de servicio inspeccionada y cuántos otros establecimientos similares se encuentran dentro de aquélla, cuestiones que resultan relevantes para la excusa que la empresa articuló con apoyo en el texto de la resolución 25/2006, y que tampoco fue objeto de tratamiento en el fallo ni en la decisión administrativa. Se advierte, asimismo, que el magistrado calificó de escasa la cantidad de gasoil con que contaba la estación al momento de la inspección, sin explicar, siquiera someramente, el fundamento de tal afirmación, ni las razones por las que no habría bastado para satisfacer la demandahasta el siguiente suministro. También debe considerarse que el juez tomó en cuenta, a los efectos de confirmar la decisión administrativa, cuestiones que no integraron la imputación formulada en aquella sede. En tales condiciones, cabe concluir que el pronunciamiento apelado, en lo que respecta a las cuestiones analizadas precedentemente, merece ser descalificado bajo la alegada doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad


      Shell Compañía Argentina de Petróleo s/ Inf. ley 20.680


      S.455, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Juicio de apremio. Derechos de publicidad y propaganda de un municipio, establecidos por medio de ordenanza no publicada. Cuestión federal. Omisión de ponderar argumentos conducentes para la correcta solución del pleito. Sentencia con fundamento aparente:


      El remedio federal intentado por la demandada fue mal denegado pues si bien en principio las sentencias recaídas en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente sus derechos, ya sea por el Fisco librando una nueva boleta de deuda o, por el ejecutado, mediante la vía de repetición, en la presente causa se han rechazado las excepciones de falta de legitimación activa y de inhabilidad de título por manifiesta inexistencia de deuda, con sustento en lo dispuesto en el art. 226, inc. 8, de la Ley Orgánica de las Municipalidades (decreto 6769/58) de forma que lo aquí resuelto no podrá ser replanteado posteriormente (conf. Art. 551 del CPCCP y arg. de Fallos: 271:158; 294:363; 315:2954; 321:706, entre otros). Tratándose de juicios de apremio, V. E. ha admitido en forma excepcional la procedencia de la víaextraordinaria cuando resultaba manifiesta la inexistencia de deuda exigible, pues lo contrario implicaba privilegiar un excesivo rigor formal con grave menoscabo de garantías constitucionales. El juez de primera instancia -en aspecto confirmado por las instancias posteriores- sostuvo que el planteo sobre la falta de publicación debía ser desestimado en razón la literalidad y claridad del art. 226, inc. 8°, de la Ley Orgánica de las Municipalidades, precepto que lo eximía de efectuar mayores comentarios sobre la falta de publicación de la ordenanza, máxime cuando, por tratarse de un hecho negativo, quien lo alegaba debía probarlo, lo que no se había logrado en este caso (art. 547 C. P. C. C. ). Por el contrario, el citado art. 226, inc. 8, de la Ley Orgánica de las Municipalidades se limita a incluir dentro los impuestos, tasas, derechos, licencias, contribuciones, retribuciones de servicios y rentas que constituyen recursos municipales, la "colocación de avisos en el interior y exterior de tranvías, vehículos en general, estaciones de ferrocarril, teatros, cafés, cinematógrafos, y demás establecimientos públicos, colocación, inscripción o circulación de avisos, letreros, chapas, banderas de remates, escudos, volantes, y toda otra publicidad o propaganda escrita u oral hecha o visible en la vía pública con fines lucrativos y comerciales", aspecto ajeno a la debida publicación de la ordenanza que es lo controvertido en la litis. La sentencia contiene un fundamento aparente, que la priva de su carácter de acto judicial válido, razón por la cual corresponde atender a la arbitrariedad que la ejecutada imputa a lo resuelto. Contrariamente a lo sostenido por el juez de grado, la solución definitiva del caso sólo requiere la simple constatación de la publicación oficial de la mencionada ordenanza, acto requerido para la satisfactoria divulgación y certeza sobre la autenticidad deltexto de aquellas decisiones de contenido normativo general y que, en la especie, la sencilla verificación de tal extremo no parece afectar el carácter ejecutivo de la acción promovida


      Municipalidad de Mercedes c/ Arcor SAIC s/ Apremio


      M.1020, L.XLVI, 2 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Proceso de liquidación judicial del Banco Mercurio. Inadmisibilidad de queja. Pronunciamiento inoficioso


      V. E. tiene reiteradamente declarado que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o revoquen, no reviste carácter de sentencia definitiva en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. No obstante, dicho principio reconoce excepción cuando la medida dispuesta causa un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, puede ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o cuando exista gravedad institucional


      Banco Central de la Republica Argentina c/ Banco Mercurio S.A. s/ Revocación de autorización para funcionar


      B.339, L.XLVI, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Apartamiento de las constancias de la causa


      Robo con armas en concurso real con homicidio agravado. Forma en que fueron valoradas las pruebas obrantes en la causa. Doctrina de la arbitrariedad. Análisis probatorio a cargo de los jueces de la causa: excepción a tal principio


      Los agravios introducidos se dirigen a cuestionar la forma en que fue valorado el hecho y las pruebas reunidas en el legajo, así como también la consecuente aplicación en el caso del principioin dubio pro reo, aspectos que constituyen, por regla, una materia propia de los jueces de la causa y, por ende, su revisión resulta extraña a esta instancia extraordinaria. Sin embargo, cabe admitir la excepción a ese principio con base en la doctrina de la arbitrariedad, en aquellos supuestos en que ésta derive de un manifiesto apartamiento de las constancias comprobadas, de la omisión de cuestiones esenciales planteadas por las partes, o cuando media una fundamentación aparente, sustentada sólo en conclusiones de naturaleza dogmática. No se trata de sustituir el criterio de los magistrados intervinientes por el de V. E. para resolver aspectos cuyo análisis, por principio, resulta ajeno a su conocimiento. Lo que permite aplicar la excepción posible a esa regla es que el pronunciamiento apelado contiene argumentos carentes de razonabilidad en detrimento de los derechos constitucionales que el recurrente entiende conculcados, por lo que merece ser descalificado como acto jurisdiccional


      Z., C. J. y otros s/ Causa N° 12.251


      Z.138, L.XLVI,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Apartamiento de la solución normativa


      Caducidad del beneficio de litigar sin gastos. Intimación al pago de la tasa de justicia que podría frustrar la prosecución de la causa principal. Inicio de un nuevo beneficio de litigar sin gastos. Art. 84 del Código Procesal Civil y Comercial de la Naci


      El pago inmediato de la tasa judicial (en razón del alto monto del litigio) importaría, conforme fue expuesto por los quejosos y de acuerdo a la prueba agregada al incidente que dan cuenta de su situación económica, frustrar la prosecución de la causa principal instaurada con el objeto de obtener el resarcimiento por los daños y perjuicios causados por la muerte del hijo y hermanode los actores. Asiste razón a los recurrentes desde que el a quo en el pronunciamiento atacado, para resolver intimar al pago de la tasa de justicia, se remitió a los fundamentos expuestos en el plenario "Lugones, Leopoldo Guillermo c/ S.MATA y otro s/ beneficio de litigar sin gastos" del 8 de abril de 1999, sin tener en cuenta que el 24 de octubre de 2001 fue sancionada la Ley N° 25.488 (B.O. 22/11/01) que sustituyó el artículo 84 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. El nuevo artículo 84 prevé que el beneficio puede ser promovido hasta la audiencia preliminar o la declaración de puro derecho (salvo que se aleguen y acrediten circunstancias sobrevinientes) y que en todos los casos la concesión del beneficio de litigar sin gastos posee efecto retroactivo a la fecha de promoción de la demanda. Estos aspectos, esenciales y conducentes para la solución de la controversia, no fueron estudiados debidamente por la alzada. Tampoco parece razonable reconocer al pronunciamiento que declaró la perención de la instancia virtualidad para negar la aplicación de los efectos de la ley, sin valorar la situación de pobreza real alegada, en virtud de la cual se solicita el beneficio, que, vale recordar, encuentra sustento en dos preceptos de raigambre constitucional: la garantía de defensa en juicio y la de igualdad ante la ley (arts. 16 y 18 de la Constitución Nacional) ya que por su intermedio se asegura la prestación de los servicios de justicia (v. doctrina de Fallos 328:2426 ; 329:2240; etc.)


      Soto, Marcos Sergio y otro c/ Federación Argentina de Box y otro s/ Beneficio de litigar sin gastos


      S.270, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Doctrina de la arbitrariedad. Supuestos. Ausencia de valoración de todos los elementos de prueba. Principio in dubio pro reo


      Son supuestos de arbitrariedad aquellos en los que se advierte un manifiesto apartamiento de las constancias comprobadas, una omisión de las cuestiones esenciales planteadas por las partes, o cuando media una fundamentación aparente sustentada sólo en conclusiones de naturaleza dogmática, en flagrante violación de las reglas del debido proceso y defensa en juicio. La invocación del principio in dubio pro reo, no exime de aquél análisis, pues más allá de la naturaleza eminentemente subjetiva de la duda, ese particular estado de ánimo que se desarrolla en el fuero interno de los magistrados no puede reposar en una pura subjetividad, sino que debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva valoración de todos los elementos de prueba en conjunto


      A. V., Daniel Alejandro s/ Causa n° 12.997


      A.987, L.XLVII,14 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda por despido. Martilleros: calidad de profesionales de los actores. Presunción contenida en el art. 23 de la LCT. Prueba de testigos. Afirmaciones dogmáticas: sentencia arbitraria


      En el caso se han alegado supuestos que harían procedente la intervención del Alto Tribunal y la apertura del remedio excepcional por vía de la doctrina de arbitrariedad de sentencia; pues la garantía de defensa en juicio no sólo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas sino también la de obtener una sentencia que sea una derivación razonada del derecho vigente con relación a los hechos demostrados en el proceso. Los agravios del recurrente habilitan su tratamiento por esta vía puesto que, si bien lo atinente a la existencia de relaciónlaboral remite al examen de cuestiones que son ajenas a la instancia extraordinaria, cabe hacer excepción al principio cuando, como aquí ocurre, los jueces de la anterior instancia no han dado adecuado tratamiento a la controversia de acuerdo con las constancias del caso y la normativa aplicable, de forma tal que la decisión se basa en afirmaciones dogmáticas que le dan un sustento aparente


      Wolcoff, Jorge Alberto y otro c/ Amarilla Automotores S.A. y/o Amarrilla Gas S.A. y/o quien resulte responsable s/ Despido


      W.32, L.XLVI, 13 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Impugnación de absoluciones. Causa instruida por presunta infracción a la ley 23. 737. Recurso del Fiscal. Omisión de los jueces de la causa en la consideración de diligencias probatorias efectuadas por personal policial. Medidas de prueba oportunamente s


      Sin perjuicio de la evaluación que se realizó acerca de lo declarado durante el debate por los policías encargados de tareas investigativas, dicho análisis no podía soslayar la relevancia que objetivamente tenían las pruebas de cargo reunidas a tal efecto y el resultado que arrojaron los diversos procedimientos practicados en consecuencia, aspectos cuyo examen no se encontraba afectado por la inmediatez propia de la oralidad y que razonablemente hubiesen permitido demostrar el aporte de cada uno de los encausados para llevar a cabo la actividad ilícita que se les atribuye. Puntualmente en este aspecto radicó la ausencia del adecuado control que debió ejercer el a quo, con el fin de examinar si el temperamento adoptado se ajustó a las reglas de la sana crítica que debe observar todo pronunciamiento judicial. En efecto, ello impidió advertir las omisiones y falencias en las queincurrió el tribunal oral respecto de la verificación de los hechos, al concluir dogmáticamente en la ausencia de certeza suficiente para justificar un juicio de condena


      I., Cintia Noemí y otros s/ Causa N° 12.209


      I.126, L.XLVI, 24 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Autocontradicción


      Amparo. Inconstitucionalidad del dto 471/02. Sentencia Inválida. Autocontradicción. Precedente fallo 324:1584


      La Corte Suprema ha declarado que el tramo dispositivo de una sentencia y no sus considerandos, es lo que reviste el carácter de cosa juzgada, circunstancia de la que deriva su relevancia para fijar los alcances de la decisión judicial, especialmente a los fines de determinar el cauce por el que se deberá llevar adelante la ejecución. Sin embargo, no es menos cierto que también el Tribunal ha señalado que la sentencia constituye un todo indivisible demostrativo de una unidad lógico-jurídica en la que la parte dispositiva no es sino la conclusión final y necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuados en su fundamentación. Tal criterio no autoriza a admitir antagonismos entre ambas partes del pronunciamiento sino que, por el contrario, exige que ineludiblemente lo vertido en la primera aparezca -aunque expresado en términos concisos- como una razonable derivación de las argumentaciones que lo sustentan. Por aplicación de lo dispuesto en los precedentes del fallo 324:1584, donde se ha reconocido la notoria autocontradicción que surge del pronunciamiento


      Moro, Silvia Liliana c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y Ministerio de Economía s/ Amparo


      M.316, L.XLVI,20 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Carencia de fundamentos


      Valoración de dictamen pericial. Dictamen del especialista sobre cuestiones jurídicas: no vinculante para el juez de la causa. Remisión lisa y llana al dictamen del perito efectuada por el juez. Teoría de la arbitrariedad


      Si bien la revisión de pronunciamientos que resuelven sobre la procedencia del recurso de casación resulta, por regla, ajena a esta instancia extraordinaria, V. E. ha hecho excepción a ese principio, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y la defensa en juicio, cuando, como en este caso, se frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea suficiente. Si bien es cierto que los jueces son soberanos en la apreciación de la prueba, no lo es menos que los peritajes de los expertos no los vinculan, y que toda decisión jurisdiccional debe ser motivada. No se discute que los especialistas estén en mejores condiciones de emitir una opinión técnica, pero el juez no puede lisa y llanamente apoyarse en sus conclusiones, sin examinar, mínimamente, su concordancia con la restante prueba. La endeblez o solvencia de un dictamen pericial es, por cierto, un juicio propio de los jueces de la causa. Juicio éste, cuya ausencia puede privar al acto de validez jurisdiccional


      G., Carlos Alberto s/ Causa N° 10082


      G.333, L.XLVI,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Apelación de multa. Art 3 de la Ley 5. 517 de la Provincia de Jujuy. Arbitrariedad: falta de argumentos para recurrir el pronunciamiento


      Los agravios de la recurrente resultan ineficaces para habilitar la instancia extraordinaria pues, al haberse declarado la inconstitucionalidad del art. 3° de la ley provincial 5. 517 por estimar el Superior Tribunal apelado que el solve et repete era contrario al principio de tutela judicial efectiva y a lo dispuesto en los pactos internacionales suscriptos por la República, no existe solución favorable a la validez de la norma local en los términos requeridos por el art. 14, inc. 2°, de la ley 48, máxime cuando la demandada no alega -ni mucho menos demuestra- que ello represente una violación de su autonomía o un desconocimiento de las facultades reservadas por la Constitución Nacional a las provincias. En orden a los restantes agravios de la recurrente fundados en la arbitrariedad del pronunciamiento, tiene dicho el Tribunal que esta doctrina es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Sobre la base de tales premisas, el recurso planteado resulta igualmente inadmisible pues, para hacer lugar parcialmente a la acción de inconstitucionalidad de la ley provincial, el pronunciamiento contiene fundamentos de hecho y prueba que acuerdan sustento suficiente a lo resuelto, sin que las discrepancias de la quejosa resulten eficaces para habilitar la vía excepcional intentada. En efecto, las alegaciones vinculadas con el voluntario sometimiento de las actoras al momento de suscribir sus respectivos contratos de concesión, la falta de pago de otras multas anteriores igualmente impugnadas y la consecuente inexistencia de perjuicio como consecuencia de la sanción de laley tachada de inconstitucional sólo traducen las discrepancias del apelante con el criterio de valoración de los hechos y del material probatorio utilizado por los jueces de la causa, aspecto que no cubre la tacha de arbitrariedad que sostiene el remedio federal, cuyo carácter excepcional no tiende a sustituir a los magistrados cuando deciden cuestiones que les son privativas, aun cuando se invoque error en la solución del caso, por lo que el pronunciamiento impugnado se sustenta, en este aspecto, en hechos y pruebas razonablemente valorados, cuyo error o acierto no corresponde juzgar a la Corte sin alterar su cometido fundamental de tribunal de garantías constitucionales


      Empresa Jujeña de Energía S.A. y Empresa Jujeña de sistemas energéticos dispersos S.A. art. 1 y 3 ley 5.517/06 s/ Acción de inconstitucionalidad


      E.2, L.XLV, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Daños derivados de las explosiones en Río Tercero. Desvalorización de la vivienda. Monto de condena. Consolidación de deudas. Adición de intereses. Sentencia arbitraria: defectos en la fundamentación


      No asiste razón al apelante, toda vez que el art. 13, anexo IV, del decreto reglamentario 1116/00 establece que los créditos a liquidarse judicialmente se expresan a la fecha de corte y, a partir de allí, devengan el interés que corresponda. En la especie, al haberse rechazado otros rubros indemnizatorios, el monto de la condena surge de la diferencia entre el valor del inmueble en noviembre de 1995 -momento en el que se produjeron las explosiones en Río Tercero- y el valor a la fecha en que se realizó el informe pericial; esto es noviembre de 2000. En virtud de ello, no parece razonable sostener que, a los efectos del régimen deconsolidación, el crédito fue expresado a esta última fecha, ya que el valor que se consigna en el informe pericial es sólo uno de los que se tomaron en cuenta para determinar la suma de la condena. Por lo tanto, el tribunal se encontraba habilitado a fijar intereses desde la fecha en que se produjo el evento que originó la disminución del valor de la propiedad hasta el 31 de diciembre de 1999, sin que ello importe un apartamiento de las normas de consolidación de deudas. La cámara consideró que la tasa pasiva promedio que publica el BCRA aplicada al monto de la condena resulta insuficiente ante una nueva realidad económica, que exige adaptar la tasa a las fluctuaciones ocurridas en el país y, por ello, resolvió adicionar intereses a la tasa del 2% mensual entre el 3 de noviembre de 1995 hasta el 31 de diciembre de 1999, fecha de corte que establece la ley 25. 344. Al proceder de este modo, el tribunal omitió expresar adecuadamente los motivos por los cuales considera que la tasa que surge de aplicar el art. 10 del decreto 941/91 -reglamentario de la ley 23. 928- resulta insuficiente para mantener incólume el contenido económico de la sentencia. En atención a ello, el pronunciamiento recurrido exhibe graves defectos de fundamentación con relación a este aspecto que ha sido materia de apelación, lo que habilita su descalificación como un acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias


      Albornoz, José Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Sumario


      A.246, L.XLVII, 24 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de rendición de cuentas. Valoración de la prueba. Teoría de las cargas probatorias dinámicas. Fallo carente de fundamentación


      Le asiste razón al recurrente, en cuanto sostiene que el fallo del a quo resulta arbitrario por falta de fundamentación suficiente. Así , corresponde dejar sin efecto la sentencia que utilizó pautas de excesiva latitud que no condujeron a un tratamiento serio de los planteos de la demandada relativos al valor probatorio de la testifical, el cual debió partir de una ponderación concreta, conforme con las reglas de la sana critica, de las circunstancias y motivos conducentes a corroborar o disminuir la fuerza de las declaraciones; máxime, cuando en la sentencia de primera instancia, que rechazó la demanda, se efectuaron precisas consideraciones para restar eficacia de convicción a los testigos propuestos por la actora


      Malter Terrada, María del Carmen c/ Anaya, César Enrique s/ Rendición de cuentas


      M.1049, L.XLV,8 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Decisiones recurribles.Decisiones Judiciales.Sentencia definitiva


      Improcedencia del recurso extraordinario: carencia de carácter definitivo de la sentencia


      La sentencia atacada mediante la vía extraordinaria no reviste el carácter de definitiva ni puede ser equiparada a ella, en tanto, fundamentalmente, no pone fin a la discusión sobre el tema en cuestión, cual es el de la regulación de honorarios que deben fijarse en el incidente. La invocación de arbitrariedad no suple el requisito de sentencia definitiva a los fines de la procedencia del recurso federal, máxime si el apelante no demuestra que el pronunciamiento le irrogue un gravamen de insusceptible reparación ulterior


      Theseus S.A. y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. y otra s/ Ordinario


      T.206, L.XLVI,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Sentencia arbitraria: falta de tratamiento de argumentos conducentes para la solución del caso. Afectación de manera sustancial del derecho del apelante. Bonos de consolidación de deudas: cortes de cupón


      La cámara realizó un examen inapropiado de los planteos formulados, al omitir considerar las argumentaciones de los apelantes que imponían verificar si las normas que aplica la demandada para cancelar los servicios financieros devengados con bonos adicionales se ajustan a lo establecido por las leyes 23. 982 y 25. 344 o desvirtúan los mecanismos de pago fijados. A ello se añade que la ley de presupuesto para el ejercicio 2010 también contiene disposiciones al respecto, lo que requiere su oportuno tratamiento para la correcta solución del litigio. En tales condiciones, el pronunciamiento apelado vulnera de modo directo e inmediato las garantías constitucionales invocadas por los recurrentes (art. 15 de la ley 48), por lo que debe ser descalificado como acto jurisdiccional, con arreglo a la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias


      Corton, Adolfo c/ Prefectura Naval Argentina s/ Cobro de pesos


      C.451, L.XLV,14 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Excesos en los límites del pronunciamiento


      Existencia de relación laboral. Jurisdicción de los tribunales de segunda instancia limitada por el alcance de los recursos concedidos. Resolución de cuestiones que habían quedado firmes por el Tribunal de segunda instancia. Presunción del art. 23 de la L


      Si bien lo atinente a la existencia de relación laboral remite al examen de cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria, cabe hacer excepción al principio cuando la jurisdicción de los tribunales de segunda instancia está limitada por el alcance de los recursos concedidos; y si se prescinde de esa limitación resolviendo cuestiones que han quedado firmes, se causa agravio a las garantías constitucionales de la defensa en juicio y de la propiedad, pues los órganos judiciales de apelación no pueden fallar sobre capítulos que no le fueron propuestos ni sobre cuestiones respecto de las cuales no haya mediado agravio concreto de los recurrentes. En efecto, llegó firme a la alzada lo decidido por el juez de primera instancia en cuanto, durante el llamado "primer período" el actor cumplió funciones de delegado gremial, que trabajó como empleado dependiente en dos empresas y que el propio actor reconoció que su relación con la demandada tuvo su origen en el desempeño de cargos electivos gremiales. Tales circunstancias son las que llevan al a quo a decir que "dicha conclusión permanece firme en esta Alzada, pues tal que como surge de los términos del memorial recursivo de la parte actora, en realidad la apelante cuestiona el análisis del segundo período". En consecuencia, no pudo válidamente involucrar ese lapso de la relación como laboral dependiente cuando la propia recurrente admitió en sus agravios otro tipo de vínculo que llega firme ante la alzada y descarta de plano la presunción del art. 23 de la LCT y el encuadre en la figura de contrato laboral del art. 21 del mismo cuerpo normativo. Cabe agregar que, además de la limitación en que se encontraba la alzada, aparece irrazonable que el extremo fáctico admitido sin discusión pudiese suplirse con el pedido de que se compute toda la antigüedad en razón de las fechas consignadas en ladocumentación de la Obra Social, pues si para la determinación de la relación laboral, por el segundo período reconocido, no fueron suficiente tales elementos para el a quo y acudió a las numerosas consideraciones que se desprenden de la sentencia en crisis, no habría motivo que justifique tener por cierto un hecho en que las partes están contestes que no sucedió, respaldado por una decisión judicial firme que vedaba la posibilidad de revisarla


      Lopez, Eduardo Roberto c/ Sindicato de seguros de la República Argentina s/ Despido


      L.484, L.XLV, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Omisión de pronunciamiento sobre cuestiones conducentes


      Narcotráfico. Imputados absueltos por el Tribunal Oral. Arbitrariedad de la sentencia absolutoria. Necesaria revisión por parte de la Cámara de Casación. Importancia de la prueba indiciaria. Determinación de los hechos que dan base a la acusación. Ingreso


      No se encuentra exceptuada la Cámara de Casación de realizar una adecuada revisión de las cuestiones de hecho y prueba cuando se ha invocado la existencia de una arbitrariedad en su evaluación y, menos aún, de dar respuesta bastante y seria a los argumentos sobre los que el señor Fiscal sustentó su pretensión recursiva. Concretamente, no basta con sostener dogmáticamente o con citas genéricas de la propia sentencia impugnada, que no se ha demostrado la arbitrariedad pues, de ese modo solamente se elude -incurriéndose en el mismo vicio que motivó la queja- el necesario análisis que permitiría controlar la legalidad del pronunciamiento apelado. Cuando se piensa en el hecho como objeto de prueba o se esquematiza la estructura de la norma individualizando la prótasis referida al hecho, se asumecomo modelo un tipo de hecho simple constituido por un evento concreto precisamente situado entre determinadas coordenadas espacio-temporales. En realidad, si se está ante una situación de hecho concreta bien determinada, normalmente no es difícil seleccionar aquellos de sus aspectos que asumen significado desde el punto de vista de la norma de la que se conjetura su aplicabilidad. Así pues, es posible definir el hecho jurídicamente relevante, y por tanto el objeto de la prueba, mediante una o unas pocas proposiciones descriptivas del tipo. Respecto de las reglas atinentes al mérito de la prueba, estas deben ser valoradas en función de la índole y características del asunto sometido a la decisión del órgano jurisdiccional, principio éste que se encuentra en relación con la necesidad de dar primacía a la verdad jurídica objetiva, de modo que su esclarecimiento no se vea perturbado por un excesivo rigor formal. No puede perderse de vista que la forma de prueba del delito materia de proceso, ha sido motivo de tratamiento expreso por la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas -Viena 1988- en donde se previó que el conocimiento, la intención o su finalidad podrá inferirse de las circunstancia objetivas del caso, es decir de sus indicios. De haberse analizado en su conjunto la argumentación realizada por el fiscal al momento de alegar, nunca se hubiese concluido que la acusación subsidiaria implicaba una carencia de sentido o una contradicción en sí misma como sostuvieron los jueces que conformaron la mayoría


      B., Nicholas y otros s/ Causa N° 9410


      B.434, L.XLVI,29 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Sentencia sobre temas no propuestos. Exceso rigor formal. Omisión de considerar prueba conducente en relación al nombre y situación jurídica de la apelante. Procedencia del recurso de queja


      Aún cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas -como regla y por su naturaleza a la vía de excepción intentada- ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal, cuando lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales. El juzgador además de haber sentenciado sobre temas que no fueron propuestos por la recurrente, actuó con un exceso de rigor formal pues la situación jurídica y nombre de la apelante habían quedado aclarados, información oficiosa que pudieron requerir los jueces dado la naturaleza del proceso, aspecto que luego fue acreditado por la interesada. Lo dicho basta para descalificar la sentencia en crisis


      Vidal, Estela Susana c/ Anses s/ Ejecución previsional


      V.1220, L.XL, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Reajuste de haberes jubilatorios. Movilidad del 82% prescripta en las leyes de Salta 6335 y su modificatoria 6396. Falta de respuesta adecuada por parte del tribunal. Doctrina sentada en "Blanco de Mazzina"


      Corresponde considerar procedente el remedio federal por vía de la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que el sentenciador no dio una respuesta adecuada al concreto planteo del recurrente respecto a la movilidad del 82% que prescribía la normativa por medio de la que obtuvo su beneficio. Esto es así, pues si bien intentó dar solución él dicho planteo, aplicando la doctrina delcaso ''Badaro'' (Fallos: 330:4866) en virtud -dijo- de la cláusula tercera del Convenio de Transferencia ello resulta insuficiente a la luz de la doctrina sentada en el precedente "Blanco de Mazzina" (v. Fallos: 331:232) antecedente -cabe precisar- citado por la recurrente en su escrito de expresión de agravios, y también omitido por el sentenciador al momento de resolver la causa. Sobre ello, en la causa referida -donde se ponía en juego la inteligencia de las normas de un Convenio de Transferencia muy similar al suscripto por la provincia de Salta- la Corte Suprema de Justicia de la Nación enfatizó la indispensable interpretación integral del marco normativo, rechazando cualquier tipo de inteligencia parcial y aislada, por ser ello incompatible con las garantías constitucionales referidas a la seguridad social. Allí también se destacó que, en supuestos como el del caso en cuestión, la solución legal debe ser la que apunta a favor de mayores niveles de bienestar posible y no a restringir beneficios adquiridos en el marco de la normativa local, que la Nación se obligó a respetar. A la luz de tal principio, corresponde considerar que al sentenciar el a-quo no observó los lineamientos que surgen de tal principio aplicables en casos como el de autos, desde que fundó su decisorio solamente en una cláusula del convenio de transferencia referido, máxime cuando no dio explicación alguna para tal accionar


      Cornejo, Teresa Betty c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ reajustes varios


      C.295, L.XLVI,18 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso del Ministerio Público Fiscal. Garantías constitucionales para todas las partes. Único medio recursivo. Doctrina de la arbitrariedad


      La resolución del a quo presenta una insuficiente y dogmática fundamentación que impone su descalificación como acto jurisdiccional válido, al no contener un análisis puntual de los agravios, cuya entidad imponía su consideración por la implicancia que desde la óptica del artículo 18 Constitución Nacional presenta el tema, impidiéndose al Ministerio Público Fiscal el ejercicio regular de la acción penal por medio de la única vía apta de revisión que tenía expedita


      V., Sergio David s/ Causa N° 11.285


      V.447, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso del Fiscal. Facultades recursivas del Ministerio Público Fiscal. Derecho de defensa en juicio y debido proceso a favor del órgano acusador, como parte del proceso penal. Arbitrariedad de la denegatoria a la apertura del recurso interpuesto. Descal


      Todo aquel a quien la ley reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos, está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandado o demandante, ya que en todo caso media interés institucional en reparar el agravio si éste existe y tiene fundamento en la Constitución, puesto que ella garantiza a todos los litigantes por igual el derecho a obtener una sentencia fundada previo juicio llevado en legal forma, cualquiera sea la naturaleza del procedimiento -civil o criminal- de que se trate. Por otra parte, son descalificables como actos judiciales válidos aquellos pronunciamientos que omiten pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a suapreciación, en tanto importan una violación a las reglas del debido proceso


      L., Rafael Alejandro s/ Causa N° 12645 bis


      L.164, L.XLVII,9 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Remuneraciones de integrantes de la Orquesta Sinfónica Nacional. Diferencias salariales. Omisión de tratamiento de cuestiones planteadas y conducentes para la correcta solución del litigio. Arbitrariedad


      El pronunciamiento apelado -que omite expedirse sobre cuestiones oportunamente planteadas y que son conducentes para la correcta solución del litigio- exhibe defectos graves de fundamentación que afectan en forma directa e inmediata las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48), circunstancia que habilita a descalificarlo como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de las sentencias. Sin perjuicio de ello, no resulta ocioso advertir que la tacha que se propugna no implica abrir juicio sobre la solución qué en definitiva corresponda arbitrar, esto es si resulta procedente el reclamo deducido por los actores con fundamento en lo dispuesto por el decreto 3575/76


      Cosentino, Gustavo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Educación s/ Empleo público


      C.26, L.XLVI,17 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Sentencia arbitraria: falta de tratamiento de argumentos conducentes para la solución del caso. Afectación de manera sustancial del derecho del apelante. Basa de cálculo para determinar honorarios profesionales


      La cámara realizó un examen inapropiado de los planteos formulados, pues omitió considerar las argumentaciones de la apelante que imponían examinar si, en virtud de las normas aplicables en materia de honorarios y de consolidación de deudas, es procedente el reclamo de la interesada en cuanto a que corresponde tener en cuenta el valor de mercado de los bonos de consolidación previsionales al momento de la acreditación para conformar la base de cálculo de los emolumentos. Sin perjuicio de ello, no resulta ocioso advertir que la tacha que se propugna no implica abrir juicio alguno sobre la solución que en definitiva corresponda adoptar con respecto al planteo de la apelante. El pronunciamiento apelado vulnera de modo directo e inmediato las garantías constitucionales invocadas por la recurrente (art. 15 de la ley 48), por lo que debe ser descalificado como acto jurisdiccional, con arreglo a la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias


      López Rossi, Servando Jaime c/ ANSES s/ Reapertua de procedimiento


      L.255, L.XLVI, 12 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestión Federal


      Multa por infracción a la ley 24. 240. Inadmisibilidad recurso extraordinario: ausencia de cuestión federal típica


      Si bien los agravios vertidos en el recurso extraordinario afirman -en rigor, casi sin fundamentos- la existencia de una controversia en punto a la errónea interpretación de la ley 24. 240, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo de la alzada, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de laley 48. En efecto, el tribunal ponderó las circunstancias de hecho y consideró que no estaban reunidos los requisitos legales para determinar la aplicación de la multa por el organismo estatal


      Telecom Argentina S.A. c/ DNCI Disp 369/08 Expte S01:307812/04


      T.154, L.XLVI, 18 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Alcance de la expresión "superior tribunal de provincia". Art. 31 de la Constitución Nacional. Cuestión federal. Resolución por parte del máximo órgano jurisdiccional provincial


      La Corte ha declarado, al interpretar el alcance de la expresión "superior tribunal de provincia" empleada en el art. 14 de la ley 48, que todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se susciten cuestiones federales, deberá arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación después de fenecer ante el órgano máximo de la judicatura local, de conformidad con lo dispuesto por el art. 31 de la Ley Suprema. No se compatibiliza con el régimen federal de gobierno la zona de reserva jurisdiccional de las provincias y el principio de supremacía consagrado en el art. 31 de la Ley Suprema, el hecho de que un tema en el que se encuentra planteada una cuestión federal no merezca el conocimiento del órgano máximo de una provincia y que, en cambio, sea propio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación si, como resulta de las constancias de esta causa, los perjudicados han dado cumplimiento a la exigencia del debido agotamiento de las instancias provinciales con explícita invocación de la cuestión federal. Las limitaciones recursivas impuestas en los ordenamientos jurídicos provinciales no puede ser óbice que impidan el conocimiento, por los superiores tribunales locales, de las cuestiones que podrían vulnerar derechos constitucionales,pues si bien las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a la más alta, la aplicación preferente de la Constitución Nacional


      Peres, Natalio Guillermo c/ Santesteban Leonardo y otros s/ Daños y perjuicios


      P.144, L.XLV, 3 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Amparo contra la Dirección Provincial de Energía de Corrientes y contra dicha Provincia. Omisión del procedimiento constitucional de audiencias públicas. Interpretación sobre normas de derecho público local y cuestiones procesales. Improcedencia del recur


      El recurso extraordinario es inadmisible e incorrectamente concedido pues, los preceptos invocados carecen de vinculación directa con la materia del pleito, ya que tiene dicho V. E. que corresponde rechazar la tacha de arbitrariedad esgrimida si los fundamentos suscitan el análisis de cuestiones de hecho y derecho público local y procesal respecto de los cuales el recurso exhibe una mera discrepancia de criterio, sin que su acierto o error pueda ser examinado por el Tribunal en atención a que la doctrina de la arbitrariedad tiene un carácter estrictamente excepcional, y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa. No resulta un planteo suficiente, ni idóneo para rebatir la sentencia impugnada, pues la solución de la causa no dependía de la interpretación o el alcance asignados a tales disposiciones, sino de las previsiones del derecho local. Para el otorgamiento del recurso extraordinario se requiere no sólo que la cuestión federal oportunamente sevincule de manera estrecha con la materia del pleito, sino que su esclarecimiento y solución sea indispensable y conducente para la decisión del litigio, de manera tal que éste no pueda ser fallado sin resolverse aquélla. No corresponde a la Corte revisar la interpretación que se hizo en la sentencia de los arts. 48 de la Constitución Provincial y 42 de la Constitución Nacional, pues ello implicaría abordar cuestiones de derecho público local por esencia ajenas al recurso previsto en el art. 14 de la ley 48; a menos que concurra una hipótesis de arbitrariedad, que no se advierten el caso. La Corte no puede revisar el encuadramiento legal de los hechos de las sentencias. El Tribunal Superior de Justicia, para resolver los recursos planteados ante sus estrados, estaba obligado a realizar un examen integral de los argumentos de las partes y de la normativa entonces vigente, pues los jueces tienen no sólo la facultad sino también el deber de discurrir los conflictos y dirimidos según el derecho aplicable, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas jurídicas pertinentes, con prescindencia de los fundamentos que enuncien las partes


      Asociación de usuarios y consumidores de la provincia de Corrientes c/ Dirección Pcipal. de energía de ctes. y Estado de la Pcia. de Corrientes s/ Amparo


      A.293, L.XLVI,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Autorización para funcionar como entidad financiera. Recurso extraordinario mal concedido por no configurarse una cuestión federal típica


      El recurso extraordinario intentado es formalmente inadmisible y por ello, mal concedido desde el momento en que no se encuentra configurada una cuestión federal típica. Si bienlos agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a la errónea interpretación de la ley 21. 526, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo de la alzada, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48. El tribunal ponderó las circunstancias de hecho y consideró que estaban reunidos los requisitos legales para determinar la inexistencia de vicios que atenten contra la regularidad y legitimidad del acto administrativo como para provocar su nulidad y entendió que el organismo estatal había aplicado las normas pertinentes para revocar la autorización para funcionar del banco en cuestión -y su liquidación judicial-, en uso de las facultades discrecionales que dimanan de la ley de utilidades financieras en cabeza del BCRA y con los argumentos suficientes que desvirtúan la tacha de arbitrariedad alegada


      Banco Mercurio S.A. c/ BCRA - Resol. 294/08 (Expte. 30808/08)


      B.347, L.XLVI, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Introducción oportuna


      Secuestro extorsivo. Presunta participación de personal policial. Pena de prisión e inhabilitación para ocupar cargos públicos. Alegada ausencia de notificaciones y violación de la defensa en juicio: rechazo. Alcance de la garantía de la doble instancia


      La cuestión relativa a la forma en que deben ser realizadas las notificaciones que se plantea en el sub lite, remite al examen del derecho procesal y es, en principio, ajena a la competencia extraordinaria de la Corte, máxime cuando el auto de cuya notificación se trata no es uno de aquéllos respecto de los cuales V. E. ha entendido necesaria la notificación personal al imputado.Por otra parte, el hecho de que no todo alzamiento contra un fallo tenga aptitudes como para justificar su procedibilidad formal, ni sea idóneo para alcanzar la revisión que se propone, no debe ni puede confundirse con la afectación de la garantía al recurso que, como todos los demás derechos de raigambre constitucional, no es absoluta y se ejerce conforme a la reglas que reglamentan su ejercicio


      I., Juan Pablo y Osvaldo German Muzi s/ Causa n° 9121


      I.24, L.XLV, 29 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario desestimado. Introducción extemporánea de la cuestión federal


      En cuanto a la admisibilidad del recurso extraordinario se advierte que en él no se indica el momento en el que se presentaron por primera vez las circunstancias relevantes que estén relacionadas con las cuestiones que se invocan como de índole federal, ni de cuándo y cómo el recurrente introdujo el planteo respectivo y, en su caso, lo mantuvo con posterioridad. Exigencia que en el trámite se hace necesaria en la medida en que la demanda se apoyó exclusivamente en normas de derecho común (arts. 48 y 52 de la ley 23.551), con la pretensión de la actora solamente de una indemnización agravada, sin haberse alegado sobre el punto, tan siquiera mencionado, la afectación concreta de algún derecho constitucional. Esa exigencia resultaba de suma importancia en el caso, por cuanto uno de los fundamentos de la confirmación del rechazo de la demanda por parte del a quo, fue la falta de cuestionamiento constitucional, ante el juez de la instancia, del régimen jurídico aplicable. Esta decisión de la Cámarase apoyó en el art. 277 del CPCCN; asimismose reprochó la falta de una imputación de discriminación que justifique un análisis con la amplitud que contempla la mencionada ley N° 23.592, temas de los cuales no se hace cargo el recurrente en su impugnación federal, por lo que corresponde desestimar la presentación deducida


      Codina, Héctor c/ Roca Argentina S.A. s/ Ley 23.551


      C.387, L.XLV,11 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Reclamo por diferencias salariales. Suplemento otorgado por decreto 2744/93 a los agentes de la Policía Federal Argentina. Introducción oportuna de la cuestión federal. Remisión O. 126, L. XLII, "Oriolo, Jorge Humberto y otros c/ EN - Ministerio de Justic


      La Corte reiteradamente ha expresado que cuando la sentencia recurrida trata una cuestión federal, resulta indiferente la norma y oportunidad en que se haya planteado a los efectos de habilitar la instancia extraordinaria. El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible, toda vez que se halla en tela de juicio la inteligencia de normas federales y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido adversa a la pretensión que la recurrente fundó en ellas (art. 14, inc. 3 de la ley 48)


      Dupin, Mario Eduardo c/ Estado Nacional s/ Ordinario


      D.568, L.XLVI, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestiones ajenas al Recurso Extraordinario


      Impugnación y adjudicación de tres bancas de diputados provinciales. Inadmisibilidad recurso extraordinario: cuestiones regidas por el derecho público provincial. Normas localeselectorales que legitima la realización de alianzas y acuerdos electorales ce


      En orden a verificar las condiciones requeridas para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48, cabe recordar que, en principio, son ajenas a esta instancia el examen de decisiones que resuelven cuestiones regidas por el derecho público provincial, porque son privativas de los tribunales locales, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, salvo, claro está, supuestos de arbitrariedad. De acuerdo con el art. 122 de la Constitución Nacional, las provincias se dan sus propias instituciones y se rigen por ellas. Establecen su régimen electoral, eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, "sin intervención del gobierno federal". En este precepto, la palabra "Gobierno" incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe discutir las formas en que las provincias organizan su vida autónoma. Sin embargo, la Constitución Nacional, que garantiza a las provincias el establecimiento de sus instituciones, el ejercicio de ellas y la elección de sus autoridades, sujeta a ellas y a la Nación al sistema representativo y republicano de gobierno, impone su supremacía sobre las constituciones y leyes locales y encomienda a la Corte el asegurarlo como custodio de la Ley Suprema. Pero esta intervención está limitada a los casos en que, frente a un evidente y ostensible apartamiento del sentido de las normas de derecho público local, quedan lesionadas instituciones fundamentales de los ordenamientos provinciales que hacen a la esencia del sistema representativo y republicano que las provincias se han obligado a asegurar. Sólo ante situaciones de excepción como la enunciada, la actuación del Tribunal federal no avasalla las autonomías provinciales, sino que procura la perfección de su funcionamiento asegurando el acatamiento aaquellos principios superiores que las provincias han acordado respetar al concurrir al establecimiento de la Constitución Nacional. El recurso extraordinario interpuesto es formalmente inadmisible, ya que por su intermedio la recurrente pretende que V. E revise una sentencia del Tribunal Superior provincial acerca de una materia que integra el derecho público local, cual es el contenido y alcance de diversas normas de igual carácter que regulan el procedimiento de elección de legisladores locales. Contrariamente a lo que sostiene el recurrente, en el fallo se efectuó un adecuado tratamiento de las cuestiones propuestas que satisface lo exigido a los pronunciamientos judiciales, pues aquél cuenta con fundamentación suficiente y constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas en la causa, todo lo cual descarta el vicio que se le atribuye. Los reparos invocados trasuntan una mera disconformidad con aspectos que, por regla, constituyen materia ajena a esta instancia de excepción, pues se vinculan con cuestiones de derecho público local y procesal, que han sido oportunamente resueltos sobre la base de argumentos que, al margen de su acierto o error, no compete a la Corte revisar


      Frente Cívico y Social s/ Casación


      F.285, L.XLVI,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Prisión preventiva: prórroga. Recurso de la defensa: Cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, ajenas a la instancia extraordinaria. Recurso del Ministerio Público Fiscal: Remisión a la causa A. 93, XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/recurso de c


      Los agravios presentados por las defensas recurrentes, vinculados con las circunstancias del caso, remiten a cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal ajenas a la vía del recursoextraordinario, que han sido resueltas con fundamentos suficientes sobre cuyo acierto o error no incumbe conocer a la Corte


      Cabezas, Daniel Vicente y otros s/ Denuncia Las Palomitas cabeza de buey


      C.656, L.XLVI,11 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Cuestiones relativas a la inadmisibilidad de los recursos locales: cuestiones ajenas al recurso extraordinario, salvo arbitrariedad. Revisión de la sentencia que consideró un cúmulo de indicios concordantes para fundar la c


      Los pronunciamientos que declaran la inadmisibilidad de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa, no justifican -por regla- el otorgamiento del recurso extraordinario, sin perjuicio de que, ante las particularidades que presentan determinados casos, es posible hacer excepción a aquella regla con base en la doctrina de la arbitrariedad. Cabe considerar que la decisión impugnada contiene fundamentos suficientes y razonables con base en las constancias del expediente y en las normas no federales que consideró aplicables, que no fueron debidamente refutadas y que, por opinables que resulten, no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional, pues el a quo dio suficiente respuesta a los agravios ensayados en el recurso casatorio. Ese tribunal, de modo unánime, consideró que la cámara de juicio oral arribó a una convicción firme acerca de la autoría del hecho en cabeza del imputado en base a un cúmulo de indicios probatorios legalmente incorporados a la causa. Y aclaró que si bien los elementos con los que contó el tribunal de grado para condenar no resultan ser pruebas directas pues no existierontestigos presenciales del ilícito, sí son indicios bastantes y aptos para crear un convencimiento determinante de condena, indicando además que el tribunal sentenciante descartó expresamente toda posibilidad de duda acerca de la autoría material del hecho, exponiendo un razonamiento lógico que despeja cualquier intento del imputado de desconocer lo sucedido y negar su participación, entrelazando los indicios, evaluándolos y cotejándolo con lo declarado por el imputado. Si el recurrente no logra refutar los tópicos expuestos demostrando acabadamente que éstos conduzcan a una solución siquiera distinta u opuesta a la sentenciada, cabe considerar que bajo el ropaje de una aparente "arbitrariedad sorpresiva", aquél sólo manifiesta su queja de no haber sido conjugados a su favor. Con respecto a los agravios referidos a la falta de producción de determinadas pruebas propuestas por el apelante y a la falta de determinación de ciertas circunstancias fácticas, la respuesta otorgada por el tribunal de casación se encuentra debidamente fundada, ya que la legislación de rito en materia penal establece como facultativa para el Tribunal la recepción de nuevos medios de prueba, siempre que ellos resulten indispensables conforme el arto 335 del C. P. C. C. , y cuando se regula la producción de careos, la norma del art. 236 del C. P. C. C. dispone que "podrá ordenarse el careo de personas", en el sentido de que la decisión queda comprendida en el marco de discrecionalidad de los juzgadores, quienes son los que estiman la necesidad, oportunidad, utilidad y pertinencia de la realización de medidas probatorias durante el debate. Además, si al momento de rechazarse ese planteo, el defensor no dedujo oposición alguna a la decisión, como tampoco protesta de reserva de casación, cabe concluir que lo dio por consentido. En este contexto, las críticasexpuestas sólo trasuntan meras discrepancias en relación con los hechos probados y el alcance de normas de derecho común, cuya apreciación constituye, en principio, facultad propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, ajenas a la instancia de excepción, si que el quejoso no logra demostrar arbitrariedad en la condena ni en la revisión


      C., Alberto Ireneo s/ Homicidio calificado por el vínculo y alevosía - causa n° 1665/2009-


      C.163, L.XLVI, 7 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Declaración de reincidencia. Revocación de libertad condicional. Sujeto liberado con anterioridad al cumplimiento de pena privativa de libertad. Posterior condena por otro hecho. Aplicación del art. 50 del Código Penal: constitucionalidad. Denegatoria de


      Para el ejercicio de la jurisdicción de la Corte, tanto originaria como apelada, es necesario que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a una cuestión abstracta, como sería la que pudiera plantear quien ya carece de interés económico o jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse. Sin embargo, la exposición del recurrente en los términos del artículo 14 de la ley 48 no es más que la reedición de una cuestión definitivamente resuelta en su oportunidad, sin que hayan sido demostradas ni que se adviertan circunstancias que permitan una nueva evaluación de lo decidido. Así, el respeto a la cosa juzgada es uno de los pilares fundamentales sobre los que se asienta nuestro régimen constitucional, y por ello no es susceptible de modificación ni aún por vía de invocación de leyes de orden público, toda vez que la estabilidad de las sentencias, en la medida que constituye unpresupuesto ineludible de la seguridad jurídica, es también exigencia del orden público con jerarquía superior. Además se advierte que en tanto el punto se circunscribe a determinar la firmeza o no de una sentencia condenatoria y las consecuencias que de ello se desprenden en la aplicación de los regímenes de los artículos 50 y 14 del Código Penal, remite a cuestiones de hecho y a la interpretación de normas de derecho común y procesal ajenas por regla a esta instancia extraordinaria. El distinto tratamiento dado por la ley a aquellas personas que, en los términos del artículo 50 del Código Penal, cometen un nuevo delito, respecto de aquellas que no exteriorizan esa persistencia delictiva, se justifica, precisamente, por el aludido desprecio hacia la pena que les ha sido impuesta. Y si, como se vio, existe un fundamento razonable para hacer tal distinción, el legislador se encuentra facultado para establecer, dentro del amplio margen que le ofrece la política criminal, las consecuencias jurídicas que estime conveniente para cada caso


      P., Jose Luis s/ Causa N° 12.142


      P.472, L.XLVI,10 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Denegación beneficio previsto por la ley 24. 043. Recurso extraordinario incorrectamente concedido: discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo. Materia privativa de los jueces de la causa


      El recurso federal es formalmente inadmisible y fue incorrectamente concedido. En efecto, si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de lacausa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art 14 de la ley 48


      Flores, Daniel Julián c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3 Ley 24.043 - Res. 2183/10 (expte. 331.104/92)


      F.374, L.XLVII, 13 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Inadmisibilidad del recurso extraordinario. Mera discrepancia en cuestiones de hecho y prueba ajena a la revisión de la Corte. Cuestiones no federales


      El recurso extraordinario resulta inadmisible y fue correctamente denegado atento a que los agravios sólo controvierten la interpretación que asignó el a quo a normas de derecho público local y a la apreciación de los hechos y las pruebas rendidas en el expediente. Cabe recordar, que V. E. ha dicho que corresponde rechazar la tacha de arbitrariedad si los fundamentos suscitan el análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local respecto de los cuales el recurso exhibe una mera discrepancia de criterio, sin que su acierto o error pueda ser examinado por el Tribunal en atención a que la doctrina de arbitrariedad tiene un carácter estrictamente excepcional, y no puede pretenderse por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa. Sobre tales bases, no se advierte que la sentencia apelada sea susceptible de revisión ante V. E. , pues la Corte provincial fundó su decisión en la evaluación que efectuó de las constancias de la causa para concluir que la actividad administrativa desplegada por el actor no resultó idónea para habilitar la instancia judicial de acuerdo a las normas provinciales, aspecto que, por su naturaleza fáctica y procesal, está reservado a los jueces de la causa y, en principio, excluido de la revisiónextraordinaria. Por otro lado, el recurrente debió apelar la sentencia pronunciada por la Corte de Justicia de la provincia de Catamarca, mediante la cual se consideró no habilitada la instancia judicial al entender que no había habido un pronunciamiento de la administración sobre los mayores costos de los meses reclamados al municipio, pues existía una denegación tácita que podía habilitar, en su caso, la instancia judicial. Al no haber sido recurrida dicha resolución por la actora, ella pasó en autoridad de cosa juzgada de lo que se deriva que con este juicio el recurrente pretendió reeditar una cuestión fenecida


      Kaswalder, Antonio c/ Municipalidad de San Fernando del Valle de Catamarca s/ Acción y contencioso administrativo


      K.46, L.XLVII,10 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Infracción a la ley 22. 802. Supermercado minorista. Inexistencia de arbitrariedad. Imposición de multa: cuestión ajena al recurso extraordinario


      En relación al quantum de la multa, cabe recordar que la individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye -en principio- materia no revisable por la vía del recurso extraordinario


      Supermercados Norte S.A. c/ DNCI Disp. 512/08 Expte S01:214172/06


      S.429, L.XLVI,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Prescripción: materia propia de los jueces de la causa. Excepción. Dilación del procedimiento administrativo. Precedente "Losicer"


      Tiene dicho la Corte que las reglas que rigen la prescripción -en lo que interesa, tanto lo relativo al cómputo de sus plazoscomo a la determinación de los actos procesales susceptibles de ser considerados interruptivos- constituyen materia propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la jurisdicción extraordinaria, por tratar esencialmente sobre cuestiones fácticas, de derecho común y procesal, salvo que el pronunciamiento recurrido carezca de fundamentación suficiente o se aparte de la normativa aplicable, excepciones que no ocurren en el presente. Sin perjuicio de ello, la Corte Suprema podrá considerar si, en el caso particular de autos, la demora comprobada, se verifica como injustificada hasta el punto de comprometer las garantías de defensa en juicio y de debido proceso alegada por el recurrente, como ha venido sosteniendo en distintos precedentes donde se definían cuestiones de índole penal y tributaria


      Gioda, Pedro Domingo y otros c/ BCRA Resol 107/04 Expte 100064/83


      G.698, L.XLIV, 18de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario. Prescripción: materia propia de los jueces de la causa. Excepción. Dilación del procedimiento administrativo. Precedente "Losicer"


      Tiene dicho la Corte que las reglas que rigen la prescripción -en lo que interesa, tanto lo relativo al cómputo de sus plazos como a la determinación de los actos procesales susceptibles de ser considerados interruptivos- constituyen materia propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la jurisdicción extraordinaria, por tratar esencialmente sobre cuestiones fácticas, de derecho común y procesal, salvo que el pronunciamiento recurrido carezca de fundamentación suficiente o se aparte de la normativa aplicable, excepciones que no concurren en el presente. Sin perjuicio de ello, la Corte Suprema podrá considerarsi, en el caso particular de autos, la demora comprobada, se verifica como injustificada hasta el punto de comprometer las garantías de defensa en juicio y de debido proceso alegada por el recurrente, como ha venido sosteniendo en distintos precedentes donde se definían cuestiones de índole penal y tributaria


      Arcusin, Fernando y otro c/ BCRA Resol 300/04 Expte 100815/82 Sum Fin 570


      A.331, L.XLVI, 18de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Superintendencia de Seguros de la Nación. Sanción a auditor externo. Improcedencia recurso extraordinario: materia de hechos, derecho común y procesal, reservada a los jueces de la causa. Ausencia de arbitrariedad


      En lo que aquí interesa, en su pretensión recursiva la defensa tachó de arbitraria la sentencia del a quo en el entendimiento de que sus consideraciones resultaban incompatibles entre sí, e insistió -con iguales argumentos que los esgrimidos en la instancia anterior- en que en el caso concreto había operado la prescripción de la pretensión sancionadora, pues entre la comisión del hecho y el acto equivalente a la declaración indagatoria interruptiva de la prescripción había transcurrido sobradamente el plazo de prescripción previsto en el Código Penal. En tanto el a quo ha receptado la postura esgrimida por la parte sancionada en lo relativo a la aplicación supletoria de los principios generales y normas del derecho penal común en materia de prescripción al procedimiento disciplinario administrativo, y que tal aspecto de la sentencia no ha sido materia de impugnación, la cuestión ha quedado firme, más allá de su acierto o error. Ello sentado, advierto que en lo demás la discusión gira en torno a la determinación de los actos procesales que, con arreglo a esanormativa, cabe considerar secuela del juicio a los efectos de la interrupción de la prescripción de la acción, cuestión que constituye materia de hechos, derecho común y procesal, reservada a los jueces de la causa y ajena, por principio, a esta instancia extraordinaria, máxime si el pronunciamiento cuenta con fundamentos suficientes que descartan la tacha de arbitrariedad, como ocurre en el sub lite


      Superintendencia de seguros de la Nación c/ La Economía Comercial S.A. de Seguros Generales s/ organismos externos


      S.485, L.XLVII,14 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Trámite ante la Corte


      Denegación recurso extraordinario. Falta de traslado. Necesidad de dar cumplimiento al trámite previsto en el art. 257, segundo párrafo, del CPCyCN


      La sustanciación que establece el precepto normativo indicado es condición de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario, así como que V. E. ha señalado reiteradamente que ese traslado tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la conecta solución de la causa


      Budiño, Eduardo H. y Rinforzi de Budiño, María c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


      B.611, L.XLVI, 9 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Inimputabilidad de la encausada. Internación en Hospital Moyano. Posible intervención del fuero civil. Informepsiquiátrico posterior a la interposición del recurso. Cuestión que puede devenir abstracta durante el trámite del recurso extraordinario. Suspe


      Es necesario para el ejercicio de la jurisdicción de la Corte, tanto originaria como apelada, que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a un asunto abstracto, como sería el que pudiera plantear quien ya carece de interés económico o jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse, debiéndose atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes a la interposición de la apelación federal. En ese contexto, en los casos en que se verifique una supuesta nueva condición psiquiátrica de la imputada, que diera base a una solicitud de la que defensa, que podría llevar, de prosperar, a una decisión sobre la situación de la paciente que tornaría inoficioso todo fallo de la Corte acerca de aquella cuestión que se pretende someter a su juicio, corresponde suspender todo pronunciamiento al respecto a resultas de lo que se disponga en la instancia, sin que ello importe adoptar una posición sobre el fondo del asunto


      H., Rosa Martha s/ Causa 10.336


      H.141, L.XLV, 17de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Para mejor dictaminar se solicitan los autos vinculadas a la causa, por lo que se solicita a la Corte que requiera su elevación y, luego de recibidas, confiera una nueva vista


      K., Gustavo n° 12.977


      K.69, L.XLVII, 12 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Se requiere la remisión de los autos principales, como así también testimonios de la causa mencionada en el fallo impugnado


      G., Gustavo Adolfo, C., Norma del Valle, J., Emanuel Alberto s/ Recurso de Casación


      G.468, L.XLVII,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Se solicita que se requieran los autos principales al tribunal de origen y que, recibidos que sean, se corra nueva vista


      A., Felicio s/ Causa n° 12986


      A.702, L.XLVII,20 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Inconstitucionalidad de ley local. Programa de control del tabaquismo. Dictado posterior de ley nacional 26. 687 de publicidad, promoción y consumo de los productos elaborados con tabaco. Traslado a la partes


      Nobleza Piccardo S.A.I.C. y F. c/ Santa Fe, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      N.188, L.XLII,11 de Octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa: procedencia del recurso extraordinario


      Ello así, la procedencia sustancial de dicho recurso está supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte, cuya evaluación corresponde a los integrantes de la Corte por ser los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos, especialmente en supuestos como el de autos en el que no hubo intervención previa de esta Casa


      Meichtry de Marti, Nélida Luisa y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Dto. 1770/91 s/ Empleo público


      M.662, L.XLVII, 6 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Pretendida inconstitucionalidad del decreto 471/02. Inexistencia de gravamen. Planteos que han devenido abstractos


      La subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que entre tales extremos se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. Ésta es la situación que se configura en la causa ya que el recurrente no demuestra cuál es el gravamen que le ocasiona la sentencia de la cámara que ordenó pagar los servicios de los bonos a la paridad fijada por el decreto 471/02, en virtud de considerar que la actora estaba incluida entre las excepciones al diferimiento de pagos, ya que lo cierto es que el Estado Nacional abonó la totalidad de los servicios, precisamente al entender que la situación de la actora estaba alcanzada por las excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública que prevé la resolución 73/02 del Ministerio de Economía, concretamente en su art. 2 inc. b)


      San Martín, Amalia Carmen c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02 (Caja de Valores) s/ Proceso de conocimiento


      S.260, L.XLV,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Pretendida inconstitucionalidad del decreto 471/02. Inexistencia de gravamen. Planteos que han devenido abstractos


      La subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poderjuzgar y que entre tales extremos se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. Ésta es la situación que se configura en la causa ya que el recurrente no demuestra cuál es el gravamen que le ocasiona la sentencia de la cámara que ordenó pagar los servicios de los bonos a la paridad fijada por el decreto 471/02, en virtud de considerar que la actora estaba incluida entre las excepciones al diferimiento de pagos, ya que lo cierto es que el Estado Nacional abonó la totalidad de los servicios, precisamente al entender que la situación de la actora estaba alcanzada por las excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública que prevé la resolución 73/02 del Ministerio de Economía, concretamente en su art. 2 inc. b)


      Sgarbossa, Juana Luisa c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561


      S.289, L.XLVI,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Imputado rebelde. Suspensión del trámite del recurso


      En el caso de subsistir la declaración de rebeldía decretada con posterioridad a la articulación de la queja, corresponde suspender el trámite de las actuaciones hasta tanto el rebelde se presente o sea habido


      D. C., A. J. y otros s/ Abuso sexual seguido de muerte etc.- Causa n° 98353-


      D.442, L.XLVI, 1 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario firmado únicamente por el letrado patrocinante. Corresponde a la Corte determinar si fue deducido en término


      El plazo para la interposición del recurso extraordinario es fatal y perentorio, como así también que el escrito por medio del cual se deduce en caso de ser firmado únicamente por el letrado patrocinante de la parte interesada se halla desprovisto de toda eficacia jurídica, no siendo susceptibles de desvirtuar esa consecuencia los escritos posteriores presentados fuera del plazo establecido por el art. 257 del CPCCN, por lo que la omisión apuntada hizo del escrito un acto jurídicamente inexistente y ajeno, como tal, a cualquier posibilidad de convalidación posterior


      Meluk Import S.A. (TF 25944-I) c/ DGI


      M.325, L.XLVI, 7 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Juicio de Admisibilidad


      Apelación extraordinaria. Cumplimiento de requisitos previstos en la Acordada 4/2007: límite de renglones. Examinados por la Corte, en atención a que se vinculan con el dictado de dicho reglamento. Remisión


      El cumplimiento de aquel requisito formal, como así también el de los relativos a la presente queja, corresponde que sean examinados, en principio, por esa Corte, en atención a que se vinculan con el dictado del citado reglamento. De estimar el Tribunal que los defectos que la cámara reprocha a la apelación de la actora no son esenciales ni importan un obstáculo insalvable para admitirla, podría dejar de lado tales reparos para el caso de autos y realizar el examen de las cuestiones que aquella plantea ante vuestro estrado, eventualidad frente a la cual ingreso al tratamiento del tema de fondo planteado. Las cuestiones que sedebaten en el sub lite resultan sustancialmente análogas a las examinadas por este Ministerio Público en el dictamen del 5 de mayo de 2010, B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg. "


      Prado, Inocencio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Gendarmeria Nacional - Dto. 2769/93 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      P.334, L.XLVI, 28 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Demanda de reivindicación. Adquisición de inmueble por prescripción adquisitiva. Recurso inadmisible: cuestiones de hecho y prueba, y prescripciones de derecho local y común. Mera discrepancia con los fundamentos del fallo atacado


      El Superior Tribunal ha desestimado con suficientes argumentos el recurso de casación interpuesto contra la sentencia que se basó para decidir en el examen de cuestiones de hecho y prueba y en prescripciones de derecho local y común, cuya interpretación y aplicación es propia de los jueces de la causa y que, como principio, no cabe revisar en la instancia del art. 14 de la ley 48. En su sentencia, el tribunal sostuvo que el recurrente pretendió que se tuvieran en cuenta normas diferentes de las consideradas por la cámara, pero no demostró la ausencia de todo sustento legal en el fallo de esta última como para justificar que se abriera la casación. Consideró, entonces, que no hubo omisión de antecedentes dirimentes, pues el tribunal anterior entendió que, con el dictado de la sentencia del juicio de expropiación, no había quedado el bien definitivamente incorporado al dominio del Estado; que tampoco había contradicción, pues la cámara afirmó que la provincia reunía lascondiciones para usucapir; que no se configuraba violación de la cosa juzgada, pues la sentencia de los juicios de expropiación y de reivindicación versaron sobre distintas pretensiones; y que no había contradicción con precedentes de la Corte federal, pues variaban los antecedentes fácticos tenidos en cuenta en esos precedentes y los que sustentaron la demanda de autos. Las críticas del recurrente, referidas a cuestiones y materias ajenas, como regla, al recurso extraordinario, sólo exhiben una mera discrepancia de criterios con los fundamentos dados por los jueces de la causa y el fallo atacado, más allá de su acierto o error, se sustenta en argumentos suficientes que excluyen cualquier planteo de arbitrariedad, lo que excluye la admisibilidad de la excepcional vía intentada


      Moral, Pedro Guillermo c/ Dipas y otro s/ Reivindicación


      M.1074, L.XLIV, 12 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      
CapítuloXII


      Derecho Procesal Penal


      Etapas del Proceso Penal


      Instrucción. Excarcelación


      Excarcelación. Delitos de lesa humanidad cometidos durante la última dictadura militar. Riesgos procesales. Imputados pertenecientes a estructuras de poder


      No puede omitirse que las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura, de los que serían responsables, entre otros, quienes ejercieron funciones de mando en las fuerzas de seguridad civil, tuvieron inicio luego de restablecida la democracia. Y que la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos, entre los que se encuentran los que se juzgan en esta causa, conductas que, por lo demás, fueron llevadas a cabo incluso en tiempos recientes. Puede considerarse fundado el temor de este Ministerio Público de que esos individuos todavía conserven un ascendiente sobre las estructuras de poder que integraron en una posición de mando y que, por desgracia, pueden pervivir en el país


      F., Alcides Paris s/ Causa N° 13637


      F.127, L.XLVII,20 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Confirmación por parte de la Cámara Nacional de Casación Penal de la excarcelación de imputados por delitos de lesa humanidad. Imposibilidad de evitar considerar los agravios del recurso por ser una reedición de los interpuestos en el recurso de casación. Ponderación de la capacitación y entrenamiento del imputado como agente de un aparato de represión ilegítima que operó en la clandestinidad y buscó no dejar rastros de los crímenes cometidos


      Para confirmar la excarcelación del imputado, la Cámara Nacional de Casación Penal afirmó, por un lado, que el Fiscal General se remitió en un todo a los argumentos expuestos en el recurso de casación. En relación a este punto, lo cierto es que, la normativa procesal vigente (en particular, artículos 444 y 454 del código adjetivo) no lo incluye entre los que autorizan el rechazo del recurso de casación, ni el tenerlo por desistido, por lo que no puede admitirse que se lo invoque como justificación para evitar la consideración de los agravios expuestos en el recurso. Por otra parte, el tribunal sostuvo que el fiscal no aportó circunstancias explícitas sobre cuáles serían los indicios concretos y actuales que demostraran la existencia de riesgos procesales. En relación a este argumento, cabe recordar que la casación no podría considerarse eximida de evaluar la existeneia de riesgo procesal en el supuesto de que los indicios correspondientes no se hubieran invocado. Vale decir que no parece una decisión razonable inferir sin más de esa supuesta falta de invocación que tales indicios no existen, por lo menos si se reconoce, tal como lo ha hecho la Corte, salvo mejor interpretación de sus fallos, que pesa sobre los magistrados un especial deber de cuidado para neutralizar toda posibilidad de fuga o entorpecimiento de la investigación en torno a delitos de lesa humanidad. La casaciónno podía, sín incurrir en arbitrariedad, dejar de ponderar, al menos, que el imputado sería un militar entrenado y capacitado para desempeñarse como agente de inteligencia de un aparato de represión ilegitima que operó en la clandestinidad y que demostró gran eficacia para no dejar rastros de los crímenes cometidos, como lo revela la circunstancia de que aún hoy existan arduas dificultades para conocer la verdad de lo ocurrido. Y que esta circunstancia se debe también a la actuación corporativa posterior de los responsables de tales crímenes y de quienes les prestaron apoyo desde dentro y fuera de sus estructuras de acción, las cuales, por desgracia, todavía conservarían un margen de poder remanente en nuestro país


      G., Jorge Horacio s/ Recurso de queja


      G.73, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Excarcelación de imputados de lesa humanidad confirmada por la Cámara Nacional de Casación Penal. Gravedad institucional. Arbitrariedad de la sentencia. Imposibilidad de evitar evaluar la existencia de riesgo procesal por la no invocación de indicios, o evitar la evalación de medidas cautelares alternativas


      Si bien las cuestiones relativas a la ádmisibilidad de los recursos locales no son, por regla, revisables en esta instancia extraordinaria, también lo es que tal criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Y cabe considerar que lo decidido por la casación, al autorizar la libertad de imputados por numerosos delitos de lesa humanidad, pone inmediatamente en riesgo los compromisos de la Nación y, por lo mismo, configura un caso de gravedad institucional, y sería uno de esos casos excepcionales.Es ilógico, ante todo, que la casación haya abierto la queja y, por ende, concedido el recurso de casación, para luego rechazarlo por inadmisible, cuando sólo podía tenerlo por desistido, o bien declararlo sustancialmente procedente o improcedente, en cuanto ya había efectuado el juicio sobre su suficiencia formal. Si el a quo sostuvo que para resolver de ese modo se basó en que el Fiscal General, al celebrarse la audiencia dispuesta en el articulo 465 bis del código ritual, se remitió en un todo a lo expuesto en el recurso de casación, pero ello, como explica el mismo fiscal, no es un motivo previsto en aquella ley para rechazar ni para tener por desistido el recurso. Tampoco se puede admitir que lo haya rechazado formalmente con el argumento de que el fiscal no expresó los indicios que demostraran la existencia de riesgo procesal. Menos aún cuando ese argumento no está acompañado de ninguna fundamentación, por lo que la decisión presenta una fundamentación aparente, basada sólo en conclusiones de naturaleza dogmática, que también sobre este tópico la tiñen, por consiguiente, de arbitrariedad. La casación no podría considerarse eximida de evaluar la existencia de riesgo procesal en el supuesto de que los indicios correspondientes no se hubieran invocado. Vale decir que no parece una decisión razonable inferir sin más de esa supuesta falta de invocación que tales indicios no existen, por lo menos si se reconoce, tal como lo ha hecho la Corte, salvo mejor interpretación de sus fallos, que pesa sobre los magistrados un especial deber de cuidado para neutralizar toda posibilidad de fuga o entorpecimiento de la investigación en torno de delitos de lesa humanidad. Tampoco eximiría al a quo de explorar la posibilidad de que, al menos, se apliquen medidas restrictivas de la libertad menos lesivas que el encarcelamiento, de modo particular en el caso de imputados quepudieran presentar un delicado estado de salud, siendo que la detención cautelar domiciliara puede ser pertinente para asegurar los resultados del proceso, al no parecer violatoria de las garantías fundamentales de los acusados


      I., Ramón Telmo y otros s/ Causa n° 13.163


      I.14, L.XLVII, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Excarcelación de un imputado por delitos de lesa humanidad: caso de gravedad institucional. Autocontradicción y falta de fundamentación de la resolución que rechaza el recurso de casación interpuesto. Consideración del entrenamiento y capacitación militar del imputado para evaluar el peligro de fuga


      Las cuestiones relativas a la admisibilidad de los recursos locales no son, por regla, revisables en esta instancia extraordinaria, también lo es que tal criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Uno de esos casos de excepción sería la excarcelación de imputados por numerosos delitos de lesa humanidad, ya que pone inmediatamente en riesgo los compromisos de la Nación y, por lo mismo, configura un caso de gravedad institucional. Es ilógico, que la casación haya abierto la queja y, por ende, concedido el recurso de casación, para luego rechazarlo por inadmisible, cuando sólo podía tenerlo por desistido, o bien declararlo sustancialmente procedente o improcedente, en cuanto ya había efectuado el juicio sobre su suficiencia formal. Igual de ilógico parece que la casación, primero, haya reconocido expresamente que el recurso homónimo posee adecuada fundamentación y reúne las condiciones fonnales de admisibilidad, para luego contradecirse alexponer que el recurso adolece de una crítica concreta de los rundamentos del fallo y presenta una fundamentación insuficiente de los agravios que intenta introducir. La resolución carece de argumentos plausibles si el a quo sostuvo que para resolver de ese modo se basó en que el Fiscal General, al celebrarse la audiencia dispuesta en el artículo 465 bis del código ritual, demostró falta de certeza acerca de cuáles serían las circunstancias que fundan en el caso la existencia de riesgo procesal, pero ello, no constituye un motivo previsto en aquella ley para declarar formalmente inadmisible el recurso, ni para tenerlo por desistido, por lo que mal podría aceptarse que se lo invoque como justificación de su rechazo y se evite, de esta manera, la consideraeión de los motivos expuestos y adecuadamente fundados en él. Por otra parte, cabe destacar que el imputado seria un militar entrenado y capacitado para desempeñarse como agente de inteligencia de un aparato de represión ilegítima que operó en la clandestinidad y que demostró gran eficacia para no dejar rastros de los crímcnes cometidos, como lo revela la circunstaneia de que aún hoy existan arduas dificultades para conocer la verdad de lo ocurrido, lo que se debe también a la actuación corporativa posterior de los responsables de tales crimenes y de quíenes les prestaron apoyo desde dentro y fuera de sus estructuras de acción, las cuales, por desgracia, todavía conservarían un margen de poder remanente en nuestro pais


      T., Carlos Alberto s/ Causa n° 13.342


      T.94, L.XLVII, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Excarcelación de un imputado por delitos de lesa humanidad. Artículo 1 de la ley 24. 390. Evaluación de los riesgos procesales


      Respecto de la interpretación que cabe darle al texto del artículo 1 de la ley 24. 390, corresponde remitirse a lo dictaminado en la causa A. 93, XLVI, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/recurso de casación". Si en la resolución revocada se tuvo en cuenta no sólo la gravedad de la pena prevista para el delito imputado, sino también las particulares características de los hechos y la calidad de agente de inteligencia del imputado al momento de su comisión, el tribunal casatorio debió explicar por qué entiende que estas últimas particularidades del caso son, en realidad, argumentos genéricos, sin anclaje en las concretas circunstancias de la causa, que no bastarían para acreditar la existencia de riesgo procesal. Más aún cuando, en casos análogos, las condiciones personales del imputado fueron consideradas relevantes para evaluar la existencia de tal riesgo, sobre todo al tener en cuenta que, en tales casos, se trata de individuos entrenados y capacitados para desempeñarse de manera funcional a un aparato de represión ilegítima que operó en la clandestinidad y que demostró gran eficacia para no dejar rastros de los crímenes cometidos, como lo revela la circunstancia de que aún hoy existan arduas dificultades para conocer la verdad de lo ocurrido. Lo que se debe también a la actuación corporativa posterior de los responsables de tales crímenes y de quienes les prestaron apoyo desde dentro y fuera de sus estructuras de acción, las cuales, por desgracia, todavía conservarían un margen de poder remanente en nuestro país


      R., Eduardo Alfredo s/ control de prórroga de prisión preventiva -causa n° 14.052-


      R.622, L.XLVII, 26 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Excarcelación de un imputado por delitos de lesa humanidad. Gravedad institucional. Consideración del ascendiente del imputado sobre las estructuras ilegales formadas durante la dictadura militar. Recurso de casación. Ampliación de fundamentos durante la audiencia prevista en el artículo 465 bis del Código Procesal Penal de la Nación


      Las cuestiones relativas a la admisibilidad de los recursos locales no son, por regla, revisables en la instancia extraordinaria, salvo cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Si lo decidido por la casación, al confirmar la libertad de un imputado por numerosos delitos de lesa humanidad, pone inmediatamente en riesgo los compromisos de la Nación y, por lo mismo, configura un caso de gravedad institucional, cabe concluir que el caso es uno de esos supuestos de excepción. Si el agravio reside en la arbitrariedad de la confirmación de la exención de prisión del imputado y en la gravedad institucional que reviste esa decisión, la actualidad de ese agravio no puede ser desconocida por el tribunal so pretexto de la inexistencia de un título jjurídico para para privar de la libertad al imputado, ya que aquél depende justamente del resultado de la impugnación planteada. Luego, no se puede postular que no hay agravio actual porque no hay título, cuando la controversia por el título es preexistente y mantiene su vigencia. En lo que respecta al motivo para rechazar el recurso de casación en base a que el Fiscal General no habría tratado las circunstancias concretas del caso en la audiencia realizada de conformidad con el artículo 465 bis del código ritual-, cabe recordar que ese motivo no constituye uno de los previstos en la misma ley para declarar formalmente inadmisible el recurso, nipara tenerlo por desistido, por lo que mal podría aceptarse que se lo invoque como justificación de su rechazo y se evite, de esta manera, la consideración de los argumentos expuestos en el escrito, donde ya se habían analizado tales circunstancias. Lo dicho por el recurrente para fundamentar el recurso en la audiencia no tiene por qué interpretarse como una sustitución o anulación de los fundamentos ya brindados en el escrito, sino que, a lo sumo, los amplía. Quienes ejercieron funciones estratégicas y de mando en las fuerzas de seguridad civil durante la última dictadura, pueden conservar un ascendiente sobre la organización criminal formada a su amparo, y que sus estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun en tiempos recientes


      B. P., Aldo s/ Causa n° 13.794


      B.457, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Excarcelación de un imputado por delitos de lesa humanidad. Gravedad institucional. Vicios lógicos en la resolución que abre un recurso de queja para luego rechazarlo por inadmisible. Consideración de la capacitación militar y de las estructuras de acción en las que habría actuado el imputado, a los fines de evaluar los riesgos procesales


      Las cuestiones relativas a la admisibilidad de los recursos locales no son, por regla, revisables en la instancia extraordinaria, también lo es que tal criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Uno de esos casos de excepción se presenta, cuando lo decidido por la casación, al confirmar la excarcelación de un imputado por delitos de lesa humanidad, pone inmediatamenteen riesgo los compromisos de la Nación y, por lo mismo, configura un caso de gravedad institucional. Es ilógico, ante todo, que la casación haya abierto la queja y, por ende, concedido el recurso de casación, para luego rechazarlo por inadmisible, cuando sólo podía tenerlo por desistido, o bien declararlo sustancialmente procedente o improcedente, en cuanto ya había efectuado el juicio sobre su suficiencia formal. El imputado sería un militar entrenado y capacitado para desempeñarse como agente de inteligeneia de un aparato de represión ilegítima que operó en la clandestinidad y que demostró gran eficacia para no dejar rastros de los crímenes cometidos, corno lo revela la circunstancia de que aún hoy existan arduas dificultades para conocer la verdad de lo ocurrido. Lo que se debe también a la actuación corporativa posterior de los responsables de tales crímenes y de quienes les prestaron apoyo desde dentro y fuera de sus estructuras de acción, las cuales, por desgracia, todavía conservarían un margen de poder remanente en nuestro país


      A., Victor Raúl s/ Causa N° 13.417


      A.255, L.XLVII, 2 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Procesamiento. Prisión Preventiva


      Recurso Extraordinario Federal. Imputado por delito de lesa humanidad. Medidas restrictivas de la libertad


      Las normas que establecen el régimen de la prisión preventiva no exigen, para la aplicación de esta medida, que el juez compruebe que el imputado puso en riesgo los fines del proceso. Por el contrario, basta con la presunción, fundada sobre circunstancias objetivas, de que aquél intentará eludir la acción de la justicia o entorpecer el proceso. Indudablemente, lacomprobación de que el imputado puso en riesgo los fines del proceso, constituye una de las circunstancias que podrían fundar esa presunción, pero ello no equivale a aseverar que esta circunstancia es condición necesaria para fundarla. No se puede obviar que la entidad de la pena y su probabilidad de aplicación, impiden que la prospectiva de sujeción a la justicia del imputado con condena sea igualada a la de quien todavía esperara la realización de su juicio


      A., Roberto Heriberto s/ recurso de casación


      A.898, L.XLVII, 26 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      General


      Actos Procesales


      Reenvío de actuaciones al juzgado de instrucción. Posible ampliación del requerimiento. Validez del dictamen anterior. Gravedad institucional. Autonomía funcional del Ministerio Público Fiscal. Afectación a las garantías de debido proceso y defensa en juicio. Prescripción de la acción penal. Aplicación del artículo 67 del Código Penal anterior a su reforma


      La resolución que le niega al requerimiento fiscal de elevación a juicio no anulado el carácter interruptor de la prescripción que el Código Penal le reconoce, es equiparable a sentencia definitiva, cuando implica una virtual declaración de cumplimiento del plazo que establece ese ordenamiento de fondo, y podría significar, en definitiva, la extinción de la acción y el fin del pleito, debido a la imposibilidad de reeditar la cuestión. Ello evidencia la existencia de un gravamen de imposible reparación ulterior, que habilita la instancia extraordinaria. Corresponde además la intervención de la Corte en el caso, si los hechos investigados, por su gravedad ytrascendencia institucional, exceden los intereses de las personas directamente involucradas en la causa, y la actuación del a quo, resulta contraria a los principios fundamentales inherentes a la mejor y más correcta administración de justicia, generando una injustificada dilación en el trámite de la causa. Si bien el examen de la admisibilidad del recurso es facultad privativa del tribunal de alzada, dicho principio no puede aplicarse de modo absoluto, y cabe hacer excepción a esa regla la solución adoptada carece de fundamentación suficiente y redunda en menoscabo del debido proceso y del derecho de defensa en juicio. La hipótesis de que la decisión del tribunal oral de reenviar la causa a la etapa de instrucción, con el objeto de que se investigara un nuevo hecho, dejó sin efecto el requerimiento de elevación a juicio anterior, repercute en el ejercicio de la misión requirente que compete al Ministerio Público, por cuanto le reconoce al tribunal oral la facultad de anular el requerimiento de elevación a juicio válidamente emitido, por el contenido y a partir de su propia apreciación de prueba incorporada con posterioridad a ese dictamen, atribuyéndole así la potestad de determinar la pretensión punitiva del Estado, con afectación de la autonomía funcional de los fiscales, a quienes incumbe decidir si cabe mantener el objeto de la acusación; agregarle otro hecho de manera alternativa, o modificarlo. Tampoco configura el cumplimiento de la adecuada fundamentación que debe contener una sentencia judicial, la mera invocación al principio de progresividad, sin analizar la aplicación de ese precepto al caso, ni explicar por qué razón habría que considerar, con base en ese principio, que el reenvío dispuesto por el tribunal del juicio invalidaría el dictamen fiscal, emitido en una etapa anterior. No resulta admisible considerar la eficacia interruptiva de laprescripción de los actos procesales según las disposiciones de la ley 25. 990, cuando se trata de un caso por hechos acaecidos con anterioridad a su vigencia


      Cornejo Torino, Jorge Antonio y otro s/ Recurso de casación


      C.67, L.XLVII, 19 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Exhortos


      Conflicto de competencia. Exhorto para que se tome declaración indagatoria en otra provincia al imputado. Renuencia del juez exhortado. Competencia de la Corte para resolver el conflicto


      La renuencia para el cumplimiento de una rogatoria constituye un caso de conflicto entre jueces que corresponde a la Corte dirimir en función de lo establecido en el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58. Sentado ello y en tanto la competencia del magistrado provincial es análoga a la del exhortante, cabe concluir que los motivos alegados para rechazar el cumplimiento de la diligencia no encuentran sustento en las disposiciones de la ley 22. 172, ya que más allá de los planteos que pudieren hacerse con base en la garantía de la defensa en juicio y según las formalidades que rodean la declaración indagatoria, lo cierto es que no existen óbices para que el juez exhortado cumpla con tan trascendente acto procesal por medio de una rogatoria


      M. P., José Antonio y otros s/ tentativa de estafa


      COMP.525, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Resoluciones Judiciales


      Motivación de la sentencia. Incongruencia entre los fundamentos y la parte dispositiva. Ausencia de mayoría de votos coincidentes.


      Si de la lectura de la sentencia resulta una evidente falta de congruencia entre la parte dispositiva y los fundamentos que le dan sustento -por ausencia de mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes-, corresponde devolver las actuaciones al tribunal que la dictó, para que emita un nuevo pronunciamiento con relación a esa cuestión


      G., José Pablo y otros s/ recurso de casación


      G.536, L.XLVII,30 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Validez de la sentencia. Resolución adoptada por un tribunal colegiado. Ausencia de mayorías. Falta de coincidencia sobre los fundamentos que sustentan la decisión adoptada


      Las sentencias de tribunales colegiados son inválidas cuando ellas resultan de una mera agregación de opiniones individuales que no exhibe una coincidencia mayoritaria sustancial sobre los fundamentos que dan apoyo a la decisión adotada. Tal supuesto se verifica si el tribunal resuelve rechazar el recurso sobre la base de la coincidencia de dos votos que tienen fundamentos no sólo distintos, sino contradictorios -uno sostiene que el recurrente no tiene legitimación para impugnar y el otro, en cambio, opina que sí la tiene-; y el único acuerdo parcial de fundamentos que dos de los tres votos revelan -esto es, el acuerdo entre los dos jueces que arguyen que la parte querellante tiene legitimación para impugnar- tiene lugar entre dos votos que defienden conclusiones contradictorias entre si


      Eraso, Raúl Alfredo y otro s/ causa n° 8.264


      E.141, L.XLVI,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Extradición


      Extradición solicitada por la República de Perú. Solicitud de reconocimiento de la condición de refugiado que se encuentra a estudio de la Comisión Nacional para los Refugiados. Suspensión al trámite del recurso


      F. R., Jesus s/ Extradición


      F.432, L.XLVI, 18de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Extradición Pasiva


      Extradición. Solicitud proveniente de Canadá. Ciudadano privado de su libertad en Argentina. Cómputo del tiempo que lleva privado de su libertad. Alegada prescripción de la acción penal y ausencia de pruebas suficientes. Debido proceso y derecho de defensa en juicio


      Aun estando a los dichos de la defensa, en cuanto a que el requerido sería interrogado respecto de las actividades criminales de conocidos suyos, de ser cierto, no consistiría un impedimento para la extradición ni para el proceder de las autoridades requirentes, en tanto sea en calidad de testigo, por cuanto lo que prohíbe el tratado es que sea detenido o enjuiciado por otros hechos distintos de los que motivan este pedido. Por otra parte, respecto de la privación de libertad sufrida en nuestro país, razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas del derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitrenlas medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento


      D., Ronald Rosario s/ Arresto con fines de extradición


      D.110, L.XLVII, 7 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Observancia del Debido Proceso


      Extradición pasiva. Nulidad de la sentencia que rechaza la entrega sin respetar las reglas previstas en la ley 24. 767. Jurisdicción de la Corte durante el proceso extraditorio: conocimiento equivalente al del juez de grado


      La sentencia de extradición adolece de un vicio insalvable que acarrea su nulidad, si el juez de grado rechazó la entrega reclamada apartándose de las reglas previstas por la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. En este sentido, la ley es suficientemente clara en cuanto consagra que finalizado el trámite administrativo y recibido el pedido de extradición en sede judicial, "el juez dispondrá la citación a juicio salvo que el requerido diera su consentimiento para ser extraditado" o "si se comprobara que la persona detenida no es la requerida". Luego, una vez superada la etapa de juicio el ordenamiento legal habilita a la autoridad judicial a pronunciarse acerca de la procedencia o improcedencia del pedido de extradición. Si el pronunciamiento en crisis fue dictado con posterioridad a la interposición de una excepción de previo y especial pronunciamiento de la defensa, sin celebrar la audiencia de debate conforme a las reglas que para el juicio correccional establece el Código Procesal Penal de la Nación, dicha resolución carece de validez al no haberse cumplido las etapas procesales del trámite judicial establecidas legalmente. Si en el ámbito de la competencia extraordinaria de la Corte seencuentra habilitada para efectuar el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantía constitucional no podría ser confirmada, con mayor razón aún conserva dicha potestad cuando actúa en el marco de la mayor amplitud de amplitud de la jurisdicción ordinaria, ya que la medida del conocimiento que otorga el recurso de apelación coincide con la que corresponde al órgano que dictó la resolución impugnada


      G. A., Esteban Ricardo s/ Orden de captura internacional abuso de confianza


      G.17, L.XLVII, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Sentencia de extradición que adolece de un vicio que acarrearía su nulidad. Inexistencia de perjuicio concreto para las partes: improcedencia de la declaración de nulidad


      La sentencia de extradición adolece de un vicio que acarrearía su nulidad, si el juez de grado rechazó la entrega reclamada apartándose de las reglas previstas por la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24767). En ese sentido, si el pronunciamiento en crisis fue dictado en el marco de un incidente de prescripción, sin celebrar la audiencia de debate conforme a las reglas que para el juicio correccional dispone el Código Procesal Penal de la Nación (artículo 30 de la ley 24. 767), la resolución apelada carecería de validez al no haberse cumplido las etapas procesales del trámite judicial establecidas legalmente. Sin embargo, la nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en elsólo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por la nulidad misma. En ese sentido, si de los documentos acompañados por las autoridades requirentes surge que la pretensión punitiva para la legislación italiana se encontraría aun vigente, mas no así para la nacional (artículo 7. b del Convención de extradición con la República de Italia; cfr. ley 23719), cabe concluir que en el caso no hay gravamen alguno que amerite tal sanción, con la consecuente dilatación del fin del procedimiento


      T. M., Julio Alberto s/ Extradición


      T.109, L.XLVII, 3 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Juez que rechaza el pedido de extradición apartándose de la ley 24. 767. Nulidad de la sentencia. Posibilidad de que la Corte controle, aún de oficio, el desarrollo del procedimiento extraditorio. Amplitud de conocimiento otorgada por el recurso ordinario de apelación


      La sentencia de extradición adolece de un vicio insalvable que acarrea su nulidad, en tanto el juez de grado rechazó la entrega reclamada apartándose de las reglas previstas por la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24767). Si la Corte que en el ámbito de su competencia extraordinaria se encuentra habilitada para efectuar el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, ya que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantía constitucional no podría ser confirmada, con mayor razón aún conserva dicha potestad cuando actúa en el marco de la mayor amplitud de la jurisdicción ordinaria (artículo 33 de la ley 24767), ya que la medida del conocimiento que otorga el recursode apelación coincide con la que corresponde al órgano que dictó la resolución impugnada


      R. B., Artigas s/ Extradición


      R.295, L.XLVII,2 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Pedido de Extradición


      Extradición pasiva. Normativa aplicable. Requisitos del pedido de extradición. Características del proceso extraditorio


      Ante la existencia de un tratado, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento internacional e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre varias naciones. En el pedido de extradición debe acompañarse información suficiente sobre los acontecimientos que motivan la entrega de la persona reclamada (en cuanto al modo, lugar y tiempo de comisión), con la finalidad de brindar certidumbre al extraditable sobre los hechos por los cuales habrá de defenderse en el marco del proceso que se le sigue en el Estado requirente. Los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente. Ello es así, en tanto el procedimiento de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues él no envuelve en el sistema de legislación nacional sobre la materia, el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido, en los hechos que dan lugar al reclamo. De allí que cuestiones vinculadas a la valoración de la prueba son ajenas a este proceso ydeben ser planteadas ante los jueces naturales del Estado requirente


      R. L., Jaime Ricardo s/ pedido de extradición de la República de Chile


      R.459, L.XLVII, 26 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Recurso Ordinario de Apelación. Extradición pasiva. Motivos fundados para suponer que el requerido no será sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Principio non refoulment: obligación de un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro Estado donde no serán respetados sus derechos fundamentales


      La ley de extradiciones al contemplar la posibilidad de que existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a resultas de la decisión de entrega, constituye la recepción en el ámbito del derecho argentino del principio vigente en el derecho internacional de los derechos humanos conforme con el cual un Estado parte de un tratado tiene la obligación de asegurar que cumple sus demás compromisos jurídicos de una forma compatible con el respeto de los derechos humanos, pues su responsabilidad internacional podría verse comprometida si la decisión de entrega sometiera al sujeto requerido al sufrimiento o al riesgo de sufrir, en el proceso penal extranjero, una flagrante denegación de justicia o un riesgo efectivo (consecuencia necesaria y previsible) de que sus derechos humanos fundamentales sean violados en jurisdicción del país requirente. Para determinar si ese riesgo de exposición es de una magnitud tal para activar la cláusula de excepción debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada sino si en la causa existen elementos quepermitan poner en tela de juicio la correcta actuación en este proceso en particular de la justicia del país requirente. En este sentido, para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que: de concederse la entrega el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos deben ser infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Esto es la positivización del principio de non refoulment, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro Estado donde no serán respetados sus derechos fundamentales. Ante una situación como la descripta, el país donde se encuentra la persona buscada debe brindarle refugio


      F. R., Jesús s/ Extradición


      F.432, L.XLVI, 1 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Nota Verbal. Formalidades. Requisitos Intrínsecos. Requerimiento de un Imputado. Pedido de Extradición


      Extradición Pasiva. Delito de tráfico ilícito de estupefacientes. Requisitos del pedido de extradición. Posibles violaciones a la garantía de ne bis in idem. Tiempo de detención durante el trámite de la extradición: consideración por el tribunal requiente


      Se acompañaron las normas exigidas por la Convención, si se encuentran agregadas aquéllas que tipifican el delito y las que establecen el límite temporal al ius puniendi del país requirente. Es destacable que para el proceso argentino, al haber sido introducida la documentación por la vía diplomática, goza de la presunción de veracidad en su contenido y validez de lasactuaciones a que se refieren. Se acompañó información suficiente sobre los acontecimientos que motivan la entrega de la persona reclamada (en cuanto al modo, lugar y tiempo de comisión), si la misma cumple con la finalidad de brindar certidumbre al extraditable sobre los hechos por los cuales habría de defenderse en el marco del proceso que se le sigue en el Estado requirente. El procedimiento de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues él no envuelve en el sistema de legislación nacional sobre la materia, el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido, en los hechos que dan lugar al reclamo. Debe entenderse que, si tanto el proceso nacional como el extranjero se refieren a conductas del requerido (eadem persona) que prima facie infringen las respectivas leyes de drogas (eaadem causa petendi), mas no se refieren al mismo acontecimiento histórico (eadem res), esta circunstancia impide considerar que el imputado sea doblemente perseguido. En lo que se refiere a la falta de seguridades de que el país requirente contemplará en el proceso foráneo el tiempo que permanezca detenido el imputado en el marco de este trámite, lo cierto es que no es un requisito que se encuentre contemplado por la Convención de extradición suscripta en Montevideo en 1933, sino en el artículo 11. e de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. Ante la existencia de un tratado, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento convencional (artículo 31 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados) e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es unacto emanado del acuerdo entre varias naciones. Sin embargo, razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas del derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento


      R. O., Hector Enzo s/ Extradición


      R.660, L.XLVI, 8de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Procedimiento Extraditorio. Proceso Judicial


      Extradición pasiva. Recurso ordinario de apelación que reedita agravios ya planteados y respondidos: rechazo del recurso. Requisitos del pedido de extradición: identificación del extraditable. Improcedencia de los planteos sobre cuestiones de fondo durante el proceso extraditorio


      La presentación puede ser rechazada in limine si los agravios constituyen la reedición de los planteados ante el a quo y que han sido fundadamente respondidos en la sentencia, circunstancia que de por sí autoriza su rechazo. No corresponde rechazar el pedido de extradición si solicitud de extradición fue acompañada de la suficiente información sobre la identidad del extraditable, tal como lo establece el artículo VI, apartado 2, inciso "a", del Tratado suscripto con la República del Perú (cfr. ley 26. 082). No resultan procedentes los planteos referidos a la presunta ausencia de garantías en el proceso en el país requirente, si se limitan a invocar omisiones que no las configurarían o a tachar decisionesjudiciales meramente interlocutorias emitidas en ausencia del procesado, y que en todo caso podrán ser aducidas ante sus organismos pertinentes. Cabe señalar que el proceso de extradición tiene como esencia corroborar el cumplimiento de los requisitos legales y, en su caso, el compromiso asumido en los tratados firmados por el Estado Nacional, quedando el análisis de las cuestiones de fondo y la decisión sobre la culpabilidad o inculpabilidad del requerido a cargo de las autoridades judiciales extranjeras


      S. R., Pedro Antonio s/ Extradición y pedido de captura internacional


      S.331, L.XLVII,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Defensas


      Extradición pasiva. Imposibilidad de solicitar a las autoridades del pais requirente requisitos no previstos legalmente. Imputado que habría cumplido el tiempo previsto para obtener la libertad condicional en el país requirente: no es óbice para conceder la extradición. Imposibilidad de plantear defensas de fondo durante el trámite extraditorio


      Actúa con una injustificada extensión de sus facultades el juez que compele al Estado requirente a que considere el tiempo que el requerido permaneció detenido en el marco de un proceso nacional ajeno al trámite extraditorio, no sólo porque este no es un requisito legal, sino porque tal proceder importa inmiscuirse en decisiones propias y soberanas del Estado requirente, que atañen al fondo del asunto, como lo es exigirle que contemple, a los fines de la garantía prevista por el artículo 11. e de la ley 24. 767, el tiempo que el extradíturus estuvo privado de su libertad en tierra foránea en el marco de otra causa, lo que podría afectar las relaciones binacionales. Respecto del agravio referente a queal momento de presentarse la solicitud de la extradición, el extraditable habría superando holgadamente el tiempo necesario para obtener la libertad condicional en el país requirente, lo que implica que el tiempo que le restaría por cumplir no se referiría a una privación efectiva de su libertad, cabe destacar que no es imperativo legal que la persona solicitada para el cumplimiento de una pena sea efectivamente encarcelada, sino que pese sobre ella una medida que amerite, por su cuantía, movilizar las instituciones de los Estados. Ello es así, en tanto es una potestad que compete exclusivamente al juez que entiende en la causa de origen decidir sobre la forma y las condiciones en las que el requerido purgará su condena, entre las cuales, justamente, se encuentra la posibilidad de otorgar el beneficio de la libertad condicional, al cual se refiere la apelante. Privilegio que, como tal, no se concede ipso iure, sino que es una facultad reservada exclusivamente para el juzgador foráneo, quien meritando las circunstancias del caso, resuelve si lo concede o lo deniega. En consecuencia, lo que debe establecerse es si al momento de la interposición de la solicitud de extradición, el tiempo de condena que restaba por cumplirse superaba el mínimo legal. Si se advierte que los planteos de la parte se dirigen a cuestionar medidas adoptadas por las autoridades competentes del Estado soberano que solicita la asistencia internacional, éstos deben formalizarse ante los órganos pertinentes del país requirente, en tanto exceden el marco de este tipo de procedimientos, ya que el proceso de extradición tiene como esencia corroborar el cumplimiento de los requisitos legales y, en su caso, el compromiso asumido en los tratados firmados por el Estado Nacional, quedando el análisis de las cuestiones de fondo y ladecisión sobre la culpabilidad o inculpabilidad del requerido a cargo de las autoridades judiciales extranjeras.


      O. d. L., Bernardo Alberto s/ Incidente de extradición


      O.11, L.XLVII,6 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Pedido de extradición de una persona condenada en ausencia en Francia. Normativa aplicable. Compromiso del país requirente de realizar un nuevo proceso, en caso de que así lo solicite el requerido. Opción de ser juzgado por los tribunales argentinos: no aplicación en los casos en que ya ha habido un proceso en el país requirente. Protección contra la doble persecución penal. Posibilidad de requerir el cumplimiento de una eventual condena en nuestro país


      En aquellos caso en que el requerido, según surge del legajo, fue condenado por la justicia francesa sin haber intervenido de ninguna manera en el proceso penal, nops encontramos ante la hipótesis del artículo 11, inciso d) de la ley 24767 de Cooperación Internacional en Materia Penal. Ley esta que resulta aplicable aun cuando estos hechos estén incluidos en el ámbito material de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, aprobada en Viena en 1988, ya que este mismo instrumento, luego de disponer que debe ser considerado como la base jurídica de un pedido de extradición ante la ausencia de un tratado específico que vincule a las partes (artículo 6. 4. ) -y esta es la situación que se da entre las repúblicas de Argentina y Francia-, remite a la legislación interna de la parte requerida a fin de establecer las condiciones a las cuales debe sujetarse la extradición. El artículo 11, inciso d), de la ley de extradición argentina pone como condición para el envío del condenado en rebeldía, que el Estado requirente déseguridades de que el caso se reabrirá para oír al condenado, permitirle el ejercicio del derecho de defensa y dictar en consecuencia una nueva sentencia". Entonces, y no estando controvertido que la condena criminal fue dictada in absentia, la cuestión se reduce a lo siguiente: Si la aseveración del Estado francés, apoyada en sus textos legales, de que ante la oposición del acusado, la sentencia en rebeldía quedará sin efecto y se dictará una nueva con su intervención, tiene el grado de compromiso que exige el artículo 11, inciso d), de la ley 24767, cuando habla de "dar seguridades" de que el caso se reabrirá. Estas seguridades en favor del imputado consisten en que se otorgue la efectiva posibilidad de la celebración de un nuevo juicio en su presencia, con oportunidad de debida protección de sus derechos. Posibilidad que el país requirente promete hacer efectiva, tal como se desprende de las constancias del legajo, y que está en la naturaleza de su ordenamiento interno, hasta el punto de que esa mismapotencia puede negar la entrega en casos de condenas en ausencia irreversibles. Este compromiso del Estado francés de celebrar un nuevo juicio no solo condice con las prescripciones para la condena en ausencia de su legislación procesal, sino que encuentra su apoyo en el artículo 6. 3. c de la Convención Europea de Derechos Humanos, y llegado el caso, puede encontrar su ámbito de protección en la Corte Europea de Derechos Humanos, que, interpretando esta norma, ha postulado que no basta que el acusado rebelde sea asistido por abogado defensor, sino que habrá que evaluar según las particularidades de cada caso en concreto si gozó de la garantía de una defensa "práctica y efectiva". No se trata, en consecuencia, de una posibilidad abstracta del ordenamiento francés, sujeto a condiciones que vayan más allá de la voluntad de oposición delacusado, sino que es un compromiso concreto por parte del Estado requirente de someter efectivamente al "condenado" a un nuevo proceso que satisfaga las exigencias del derecho de defensa, según los principios del orden público internacional del Estado requerido. Así, toda persona condenada en rebeldía tiene debidamente salvaguardada la posibilidad de comparecer en juicio contradictorio siempre y cuando, claro está, haga valer este derecho oportunamente y guardando las formas exigidas. Ahora bien, que el impulso de esta revisión quede en manos del mismo condenado en nada afecta la vigencia de estas garantías. En definitiva, debe aceptarse el compromiso del Estado francés de que, ante la oposición del requerido a la condena en rebeldía, sobrevendrá un nuevo juicio con su presencia y con todas las garantías de la defensa. Y que la circunstancia de que se necesite una manifestación positiva de su titular, no condiciona el ejercicio del derecho -ya que todo depende de su voluntad-, ni, mucho menos, el derecho mismo. El artículo 12 de la ley 24. 767 dice que será denegada la entrega del nacional que es "requerido para la realización de un proceso", cuando éste opte "por ser juzgado por los tribunales argentinos". Y de ser aplicable esta norma, y siendo que la Convención citada no contiene una cláusula facultativa para los estados con fundamento en la nacionalidad del individuo, correspondería denegar la extradición del requerido. Ahora bien, el artículo 12 de la ley 24767 se refiere, en sentido estricto, al "requerido para la realización de un proceso", y no al solicitado como "condenado". El artículo 12 de la norma cítada parece referirse a los casos en que el imputado no fue sometido a proceso alguno en el extranjero, y, por lo tanto, se le otorga la posibilidad, si es que no hay un tratado que lo prohíbe, de ser juzgado en el país. En cambio, si el requerido yafue sometido a proceso, y sólo resta que éste se reabra para oírlo, para permitírsele el ejercicio de la defensa y para dictar, en consecuencia, una nueva sentencia, abrir un nuevo proceso en Argentina, significaría una doble persecución penal, con todo el perjuicio que eso significa. Sí, en cambio, podrá pedir, si es que la nueva sentencia es condenatoria, el cumplimiento en este país de la pena que se le impusiere (artículos 82 Y siguientes de la Ley de Extradición). Con este: Ve para ser juzgado, y si eres condenado, vuelve para cumplir la pena, queda cubierto, aunque por otra vía, el beneficio legal de amparar a quien teme el desarraigo


      B., César Omar s/ Extradición


      B.879, L.XLVI, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Plazo de vencimiento para la presentación del pedido de extradición. Descripción de los hechos en la rogatoria. Consideraciones respécto del carácter del proceso extranjero: caso de fuga antes de la notificación de la sentencia, habiendo estado presente durante todo el proceso. Imposibilidad de considerar dicha sentencia como dictada "en ausencia". Inadmisibilidad de defensas de fondo en el proceso extraditorio. Requisito de la doble subsunción respecto de uno de los hechos


      Son inadmisibles los planteos que constituyen una reiteración de lo que ya fuera ventilado en el debate, considerado por el magistrado de la extradición de forma ajustada a derecho y a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24767), sin que la parte se hiciera mínimamente cargo en esta oportunidad de las razones brindadas en esa instancia para desestimarlos Se arguye que el pedido de asistencia carece de un requisito vital, cual es, que la solicitud de extradición emane de un magistrado con potestad jurisdiccional (artículo 13. d de la ley 24767). Sinembargo, ello no es un impedimento para la entrega desde que lo exigido por la ley de extradiciones, en lo aquí atinente, es que se acompañe: "testimonio o fotocopia de la resolución judiciaL. . que ordenó el libramiento de la solicitud de extradición" . El requisito consiste, entonces, en la manifestación de voluntad por parte de un órgano judicial de que se efectúe el requerimiento internacional, mas no, como se pretende, que aquél sea el que le dé curso. Y ello encuentra su fundamento en que las comunicaciones entre los Estados se canalizan a través de las misiones diplomáticas (artículo 3. 1. a de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas -aprobada por decreto ley 7672/63, ratificada por ley 16478-) que dependen de la autoridad ejecutiva y no de la judicial. La previsión legal para tener por ciertos los contenidos de los documentos presentados en forma, lejos está de verse incumplida por un retardo en la presentación, cuando, cabe recordar, en cuanto atañe a trámites extraditarios, éste acarrea la única consecuencia de que si la persona requerida se encuentra detenida será puesta en libertad hasta tanto ingrese la solicitud formal (artículo 50 de la ley). El plazo para la presentación del pedido de extradición no vence cuando éste arriba al juzgado de la instancia, sino cuando ingresa por la vía diplomática. Una interpretación en contrario, implicaría hacer recaer sobre el país reclamante las consecuencias y responsabilidad de un trámite cuya pronta ejecución no depende de él sino de los funcionarios del Gobierno Argentino, lo cual no se conciliaría con el espíritu de cooperación que inspira a estos trámites. Sentado ello, debe tenerse en mira a efectos de corroborar el cumplimiento de la exigencia prevista en el artículo 13. a de la ley 24767, que no es necesario que la conducta delictiva tenga una fijación témporo-espacial delimitada en undía, hora y domicilio específico, sino que es suficiente su ubicación en un lapso y en un lugar, atendiendo a las circunstancias particulares de cada caso. De esta forma, tratándose prima facie de un itinerario delictivo cumplido a lo largo de varios años y más allá de su inclusión o no en la figura de la continuidad, es cuanto menos irrazonable esperar que se delimite con absoluta precisión cada uno de los momentos en los cuales se desarrolló esta conducta. Si se analiza la rogatoria israelí desde la óptica del derecho nacional, se concluye que no puede consistir en otra cosa más que la solicitud para someter al requerido a proceso, en tanto el que se le sigue en el Estado requirente no ha concluido aún, desde que no se ha formalizado sentencia condenatoria en su contra. A este respecto, cabe señalar que la requisitoria israelí cumple con todos los recaudos que se imponen legalmente a quien solicita la extradición de una persona para ser sometida a proceso. De esta forma, la asistencia rogada es procedente para la legislación nacional. En aras a los principios de amplia colaboración internacional que inspiran la materia, podría llegar a aceptarse que en los casos regidos por la ley de extradiciones se verifiquen los requisitos contemplados para el supuesto de las personas buscadas para enfrentar una condena, cuando aquéllas han sido "declaradas culpables", ajustadas a la especial naturaleza de la medida judicial extranjera. En este sentido, obsérvese que al no haber una pena en concreto, no pueden cumplirse los requisitos del artículo 14. c -pena que resta ser cumplida- y d -explicación de las razones por las cuales la pena no se encuentra extinguida- de la ley 24767, por lo tanto, para estos casos, sería suficiente establecer que la escala penal aplicable para el delito inculpado es superior al umbral mínimo legal para la colaboración y que la acción penal continúa vigente. Respecto del agraviorelativo a que el requerido habría sido condenado en ausencia, es suficientemente claro lo referido por las autoridades extranjeras en orden a que el requerido estuvo presente en el transcurso del proceso criminal contra él, y que todo lo que queda del caso criminal del requerido es su notificación de la sentencia, cosa que aún no ha ocurrido como resultado de que el requerido se fugó del país requirente. Puede advertirse sin mayores dificultades que aquél es el único acto del que el requerido no participó y de que su incomparecencia a ese hecho procesal cúlmine impidió el dictado de la sentencia condenatoria. En definitiva, tanto se cumplió con la garantía de no juzgarlo "in abstentia", que cuando no compareció al proceso, éste se suspendió. Son inadmisibles los agravios que remiten al conocimiento de cuestiones de fondo que resultan ajenas a este trámite y que deben ser ventiladas ante los tribunales del Estado requirente, toda vez que se dirigen a cuestionar la legalidad del procedimiento extranjero y a la determinación de su responsabilidad en los hechos objeto de requerimiento. El proceso de extradición no reviste el carácter de un juicio criminal, por lo que no caben en él otras discusiones que las referidas a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y, en su caso, los tratados aplicables. No se verifica el requisito de la doble subsunción en el ordenamiento argentino respecto del delito de escape de custodia legal, previsto por el artículo 257 de la ley penal israelí estimo que la extradición, por lo que no debería prosperar respecto de este hecho


      N., Shlomo s/ Extradición Art. 53


      N.174, L.XLVI, 26 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Posible prescripción del hecho. Delito de obtención fraudulenta de beneficios fiscales. Actos interruptivos de la prescripción


      Si el tratado bilateral aplicable determina que no procederá la entrega reclamada de comprobarse la prescripción de acuerdo a la legislación de alguna de las partes, debe establecerse el momento histórico a tener en consideración como punto de partida para computar los plazos perentorios de la persecución penal. Para poder reclamar, sea de forma legítima o fraudulenta, la devolución de lo que se aportó para satisfacer un tributo correspondiente a determinado período imponible, se tiene que demostrar haber pagado, y eso puede ocurrir únicamente tras haber finalizado ese año. Por ende, la conducta no se produce en el transcurso del ciclo imponible, sino cuando este fenece y se presenta la solicitud de reintegro. En consecuencia, debe considerarse el año siguiente al período fiscal como punto de partida a fin de determinar el dies a quo de la prescripción. En lo que se refiere a la normativa nacional, tratándose de hechos acaecidos en los años 2002, para el cómputo del plazo debe analizarse si ha existido alguno de aquellos actos a los que la Corte les ha reconocido, en el marco de un proceso de extradición, cualidad de "secuela de juicio" como por ejemplo el pedido de extradición, el auto de prisión o el sometimiento del requerido al procedimiento de extradición, y la orden de captura


      Campos, Gabriela Viviana s/ Extradición


      C.971, L.XLVII, 29 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Defensas Inadmisibles


      Extradición pasiva. Carácter del proceso extraditorio. Imposibilidad de imponer normas de fondo y de forma locales aun suceso ocurrido en el extranjero. Derecho a ser juzgado en un plazo razonable: cuestión de fondo que debe plantearse ante los tribunales del país requirente. Consideración del estado físico del requerido a los fines de la extradición. Rechazo de una medida de prueba en el marco del proceso extraditorio


      El instituto de la extradición radica en el interés común a todos los Estados de que los delincuentes sean juzgados en el país a cuya jurisdicción internacional corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictivos, atendiendo al propósito de justicia universal y el resguardo de las relaciones internacionales que el tema involucra. El procedimiento de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues no envuelve en el sistema de la legislación nacional sobre la materia, el conocimiento del proceso de fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido, en los hechos que dan lugar al reclamo, siendo su esencia corroborar el cumplimiento de los requisitos legales y, en su caso, el compromiso asumido en los tratados firmados por el Estado Nacional. No corresponde imponer preceptos de fondo y forma locales a un suceso ocurrido en el extranjero, el cual, por regla, se rige por las leyes territoriales allí imperantes, ni siquiera en los casos en los que el beneficio previsto para el nacional de ser juzgado por los tribunales argentinos es pertinente, ya que para que se dé esa circunstancia debe mediar la ineludible conformidad del Estado requirente en ceder su jurisdicción. Dicha opción, igualmente, es improcedente si el caso se encuentra regido por un tratado que prohíbe denegar la extradición por ser el requerido nacional del Estado que lo alberga (artículos 10. 1 del Tratado de extradición con la República Oriental del Uruguay), y la defensa no demuestra una colisión entre los preceptos convencionales que obligan a extraditar a los súbditos con algunanorma de la ley fundamental, que amerite declarar su inconstitucionalidad. Mal puede cuestionarse el accionar de las autoridades extranjeras de paralizar el juicio hasta tanto el requerido sea habido, desde que es una medida que tiende a resguardar sus derechos de defensa y debido proceso, la cual, además, funciona de forma análoga en el sistema nacional. Sin perjuicio de esto, lo cierto es que los eventuales reclamos que pudieran hacerse respecto al derecho a obtener un pronunciamiento judicial que ponga fin a su estado de incertidumbre en un lapso eficaz, constituyen cuestiones que atañen al fondo del asunto y, por ende, deben someterse a los jueces naturales so pena de desnaturalizar el instituto de la extradición, el cual se circunscribe únicamente a la verifieación de la identidad del requerido y al cumplimiento de los requisitos formales previstos en los tratados. Las afecciones que pueda padecer el extraditurus no pueden, en ningún caso, tomarse como fundamento para sostener que cualquier eventual imposición de pena implicaría, dada esa circunstancia, un agravamiento de sus condiciones de detención que colisionaría con el derecho a no ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (artículo 8. e de la ley 24767). Esa especial causal legal de rechazo a una asistencia internacional, se reserva a Estados en los que quepa la sospecha de que no se respetan los derechos fundamentales de todo ser humano o que no los garantizan debidamente. Pues bien, ni en el tratado bilateral ni en la ley, se encuentra prevista como excepción a la entrega la circunstancia de que el estado físico del requerido no sea óptimo, por lo que éste no puede obstar a su concesión, sin perjuicio de que sí corresponde poner esa circunstancia en conocimiento del Estado requirente, para que adopte las medidas adecuadas paraasegurar el bienestar del requerido. Esto es así, en tanto los tratados de extradición deben ser entendidos como garantía sustancial de que la persona no será entregada sino en los casos y bajo las condiciones del tratado, con respeto de sus garantías fundamentales. La determinación de qué pruebas son necesarias es una potestad del juez quien, si considera que las propuestas de la parte no son conducentes por ser ajenas a este tipo de proceso no viola la garantía de defensa en juicio, por cuanto no es obligación del tribunal conformar su decisión a las pretensiones de la parte sino velar para que ella cuente con la efectiva posibilidad de oponer sus defensas. En este sentido, el recurrente no demuestra que las pruebas rechazadas eran adecuadas a los efectos del juicio de extradición, esto es, para la determinación de la identidad del requerido y el cumplimiento de las condiciones estipuladas en el tratado que rige la entrega, sino que, muy por el contrario, las mismas se encontraban dirigidas a demostrar cuestiones que se refieren al fondo del asunto, que sólo pueden discutirse ante los tribunales del país requirente, por vincularse con la determinación de su responsabilidad


      E., Bernardo s/ solicitud de arresto preventivo con fines de extradición


      E.39, L.XLVII, 3 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Entrega


      Extradición pasiva. Pedido efectuado por la República de Chile. Aplicación de la Convención de Montevideo y la ley 24. 767. Requisito de la doble subsunción. Potestad de denegar la entrega en caso de nacionales


      La Convención de Montevideo prescribe que las partes se comprometen a la entrega recíproca de los individuos requeridos judicialmente que se encuentran en el territorio de la otra, con lasalvedad de que cuando el individuo fuese nacional del Estado requerido, ésta podrá o no ser acordada. De allí se sigue que es potestativo de los países firmantes el entregar o no a sus nacionales. Es decir que, por voluntad de los contratantes, el tratado establece una cláusula facultativa en ese aspecto. En el sistema legal actualmente vigente, si un tratado faculta la extradición de nacionales, como ocurre en autos, el Poder Ejecutivo debe resolver, en la oportunidad prevista en el artículo 36 de la ley 24. 767, si hace o no lugar a la opción


      M., José Alberto s/ Extradición


      M.974, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Recursos. Recurso Contra la Sentencia Definitiva


      Extradición pasiva. Recurso ante la sentencia que concede la extradición. Agravios inadmisibles


      Los agravios que se intentan hacer valer son inadmisibles, por cuanto constituyen una mera reiteración de los que ya fueron ventilados en el trámite de la extradición, debidamente considerados por el aquo, a la luz de los antecedentes que conforman el proceso, de forma ajustada a derecho y al instrumento internacional que gobierna este trámite extraditorio, sin que la parte se hiciera mínimamente cargo en esta oportunidad de les razones brindadas en esa instancia para desestimarlos


      M. B., Jorge Adrián s/ Extradición


      M.950, L.XLVI,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Recursos contra la sentencia que concede la extradición. Vicios en la interposición y concesión del recurso


      Si el recurso ordinario de apelación fue defectuosa y tardíamente introducido y erróneamente concedido por el a quo, pero la defensa nada objetó ni al ser notificada de la concesión ni al contestar la vista que en ese estadio se le confirió, ante ello y sin más, la Corte podría decidir la inadmisibilidad del recurso extraordinario federal. Distinto es el examen que requiere la procedencia de un recurso, según fuere de índole federal o de naturaleza ordinaria. Sin embargo, en los casos en que se pudiese soslayar el consentimiento defensista en el trámite erróneo, y tolerándose ciertas deficiencias en los estrechos parámetros que ajustan el acceso a la jurisdicción de la Corte, con la única finalidad de preservar derechos de la persona del requerido que pudieren verse conculcados, podría devolverse la causa al juez para que se estudie la viabilidad del recurso bajo la forma del remedio federal, única vía impugnaticia cuyo término de interposición, no habría caducado


      G., Victor Hugo y Aldeco, Osvaldo Hugo s/ Captura internacional


      G.638, L.XLVI,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Jurisdicción y Competencia. Competencia


      Contienda negativa de cometencia. Remisión a Competencias n° 398 L. XLII "Conte, Gabriel s/ Presunta infracción a la ley 23,737" y N° 429 L, XLIII "Oviedo, Mario Sebastián s/ Infracción a la ley 23. 737"


      V. R., Ana Claudia s/ Denuncia


      COMP.957, L.XLVI,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Compras efectuadas con tarjetas de crédito "mellizas". Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 1249, L. XLI "López, Santiago Alberto s/ Delito de acción pública"


      Q., Valeria Analia s/ Denuncia


      COMP.244, L.XLVII, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de daños. Hecho con proximidad temporal a delito de lesiones, investigado por juzgado nacional. Hechos escindibles. Competencia de la justicia penal, contravencional y de faltas


      El hecho imputado resulta escindible del delito investigado en sede nacional, más allá de su proximidad temporal


      T., Manuel Atilio s/ Inf. art. 183 del C.P. (Daños)


      COMP.940, L.XLVI,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Elementos indispensables para la correcta traba del conflicto. Necesidad de profundizar la investigación. Juez que previno


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas,pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


      UFI N° 15 de Lomas de Zamora s/ Denuncia (delito de acción pública)


      COMP.1052, L.XLVI, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Incompetencia de la Corte para dirimir conflictos entre jueces de la misma provincia


      En atención a que la Corte carece de atribuciones jurisdiccionales para dirimir conflictos entre tribunales de una misma provincia, entiendo que corresponde devolver las actuaciones al juzgado que previno, a sus efectos


      L. G., Jorge Daniel s/ Falsiicación de documentos


      COMP.79, L.XLVII, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Insuficiencia de los elementos reunidos. Necesidad de profundizar la investigación y los hechos sometidos a investigación


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


      R., Leonardo Francisco s/ Estafa procesal en tentativa


      COMP.1043, L.XLVI, 19 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Lesiones y amenazas. Concesión de suspensión de juicio a prueba. Posterior Inhibitoria planteada. Cuestión que no merece ser tratada por la Corte Suprema


      No existe una contienda de competencia que corresponda al Tribunal dirimir, en tanto estos conflictos tienen como base la existencia de un proceso en trámite, y son inadmisibles cuandoaquél ha terminado en alguna de las formas que la ley autoriza. Esa es la situación que aquí se presenta, en tanto al momento de plantearse la inhibitoria, ya se había concedido al imputado el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, a partir de la consideración de un hecho único comprensivo tanto de las lesiones como de las amenazas objeto de esta causa


      G., Gustavo Ramón s/ Inf. art. 149 bis - Amenazas


      COMP.1082, L.XLVI,29 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Manifestaciones amenazantes. Posibilidad de configurar amenazas coactivas. Competencia de Juzgado Nacional de Instrucción


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En principio, el suceso "sub examine" excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y, por lo tanto, debe ser la justicia nacional de instrucción que conozca en estas actuaciones


      G., Victorio Ernardo s/ Art. 149 bis C.P


      COMP.1018, L.XLVI, 14 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Necesaria intervención de la Cámara de apelaciones del juzgado que previno en la causa


      De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285158, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido


      G., Jorge Antonio s/ Denuncia


      COMP.984, L.XLVI, 2de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a autos "Coltep S. A. s/estafa", Comp. N° 277, libro XLVI


      Coltep S.A. s/ Estafa


      COMP.976, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia n° 159 L. XLIII "Juárez, Rosa Stella Maris s/ Tenencia de estupefacientes"


      C., Juan Manuel Matias s/ Inf. Ley 23.737


      COMP.270, L.XLVII, 17 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 159 L. XLIII "Juárez, Rosa Stella Maris s/ Tenencia de estupefacientes"


      M., Fabian Alejandro s/ Estupefacientes - Comercialización


      COMP.1056, L.XLVI, 2de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 1609, L. XL, "Pérez Carmoni, Anselmo y otros s/ Estafa en concurso real con estafa en grado de tentativa"


      L., Francisco s/ Inf. art. 172 C.P


      COMP.9, L.XLVII,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia n° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ infracción a la ley 23. 737"


      G., Noelia s/ Tenencia ilegítima de estupefacientes


      COMP.56, L.XLVII, 24de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia n° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ infracción a la ley 23. 737"


      V., Grabriela Nora s/ Tenencia ilegítima de estupefacientes


      COMP.57, L.XLVII, 24de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a competencia N° 452 L. XLIII "González, Bernardino y otro s/ Infracción a la ley 23. 737"


      V., Ramón Eduardo y otros s/ Inf. art. 189 bis del C.P


      COMP.1079, L.XLVI,10 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia n° 463, L. XLVI, "Lo Giudice, Axel Maximiliano s/ Lesiones leves, amenazas, daño"


      P., Leandro Hernan s/ Inf. art(s) 149 bis


      COMP.68, L.XLVI, 7 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 504 L. XLIV in re "Franco, Eduardo Alberto s/ art. 289 inc. 3° del Código Penal"


      B., Silvia Amalia s/ Art. 289


      COMP.1002, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia n° 723 L. XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23. 737"


      K., Nestor Daniel s/ Inf. ley 23.737


      COMP.212, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 723 L. XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23. 737"


      M., Victor s/ Inf. Ley 23.737


      COMP.304, L.XLVII, 17 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia n° 723 L. XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23. 737"


      H., Diego Gustavo y otro s/ Averiguación de ilícito


      COMP.131, L.XLVII, 21 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias n° 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23. 737" y n° 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la ley 23. 737"


      P. F., Raul y otro s/ Estupefacientes - Tenencia simple (Ley 23.737)


      COMP.296, L.XLVII, 17 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos 328:3086 y a la Competencia N° 928, L. XLIII, "Romero, América Azucena s/ infr. ley 24. 270"


      F., Nelson Isaac s/ Ley 24270


      COMP.32, L.XLVII,21 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 452 L. XLIII "González, Bernardino y otro s/ Infracción a la ley 23. 737"


      A., Fernando Alberto s/ Denuncia


      COMP.1067, L.XLVI,10 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencias N° 398 L. XLII "Cante, Gabriel s/ Av. presunta infr. ley 23. 737" y N° 429 L. XLIII "Oviedo, Mario Sebastián s/ Infr. ley 23. 737"


      N.N. s/ Denuncia


      COMP.226, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a las Competencias n° 667 L. XLVI "Bernardis, Gustavo Alexis s/ Infracción ley 25. 761 (autopartes usadas La Ruta) Trelew, Chubut", y N° 771 L. XLVI "División sustracción de automotores s/ investigación presunta infracción a la 25. 761"


      Dirección Nacional de Fiscalización de desarmaderos y autopartes s/ Denuncia


      COMP.970, L.XLVI,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. remisión a lo dictaminado en la Competencia 265 L. XLVII, caratulada "Alegre Orlando s/ Denuncia"


      A., Orlando Edgardo s/ Denuncia


      COMP.372, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 1172, L. XL, "Donnarumma, Analía Laura s/ Dcia. inf. ley 11. 723"


      M., Carlos Alberto s/ Denuncia


      COMP.69, L.XLVII,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de automotor con pedido de secuestro. Imputación por encubrimiento. Aplicación de las reglas de derecho procesal local


      En ausencia de atribución recíproca de la competencia y en atención a la respuesta ofrecida por el juez provincial, a éste atañe enviar la causa al órgano de su misma provincia que según su privativa interpretación del derecho público local deba aceptar o rechazar la declinatoria de la justicia federal


      C., Pedro Domingo s/ Art. 277 C.P


      COMP.78, L.XLVII, 7 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Traba de contienda en etapa de debate. Infracciones de índole común y de caracter federal. Declinación a favor de la justicia local


      Toda vez que la justicia local no cuestionó la competencia, ni el carácter común de los hechos motivo de contienda, corresponde seguir conociendo al tribunal de provincia


      D., Daniel y otros s/ Inf. Art. 210 1° párr., Art. 189 bis inc. 2 del C.P. y art. 14 1° párr de la ley 23.737


      COMP.981, L.XLVI,16 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tribunal superior encargado de resolver


      La contienda negativa de competencia debe ser dirimida de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1. 285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido


      B., Alejandra Maria Aurora s/ Defraudación por administración fraudulenta


      COMP.120, L.XLVII,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados


      G., Martín Ignacio s/ denuncia


      COMP.936, L.XLVII,24 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 995, L. XLVI "ESCO S. A. y otro s/ su denuncia"


      V., Viviana s/ robo


      COMP.923, L.XLVII,24 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Contienda trabada entre la justicia federal y local. Declinatoria insustancial


      El procedimiento que adoptó el titular del juzgado federal declinante dio lugar a una contienda insustancial, que sólo ha concurrido en desmedro de la economía procesal y del buen servicio de justicia, lo que debe ser evitado en el futuro


      P. E., Ramiro s/ Denuncia


      COMP.300, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Ejecución fiscal. Debe continuar su trámite ante el Juzgado Nacional. Corresponde ajustarse al precedente "Buzzano" (Fallos: 324:2334)


      En las causas en las que recayó un acto típicamente jurisdiccional, ya sea que se encuentre firme o no, por carecer de notificación (circunstancia que no modifica la existencia de ese acto procesal), o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley, deben continuar su trámite por ante el juez que lo dictó


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vigna de Cortes, Araceli Elisa s/ Ejecución Fiscal


      COMP.562, L.XXXVII,23 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 25. 761. Remisión a lo dictaminado en la Competencias N° 667 L. XLVI "Bernardis, Gustavo Alexis s/ Infracción ley 25. 761 (autopartes usadas La Ruta) Trelew, Chubut", y N° 771 L. XLVI "División sustracción de automotores s/ Investigación presunta infracción a la 25. 761"


      Personal policial s/ Av. inf. ley 25.761


      COMP.137, L.XLVII,4 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia n° 130 L. XLII "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23. 737"


      P., Jose Antonio s/ Estupefacientes con fines de comercialización


      COMP.468, L.XLVII,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 130 L. XLII "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23. 737"


      C., Sergio Agustin y Encina, Yamila Nadia s/ Infracción ley 23.737


      COMP.552, L.XLVII,15 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1939 L. XL "Ojeda, Juan José y Toledo, Darío Antonio s/ Infracción al artículo 189 bis del Código Penal"


      C. D., Mario s/ Tenencia de arma de fuego de uso civil y tenencia ilegal de arma de guerra


      COMP.381, L.XLVII,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 1019; L. XLVI, "Cuerpo de Seg. Vial San Antonio Oeste s/ investig. ",


      J., Bonadeo y J., Daniel s/ Av. Pta Inf. ley 23.737


      COMP.359, L.XLVII, 16 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 1019; L. XLVI, "Cuerpo de Seg. Vial San Antonio Oeste s/ Investig. "


      H., Juan Jose s/ Denuncia


      COMP.275, L.XLVII, 16 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 1082, L. XLVI "Galfrascoli, Gustavos/ Inf. art. 149 bis CP"


      Viviendas trabajadores de Universidades Nacionales s/ Estafa


      COMP.476, L.XLVII,12 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción a la ley 23. 737"


      H., Raul Alberto s/ Tenencia de estupefacientes


      COMP.572, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 342 L. XLII "Falcón, Cristián s/ Infracción a la ley 23. 737"


      G., Carlos Alberto s/ Inf. ley 23.737


      COMP.534, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 376, L. XLVII, "José Luis Boaglio s/ Denuncia"


      B., José Luis s/ Denuncia


      COMP.377, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 463, L. XLVI, "Lo Giudice, Axel Maximiliano s/ Lesiones leves, amenazas, daño"


      O., Ernesto Rodolfo s/ inf. art. 149 bis C.P


      COMP.494, L.XLVII,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 660 L. XLII "Castro Juan Carlos s/ Infracción a la ley 23. 737"


      S., Osman Vilca Luciano / Personal policial s/ Infracción ley 23.737


      COMP.551, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 665, L. XLIII "Romero, Carlos Darío s/ Infracción a la ley 23. 737"


      Juzgado Federal Criminal y Correccional N° 1 San Martin s/ Denuncia


      COMP.394, L.XLVII, 24 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en S. 624, L. XLVI, "S. Compañía Argentina de Petróleo S. A. si inf. ley 20. 680"


      S., Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/Infracción ley 20.680 (Causa de 1º Instancia 41/08)


      S.565, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia


      Contienda negativa de competencia. Ignorancia del lugar de comisión. Atribución de competencia en función de razones de economía procesal y mejor administración de justicia


      Cuando no se sepa en qué lugar ocurrió el delito, en función de la economía procesal y mejor administración de justicia, corresponde al magistrado del lugar donde el denunciante tiene su domicilio y donde hizo valer sus derechos, continuar con el trámite de las actuaciones


      Empresa Quebus y Via Tac s/ hurto simple


      COMP.1036, L.XLVI, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 323:169 y 323:2232, y a la Competencia N° 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22. 362"


      G., Néstor Roberto s/ inf. ley 11.723


      COMP.361, L.XLVII,15 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 323:169 y 323:2232, y Competencia N°200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22. 362"


      F., Ariel Fernando s/ inf. arts. 31 inc. "c" ley 22.362 y 72 bis inc. "d" ley 11.723


      COMP.53, L.XLVII,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 323:169 y 323:2232; y a la Competencia N° 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22. 362"


      L., Sandra Noemi s/ Denuncia


      COMP.61, L.XLVII,28 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 323:169, a Fallos: 323:2232; y a la Competencia N° 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22.362"


      B., Mario Andrés s/ Inf. Art. 31 Inc. "d" Ley 22.362 y Art. 72 Inc."d" Ley 11.723


      COMP.241, L.XLVII,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:390


      A., Guillermo Luis s/ Denuncia


      COMP.155, L.XLVII, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:4216


      R. O., Raúl Ariel s/ Coacción agravada


      COMP.1073, L.XLVI, 4 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1594, L. XLI, "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsívo"


      D., Ariel Darío s/ Secuestro extorsivo


      COMP.311, L.XLVII,20 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 467, libro XLII, "Chavarría, Gustavo Marcelo s/ homicidio"


      D., Jose Javier y otros s/ Homicidio


      COMP.939, L.XLVI, 24de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 665, L. XLIII "Romero, Carlos Darío s/ infracción a la ley 23. 737"


      L., Mauricio Gastón s/ Inf. ley 23.737


      COMP.112, L.XLVII, 21 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 665, L. XLIII "Romero, Carlos Darío s/ infracción a la ley 23. 737"


      M., Alejandro Alberto Cristian s/ Inf. ley 23.737


      COMP.110, L.XLVII, 21 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 752, L. XLV, "Quiroga, Valeria Analía s/ su denuncia"


      Q., Valeria Analía s/ Denuncia


      COMP.52, L.XLVII,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 849, L. XL VI, "Sansalvador, Roberto Hugo s/ denuncia"


      S., Osvaldo Carlos s/ Falsificación material de documento


      COMP.139, L.XLVII, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ ley 11. 723"


      C., Mauricio Matías - Maza, Federico Leonardo s/ inf. ley 11.723


      COMP.185, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 993, L. XLIV, "Pagola, Reinaldo Pedro s/ denuncia"


      C., C. s/ Av. delito contra la integridad sexual


      COMP.280, L.XLVII, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 109, L. XLVII, "Marcos, Oscar Manuel s/ falsificación de documentos"


      B., Valeria s/ Denuncia


      COMP.108, L.XLVII, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Remisión a la Competencia N° 383, L. XLVII "Lara, Eduardo Antonio s/ denuncia"


      Á., Tiziano s/ denuncia


      COMP.1126, L.XLVII, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de comeptencia. Remisión a la Competencia N° 796, L. XLIII "Cagnetta, Damián s/inf. a la ley 23. 737"


      M., Silvio Aberto s/ Ley 23.737


      COMP.625, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de comeptencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ ley 11. 723"


      Policía Federal Argentina s/ av. pta. inf. leyes 22.362 y 11.723


      COMP.926, L.XLVII, 5 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Conveniencia de que el hecho sea investigado por uno de los juzgados contendientes


      Si las constancias del legajo dan cuenta de la conveniencia de que el hecho sea investigado por la justicia provincial, mas allá de la calificación legal que en definitiva resulte y de lo que surja de la pesquisa, corresponde atribuir la competencia al juzgado de aquélla jurisdicción


      D. V., Ricardo s/ Estafa


      COMP.308, L.XLVII,30 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Competencia territorial


      Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial


      S., Carolina Natalia y otro s/ Estafa


      COMP.638, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos que se presentan como independientes entre sí


      Corresponde a cada uno de los jueces competentes investigar los hechos que se presentan prima facie como independientes, cualquiera sea la conexión final que existiera entre ellos


      M., Sandra y Tripailao, Mónica Laura s/ Encubrimiento


      COMP.537, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 13. 944. Causa originada antes de la entrada en vigencia del convenio de 14/2004 de transferencia penales a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


      El último párrafo de la cláusula primera del Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires establece que las causas que hasta entonces se encuentren pendientes ante los juzgados nacionales, deberán continuar radicadas ante esos mismos órganos. En consecuencia, si la causa se originó antes de la entrada en vigencia del mencionado convenio, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo en estas actuaciones, sin que las alternativas procesales que pudieran presentarse a partir de la aplicación de un determinado régimen ritual, puedan servir de fundamento para alterar las reglas sobre atribución de competencia derivadas de la Constitución Nacional y las leyes dictadas en consecuencia que rigen en la materia


      A., W. H. s/ Inf. art. 1 Ley 13.944


      COMP.519, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente para que la Corte resuelva la contienda


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ante la ausencia de tales extremos, cabe concluir que el caso no se haIla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58


      W., Sonia Karin s/ Falsificación de documentos públicos


      COMP.813, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente para resolver la contienda


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ante la ausencia de dichos requisitos, cabe concluir que el caso no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58


      F. A., José Andrés s/ Falsificación de marcas, contraseñas o firmas oficialmente


      COMP.467, L.XLVII,26 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación que abarca varios hechos distintos y escindibles entre sí


      Si uno de los hechos investigados aparece como claramente separable del restante, aunque pudiera existir entre ambos una relación de conexidad, corresponde que cada uno de ellos sea investigado por los jueces del lugar donde aparecen cometidos


      L., Sergio Dardo s/ Resistencia a la autoridad


      COMP.509, L.XLVII,15 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta falsedad ideológica


      Si no resulta posible determinar la calificación legal del hecho, no habiéndose realizado medidas tendientes a establecer la autenticidad o falsedad del instrumento y, en este último caso, si se trata de una falsedad ideológica o material, lo que resulta de particular relevancia para discernir la competencia, corresponde que entienda el juez que previno


      G., Carlos Alberto s/ Uso de documento adulterado o falso


      COMP.1081, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 13. 944. Denuncia anterior al traspaso de competencias penales a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


      Si en el caso se investiga la presunta infracción a la ley 13. 944, y la denuncia fue formulada con anterioridad al traspaso de competencias penales regidas por el Convenio 14/04,corresponde que la justicia nacional continúe con el trámite de las actuaciones


      Ferrari, Ramón Pedro s/ Ley 13.944


      COMP.384, L.XLVII, 18 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:390


      P., Romina Andrea s/ Denuncia


      COMP.350, L.XLVII, 7 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 329:5512


      D., Maria Cristina s/ Denuncia lesiones


      COMP.540, L.XLVII,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia 398, XLVII, "Ministerio Público de la Nación s/presunta infracción ley 26. 364"


      Fiscal s/ av. presunta inf. delito trata de personas


      COMP.745, L.XLVII,23 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 109, L. XLVII, "Marcos, Oscar Manuel s/falsificación de documentos"


      B., Valeria s/ denuncia falsificación acta de matrimonio 19


      COMP.345, L.XLVII, 21 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 109, L. XLVII, "Marcos, Oscar Manuel s/falsificación de documentos"


      B., Valeria s/ denuncia falsificación acta defunción 132


      COMP.346, L.XLVII, 21 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 130, L. XLII "Echevarría, Sandra P. s/ infracción a la ley 23. 737"


      C., Enrique Humberto y otros s/ Infracción ley 23.737


      COMP.647, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 15, L. XLV, "Mamani, María E. s/ infr. ley 24. 270"


      Z., L. E. s/ ley 24.270


      COMP.554, L.XLVII,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 159 L. XLIII, "Juárez, Rosa Stella Maris s/ tenencia de estupefacientes"


      T., Alberto Gerardo s/ Comercialización de estupefacientes


      COMP.401, L.XLVII, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ infracción a la ley 23. 737"


      B., Gloria del Carmen s/ Tenencia de estupefacientes para consumo personal


      COMP.911, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia n° 163 L. XLIII, "Chávez, Rubén s/ infracción a la ley 23. 737"


      F. R., Brenda s/ Tenencia de estupefacientes


      COMP.556, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 18, L. XLVII, "López, Paola S. s/ dcia. abuso sex y pil. "


      S., J. D. y P., C. s/ abuso sexual con acceso carnal


      COMP.486, L.XLVII,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ infr. ley 22. 362"


      O. R., Leónida s/ Inf. ley 22.362


      COMP.462, L.XLVII,5 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 400 L. XXXVIII, "Durañona, Eduardo s/ denuncia"


      D., Adrián Andrés s/ Inf. Ley n° 22.362


      COMP.518, L.XLVII,23 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 403, L. XL VII, "Burlenghi, Valeria Carolina s/ denuncia"


      B., Valeria s/ denuncia falsificación acta defunción 113


      COMP.347, L.XLVII, 21 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 665, L. XLIII "Romero, Carlos Darío s/ infracción a la ley 23. 737",


      A., Marcelo Eduardo; Bustos, Carlos Jesús Alberto; Ávalos, José Luis y Moya Víctor Eduardo s/ Ley 23.737


      COMP.835, L.XLVII, 8 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 723, L. XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ infracción a la ley 23. 737"


      G., Hernán Ireneo s/ Inf. ley 23.737


      COMP.561, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 752, L. XLV, "Q. , Valeria Analía sI su denuncia"


      Q., Valeria Analía s/ denuncia


      COMP.1097, L.XLVII, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 796, L. XLIII, "Cagnetta, Damián s/ inf. a la ley 23. 737"


      F., Marcelo Fabián y otro s/ Comercialización de estupefacientes


      COMP.599, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 85, L. XLVI, "Juzgado de Paz de Trevelín s/ Denuncia"


      E., Alin Teghi s/ denuncia


      COMP.514, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 871, L. XL "Maizares, Jorge Horacio s/ infracción al artículo 189 bis del Código Penal"


      Q., L. A. s/ Robo


      COMP.683, L.XLVII,23 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 873 L. XLVI "Kuperman, Oscar Antonio s/ infr, Art. 78 obstrucción vía publica"


      P., Miguel Aldo s/ Art, 149 bis C.P


      COMP.454, L.XLVII,23 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a las Competencias n° 264 L. XLII, "Salazar, Silvia s/ infracción a la ley 23. 737", y n° 303 L. XLII, "Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la ley 23. 737"


      B., Maria Cristina y U., Guillermo Javier s/ tenencia de estupefacientes con fines de comercialización


      COMP.420, L.XLVII, 1 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 424, L. XL VII, "N. N. s/ infracción art. 194"


      A., Melisa y otros s/ Inf. art. 194 C.P


      COMP.388, L.XLVII,5 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 536, L. XLVII, "Banegas, Oscar Alberto s/ inf. art. 170 del C. P. "


      M., Pablo Damián s/ Secuestro extorsivo


      COMP.535, L.XLVII,30 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Necesidad de que exista una contienda entre dos tribunales o jueces


      Un conflicto jurisdiccional correctamente planteado presupone una contienda entre dos tribunales o jueces -artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58-


      Comisario Mayor Walter Juan Krizanowski s/ eleva presentación


      COMP.675, L.XLVII, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 293, L. XLVII, "G, Lidia Teresa s/ muerte por causa dudosa"


      G., Lidia Tereza s/ Su muerte dudosa


      COMP.329, L.XLVII,26 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de secuestro extorsivo. Estricta motivación particular. Inaplicabilidad del precedente "Ramaro"


      Si en el caso no se presentan las condiciones contempladas en el precedente "Ramaro" para surtir el fuero federal, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial


      A., Héctor Leonardo s/ denuncia


      COMP.1028, L.XLVII, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos 320:2590 y 329:2188


      P., G. s/ Ley 24.270


      COMP.850, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 326: 1580


      C., Oscar Alberto s/ Denuncia


      COMP.609, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:315


      H., Fernando Jorge Esteban s/ Denuncia


      COMP.687, L.XLVII,30 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:877


      N.N. s/ apremios ilegales a detenidos


      COMP.807, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 109, L. XLVII, "Marcos, Oscar Manuel s/ falsificación de documentos"


      C., Noelia s/ Pta. falsedad documental y estafa


      COMP.719, L.XLVII, 6 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 133, L. XLIII, "Castillo Peralta, César y otros s/ robo con armas"


      D., Jorge s/ Daños


      COMP.829, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 281 L. XLVII "Velázquez, Sergio s/ denuncia"


      B., Sangla Hernán Leopoldo s/ Denuncia


      COMP.581, L.XLVII,30 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 383, L. XLVII "Lara, Eduardo Antonio s/ denuncia"


      A., José s/ Denuncia


      COMP.756, L.XLVII, 4 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 612, L. XLVI "Espínola, Cristaldo Daniel s/ lesiones leves (art. 89 C. P. )"


      D., Leandro Ariel s/ Abuso de armas


      COMP.693, L.XLVII, 12 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 672, L. XLVII "Solar Grillo, Ariel s/su denuncia"


      S. G., Ariel s/ Denuncia


      COMP.671, L.XLVII, 6 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 878, L. XLVI, "Catalano, Claudio Alejandro y Zunino, Ramina Paula s/ supresión de estado civil de un menor",


      Juzgado de Familia s/ Remite actuaciones s/supresión de identidad


      COMP.1090, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a las Competencias n° 667 L. XLVI, "Bernardis, Gustavo Alexis s/ infracción ley 25. 761 (autopartes usadas La Ruta) Trelew, Chubut" y n° 771 L. XLVI, "División sustracción de automotores s/ investigación presunta infracción a la 25. 761"


      E.. José Eduardo y Masurski, Claudio Daniel s/ Infracción ley 25.761


      COMP.767, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a las Competencias n° 770 L. XXXVIII, "Rinaldi, Jorge Ángel s/ Art. 289 inc. 3° del Código Penal" y n° 457 L. XLIV, "Solari, Vicente Daniel s/ Denuncia"


      A., Agueda Ana s/ Denuncia


      COMP.981, L.XLVII, 23 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 601, L. XLVI, "Valenzuela Lucas, Moreno Carlos y otros s/ Lesiones"


      M., Carlos Alberto s/ dcia. amenazas


      COMP.810, L.XLVII, 31 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 691 L. XLVII "Ministerio de Seguridad s/solic. de allanamiento"


      Ministerio de Seguridad s/ Solicita allanamiento


      COMP.688, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 691 L. XLVII "Ministerio de Seguridad s/solic. de allanamiento"


      Ministerio de Seguridad s/ Solicita allanamiento


      COMP.689, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 691 L. XLVII "Ministerio de Seguridad s/solic. de allanamiento"


      Ministerio de Seguridad s/ Solicita allanamiento


      COMP.690, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo ditaminado en la Competencia N° 299, L. XLVII "Fragomeni, Matías s/ denuncia"


      A., Verónica Maribel s/ Denuncia


      COMP.1007, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Requisitos para configurar correctamente un conflicto jurisdiccional


      Un conflicto jurisdiccional correctamente planteado presupone una contienda entre dos tribunales o jueces -artículo24, inciso 7°, del decreto ley 1285158, según texto ordenado ley 21. 708


      G., Claudio Alfredo y R., Manuel s/ estafa


      COMP.422, L.XLVII, 15 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Encubrimiento


      Conflicto de competencia. Delito de robo de automotor y encubrimiento. Investigación insuficiente a efectos de establecer la participación del imputado por encubrimiento respecto de la sustracción. Competencia del juzgado interviniente en la sustracción en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones


      Cuando la escasa investigación llevada a cabo no alcanza para calificar, con el grado de certeza requerido, el delito que podría haber cometido el imputado, no habiéndose realizado ninguna medida tendiente a establecer cómo llegó el automotor a estar en poder del imputado del encubrimiento, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción. Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, ya que dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Sin embargo, si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente queentienda el magistrado que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juzgado interviniente en la causa por la sustracción del automotor profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, sin que el tiempo transcurrido desde la sustracción sea una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquella, y sin perjuicio de lo que surja del avance de la investigación


      Roldan, Fernando Ariel s/ Encubrimiento


      COMP.985, L.XLVI,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito cometido en la Capital Federal y posuble encubrimiento del mismo en sede provincial. Competencia territorial en función del lugar donde se comprobó la infracción. Investigación insuficiente a los fines de dilucidar la posible participación del imputado en el delito presuntamente encubierto


      Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24. 721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado. Respecto del hecho relativo al hallazgo del vehículo en poder del imputado, cuando los escasos elementos reunidos en la causa resulten insuficientes para encuadrar con elgrado de certeza requerido la conducta en que habría incurrido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente cuando no se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, y ni siquiera se lo ha interrogado acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que entró en posesión del rodado, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su hallazgo sea una pauta que autorice, sin más, a desechar su intervención en aquél. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual, eventualmente, resultaría competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juez interviniente en la causa por el desapoderamiento del vehículo profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior


      F., Diego Hernan s/ Encubrimiento


      COMP.1012, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y encubrimiento. Posible participación del imputado de encubrimiento en la sustracción. Investigación a cargo del juzgado interviniente en la causa por el robo


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputadodel encubrimiento respecto de la sustracción, especialmente si de la causa no surge que se lo haya interrogado sobre las circunstancias acerca del modo, tiempo y lugar en que habría entrado en posesión del rodado. Por otra parte, vale recordar que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juzgado interviniente en la causa por la sustracción, profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del rodado


      B., Edgardo Maximiliano y Martinez, Andrés s/ Encubrimiento


      COMP.955, L.XLVI,28 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y encubrimiento. Remisión de la causa al tribunal que investiga el desapoderamiento


      Si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para calificar, con el grado de certeza requerido, el delito que habría cometido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción. Sobre la base de estas consideraciones, y teniendo en cuenta que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de acuerdo a lo manifestado por el conductor del vehículo éste habría tenidolugar en la provincia de La Rioja, en cuya jurisdicción se encuentra en trámite la investigación al respecto, corresponde remitir estas actuaciones a aquella sede judicial, a fin de que tome intervención, a sus efectos


      S., Julio Eduardo s/ Encubrimiento


      COMP.836, L.XLVI,10 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Infracción al art. 289, inc. 3° del Código Penal. Competencia ordinaria


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que, de acuerdo a lo antes expuesto, no se presenta en el caso, sin que, por otra parte, el tiempo transcurrido entre la sustracción del bien y su hallazgo constituya una pauta que autorice sin más, a fundar una conclusión en tal sentido. Acerca de la infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, su investigación corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó


      F., Gabriel Salvador s/ Falsificación de marcas, contraseñas o firmas


      COMP.677, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación y dictar auto de mérito. Infracción al art. 289 inc. 3 del C. P. Ausencia de afectación a Registro Nacional de la Propiedad Automotor


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. En lo relativo a la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, que el Tribunal tiene establecido que es de competencia de la justicia ordinaria, pues no posee entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que, cuando no resulte posible determinar el sitio en que aquélla habría sido cometida, corresponde que la investigue el magistrado del lugar en el que se halló el rodado y se conoció la irregularidad


      A., Luis Rey y otros s/ Falsif., alt. supresión de N° de obj. regist. art. 289 C.P


      COMP.965, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de motocicleta con pedido de secuestro. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación ydefinir la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción


      H. S. U., Carlos s/ Encubrimiento


      COMP.1014, L.XLVI, 7 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de rodado anteriormente sustraido. Necesidad de profundizar la investigación y definir la situación jurídica del imputado respecto del desapoderamiento. Infracción al art. 289 del C. P. : Ausencia de afectación al Registro de la Propiedad Automotor


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juzgado nacional que entiende en la sustracción del rodado, profundizar su investigación en el sentido señalado. Por lo demás, las infracciones al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, corresponde investigarlas al magistrado provincial, en cuyo ámbito territorial se halló el rodado y se descubrieron las irregularidades pues son de competencia de la justicia ordinaria,ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento


      R., Eliseo Ariel s/ Falsificación, alteración o supresión de la numeración registrada


      COMP.888, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo en territorio provincial de automotor sustraído en la capital. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación y definir la situación jurídica del imputado respecto del desapoderamiento


      Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el Juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones


      N., José Aurelio s/ Encubrimiento


      COMP.236, L.XLVII, 10 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad en varias jurisdicciones, habiendose cometido ademas otros delitos en alguna de ellas. Robo y presunto encubrimiento. Competencia del magistrado interviniente en la causa por el desapoderamiento, a fin de que profundice su investigación en base a los elementos secuestrados


      Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y en los casos en que pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Por otra parte, respecto del presunto encubrimiento, si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para encuadrar, con el grado de certeza requerido, la conducta en que aquéllos habrían incurrido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se hayan realizado medidas tendientes a comprobar si tuvieron algún grado de participación en el delito contra la propiedad. Por otra parte, cabe señalar que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de los bienes y su hallazgo, no constituye una pauta que autorice a desechar, sin más, la responsabilidad en que podrían haber incurrido los imputados respecto del robo. Finalmente, cabe recordar que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administraciónde justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Con base en las consideraciones señaladas, corresponde al juzgado interviniente en la sustracción profundizar la investigación correspondiente, a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro de parte de ella, en sede provincial


      E., Luis Angel y Ferreyra, Liliana Noemi s/ Encubrimiento


      COMP.899, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Robo de automotor y su encubrimiento. Relación de alternatividad entre ambas figuras. infracción al art. 289 inc. 3 del C. P. : Ausencia de afectación al Registro Nacional de la Propiedad Automotor


      Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. Las infracciones al art. 289, inciso 3° del Código Penal, no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento


      O., Gabriel Martin s/ Encubrimiento


      COMP.1040, L.XLVI,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de motovehículo. Imputado procesado por encubrimiento. Juez del lugar del secuestro y domicilio del imputado competente para juzgarlo


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo


      V., Diego Armando s/ Encubrimiento


      COMP.1055, L.XLVI,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de rodado con numeraciones erradicadas. Necesidad de profundizar la investigación y obtener auto de mérito respecto del desapoderamiento. Infracción al art. 289 del C. P. : Ausencia de afectación a organismo nacional. Lugar donde se comprobó la anomalía


      Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el Juez nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. En relación con la sustitución de la chapa patente, y la adulteración del número de chasis y motor, creo oportuno recordar que, es doctrina del Tribunal que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento


      H., Anibal Darío s/ Falsificación, alteración o supresión de la numeración registral


      COMP.204, L.XLVII,29 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Hallazgo de automotores en sede provincial, sustraidos en el ámbito de la capital. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación y definir la situación jurídica del imputado


      Los escasos elementos incorporados al incidente no alcanzan, para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. Por ello, entiendo que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción


      C., Eduardo s/ Encubrimiento


      COMP.972, L.XLVI, 7 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de encubrimiento. Relación de alternatividad con el delito presuntamente encubierto


      Frente a la imposibilidad de descartar la comisión del delito de encubrimiento, o bien que alguna de las personas involucradas en la causa no haya sido ajena a la comisión del delitopresuntamente encubierto, resulta conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por el delito principal, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones


      R., Mariano José s/ Denuncia


      COMP.627, L.XLVII, 18 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de encubrimiento. Relación de alternatividad respecto del delito principal. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto


      Para atribuir a un juez el conocimiento respecto del encubrimiento de un delito, debe surgir con absoluta nitidez que el eventual imputado no ha tenido participación alguna en el delito principal, lo que impone, en atención a esa relación de alternatividad, la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado, por parte de la judicatura que instruye las actuaciones seguidas por el delito principal, respecto de su participación o no en ese hecho


      Autoridades Instituto Médico Congreso s/ Encubrimiento


      COMP.498, L.XLVII,15 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de encubrimiento: necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento eljuez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no hay certeza respecto de esa circunstancia, corresponde que el juzgado que interviene en la sustracción profundice su investigación a partir de los elementos recabados, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior


      G., Héctor Modesto s/ Encubrimiento


      COMP.392, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y encubrimiento. Ausencia de participación del imputado por el encubrimiento en la sustracción


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo


      A. M., Rubén Darío y H., Diego Gabriel s/ Encubrimiento


      COMP.466, L.XLVII,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y encubrimiento. Ausencia de participación del imputado por encubrimiento en la sustracción


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento eljuez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo


      A., Yésica Paola s/ Encubrimiento


      COMP.571, L.XLVII,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y encubrimiento. Posible participación del imputado por el encubrimiento en el robo


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en la sustracción. Ante la ausencia de dicha certeza, corresponde que el juzgado que interviene en la causa por la sustracción profundice la investigación, a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro de su motor, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior


      D. G., Carlos Edgardo s/ Fasificación, alteración o supresión de la numeración registrada


      COMP.957, L.XLV,26 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto


      Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el Juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por el delito principal, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones


      Casas, Nicolás s/ Encubrimiento


      COMP.580, L.XLVII,23 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Necesidad de descartar la posible participación del imputado en el delito presuntamente encubierto


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción


      D. L., Roberto Carlos s/ Encubrimiento


      COMP.553, L.XLVII,20 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Necesidad de descartar la posible participación del imputado en el delito presuntamente encubierto


      La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, y que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del delito presuntamente encubierto


      F. B. L. s/ Encubrimiento


      COMP.496, L.XLVII,15 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Necesidad de descartar la posible participación del imputado en el delito principal


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto


      R., Juan Alberto y Z., Cristian Alberto s/ Encubrimiento


      COMP.644, L.XLVII, 18 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Posible participación del imputado en el delito encubierto. Relación de alternatividad entre ambas infracciones


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones


      J., Leonardo Ezequiel s/ Inf. art. 277 C.P


      COMP.419, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Posible participación del imputado por el encubrimiento en el delito presuntamente encubierto. Relación de alternatividad entre los delitos


      Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no hatenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones


      C. S., Daniel Alejandro s/ Encubrimiento


      COMP.445, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Relación de alternatividad respecto del delito presuntamente encubierto


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por el delito presuntamente encubierto, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones


      V. C., Jacinto s/ Encubrimiento


      COMP.612, L.XLVII, 15 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Impedimento de contacto. Incumplimiento de las reglas de conducta en la suspensión del juicio a prueba


      Toda vez que el hecho nuevo de impedimento de contacto que habría cometido la imputada por el presunto incumplimiento de las reglas de conducta impuestas cuando se suspendió el juicio a prueba, no se encuentra comprendido en alguna de las categorías que habilitan la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para continuar con la investigación de la presente causa


      A., E. E. s/ impedimento de contacto


      COMP.655, L.XLVII, 26 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Robo y su posible encubrimiento: relación de alternatividad entre ambos delitos


      Si de lo actuado no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento haya sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el Juez que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones


      M., Ariel Sebastián s/ Estafa


      COMP.255, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de incompetencia. Encubrimiento e infracción al artículo 289, inc. 3° del Código Penal. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto


      En cuanto a la sustitueión de las chapas patentes, es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3° delCódigo Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción


      J., Jonathan Natanael s/ Encubrimiento


      COMP.480, L.XLVII,14 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa. Infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal. Encubrimiento: necesidad de descartar la posible participación del imputado en el delito principal


      La infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, la Corte tiene resuelto que son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto


      A., Oscar Daniel s/ Supresión de la numeración de un objeto registrable conforme a la ley


      COMP.597, L.XLVII,23 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Automotor con pedido de secuestro. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación


      Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones


      P., Rosario Francisco s/ Encubrimiento


      COMP.301, L.XLVII, 24 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto. Relación de alternatividad


      En los casos de la presunta comisión del delito de encubrimiento, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del delito presuntamente encubierto. Si no resulta con claridad que el imputado ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado que intervino en las actuaciones por el delito principal, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones


      H., Chen Chiang s/ Encubrimiento


      COMP.661, L.XLVII,11 de Octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor con pedido de secuestro. Patentes adulteradas. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de unificar la investigación


      Las infracciones al articulo 289 inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Ahora bien, aún cuando esa infracción es independiente del encubrimiento que aceptó investigar la justicia bonaerense, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existiría entre ambos delitos, atento a las irregularidades en cuanto a la numeración de chasis, motor y de chapas patentes, que presentaba el automóvil al momento de ser incautado en poder del prevenido


      Fiscal s/ Denuncia


      COMP.322, L.XLVII,9 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de motovehículo con pedido de secuestro. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación y definir la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción


      La escasa investigación llevada a cabo no alcanza para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que podría haber cometido el imputado en autos. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto de la sustracción


      B., Jeremias s/ Encubrimiento


      COMP.563, L.XLVI, 24 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de dilucidar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto


      En el caso del delito de encubrimiento, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto del delito presuntamente encubierto


      P., Diego Alberto s/ Encubrimiento


      COMP.842, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Motovehículo con pedido de secuestro. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Imputado desvinculado de la sustracción


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción


      B.J.L. s/ Encubrimiento


      COMP.268, L.XLVII,9 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de encubrimiento. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto


      Es necesaria una adecuada investigación a fin de descartar fehacientemente que el imputado del delito de encubrimiento haya tenido algún grado de participación en el delito encubierto y, de tal forma, definir su situación jurídica al respecto


      V., Jorge Andrés s/ Encubrimiento


      COMP.935, L.XLVII,28 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto encubrimiento del robo de un vehículo automotor


      En el caso del presunto encubrimiento del robo de un vehículo, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los prevenidos respecto de la sustracción


      O. O., J. F. y L., F. D. s/ Encubrimiento


      COMP.720, L.XLVII, 17 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto encubrimiento del robo de una motocicleta


      En el caso del presunto encubrimiento del robo de una motocicleta, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de méríto que defina la situacíón jurídica del imputado respecto de la sustracción


      J., Luis Alfredo s/ Encubrimiento


      COMP.471, L.XLVII, 19 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Falsificación de numeración de automotor


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al art. 289 inc. 3° del Código Penal. Falta de obstrucción al normal funcionamiento del Registro Nacional de la Propiedad Automotor o de entidad para producirle un perjuicio


      En el caso del delito previsto y reprimido por el artículo 289, inciso 3° del Código Penal, es competente la justicia ordinaria, siempre que no tenga entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento


      S., Gabriel Marcelo s/ Denuncia


      COMP.489, L.XLVII, 6 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Tenencia de armas de uso civil


      Contienda negativa de competencia. Art 189 bis C. P. Insuficiencia de las municiones incautadas para configurar el delito de acopio. Competencia de la justicia local


      Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. En ese sentido, si en atención a la cantidad y características de las municiones incautadas, no se aprecia que se trate en el caso del delito de acopio, corresponde a la justicia local continuar conociendo en la causa


      G., Luciano Roberto s/ Inf. arts. 189 bis del C.P


      COMP.796, L.XLVI, 2de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Por conexidad. Acumulación de causas


      Contienda negativa de competencia. Presentación al cobro de cheques sustraídos. Único contexto delictivo


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se haya producido, según pueden apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces en conflicto. Si en atención al escaso tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de los cheques y la presentación al cobro de los valores no se puede descartar que se esté en presencia de un único contexto delictivo, corresponde ser analizado por la justicia que previno respecto del robo de los mismos


      Z., María Susana s/ Denuncia


      COMP.606, L.XLVII,7 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Distribución de la Competencia


      Contienda negativa de competencia. Hechos denunciados en diferentes sedes, que serían diversos aspecto de una misma operación comercial. Inescindibilidad en virtud de tratarse de un objeto procesal único


      Cuando los hechos denunciados en la Capital Federal y aquellos expuestos en sede provincial sean distintos aspectos de una misma operación comercial, por esa razón y al tratarse de un objeto procesal único, no resulta posible su separación. Por ello, si uno de los magistrados asumió su jurisdicción para investigar la denuncia formulada ante sus estrados, es él quien debe continuar con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte del ulterior trámite


      F., Luis y otros s/ Defraudación


      COMP.1017, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de usurpación y amenazas. Carácter escindible de los delitos


      Si las amenazas no han sido el medio comisivo de la usurpación, y han tenido lugar una vez perfeccionada esta última, ambas hipótesis delictivas aparecen como hechos independientes


      Á., Leandro Ramón s/ Coacción


      COMP.640, L.XLVII,30 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Según convenga a una mejor administración de justicia


      Contienda negativa de competencia. Adulteración de numeración de chasis y motor. Acumulación con causa en que tramita la falsificación de la numeración de dominio. Cuestiones de una mejor administración de justicia


      Atento la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción objeto de conflicto y la falsificación cuyo conocimiento está a cargo de la justicia federal - visto la coincidencia que se observa, al menos, entre la numeración del dominio colocado, y la del chasis y motor con la que consta en su documentación- a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su juzgamiento quede a cargo de un único tribunal, corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto


      F., Gabriel s/ Adulteración de motor -SV-


      COMP.36, L.XLVII, 7 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Cesión fraudulenta de plan de ahorro, certificada por escribano. Posible defraudación. Economía procesal


      Existe suficiente evidencia de que actos relevantes para la configuración del delito han tenido lugar en territorio bonaerense y que razones de economía procesal -abonadas también por la circunstancia de que allí se domicilian denunciante e imputado- aconsejan que la investigación continúe a cargo de la justicia provincial


      H., Oscar Ubaldo y Saide, Martin Alberto s/ Estafa


      COMP.75, L.XLVII, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Hechos producidos en diversas jurisdicciones con un breve lapso temporal de diferencia. Acumulación de las causas a efectos de una mejor administración de justicia


      En los casos en que, considerando las declaraciones vertidas por el denunciante, en cuanto a que entre las llamadas amenazantes producidas en diversas jurisdicciones hubiese transcurrido un breve lapso, ambas estuvieron dirigidas contra su hijo y presentaron el mismo contenido intimidatorio, tales circunstancias de relación y homogeneidad no permiten descartar, de momento, que formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación esté a cargo de un único tribunal. En consecuencia, si en la Capital Federal reside el denunciante, y el fuero contravencional y de faltas del poder judicial porteño ya se encuentra interviniendo en el hecho cometido en el ámbito de su jurisdicción, corresponde a esa sedeintervenir también en el que se habría cometido otras jurisdicciones y motivó la contienda


      L., Pablo Gustavo s/ Denuncia


      COMP.1028, L.XLVI,28 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación. Unidad de contexto delictivo. Necesidad de que la causa quede a cargo de un único tribunal. Atribución de la competencia en función de una mas eficaz investigación y una mejor defensa de los imputados


      Si de las constancias del legajo se desprende que todos los hechos a investigar integrarían un mismo contexto delictivo destinado a defraudar a la denunciante, un único tribunal es el que debe conocer en todos ellos. Si de la causa surge que el poder que facultó a la denunciante a efectuar la cesión y cobro de los bonos fue suscripto por el imputado en Río Gallegos, lugar donde reside y en él que tramitó la causa administrativa de la que deriva la documentación sobre los derechos objeto de la maniobra a investigar. Si además, allí se concretó la disposición y perjuicio patrimonial al cobrar el cedente, por un lado, el depósíto del monto convenido para la operación y, por el otro, los créditos cedidos con posterioridad a su transferencia, por lo que, desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mejor defensa de los imputados, corresponde que prosiga con la investigación la justicia provincial


      G., Andrés Hipólito y otros s/ defraudación


      COMP.33, L.XLVII, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Consideración de los lugares del ardid y de la disposición patrimonial. Atribución de la competencia en función de razones de economía procesal


      En el caso que exista coincidencia entre los magistrados intervinientes respecto de la calificación del hecho a investigar, resulta de aplicación al caso la doctrina según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razónes de economía procesal


      V., Julio Pedro s/ denuncia


      COMP.253, L.XLVII,6 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de amenazas y tenencia de arma de fuego. Unificación de la investigación por razones de una mejor administración de justicia. Competencia del juzgado nacional en función de poseer más amplia competencia para el conocimiento de los hechos


      En los casos en que, según se desprenda de las constancias de la causa, el imputado en varias ocasiones haya amenazado a los ocupantes del edificio con armas, e inclusive ellos en una oportunidad escucharon durante la noche la detonación de tres disparos y vieron por la mirilla de su departamento a éste con un arma en la mano, esto determina, la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, de que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal atento la estrecha vinculación que presentan. Por ello, corresponde entonces, que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por elfuero nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


      P., Roberto Oscar s/ inf. art. 149 bis del C.P


      COMP.809, L.XLVI, 18de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos estrechamente vinculados. Juez que aceptó su competencia respecto de uno de los hechos: conveniencia de unificar la investigación de los hechos en un único tribunal


      La atribución de competencia debe atender a exigencias de economía procesal, la necesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia y la defensa de los imputados. Conforme ese principio y atento la estrecha vinculación que, en el caso, presentarían ambas infracciones a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal más aún cuando es el resultado de una única investigación, corresponde al juez que aceptó la competencia respecto de uno de los delitos seguir conociendo en la causa


      V., Ariel Oscar s/ Resistencia a la autoridad


      COMP.21, L.XLVII, 22 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos ocurridos en distintas jurisdicciones, que comportan un mismo contexto y modalidad delictiva. Necesidad de que intervenga un único tribunal. Razones de economía procesal y mejor amdinistración de justicia


      Cuando se trate de hechos que, aunque cometidos en distintos territorios, comporten un mismo contexto y modalidaddelictivas, para determinar la competencia debe atenderse a las razones de economía procesal y mejor administración de justicia, que aconsejan que sea un único tribunal el que entienda en todos ellos, ya que si los hechos hechos homogéneos que habrían ocurrido en diversas localidades fueron realizados en un mismo contexto de acción, no resulta eficaz su juzgamiento por separado, máxime si actuaron los mismos imputados


      A., Carlos Emilio y otro s/ Ptas. estafas reiteradas


      COMP.318, L.XLVII, 3 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Inescindibilidad de los hechos. Convenciencia de que la investigación quede a cargo de un único tribunal. Competencia del juzgado con más amplia competencia para el conocimiento de los hechos


      Cuando en virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resulte conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal, corresponde atribuir la competencia al juzgado que posea la más amplia competencia para su conocimiento


      A., Juan José s/ Infr. art. 149 bis C.P


      COMP.838, L.XLVI, 4 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción al art. 289 inc. 3 del C. P. . Secuestro de documentación apócrifa. Unidad de investigación. Mejor administración de justicia


      La infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacionalde la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación de la documentación cuyo conocimiento se reservó el magistrado federal, atento que ella habilitaba la circulación del rodado cuyas numeraciones coincidían con las allí insertas, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal


      M., Jorge Sebastian s/ Av. adulteración de documentación


      COMP.118, L.XLVII, 23 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible delito de estafa. Artículo 173 inciso 1° del Código Penal. Atribución de la competencia en función de razones de mejor administración de justicia


      Más allá de la relevancia penal que en definitiva quepa asignar al supuesto defecto en la entrega de mercaderías, si en el caso la denunciante recibió la mercadería en determinada localidad, donde además reside, instaló y habilitó el local comercial, e hizo un depósito en pago, una buena y más pronta administración de justicia aconsejan que sea el magistrado que previno, al que acudió la víctima para hacer valer sus derechos, quien continúe con la pesquisa


      H. C., Maria Noelia s/ Denuncia


      COMP.74, L.XLVII, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presentación de documentación apócrifa ante el Registro de la Propiedad Automotor. Vinculación de la infracción al art. 289 inc. 3 del C. P. y la falsificación de documentos. Unificación de la investigación


      La infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación de la documentación cuyo conocimiento se reservó el magistrado federal, atento que ella habilitaba la circulación del rodado cuyas numeraciones coincidían con las allí insertas, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal


      N., Angel Ramón s/ Inf. art. 289 del C.P


      COMP.129, L.XLVII, 23 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Robo de camión en jurisdicción provincial, con participación de automovil. Posterior hallazgo de automovil en capital. Falsa denuncia de robo efectuada por la titular del automotor


      La competencia en materia penal por razón del territorio debe dirimirse atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Sin embargo, ante la íntima vinculación que podría existir entrelos sucesos delictivos, y más allá de la subsunción típica que en definitiva corresponda, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia, aconsejan que, por el momento, su investigación quede a cargo de un único tribunal, y evitar que, eventualmente, se dicten pronunciamientos que puedan resultar contradictorios


      G., Stella Maris s/ Falso testimonio


      COMP.852, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Robo de camión y privación ilegítima de la libertad de su chofer. Delito cometido en varias jurisdicciones. Cuestiones de mejor economía procesal


      Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal


      S., Alejandro Angel Rusiti y otros s/ Robo calificado y otro


      COMP.245, L.XLVII, 6 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de un particular herido en extraña jurisdicción. Posterior fallecimiento por herida de bala en el craneo. declinación en función del lugar con mas intensa actividad probatoria y donde se produjo la lesión mortal


      Aún admitiendo que los pasos del iter criminis pudieron ocurrir en distintas jurisdicciones, el delito debería reputarse cometido en todas ellas y, en ese caso, la atribución de competencia debe atender a exigencias de economía procesal y lanecesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia, lo que también determina la intervención de la justicia provincial, por tener jurisdicción inmediata en el lugar en que se verificó el resultado del delito y la más intensa actividad probatoria


      R., Roberto s/ Homicidio


      COMP.240, L.XLVII,20 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de arma y erradicación de su numeración. Conveniencia de que la investigación quede radicada en un único tribunal. Juzgado de Instrucción con más amplia competencia


      Cabe poner de resalto que la numeración del arma incautada se encontraba eliminada, y que, luego de la reforma introducida por la ley 25. 886, aquella figura se encuentra ahora incluida entre aquellas de competencia federal. Ahora bien, dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción, y la tenencia ilegítima del arma, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, considero conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal


      G., Leandro Javier s/ Tenencia de arma de fuego de uso civil


      COMP.987, L.XLVI, 28 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Varios hechos de robo de automotor, en concurso real con privación ilegítima de la libertad. Lugar de los hechos y cuestiones de economía procesal


      La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Respecto de otro de los hechos imputados cabe destacar que, resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal


      G., Ezequiel s/ Robo agravado por el uso de arma


      COMP.1064, L.XLVI, 17 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Hechos ejecutados en diversas jurisdicciones. Razones de mejor administración de justicia


      Ante la diversidad de jurisdicciones donde se llevaron a cabo los hechos con relevancia típica, corresponde determinar la competencia de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una mayor economía procesal, una más eficaz administración de justicia y la mejor defensa de los procesados


      A., Pedro Daniel y otros s/ Robo agravado por el uso de arma, en poblado y en banda y privación ilegal de la libertad


      COMP.562, L.XLVII,21 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de comeptencia. Delito ejecutado en más de una jurisdicción. Razones de economía procesal


      Ante la multiplicidad de lugares de ejecución del delito, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de aquellos donde se produjeron los actos con relevanciatípica, y la elección del tribunal que entenderá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mayor economía procesal


      M. R., Gerardo Egidio s/ Denuncia


      COMP.632, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de comeptencia. Hechos íntimamente vinculados. Unidad de contexto delictivo. Razones de mejor administración de justicia


      Si ambos episodios delictivos ocurrieron en lugares cercanos, con un similar "modus operandi" y, también próximos en el tiempo, cabe concluir que aquéllos se encuentran íntimamente vinculados, lo que autoriza a concluir que ambos sucesos formarían parte de un único contexto delictivo. En tales condiciones, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación sea llevada a cabo por un único tribunal


      Suárez, Juan José s/ Denuncia


      COMP.440, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Defraudación mediante la utilización de documentación apócrifa. Lugar de comisión. Razones de economía procesal


      El imputado habría logrado escriturar los campos a su nombre, en condominio con dos representantes de sendas sociedades anónimas, en esta Capital Federal, mediante la utilización de un poder presuntamente falso, y que tales maniobras habrían tenido la finalidad de inscribir la traslación de dominio de los campos ante el Registro de la Propiedad Inmueble de Córdoba, estamos ante conductas que integran un único contexto delictivo. Luego,razones de economía procesal y mejor administración de justicia aconsejan que su investigación esté a cargo del juzgado provincial, que previno, ya que de las constancias del incidente surge que las tierras se encuentran en Córdoba y que, por consiguiente, la cuestionada traslación de dominio que consumó el despojo fue inscripta en el Registro de la Propiedad Inmueble de esa provincia


      S., Juan Mario s/ denuncia


      COMP.456, L.XLVII,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación y presunta infracción a la ley n° 24. 769. Posible unidad de contexto delictivo. Competencia a cargo de un único tribunal. Razones de mejor administración de justicia


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima jacie y con prescindencia de la califIcación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Si de la compulsa de la documentación aportada es posible inferir que durante al menos una parte de los períodos a los que se refiere la denuncia se habrían eludido obligaciones fiscales sobre contribuciones al sistema único de la seguridad social lo que, eventualmente, podría hallar adecuación típica en las previsiones de la ley penal tributaría n° 24. 769, corresponde atribuir la competencia de la justicia federal, tal como lo establece la misma ley. Cuando además exisitiría una estrecha vinculación que existiría entre esa posible infracción y la defraudación denunciada -que además integrarían un mismo contexto delictivo-, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administraciónde justicia, que su investigación sea llevada a cabo por un único tribunal


      M., Roberto Claudio s/ Denuncia


      COMP.320, L.XLVII,26 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Operación realizada a través de internet. Atribución de la competencia en función de razones de mejor administración de justicia


      Sin desconocer la preeminencia del principio de territorialidad en la asignación de competencia, en los supuestos de territorialidad difusa, cuando la operación se concreta en la internet, la buena y más pronta administración de justicia aconsejan que sea el magistrado, que previno, y ante quien acudió la víctima para hacer valer sus derechos, el que continúe con la pesquisa


      F., Esteban Eduardo y otros s/ estafa


      COMP.343, L.XLVII, 16 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de abuso sexual, privación ilegítima de la libertad y amenazas. Unidad de contexto delictivo: investigación a cargo de un único tribunal. Razones de mejor administración de justicia


      Siendo que los hechos contra la integridad sexual presuntamente sufridos por la víctima, y las amenazas proferidas a su madre a raíz de estos sucesos, integrarían un único contexto delictivo, se advierte la conveniencia de que la investigación quede a cargo de un único tribunal. Si las conductas a investigar tuvieron desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo queresulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados


      E., J. P. s/ Violación con fuerza o intimidación


      COMP.761, L.XLVII, 7 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de amenazas y lesiones leves. Hechos estrechamente vinculados entre sí: investigación a cargo de un único tribunal. Razones de mejor administración de justicia


      Más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para el delito de amenazas sea superior al establecido para las lesiones de carácter leve, ante la circunstancia de no haberse traspasado el conocimiento de estas últimas a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, si los hechos investigados están estrechamente vinculados entre sí, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. En consecuencia, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


      C., J. P. s/ Sustracción de un menor de 10 años


      COMP.418, L.XLVII, 18 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de falsa denuncia y tentativa de estafa. Posible unidad de contexto delictivo. Investigación a cargo de un único tribunal


      Si las particularidades del caso no permiten descartar que tanto la falsa denuncia como la demanda de daños integren un mismo contexto delictivo destinado a defraudar a la compañía denunciante, corresponde que un único tribunal conozca en la maniobra


      M., Lorena Alejandra y otros s/ Estafa en tentativa


      COMP.482, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y privación ilegítima de la libertad cometidos en más de una jurisdicción. Atribución de la competencia en función de razones de economía procesal


      Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal


      B., Ricardo s/ Denuncia


      COMP.399, L.XLVII, 18 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y privación ilegítima de la libertad. Atribución de competencia en función de razones de economía procesal


      Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del que conocerá en la causa debehacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal


      P., Luciana s/ Denuncia


      COMP.315, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y privación ilegítima de la libertad. Atribución de la competencia en funciión de razones de economía procesal


      Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegitima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los que se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal


      Z., Roberto Santiago s/ Denuncia


      COMP.310, L.XLVII, 18 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de usurpación y robo. Posible concurso. Atribución de la competencia en función de criterios de mejor administración de justicia


      Más allá de la forma en que concurran las delitos contra la propiedad denunciados, si existe una estrecha vinculación entre el despojo mediante violencia de la posesión del inmueble en cuestión, y el apoderamiento de los bienes que habrían estado dentro de la finca, corresponde atribuir la competencia al juez con más amplia competencia material, a fin de no separar la continencia de la causa y satisfacer las exigencias del principio de economía procesal y una mejor administración de justicia


      R., Juan Nicolás y Hernández, José s/ Usurpación


      COMP.425, L.XLVII, 18 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento. Infracción al art. 289 inciso 3° del Código Penal. Investigación a cargo de un único tribunal. Razones de mejor adminitración de justicia


      En relación a la posible falsificación de la cédula verde, atento el carácter nacional que reviste ese documento, corresponde que intervenga el juez federal del lugar donde se descubrió la falsificación. De igual manera, corresponderá intervenir a ese magistrado respecto la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, si en el caso existe una estrecha vinculación entre esa infracción y la adulteración de la cédula, a partir de la coincidencia que se observa entre la numeración de la chapa patente apócrifa y la que consta en ese documento, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal


      B., Ángel Matías s/ Infracción art. 292 del C.P


      COMP.828, L.XLVII, 5 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos desarrollados en más de una jurisdicción. Atribución de la competencia en función de razones de mejor administración de justicia


      Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo con lo que resulte más conveniente desde el punto de vista deuna eficaz investigación, mayor economía procesal y defensa de los imputados


      A., Leonel Delfor s/ Hurto de automotor y vehículo en la vía pública


      COMP.136, L.XLVII,26 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Inscripción presuntamente fraudulenta de un bien ante el Registro de la Propiedad Automotor. Adulteración de la numeración y de la documentación correspondiente. Posible entorpecimiento del funcionamiento del organismo. Conveniencia de que la investigación quede a cargo de un único rtibunal. Razones de mejor administración de justicia


      Si la irregularidad del trámite realizado ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor para inscribir el dominio a favor de aquéllos, implicó un entorpecimiento al normal servicio que debe prestar un organismo nacional -art. 3°, inc. 3°, de la ley 48-, desde que, como consecuencia de tales maniobras, se habrían expedido instrumentos nacionales presumiblemente falsos en forma ideológica, dichas circunstancias determinan la jurisdicción federal. En relación con las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, cabe señalar además que, aún cuando son de competencia de la justicia ordinaria, pues no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, si en el caso no puede pasarse por alto las coincidencias entre las numeraciones que presenta el vehículo y aquéllas que se registran en las copias de los documentos nacionales antes mencionados, dicha circunstancia amerita la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administraciónde justicia, de que su investigación quede a cargo de un mismo tribunal


      F., Rubén Omar s/ Denuncia


      COMP.37, L.XLVII,15 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación y falsificación de documentos. Unidad de conducta. Razones de economía procesal


      Si los hechos investigados demuestran la existencia de una única conducta, corresponde que la misma sea investigada por un único magistrado. Por ser ello así, corresponde que la causa prosiga en el ámbito de la justicia nacional, donde se hizo valer la documentación presuntamente apócrifa, y se encuentra más avanzada la investigación, con lo cual se atiende a las razones de celeridad y economía procesal


      B. B., Rodrigo Javier y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


      COMP.538, L.XLVII,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta estafa. Hechos sucedidos en distitnas jurisdicciones. Conveniencia de unificar las denuncias ante un único tribunal


      Si en el caso los hechos atribuidos al imputado en la Capital Federal y aquellos denunciados en jurisdicción provincial comparten circunstancias fundamentales de modo y lugar, que indican la conveniencia de unificar las denuncias ante un único tribunal a los fines lograr una mejor y eficaz investigación, y los elementos relevantes que comulgan entre ambas denuncias sedesarrollaron en territorio provincial, corresponde que intervenga la justicia de esa jurisdicción


      M., Claudio Antonio s/ Estafa


      COMP.1109, L.XLVII,28 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Robo y privación ilegítima de la libertad cometidos en más de una jurisdicción


      Resultan competentes para conocer en los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal


      M., Humberto s/ Robo calificado


      COMP.741, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presuntas lesiones y amenazas, vinculadas a una misma situación de violencia familiar. Razones de mejor administración de justicia: investigación a cargo de un único tribunal


      Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados, entre ellas la figura de amenazas. Si los hechos denunciados con posterioridad a dicha transferencia, presentan una estrecha vinculación con los que tuvieron lugar con anterioridad, encontrándose la totalidad de los acontecimientos presuntamente delictivos ligados a una misma situación deconflicto familiar, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. En consecuencia, más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones, no habiéndose traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


      R. L., H. R. s/ Amenazas


      COMP.527, L.XLVII,15 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Delitos de robo y privación ilegítima de la libertad. Razones de economía procesal


      Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal


      S., Luciano Natalio s/ Denuncia


      COMP.977, L.XLVII,16 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Amenazas proferidas en diferentes jurisdicciones y por distintos medios. Disposición patrimonial perjudicial para la víctima. Conveniencia en unificar la investigación. Cuestiones de economía procesal


      Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal


      A. H., Victor s/ Denuncia


      COMP.316, L.XLVII,9 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia de la justicia que se encuentre en mejores condiciones de llevar adelante la causa


      La justicia que previno, y a la que acudió la querellante a hacer valer sus derechos es, sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda asignar a los hechos a partir del avance de la investigación, la que se encuentra en mejores condiciones para llevarla adelante


      S., Patricio y otro s/ Estafa


      COMP.680, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Denuncia por violencia familiar. Lesiones y amenazas. Consumación en distintas jurisdicciones. Conveniencia en unificar la investigación. Domicilio de la víctima


      Las amenazas presuntamente consumadas en territorio provincial, presentarían características homogéneas y formarían parte del mismo contexto de violencia doméstica en el que habrían tenido lugar las lesiones y amenazas ocurridas en esta ciudad, donde la denunciante convivía con el imputado. Así las cosas, razones de economía procesal, una mejor administraciónde justicia y defensa de los justiciables exigen que los hechos sean analizados en su conjunto por un mismo tribunal


      N. P., R. s/ Arts. 89 y 149 bis C.P


      COMP.423, L.XLVII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Juicios civiles en trámite por cuestiones de familia. Denuncia por impedimento de contacto. Lugar donde tramitan los juicios civiles y denuncia por abuso sexual en contra del denunciante


      El objeto de esta causa se refiere de manera primaria, a la presunta infracción a la ley 24. 270, y en este sentido considero que corresponde al juez nacional en lo correccional seguir con el presente trámite, en atención a que de las constancias del expediente surge que la imputada comenzó su supuesta conducta de impedimento de contacto cuando se mudó con sus hijas de esta ciudad. Este temperamento, por otro lado, resulta procesalmente conveniente, porque en esta jurisdicción capitalina tramitan quince juicios relativos al conflicto de familia, como así también el proceso por abuso deshonesto que habría cometido el aquí denunciante contra sus hijas


      O., K. A. s/ Ley 24.270


      COMP.339, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de daños y lesiones. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


      Si los hechos presentaran una inescindible unidad contextual, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejoradministración de justicia que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal


      B. R., José María s/ Inf. art. 183 CP


      COMP.797, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación mediante el uso de tarjetas de crédito hurtadas. Posible unidad de contexto delictivo: investigación a cargo de un único tribunal


      Si las compras presuntamente fraudulentas habrían sido realizadas en un breve lapso y mediante la utilización de la misma tarjeta de crédito denunciada como hurtada, no es posible descartar, que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal


      S., Nicolás s/ Denuncia


      COMP.487, L.XLVII,23 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta estafa procesal. Supuesto accidente automovilístico falso. Demanda iniciada en sede civil por el hecho dañoso. Cuestiones de mayor economía procesal


      La estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica y que para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados


      G., Carlos Ariel s/ Estafa


      COMP.437, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Reconocimiento de deuda y posteriores maniobras efectuadas por los deudores. Presunta defraudación. Cuestiones de mayer economía procesal


      Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal


      Taiah, Jorge y otros s/ Defraudación por desbaratamiento


      COMP.170, L.XLVII, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Según el delito más grave


      Contienda negativa de competencia. Penas impuestas al imputado por diferentes tribunales. Excepcionalidad del fuero federal que debe ceder frente al necesario dictado de una sentencia única. Tribunal que impuso la pena mayor


      El artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones. No existe óbice constitucional alguno en que la justicia federal sea la competente para dictar la sentencia única conforme al artículo 58 del Código Penal, pues de ese modo se evita una eventual desnaturalización del sistema instituido en esta materia como resultado de la coexistencia de diferentes jurisdicciones y competencias. Desde esa perspectiva, pienso que la excepcionalidad de ese fuero tampoco puede alterar la finalidad de la institución prevista por aquella norma, que sematerializa mediante la adaptación de las respectivas sentencias a las reglas del concurso de delitos


      D., Rene Norberto s/ Solicitud de unificación de pena


      COMP.24, L.XLVII, 5 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Según el Juez que haya prevenido


      Contienda negativa de competencia. Defraudación por retención indebida. Presunta falta de entrega de documentación. Domicilio de las partes. Juez que previno. Necesidad de profundizar la investigación


      La ausencia de investigación suficiente que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en una determinada figura delictiva, con el grado de certeza que esta etapa requiere, para formar así fundado criterio acerca del lugar de su comisión y, finalmente, discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Teniendo en cuenta que la diversidad de circunstancias fácticas que surgen de los episodios que se ventilan en la causa, podrían dar lugar a considerar, distintas hipótesis delictivas posibles pienso que sólo a partir de la profundización de la pesquisa podrían subsanarse las deficiencias señaladas


      B. M., Adrian Claudio Eduardo s/ Estafa


      COMP.664, L.XLVI, 2de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Denuncia por tomas de terrenos en la "villa 31 bis". Escasos elementos incorporados. Necesaria profundización de la pesquiza


      Para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales sesuscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal


      S., Luis s/ Denuncia


      COMP.63, L.XLVII,29 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Emisión de falsas facturas. Necesidad de profundizar la investigación. Juez que previno


      No se ha practicado diligencia alguna tendiente a brindar precisión a la denuncia y aportar otros elementos de juicio a los fines de determinar la existencia de una maniobra ilícita y, en su caso, el lugar de ocurrencia. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juzgado provincial, que previno, seguir entendiendo en la causa


      T., Pascual s/ Denuncia


      COMP.188, L.XLVII, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Indefinición de los hechos y su calificación legal. Necesidad de profundizar la investigación por parte del juez que previno


      No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria la calificación legal de los hechos motivaron esta causa y sus pormenores, ni su precisa calificación legal


      B., Sebastian s/ Infr. art. 149 bis, Amenazas C.P


      COMP.988, L.XLVI, 28 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de armas. Allanamiento efectuado en el marco de una causa por contrabando de estupefacientes. Conveniencia en la unificación. Juez que previno


      Resulta conveniente que todos los hechos vinculados con la posible comisión del delito de contrabando, sean juzgados por un solo magistrado


      J., Gustavo Adolfo y otros s/ Portación ilegal de armas


      COMP.192, L.XLVII, 6 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Uso de cheque. Posible comisión de estafa. Lugar de uso del documento. Necesidad de profundizar la investigación por parte del juez que previno


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro


      R., Joel Gustavo s/ Denuncia


      COMP.1041, L.XLVI,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativad e competencia. Presuntas amenazas. Posibilidad de ser consideradas "coactivas". Necesidad de profundizar la investigación


      Esta cuestión de competencia aún carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figuradeterminada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58


      S. E., Cristian David y otro s/ Coacción


      COMP.55, L.XLVII,29 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Deber de custodiar el transporte de mercadería. Juzgado que previno


      Por aplicación de lo dispuesto en el artículo 41 y siguientes, del Código Procesal Penal de la Nación, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción, que fue el primero que conoció en el caso


      Cuerpo de Seguridad Vial San Antonio oeste s/ Investigación


      COMP.1019, L.XLVI, 16 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Por conexidad. Generalidades. Aplicación exclusiva entre jueces nacionales


      Contienda negativa de competencia. Hechos que aparecen como independientes entre sí. Reglas de conexidad: sólo aplicables entre jueces nacionales


      Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad,que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales


      Y. G., Juan Luis s/ Robo en grado de tentativa


      COMP.439, L.XLVII,24 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de individualizar los hechos y de calificacarlos jurídicamente


      Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presenten prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales. Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


      P., Diego Daniel s/ Denuncia


      COMP.1000, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Por conexidad. Supuestos de Conexidad. Conexidad material


      Contienda negativa de competencia. Accidente automovilistico posiblemente vinculado con un incendio. Investigación conjunta del estrago y todas sus posibles consecuencias


      Si en una causa se encuentran procesadas varias personas por el delito de incendio con peligro común para los bienes, esta circunstancia aconseja la investigación conjunta del estrago y todas sus posibles consecuencias, ya que al hallarse previstas como agravantes de este delito que el hecho haya puesto en peligro de muerte o sea la causa inmediata de la muerte de alguna persona, si no puede descartarse su dependencia fáctica y procesal


      Accidente ocurrido en la Ruta Nac. 9 Km. 150,5 en fecha 9 de Abril de 2008 s/ Averiguación homicidio y lesiones culposas San Pedro


      COMP.419, L.XLVI, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Conexidad fáctica y subjetiva. Competencia del fuero interviniente en la causa conexa


      Cuando los hechos que motivaron el conflicto de competencia tuviesen identidad fáctica y subjetiva con los que fueron objeto de conocimiento en otra sede, y la causa en cuestión hubiese sido remitida a la justicia federal, corresponde a ésta seguir entendiendo en las actuaciones, sin perjuicio de la distribución interna de competencia que corresponda entre los tribunales de ese fuero


      M., Lamberto s/ denuncia


      COMP.1053, L.XLVI,28 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de abuso sexual cometido en distintas jurisdicciones. Conveniencia de unificar la investigación, a partir de la identidad de víctima e imputado


      Más allá de que la acción puntual que motivó la presente contienda ocurrió en jurisdicción bonaerense, lo cierto es que el imputado habría abusado de la menor desde que ella tenía nueve años de edad, siempre dentro del contexto de la actividad que realizaba el imputado y la denunciante madre de la adolescente en diversos espectáculos que rotan por distintas jurisdicciones. Por lo que no parece conveniente escindir la investigación, como se hizo aquí, de estos episodios sucesivos y homogéneos el abuso sexual (artículo 119 del Código Penal), que involucran a las mismas personas, y por la sola razón de que fueron cometidos en distintos territorios. En consecuencia, es la justicia que previno, que recibió la declaración de la adolescente a través de la "cámara Gesell", y en cuya jurisdicción, están tanto las instalaciones las que ésta vive con su madre, como el domicilio del imputado, debe proseguir conociendo en las presentes las actuaciones


      C., L. S. s/ Abuso sexual


      COMP.237, L.XLVII,6 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Penas de prisión recaidas sobre la misma persona. Unificación de pena. Juez que unificó las penas competente como juez de ejecución


      El tribunal al que corresponde la unificación prescripta en la primera hipótesis del artículo 58 del Código Penal -cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto- se constituye ipso faeto, como juez competente de la ejecución de esa pena única de acuerdo a la modalidad con que la imponga, con lafinalidad de lograr la unificación de la aplicación de penas en todo el país, y, además, convierte a esa jurisdicción en sede de la ejecución penal, con competencia para entender en los futuros planteos que se hicieren respecto de aquélla


      R., Ramón Rafael s/ Ejecución de pena


      COMP.986, L.XLVI,29 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Comisión de delitos mediando acuerdo


      Contienda negativa de competencia. Reglas de conexidad: sólo aplicables entre jueces nacionales


      Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre los jueces nacionales, por cuanto escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las disposiciones rituales. Sin embargo, si en razón de las circunstancias del caso resulta conveniente para una mejor administración de justicia, la investigación debe quedar a cargo de un único tribunal


      L. Ricarte, Víctor Hugo y otros s/ Encubrimiento- Estafa


      COMP.242, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Por el Territorio


      Contienda negativa de competencia. Automotor entregado en custodia a un particular en el marco de una causa penal. Posterior enajenación del bien mueble. Presunta comisión de defraudfación por desbaratamiento de derechos acordados o malversación de caudales públicos. Lugar donde se hallaba radicado el automovil


      Corresponde conocer en este proceso al magistrado federal con jurisdicción en la localidad de Bella Vista, partido de San Miguel, provincia de Buenos Aires donde, debía hallarse depositado el automóvil confiado en custodia y donde, por otra parte, habría quedado radicado tras su inscripción registral


      O., Marcela s/ Malversación de caudales públicos


      COMP.1075, L.XLVI, 16 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Defraudación en la venta de un automotor. Aceptación de competencia provincial, pero no local. Normas de interpretación locales


      El magistrado local admite que la investigación del hecho corresponde a los tribunales de su provincia aunque de otro departamento judicial, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional


      R., Pablo Oscar s/ Denuncia


      COMP.824, L.XLVI, 24de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Defraudación por desbaratamiento de derechos acordados. Automotor sustraido de la esfera de control del acreedor. Lugar donde debía estar el automovil


      En el delito de defraudación prendaria resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia el lugar en el que se dispuso del bien gravado sustrayéndolo, sin conocimiento del acreedor, de su esfera de control y que en ausencia de prueba o cuando no se lo puede determinar, debe presumirse como tal el domicilio donde debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente


      Rodriguez, Oscar Luis s/ Defraudación por desbaratamiento


      COMP.935, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Denuncias efectuadas por personal de empresa privada por administración fraudulenta. Domicilio donde se encuentra radicada la administración


      El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel en violación al deber, y en caso de no conocerse tal lugar, corresponde ser investigado por el magistrado del sitio en el que se entiende ubicado el domicilio de la administración, aún en el supuesto de que la empresa tenga un domicilio legal establecido en ajena jurisdicción


      M., Fernando Guillermo y otros s/ Defraudaciones


      COMP.48, L.XLVII, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor con autopartes de otras unidades con pedido de secuestro. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Deber de dictar auto de mérito respecto de cada automovil. Hechos independientes


      Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. Sin embargo, cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima Jacie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecencometidos pues la distribución de competencias judiciales entre las provincias o entre éstas y la Nación escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad


      A., Gabriel Eduardo s/ Encubrimiento


      COMP.13, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible comisión de estafa. Presunta venta de un inmueble ajeno como propio. Competencia de la justicia donde se encuentra radicado la parcela enajenada


      Si bien las cuestiones de competencia exigen para su correcta promoción que los magistrados que en ella intervienen establezcan la calificación que prima facie pudiera corresponder a los sucesos, razones de economía procesal aconsejan dejar de lado esta exigencia cuando existen en la causa elementos de juicio que resultan suficientes para el discernimiento de la competencia


      Banco Hipotecario y otro s/ Estafa


      COMP.22, L.XLVII, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Robo de camioneta y privación ilegítima de la libertad de su chofer. Lugar donde se consumó el robo


      Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa


      G., Sergio Adrian s/ Denuncia


      COMP.49, L.XLVII, 17 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta usurpación


      Si los hechos materia de la contienda habrían sido previamente denunciados en el partido bonaerense de La Matanza, jurisdicción en la que, además, se encuentra el terreno en cuestión, corresponde al juez provincial continuar con el conocimiento del expediente, sin perjuicio de que si entiende que debe intervenir otro juez de su misma provincia, se lo remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional


      V., Sofía Elisa s/ estafa


      COMP.993, L.XLVII,24 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda netiva de competencia. Defraudación. Competencia territorial


      Si de las constancias del incidente surge que en determinada localidad se propuso el acuerdo defraudatorio a los denunciantes, lugar donde además lo habrían suscripto, corresponde que intervenga la justicia de esa jurisdicción, máxime si en el caso los damnificados acudieron a aquélla para hacer valer sus derechos


      M. A., Luis Miguel y otra s/ Defraudación por suscripción engañosa de documento


      COMP.959, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Depósito de fondos para ser invertidos. Falta de inversión. Presunta administración fraudulenta. Domicilio de la administración


      La administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración


      D. Armando y G. V. V., Sebastian s/ Defraudación por administración fraudulenta


      COMP.432, L.XLVII, 7 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor con pedido de secuestro. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de definir la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. Juez del lugar donde se produjo el desapoderamiento


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. Asimismo, corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción


      A., Salvador Mariano s/ Encubrimiento


      COMP.436, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Distribución de la Competencia


      Contienda negativa de competencia. Rapto de menor de edad en la provincia de Formosa y sometimiento sexual efectuado en la Capital Federal. Reglas de territorialidad múltiple


      La solución de este conflicto debe regirse por la aplicación de las reglas de territorialidad múltiple, ya que la víctima fue sustraída en una jurisdicción y trasladada a otra donde fue retenida y sometida. Casos en los que el Tribunal opta por la competencia de este último lugar, ya que allí, además de la restricción de la libertad, se cometió el "delito fin"


      R., N. O. s/ Rapto y abuso sexual


      COMP.208, L.XLVII, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Defraudación mediante el uso de documentación presuntamente apócrifa. Competencia territorial


      Toda vez que los imputados habrían presentado la documentación presuntamente falsa en la sede de la mutual en determinada localidad, merced a la cual se habrían otorgado los créditos y se habría producido la disposición patrimonial, corresponde al juez de esa jurisdicción continuar con la investigación


      P., Luis Alfredo y Pildain, Pablo Guillermo s/ estafa


      COMP.930, L.XLVII, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia: lugar de comisión


      La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde han ocurrido los hechos presuntamente delictivos


      S., S. H. s/ Lesiones leves; amenazas


      COMP.798, L.XLVII, 7 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de amenazas


      Corresponde al magistrado con jurisdicción en el lugar en que fueron recibidas las amenazas continuar con la investigación, en tanto allí cabe tener por producidos los efectos intimidatorios


      B., Marcelo Augusto s/ Denuncia


      COMP.909, L.XLVII, 7 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de estafa. Lugar donde se llevaron a cabo el ardid y los actos de disposición patrimonial


      En el caso del delito de estafa, si conforme a los dichos no controvertidos del denunciante, tanto el ardid como los actos de disposición patrimonial perjudiciales se desarrollaron en jurisdicción provincial, corresponde entender al magistrado con jurisdicción en la misma


      A., Alejandra s/ Estafa


      COMP.907, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse. a fin dedeterminar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro


      A., Adriana María s/ Denuncia


      COMP.682, L.XLVII, 31 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados. Lugar de entrega de los títulos


      Frente al delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro


      G., Alejandro Antonio s/ Inf. art. 302 C.P


      COMP.799, L.XL, 31 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados. Lugar donde los títulos fueron entregados


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro


      S., Jorge s/ Denuncia


      COMP.289, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la Ley 24. 051 y 25. 612


      Si los residuos peligrosos hallados en la vía pública no habrían afectado el medio ambiente o las personas más allá del lugar en el que fueron abandonados corresponde descartar la jurisdicción federal y asignar competencia a la justicia de instrucción, a fin de que determine o no la existencia de los delitos previstos en las leyes 24. 051 y 25. 612


      B. P. s/ Infracción Ley 24.051


      COMP.809, L.XLVII, 7 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al art. 302 C. P


      Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el articulo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el articulo 6° de la ley 24. 452


      D. P., Enzo y B., Sergio s/ Inf. art. 302 C.P


      COMP.624, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción


      Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa


      M., Gustavo s/ Denuncia


      COMP.910, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Ignorancia del lugar de comisión


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación. Contratación fraudulenta de líneas telefónicas. Atribución de la competencia en función del lugar donde las líneas fueron instaladas


      Cuando los magistrados contendientes coincidan en la calificación legal del caso, si de las constancias agregadas al incidente no surge el lugar donde se habrían solicitado las líneas telefónicas contratadas de manera fraudulenta, pero sí el lugar donde éstas fueron instaladas, corresponde a la justicia de aquélla jurisdicción conocer en la causa


      A., Guillermo Ángel s/ Denuncia


      COMP.243, L.XLVII,29 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación. Posible falsificación de firma de los endosantes en cheque no a la orden. competencia territorial en función del domicilio del banco donde fue depositado


      Si de las constancias del legajo cabe colegir la presunta falsificación de las firmas endosantes del cheque, cuyo lugar de comisión se desconoce, sumado a que no se encuentra acreditado el efectivo envío del valor, corresponde al juez con competencia en el domicilio del banco donde el documento fue usado y, ocurrió la disposición patrimonial fraudulenta, investigar los hechos, sin perjuicio de lo que resulte con posterioridad


      Esco S.A. y otro s/ Denuncia


      COMP.995, L.XLVI,28 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa o su tentativa pereptrada mediante el uso de cheques extraviados o robados. Ignorancia del lugar de entrega de los cheques: competencia del juzgado que previno para que profundice la investigación


      Cuando el delito de estafa, o su tentativa, es perpetrado mediante el uso de cheque extraviado o sustraído -delito que concurriría idealmente con su falsificación-, cabe atenerse al lugar donde los títulos fueron entregados, y cuando esa circunstancia no surge por los escasos elementos del legajo, corresponde al juez que previno profundizar la investigación


      Logística Metropolitana S.A. s/ Estafa


      COMP.251, L.XLVII,20 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto delito de estafa por la utilización de cheques extraviados y adulterados. Competencia territorial en caso ignorancia del lugar de entrega de los cheques


      Si el cheque presuntamente extraviado habría sido presentado como propio por un tercero, una vez que lo adulteró insertando o haciendo insertar su nombre como beneficiario, cuando no pueda descartarse la configuración del delito de estafa y falsedad documental, a fin de determinar la jurisdicción competente corresponde tener en cuenta el lugar donde los títulos fueron entregados. Ahora bien, si del incidente no surge este antecedente, corresponde al juez que primero conoció en la causa, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación


      A., Hugo Javier s/ estafa


      COMP.233, L.XLVII, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Sustracción de un cheque y posterior tentativa de estafa cometidas mediante el uso de aquél. Competencia territorial en función del lugar donde se hubiese entregado el cheque. Competencia del juzgado que previno para que investigue en esa dirección


      La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él , y en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. En consecuencia, si de las constancias incorporadas al incidente, no surge dónde tuvo lugar la entrega del documento con posterioridad a que fuera sustraído, corresponde a la justicia que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de aquella entrega


      R., Carolina s/ Denuncia


      COMP.141, L.XLVII, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Amenazas proferidas por correo electrónico. Lugar de comisión


      Si de los antecedentes que forman el legajo, surge que los correos electrónicos fueron remitidos a las cuentas de la empresa, con sede en la Capital Federal, puede presumirse que habría sido en sus oficinas donde sus integrantes tomaron conocimiento de las amenazas anónimas, por lo que corresponde al juzgado de esa jurisdicción, que previno, continuar con el trámite de la causa


      C., Francisco Eduardo s/ Denuncia


      COMP.574, L.XLVII,14 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación por administración infiel. Ignorancia del lugar de comisión


      Si en elc asono se encuentra establecido el domicilio de la administración de la firma, ni el lugar donde se habrían perpetrado los actos presuntamente infieles, corresponde asignar la competencia al magistrado que previno, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior


      L., Miguel Ángel s/ defraudación por administración fraudulenta


      COMP.937, L.XLVII,14 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Falisifación de documentos. Ignorancia del lugar de confección del documento


      En los casos en los no es posible determinar el lugar de confección de las falsificaciones, debe estarse a aquel en el que se utilizó el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer


      T., Alberto Luis s/ denuncia


      COMP.587, L.XLVII,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tentativa de estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Ignorancia del lugar de entrega de los cheques


      La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realice con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de un chequeextraviado o sustraído, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Si de las constancias incorporadas al incidente no es posible acreditar el lugar de entrega del cheque en cuestión, corresponde asignar la competencia al juzgado que previno, a fin de determinar dónde, cuándo, en qué concepto y en qué circunstancia fue entregado el cartular


      W., Strupp s/ Estafa en grado de tentativa


      COMP.411, L.XLVII, 1 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Automotor con pedido de secuestro y chapa patente adulterada. Declinación en función del lugar donde se comprobó la anomalía


      Toda vez que de las probanzas del expediente no surge donde se cometió el delito, corresponde conocer de la causa al magistrado en cuya jurisdicción se compí'obó la anomalía


      C., Juan Manuel s/ Denuncia


      COMP.385, L.XLVII,9 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Cheque extraviado. estafa en concurso ideal con su falsificación. Presentación al cobro del documento. Lugar de entrega


      Cuando el delito de estafa o su tentativa - que concurriría idealmente con su falsificación- es perpetrado mediante el uso de cheque extraviado o sustraído, hay que atenerse al lugar donde los títulos fueron entregados


      P., Román Cesar s/ Estafa en tentativa


      COMP.351, L.XLVII, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de determinar el lugar donde el cheque fue entregado


      Si los elementos de juicio no alcanzan para acreditar el lugar donde el cheque fue entregado, corresponde al juzgado que previno profundizar la investigación en este sentido


      B., Miguel Ángel s/ Denuncia


      COMP.564, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta estafa perpetrada mediante un cheque extraviado. Necesidad de determinar el lugar donde los cheques fueron entregados


      Corresponde asignarle competencia, en el caso de estafa o su tentativa mediante un cheque extraviado o sustraído, al juez del lugar donde los cheques fueron entregados. Si de las constancias incorporadas al incidente no es posible acreditar dicho lugar, corresponde asignar la competencia al juzgado que previno, a fin de determinar dónde, cuándo, en qué concepto y en qué circunstancia fueron entregados los cartulares


      S. A., Silvana Soledad s/ Denuncia


      COMP.288, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Lugar de Comisión


      Contienda de competencia. Infracción a la ley de protección y conservación de la fauna silvestre. Ley 22. 421. Venta de especie animal a través de internet. Delitos de competencia local


      La ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que, una vez aclarado este aspecto, sólo resta determinar la competencia territorial atendiendo al lugar de su comisión. En consecuencia, si la operación de compraventa que estaría abarcada por las disposiciones de aquella ley, se hubiese realizado desde un domicilio ubicado en determinada jurisdicción, lugar al que se habría comunicado telefónicamente el comprador y donde se habría recibido el monto pactado, corresponde al magistrado local proseguir la investigación


      U.F.I.M.A. s/ Av. inf. ley 22.421


      COMP.200, L.XLVII,20 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Abuso sexual reiterado. Posible prescripción de la acción penal. Lugar donde se cometieron los hechos


      Toda vez que de los propios dichos de la víctima se desprende que habría sido abusada sexualmente por el encausado en jurisdicción de La Matanza, por aplicación del principio de territorialidad, corresponde asignar competencia a esa sede provincial para conocer en la presente causa


      V., R. O. s/ Violación con fuerza o intimidación


      COMP.27, L.XLVII,21 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Atribución de la competencia territorial en función de los dichos de la damnificada


      Cuando de los dichos de la damnificada -siempre que no se encuentren desvirtuados por otros elementos de la causa- surgeque tanto la golpiza propinada por el imputado a la víctima embarazada, como sus posibles consecuencias -la muerte del feto-, ocurrieron en determinada jurisdicción, corresponde que sea el juzgado de aquella jurisdicción el que conozca en la causa


      B., H. G. s/ Aborto


      COMP.174, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Averiguación por muerte dudosa, posiblemente a causa de lesiones sufridas previamente. Competencia territorial en función del lugar donde se habrían producido las lesiones


      En los casos de averiguación por muerte dudosa, sin perjuicio del lugar donde efectivamente se produzca el fallecimiento, si de las constancias del expediente se desprende que las causas de la muerte se habrían originado en lesiones sufridas en determinado lugar, al juez de esa jurisdicción investigar las circunstancias en que éstas se produjeron


      A., Jorge s/ muerte por causa dudosa


      COMP.221, L.XLVII, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Carácter excepcional de la competencia federal


      Más allá de si el supuesto menoscabo patrimonial denunciado habría tenido o no un origen delictivo, si no se advierte la concurrencia de ninguno de los extremos contemplados en el arto 33 del código de rito, ni existen razones que impongan la intervención del fuero de excepción, corresponde a la justicia local continuar con el trámite de las actuaciones


      V., Norberto Oscar s/ Denuncia


      COMP.1050, L.XLVI,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Caso en que uno de los jueces no cuestiona que el hecho ocurrió en su jurisdicción


      Si en el caso uno de los jueces contendientes no cuestiona que el hecho objeto de conflicto -intento de suicidio- ocurrió en determinada localidad de su jurisdicción, a él le compete asumir el conocimiento de la causa y darle la solución legal que, a su criterio, considere pertinente


      C., Juan Miguel s/ Suicidio en grado de tentativa


      COMP.279, L.XLVII,6 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Comercio de autopartes. Sobreseimiento de uno de los imputados. Continuidad de la investigación. Declinación en función del lugar donde se consumó el delito


      El sobreseimiento dictado respecto de uno de los imputados, no pone fin a la persecución penal sino respecto de la persona a favor de la cual se dictó, y de ningún modo en relación con cualquier otra persona que hubiera tomado intervención, aunque aún no se encuentre individualizada. Por otra parte, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito


      M., Raul Alberto y Acuña Carina s/ Robo calificado con uso de arma


      COMP.790, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia del tribunal del lugar de comisión de los hechos


      Si de los dichos de la denunciante y de su madre -no controvertidos por otros elementos de la causa- surge que las amenazas fueron recibidas en un domicilio ubicado en la localidad de Villa Domínico, corresponde al magistrado provincial continuar con la investigación de las actuaciones


      H., Diego Alejandro s/ Art. 162 C.P


      COMP.1027, L.XLVI,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia territorial en función del lugar de comisión de los hechos con relevancia típica


      Más allá de la relevancia penal que en definitiva quepa asignar a los hechos denunciados, si de las constancias del legajo se desprende que los hechos con relevancia típica se llevaron a cabo en determinada jurisdicción, corresponde asignar la competencia al magistrado de aquélla jurisdicción


      F., Alberto Raúl s/ Estafa


      COMP.54, L.XLVII, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia territorial. Lugar de consumación de los hechos


      Teniendo en cuenta que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, en aquellos casos en que surja que ello habría ocurrido en determinada ciudad, corresponde al juzgado con competencia territorial en esa jurisdicción conocer en las actuaciones


      G., Abel Alejandro s/ Encubrimiento


      COMP.879, L.XLVI, 18de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de abuso sexual. Competencia territorial en función del lugar donde se habrían cometido los abusos


      Toda vez que de los dichos de la denunciante se desprende que los delitos presuntamente cometidos por el imputado contra la integridad sexual de sus propios hijos menores de edad, se habrían cometido en la vivienda de éste, en atención al principio de territorialidad -artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación-, corresponde que sea el tribunal de esa jurisdicción el que conozca en la causa


      M., Juan Manuel s/ Violación según párrafo 4to art. 119 inc. b


      COMP.4, L.XLVII,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Competencia territorial en función del lugar de ejecución del acto infiel


      El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber de cuidado, por lo que corresponde asignar la competencia al magistrado de la jurisdicción donde se habría desplegado dicha actividad, sin perjuicio de lo que resulte del ulterior trámite


      T., Nicolás s/ Estafa


      COMP.191, L.XLVII, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Competencia territorial


      El delito de administración fraudulenta se reputa cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquel se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración


      F., Antonio s/ estafa


      COMP.331, L.XLVII,15 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Presunción aplicable en caso de desconocerse el lugar de comisión


      El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción


      S., Miguel Angel s/ Defraudación


      COMP.1038, L.XLVI,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Competencia territorial en función del lugar donde fueron recibidas las amenazas


      Más allá de señalar que la escisión de los hechos puede conspirar en contra de una investigación eficaz, lo cierto es que al quedar en pie sólo el delito de amenazas, recibidas por la denunciante en la determinada localidad, corresponde almagistrado de aquélla jurisdicción continuar con la investigación de las actuaciones


      P., A. A. s/ Amenazas


      COMP.123, L.XLVII, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación por retención indebida. Competencia territorial en función de la sede de la administración del mandante


      En los casos de defraudación por retención indebida, cuando el denunciado desempeñó sus tareas en virtud de un mandato y habría perjudicado los intereses confiados, si la administración de la mandante tiene sede en determinada localidad, más allá de haberse ejecutado los distintos actos infieles en diversos territorios, corresponde atribuir la competencia al juez de aquélla jurisdicción


      G., Alberto Sebastian s/ Defraudación


      COMP.321, L.XLVII,15 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación. Atribución de competencia territorial en función del lugar donde se habrían llevado a cabo los actos con relevancia típica. Existencia de otras causas por hechos similares en otra jurisdicción provincial: posibilidad de remisión de la causa conforme las normas de derecho local


      Si la maniobra defraudatoria investigada en el caso habría tenido comienzo de ejecución en determinada jurisdicción, lugar en el que se habrían obtenido los datos de las tarjetas de compra, utilizadas luego para realizar pagos telefónicos y adquirir equipos de telefonía y donde, además, habrían sido entregados la mayoríade ellos, corresponde a la justicia de aquélla jurisdicción conocer en la causa. Sin perjuicio de ello, habida cuenta que de las constancias del expediente y del registro de la Procuración surge que tendría una sucursal en otra localidad que, a la fecha, sería objeto de investigación por idénticas maniobras, si el magistrado interviniente considera que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas de! derecho procesal local, cuya interpretación y aplicacíón es ajena a la jurisdicción nacional


      P., José y otros s/ Defraudación


      COMP.218, L.XLVII,6 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación. Competencia territorial en función del lugar donde se cometió el acto infiel o el despliegue ardidoso


      Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte, cuando de los elementos reunidos en el expediente surja que los hechos con relevancia típica, ya sea un acto infiel o despliegue ardidoso, se desarrolló en determinada ciudad, donde, a su vez, acudió el denunciante, corresponde al juez de aquella jurisdicción, que previno, proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que surja con posterioridad


      L., Marcelo Luis Fernando s/ Denuncia


      COMP.111, L.XLVII, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación: competencia territorial en función del lugar de instalación y disposición del servicio contratado de manera fraudulenta


      Habida cuenta de que las líneas telefónicas contratadas fraudulentamente fueron instaladas en determinada localidad, y que allí se dispuso de ese servicio, si el juez de aquélla jurisdicción no discrepa sobre esas circunstancias, a éste le corresponde asumir su jurisdicción para conocer en la causa


      N., Maria Nazareth s/ denuncia


      COMP.274, L.XLVII, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Competencia en función del lugar donde los mismos fueron entregados


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal a aquél donde se presentaron al cobro


      M., Juan Manuel s/ denuncia


      COMP.1044, L.XLVI, 17 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa mediante la presentación de instrumento público apócrifo. Competencia del tribunal del lugar donde se habría presentado el documento apócrifo


      Si el delito denunciado se habría consumado con la presentación de la escritura, presuntamente falsa, ante la justicia nacional en lo comercial, es competente el juez del lugar donde fue presentado en juicio el documento espurio


      P., Gisela Ines Cecilia s/ Estafa


      COMP.1003, L.XLVI, 4 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa o frustración maliciosa de pago. Actos con relevancia típica para la configuración de esos delitos sucedidos en una misma jurisdicción. Competencia del juez de esa jurisdicción en función de razones de economía procesal


      Si de los términos de la denuncia surge que en determinada jurisdicción territorial se habría producido la disposición patrimonial por parte de la víctima, y en aquélla tiene domicilio del banco girado, respecto del cual corresponde evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el articulo 302 del C. P, a la luz de lo establecido en el articulo 6° de la ley 24. 452, razones de economía procesal aconsejan que sea el juez de esa jurisdicción quien prosiga la investigación en cualquiera de esos supuestos, sin perjuicio de la controversia respecto de la calificación legal


      C., Fabián Vicente s/ inf. art. 302 C.P


      COMP.81, L.XLVII, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Competencia territorial en función de los hechos con relevancia típica


      Cuando, de los dichos de la víctima, que resultan verosímiles y no se encuentran controvertidos por ningún elemento incorporado al incidente, se desprenda que los hechos con relevacia típica se llevaron a cabo en determinada localidad, es en esta jurisdicción donde debe investigarse la posible comisión del delito de estafa


      G. M., María s/ estafa


      COMP.31, L.XLVII, 2 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Determinación de la competencia en función del lugar donde se habría realizado de disposición patrimonial


      Si la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del delito de estafa, se consumó en jurisdicción provincial, corresponde a la justicia provincial conocer en la causa


      G., Diego s/ Estafa


      COMP.989, L.XLVI, 3de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de impedimento de contacto. Competencia territorial


      Si la imputada habría cometido el delito previsto en el artículo 10, de la ley 24. 270, y dicho encuadre legal no está cuestionado por los jueces intervinientes en el presente conflicto, y dado que aquél se habría cometido en determinada localidad, jurisdicción en la que residía el imputado con su hija en ocasión en que el padre de la niña fue privado de tomar contacto con ella y, por consiguiente, de ejercer sus derechos y obligaciones como tal, corresponde declarar la competencia de la justicia de aquélla jurisdicción para conocer en la causa, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional


      V., S. R. s/ Impedimento de contacto de hijos menores


      COMP.35, L.XLVII, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones. Atribución de competencia en función del lugar donde se habría cometido el delito


      Si de las constancias de la causa surge que las lesiones se habrían producido en determinada jurisdicción, siendo que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito, corresponde a la justicia de aquélla jurisdicción continuar con el trámite de las actuaciones


      M., Gastón s/ lesiones leves


      COMP.175, L.XLVII, 7 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de libramiento de cheque sin provisión de fondos. competencia territorial en función del domicilio del banco girado


      Cuando atendiendo a las circunstancias que originaron la entrega del valor, a la causa de su rechazo y modalidad de pago -diferido-, deba evaluarse la aplícación o no al caso de la fIgura prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24. 452, corresponde atribuir la competencia al juez del domicilio del banco girado


      P., Carla s/ Inf. Art. 302 C.P


      COMP.1039, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de libramiento de cheque sin provisión de fondos. Competencia territorial en función del domicilio del banco girado


      Si de los dichos del denunciante -no controvertidos por otras constancias de la causa-, surge que el documento sería de la modalidad pago diferido, y la titular de la cuenta o libradora autorizada que lo entregó habría dado orden de no pagarlo impidiendo ilegítimamente su cobro, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 60 de la ley 24.452


      P., Carla s/ Inf. art. 302 del C.P


      COMP.76, L.XLVII, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de libramiento de cheque sin provisión de fondos. Competencia territorial en función del domicilio del banco girado


      Si de los términos de la denuncia surge que el cheque sería de pago diferido -y esta circunstancia no está cuestionada por los magistrados intervinientes- y que además, éste no pudo ser cobrado por orden de no pagar, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el articulo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el articulo 6° de la ley 24.452


      Gamardan S.A. s/ Inf. art. 302 del C.P


      COMP.34, L.XLVII, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de quiebra fraudulenta. Competencia territorial en función del domicilio de la fallida


      Vale destacar que la realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir lacompetencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después importa el inicio de un nuevo conflicto. Corresponde atribuir la competencia al juez provincial para conocer en la causa instruida por presunta quiebra fraudulenta si tanto la administración como la explotación de la empresa quebrada tienen lugar en territorio de su jurisdicción


      Horman S.R.L. s/ Quiebra fraudulenta


      COMP.77, L.XLVII,28 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de retención indebida y administración fraudulenta. Existencia de otras causas por hechos similares atribuídas a la misma persona, en aquélla jurisdicción. Competencia en función del lugar donde se habrían desarrollado los hechos con relevancia típica


      En aquellos caso en que los jueces coinciden respecto de la jurisdicción donde se habría desarrollado la conducta delictiva, mientras que en esa misma jurisdicción debió efectuarse la devolución de la documentación, conforme la intimación cursada, la competencia de aquella sede surge clara. Si a ello se suma que ante la justicia de esa jurisdicción se estarían investigando otros hechos similares imputados a la misma persona, corresponde al juez de aquélla jurisdicción proseguir la investigación


      V., Sara Trinidad s/ Defraudación por administración fraudulenta


      COMP.156, L.XLVII, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de retención indebida. Atribución de la competencia en función del lugar donde debió restituirse la cosa depositada


      Teniendo en cuenta que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida y el art. 2216 del Código Civil, según el cual el depositario debe restituir la cosa depositada en el lugar en el que se hizo el depósito, corresponde atribuir competencia al magistrado de aquella jurisdicción conocer en el expediente


      D., Adriana Alicia s/ Defraudación


      COMP.209, L.XLVII, 26 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito presuntamente cometido en una Unidad del Servicio Penitenciario Federal


      En atención a que de las constancias del legajo no se advierte que el hecho que involucra a dos internos alojados en el Complejo Penitenciario de Ezeiza haya trascendido la motivación particular, ni afectado el buen servicio del establecimiento, es el tribunal provincial quien debe seguir entendiendo en estas actuaciones


      Complejo Penitenciario Federal N° 1 de Ezeiza s/ Coacción


      COMP.1037, L.XLVI,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de falsificación de documento en concurso ideal con estafa. Competencia territorial en función del lugar donde se presentó la documentación presuntamente apócrifa


      Las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen y, en caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse al lugar en el que se utilizó el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer. En consecencia, cuando de los elementos probatorios incorporados al legajo, surja que la documentación apócrifa habría sido presentada en un comercio situado endeterminada jurisdicción, corresponde a la justicia de aquélla jurisdicción investigar la falsificación, así como la estafa que se habría intentado con su utilización, delitos que concurrirían en forma ideal


      O., Pedro Antonio s/ Denuncia


      COMP.819, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Denuncia por presunta venta de estupefacientes. Consideración de los dichos del denunciante. Lugar de los hechos


      La declaración del denunciante, aunque no esté corroborada, en la medida en que no se encuentre desvirtuada puede ser tenida en cuenta a los efectos de determinar la competencia. Por otro lado, la competencia por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se consumó el delito


      R., Sandra Gabriela s/ Inf. ley 23.737


      COMP.138, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Determinación del lugar donde se produjo el hecho


      Siendo que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde ha ocurrido el hecho presuntamente delictivo, si de las constancias del legajo surge claro que los hechos se produjeron en determinada localidad, corresponde conocer en la causa a la justicia de aquélla jurisdicción


      L., Eduardo Antonio s/ denuncia


      COMP.383, L.XLVII,15 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Entrega de automotor y convenio de pago en cuotas. Desaparición de bien mueble. Presunta retención indebida


      El delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida y, de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor


      M., Marcelo s/ Defraudación


      COMP.190, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Entrega de vehículo. Falta de devolución del mismo. Presunta retención indebida. Ausencia de acuerdo respecto del lugar de devolución. Domicilio del deudor


      La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Asimismo, cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse al domicilio del deudor, según lo dispuesto por el artículo 747, in fine, del Código Civil


      A., Orlando Alberto s/ Defraudación por retención indebida


      COMP.6, L.XLVII, 17 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Falsificación de un documento público y defraudación a la ANSES cometida mediante su utilización. Competencia territorial en función del lugar donde se usó el documento presuntamente apócrifo


      En aquellos casos en que la presunta falsificación de un documento público y la posible defraudación a la ANSES que se habría cometido mediante su utilización, constituirían una única conducta insusceptible de ser escindida -pues ambos delitos concurrirían en forma ideal-, y esta habría afectado el normal desenvolvimiento de ese organismo y las rentas de la Nación, cuando esté determinada la jurisdicción donde se usó el documento judicial ideológicamente falso y, por ende, donde se desplegó el ardid consistente en haber iniciado el trámite para obtener el beneficio previsional, corresponde atribuir el conocimiento de ambas causas a la justicia de aquélla jurisdicción


      C., Mónica Irene s/ denuncia


      COMP.86, L.XLVII, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hecho que habría sucedido en territorio provincial: competencia local


      Siendo que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito, si de law constancias del legajo, más allá de la posible divergencia sobre el lugar exacto de comisión, surge claro que las lesiones se produjeron en territorio bonaerense, corresponde conocer en la causa a la justicia de aquella jurisdicción, sin perjuicio de que si el magistrado entiende que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita


      F., Matias s/ Denuncia


      COMP.299, L.XLVII,20 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos sucedidos en determinada jurisdicción. Competencia territorial


      En los casos en que, más allá de la calificación legal que en definitiva pudiera corresponder, de las constancias del legajo surge que los hechos que deben investigarse ocurrieron en determinada localidad, corresponde asignarle competencia al juez de aquélla jurisdicción, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior


      C., Nora Angélica s/ denuncia


      COMP.277, L.XLVII, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 24. 270. Competencia territorial en función del lugar donde debió facilitarse el contacto entre el padre y su hija


      Si entre las probanzas incorporadas al incidente, se encuentran copias de la denuncia por el delito de impedimento de contacto formuladas por el denunciante en determinada juridiscción, lugar en el que también se habría homologado el convenio entre el denunciante y la imputada, y donde ésta vivía con la menor al tiempo en que habría incumplido aquel acuerdo, corresponde declarar la competencia de la justicia de aquélla jurisdicción, puesto que fue en ese territorio donde la imputada debió facilitar el contacto del padre con la menor, y asegurarle el ejercicio de los derechos y obligaciones como tal


      C., R. E. s/ Ley 24.270


      COMP.290, L.XLVII,20 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Juez que no discute que los hechos habrían sucedido en su jurisdicción


      Si el magistrado declinante sostuvo que los hechos objeto de disputa ocurrieron en territorio provincial, y esta afirmación no ha sido controvertida por el juez de aquélla jurisdicción, a éste le corresponde asumir la competencia, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación de la causa concierne a otro juez de su misma provincia se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación es ajena a la jurisdicción nacional


      O., Mariana y otros s/ estafa


      COMP.324, L.XLVII,15 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Lesiones sufridas por menor. Inicio de las actuaciones por denuncia del hospital. Lugar donde se produjeron las lesiones


      Habida cuenta que surge tanto de la declaración del preventor, como de la historia clínica agregada en autos, que los hechos habrían ocurrido en la casa del niño, en la localidad de Rafael Calzada, provincia de Buenos Aires, corresponde al magistrado provincial continuar con el trámite de las actuaciones


      S., A. J. s/ Av. Lesiones


      COMP.249, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Lesiones y amenazas cometidas en el ámbito doméstico. Lugar de los hechos


      Habida cuenta que de la declaración de la denunciante, cuyos dichos resultan verosímiles y no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa, surge que los hechos ocurrieron en la localidad de Temperley, provincia de Buenos Aires, correspondeal magistrado provincial continuar con el trámite de las actuaciones


      R., Ernesto Daniel s/ Lesiones leves


      COMP.1029, L.XLVI,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Libramiento de cheque sin provisión de fondos. competencia territorial en función del domicilio del banco girado


      Si se encuentran agregadas a la causa la copia del cheque y la denuncia de extravío -posterior a la entrega del valor-, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452


      S., Mario Jorge Pedro s/ estafa


      COMP.202, L.XLVI,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible delito de estafa cometido mediante la entrega de un cheque extraviado o sustraído, que habría sido objeto de falsificación. Competencia del juzgado que previno para que investigue la posible estafa


      En aquellos casos en que, en atención a las constancias de la causa, no pueda descartarse la posible comisión del delito de estafa mediante de la entrega de un cheque extraviado o sustraído que, además, fue objeto de falsificación, estas circunstancias impiden acudir sin más a la figura legalmente subsidiaria de la frustración maliciosa del pago, por lo que corresponde al juzgado que previno proseguir la investigaciónrespecto del posible delito de estafa, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad


      Gamardan S.A. s/ Inf. Art. 302 C.P


      COMP.158, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible delito de impedimento de contacto. Competencia territorial en función del domicilio del imputafo. Conveniencia procesal de elegir la jurisdicción donde tramitan juicios relacionados con el conflicto


      Cuando el objeto procesal de la causa sea dilucidar si la prolongación de la permanencia del menor en casa de su padre, en San Fernando, es ilegítima o no y, en tal caso, qué delito se cometió, corresponde que intervenga, en razón del territorio, la justicia provincial. Este temperamento, por otro lado, resulta procesalmente conveniente, si en esa misma jurisdicción tramitan tres juicios relativos a este conflicto


      I., P. H. s/ inf. art. 1° ley 24.270


      COMP.130, L.XLVII, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible infracción a la ley 24. 270. Impedimento de contacto. Menor que fue retirado del domicilio de su madre y se desconoce su paradero. Competencia territorial en función de ese domicilio


      Si de los dichos de la denunciante -siempre que no estén desvirtuados por otros elementos de la causa- se desprende que su hijo habría sido retirado por su padre de la casa donde vivía ella, y que después no habría sido devuelto al hogar, la competencia debería resolverse en favor de ese domicilio, ya que de las constancias de la causa no surge con claridad dónde y conquién estaría el menor y, asimismo, favorece el acceso a la jurisdicción de la denunciante


      B., J. L. s/ Delito ley 24.270


      COMP.46, L.XLVII, 5 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible infracción a los artículos 153 bis y 173 inciso 11° del Código Penal. Competencia territorial en función del lugar donde se habrían llevado a cabo los hechos con relevancia típica


      Toda vez que surge de la causa que fue en determinada jurisdicción donde se cobró el dinero proveniente de la presunta estafa, y además allí se hallan ubicadas las direcciones de IP desde las que habría operado el imputado, y se encuentra instalada la línea telefónica que habría servido de contacto para atraer a potenciales víctimas, corresponde atribuir competencia al juzgado de aquélla jurisdicción para entender en el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación


      C., Paola y Adauto Balbin, Julián Macario s/ Delito de acción pública


      COMP.39, L.XLVII, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible infracción al artículo 302 del Código Penal. Competencia territorial en función del domicilio del banco girado


      Cuando la propia denunciante reconozca haber recuperado alguno de los cheques denunciados como extraviados, y ella misma habría reconocido los endosos y los proveedores a quienes se le habrían entregado los documentos con anterioridad a la orden de no pagar, corresponde al juez con jurisdicción en eldomicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el articulo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el articulo 6° de la ley 24. 452


      V. L., Olga Domiga s/ denuncia


      COMP.177, L.XLVII, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación. Entrega de dinero a intermediario para la compra de inmueble. Transacción no efectuada. Lugar de la disposición patrimonial


      De los dichos de la denunciante se desprende que ésta entregó el dinero en su domicilio de la localidad bonaerense de La Matanza, por lo que allí cabe tener por efectuada la disposición patrimonial


      R., Sandra s/ Estafa


      COMP.29, L.XLVII,21 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de escritura. Lugar donde se dobservó el trámite de inscripción registral


      Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación material de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito


      S., Maria Laura (Dir. Gral Regis. Prop. Inmueble) s/ Denuncia


      COMP.38, L.XLVII,20 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad y abuso sexual de una menor. Lugar donde se cometió el delito fin


      En los casos en que ha existido el traslado de una persona por distintas jurisdicciones, y en una de ellas se cometió el delito fin, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa


      L., Paola Sabrina s/ Denuncia


      COMP.18, L.XLVII,21 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Quemaduras sufridas por presunto accidente doméstico. Denuncia efectuada por médico. Lugar de los hechos


      Toda vez que el hecho ocurrió en la localidad de Hurlingham, donde además tiene su domicilio la víctima, corresponde al magistrado provincial continuar con el trámite de estas actuaciones


      B., Silvana Verónica s/ denuncia


      COMP.1032, L.XLVI,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Robo de mercadería. Secuestro de celular anteriormente sustraído. Lugar de la sustracción


      Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto.Asimismo, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito


      M. N. A. y otro s/ Robo en grado de tentativa


      COMP.107, L.XLVII, 23 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Sustracción de DNI y posterior compra de teléfonos celulares a nombre de la damnificada. Competencia territorial en función del lugar en que se desarrollaron ambos hechos


      Si de los dichos de la denunciante -no controvertidos por otros elementos de la causa- surge que la sustracción de la cartera que contenía su DNI, y la posterior compra de teléfonos celulares a su nombre ocurrieron en determinada localidad, corresponde a la justicia de aquélla jurisdicción conocer en las actuaciones


      D. D., Susana Beatriz s/ Denuncia


      COMP.17, L.XLVII, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Sustracción del camión con mercadería y privación ilegítima de la libertad a su chofer. Hechos ocurridos en la misma jurisdicción. Posterior inicio de causa por encubrimiento en extraña jurisdicción. Lugar donde ocurrieron los hechos típicos


      Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economíaprocesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales


      A., Silvio Orlando s/ Denuncia


      COMP.124, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Utilización de poder falso a los fines de una venta. Lugar de uso del documento adulterado


      Si no surge de las probanzas reunidas el lugar de creación del instrumento público falso, ha de estarse al lugar en que fue usado


      C. F., Gabriela s/ Denuncia


      COMP.717, L.XLVI,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Venta de camión con denuncia de robo. Presunta comisión de estafa. Deber de ser investigada por separado del robo


      la supuesta estafa consistente en la venta de un bien previamente denunciado como sustraído debe ser juzgada por separado del robo mismo, incluso si la denuncia de este último delito resulta falsa y guarda una relación de medio a fin con la posterior estafa intentada sobre la base de esa falsedad


      M., Albino Romulo s/ Estafa


      COMP.1042, L.XLVI,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Delito de estafa mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Competencia territorial


      En el delito de estafa, o su tentativa, mediante cheques extraviados o sustraidos, corresponde asignar la competencia al juez del lugar donde éstos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquel donde se presentaron al cobro


      C., Mónica Mabel s/ denuncia


      COMP.938, L.XLVII,14 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia territorial. Hechos que aparecen como independientes


      La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales


      P., Gladys Noemí y otros s/ Estafa procesal


      COMP.843, L.XLVII,16 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Abuso sexual. Competencia territorial


      Si de las constancias de la causa se desprende que la relación de la presunta víctima con una mujer que supuestamente seabusaría de ella, se habría iniciado y continuaría en determinada localidad, donde aquella tiene su domicilio, corresponde declarar la competencia de la justicia de aquélla jurisdicción


      L., V. s/ Abuso sexual


      COMP.920, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Delito de amenazas cometidas en diversas jurisdicciones. Unidad de contexto delictivo


      Toda vez que las agresiones y amenazas presuntamente consumadas en la Capital Federal, presentarían características homogéneas y formarían parte del mismo contexto de violencia doméstica en el que habrían tenido lugar las ocurridas en determinada localidad bonaerense, donde la denunciante convivía con el imputado, esta última circunstancia determina la conveniencia de que los hechos se investiguen en sede provincial


      B., M. F. s/ amenazas


      COMP.1080, L.XLVII, 12 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Hecho sucedido en la Avenida General Paz. Competencia territorial


      La totalidad de la avenida General Paz se encuentra bajo la jurisdicción de las autoridades nacionales o, en su caso, de las de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ello es así, ya que según el artículo 6° de la ley nacional 2. 089, el trazado de dicha avenida debía realizarse en el límite del territorio cedido por la Provincia de Buenos Aires a la Capital Federal y en tanto que, además, la ley 12. 134 de apertura y construcción de esa obra vial, estableció su ancho total de cien metros entre ambas líneas de edificación


      S. C., Santos s/ Denuncia


      COMP.889, L.XLVII, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Impedimento de contacto. Competencia territorial. Consideración del interés superior del niño


      Si de las constancias de la causa surge que el imputado se domicilia con la menor en determinada localidad, y que en esa jurisdicción se habían iniciado los trámites para obtener su guarda con fines de adopción, corresponde que el presunto impedimento de contacto sea investigado en ese ámbito. Esta solución es la que mejor se compadece con el interés superior del niño, ya que para asignar competencia debe ponderarse su lugar de residencia actual y, de ese modo, facilitarle un acceso inmediato a la justicia


      A. S., C. s/ av. ilicito


      COMP.905, L.XLVII,14 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción. Comisión de otro delito en una de esas jurisdicciones


      Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa


      M., Sergio Omar y Zalazar, Alfredo David s/ Vtma. de robo calificado por el uso de armas de fuego cuya aptitud para el disparo no puede tenerse de ningún modo por acreditada y por ser mercaderia en tránsito, en concurso ideal con privacion ilegal


      COMP.890, L.XLVII,28 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Robo de mercaderías


      La competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito


      Q. G., Víctor Javier s/ Denuncia


      COMP.598, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de comeptencia. Defraudación cometida mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra. Competencia territorial. Hechos que se presentan prima facie como indepentientes


      Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio. Asimismo, cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presenten prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales


      Sánchez, Ángel s/ Denuncia


      COMP.610, L.XLVII,20 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de comeptencia. Delito de estafa. Competencia territorial


      Si,en base a la calificación legal escogida por los jueces, de las constancias del legajo surge que la disposición patrimonial se produjo en determinada localidad, corresponde que el juzgado de esa jurisdicción intervenga en la causa


      G., Delfín Enrique s/ Denuncia


      COMP.510, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Coincidencia de los jueces contendientes respecto del lugar de comisión del hecho


      Si de las constancias de la causa surge que el abuso sexual habría ocurrido en determinada jurisdicción, extremo que no ha sido cuestionado por los magistrados intervinientes, corresponde declarar la competencia de la justicia de esa jurisdicción para conocer en la causa


      C., A. E. e I., C. G. s/ denuncia


      COMP.836, L.XLVII,30 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Lugar de comisión


      Si la investigación se circunscribe a los supuestos abusos sexuales que, según surge de las declaraciones de las constancias de la causa, habrían ocurrido en determinada localidad, de acuerdo con el principio de territorialidad -artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación-, corresponde asignar competencia a aquélla jurisdicción para conocer en la causa


      B., E. y otro s/ Violación


      COMP.501, L.XLVII,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia territorial


      La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito


      L., Matilde Ramona s/ Inf. art. 149 bis del C.P


      COMP.629, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia territorial


      Si de las constancias de la causa surge el lugar donde se habría llevado a cabo el hecho, corresponde que el magistrado de esa jurisdicción asuma la investigación del mismo


      O. T., Irene Alda s/ estafa


      COMP.1033, L.XLVII, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Compra por internet. Presunta estafa. Lugar de comisión del hecho


      Si de los dichos del denunciante -no controvertidos por otros elementos de la causa- y de las constancias que acompañó, se desprende que se efectuó el pago en determinada localidad, donde, a su vez, él tiene su domicilio e hizo valer sus derechos, corresponde al juzgado de esa jurisdicción continuar con el trámite de las actuaciones


      B., María de los Ángeles s/ Estafa


      COMP.430, L.XLVII,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Defraudación por administración fraudulenta. Competencia territorial


      Si en determinada localidad se lleva a cabo la administración, se fijó el domicilio legal de la sociedad y se reúnen los socios para tomar las decisiones, corresponde que al juez local corresponde proseguir la investigación


      Vivienda de personal civil de la Nación y asocia s/ Defraudación por administración fraudulenta


      COMP.292, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Defraudación por retención indebida. Competencia territorial


      La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida, y en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar de la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación


      D.P. S.A. s/ Defraudación por retención indebida


      COMP.796, L.XLVII,16 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Defraudación prendaria. Competencia territorial


      En el delito de defraudación prendaria resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispuso del bien gravado sustrayéndolo, sin conocimiento del acreedor, de su esfera de control y en ausencia de prueba o cuando no se lopuede determinar, debe presumirse como tal el domicilio donde debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente


      Z. M., Francisco s/ Defraudación por desbaratamiento


      COMP.546, L.XLVII,15 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de abuso sexual


      Si las constancias de la causa indican que el niño podría encontrarse sometido a los abusos sexuales en el ámbito del grupo familiar que reside en localidad de Merlo, sin perjuicio de lo que resulte del desarrollo de la investigación, corresponde asignar competencia a la justicia provincial


      Consejo de Derechos de niñas, niños y adolescentes s/ denuncia por abuso sexual


      COMP.1016, L.XLVII,14 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Lugar donde debe reputarse cometido el delito


      A los fines de establecer la competencia, el delito de administración fraudulenta debe, en principio, reputarse cometído en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber


      A., Verónica Leticia s/ Defraudación


      COMP.533, L.XLVII,30 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa en la compra de un terreno. Competencia territorial


      Si de las constancias de la causa surge que todas las tratativas comerciales, la suscripción del boleto de compraventa y la disposición patrimonial consumativa del delito de estafa se habrían desarrollado en determinada localidad, más allá de que en una notaria ubicada en otra jurisdicción se hubiesen certificado las firmas del contrato y que allí también se encuentre el terreno en cuestión, corresponde asignar la competencia a la justicia de aquélla jurisdicción para que prosiga con el trámite de las actuaciones


      M., Sergio Daniel s/ Denuncia


      COMP.484, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa procesal con documentos falsos. Competencia territorial


      En los supuestos de estafa procesal con documentos falsos, es el lugar de su presentación el que corresponde tener en cuenta para decidir la competencia


      C., Alfredo José s/ Falso testimonio y estafa procesal


      COMP.453, L.XLVII,10 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Competencia territorial


      Si de los dichos del denunciante, -que no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa-, surge que tanto la disposición patrimonial perjudicial como la entrega ardidosa del cheque falsificado ocurrieron en determinada jurisdicción, corresponde a la justicia de aquélla jurisdicción conocer en el trámite del expediente


      A., Javier Alejandro s/ denuncia


      COMP.378, L.XLVII, 16 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Competencia territorial


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro


      O., Miguel Ángel s/ denuncia


      COMP.601, L.XLVII, 15 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Estafa. Competencia territorial. Lugar de consumación


      Si de los dichos del denunciante se desprende que en determinada jurisdicción se habría efectuado !a disposición patrimonial consumativa del delito de estafa, corresponde al juzgado de esa jurisdicción conocer en la causa


      S., Mirta Mabel y otro s/ Estafa


      COMP.469, L.XLVII,10 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Falsificación de firma en un expediente judicial. Lugar de comisión del hecho


      Más allá de la calificación escogida por los jueces en conflicto, si el hecho concreto denunciado por la víctima es la falsificaciónde su firma en el expediente comercial que tramita en la Capital Federal, lo que le habría causado un perjuicio económico a su empresa, por lo que le corresponde continuar la investigación al juez de esa jurisdicción, que además previno, ello sin perjuicio de que el devenir de la investigación ponga al descubierto otras maniobras concretas que obliguen a rever la asignación de competencia


      G., Rodolfo Félix y otros s/ estafa


      COMP.375, L.XLVII,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hecho sucedido en un vía colectora de la Avenida General Paz. Competencia territorial


      Siendo que a partir del artículo 6° de la ley nacional 2089, que la totalidad de la Avenida General Paz se encuentra bajo la jurisdicción de las autoridades nacionales o, en su caso, de las de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, si los hechos de la causa tuvieron lugar sobre la vía colectora de la mencionada avenida, corresponde que intervengan los tribunales de aquélla jurisdicción


      G., Nicolás Francisco s/ Robo


      COMP.500, L.XLVII,24 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos desarrollados en jurisdicción provincial. Interpretación de normas de derecho procesal local


      Si los hechos ocurrieron en territorio provincial, corresponde que continúe con la investigación el juez local, sin perjuicio de que si entiende que corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas delderecho procesal bonaerense, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional


      Comercializadora Palavecino S.A. s/ defraudación


      COMP.605, L.XLVII, 20 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar


      El delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, debe investigarse en el lugar de residencia del menor, ya que allí se produjo la insatisfacción de los alimentos debidos a él, y donde la madre podría ejercer una mejor defensa de sus intereses


      F., F. E. s/ Infracción Ley 13.944


      COMP.1077, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 24. 270. Lugar de comisión


      Siendo que la imputada habría cometido el delito de impedimento de contacto previsto en la ley 24. 270 -encuadre legal no cuestionado por los jueces intervinientes en el presente conflicto-, y dado que aquél se habría cometido en la Capital Federal, donde residía el denunciante con su hija en ocasión en que la madre de la niña la retiró y no la restituyó, incumpliendo el régimen de visitas dispuesto por la justicia, e impidiéndole al progenitor ejercer sus derechos y obligaciones, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para conocer en la causa


      P. P., A. s/ Inf. ley 24.270


      COMP.530, L.XLVII,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción al artículo 302 del Código Penal. Competencia territorial


      Si uno de los jueces contendientes descartó fundadamente el delito de estafa, y cabe atenerse, a los fines de establecer competencia a la infracción del artículo 302, inc. 3 del Código Penal, corresponde atribuir la competencia al juez de la jurisdicción donde se domicilia el banco girado, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación


      T. Omar Gastón y Conflex SRL s/ infracción art. 302


      COMP.400, L.XLVII,10 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible infracción a los articulos 172 o 302 del Código Penal. Actos con relevancia típica realizados en la misma jurisdicción territorial


      Cuando ya sea que la conducta objeto de investigación encuentre adecuación típica en la figura del artículo 172 o en alguna de las hipótesis del artículo 302 del Código Penal, pero tanto el lugar de entrega del cheque como el domicilio del banco girado, se ubican en territorio provincial, corresponde atribuir la competencia a la justicia de aquélla jurisdicción, sin perjuicio de que si su titular considera que incumbe a otro juez de su misma provincia se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación es ajena a la jurisdicción nacional


      R., Daniel s/ estafa


      COMP.297, L.XLVII,15 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible infracción al artículo 157 bis, inciso 2° del Código Penal. Lugar de comisión


      Si la conducta motivo de la denuncia podría hallar adecuación típica en las previsiones del artículo 157 bis, inciso 2°, del Código Penal, en función de los artículos 1°, 3° y 12° de la ley 24. 766 -Confidencialidad sobre Información y Productos que estén legítimamente bajo control de una persona y se divulgue indebidamente de manera contraria a los usos comerciales honestos-, y de las constancias de la causa surge que el denunciado habría revelado parte de las fórmulas secretas en determinada localidad, corresponde que el magistrado de esa jurisdicción continúe con el tramite de la causa


      R., Pablo Mariano s/ Defraudación por administración fraudulenta


      COMP.459, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta administración fraudulenta. Omisión de rendir cuentas


      Cuando el acto perjudicial en violación del deber constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la omisión de rendir cuentas, resulta relevante para discernir la competencia el lugar en que debía cumplirse la obligación


      Romano, Rogelio Marcelo y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


      COMP.362, L.XLVII,14 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta estafa. Presentación de documentación apócrifa en un juicio, para lograr el cobro de una póliza. Competencia territorial


      Si de los dichos del denunciante -que resultan verosímiles y no controvertidos por otras constancias del expediente- se desprende que el documento presuntamente adulterado habría sido presentado en un juicio que tramita en determinada jurisdicción, lugar donde también se habría efectivizado la disposición patrimonial, más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda, corresponde atribuir la competencia al juzgado de aquélla jurisdicción


      G., Luis s/ defraudación en tentativa


      COMP.738, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24. 270. Competencia territorial


      Si el objeto de la causa es investigar la presunta infracción a la ley 24. 270, y de los dichos de la denunciante surge que el padre de la niña le habría impedido tomar contacto con la madre en el domicilio de aquél, lugar en el que reside actualmente la menor, corresponde que el juez de esa jurisdicción conozca en la causa


      F., N. R. s/ Inf. Ley 24.270


      COMP.532, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Principio de territorialidad


      En relación a la sustracción presuntamente ocurrida en Ituzaingó, corresponde, por el principio de territorialidad, su conocimiento a Jajusticia provincial


      M., Adriana Nelida y otros s/ Estafa


      COMP.334, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad. Lugar de comisión. Ausencia de constancias que desacrediten lo manifestado por la víctima


      Si los jueces discrepan únicamente en cuanto al territorio en el que la víctima habría estado cautiva durante cierto tiempo, mientras que coinciden en que fue en el lugar donde tuvo comienzo de ejecución aquella privación ilegítima de la libertad y se halló a la víctima tras recuperarla, y que no existe ningún dato cierto que permita concluir que aquélla estuvo privada de su libertad fuera de aquélla ciudad, corresponde que sea la justicia de esa jurisdicción la que prosiga con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que pueda surgir de las medidas de investigación futuras


      R., Silvia Amanda s/ denuncia


      COMP.417, L.XLVII,5 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de comptencia. Defraudación por disposición de bienes gravados. Competencia territorial


      Resulta relevante para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente


      F., Roberto Manuel s/ Defraudación


      COMP.479, L.XLVII,10 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Competencia territorial


      Si de las constancias de la causa se desprende que el presunto abuso sexual, habría ocurrido en determinada localidad, corresponde declarar la competencia de la justicia de aquélla jurisdicción para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior


      M. L. s/ denuncia


      COMP.733, L.XLVII, 26 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Competencia territorial


      La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde sc ha consumado el delito


      R., Jorge y otros s/ Estafa


      COMP.1039, L.XLVII,14 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Amenazas coactivas. Llamado telefónico efectuado por interno del Servicio Penitenciario Federal. Ausencia de perjuicio a institución nacional. Competencia de la justicia local


      Toda vez que no se advierte que resulten comprometidos intereses nacionales ni que las presuntas amenazas o la extorsión de los internos al denunciante tengan relación con el funcionamiento del instituto dependiente del servicio penitenciario federal, corresponde al juez de garantías proseguir con la sustanciación de la causa


      K., Cesar Ariel s/ Inf. art. 149 C.P


      COMP.214, L.XLVII, 7 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos contra la integridad sexual


      Si de la resolución que clausuró la instrucción y elevó la causa a juicio se desprende que el delito contra la integridad sexual habría ocurrido en una localidad determinada, corresponde conocer en las actuaciones al magistrado de aquella jurisdicción


      M., J. A. s/ abuso sexual agravado por haberse cometido por armas


      COMP.800, L.XLVII, 15 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos perpetrados en más de una jurisdicción


      Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal


      Salomón Roldán, Matías s/ Denuncia


      COMP.523, L.XLVII,29 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia penal: lugar de consumación del delito


      La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito


      G. V., Ernesto s/ Infr. art.(s) 189 bis, tenencia de arma de fuego de uso civil - CP (p/ Ley 2303)


      COMP.924, L.XLVII,28 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito


      Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Para establecer dicha competencia penal en razón del territorio, debe estarse al lugar donde se ha consumado el delito


      B., Luis Pablo y Ruiz, Nicolás Ariel Maximiliano s/ Encubrimiento


      COMP.974, L.XLVII,28 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito


      Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito


      G., José s/ Denuncia


      COMP.892, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Entrega de cheque "mellizo". Devolución del dinero por parte del comisionista.Presunta estafa cometida por el sujeto que entregó el cheque al comisionista para ser vendido y cobrado. Lugar de la entrega efectuada


      La competencia debe dirimirse en favor del lugar donde se utilizó el instrumento falso para cometer la estafa, es decir, en el caso de los cheques, donde éstos fueron entregados, sea en operaciones engañosas entre particulares, sea en la presentación directa y fraudulenta al banco


      H., Roberto Oscar s/ Estafa


      COMP.332, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Falta de afectación a intereses federales o del servicio del establecimiento nacional


      No basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia de excepción, ya que para que ello ocurra es precIso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional


      H., Pablo s/ Lesiones y amenazas


      COMP.607, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 23. 737. Datos aportados por el imputado, respecto de llamadas efectuadas. Lugar donde se cometieron los ilícitos


      Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, es materia regidapor la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que lllSplran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales


      Ayudantia Fiscal Departamental s/ Infracción ley 23.737


      COMP.349, L.XLVII, 24 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Intercambio de archivos o sitios web con pornografía infantil. Lugar donde se encontraba radicada una de las terminales. Competencia territorial


      Si en el caso se habría accedido a una red de pedofilia ofreciendo intercambiar archivos o sitios web con pornografía infantil desde una terminal instalada en un domicilio partícular de determinada localidad, siendo que el juez provincial admite esta hipótesis, a éste le corresponde asumir su jurisdicción para entender en las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación


      División de Delitos en Tecnologías y Análisis Criminal de la Policía Federal Argentina s/ Av. s/ delito de acción pública, dam: menores de edad


      COMP.431, L.XLVII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Lesiones y amenazas. Delitos acaecidos en el ámbito intrafamiliar. Lugar donde se produjeron los hechos presuntamente típicos


      De acuerdo con el artículo 118 de la Constitución Nacional, la competencia penal por razón de territorio resulta improrrogable,y se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito


      Z., Damian Adolfo s/ Privación ilegal agravada y lesiones leves


      COMP.353, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Otorgamiento de tarjeta de crédito. Falso titular. Lugar donde se encuentra radicado el banco en el que se otorgó la tarjeta


      Toda vez que el banco, que otorgó una tarjeta de crédito a nombre del denunciante a quien se habría hecho pasar por él, se encuentra en la ciudad de Zárate, opino que corresponde asignar competencia al juez de garantías


      B., José Luis s/ Denuncia


      COMP.376, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de abuso sexual


      En el caso de la presunta comisión del delito de abuso sexual corresponde entender al magistrado con jurisdicción en la localidad donde aquél se habría consumado


      N., S. s/ denuncia


      COMP.762, L.XLVII, 26 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de abuso sexual


      Si los dichos del denunciante son el único elemento con el que se cuenta en el legajo para dirimir el conflicto, y de los mismossurge que el delito se habría cometido en determinada localidad, corresponde entender al magistrado con jurisdicción en aquélla


      N., E. s/ amenazas


      COMP.1023, L.XLVII, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de administración fraudulenta


      Si de las constancias del legajo se desprende que es la administración fraudulenta la figura que mejor se adecua a los hechos, corresponde atribuir la competencia al magistrado con jurisdiccion donde aquél delito se habría consumado


      A., Ángel Daniel s/ estafa


      COMP.968, L.XLVII, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de corrupción de menores. Lugar donde se promueve y/o facilitan actos de corrupción


      Si el único elemento cierto con el que se cuenta en el legajo, consiste en los dichos de las madres de las menores en cuanto a que sus hijas viven con el denunciado en determinada localidad, lugar en el que éste habría promovido y/o facilitado actos de corrupción en perjuicio de las adolescentes, corresponde a la justicia provincial con jurisdicción en aquella conocer en la causa


      C. N., C. T. s/ corrupción de menores de 18 años


      COMP.765, L.XLVII, 31 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de estafa mediante el uso de un D. N. I. sustraído


      En el caso de la presunta comisión del delito de estafa, mediante el uso de un D. N. I. sustraído, si del expediente se desprende que tanto los servicios contratados, como los bienes comprados y la tarjeta de crédito fueron obtenidos espuriamente en determinada localidad, corresponde que intervenga el juzgado de aquella jurisdicción


      W., Ester Elvira s/ denuncia


      COMP.970, L.XLVII,24 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de estafa. Lugar donde se llevaron a cabo el ardid y el cobro


      En el caso del delito de estafa corresponde entender al magistrado con jurisdicción en la localidad donde- según las constancias de la causa- se llevaron a cabo las maniobras engañosas y donde se acreditaron los pagos en favor del imputado


      Cybermetics y otro s/ estafa


      COMP.695, L.XLVII, 26 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta contratación fraudulenta de líneas de teléfonía celular


      En el caso de defraudación mediante la adquisición de líneas de teléfonos celulares a nombre del damnificado, corresponde conocer al juzgado con jurisdicción en el lugar en que la contratación fue realizada


      S., Víctor Manuel s/ Denuncia


      COMP.659, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación. Lugar en que se llevaron a cabo las maniobras defraudatorias


      Si del incidente surge que tanto el domicilio legal, como el lugar donde se desarrollaron las maniobras presuntamente defraudatorias, se encuentran en determinada jurisdicción -donde además se domiciliarían los daminificados-, corresponde que intervenga en la causa el magistrado de aquélla jurisdicción


      C., Luis Manuel y otros s/ defraudación a un menor o incapaz


      COMP.808, L.XLVII, 31 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta estafa procesal


      En el caso del delito de estafa procesal es competente el juez del lugar donde fue presentado en juicio el documento espurio


      O., Telma Aurora s/ Denuncia


      COMP.736, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta estafa. Determinación de la competecia: razones de economía procesal


      Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal


      S., Ariel s/ Estafa


      COMP.665, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto abuso sexual


      En el delito de abuso sexual, corresponde entender al juez del lugar donde presuntamente se cometió el mismo


      S. S., C. s/ Abuso sexual


      COMP.615, L.XLVII,29 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto abuso sexual. Lugar de residencia y de comisión


      En el caso del delito de abuso sexual, debe entender el juez del lugar en el que residía el imputado con el grupo familiar y donde se habrían consumado los abusos denunciados


      S., R. s/ Violación


      COMP.637, L.XLVII,30 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto desbaratamiento de derechos acordados


      Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa


      S., Nora Amelia María y otro s/ Defraudación por desbaratamiento


      COMP.653, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Querella por calumnias e injurias


      La resolución sobre la competencia jurisdiccional representa una cuestión de orden público y el juez la puede dictar de oficio, más allá de cual fuere la naturaleza de la acción. Esa resolución es presupuesto para el dictado de cualquier otra, de conformidad con la legislación procesal de previo y especial pronunciamiento. En el caso de la querella por calumnias e injurias, corresponde entender al juez del domicilio desde donde se generó y divulgó la información injuriante


      Endemol Argentina S.A. s/ Injurias


      COMP.639, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Reclamo de deuda por parte de entidad bancaria. Supuesta falsedad de la identidad. Lugar donde se presentó el sujeto y solicitó el préstamo


      Toda vez que una persona desconocida se habría valido de la identidad del denunciante y obtenido un crédito prendario en la ciudad de Mar del Plata, corresponde asignar competencia al tribunal con jurisdicción en ese lugar,


      L., Orlando Alberto s/ Denuncia


      COMP.259, L.XLVII, 7 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Robo de automotor. Posterior secuestro de sus tripulantes y robo de sus pertenencias. Delitos cometidos en distintas jurisdicciones. Lugar de los hechos


      La distribución de eompetencias judiciales entre las provincias o entre éstas y la Nación escapa a las regulaciones locales y nopuede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad


      S., Walter Gustavo s/ Denuncia


      COMP.260, L.XLVII, 13 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Robo en poblado y en banda. Declinación en función del lugar donde se consumó el delito


      La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito


      A., Julio Alberto y otros s/ Robo en poblado y en banda


      COMP.231, L.XLVII,11 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Supuesta defraudación. Lugar donde se haya el bien inmueble y donde se suscribieron los contratos


      Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa


      F., Carlos Alberto s/ Defraudación


      COMP.650, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Supuesto de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción, cuando en alguna de ellas se cometió además otro delito


      La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Cuando pudo haber existido privación ilegitima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa


      L., Juan Ramón y otros s/ Robo de automotor con armas y privación ilegal de la libertad agravada


      COMP.389, L.XLVII,14 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Delito permanente


      Contienda negativa de competencia. Robo de camión y privación ilegítima de la libertad a su chofer, mantenida en varias jurisdicciones. Declinación en función del lugar donde se cometió el robo


      Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa


      V., Sergio Gustavo s/ Denuncia


      COMP.281, L.XLVII,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Robo de vehiculo en una jurisdicción y privación ilegítima de la libertad mantenida en otra. Lugar de consumación del robo


      Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa


      G., Antonio Agustin y Zalazar, Daniel s/ Robo agravado


      COMP.1015, L.XLVI,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contineda negativa de competencia. Robo de camión y privación ilegpitima de la libertad de sus tripulantes. Robo consumado en la provincia de Buenos Aires. Lugar de consumación del robo


      Cuando pudo haber existido privación ilegítima en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa


      A., Orlando Edgardo s/ Denuncia


      COMP.265, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción, cuando en alguna de ellas se cometió además otro delito


      Si en el caso habría existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa


      C., Hernán Domingo y otros s/ Robo calificado por el uso de armas


      COMP.382, L.XLVII, 18 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Por la Materia


      Contienda negativa de competencia. Comercio de autopartes. Caracter restrictivo de la justicia federal. Delito de índole común. Competencia local


      Atento que la hipótesis delictiva objeto de contienda constituye, en principio, un delito de índole común y toda vez que, independientemente del carácter nacional del órgano de aplicación, no se advierte en el legajo ninguna otra circunstancia que pudiera surtir tal Jurisdicción, de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en estas actuaciones


      B., Gustavo Alexis s/ Infracción ley 25761 (autopartes usadas La Ruta) Trelew Chubut


      COMP.667, L.XLVI,14 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Comercio de autopartes. Imputados con autopartes en sus domicilios particulares. Delitos de índole común. Infracción al art. 289, inc. 3° del C. P. Ausencia de perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor


      Atento que las hipótesis delictivas objeto de contienda constituirían, en principio, delitos de índole común, ajenos a la intervención del fuero federal, que expresamente le atribuyen las leyes, y toda vez que -independientemente del carácter nacional del órgano de aplicación- no se advierte en el legajo ninguna otra circunstancia que pudiera surtir tal, de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde declarar la competencia del juzgado local para conocer en estas actuaciones. Además, se habrían constatado en la causa presuntas infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, a cuyo respecto también le corresponde intervenir a ese tribunal provincial, en tanto la Corte ha establecido que aquéllas son de competencia de la justicia ordinaria, pues no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento


      División sustracción de automotores s/ Investigación presunta inf. ley 25.761


      COMP.771, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Comercio de autopartes. Piezas en venta sin sus correspondientes stikers. Infracción a la normativa vigente. Delito de índole común


      Atento que en el caso se trataría de una infracción al régimen establecido por la Ley 25. 761, que no permite la separación de motores en sus piezas componentes para la venta, la hipótesis delictiva objeto de contienda constituiría, en principio, una figura delictiva de índole común, ajena a la intervención del fuero federal, que expresamente le atribuyen las leyes, más allá del carácter nacional del órgano de aplicación


      Dirección Nacional de Fiscalización de desarmaderos y autopartes s/ Denuncia


      COMP.831, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas coactivas u hostigamiento. Posibilidad de archivar la causa penal y remitir testimonios a la justicia contravencional


      Si la justicia nacional considera que un hecho no constituye una conducta penal típica, deberá proceder a su archivo, pues ésa es la solución prevista por el artículo 195, segundo párrafo, del Código Procesal Penal de la Nación, para los supuestos de inexistencia de delito, y en su caso, si posteriormente entiende que el suceso podría encuadrar en la infracción al artículo 52 del Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,deberá remitir testimonios a la justicia en lo Contravencional y de Faltas, a cuya jurisdicción se encuentra reservado dicho análisis


      C., Alfredo Ezequiel s/ Inf. art. 149 C.P. - Amenazas


      COMP.230, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas, consumado posteriormente a un robo. Hechos escindibles. Competencia del juzgado Penal, Contravencional y de Faltas


      Las amenazas proferidas por las imputadas se presentan como un hecho independiente de las sustracciones cometidas por ellas minutos antes. Pienso que ello es así, pues ocurrieron en circunstancias de tiempo, modo y lugar distintos de aquéllas, y fueron dirigidas hacia los familiares de una de las anteriores víctimas de un robo ya plenamente consumado para entonces


      C., Johanna Emilia y otro s/ Robo en tentativa


      COMP.238, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de Lesiones. Posibilidad de identificar al agresor: impertinencia de calificar al hecho como lesiones en riña


      Atento que según las constancias del incidente es posible identificar al autor de las lesiones, la calificación legal de lesiones en riña carece de sustento, por lo que, corresponde al juzgado nacional seguir conociendo en la presente


      F., Ramon Cayetano y Duarte Raul Ariel s/ Coacción


      COMP.893, L.XLVI, 22de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones y amenazas. Convenio de traspaso de Competencias penales a la Ciudad de Buenos Aires. Juzgado correccional con mas amplia competencia


      En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la causa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, más allá de la calificación que en definitiva corresponda, y de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones leves, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


      Rodriguez Castillo Freyde Enrique y otros s/ Inf. art. 149 bis amenazas C.P


      COMP.816, L.XLVI, 22de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Habeas Corpus. Presentación efectuada por grupo de mujeres con intensiones de efetcuar un aborto. Cuestion ajena a la judicatura. Ausencia de afectación a intereses federales


      El planteo efectuado en la presente incidencia no versa sobre una cuestión concreta que corresponda dirimirse en el ámbito propio de la jurisdicción sino que, contrariamente, por su carácter general y abstracto debería hallar su cauce dentro del contexto específico de la actividad legislativa nacional. Por otra parte, y sin perjuicio de que cualquier tribunal, llegado el caso, puede ejercer el control de constitucionalidad de las normas, cabe agregar quetampoco se advierte ninguna circunstancia que habilite la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva ni, por su parte, surge afectado interés federal alguno


      A., Silvia y otros s/ Habeas Corpus


      COMP.855, L.XLVI,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos cometidos por empresa de transporte público. Erradicación de numeraciones de unidades de transporte. Falsificación de documentación de los vehículos para continuar circulando


      Habida cuenta que de las constancias del incidente surge que la documentación incautada resultó genuina, que de la pesquisa llevada a cabo se determinó la posible comisión de la conducta que describe el artículo 289, inciso 3° del Código Penal y que tales infracciones son de competencia dé la justicia ordinaria, pues no poseen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento corresponde su conocimiento a la justicia local. Cabe destacar que, en razón de la multiplicidad de circunstancias que surgen de la denuncia, tampoco puede dejarse de considerar la eventual comisión de alguno de los delitos de índole federal que describe la ley 24. 769, sin que conste la realización de ninguna medida probatoria al respecto. Por lo tanto, el magistrado federal deberá profundizar la investigación sobre ese aspecto


      Osvaldo P. s/ Denuncia


      COMP.980, L.XLVI, 30 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Homicidio cometido en perjuicio de testigo en casuas por delitos de lesa humanidad. Caracter restrictivo del fuero federal


      Frente al homicidio de una testigo que declaró y aún debía declarar en causas por crímenes de lesa humanidad, cometidos durante la última dictadura militar, podría resultar imprudente descartar a priori la posibilidad de que el móvil del homicidio tuviese relación con dichas causas, al considerar que, las estructuras de acción que actuaron con total desprecio por la ley en esa época han dado sobradas pruebas de poder aun en tiempos recientes. Sin embargo, ello no significa admitir que, la mera posibilidad de que lo acontecido con la víctima del homicidio investigado haya obedecido al propósito de otorgar impunidad a personas imputadas por graves violaciones de los derechos humanos, es suficiente para suscitar la intervención del fuero de excepción, pues, si así fuere, la jurisdicción federal dejaría de ser excepcional para todas las causas iniciadas por hechos delictivos que afectaren la vida, la libertad o cualquier otro derecho fundamental de los testigos en esas causas, en cuanto nunca podría descartarse apriorísticamente la posibilidad de que se tratase de acciones dirigidas a eliminarlos o intimidarlos para que no hablen


      C., Rodolfo Valentino y otro s/ Homicidio agravado


      COMP.1, L.XLVII,21 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presentación de fotocopia de partida de nacimiento apócrifa en el Registro Civil y Capacidad de las Personas. Documento de índole común


      Toda vez que el certificado de nacimiento no es un documento público nacional, ni de las constancias reunidas surge que sehiciera valer ante un organismo de ese carácter, corresponde al juzgado local seguir conociendo en la causa


      L., Mirian Edith s/ Denuncia


      COMP.134, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta usurpación de inmueble. Presentación de contrato de locación. Denuncia por defraudación efectuada por la imputada contra los querellantes. Necesidad de determinar la legitimidad del título del ocupante


      La significación jurídico penal de la ocupación material de un inmueble depende, entre otras cosas, de la legitimidad del título que el ocupante alega sobre el bien, razón por la cual es aconsejable que el esclarecimiento de esas cuestiones quede a cargo de un único tribunal, a fin de evitar la posibilidad de pronunciamientos contradictorios


      C., Juan Roberto y otros s/ Defraudación por desbaratamiento


      COMP.826, L.XLVI, 2de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia ilegal de armas y usurpación de honores. Caracter restrictivo de la justicia federal


      La competencia federal es de naturaleza excepcional y carácter restrictivo


      B., Claudio Adrian s/ Inf. art. 189 bis y 239 C.P


      COMP.140, L.XLVII, 17 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Accidente aéreo. Falta de afectación de la navegación o el comercio aéreos


      Si de las constancias agregadas al incidente, surge que el hecho objeto de la contienda no afectó la navegación o el comercio aéreos -requisitos necesarios para surtir la competencia del fuero federal-, corresponde a la justicia ordinaria asumir su jurisdicción para entender en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior pesquisa


      S., Ignacio y Arestico, Rodrigo Nahuel s/ Accidente aéreo


      COMP.517, L.XLVII,10 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de cometencia. Secuestro de un joven. Estrictas motivaciones particulares. Ausencia de afectación a la seguridad del Estado


      La entidad requerida para surtir la competencia federal, teniendo en cuenta la interpretación que hace la Corte a partir del caso "Ramaro"


      Z. G., Luis Osvaldo s/ Denuncia


      COMP.438, L.XLVII, 8 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Automotor con pedido de secuestro. Venta de rodado con documentación apócrifa. Presunta comisión de estafa. Justicia federal respecto de la falsificación de documentación y la presnuat estafa. Juez que previno respecto del desapoderamiento


      Mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. En consecuencia,corresponde al tribunal federal conocer respecto de la estafa cometida mediante la falsificación o el uso de aquel documento espurio, cuya investigación aceptó su titular. Por otra parte, en relación con el pedido de secuestro por hurto que registra el rodado, se habría dado intervención al respecto al tribunal que conoce del desapoderamiento, lo que así corresponde


      C., Nestor Gustavo s/ Defraudación


      COMP.149, L.XLVII,15 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Constatación de infración a la ley 20. 429. Hallazgo de material explosivo. Deber de enviar el legajo al órgano administrativo. Juzgado Nacional como tribunal superior


      De conformidad con ese artículo y lo resuelto por la juez local, la autoridad policial debió remitir lo actuado al órgano administrativo de fiscalización, en lugar de hacerlo, de manera errónea, al juez nacional


      D., Pedro Angel s / Inf.Ley 20.429


      COMP.330, L.XLVII,4 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Denuncia por amenazas coactivas. Sobreseimiento del imputado y declinación de competencia por la posible comisión de amenazas simples. Alegada identidad de objeto. Declinación por hechos distintos de los que se dictó sobreseimiento


      La sentencia debe entenderse como un todo. pues constituye una unidad lógico-jurídica cuya parte dispositiva no es sino la conclusión necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en su fundamentación o, en otrostérminos, es un todo indivisible en cuanto a la recíproca integración de su parte dispositiva con los fundamentos que la informan


      M., Ruben s/ Estafa


      COMP.319, L.XLVII, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante uso de documento falso. Concurso ideal. Imposibilidad de escindirlos si con ello se afecta la veda de la doble persecución penal


      Cuando una estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si el juez sobreseyó a la imputada en relación a uno de los hechos, y, a pesar de ello en el mismo pronunciamiento declinó su competencia respecto de otro, no obstante la relación concursal existente, siendo que ello podría importar una violación a la garantía que veda la doble persecución penal, corresponde dejar sin efecto tal resolución


      J., Mónica Patricia s/ Denuncia (adulteración de DNI)


      COMP.488, L.XLVII, 12 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor con sus numeraciones erradicadas. Posible infracción al art 289 inc. 3 del C. P. . Ausencia de perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor. Competencia de la justicia local


      Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582 -art. 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24. 721- no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, razón por la cual corresponde que continúe interviniendo a este respecto la justicia local, donde se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado


      R., Ernesto s/ Denuncia


      COMP.198, L.XLVII,11 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Llamados telefónicos intimidantes. Presunta comisión de amenazas. Competencia de la justicia local


      No puede inferirse que la finalidad que habría guiado el obrar del prevenido, haya estado dirigida a que la presunta víctima hiciera algo contra su voluntad


      B., Carlos Alberto s/ Inf. art. 149 bis - Amenazas C.P


      COMP.229, L.XLVII,14 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Trata de personas. Mujeres provenientes del extranjero o de otras provincias que trabajaban con libreta sanitaria como “alternadoras” en “cabarets”. Obligatoriedad de investigar la posible infracción a la ley 26. 364 por parte de la justicia federal ante la concurrencia de dichos extremos. Disposiciones municipales que reglamentan la explotación de la prostitución. Resolución PGN 99/09


      Ante la existencia de alguno de los extremos inherentes al delito de trata de personas, la justicia federal no puede declinar su competencia ni rechazar la que se le pretenda atribuir sin antesrealizar las medidas necesarias para establecer si se halla configurado o no dicho ilícito. Tal es la situación que se presenta cuando a la hipótesis inicial -presunta actividad de proxenetismo- se suma el hecho de que muchas de las mujeres que trabajan como “alternadoras” en los “cabarets” en cuestión lo hacen con libreta sanitaria y provienen del extranjero o de otras provincias. Por lo demás, es propicia la ocasión para recordar que las disposiciones municipales que reglamentan subrepticiamente la explotación de la prostitución, además de constituir por sí mismas una seria irregularidad, favorecen la comisión del delito de trata de personas así como la de otros delitos conexos, pues la falsa apariencia de legalidad que esa normativa otorga al lugar en el que, según indica la experiencia, se consuma habitualmente la explotación que tiene en miras el tratante, resulta absolutamente funcional a la existencia del circuito ilícito que justamente se intenta combatir. Precisamente por ello, mediante Resolución PGN n° 99/09, se resaltó la importancia de que los fiscales que actúen en causas en las que se investigue la comisión de delitos de trata de personas, así como también la de otros delitos conexos, promuevan, entre otras medidas, la clausura e inhabilitación de esta clase de locales por intermedio de la autoridad municipal correspondiente


      Ministerio Público de la Nación s/ Av. ilícito posible trata de personas


      COMP.398, L.XLVII,11 de Octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Distribución de la Competencia


      Contienda negativa de competencia. Colisión entre ordenanzas municipales y normas nacionales. Competencia de la justicia local


      La posible colisión entre ordenanzas municipales y normas nacionales, no basta para desplazar la competencia local en favor de la federal. En todo caso, ese punto debe ser debatido en el pleito y, eventualmente, revisado por medio de las impugnaciones que el ordenamiento procesal provincial y nacional permiten


      AMX s/ Apelación municipal


      COMP.113, L.XLVII, 4 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de tenencia de armas. Consideración de las circunstancias del hecho y la cantidad de armas secuestradas para descartar la existencia del delito de acopio. Competencia local


      Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Cuando, en atención a la cantidad y características de las armas secuestradas, así como también a las circunstancias que rodearon al hecho objeto de análisis, no se aprecie que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio, y teniendo en cuenta que la competencia federal es de naturaleza excepcional y carácter restrictivo, sin que en el hecho investigado se advierta circunstancia alguna que la surta, corresponde a la justicia local conocer a su respecto


      G., Horacio Enrique s/ Acopio de armas y municiones de guerra e infracción ley 23.737


      COMP.47, L.XLVII, 17 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos que no habrían tenido entidad para afectar la seguridad de la Nación o el orden constitucional. Competencia del juzgado local


      Si uno de los jueces intervinientes descartó que se hubiesen cometido los delitos previstos en los artículos 214 y 23O del Código Penal, -no teniendo los hechos denunciados entidad para afectar la seguridad de la Nación o el orden constitúcional-, corresponde a la justicia local conocer en la presente denuncia, ya que la existencia del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan afectar directa y efectivamente a la Nación


      K., Enrique Alejandro s/ denuncia


      COMP.1051, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción al artículo 149 ter del Código Penal. Competencia de la justicia provincial en función de la motivación estrictamente particular de los hechos, y la no afectación de intereses nacionales


      Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3, inciso 5, de la ley 48, deben, en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones. En consecuencia, si el juez federal interviniente en la contienda afirmó que los hechos investigados no reconocerían una motivación que exceda de loestrictamente particular, ni afectarían intereses nacionales, y el juez provincial no discutió esa circunstancia, le corresponde a éste asumir su jurisdicción para entender en las actuaciones


      A., René Orlando y otra s/ Denuncia


      COMP.14, L.XLVII, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible infracción a la ley de residuos peligrosos. Insuficiencia de las constancias de la causa para acreditar tal infracción y que las sustancias pudiesen contaminar más allá de los límites provinciales. Competencia de la justicia local


      No se hallarían comprobado en autos los supuestos de aplicación de la ley 24. 051. Ello, ya que no surge fehacientemente de las constancias incorporadas al legajo, que el estado del asbesto encontrado en la ex-oleaginosa encuadre en la tipología prevista en el anexo 1, apartado Y36, de la norma citada , esto es, en polvo y fibras sueltas; ni que alguna de las otras sustancias presuntamente peligrosas existentes en el predio pudiesen contaminar más allá de los límites provinciales. Por ello es que corresponde al magistrado local continuar con el trámite de las actuaciones


      P., Leonardo César s/ P.S.A. inf. ley 24.051


      COMP.19, L.XLVII, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Preponderancia de la ley penal sobre la contravencional. Hechos que encuadrarían en una contravencion. Competencia del juzgado local


      La atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos uomisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional, por lo que, el hecho investigado no constituye delito sino que, contrariamente, encuadra en determinada contravención, cabe asignar la competencia al juez local para entender en la causa


      K., Oscar Antonio s/ inf. art. 78 obstrucción vía pública


      COMP.873, L.XLVI, 17 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de la partida y el certificado de nacimiento. Inexistencia de infraccion a a ley 17. 671: competencia de la justicia ordinaria


      Si el objeto procesal de la causa se circunscribe a las maniobras hechas ante una Dirección Provincial del Registro Nacional de las Personas, a efectos de dotar a la menor de una filiación paterna falsa, para lo cual se habrían falsificado ideológicamente la partida y el certificado de nacimiento, mas no el documento nacional destinado a acreditar la identidad, por lo que no se puede postular que el registro de las personas bonaerense actuó aquí como delegatario de la Nación. Por lo expuesto, cabe concluir que no se ha infringido ninguna de las normas previstas en la ley 17. 671 Y sus modificatorias, ni resulta aplicable su artículo 62, por lo que correspondería asignar competencia a la justicia ordinaria para conocer en la causa


      D., J. M. s/ Denuncia


      COMP.235, L.XLVII, 3 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Accidente aéreo. Falta de afectación al tráfico aéreo


      Si no surge del expediente que el accidente aéreo pudiese encuadrar en alguno de los tipos del Capítulo II, Título XIII, del Código Aeronáutico, como así tampoco, que se hubiese interrumpido el tráfico o tránsito aéreo del aeropuerto correspondiente, o que se hubiese afectado el comercio aéreo interjurisdiccional en general, cabe concluir que no se encuentra habilitada la intervención del fuero federal


      Accidente de Aviación s/ investigación


      COMP.939, L.XLVII, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Infracción al art. 189 bis del Código Penal


      En los casos en que, en atención a la cantidad y características de las armas y munieiones incautadas, no se aprecie que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio, corresponde asignar la competencia a la justicia local para conocer en la causa


      H. M., Carlos y otros s/ infracción art. 189 bis inc.III C.P


      COMP.921, L.XLVII, 7 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Abuso sexual que se habría cometido en el marco de un secuestro extorsivo. Caso en que ya recayó sentencia respecto del delito de secuestro extorsivo. Ausencia de razones que justifiquen la competencia federal


      Si en el proceso en el que se investigó el delito de secuestro recayó sentencia, y el objeto procesal de la causa se circunscribe al abuso sexual denunciado por la víctima de aquél delito, que se habría cometido en el lugar donde estuvo cautiva, correspondedeclarar la competencia de la justicia provincial para conocer en la causa, ya que, al haber fenecido aquel proceso, no existen razones de conveniencia que justifiquen la intervención del juez de excepción


      F., M. B. s/ Denuncia


      COMP.473, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Caso en que no se hallaría configurado el delito de acopio de armas


      En caso de que, en atención a la cantidad y características de las armas y municiones secuestradas, no se aprecia que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio, corresponde atribuir la competencia a la justicia local


      R., José Luis s/ Acopio de armas


      COMP.649, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Contaminación de aguas. Efluentes que no revisten carácter de residuos peligrosos


      Si en el caso los efluentes vertidos no revisten el carácter de residuos peligrosos en los términos de la ley federal 24. 051, ni se encontrarían afectados la salud de las personas y el medio ambiente más allá de los límites de la provincia donde habrían sido generados, corresponde asignar competencia a la justicia local


      N.N. s/ Av. inf. ley 24.051 (Laguna de los Padres)


      COMP.802, L.XLVII, 7 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito cometido dentro de un perímetro reservado al Estado Nacional


      La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye. por sí, competencia al fuero de excepción si aquel no afecta interescs federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional


      F., Rodrigo David s/ Denuncia


      COMP.942, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas simples


      Si el objeto del conflicto de competencia se refiere a hechos que no exceden de la configuración típica de las amenazas simples. cuya investigación ha sido traspasada a la justicia contmvencional mediante el Convenio 14í2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. corresponde declarar su competencia para continuar conociendo en esta causa


      B., Ricardo s/ Coacción


      COMP.502, L.XLVII,15 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Hechos que no habrían estado dirigidos a coaccionar a la víctima


      Si en el caso, de acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, no puede inferirse que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado haya estado dirigida a que la presunta víctima hiciera algo contra su voluntad, cabe concluir que el hecho noexcedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple


      T., Kevin Maximiliano s/ Inf. art. 149 bis., amenazas C.P


      COMP.734, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Firma de convenios supuestamente abusivos por parte de un gobernador provincial. Facultades reservadas a las provincias


      Si los hechos en tela de juicio se refieren a la firma de convenios supuestamente abusivos por parte del gobernador de Río Negro, resulta claro que los actos y decisiones relativos al desarrollo económico de esa provincia, en donde éste no actúa directamente como "agente natural del Gobierno Federal" (artículo 5° y 121 a 129 de la C. N. ), son de eminente carácter local, más allá de que luego resulten en infracción de normas provinciales o nacionales. Ello, sumado a que cuando se trata de facultades reservadas a las provincias cabe priorizar sus autonomías en pos de la armonía nacional (artículo 5° de la C. N. ), mientras no se demuestre o compruebe un compromiso federal relevante, corresponde a la justicia ordinaria intervenir en la causa


      A., Federico; Dimitriu, Andrés y otros s/ denuncia


      COMP.928, L.XLVII, 2 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos sucedidos en un predio destinado a la defensa nacional. Falta de afectación a la seguridad nacional. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 635, L. XLVI, "Av. Lesiones -fuerza aérea- Villa Reynolds"


      Aunque los hechos denunciados hubiesen ocurrido dentro de los límites de un predio destinado a la defensa nacional, si en el caso no puede considerarse que se haya afectado de alguna manera la seguridad militar y la defensa nacional, corresponde al juzgado local continúe con la presente investigación


      L., R.R. S/ Muerte s/ asfixia por sumersión


      COMP.157, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hurto de mercaderías adquiridas con un subsidio nacional. Fondos transferidos a los gobiernos locales: falta de afectación de las rentas de la Nación


      Siendo que el subsidio nacional para adquirir la mercadería presuntamente hurtada, una vez que ingresó en el CAPS de Santa Rita pasó a formar parte de su patrimonio, la sustracción de aquella debe ser investigada por la justicia local, pues no se habrían afectado en forma directa las rentas de la Nación


      B., Daniel Eduardo s/ Denuncia


      COMP.1077, L.XLVI,30 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 13. 944. Hechos denunciados con posterioridad a la transferencia de competencia dispuesta por la ley 26. 357. Aceptación parcial de competencia por la justicia nacional. Hechos no denunciados anteriormente porque aún se hallaba en trámite el juicio de filiación. Razones de mejor administración de justicia


      Si la causa reconoce su origen en las denuncias efectuadas con posterioridad a que la figura delictiva descripta en el artículo 1° de la ley 13. 944 fuera transferida a la órbita jurisdiccional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por imperio de la ley 26. 357,en principio corresponde a la justicia local conocer respecto de esos hechos. Si determinados hechos fueron formalmente denunciados con fecha posterior a dicha transferencia, pero la denunciante pretendió hacerlo en el mismo momento que otros que tramitan ante la justicia nacional, no pudiendo hacerlo por una cuestión formal relativa ya que no se hallaba aún resuelto el juicio de filiación que dio lugar a la declaración de paternidad del imputado, razones de mejor administración de justicia aconsejan que intervenga también respecto de ese hecho la justicia nacional, que ya aceptó parcialmente la competencia respecto de otros incumplimientos


      M., A. C. s/ Infr. art. 1 LN 13.944


      COMP.247, L.XLVII,7 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Interrupción del tránsito vehicular. Requisitos que habilitan la competencia federal


      En los casos de interrupción del tránsito vehicular, debe producirse una efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia de excepción


      N.N. s/ Inf. Art, C.P


      COMP.424, L.XLVII,5 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Llamadas extorsivas realizadas desde una unidad del Servicio Penitenciario Federal. Falta de afectación a intereses federeales o del servicio del establecimiento


      La mera circunstancia de que un delito tenga lugar en el perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional noatribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional


      O., Elida y otros s/ Inf. Art. 168 del C.P


      COMP.470, L.XLVII,30 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Manifestación de empleados de una obra social universitaria. Ley 24. 741. Personal sometido al régimen de la ley 20. 744. Falta de afectación a intereses nacionales


      Si en el caso se investiga la manifestación realizada por un grupo de empleados de una obra social universitaria, que impidió la entrada y salida de gente a la sede central de la misma así como también la prestación del servicio, y teniendo en cuenta que las obras sociales universitarias son entidades de derecho público no estatal con individualidad jurídica, financiera y administrativa (ley 24. 741), y que el personal que se desempeña en el organismo está sometido al régimen privado de la Ley de Contrato de Trabajo (20. 744), cabe concluir que los hechos no habrían afectado las rentas de la Nación ni el buen servicio que deben prestar sus empleados


      B., Luis Enrique s/ Denuncia


      COMP.142, L.XLVII,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible infracción a la ley de residuos peligrosos. Lugar de disposición de residuos domiciliarios. Inexistencia de constancias que acrediten la existencia de agun desecho que pueda considerarse peligroso


      Son las autoridades administrativas y judiciales locales las encargadas de valorar si un lugar de disposición final de residuos domiciliarios Compromete aspectos propios del derecho local, como ser lo concerniente a la afectación del medio ambiente, en la medida en que éste es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción. Teniendo en cuenta esta premisa y la circunstancia de que los residuos domiciliarios están expresamente excluidos de la ley 24. 051 (art. 2), si en el caso no existen elementos probatorios que permitan afirmar que el supuesto basural contiene algún desecho que pueda ser considerado peligroso en los términos del art. 1 de la normativa federal, corresponde a la justicia local continuar con el trámite del expediente, sin perjuicio de lo tlue resulte de la ulterior investigación


      Presidente de la Asociación Civil Yussef s/ Denuncia por basural a cielo abierto en Ohuanta


      COMP.285, L.XLVII, 21 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación en el marco de un convenio firmado por la Autoridad Interjurisdiccional de Cuencas. Transferencia de los fondos a entes locales: falta de perjuicio directo a la Nación


      En los casos en los que el Estado nacional remite o transfiere sus fondos a los entes locales, y son aceptados por éstos, quedan incorporados a su patrimonio, con lo que se excluye un perjuicio directo y efectivo a las rentas de la Nación, y por consiguiente, la competencia federal


      C., Daniel s/ Incumplimiento de los deberes de funcionario público


      COMP.485, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de documentos y defraudación. Investigación separada de delitos de índole común y federal


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación. Sin perjuicio de lo expuesto, si en el caso la disposición patrimonial perjudicial efectuada no fue provocada por el uso del citado documento, ya que fue recibido por el imputado tiempo después de ese acto, resulta de aplicación el criterio de la Corte según el cual, cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, la que no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia especifica


      P., Víctor Ariel s/ Denuncia


      COMP.307, L.XLVII,24 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta usurpación de un galpón concesionado a una empresa privada. Ausencia de afectación a intereses nacionales


      La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. Si en el caso se investiga la presunta usurpación de un galpón, que forma parte de bienes concesionados a una empresa privada, y de las constancias de la causa no surge que los hechos hubieran afectado la normal prestación de un servicio público, cabe inferir que no se han afectado intereses nacionales, por lo que corresponde declarar la competencia de la justicia local


      N.N. s/ inf. art. 181 inc. 1 C.P


      COMP.943, L.XLVII, 2 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto hostigamiento y violación de correspondencia. Naturaleza diversa de los hechos. Competencia material


      Si en el caso se investiga el presunto hostigamiento e ingreso ilegítimo a su cuenta de correo electrónico de la damnificada, lo que podría confígurar una violación de correspondencia en los términos del artículo 153 del Código Penal, en atención a la distinta naturaleza de los hechos, corresponde que la justicia contravencional intervenga respecto del presunto hostigamiento, y la justicia federal respecto de la violación de correspondencia, ya que esta cuestión es de su exclusiva competencia


      V., Walter Aníbal s/ Art. 52 C.C


      COMP.648, L.XLVII, 12 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Resolución del conflicto de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias en que fue perpetrado


      La competencia en materia penal debe decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, las partes en conflicto


      L., Gustavo Adrián s/ Robo agravado


      COMP.604, L.XLVII,21 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo


      Si en el caso no se ha podido determinar que los autores del hecho pertenezcan efectivamente a las fuerzas de seguridad, ni se acreditó el pago de rescate, puede concluirse en que no se presentan las condiciones contempladas en el precedente "Ramaro", y que los hechos exhiben una clara motivación particular


      M., Julio César s/ Denuncia


      COMP.1030, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo


      Si en el caso no se presentan las circunstancias causídicas contempladas en "Ramaro", tales como: el prolongado lapso de cautiverio, la intervención del imputado en otros hechos de similares características, o que éste formara parte de una organización delictiva destinada a la ejecución sistemática de secuestros, con el consiguiente riesgo para la seguridad pública, corresponde al tribunal provincial asumir su jurisdicción para entender en la causa


      A., Ezequiel Cristopher s/ Inf. arts.166 y 170 del Código Penal


      COMP.1025, L.XLVII,28 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Falta de afectación a la seguridad pública: competencia local


      Si en el caso no se verifican circunstancias tales como el prolongado lapso de cautiverio, la intervención del imputado en otros hechos de similares características, o que éste formara parte de una organización delictiva destinada a la ejecución sistemática de secuestros, con el consiguiente riesgo para la seguridad pública, corresponde que el tribunal local intervenga en la causa


      B., Oscar Alberto s/ Inf. Art. 170 del C.P


      COMP.536, L.XLVII,30 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible infracción a la ley 24. 051. Falta de afectación interjurisdiccional de la sustancia tóxica


      Si de los elementos de juicio incorporados al incidente, no se advierte la posible afectación interjurisdíccional de la sustancia tóxica derramada, corresponde a la justicia ordinaria continuar con el trámite del expediente, ya que la competencia del fuero federal sólo se justifica en los casos en los que se hubieren comprobado los supuestos de excepción contemplados por el art. 1° de la ley 24. 051


      Empresa Halliburton s/ daños


      COMP.396, L.XLVII, 21 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencias. Hechos ocurridos en un predio destinado a la defensa nacional, No afectación a la seguridad militar. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 635, L. XLVI, "Av. Lesiones -fuerza aérea- Villa Reynolds"


      Aunque los hechos denunciados hubiesen ocurrido dentro de los límites de un predio destinado a la defensa nacional, si en el caso no puede considerarse que se haya afectado de alguna manera la seguridad militar, en función de los argumentos esbozados al dictaminar en la Competencia N° 635, L. XLVI, "Av. Lesiones -fuerza aérea- Villa Reynolds", a las que cabe remitirse por razón de brevedad, corresponde asignar la competencia a la justicia local


      G., Valeria Paola s/ Denuncia


      COMP.837, L.XLVI, 21 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativo de competencia. Hechos que no habrían afectado intereses federales


      Si los hechos investigados no habrían provocado un perjuicio directo al patrimonio de la Nación, ni tuvo entidad suficiente para afectar el normal funcionamiento del organismo nacional o el buen servicio que deben prestar sus empleados, en los términos del arto 33, inc. 1. c del C. P. P. N. , cabe concluir que no resulta necesario habilitar la justicia de excepción


      S., Alberto Raimundo s/ Denuncia


      COMP.1093, L.XLVII,28 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta usurpación. Configuración del delito de amenazas coactivas


      Si el proceder de los imputados fue guiado por el propósito de alarmar o amedrentar a la víctima y su familia con el objeto de doblegar su voluntad para que abandonen su vivienda, con afectación directa de su libertad individual, debe encuadrarse en la figuras de amenazas coactivas. Esto es así ya que no es posible afirmar que el denunciante haya sido despojado del inmueble, ni se adviertan circunstancias que puedan constituir siquiera el principio de ejecución, elemento indispensable para la configuración del tipo penal de usurpación


      H., Isabel y otros s/ Amenazas


      COMP.662, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Aplicación del Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Entrada en vigor


      Para aplicar el traspaso de competencias penales regidas por el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe tenerse en cuenta la fecha de la denuncia que origina las actuaciones


      Regina Marter S.A. s/ Estafa


      COMP.573, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Conductas con motivación estrictamente particular. Falta de afectación a intereses de la Nación


      Será competente la justicia provincial si la investigación practicada en la causa permite tener por cumplidos los requisitosde averiguación suficiente para descartar la posibilidad de que resulte afectada la seguridad de la Nación o de alguna de sus instituciones


      U., José Luis y otros s/ violación de domicilio


      COMP.737, L.XLVII, 15 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Configuración del delito de usurpación


      La figura penal contemplada por el art. 181 del C. P. protege la relación de hecho mantenida entre una persona y el inmueble, independientemente del título que legitima esa relación


      G., Osvaldo Juan s/ denuncia


      COMP.563, L.XLVII, 26 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Daños provocados por un incendio intencional. Ausencia del peligro requerido por el artículo 186, inc. 1° del Código Penal


      Si las constancias de la causa permiten concluir que el riesgo creado, valorado desde la perspectiva ex post que corresponde asumir para juzgar los delitos de peligro concreto, no comportó el peligro común requerido por el articulo 186, inciso 1° del Código Penal, en el sentido de la producción de una merma real en la seguridad de bienes indeterminados, cabe concluir que el objeto del conflicto se circunscribe al delito de daños, que se encuentra incluido entre aquellos mencionados en el Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


      N.N. o S., R. M. s/ Daño agravado


      COMP.544, L.XLVII,24 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos cometidos en territorio provincial. Interpretación de las normas de derecho procesal local


      Si uno de los jueces contendientes no ha desconocido que el hecho ocurrió en territorio de su provincia, aunque en otro departamento judicial, corresponde atribuirle la competencia, esto sin perjuicio de que si entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional


      L., Claudio Miguel s/ Delito de acción pública


      COMP.560, L.XLVII, 3 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de usurpación y asociación ilícita. Aplicación del Convenio n° 14/04 sobre transferencia progresiva de competencias penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


      La asociación ilícita es independiente de los delitos a los que refiere su tipo legal como uno de sus elementos constitutivos. Por esto, el delito de usurpación debe entenderse como un hecho independiente que debe ser juzgado por la justicia local en virtud de lo establecido en el Convenio n° 14/04 sobre transferencia progresiva de competencias penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


      S. G., Ariel César Silvio s/ Denuncia


      COMP.672, L.XLVII, 6 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos inescindibles. Conveniencia de que entienda un único tribunal: razones de mejor administración de justicia


      Si en virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resultara conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, la pesquisa debe quedar a cargo de un único tribunal. Cuando alguno de los delitos investigados no ha sido traspasado a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires corresponde asignar el conocimiento de la causa al fuero nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


      I., J. M. y A., R. M. s/ Resistencia a la autoridad en concurso real con el delito de portación de arma de fuego de uso civil


      COMP.406, L.XLVII,27 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Fuero federal: necesidad de afectación efectiva y directa al patrimonio de la Nación


      Las consecuencIas patrimoniales derivadas de un delito no pueden determinar por sí solas la procedencia del fuero federal, en la medida en que el hecho, por su naturaleza, no afecte efectiva y directamente el patrimonio de la Nación o de alguna de sus instituciones


      T., Hugo Aníbal s/ Denuncia estafa


      COMP.856, L.XLVII, 7 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación de las conductas ilícitas de desarme y venta de autopartes previstas en la ley 25. 761. Solicitud de allanamiento


      En el caso del registro domiciliario, en la investigación de los delitos previstos en la ley 25. 761, surge de la misma y su reglamentación que se faculta a las autoridades policiales y fuerzas de seguridad para realizar inspecciones en el marco de dicha normativa y que, a su vez, se establece que la Secretaria de Seguridad Interior deberá poner a su disposición un detalle de las actividades mínimas a efectuarse, como así también establecer el modo en que aquéllas deben ser documentadas a los fines de su control y posible aplicación de sanciones administrativas. Debe recordarse además que en el ejercicio de las actividades que le son asignadas por la ley mencionada a la Secretaría de Seguridad Interior del Ministerio Seguridad de la Nación -en calidad de autoridad de aplicación- es aquel organismo el que debe entender en la implementación de las acciones de fiscalización de las actividades reguladas y que, de igual modo, se encuentra facultado a solicitar la intervención de las fuerzas de seguridad y policiales para la realización de las inspecciones, verificaciones y actividades de control respectivas


      Ministerio de Seguridad s/ Solicita allanamiento


      COMP.691, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Justicia federal: competencia excepcional


      Si no surgen elementos que justifiquen el conocimiento de la justicia federal, esencialmente de excepción, debe proseguir con la investigación el juez local, sin perjuicio de un nuevo examen de la competencia sobre la base de las pruebas que incorpore


      Colegio de Farmacéuticos de la Provincia de Buenos Aires s/ Denuncia


      COMP.764, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Lesiones en riña. Requisitos para la configuración del delito


      El delito de lesiones en riña exige expresamente para su configuración que se compruebe que existió una riña o agresión en la que participaron más de dos personas, que tuvo como consecuencia un resultado lesivo -daños en el cuerpo sufridos por la victima-, y que no pueda determinarse quien o quienes causaron dichas lesiones


      K., José y otros s/ Lesiones en riña


      COMP.795, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Necesidad de afectación al patrimonio del Estado Nacional


      Si en el caso no se puede descartar un perjuicio directo y efectivo al patrimonio del Estado Nacional, la justicia federal debe continuar con la investigación


      ADIF S.E. s/ Denuncia


      COMP.940, L.XLVII,21 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de delitos que impliquen riesgo para un servicio público


      Siempre que no se descarte que se encuentre en riesgo el servicio público de transporte de gas natural, corresponde entender a la justicia federal


      Transportadora Gas del Sur S.A. s/ Denuncia


      COMP.832, L.XLVII, 31 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de amenazas y usurpación. Delitos independientes. Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


      Si las amenazas no fueron el medio comisivo de la usurpación, por tener lugar una vez perfeccionada esta última figura, ambas hipótesis delictivas aparecen como hechos independientes


      C., Oscar Patricio y otro s/ Coacción


      COMP.589, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de amenazas. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. A fin de determinar la competencia, deben tenerse en cuenta las manifestaciones vertidas por el denunciante, si no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente


      C., D. A. s/ Art. 89 C.P


      COMP.744, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de amenazas. Motivación estrictamente particular: carencia de afectación de intereses federales


      Si nada indica que las expresiones amenazantes tengan otra motivación que no sea la estrictamente particular y, por lo tanto, las mismas carecerían de entidad suficiente para afectar intereses federales, corresponde asignar competencia a la justicia provincial


      Z., Delfín David s/ denuncia


      COMP.927, L.XLVII,30 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de estafa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados


      Cuando el delito de estafa o su tentativa -que concurriría idealmente con su falsificación- es perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fue presentado al cobro


      R., Carlos César s/ denuncia


      COMP.1123, L.XLVII, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de secuestro extorsivo. Estricta motivación particular. Inaplicabilidad del precedente "Ramaro"


      Si en el caso no se presentan las condiciones contempladas en el precedente "Ramaro" para surtir el fuero federal, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial


      M., Gladis Beatriz s/ denuncia


      COMP.841, L.XLVII, 7 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de supresión de estado civil


      El delito de supresión de estado civil es distinguible de aquel otro que se consuma al lograrse la expedición de documentos falsos destinados a acreditar la identidad de las personas


      A., Manuel s/ adulteración


      COMP.658, L.XLVII, 26 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24. 051. Posible afectación a las personas o al medio ambiente más allá de los límites interprovinciales


      Corresponde a la justicia ordinaria continuar con la investigación por la posible contaminación o adulteración de las aguas del Río Negro -cuya cuenca fluye dentro de la provincia del Chaco-, con otras sustancias mencionadas en las leyes 24. 051 y 25. 612; siempre y cuando no exista afectación a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia, en cuyo caso surtiría la competencia federal


      Indunor S.A. s/ sup. infracc. ley 24.051


      COMP.528, L.XLVII,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción Ley 23. 737


      La ley 26. 052, modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícitoy que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas en su artículo 3° se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido, "la salud pública", son ajenas al derecho federal fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos puntuales que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país


      B., Osvaldo Gabriel s/ Siembra y cultivo de plantas para producir estupefacientes (guamini)


      COMP.838, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción Ley 24. 051, sus anexos y 25. 612


      Si no surge con claridad la presencia de residuos peligrosos o industriales sin el tratamiento adecuado, en los términos de las leyes 24. 051, sus anexos y 25. 612, corresponde a la justicia local continuar con la investigación


      Q., Carlos Alberto s/ Denuncia


      COMP.588, L.XLVII,29 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción leyes 11. 723 y 22. 362. Concurso ideal


      Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la ley 11. 723 sea ajena a su conocimiento, continuar con lasustanciación de la causa, si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales que concurrirían en forma ideal (leyes 11. 723 y 22. 362), pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta


      C., Pamela Lis; G., Juan Carlos s/ Infracción Ley 11.723


      COMP.854, L.XLVII,21 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto delito de hurto. Falta de afectación de intereses federales


      En la medida en que no se vislumbre afectación alguna a intereses federales según los artículos 33 del C. P. P. N. y 3 de la ley 48, corresponde a la justicia ordinaria del lugar en el que ocurrió el delito conocer en el expediente


      F., Jorge Roberto s/ Denuncia


      COMP.692, L.XLVII, 6 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Supuesta maniobra dirigida a inducir a error a un tribunal


      La supuesta maniobra dirigida a inducir a error al tribunal local donde tramita un juicio por despido, para obtener un pronunciamiento favorable a los intereses del imputado, no constituye materia federal


      G., Ángel Benigno s/ Denuncia


      COMP.663, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Accidente aéreo. Falta de afectación al tránsito o tráfico aéreo que habilite el fuero de excepción


      Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces en conflicto. Si el accidente investigado no provocó ningún inconveniente para el tránsito o tráfico aéreo en la zona operativa, no cabe asignar competencia al fuero de excepción


      Inhibitoria promovida por el Señor Agente Fiscal s/ Accidente aéreo víctimas Dres. Carmen Falbo y Ricardo Casal


      COMP.539, L.XLVII, 6 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Competencia de Tribunales Nacionales


      Contienda negativa de competencia. Amenazas con presunta finalidad coactiva. Competencia de la justicia nacional


      En los casos en que, según lo que se desprende de las constancias de la causa, y teniendo en cuenta las circunstancias en que se habría intimidado a la víctima, no puede descartarse, que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado haya estado dirigida a doblegar su voluntad para acceder a sus pretensiones, cabe considerar que el hecho excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y, por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior


      V., Ariel s/ Amenazas


      COMP.1006, L.XLVI, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Amenazas y lesiones. Indeterminación en la autoría de las lesiones. Deber de profundizar la investigación


      En el caso existió una riña o agresión en la que participaron más de dos personas, que tuvo como consecuencia un resultado lesivo. Sin embargo advierto que no es posible afirmar que no pueda determinarse quien o quienes los provocaron, circunstancia expresamente exigida por la figura mencionada


      L. R., Rocio Celeste y otros s/ Lesiones leves (art. 89)


      COMP.40, L.XLVII,29 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Art. 149 bis del Código Penal. Intención del denunciado a hacer algo en contra de la voluntad del denunciante


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto de los hechos y las manifestaciones vertidas por el denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado, haya estado dirigida a que hiciera algo contra su voluntad


      B., Gustavo s/ Coacción


      COMP.953, L.XLVI,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de amenzas coactivas. Manifestaciones evidenciantes de una posible usurpación. Continuidad del trámite judicial respecto de las amenazas


      Por el momento, no es posible afirmar que el denunciante haya sido despojado del inmueble, elemento indispensable para la configuración del tipo penal mencionado, independientemente de la falta de consentimiento para que el imputado permanezca en su vivienda, y de las acciones judiciales que, eventualmente, pudieran corresponderle frente a esa circunstancia. En consecuencia, el objeto de la pesquisa solo debe circunscribirse a la investigación de la figura de amenazas coactivas


      R., Pablo Fernando s/ Amenazas


      COMP.1004, L.XLVI,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de hurto en un inmueble previamente usurpado. Competencia de la justicia nacional en razón de la materia


      En atención a que la competencia material de la justicia local se encuentra circunscripta a aquellos delitos que le fueron cedidos en forma taxativa, carece de ella para el conocimiento de los restantes que aún permanecen bajo la órbita de los tribunales nacionales ordinarios. En tales condiciones, cuando los hechos que se instruyen aparezcan en principio escindibles de la usurpación de la que conoce la justicia local y escapan a su competencia, corresponde al juez nacional continuar investigando en la causa sin perjuicio de lo que de ella surja


      F., Juan Manuel s/ Presunta comisión de delito


      COMP.810, L.XLVI, 17de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de amenazas y lesiones leves. Delito no traspasado a la Justicia Contravencional de la Ciudad de Buenos Aires. Juzgado correccional con más amplia competencia


      En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones leves, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


      P., Carmelo Oscar s/ Inf. art. 149 bis, Amenazas C.P


      COMP.147, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones y amenazas. Convenio N° 14 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Juzgado Nacional con mas amplia competencia


      En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para ese delito sea superior al establecido para las lesiones, pienso que ante la circunstancia deno haberse traspasado estas últimas a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


      I., Pablo Damian s/ Amenazas


      COMP.203, L.XLVII, 6 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Incumplimiento de resolución judicial por parte de de obra social, en cuanto imponía cubrir tratamiento médico. Posible abandono de persona y desobediencia


      En atención a que se investiga una omisión que podría admitir calificaciones alternativas o incluso alguna forma de encuadramiento múltiple, incluyendo en cualquier caso delitos no trasferidos a la competencia de la justicia penal de la ciudad de Buenos Aires, atañe a la justicia nacional juzgar todos los supuestos pues, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


      Programas Médicos SACM s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


      COMP.145, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Lesiones sufridas por paciente de nosocomio. Caida de la cama durante su internación. Posible abandono de persona. Intervención de la justicia nacional con más amplia competencia


      En esta causa se investiga una omisión que podría admitir calificaciones alternativas o incluso alguna forma deencuadramiento múltiple, incluyendo en cualquier caso delitos no transferidos a la competencia de ,la justicia penal de la ciudad de Buenos Aires. Corresponde en consecuencia a la justiéia nacional juzgar todos los supuestos pues, en definitiva,posee la más amplia competencia para su conocimiento


      M., Magalí y otros c/ Inf. Art. 106 C.P


      COMP.42, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Manifestaciones vertidas por vía telefónica. Posible comisión de amenazas u hostigamiento. Necesidad de determinar la existencia de delito por parte del Juez Nacional que previno


      Atento que de la lectura de las constancias agregadas al incidente, no es posible determinar aún si se trata del delito de amenazas o una infracción al Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, entiendo que corresponde al magistrado nacional continuar conocÍendo en las presentes actuaciones, sin perjuicio de que, luego de profundizar la pesquisa, y en caso de considerar que el hecho no constituye una conducta penal típica, proceda a su archivo, pues esa es la solución prevista por el artículo 195, segundo párrafo, del Código Procesal Penal de la Nación, para los supuestos de inexistencia de delito. Todo ello, sin perjuicio de la remisión de testimonios a la justicia en lo Contravencional y de Faltas, en el supuesto de entender que el suceso investigado pueda encuadrar en la infracción al artículo 52 del Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


      B., Celia Patricia s/ Denuncia


      COMP.28, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible comisión del delito de amenazas coactivas y daño. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Juzgado de instrucción con más amplia competencia


      El objeto de la pesquisa se circunscribe a la investigación de las figuras de amenazas coactivas y daño. Por otra parte, cabe destacar que, mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados y que, en relación con la presente causa, sólo quedaría comprendida la última de aquellas figuras. Sin embargo, entiendo que en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, corresponde entonces, que ambos delitos sean juzgados por el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


      L., Jorge Salvador s/ Coacción


      COMP.973, L.XLVI, 28 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible comisión del delito de amenazas o infracción al Código Contravencional. Necesidad de determinar la existencia de delito por parte del juzgado nacional


      Atento que no es posible determinar aún si se trata del delito de amenazas o una infracción al Código Contravencional de laCiudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al magistrado nacional continuar conociendo en las presentes actuaciones, sin perjuicio de que, luego de profundizar la pesquisa, y en caso de considerar que el hecho no constituye una conducta penal típica, proceda a su archivo, pues esa es la solución prevista por el artículo 195, segundo párrafo, del Código Procesal Penal de la Nación, para los supuestos de inexistencia de delito


      B., Carlos Hector s/ Amenazas


      COMP.5, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de usurpación, privación ilegítima de la libertad y lesiones. Competencia material


      Si la privación ilegítima de la libertad que sufrió el imputado, habría constituido la violencia ejercida como medio comisivo de la usurpación, ambas hipótesis delictivas no resultan ser hechos independientes. Por lo tanto, y más allá de que la pena establecida para la usurpación sea superior a la fijada para la figura de lesiones, ante la circunstancia de no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


      Q. C., J. C. s/ Denuncia


      COMP.668, L.XLVII, 21 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible concurso entre los delitos de defraudación y usurpación. Taxatividad de los delitos cedidos a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


      Atento que la competencia material de la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se encuentra circunscripta a aquellos delitos que le fueron cedidos en forma taxativa, carece de ella para el conocimiento de los restantes que aún permanecen bajo la órbita de los tribunales nacionales ordinarios. Si el caso podría constituir una defraudación por administración infiel, que a su vez concurriría con el delito de usurpación, corresponde que la justicia nacional, de competencia más amplia, sea la que intervenga en el caso


      F., Patricia Susana s/ Infracción art. 181 inc. 1° C.P


      COMP.348, L.XLVII,26 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Daños y amenazas. Límites a la competencia de la justicia contravencional. Convenio de Transferencia Progresiva de las Competencias Penales N° 14/04. Justicia nacional con más amplia competencia


      En virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal y que, por lo tanto, todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


      B., Elisa y otros s/ Infr. art. 149 bis del CP art. 183 del CP


      COMP.408, L.XLVII,9 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Violencia familiar. Lesiones y amenazas. Conexidad con causa anterior. Identidad de sujetos. Fuero correccional con más amplia competencia


      Más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones, pienso que al no haberse traspasado estas últimas a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento


      R., G. A. s/ Infracción art. 149 bis del C.P


      COMP.276, L.XLVII, 24 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia Originaria Penal


      Delitos cometidos en perjuicio de agentes diplomáticos. Competencia originaria de la Corte. Requisitos


      En las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de agentes diplomáticos, es indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, para habilitar de este modo la competencia originaria de la Corte. En tanto tampoco se observe que el hecho -por sus características- afecte el desarrollo de las actividades propias de la embajada o del funcionario, la causa resulta ajena a la competencia de la Corte


      S., Hassan Shoukry s/ denuncia robo


      S.4, L.XLVII,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Juez de ejecución


      Contienda negativa de competencia. Medida de seguridad impuesta por el juez de instrucción. Internación en unidad especial del Servicio Penitenciario Federal. Incapacidad para comprender la criminalidad de sus actos y dirigir sus acciones: Art. 34 inc. 1 del Código Penal. Sentencia no vinculante para la justicia civil. Juez de ejecución encargado de controlar el cumplimiento de la medida


      El sistema del derecho civil establece, en el contexto de la curatela a los incapaces, que el juez no puede privar de su libertad a un demente declarado sino en caso de riesgo cierto e inminente para sí o para terceros. Por su parte, la norma que autoriza a los jueces criminales a disponer la custodia de personas con trastorno mental requiere como presupuesto especial la comisión de un hecho típico y antijurídico por parte de quien a causa de su enajenación sea declarado incapaz de comprender la criminalidad de su acto o dirigir sus acciones -y que además represente un peligro para sí o para terceros. No puede obviarse que, según lo dispone el artículo 152 del Código Civil, la sentencia en juicio criminal que no hubiese hecho lugar a la acusación por motivo de demencia del acusado no hace cosa juzgada en sede civil respecto de la capacidad de la persona. Por lo tanto, cabe la posibilidad de que una persona sea internada por sentencia de un juez penal sin que se presenten los presupuestos y condiciones que autorizan la intervención de la justicia civil en el mismo campo de la salud mental. La existencia de esa posibilidad demuestra que el conflicto de normas surge, en consecuencia, sólo cuando están dadas las condiciones de aplicación de cada una de las reglas. Mientras ello no ocurra, una interpretación coherente y no contradictoria del ordenamiento conduce a la aplicación delartículo 511 del Código Procesal Penal que establece la competencia del tribunal de ejecución


      C., T. C. s/ Competencia


      COMP.168, L.XLVII, 1 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Juez de Instrucción


      Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Posibilidad de resultar coactivas. Competencia del juzgado nacional de instrucción con más amplia competencia


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreclarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los Jueces en conflicto. En tal sentido, de acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos y en razón de las manifestaciones vertidas por el denunciante incorporadas al incidente no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado el obrar de los imputados, haya estado dirigida a que hiciera algo contra su voluntad


      P., J. y P., R. s/ Amenazas - Lesiones leves (art. 89)


      COMP.153, L.XLVII,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Portación ilegítima de arma de uso civil. Escala penal. Juzgado de instrucción con más amplia competencia


      Dada la escala penal de la portación ilegítima de arma de uso civil, conforme a los artículos 26 y 27 del Código Procesal Penal,opino que corresponde declarar la competencia de la justicia nacional de instrucción


      T. T., Alvua Alfredo s/ Resistencia a la autoridad


      COMP.1031, L.XLVI, 17 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de amenazas coactivas. Forma en que se produjo la presunta intimidación. Competencia más amplia de la justicia nacional


      Teniendo en cuenta las circunstancias en que se intimidado a la presunta víctima, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado haya estado dirigida a doblegar su voluntad para acceder a sus pretensiones


      V. V., María Angélica s/ Infr. art(s) 149 bis, Amenazas - C.P


      COMP.62, L.XLVII, 30 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Competencia Federal


      Contienda negativa de competencia. Supresión de numeración de un arma. Remisión a lo dictaminado en las Competencias n° 1407, L. XL "Corvaro, César Eduardo s/ arts. 166, 189 bis y 289 del C. P. " y N° 320; L. XLV, "Acevedo Edgardo s/ Inf arto 189 bis inc 5 del CP"


      V., Augusto Cesar y Constanzo, Cristian E. s/ Inf. art. 189 bis inc. 5to del C.P


      COMP.132, L.XLVII, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Afectación al normal desenvolvimiento de un organismo nacional


      Aunque de la presunta adulteración de sellos locales no se haya derivado una afectación a las rentas nacionales, sino las arcas provinciales, el hecho de que hayan sido presentados ante el registro nacional, encargado de controlar su percepción con motivo de los trámites a que se haya afectado, produce una obstrucción a su normal desenvolvimiento y el buen servicio de sus empleados, que surte la jurisdicción federal


      S., Carlos Alberto e Iriondo, Luis Joaquín s/ Falsificación de sellos


      COMP.811, L.XLVII, 18 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos de desapoderamiento de pertenencias, halladas luego en poder del imputado en otro procedimiento. Tenencia de arma con numeración suprimida. Hechos escindibles. Competencia de la justicia federal


      Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presenten prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales


      M., Gustavo Fabian s/ Falsificación, alteración o supresión de número registral


      COMP.333, L.XLVII,4 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de mercadería. Competencia del juzgado federal correspondiente al lugar donde se incautó la mercadería


      Corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal de la jurisdicción donde se incautó la mercadería e, inclusive, Ie había sido atribuida originalmente a su titular la competencia material, que en esa oportunidad rechazó por prematura


      C., Roberto s/ Encubrimiento


      COMP.317, L.XLVII,15 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Generalidades


      Contienda negativa de competencia. Delito de naturaleza común. Carácter excepcional de la intervención del fuero federal en las provincias. Interpretación restrictiva de las leyes que delimitan dicha competencia


      Si en el caso no se encuentra en discusión la naturaleza cornún del hecho objeto de contienda -más allá de la relevancia procesal que, en definitiva, quepa asignarle-, y habida cuenta de que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se halla circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva, corresponde a la justicia ordinaria asumir su jurisdicción para entender en las actuaciones y darle la solución legal que, a su criterio, considere pertinente


      S., Alejandra Lorena s/ denuncia


      COMP.541, L.XLVII,10 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracciones a las leyes 22. 362 y 11. 723: concurso ideal


      Si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones Iegales- leyes 22. 362 y 11. 723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta, corresponde a la justicia federal continuar con la sustanciación de la causa, más allá que la infracción a la ley 11. 723 sea ajena a su conocimiento


      C., Victor Hugo s/ Inf. ley 11.723


      COMP.472, L.XLVII, 18 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al art. 194 del Código Penal. Unidad de contexto delictivo: investigación a cargo de un único tribunal


      Toda vez que las particularidades del caso no permiten descartar que los actos de violencia acaecidos en la ruta integrarían un mismo contexto delictivo destinado a mantener el corte del tránsito, corresponde que un único tribunal conozca en la maniobra. En tales condiciones, corresponde a la justicia federal, que asumió su jurisdicción para investigar los hechos relacionados con la posible comisión del delito descripto en el art. 194 del C. P, conocer también de las amenazas, daños y lesiones producidos en ocasión de la manifestación que interrumpió el tráfico vehicular en una red vial que permite la comunicación interprovincial


      R., Fabio Dante y otros s/ coacción calificada, daños y lesiones


      COMP.426, L.XLVII,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Privación ilegitima de la libertad y robo. Unidad de contexto delictivo: competencia de un único tribunal


      Toda vez que las particularidades del caso no permiten descartar que la privación ilegítima de la libertad, sufrida por el denunciante, integraría una pluralidad de acciones destinada a desapoderarlo de la camioneta y los elementos transportados, formando un mismo contexto delictivo, corresponde que un único tribunal conozca en la maniobra. En tales condiciones, corresponde a la justicia federal, que asumió su jurisdicción para investigar los hechos relacionados con la sustracción de la correspondencia de correos, conocer en la totalidad de los hechos, en razón de la unidad fáctica señalada


      R., Jorge Alberto s/ Denuncia


      COMP.507, L.XLVII,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Por el lugar. Aguas, islas y puertos argentinos


      Contienda negativa de competencia. Colisión de barcazas ocurrida en el Rio Paraná, de la que derivaron diversas muertes. Competencia federal


      Corresponde a la justicia de excepción investigar los hechos, en el que colisionaron barcazas y se ahogaron varias personas, si es que ocurrieron en el Río Paraná -aguas de tráfico y circulación fluvial interjurisdiccional- afectando la seguridad de la navegación que, por lo demás, le compete a la Prefectura Naval Argentina


      Seccional Primera s/ Eleva actuaciones de accidente fatal


      COMP.16, L.XLVII,29 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Por el tipo de delito


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de automotor con patente provisorio falsa. Ausencia de afectación al Registro de la Propiedad Automotor o su funcionamiento


      las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento


      A., Fabián Enrique s/ Uso o adulteración de documento o certificado falso - Las Flores


      COMP.216, L.XLVII, 11 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Allanamiento ilegal. Posible afectación al normal funcionamiento de laas instituciones nacionales y al buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación


      Si el allanamiento cuya ilegalidad se cuestiona fue realizado en virtud de una orden emanada de la justicia nacional, siendo que los delitos que se atribuyen a los miembros de las fuerzas de seguridad provinciales que actúan en auxilio de las autoridades de la Nación competen al fuero de excepción, en tanto afectarían el normal funcionamiento de las instituciones nacionales, cabe concluir que es la justicia federal la que debe conocer en la causa. Máxime si en el caso no puede descartarse la posible comisión o participación por parte de funcionarios nacionales en los delitos denunciados, con lo cual pudo afectarse el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación, en los términos del arto 33, inc. c, del C. P. P. N.


      Personal policial s/ Coacción


      COMP.414, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de supreción de la numeración de armas de uso civil. Competencia material. Ley 25. 886


      El delito de supresión de la numeración de armas de uso civil, luego de la reforma introducida por la ley 25. 886, el último de esos delitos se encuentra ahora incluido entre aquellos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación


      C., Néstor Sebastián s/ Inf. art. 189 C.P


      COMP.503, L.XLVII,20 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley de penalización de actos discriminatorios. Naturaleza federal de la ley 23. 592


      La Ley de Penalización de Actos Discriminatorios (23,592) tíene naturaleza federal, por cuanto reglamenta directamente un principio constitucional de tal magnitud, que excede el concreto interés de la parte e involucra y afecta a toda la comunidad -artículo 16° y concordantes de la Ley Fundamental y pactos internacionales incorporados a ésta-. Teniendo en cuenta esos principios, si de los elementos incorporados en el legajo surge que existiría una organización dedicada a la realización, promoción e incitación de actos discriminatorios en violación a la normativa federal citada y operaría en determinada jurisdicción, corresponde a la justicia federal de aquélla jurisdicción continuar con el trámite del expediente


      R., Nicolás Raúl s/ inf. art. ley 23.592


      COMP.302, L.XLVII,15 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Interrupción al servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones


      Si no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes, en cuanto a que en el caso existió una efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones, corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de la causa


      Z., Francisco s/ su denuncia


      COMP.335, L.XLV,9 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 22. 362


      Si de los dichos del denunciante -único elemento con el que se cuenta en el legajo- surge que el caso se circunscribe a la presunta infracción a la ley 22. 362, cuyo conocimiento es exclusivo del fuero federal -artículo 33, de la ley de marcas-, corresponde asignar la competencia a la justicia de excepción para conocer en la causa


      B., Marcelo Anibal s/ Denuncia


      COMP.402, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Denuncia al personal del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones


      En el caso del delito de apremios ilegales, si resulta denunciado personal del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones, corresponde declarar la competencia del juez federal de esa sección


      Complejo Penitenciario Federal n° 2 del S.P.F. s/ Apremios ilegales


      COMP.542, L.XLVII,30 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de amenazas. Configuración del delito de amenazas coactivas


      Si de acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, no puede descartarse que la finalidad que guía a las amenazas, esté dirigida a obtener algo contra la voluntad de la víctima, en principio, el suceso excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple


      P., Francisco José s/ Amenazas


      COMP.673, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Siembra a la vera de la ruta. Posible afectación a intereses federales. Seguridad vial: prevención de accidentes de tránsito


      En el caso de siembra a la vera de la ruta, teniendo en cuenta la propiedad del Estado nacional sobre los terrenos y los fines de seguridad vial que informan la resolución que la prohibe, más allá del encuadre legal que en definitiva resulte, no puede descartarse que se afecten intereses federales, por lo que corresponde a la justicia de excepción asumir la jurisdicción


      E., Lilian Noemí s/ denuncia


      COMP.686, L.XLVII,30 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Delitos contra el funcionamiento de las instituciones nacionales


      Contienda negativa de competencia. Delito de desobediencia a la autoridad. Imputación dirigida a la ANSES. Competencia federal en función del carácter nacional del organismo


      Si de las constancias agregadas al incidente resulta que , las particulares damnificadas señalaron como responsable del presunto delito de desobediencia a la autoridad al director ejecutivo de la ANSES, y que las reiteradas intimaciones judiciales para que se haga efectivo el depósito de la deuda previsional fueron presentadas en una oficina de la Capital Federal, que sería la encargada de darle curso a ese trámite por medio de las dependencias internas pertinentes. Por lo tanto, toda vez que se trata de la actuación de un organismo nacional, corresponde a la justicia federal de esta ciudad entender en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación


      ANSES s/ Desobediencia a la autoridad


      COMP.228, L.XLVII,29 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de malversación de caudales públicos cometido por un depositario judicial. Competencia federal en razón de que los hechos obstruirían al buen servicio la justicia


      El delito de malversación de caudales públicos cometido por el depositario judicial se consuma en el lugar donde se hallan los efectos designados al asumir el cargo y, además, la falta de cumplimiento de su parte ante la intimación cursada por el correspondiente magistrado significa una obstrucción al buen servicio que presta la justicia nacional, motivo por el cual, corresponde entender al tribunal federal de la sección donde se hallaban depositados los bienes. Por lo tanto, en los casos en que se otorgase al comprador la posesión de un inmueble sito endeterminada localidad, donde además se hallaban los bienes cuestionados, se notó la ausencia de muchos de ellos y, de donde el imputado mantenía expresamente la condición de depositario judicial al momento de ser intimado por la juez para que contestara acerca de los faltantes de dicho domicilio, corresponde al juzgado federal de aquélla jurisdicción conocer en la causa


      D., Eduardo Esteban s/ Malversación de caudales públicos


      COMP.890, L.XLVI, 7de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Empleado de ANSES. Conducta presuntamente delictiva. Posible afectación el buen servicio que deben prestar los organismos nacionales y sus empleados. Competencia federal


      Siendo que de los términos de la denuncia surge que la presunta irregularidad reprochada al imputado guardaría relación con su función de empleado de ANSES, la conducta denunciada podría resultar de aquéllas que corrompen el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados, por lo que corresponde a la justicia federal asumir su jurisdicción, darle precisión a esa presentación en estos aspectos y, eventualmente, iniciar la investigación pertinente


      M., Juan Ricardo s/ Denuncia (ANSES Luján)


      COMP.2, L.XLVII, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Falsificación de facturas y posterior presentación ante la AFIP. Competencia federal en función de posible afectación del normal desarrollo de ese organismo


      Si no puede descartarse que, con la presentación de facturas presuntamente apócrifas ante la AFIP no se haya visto afectado el normal desarrollo de ese organismo nacional, esta circunstancia habilita el conocimiento del fuero de excepción


      D. P., Norma Ofelia s/ Denuncia


      COMP.1025, L.XLVI, 22 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos presuntamente cometidos por empleados nacionales en el ejercicio de sus funciones


      Compete a la justicia federal investigar los delitos cometidos en las provincias por empleados nacionales en ejercicio de sus funciones


      ANSES s/ Desobediencia


      COMP.543, L.XLVII,19 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Llamadas extorsivas realizadas desde una unidad del Servicio Penitenciario Federal. Falta de afectación a intereses federales o del servicio del establecimiento nacional


      La mera circunstancia de que un delito tenga lugar en el perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional


      M., Olga s/ Denuncia


      COMP.669, L.XLVII,30 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presentación ante la AFIP de formulario apócrifo. Clave fiscal otorgada a persona física como apoderada de una compañia que desconoce. Necesidad de profundizar la investigación. Posible afectación a institución nacional. Competencia de la justicia federal respecto de la documentación apócrifa presentada


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En segundo término, en lo concerniente a la presentación de un formulario de autorización efectuada en una agencia de la Administración Federal de Ingresos Públicos, cabe destacar que atañe al fuero de excepción conocer en los delitos que afectan el desenvolvimiento de las instituciones nacionales o de sus empleados en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48


      Silva, Daniel Walter y otros s/ Defraudación


      COMP.246, L.XLVII,9 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo virtual perpetrado desde un Penal. Falta de alteración al normal desarrollo de las funciones y el servicio de los agentes de la administración nacional


      Si el hecho investigado no representa ni provoca alteración alguna del normal desarrollo de las funciones ni del servicio que prestan los agentes del Servicio Penitenciario Federal, y además, no encuadra en un delito de materia federal, no puede bastarpara atribuir competencia al fuero de excepción, la mera circunstancia de que haya ocurrido dentro de un Penal nacional


      S., Federico Andrés s/ Su secuestro extorsivo


      COMP.608, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Delitos contra el medio ambiente


      Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley de residuos peligrosos. Ley 24. 051. Competencia federal en función de la posible contaminación interjurisdiccional


      En los casos en que, de acuerdo a un informe técnico incorporado a la causa, en principio la denunciada estaría vertiendo residuos industriales que contendrían las sustancias previstas en el Anexo 1, apartados Y21 y Y23 de la ley 24. 051, en el Riachuelo, corresponde a la justicia federal asumir su jurisdicción por la posible contaminación interjurisdiccional, sin perjuicio de lo que resulte del ulterior trámite


      Renania S.A. s/ inf. ley 24.051 (Ley de residuos peligrosos)


      COMP.125, L.XLVII, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Residuos Peligrosos


      Contienda negativa de competencia. Posible infracción a la ley 24. 051. Competencia federal


      En los casos en que, ponderando los elementos de convicción reunidos, no pueda descartarse una posible afectación del medio ambiente o de las personas más allá de la frontera provincial, en los términos del artículo 10 de la ley 24. 051, corresponde a la justicia federal conocer en las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación


      Adast S.R.L. s/ inf. ley 24.051


      COMP.15, L.XLVII,9 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto derrame de PCB. Ley de residuos peligrosos. Posible contaminación de rio. Competencia federal


      Ante la posible contaminación interjurisdiccional del medioambiente por el vertido de aquellas sustancias en las napas y en canales pluviales cuyos efluentes podrían desembocar en la ría local, corresponde a la justicia de excepción, que previno, continuar con la investigación


      S., Daniel Silvio s/ Denuncia


      COMP.295, L.XLVII,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Presunta infracción a la Ley de Residuos Peligrosos. Posible afectación al medio ambiente en más de una jurisdicción: conveniencia de que entienda la justicia federal


      Para que la contaminación del ambiente o de las personas por la acción de determinados desechos tóxicos encuadre en las previsiones de la ley de Residuos Peligrosos, es preciso que ella sea susceptible de atravesar los límites de la provincia en la que tal situación se originó. Además de esto, y en la medida en que se puedan afectar varias jurisdicciones, es conveniente que la justicia federal asuma o continúe con la investigación


      Dr. Carlos Rodolfo Moreno - Juez de control de garantías de la Tercera circunscripción judicial de Belén s/ plantea inhibitoria en causa n° 4.045/04


      COMP.766, L.XLVII, 6 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Delitos contra la administración de Justicia


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de falso testimonio por personal de Gendarmería Nacional: delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación


      Debe investigar la justicia federal los delitos cometidos en las provincias que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación- art. 3, inc. 3° de la ley 48-


      K., Nemesio Alejandrino s/ testimonios extraídos de la causa 30259/b


      COMP.840, L.XLVII, 7 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Encubrimiento de delitos cometidos en la Capital Federal


      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Necesidad de descartar la participación del imputado en el delito presuntamente encubierto


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado. Esto es así ya que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto


      C., Carlos Alberto s/ Encubrimiento


      COMP.611, L.XLVII, 15 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento: necesidad de descartar la posible participación del imputado en el delito principal


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto


      B. R., Roque Ramón y otros s/ Encubrimiento


      COMP.585, L.XLVII, 15 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal


      Corresponde a la justicia federal de sección instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional. Para ello se requiere que surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito encubierto


      T., Jonathan s/ Robo agravado por el uso de arma de fuego en concurso real con portación ilegal de arma de fuego de uso civil


      COMP.1005, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito encubierto


      P., Rafael Ricardo s/ Hurto de automotor


      COMP.978, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Delitos contra la Administración Pública de la Nación


      Contienda negativa de competencia. Obtención de un beneficio previsional a través de la presentación de documentación presuntamente apócrifa ante la ANSES. Posible afectación al normal desenvolvimiento de ese organismo y al patrimonio de la Nación. Competencia federal


      Si de la denuncia y de los demás elementos de la causa, surje que el documento público presuntamente espurio fue presentado ante una delegación de la ANSES, mediante la cual se habría obtenido un beneficio previsional, siendo que dichaa conducta pudo afectar el normal desenvolvimiento de ese organismo y el patrimonio de la Nación, corresponde a la justicia federal de aquella jurisdicción entender en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación


      B., Valeria s/ denuncia


      COMP.197, L.XLVII, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Delitos contra la Fe Pública. Documentación de automotor y sus numeraciones (chasis, motor y patente)


      Contienda negativa de competencia. Infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal


      Corresponde declarar la competencia de la justicia federal en relación con la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, objeto de la declinatoria, habida cuenta de la coincidencia que se observa entre las numeraciones del vehículo y las consignadas en la documentación falsa


      P. G., Daniel y otro s/ Av. procedencia de automotores- falsificación de documentación- Extorsión


      COMP.380, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de automotor con pedido de secuestro. Estrecha vinculación entre la infracción al art. 289 del C. P. y la falsisficación de la cedula del automotor


      No puede desconocerse la estrecha vinculación que en el casó existe entre la infracción al art. 289 del C. P. y la falsedad de la cédula verde secuestrada, a cuya investigación se avocó la justicia de excepción atento la coincidencia que se observa entre las numeraciones individualizadoras del vehículo y las que constan en esa documentación a lo que debe añadirse, la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal


      Juzgado de Instrucción N° 2 General Roca s/ Investigación


      COMP.189, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Falsificación de documentos públicos


      Contienda negativa de competencia. Automotor con pedido de secuestro y tenencia de formulario 08 falsificado. Caracter nacional del documento


      Si bien no surge que el formulario 08 haya sido presentado ante ese organismo nacional, no puede pasarse por alto que él presenta una firma y un sello para autenticar la rúbrica del supuesto vendedor que aparenta pertenecer al encargado de su Registro, que por otro lado había fallecido con anterioridad a la fecha de la supuesta certificación


      F., Nestor Mario s/ Encubrimiento


      COMP.148, L.XLVII, 10 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa mediante la utilización de un instrumento público presuntamente apócrifo. Unidad de conducta. Concurso ideal. Posible afectación a la garantía de ne bis in idem en caso de juzgar por separado ambos delitos. Idoneidad del instrumento presuntamente apócrifo para inducir a error en la víctima


      Si la falsificación o el uso de instrumentos espurios habría sido el ardid que indujo a error al denunciante y motivó su acto de disposición patrimonial perjudicial, se trata de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que la adulteración de documentos concurre idealmente con la estafa posterior con los documentos adulterados, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Atento al carácter federal del certificado de importación, corresponde al fuero de excepción conocer del hecho único que involucra su falsificación y/o uso, pues juzgarlopor separado importaría violar la prohibición constitucional de la doble persecución penal. La calificación, sin perjuicio de la que en definitiva pueda adoptarse, encuentra suficiente sustento en las constancias de la causa, siendo que el documento aparenta haber sido expedido por un sistema electrónico, lo que es susceptible de provocar un error sobre su autenticidad a quien carece de experiencia en la materia


      G., Marcela Andrea y Bizzotto, Gustavo Alberto s/ Defraudación


      COMP.896, L.XLVI, 22de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de supresion de estado civil en concurso ideal con falsificación de documento público. Juzgamiento a cargo de un único tribunal, a efectos de no afectar la garantía de ne bis in idem. Competencia federal en razón del carácter nacional de los documentos presuntamente apócrifos


      Si el objeto procesal de la causa atañe a la filiación paterna falsa de un menor de edad, siendo que en estos casos concurren una pluralidad de actos que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- no susceptible de ser escindida, en la que el delito de supresión de estado civil concurre idealmente con la falsificación del acta de nacimiento y del documento destinado a acreditar la identidad de la persona, debe intervenir un solo juez, ya que el juzgamiento por separado de un único hecho -en razón de las distintas tipicidades- importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, de rango constitucional, y el juzgamiento debe realizarse en sede federal, habida cuenta del carácter nacional del documento


      T., M. F. s/ Inf. art. 139 inc. 2 del C.P


      COMP.227, L.XLVII, 3 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de formulario de transferencia de inscripción de dominio de automotores. Competencia federal en razón de afectar el normal desenvolvimiento del Registro de la Propiedad Automotor y el buen servicio de sus empleados


      Corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el registro nacional, porque con ello se obstruye el normal desenvolvimiento del citado organismo y el buen servicio de sus empleados. En ese sentido, en los casos en que el formulario con la firma apócrifa haya sido ingresado al registro de propiedad automotor y con ello se lograra perfeccionar la transmisión del dominio, corresponde conocer en la presente al juzgado federal de la jurisdicción en la que se produjo esa presentación


      Saracho, Sandra Fabiana s/ Defraudación


      COMP.991, L.XLVI,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Supresión del estado civil y falsificación de documento de identidad de un menor. Caracter federal del documento. Pluralidad de acciones y unidad de conducta. Prohibición de la doble persecución penal


      Tratándose de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que el delito de supresión de estado civil concurre idealmente con la falsificación del acta denacimiento y del documento destinado a acreditar la identidad de la persona, debe intervenir un solo magistrado, ya que el juzgamiento por separado de un único hecho -en razón de las distintas tipicidades- importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, de rango constitucional. Por ello, debe actuar la justicia federal, habida cuenta del carácter nacional de este último documento


      R., Manuel Angel s/ Inf. art. 139 inc. 2, 292 y 293 del C.P


      COMP.992, L.XLVI, 4 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Falsificación de moneda


      Contienda negativa de competencia. Delito de falsificación de moneda nacional. Competencia federal


      Toda vez que la falsificación de moneda nacional se encuentra dentro del ámbito de conocimiento asignado al fuero de excepción por el artículo 33, inciso 1°, apartado c), del Código Procesal Penal de la Nación, corresponde al juzgado federal continuar con la presente investigación


      F., Andres Javier s/ denuncia


      COMP.8, L.XLVII,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Delitos contra la libertad


      Contienda negativa de competencia. Delito de trata de personas. Competencia federal. Competencia territorial en función del lugar donde serían trasladadas las presuntas víctimas


      En los casos en que, teniendo en cuenta las constancias a la causa y de acuerdo al curso de la investigación, no se pueda descartar la presencia de algunos de los elementos típicos queinforman la ley 26. 364 y los arts. 125 y siguientes del C. P. , tal la captación, el traslado interjurisdiccional y la recepción con fines de explotación de las presuntas víctimas, todo en el marco de la posible situación de vulnerabilidad de las mismas, corresponde intervenir en la causa a la justicia federal con jurisdicción en la localidad donde se encontraría el lugar al que arribarían aquéllas


      Escuadrón Nueve de Gendarmería Nacional Oberá Misiones s/ Solicitud de intervención


      COMP.978, L.XLVI,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Trata de Personas. Importancia de asegurar la eficacia de la norma. Extremos inherentes al delito . Obligatoriedad de investigar la posible infracción a la ley 26. 364 por parte de la justicia federal ante la concurrencia de dichos extremos


      Mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión del delito de trata de personas resulta de fundamental importancia para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime. Por ello, ante la existencia de alguno de los extremos inherentes al delito de trata, la justicia federal no puede declinar su competencia ni rechazar la que se le pretenda atribuir, sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si se halla configurado o no dicho ilícito


      A., G. L. s/ Denuncia


      COMP.1016, L.XLVI, 13 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Trata de personas. Importancia de asegurar la eficacia de la norma. Extremos inherentes al delito. Obligación de investigar la posibleinfracción a la ley 26. 364 por parte de la justicia federal ante la concurrencia de dichos extremos. Testimonio de la presunta víctima


      Dada la presunta configuración del delito de trata de personas y en atención al incipiente estado de la investigación de la que no puede descartarse ab initio determinadas modalidades de comisión, tales como captación, transporte o traslado dentro del país mediante engaño, fraude, violencia, amenaza o cualquier otro medio de intimidación o coerción, abuso de autoridad o de una situación de vulnerabilidad de las mujeres que habrían ejercido la prostitución corresponde a la justicia de excepción continuar interviniendo en la investigación por presunta infracción a la ley 26. 364. La expresión y/o auto-evaluación de la víctima respecto de la situación que atraviesa en el lugar sindicado como de explotación no puede confundirse ni asimilarse a un análisis sobre su supuesto consentimiento para ser explotada. Lo único relevante a tal fin es el análisis jurídico como valoración jurídica y fáctica-normativa de su situación que, como tal, no puede cargársele al testigo de un proceso (y tanto menos a un testigo-víctima desinformado y estructuralmente vulnerable). Antes bien, ese análisis corresponde de un modo indelegable a los actores del proceso penal fiscal y juez, teniendo en cuenta no sólo los dichos vertidos en una declaración testimonial (tomada con los recaudos legalmente previstos para una posible víctima del delito de trata de personas), sino también, y casi más, valorando las restantes circunstancias que el caso presenta, máxime cuando la persona entrevistada se encuentra aún en el lugar de explotación


      Fiscal s/ Denuncia


      COMP.901, L.XLVI, 13 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Secuestro extorsivo


      Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Posible afectación a la seguridad del Estado Nacional. Aplicación de la doctrina surgida a partir del precedente "Ramaro"


      Si tanto en el dictamen fiscal de pedido de procesamiento, como en el auto que decreta esta medida, se hace mención a las fuerzas policiales, esta particularidad permite suponer que los hechos en análisis pudieron afectar directa o indirectamente la seguridad del Estado Nacional, lo que haría aconsejable, por el momento, que sea el juez federal el que continúe con la investigación de la causa, de acuerdo con la regla de competencia federal en materia de secuestro extorsivo y teniendo en cuenta la interpretación que de ella hace la Corte a partir del precedente "Ramaro"


      E. Miriam R. s/ Denuncia


      COMP.328, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Análisis de la modalidad del hecho para ponderar evaluar la posible existencia de una organización destinada a realizar secuestros extorsivos. Afectación a la seguridad pública. Remisión del expediente a otra jurisdicción: posible afectación a los principios de economía procesal y mejor administración de justicia


      Si en el caso no se puede descartar que los imputados conformaran una estructura destinada a cometer secuestros extorsivos, con cierto grado de organización y potencialidad delictiva, y el consiguiente riesgo para la seguridad pública, corresponde que la justicia federal continúe con el trámite de las actuaciones. Máxime cuando de los antecedentes causídicos no sólo surge la pluralidad de intervinientes y los roles que habríanadoptado cada uno, sino también la utilización de por lo menos tres vehículos por varias jurisdicciones, los lugares y la modalidad usados para mantener a la víctima privada de su libertad; las incesantes llamadas telefónicas y radiales que se sucedieron antes, durante y con posterioridad a los hechos, y el conocimiento que los captores tenían de los movimientos de una de las víctimas, la empresa de su padre y la flota de camiones que posee la familia, lo que sólo podía ser fruto de alguna inteligencia previa. A lo expuesto, se suma que dos de los imputados enfrentarán pronto un juicio oral, por lo que la remisión de la causa a jurisdicción provincial obraría en desmedro de la "economía procesal y de una más expedita y mejor administración de justicia", principios que cobran especial relevancia por la prisión preventiva que guardan los encausados


      M., Ezequiel Luciano y otro s/ Art. 170 inc. 6°m 166 inc. 2° y art. 167 inc. 2° del Código Penal


      COMP.325, L.XLVII,4 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Delitos contra la seguridad pública. Acopio de municiones de Arma de guerra


      Contienda negativa de competencia. Delito de acopio de armas. Competencia federal en razón de la materia. Investigación en la misma sede de posibles delitos conexos, en función de razones de mejor administracion de justicia


      Si por la cantidad y características de las armas y municiones secuestradas, la hipótesis delictiva a considerar es, en principio, la prevista en el artículo 189 bis, inciso 3°, del Código Penal, en función de lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación -conforme ley 25. 886-, corresponde a la justicia federal el conocimiento de la causa enque se investiga el delito de acopio de armas y municiones de guerra. Ello no es óbice para que también profundice la investigación respecto la presunta provisión ilegal de armas, atento la estrecha vinculación que presentarían ambas infracciones, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal


      C., Bruno Julio s/ Denuncia


      COMP.958, L.XLVI, 17de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de armas con pedido de secuestro. Competencia de la justicia federal. Necesidad de resolver la situación procesal de la imputada


      Atento la estrecha vinculación que se presenta entre la figura prevista en el artículo 189 bis, inciso 5°, última parte del Código Penal, de jurisdicción federal, y la incautación de las armas motivo de esta contienda, corresponde asignar el conocimiento de la causa al fuero de excepción, mas allá de la calificación que en definitiva corresponda adoptar en relación a este último hecho


      R., Ana Beatriz s/ Tenencia ilegítima de arma de fuego


      COMP.122, L.XLVII, 24 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Tenencia de armas de guerra


      Contienda negativa de competencia. Supresión de numeración y tenencia ilegítima de arma. Delitos relacionados con un mismo objeto. Conveniencia en la unificación de la investigación


      Dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre la supresión de la numeración de un arma y la tenencia ilegítima delarma de guerra, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal


      F., Sergio Jose s/ Pta Inf. art. 189 bis del C.P


      COMP.999, L.XLVI, 22de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Delitos en perjuicio de las elecciones nacionales


      Contienda negativa de competencia. Presentación de documentación presuntamente apócrifa en el marco de elecciones partidarias internas. Elección de autoridades en el orden nacional


      Lo relativo al funcionamiento de los partidos políticos para la elección de autoridades en el orden nacional, más allá de que se trate de actos referidos a las elecciones partidarias internas, se encuentra sometido al régimen de la ley orgánica 23. 298 y, consecuentemente, a la jurisdicción federal


      S., José Luis s/ Interpone recurso en forma directa


      COMP.579, L.XLVII,18 de octubre de 2011


      Ver Dictamen


      Delitos en perjuicio de los bienes y rentas de la Nación y sus entidades autárquicas


      Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de documento e intento de fraude al ANSES. Unidad de conducta: concurso ideal. Delito no consumado. Competencia federal en función de aptitud de la conducta para afectar el normal desenvolvimiento del organismo y lesionar el patrimonio de la Nación


      En los casos en que la presunta falsificación de un documento público y el posible intento de fraude a la ANSES cometido mediante su utilización, constituyan una única conducta insusceptible de ser escindida, concurriendo ambos delitos en forma ideal, sin perjuicio de que tal accionar no se hubiese consumado, si el mismo era susceptible de lesionar el patrimonio de la Nación y, además, habría afectado el normal desenvolvimiento del organismo, corresponde a la justicia federal con jurisdicción en la localidad donde se habrían llevado a cabo los actos con relevancia típica, conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación


      Oscar Manuel M. s/ Falsificación de documentos


      COMP.109, L.XLVII, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta usurpación de tierras pertenecientes al Ferrocarril General Belgrano. Tierras pertenecientes al Estado Nacional. Posible afectación al patrimonio de la Nación. Competencia de la justicia federal


      Puesto que se analiza la usurpación de tierras fiscales propiedad del Estado Nacional,corresponde al fuero de excepción entender en los hechos susceptibles de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación y afectar el buen funcionamiento de sus instituciones


      L., Juan Carlos s/ Denuncia


      COMP.160, L.XLVII,31 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Defraudación al ANSES cometida mediante la utilización de un documento públicofalsificado. Concurso ideal. Posible afectación del funcionamiento del organismo. Competencia territorial


      Cuando la presunta falsificación del documento público y la posible defraudación a la ANSES que se habría cometido mediante su utilización, constituyan una única conducta insusceptible de ser escindida, la que habría afectado el normal desenvolvimiento de ese organismo y el patrimonio de la Nación, corresponde atribuir la competencia al juzgado federal con jurisdicción en el lugar donde se utilizó la partida ideológicamente falsa


      B., Valeria Carolina s/ denuncia


      COMP.403, L.XLVII, 21 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de usurpación en perjuicio del Estado Nacional


      En el caso de la ocupación de terrenos de propiedad del Estado Nacional, siendo éste el perjudicado y no quien ejerce un mero uso de los mismos, corresponde entender a la justicia federal


      F., Carlos Neri s/ denuncia


      COMP.887, L.XLVII, 15 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta usurpación de terrenos pertenecientes al Estado nacional


      Si las tierras ilegalmente ocupadas son propiedad del Estado nacional, corresponde a la justicia federal investigar la posible afectación al patrimonio de la Nación y el buen funcionamiento de sus instituciones


      S., Leandro Nicolás s/ Denuncia


      COMP.670, L.XLVII,29 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Procedimiento de declaración. Forma de determinación de la competencia por la materia


      Contienda negativa de competencia. Imputación de amenazas coactivas. Acumulación de causas ante la justicia nacional. Identidad de sujetos procesales. Declinación de competencia por inexistencia de delito. Posible hostigamiento. Necesidad de extraer testimonios y envío a la justicia local


      Una vez que el juez declinante dispuso acumular las causas y, acto continuo, realizó un juicio cierto acerca de los hechos objeto del proceso en el sentido de que considerados como un todo no constituían delito sino una contravención, debió haber procedido al archivo de las actuaciones, pues ésa es la solución prevista por el artículo 195, segundo párrafo, del Código Procesal Penal, para los supuestos de inexistencia de delito, pero no iniciar una cuestión de competencia, prevista para resolver conflictos sobre el juzgamiento de hechos de naturaleza delictiva. Ello sin perjuicio de la remisión de testimonios a la justicia en lo Contravencional y de Faltas, con respecto a la materia exclusivamente reservada a la jurisdicción local


      A., Pablo Gabriel s/ Coacción


      COMP.840, L.XLVI, 2de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Procedimiento de declaración. Forma de determinación de la competencia por la materia. escala penal


      Contienda negativa de competencia. Interrupción del tránsito. Comisión de presunta contravención. Ausencia de delito. Deber de continuar la investigación por ante la justicia local


      Toda vez que la justicia federal al tomar intervención formuló un juicio cierto acerca de la inexistencia de delito, debió haber procedido al archivo de las actuaciones, pues ésa es la solución prevista por el artículo 195, segundo párrafo, del Código Procesal Penal, para ese supuesto, sin perjuicio de la prosecución de la acción contravencional ante las autoridades locales


      T., Carlos Antonio y otros s/ Obstrucción de la vía pública


      COMP.165, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Tramite de las cuestiones de competencia


      Contienda de competencia. Incidente que carece de las piezas necesarias para que la Corte resuelva el conficto


      Si el incidente no se encuentra integrado con las pIezas necesarias para que la Corte pueda resolver en los términos del articulo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, corresponde devolver la causa al triobunal de orígen, a sus efectos


      F., Andrés Bernardo s/ Infr. Art. 149 bis del C.P


      COMP.397, L.XLVII,6 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Cuestiones probatorias


      Contienda negativa de competencia. Consideración de los dichos de la denunciante a los fines de establecer la competencia territorial


      Si de los dichos de la denunciante se desprende que el abuso sexual presuntamente cometido por el imputado, habría ocurrido entre las estaciones de Haedo y Ramos Mejía, ámbito territorial en el que, además, se domicilian la víctima y el imputado,corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para conocer en la causa


      G., A. J. s/ abuso deshonesto - mod. ley 25.087


      COMP.340, L.XLVII,15 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Consideración de los dichos del denunciante para resolver la contienda


      Si de los dichos del denunciante se desprende que el hijo desplazado habría sido retirado por su padre de la casa donde vivía con su madre, la competencia debe resolverse en favor de ese domicilio


      B., Jonathan Roberto s/ inf. ley 24.270


      COMP.373, L.XLVII,15 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Nueva contienda en que versa sobre hechos ya resueltos en una contienda anterior. Insuficiencia de las probanzas para sostener la hipotesis de la juez declinante


      Si se plantea una nueva contienda negativa de competencia, posterior a una ya resuelta por la Corte, la que comprendió el hecho que se encuentra en controversia, y sin que se hayan incorporado nuevos elementos de juicio que permitan sostener, con el grado de certeza exigido, la hipótesis fáctica sobre la que la señora juez sustenta la nueva declinatoria parcial, corresponde al juzgado a su cargo seguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior


      G., Carlos Ignacio y otros s/ Inf. art. 189 bis, 292 y 296 C.P


      COMP.956, L.XLVI, 17 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Declaración de incompetencia. Requisitos


      Contienda de competencia. Requisitos: individualización de los hechos y calificación legal


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


      L., Carlos Fernando s/ Denuncia


      COMP.369, L.XLVII, 20 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Descripción del hecho y calificación


      Contienda negativa de competencia. Depósito de dinero en fondo de administración de inversiones. Falta de pago de las cuotas correspondientes. Necesaria profundización de las investigaciones


      Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


      G. V. V., Sebastian Martin y otros s/ Estafa


      COMP.25, L.XLVII, 5 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Desbaratamiento de derechos acordados. Venta sucesiva de inmueble en perjuicio de primer adquirente. Necesidad de profundizar la investigación y delimitar los hechos investigados


      La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos


      B., Beltran Domingo s/ Defraudación por desbaratamiento de los derechos acordados


      COMP.788, L.XLVI,23 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Elementos indispensables para la correcta traba. Necesidad de profundizar la investigación, respecto de los hechos y su calificación jurídica


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


      M., Chistian s/ Lesiones leves


      COMP.1054, L.XLVI, 10 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos presuntamente delictivos. Elementos indispensables. Necesidad de profundizar la investigación


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


      Simio, Vicente s/ Defraudación por retención indebida


      COMP.966, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a efectos de determinar la calificación legal de los hechos. Competencia del tribunal que previno


      Cabe señalar que, a efectos de determinar la competencia, resulta necesario precisar los hechos y el encuadre de éstos en una figura penal determinada, regla que resulta imprescindible si el caso podría circunscribirse solamente a un incumplimiento contractual susceptible de un reclamo en el fuero civil. Por otra parte, el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, cuando, más allá de contar con la copia del contrato de adhesión convenido entre las partes, que fuera suscripto en la Capital Federal, no existe ningún otro elemento y/o documento que permita determinar las circunstancias de modo y lugar con suficiente precisión como para aseverar que se trata de un hecho con relevancia típica, y menos aún el tribunal al quecorrespondería investigarlo. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde al juez que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite


      B., Marcelo s/ Defraudación


      COMP.1048, L.XLVI,21 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia ilegal de armas. Necesidad de profundizar la investigación


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


      G., Juan Carlos s/ Falsificación de documentos públicos


      COMP.26, L.XLVII, 17 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente


      Si el incidente carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza requerida los pormenores y el alcance de los hechos investigados y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58


      O., Pedro Luis s/ Estafa


      COMP.681, L.XLVII, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Necesidad de individualizar los hechos y de contar con las calificaciones jurídicas que puedan serle atribuidas


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


      E., Miguel Ángel s/ Denuncia


      COMP.941, L.XLVII,28 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Investigación suficiente


      Contienda de competencia. Delito de defraudación por retención indebida. Investigación insuficiente a los fines de la descripción de los hechos y su calificación legal


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de un conflicto de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ese requisito no se encuentra cumplido si de los escasos elementos incorporados a la causa no resulta posible determinar si el hecho tiene entidad delictiva, ni su calificación legal. Así sucede si el legajo sólo dacuenta del relato del denunciante que refiere que el título por el cual la acusada presuntamente tiene el rodado y se encuentra obligado a restituirlo fue constituido por un comodato del que no obra constancia alguna en el expediente, lo que aconsejaría, cuando menos, otorgar a la imputada la posibilidad de ser escuchada, a los fines de individualizar con mayor exactitud los hechos y circunstancias relevantes. En consecuencia, corresponde al juzgado que previno continuar investigando en la causa a fin de darle precisión a la notitia criminis


      M. de T., Amanda Lucía s/ Defraudación por retención indebida


      COMP.1069, L.XLVI, 17de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Adquisición de líneas telefónicas con documentación presuntamente adulterada. Insuficiencia de la investigación a efectos de determinar el lugar de comisión del hecho


      Habida cuenta que no surge de modo fehaciente el lugar en el que se habría presentado la documentación presuntamente adulterada para adquirir las líneas telefónicas a nombre de la denunciante, corresponde al juez nacional, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite


      F., Valeria Eugenia s/ Denuncia


      COMP.1007, L.XLVI, 8de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa perpetrada con cheque extraviado. Investigación insuficiente a los fines deestablecer el lugar de entrega del cheque. Competencia del juzgado que previno


      Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar el lugar donde el cheque fue entregado, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria


      V., Marcelo Fabián s/ denuncia


      COMP.146, L.XLVII, 1 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de extorsión. Investigación insuficiente: competencia del juzgado que previno


      Si en el caso no se realizaron diligencias mínimas destinadas a establecer el lugar desde el que se habría realizado la llamada extorsiva (elemento imprescindible pata dilucidar la competencia federal, si se denunció que la llamada podría haberse producido desde la cárcel), y que solo se cuenta en el legajo con los dichos del hijo de la víctima y con documentación según la cual los presuntos titulares de los teléfonos celulares en los que se habrían cargado las tarjetas residirían en distintas jurisdicciones bonaerenses, cabe concluir que corresponde al juez que recibió la notitia criminis asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de corroborar la denuncia y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite


      S., Gustavo Eduardo s/ denuncia


      COMP.287, L.XLVII, 13 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Denuncia de corrupción e infracción a la ley 23. 737. Denuncia efectuada en base a artículos periodísticos extraidos de internet. Inexactitud de la denuncia. Necesidad de profundizar la investigación


      No aprecio que se haya constatado en autos la verosimilitud de su denuncia y, consecuentemente, el alcance de sus términos y la concreta significación jurídica que podría caberles. Ello, impide discernir la competencia sobre aquella única base, máxime si se tiene en cuenta que además de la imprecisión de los dichos del denunciante


      A., Ricardo Raul s/ Denuncia


      COMP.60, L.XLVII,27 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Denuncia por infracción a la ley 23. 737. Insuficiencia de la investigación. Necesidad de profundizar la misma. Deber de cumplir con la reserva de identidad del denunciante


      No surge de las actuaciones una investigación suficiente que permita descartar la posible existencia de los hechos ilícitos que motivaron la competencia del juez nacional. Sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


      V., Nora Susana s/ Denuncia


      COMP.961, L.XLVI, 10de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Fracaso de diligencia de secuestro en el marco de un juicio ejecutivo. Investigación insuficiente. Necesidad de profundizar la investigación


      La cuestión aún carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse los pormenores de los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida, de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58


      M., Osvaldo Ruben y otros s/ Defraudación


      COMP.30, L.XLVII, 30 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de cuerpo sin vida en la puerta de hospital bonaerense. Previa participación presunta del sujeto en robo ocurrido en la Ciudad de Buenos Aires. Elementos insuficientes. Necesidad de profundizar la investigación


      La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe pre'ceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, para formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión y, finalmente, discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. En tales condiciones, corresponde que la justicia nacional, a cuyo cargo se encuentra el hecho ocurrido en esta ciudad, profundice su investigación teniendo en cuenta los elementos recabados con motivo del hallazgo del cuerpo sin vida hallado en la vereda del hospital vecinal de la localidad de La Matanza


      V., Velezmoro y otros s/ Robo con armas


      COMP.983, L.XLVI, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Insuficiencia de la investigación realizada por el juez que recibió la notitia criminis


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de las declaraciones de incompetencia , que las mismas contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Cabe poner de resalto que, si las escasas constancias agregadas a la causa no alcanzan para delimitar cuales son los sucesos objeto de investigación, ni tampoco consta una descripción precisa de ellos, más allá de la calificación legal ensayada, corresponde a la justicia nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja


      M., Mateo s/ Denuncia


      COMP.853, L.XLVI, 1de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la calificación legal de los hechos. Competencia del juzgado que previno


      La causa carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados, y subsumirlos "prima facie" en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, si a partir de los actuado no resulta posible determinar con el grado de acierto que esta etapa exige la calificación legal de los sucesos denunciados. En talescondiciones, corresponde al juzgado que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesariospara darle precisión, y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja


      G. R., Matias Pablo s/ Infr. Art(s). 128 1° párr. delitos atinentes a la pornorafía (producir, publicar imagnes con menores de 18) C.P


      COMP.934, L.XLVI,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la descripción de los hechos y de la calificación legal. Competencia del juzgado que previno


      Lo dispuesto en el artículo 49 del Código Procesal Penal de la Nación, en cuanto establece que las cuestiones de competencia deben tramitar por vía incidental, tiende a evitar la paralización de la pesquisa. El conflicto carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza requerida los pormenores de los hechos investigados y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, cuando las escasas constancias agregadas a la causa, no permiten afirmar con el grado de acierto requerido la imputación. Bajo tales condiciones, y si en la causa no obra agregada ninguna constancia que permita vislumbrar la forma en que el rodado incautado habría llegado a manos de la persona en cuyo poder fue hallado, ni otro pormenor que permita vincular, efeetivamente, al imputado y a un eventual tercero con aquél automóvil secuestrado, esto impide la adecuada resolución del conflicto. En consecuencia, corresponde al juzgado que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo quede ello surja


      D. P., Jorge Walter s/ Falsificación de documentos públicos


      COMP.897, L.XLVI, 28 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de resolver la contienda


      Si en el caso no se han realizado las diligencias mínimas destinadas a determinar el lugar desde el que fueron enviados los mensajes de texto amenazantes, los datos del titular de la línea y la empresa a la que pertenece, corresponde al juez que recibió la notitia criminis, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de corroborar la denuncia y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite


      B., Diego Martín s/ denuncia


      COMP.379, L.XLVII, 16 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente de los hechos. Competencia del juez que previno


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no concurren los elementos señalados, si sólo se cuenta con las manifestaciones del denunciante y las mismas, por su falta de precisión, no alcanzan para establecer con el grado de certeza necesaria la calificación legal del hecho, ni el lugar de su comisión,por lo que corresponde al juzgado nacional, que previno, continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior


      S., Guillermo Roberto s/ Estafa


      COMP.933, L.XLVI, 18de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente de los hechos. Competencia del juez que previno


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos si en la causa no se ha practicado diligencia alguna que permita constatar el verdadero alcance de los hechos denunciados. Por ello, esas deficiencias deben ser suplidas por el juez que primero conoció de la notitia criminis y que declinó su competencia sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión, siendo el mismo quien debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior


      C., Carlos Manuel s/ Denuncia


      COMP.880, L.XLVI, 18de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente para la correcta traba de la contienda. Ausencia de pericia técnica que corrobore la falisifación denunciada


      Si no se advierte que en el caso se haya realizado la medida probatoria de carácter técnico imprescindible para corroborar la falsificación denunciada, cabe concluir que la cuestión de competencia no se encuentra precedida de la investigación necesaria para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, incciso 7°, del decreto ley 1285/58


      T., Alfredo s/ Presunta inf. art. 292 y 296 del C.P


      COMP.58, L.XLVII, 15 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente


      En aquellos casos en que no se hayan comprobado los supuestos de aplicación de la ley 24. 051, corresponde al magistrado preventor continuar con el trámite de las actuaciones, a fin de conferir precisión a la denuncia, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior


      R., Héctor s/ denuncia


      COMP.1066, L.XLVI,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Necesidad de profundizar las investigaciones. Instrucción de la causa insuficiente


      Cabe consignar que, tal como se desprende de las constancias del incidente, el juez nacional sólo se limitó al análisis de las actuaciones que se encontraban archivadas desde el año 2006 sin que surja que haya efectuado ninguna medida a partir de los elementos recabados con motivo del hallazgo del arma, lo que nosólo contribuiría a resolver adecuadamente acera de la posible participación del imputado en el robo, sino también, y en su caso, a lograr el descubrimiento de los autores de ese delito


      V., Lionel Andres y otros s/ Robo agravado por el uso de arma de fuego


      COMP.830, L.XLVI, 7 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible comisión de amenazas coactivas u hostigamiento. Necesidad de profundizar la investigación


      Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente, impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso los que no pueden ser apreciados "in extenso" a efectos de discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos


      G., Daniel Alejandro s/ Infracción art. 52 CC


      COMP.252, L.XLVII, 10 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible infracción a la ley 24. 051. Investigación insuficiente a efectos de corroborar las sustancias que estarían siendo vertidas. Competencia del juzgado que previno


      Toda vez que solo se cuenta en el legajo con la denuncia, sin que fuera realizada alguna diligencia probatoria destinada a corroborar qué sustancia está siendo vertida en la zona afectada y a descartar la posible configuración de los supuestos previstos en los arts. 1 y 2 de la ley de Residuos Peligrosos (24. 051), corresponde a la justicia federal, que previno, continuar con el conocimiento de la causa e incorporar los elementos de juicionecesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior


      M., Adriana Josefa Cipriana s/ Denuncia


      COMP.164, L.XLVII, 31 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de hostigamiento e infracción al art. 153 bis del C. P. . Elementos indispensables. Necesidad de profundizar la investigación


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunClarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


      C., Horacio Rendano s/ Denuncia


      COMP.306, L.XLVII,14 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley de marcas. Investigación insuficiente a los fines de la determinación de los hechos. Imposibilidad de asignar competencia federal por el hecho de que la empresa sea de orígen extranjero


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si en el caso no se ha realizado ninguna pericia sobre los alimentos secuestrados, que permita determinar la originalidad o no de los productos y de sus marcas, como así tampoco se realizó ningunadiligencia tendiente a acreditar si se trata de una marca registrada ante el Instituto Nacional de Propiedad Industrial. Máxime si em el caso solo se cuenta con las actas donde consta el secuestro de la mercadería con la denominación de la marca, presuntamente falsificada en su fecha de vencimiento, y esto no alcanza para dar una razonable certidumbre sobre si existiría una presunta infracción a la ley de marcas que deba ser juzgado por la justicia federal. El origen extranjero de la empresa en cuestión no es una circunstancia que surta de por sí la competencia de excepción, por lo que cabe concluir que es el juzgado que previno el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior


      Molinos y Establecimientos Harineros Bruning S.A. s/ inf. ley 22.362


      COMP.182, L.XLVII,29 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Requisitos para la declaración de incompetencia. Investigación suficiente


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues para determinar la competencia resulta necesario precisar los hechos y el encuadre de éstos en una figura penal determinada. Si los escuetos dichos del denunciante y la orfandad de otros elementos de juicio impiden determinar, mínimamente, cuáles serían los hechos concretamente denunciados, y la denuncia no alcanza para discernir si estamos frente a un delito contra las personas, contra la libertad o eventualmente contra la propiedad, es el juzgado que previno, el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin deconferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite


      G., Elena s/ Av. de ilícito


      COMP.979, L.XLVI,9 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de automotor sustraido en extraña jurisdicción. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación y definir la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción


      Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. En ese sentido, si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones


      M. Lisa y otro s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


      COMP.7, L.XLVII, 5 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Supuestas irregularidades en el marco de convenios celebrados por la UniversidadTecnológica Nacional con empresas privadas para servicios a instituciones nacionales. Investigación insuficiente


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que V. E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58. Por ello, corresponde al juez federal, que previno, seguir conociendo en estas actuaciones e incorporar al proceso los elementos de prueba necesarios para dar precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite


      M., Juan Ricardo s/ Denuncia


      COMP.161, L.XLVII, 20 de abril de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Venta de automotor. Trámite de sucesión pendiente de inscripción. Posible defraudación. Necesidad de profundizar la investigación


      Si el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura penal, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285. Sólo a partir de la profundización de la pesquisa, podrá resolverse, en caso de existir delito, sobre el lugar de su comisión y respecto del Juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


      P., Silvia Mariel s/ Estafa


      COMP.114, L.XLVII,20 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de comeptencia. Investigación insuficiente a efectos de que la Corte resuelva la contienda


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una contienda de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relaeión a un delito eoncreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En ausencia de dichos requisitos, cabe concluir que el caso no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58


      M., Gustavo Fabián s/ Denuncia


      COMP.371, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de comeptencia. Investigación insuficiente a efectos de que la Corte resuelva la contienda


      Si las constancias de la causa no permiten discernir el lugar de comisión del hecho, y el tribunal a quien compete investigarlo y juzgarlo, cabe concluir que la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58


      M., Humberto Gerardo y otro s/ Robo con armas


      COMP.269, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Constancias insuficientes para resolver el conflicto


      En caso de que, teniendo en cuenta las constancias incorporadas en el legajo, no es posible determinar el tribunalcompetente para investigar los hechos, corresponde que el juzgado que previno continué con la investigación hasta tanto se verifiquen las circunstancias que permitan resolver la cuestión de competencia


      G., María Marta s/ Averiguación de causales de muerte (víctima - Garramuño, María Marta)


      COMP.477, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Declinatoria prematura


      Resulta prematura la declaración de incompetencia, que no ha dispuesto ninguna medida concreta para dilucidar las diversas conductas con posible relevancia penal que surgieron durante el desarrollo de la investigación, ni, por consiguiente, se ha pronunciado acerca de la relación que podrían tener con la que fue objeto ele la declinatoria


      M., Ramón s/ Av. de ilícito


      COMP.72, L.XLIV, 14 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos producidos en un lugar reservado al Estado Nacional. Falta de afectación a intereses federales. Posible infracción a la ley de residuos peligrosos. Investigación insuficiente


      No basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia de excepción, ya que para que ello ocurra es precIso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Máxime si tampoco surge que el hechohubiese entorpecido o impedido el normal funcionamiento del servicio detransporte. Por otra parte, si en el caso pudiera caber alguna infracción a la ley de residuos peligros, pero aún no se ha determinado fehacientemente cuál es la sustancia presuntamente prohibida o tóxica que se usó para fumigar y, en su caso, si puede ser considerada como un desecho en los términos definidos por la normativa citada, con las características requeridas para afectar intereses federales, tales condiciones de falta de investigación ameritan que el juzgado que previno continúe con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte del ulterior trámite


      C., Maria Florencia s/ denuncia


      COMP.429, L.XLVII,30 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a efectos de que la Corte resuelva la contienda


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca dcl lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ante la ausencia de tales requisitos, cabe concluir que el caso no se hallaría precedidode la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artíeulo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58


      División Delitos en Tecnología y Análisis Criminal de la P.F.A. s/ Denuncia


      COMP.393, L.XLVII, 18 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a efectos de que la Corte resuelva la contienda


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuirlas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


      M., Norberto s/ Inf. Arts. 277 y 289 C.P


      COMP.80, L.XLVII,24 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a efectos de que la Corte resuelva la contienda


      Si el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos -prima facie- en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58


      A., Heraldo s/ Denuncia


      COMP.450, L.XLVII, 7 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a efectos de que la Corte resuelva la contienda


      Si el expediente carece de los elementos necesarios para conocer con certeza los pormenores y el alcance de los hechos investigados y subsumirlos "prima facie", en alguna figuradeterminada, cabe concluir que la Corte se encuentra, impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58


      G., Lidia Tereza s/ Su muerte por causa dudosa


      COMP.293, L.XLVII,26 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a efectos de que la Corte resuelva la contienda


      Si en el caso no se han realizado las diligencias tendientes a recabar los elementos de juicio que permitan, cuanto menos, corroborar mínimamente la versión del denunciante y determinar la existencia o no de un hecho con relevancia típica, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el articulo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58


      H., Osvaldo Ramón s/ Denuncia


      COMP.405, L.XLVII,26 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a efectos que la Corte resuelva la contienda


      Siendo que para determinar la competencia resulta necesario precisar los hechos y el encuadre de éstos en una figura penal determinada, si las escasas constancias agregadas al incidente no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, deldecreto ley 1285/58. En consecuencia, es el juzgado que previno, el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite


      V., Domingo Alcides s/ Denuncia


      COMP.1078, L.XLVI, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de que la Corte resuleva la contienda


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En ausencia de tales requisitos, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigacíón suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58


      B., Néstor Arnoldo s/ Robo


      COMP.374, L.XLVII,24 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente para la Corte resuelva la contienda


      Si el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultadesque le confiere el artículo 24, inciso 7°. del decreto ley 1285/58, corresponde que el juzgado que previno, incorpore al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite


      A., Juan Manuel s/ infracción ley 22.362 (art. 31 inc. b)


      COMP.844, L.XLVII,24 de noviembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente para que la Corte resuelva el conflicto


      Si las circunstancias del caso impiden discernir el lugar de su comisión y el tribunal a quien compete investigarlo y juzgarlo, cabe concluir que la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58


      M., Humberto Gerardo y otro s/ Robo con armas


      COMP.296, L.XLVII,22 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente para que la Corte resuelva el conflicto


      Si los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer, con la certeza necesaria, los hechos que motivaron la causa, ni su presunta calificación legal, cabe concluir que no es posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58


      C., Hugo Nicolás s/ Coacción


      COMP.806, L.XLVII, 18 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente para que la Corte resuelva la contienda


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ante la ausencia de tales requisitos, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58


      M., Félix Adrián s/ Delito de acción pública


      COMP.357, L.XLVII,24 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente


      En caso de que sólo a partir de la profundización de la pesquisa resulte posible establecer con real precisión la entidad de los hechos de que se trata y, discernir así, la competencia del tribunal que deba ínvestigarlos, corresponde que juez que previno continúe conociendo en la causa


      Maidana- N.N. masculino- s/ Inf.Ley 25.761


      COMP.839, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente


      Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente, que permita reconstruir los aspectoselementales del caso para poder encuadrarlos en una o más figuras determinadas y establecer, en su caso, el tipo de relación que existe entre ellas, corresponde al juez que previno incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las caIificaciones que se les puede atribuir, y resolver con arreglo a lo que de ello surja


      L., C. L. s/ Denuncia


      COMP.583, L.XLVII,15 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente


      Un correcto planteo de competencia debe estar precedido de la investigación necesaria que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y encuadrarlos, prima facie, en alguna figura determinada, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo. Ante la ausencia de tales requisitos, corresponde que el juez que previno asuma su jurisdicción, a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite


      S., Rubén s/ denuncia


      COMP.1042, L.XLVII, 19 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente


      Si en el caso no se han incorporado elementos de juicio, que permitan al menos individualizar la existencia de hechos con relevancia típica, cabe concluir que el planteo de la contienda no se encuentra precedido de una investigación suficiente


      P., Alejandro Alberto s/ Excepción de falta de acción


      COMP.557, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insufuciente a los fines de que la Corte resuelva la contienda


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ante la ausencia de tales requisitos, el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejereer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58


      C., Néstor Alfredo s/ Denuncia


      COMP.286, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Efectos sustraídos del interior de una vivienda. Posible encubrimiento. Necesidad de definir la situación jurídica del imputado respecto del desapoderamiento


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción


      G., Ezequiel Eduardo y otro s/ Robo


      COMP.537, L.XLVI,12 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Elementos insuficientes. Entrega de cheque denunciado. Posible comisión de estafa o infracción al art. 302 del Código Penal. Necesidad de profundizar la investigación


      Con los escasos elementos incorporados al legajo no resulta posible, de momento, descartar que el hecho constituya una maniobra de estafa -en cuyo caso resulta competente el juez del lugar donde se efectuó la entrega del documento- o que se trate de una infracción al arto 302 del Código Penal -supuesto en que correspondería atribuir competencia al juez del lugar del banco girado


      M., Fernando Sergio s/ Denuncia


      COMP.367, L.XLVII, 5 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor con pedido de secuestro y con faltante de partes. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de definir la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción


      Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de las distintas sustracciones


      K., Luis Oscar s/ Encubrimiento


      COMP.455, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor con pedido de secuestro. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de definir la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción


      S., Mariano Gabriel s/ Encubrimiento


      COMP.217, L.XLVII,15 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor con pedido de secuestro. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de definir la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. Juez que previno


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. En este sentido, si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones


      A., Juan Marcelo s/ Falsificación, adulteración o supresión de la numeración registral


      COMP.478, L.XLVII,16 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de motovehículo con pedido de secuestro. Elementos insuficientes. Necesidad de profundizar la investigación. Juez que previno


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción


      V., José s/ Secuestro y encubrimiento


      COMP.187, L.XLVII, 1 de julio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de rodado con pedido de secuestro. Necesidad de profundizar la investigación


      No resulta posible que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues a partir de los elementos que obran incorporados en las actuaciones remitidas a esta sede, no cabe presumir que se encuentre precedido de una investigación suficiente que alcance para discernir la naturaleza de los acontecimientos


      B., Jorge Antonio s/ Encubrimiento


      COMP.325, L.XLV, 24 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente


      Las declaraciones de incompetencia deben estar precedidas de una investigación suficiente que permita la correcta individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, en tanto sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acercadel lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


      P., Víctor Oscar s/ Denuncia


      COMP.685, L.XLVII, 20 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente


      Si de las constancias incorporadas al incidente no es posible acreditar el lugar de entrega de los cheques, corresponde asignar la competencia al juzgado que previno, a fin de determinar dónde, cuándo, en qué concepto y en qué circunstancia fueron entregados los cartulares


      T., Alejandro s/ Denuncia


      COMP.516, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente


      Si las constancias que obran en el legajo no son concluyentes para establecer con certeza el lugar de comisión del delito, cabe concluir que la contienda no se encuentre precedida por una investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer la facultad conferida por el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58


      DHL Express s/ Denuncia


      COMP.590, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente


      Si los escasos elementos reunidos no resultan suficientes para conocer con la certeza requerida el verdadero alcance de los hechos motivo de la causa, ni el modo en que habrían ocurrido y establecer la competencia material a partir de una determinada calificación legal, corresponde profundizar la pesquisa para subsanar dichas deficiencias


      Z., Marcela Edith s/ Encubrimiento


      COMP.846, L.XLVII, 27 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente


      Si no se ha practicado diligencia alguna tendiente a brindar precisión a la denuncia y aportar otros elementos de juicio a los fines de determinar la existencia de una maniobra ilícita y, en su caso, el lugar de ocurrencia, corresponde al juzgado que previno seguir entendiendo en la causa


      P., Juan José s/ Estafa


      COMP.568, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Encuadre jurídico de los hechos


      La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos prima facie en alguna figura penal determinada con el grado de certeza que se requiere, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos


      M., Guillermo Mario s/ Denuncia


      COMP.602, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de definir jurídicamente los hechos del proceso


      Si con los elementos incorporados al legajo no resulta posible definir con razonable certidumbre en qué consiste la presunta maniobra delictiva, circunstancia imprescindible para adecuar legalmente los hechos y asignar la competencia, el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58


      M., Luis Alberto y otro s/ Estafa en tentativa


      COMP.547, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de determinar el alcance de los hechos denunciados y su calificación jurídica


      Si la contienda no se encuentra precedida de la investigación necesaria para determinar el alcance de los hechos denunciados y las calificaciones que pudieren corresponderles, y al no poder ser descartada la existencia de delitos ajenos a la competencia transferida al fuero local, corresponde que sean investigados por la justicia nacional en virtud de su más amplia jurisdicción


      C., Antonio Felipe s/ Retención indebida


      COMP.643, L.XLVII, 3 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de determinar el alcance de los hechos y el modo en que habrían incurrido


      Si la investigación resulta insuficiente para establecer con el grado de certeza necesario el verdadero alcance de los hechos y el modo en que habrían ocurrido, lo que impide discernir la competencia material en la causa, corresponde al tribunal que previno incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver luego, de acuerdo con lo que de ello surja


      L. R., Susana s/ Inf. art. 19 de la ley 25.246


      COMP.526, L.XLVII,28 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de determinar el lugar de adulteración del cartular


      Al desconocerse el lugar de adulteración del cheque, corresponde al magistrado en cuya jurisdicción se encuentra la entidad bancaria en la que el documento se presentó al cobro continuar con la investigación, sin perjuicio de que si entiende que corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional


      L., Alberto Antonio s/ Estafa


      COMP.603, L.XLVII,28 de septiembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta emisión de facturas apócrifas. Posible afectación al Estado Nacional. Investigación insuficiente


      Los elementos hasta ahora reunidos, no resultan suficientes para que V. E. ejerza las atribuciones que le acuerda el artículo 24,inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues las escasas constancias incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores del hecho investigado


      C., Mario Leandro s/ Denuncia


      COMP.354, L.XLVII, 24 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto hurto de automotor en la vía pública. Investigación insuficiente


      Si los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer sus pormenores con el grado de acierto requerido, no es posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58


      C., Fabián y otro s/ Hurto de automotor en la vía pública


      COMP.578, L.XLVII, 31 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Venta de celuares sustraidos el día anterior en local comercial donde trabajaba el imputado. Necesidad de definir la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción de la mercadería


      Corresponde a la justicia local profundizar la investigación respecto de la sustracción, a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro de la mercadería en poder del imputado, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior


      T., Claudio Daniel s/ Encubrimiento


      COMP.176, L.XLVII,9 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Requisitos procesales para la traba del conflicto


      Conflicto de competencia. Juez federal que anula un sobreseimiento dictado en sede provincial. Inhibitoria planteada luego de que la resolución adquirió firmeza. Exceso en sus atribuciones por parte del magistrado federal. Afectación de preceptos constitucionales


      En el caso no se presenta una cuestión de competencia que corresponda a la Corte resolver, si la resolución cuestionada es de aquéllas que cierran definitivamente la causa y ya se encontraba firme al plantearse la inhibitoria. La resolución del juez federal que anula el sobreseimiento dictado por un magistrado provincial carece de eficacia para modificar esa conclusión, en tanto importa un manifiesto exceso del marco propio de sus atribuciones, desde que carece de competencia para revisar lo resuelto en otra jurisdicción, la que se rige de acuerdo a su propio régimen procesal cuya interpretación y aplicación es ajena al fuero y cuyos actos gozan, en principio, de la presunción de validez que les acuerda el artículo 7 de la Constitución Nacional. En consecuencia, esa decisión resultaría violatoria de los preceptos constitucionales del debido proceso y de la distribución de las competencias entre la Nación y las provincias


      M., Raúl Alberto y otra s/ Presunta infracción a los arts. 204 quater y 247 del Código Penal


      COMP.700, L.XLVI,10 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Inexistencia de controversia en los casos en que el imputado ya fue sobreseído


      Si el hecho relatado por la víctima se incluye en un marco de violencia familiar, donde el imputado fue sobreseído, no se verifica una real controversia de las que a la Corte corresponderesolver, en tanto el juez de la causa ya emitió un pronunciamiento liberatorio sobre el fondo del asunto


      P., A. F. s/ Lesiones leves agravadas


      COMP.1081, L.XLVI,11 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de autopartes. Recurso pendiente de resolución. Previo envío de las actuaciones a los fines de resolver el recurso pendiente


      Si la declaración de incompetencia con la que se promovió la contienda, se dictó cuando se encontraba pendiente de resolución la apelación interpuesta por la defensa, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido más aún cuando, la cámara local no podría pronunciarse sobre cuestiones resueltas por un magistrado de otro fuero. Frente a tales circunstancias, corresponde devolver la causa al magistrado declinante, a fin de que el tribunal de alzada se expida sobre el recurso interpuesto y, posteriormente, si así fuere el caso, provea lo que corresponda en orden a la cuestión de competencia


      K., Sergio Antonio s/ Averiguación presunta inf. art. 289 C.P


      COMP.85, L.XLVII, 3 de mayo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Requisitos para el correcto planteo de la contienda. Estafa perpetrada mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedenser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la victima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero


      R., Gastón Alfredo s/ Estafa


      COMP.303, L.XLVII, 21 de octubre 2011


      Ver Dictamen


      Resolución de las cuestiones de competencia


      Contienda negativa de competencia en hábeas corpus. Persona alojada en una cárcel del Servicio Penitenciario Bonaerense. Averiguación sumaria indispensable por el juez del lugar donde se estuviera llevando a cabo el acto lesivo. Competencia del juzgado que previno para dilucidar este aspecto


      Las características propias del hábeas corpus exigen que la averiguación sumaria indispensable para su resolución sea practicada por el magistrado con competencia en el lugar en el cual se estuviera practicando el acto por el cual se reclama, a fin de garantizar con su inmediatez la adecuada apreciación de los hechos y la celeridad en el dictado y el cumplimiento de la sentencia. Habida cuenta de ese criterio, si el juzgado declinante no ha tomado debidamente en consideración el traslado del condenado a una prisión federal, puesto que ésto implica por sí mismo la insubsistencia de la circunstancia que justificaría la atribución de competencia a la justicia local e, incluso, la eventual alteración o la total eliminación de los motivos que fundan laacción de habeas corpus, corresponde al juzgado que previno esclarecer esos aspectos y resolver de acuerdo a lo que conforme a ello proceda


      S. S., J. A. s/ Habeas Corpus


      COMP.3, L.XLVII, 21 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Imposibilidad de declinar la competencia ya asumida, si la etapa instructoria se encuentra en pleno trámite


      Considero que, más allá de que hay que adquirir elementos probatorios en extraña jurisdicción, el juzgado interviniente debe continuar con la investigación hasta su consecución, ya que de lo contrario se estaría afectando, so pretexto de la dificultad de conseguir unos estudios médicos, la continuidad y unidad de una etapa instructoria que está en pleno trámite


      C., Heriberto s/ denuncia


      COMP.977, L.XLVI,28 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Incidente que carece de los elementos indispensables para emitir opinión


      El incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión sobre la contienda negativa de competencia, si no se ha incorporado al legajo la resolución en la que, presuntamente, uno de los jueces rechaza su competencia en razón de la materia. En consecuencia, corresponde devolver el expediente a la Corte, a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, correr una nueva vista


      K., César Ariel s/ inf. art. 149 C.P


      COMP.214, L.XLVII, 3 de junio de 2011


      Ver Dictamen


      Tribunal encargado de resolver


      Contienda negativa de competencia. Contienda entre dos jueces nacionales de primera instancia. Tribunal encargado de resolver


      Cuando la contienda negativa de competencia hubiese quedado trabada entre dos tribunales nacionales de primera instancia, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la misma debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido


      G., Gaston Alberto s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


      COMP.128, L.XLVII, 21 de marzo de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Contienda entre dos juzgados de diferente jurisdicción. Tribunal competente para dirimir la cuestión


      De acuerdo a lo reglado por los artículos 24, inciso 7°, del decreto ley 1. 285/58 y 44 del Código Procesal Penal de la Nación, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido


      C., Néstor Omar s/ Denuncia


      COMP.1033, L.XLVI, 8de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Innecesaria intervención de la Corte. Cámara de Casación competente para intervenir como órgano intermedio


      Los conflictos de competencia trabados entre tribunales orales y jueces de primera instancia en lo criminal y correccional, y de ejecución penal, el órgano encargado de dirimidos era la Cámara Nacional de Casación Penal, con base en su competencia funcional


      G.i T., Franklin Carlos s/ Competencia


      COMP.1074, L.XLVI,21 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tribunal encargado de resolver la contienda: tribunal superior de aquél que previno


      Conforme lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido


      Rodriguez, Roberto Manuel s/ Hurto automotor o vehículo en la vía pública


      COMP.1049, L.XLVI, 2de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia enrte dos jueces nacionales. Tribunal encargado de resolver la contienda


      Si la contienda negativa de competencia quedó trabada entre dos jueces nacionales de primera instancia, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, la misma debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia


      A., Pamela s/ Denuncia


      COMP.972, L.XLVII, 7 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia entre dos jueces nacionales. Tribunal encargado de resolver el conflicto


      Si la contienda de competencia ha sido trabada entre dos jueces nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1. 285/58, sustituido por la ley 21. 708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido


      O., Gloria E. s/ estafa en tentativa


      COMP.845, L.XLVII, 2 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos juzgados nacionales. Tribunal encargado de resolver


      Si la contienda contienda negativa de competencia quedó trabada entre dos tribunales nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada de aquél que primero conoció en la causa


      N.N. s/ Inf. ley 26.215


      COMP.327, L.XLVII,31 de agosto de 2011


      Ver Dictamen


      Prueba. Medidas de Coerción para la Obtención de Pruebas. Allanamiento de Domicilio


      Validez del allanamiento. Secuestro de elementos vinculados con la comisión de otro delito. Doctrina del plain view. Requisitos exigidos por dicha doctrina


      Respecto de la alegada nulidad del allanamiento del domicilio, y el planteo del recurrente se dirige a determinar si en el caso resultaba viable invocar la doctrina "plain view", el interrogante que se formula para sostener que no fue casual el hallazgo degran cantidad de billetes de diferente denominación y de droga, se aparta de las reglas de la experiencia y sentido común, al limitarse a confrontar los lugares -en el interior y la parte inferior de un sillón inflable, dentro de varias medias, así como también debajo de un colchón de una cama, respectivamente- con las dimensiones de la computadora que se buscaba, sin tener en cuenta que los funcionarios de la prevención pudieron razonablemente haber considerado, de acuerdo a su capacidad y experiencia en la investigación de delitos, que alguno de sus componentes podrían ocultarse donde sorpresivamente encontraron aquellos elementos. Por consiguiente, cabe concluir que en el caso se encuentran reunidos los requisitos exigidos por la mencionada doctrina en cuanto a la presencia justificada en el lugar de la policía; que sea evidente para los que practicaron el procedimiento la naturaleza delictiva de los objetos no contemplados en la orden; y que su descubrimiento haya sido accidental, si bien este último requisito ha perdido incluso relevancia a partir de la inteligencia que se asignó ese precedente en el caso "Horton v. California"


      G., Gustavo Adolfo, Cecanti, Norma del Valle, Juárez, Emanuel Alberto s/ Recurso de Casación


      G.468, L.XLVII, 7 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen


      Requisa Personal. Requisa sin Orden Judicial


      Requisa sin orden judicial. Acciones que pueden considerarse como actitud sospechosa. Análisis en función del contexto, al encontrarse el imputado en un área de alta criminalidad


      Si bien alejarse de un lugar sin provocación al darse cuenta que pasa la policía puede ser entendido como una actitud ambigua, en determinadas situaciones esa actitud sea susceptiblede una explicación inocente, pero no puede descartarse una interpretación diversa cuando el individuo se encuentra en una zona donde las autoridades tienen expectativas estadísticamente fundadas de intensa actividad criminal. Cierto es, sin embargo, que la presencia en un "área de alta criminalidad" no puede entenderse por sí sola como un factor suficiente para sostener una razonable, particularizada sospecha de que la persona está envuelta en una acción delictiva, pero tampoco los oficiales están llamados a ignorar ese dato en el momento de valorar la huida intentada al notar el arribo de una patrulla. El nerviosismo y una tal conducta evasiva han sido reconocidos como factores pertinentes en la determinación de la sospecha razonable. En otras palabras, aunque cada una de esas circunstancias no sugieran por sí mismas una razonable sospecha, tomadas en conjunto pueden alcanzar el nivel objetivo requerido para una detención o registro, En cualquier caso, al revisar la actuación de la policía, debe tenerse en cuenta que los jueces no tienen a su disposición estudios empíricos sobre actitudes normalmente indicadoras de un emprendimiento criminal, por lo tanto, no cabe razonablemente exigir a los oficiales ejecutores de la ley que sus inferencias arrojen certeza científica donde no la hay, sino que tales juicios deben estar basados en el sentido común y la experiencia


      Susic, Cristian Martin s/ Causa n° 11.188


      S.437, L.XLVI,15 de febrero de 2011


      Ver Dictamen


      Sujetos Procesales


      Delito de usurpación. Legitimación procesal del Ministerio Tutelar para intervenir en el incidente de desalojo. Requisitos:existencia de un interés substancial y directo en la cuestión. Menores que estarían ocupando el domicilio presuntamente usurpado. Derecho a la vivienda


      La legitimación sustancial es materia de derecho procesal, ajena en principio a la vía del artículo 14 de la ley 48, salvo que dicha legitimación esté prescripta directamente por normas de rango constitucional, cuyo desconocimiento por parte de los jueces de la causa constituye cuestión federal suficiente para ser conocida por la vía del recurso extraordinario federal. En materia de legitimación procesal la parte debe demostrar la existencia de un interés especial en el proceso, siendo necesario determinar si hay un nexo lógico entre el status afirmado por el litigante y el reclamo que se procura satisfacer, el cual resulta esencial para garantizar que aquél sea una parte propia y apropiada que puede invocar el poder judicial federal. En síntesis, la "parte" debe demostrar que persigue en forma concreta la determinación del derecho debatido y que tiene un interés jurídico suficiente en la resolución de la controversia, o que los agravios expresados la afecten de forma "suficientemente directa" o "substancial". Si la cuestión debatida viene delimitada normativamente por la regla que faculta al juez a disponer como medida provisional el reintegro inmediato de la posesión del inmueble al damnificado por una usurpación, cuando el derecho invocado es verosímil, los hechos relevantes sobre los que habrá de versar la discusión son, por un lado, la existencia del delito de usurpación y, por otro, la demostración verosímil del derecho del reclamante sobre el inmueble. Ninguno de esos extremos atañe a relaciones jurídicas de titularidad de los menores. En cuanto al primero, ciertamente los niños que ocupan la casa no son titulares de la relación jurídica que representa la imputación del delito; en cuanto al segundo, tampoco son titulares de ningunarelación jurídica real con ese inmueble ni de alguna relación personal con su propietario que pueda justificar la pretensión autónoma de resistir el desalojo. El interés sustancial y directo que alega el asesor tutelar en términos de derecho a la vivienda adecuada -el estatus de los niños como titulares de tal derecho- no tiene nexo lógico con el reclamo que procura satisfacer -evitar el desalojo-, por lo mismo que esa parte tampoco puede perseguir en el incidente de desalojo la determinación concreta de tal derecho. Por consiguiente, cabe concluir que, en caso de que exista alguna afectación al derecho a la vivienda de los niños, ésta sería anterior al desalojo que se pretende resistir y no consecuencia de él, lo que permite descartar que la garantía constitucional que consagra el derecho a la vivienda esté comprometida directamente en la cuestión, y, en consecuencia, que en función de esa regla exista legitimación sustancial para intervenir en el proceso como parte


      E., Silvina y otros s/ Infr. art. 181 inc. 1° C.P


      E.213, L.XLVI, 10 de noviembre 2011


      Ver Dictamen


      Suspensión del Procedimiento Penal a Prueba


      Suspensión del juicio a prueba. Delito de lesiones culposas. Requisito del consentimiento del fiscal. Finalidad de la inhabilitación. Antecedentes parlamentarios del artículo 76 bis del Código Penal


      El consentimiento del fiscal constituye un requisito para la suspensión de la realización del juicio, por lo que si el juez considera que su dictamen carece de adecuada fundamentación, debe anularlo y permitirle exponer nuevamente su posición. Esto es así ya que el órgano jurisdiccional no cuenta con la facultad de promover ni de suspender el ejercicio de la acciónpenal, el que, de acuerdo con el artículo 120 de la Constitución Nacional, se encuentra a cargo del Ministerio Público Fiscal. Por lo tanto, cabe concluir que el consentimiento del fiscal es indispensable para la aplicación del instituto en cuestión, desde que provoca la suspensión de aquella potestad y puede además llevar a la extinción de la acción. La regla de inhabilitación en la actividad que se vincula directamente con el delito imprudente objeto de imputación, atiende al interés social de remediar la impericia que pudo haber llevado a su comisión. Por otra parte, cabe señalar que la figura prevista en el artículo 302 del Código Penal es de carácter doloso, y en ese caso la inhabilitación tiene un presupuesto y una finalidad distintos de los que caracterizan a la que se prevé para la figura del artículo 94 de dicho ordenamiento, a la que específicamente se refiere el artículo 76 bis del Código Penal de acuerdo con las consideraciones expuestas en su tratamiento legislativo


      P., Pablo José y otros s/ Causa nº 15.203


      P.772, L.XLVII, 22 de diciembre de 2011


      Ver Dictamen
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